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No pretendemos merecer el honor ni la gloria que conquistaron los sabios jurisconsultos, 
que formaron el gran Código de Derecho Romano, que lleva á su frente el titulo que 
hemos adoptado. 

Al dar á nuestro libro el titulo de Digesto, no nos hemos propuesto otro objeto, que el 
de espresar con esa sola voz todo su contenido; significar con ella el programa de nuestro 
trabajo en toda su ostensión, sin que abriguemos la presunción de suponer la mas ligera 
analogía entre el mérito científico del Digesto Romano, y el de la compilación reasumida 
de disposiciones Patrias y prácticas del foro y del comercio, en forma de diccionario. 

La metodizacion y sistema de nuestra legislación, es una de nuestras mas importantes 
exigencias sociales; y ningún sistema mas adaptable para adquirir un conocimiento breve 
sobre cualquier punto de ella, y resolver las dudas que puedan ocurrir en la aplicación 
práctica de la ley, que el del orden alfabético, que está al alcance de todos, y que abraza 
bajo una sola palabra, el compendio délas disposiciones, cuyo conocimiento se necesite 
sobre una materia dada. 

Es este el medio mas eficaz de generalizar el conocimiento del derecho, cuya igno* 
rancia no escusa á nadie, asi como también es el mas espeditivo de dirigir al juez y al 
abogado, para encontrar con facilidad y economía de tiempo, el texta de las leyes que 
hayan de consultarse, por medio de las citas de su referencia. 



Es asi que para examinar alguna ley de las comprendidas en los voluminosos cuerpos del 
derecho esparíol, el Diccionario de legislacion^ de D. Joaquín de Escríche, es comunmente 
la guia que dirijo al juez y al abogado, para descubrir con brevedad y ahorro de trabajo, 
el código y el parage donde debe hallar el texto. Si pues, el Diccionario de Escriche, es 
de reconocida utilidad para el jurista, y aun para todos aquellos que quieren conocer una 
disposición legal, sobre cualquiera materia de la lejislacion Española, el que comprende, 
bajo el mismo método, un estracto de todo lo que hace relación al derecho Nacional, y á 
las resoluciones gubernativas y practicas cuyo cumplimiento incumbe á todos, debe servir 
necesariamente á vulgarizar esos conocimientos, y á facilitar la observancia de las leyes, 
reglamentos, decretos y demás disposiciones que la República se ha dado. 

Nadie ignora que nuestra legislatura Nacional, carece absolutamente de método y de 
sistema, y que no lo hay tampoco, en cuanto á la forma de promulgación establecida 
para las sanciones legislativas y demás resoluciones dictadas por los Poderes Consti- 
tutivos del Estado. 

Existen muchas leyes que contienen disposiciones sobre distintos puntos que no se rela- 
cionan entre si; á la vez que hay otros que se hallan tratados aisladamente en distintas 
leyes y resoluciones, sin relacioa alguna entre ellas, que abrevie su conocimiento, no 
siendo en consecuencia, ñcü adquirirlo en el texto, sin improbo trabajo y contracción. Tal 
sucede, por ejemplo, en las numerosas disposiciones dictadas sobre funciones y deberes de 
los escribanos públicos, sobre atribuciones de los alcaldes ordinarios, y otras semejantes, 

Dificihnente podrá saber un alcalde ó un escribano, cuales son todas las funciones y 
deberes que la lejislacion Patria les atribuye, ocurriendo á r^strarios en capítulos ó 
artículos aislados de numerosas leyes sin correlación ni referencia alguna entre si. Pero 
por medio del sistema adoptado en este libro, se hallan aquellas, como otras muchas de 
igual natundeza, compiladas y reunidas bajo un solo nombre, con las citas correspondien- 
tes de las leyes ó decretos relativos, que por el orden de sus fechas, se encontrarán sin 
dificultad en la Colección que principiamos á publicar en 1856, en cuanto á aquellos 
que se hallen en vigencia. 

Creemos escusado observar que el Dijesto Nacional, se refiere sola y esclosivameftle 
á la enunciación de las resoluciones de la legislación Patria : asi cuando hablamos • 
por ejemplo, ád juicio ejecutivo, de términos, de posesión, 6 de cualquier punto 
de derecho estatuido por la lejislacion española , nos limitamos á emitir las correcciones 
6 reformas introducidas en ella, por la nuestra, sin perjuicio de los de aquella que rigen 
en la República, en todo cuanto no han sido derogadas por resolución espresa. Estos se 
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encuentrarán siguiendo el mismo orden , en ei Diccionario de iegisfacion de Don Joaquín 
de Escríche, del que el Digesto puede considerarse un apéndice, en lo que hace relación 
al derecho Nacional. 

Tal ha sido en resumen nuestro pensamiento. 

La brevedad de este libro, no permite abrazar, en las disposiciones contenidas en él 
todos sus pormenores y detalles, sino solamente un estracto de su parte dispositiva. Las 
citas de las leyes y resoluciones respectivas, sirven para ampliar los conocimientos que se 
requieran, ocurriendo á ellas cuando sea necesario. 
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ABASTO DE CABNEs. — Los anima- 
les, asi vacunos como lanares, que se des- 
tinan para el consumo de la población, en la 
Capital y demás pueblos de la República, 
están sugetos al pago de un impuesto muni- 
cipal . 

Este impuesto es — en la Capital — por 
cada animal vacuno , doce reales corrientes : 
— porcada animal lanar, dos reales. — En 
los puebla de campaña, por cada animal 
vacuníT, ocho reales (4). 

Los animales destinados -para el consumo 
deben ser encerrados en los corrales esta- 
blecidos al efecto,bajo las reglas y formali- 
dades prescrip tas (2). 

La administración de los corrales de abas- 
to, y la recaudación del impuesto en la Ca- 
pital, deben estar á cargo de un Adminis- 
trador general, un inspector, un llavero, un 



(1) Ley de U de Mayo de 1856. 

(i) Reglamentos del 1.® de Enero de 18 i 1 y de 3C 
de Octubre de 1864. 



revisador, dos empleados encargados de los 
libros y papeletas, y uno ó dos peones . El 
Administrador es responsable del ganado 
que recibe en los corrales, cesando esta res- 
ponsabilidad durante las horas en que aque- 
llos se abren para la matanza ó para sacar 
el ganado á pastoreo. 

Todo individuo que mate ganado para 
consumo, sin pasarlo por los corrales de 
abasto público, queda sugeto al pago de una 
multa de veinticinco pesos per la primera 
vez, del duplo la segunda, y del triple, con 
prohibición de matar en lo sucesivo, la ter- 
cera. . 

Es prohibido á los saladeristas entregar 
carne beneficiada ni ganado en pié sin cono- 
cimiento del administrador general de cor- 
rales. Este debe pasar al ministerio de Ha- 
cienda cuenta mensual de los fondos que 
recaude. 

Las cuestiones sobre pago de derechos 
adeudados, deben ser resueltas sumariamente 
por* la autoridad de policía. 
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Es prohibida la inlroJuccian en los cor- 
rales de abasto, de terneros sin marca bajo 
la pena de caer en comiso (1). 

ABASTECEDORES. — Los que tienen 
la facultad de recibir y vender animales paia 
el consumo público (2). 

Para sor abastecedor se necesita tener 
imo ó mas cuartos para la venta de carne, y 
estar anotado y patentado por la Policía. 
Los abastecedores deben conservar en los 
corrales del Estado los animales que tengan 
para el consumo (3), con la obligación de 
concurrir á ellos á la hora que S3 abren para 
la matanza, á fín de reclamar en aquel acto 
del administrador general, cualquiera falta 
que notasen. Durante las horas de la ma- 
tanza, cesa á este respecto, la responsabilidad 
del administrador (i). Ningún abastecedor 
puede recibir ganado para consumo, sin la 
correspondiente tornaguía de la tablada (5) . 

ABicsEATo. — Hurto de ganados. Se 
comete abigeato : i® Hurtando de cual- 
quiera manera ganado, sea vacuno, caballar, 
lanar ó de cerda : 2** desfigurando ó bor- 
rando las marcas; 3** destruyendo, ó cam- 
biando por otros objetos, cueros que tuvie- 
sen bon-ada la marca; i. ® encubriendo los 
animales hurtados, sus cueros 6 pieles 5. ® 
marcando en campo ageno, sin conocimiento 
del dueño; 6. ® marcando animales orejanos 
á sabiendas de ser ágenos, aunque sea en 
campo propio; 7. ® comprando á sabiendas, 
cueros ó animales ágenos. 

"El individuo que cometiere abigeato, in- 
curre en la pena de prisión y trabajos públi- 
cos cuj^a duración debe graduarse se^un la 
reincidencia. Los abigeos incurren también 
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en la obligación de indemnizar al dueilo con 
el duplo del valor de los animales hurlados 
y en la del pago de las costas det juicio. La 
falta de pago de la indemnización, se re- 
suelve COR el aumento de la cuarta parte del 
tiempo de la condena á prisión y trabajos 
públicos. 

El dueño, ó el ocupante del terreno, según 
los casos, SQn responsables del vajor de las 
cosas hurtadas que se encuentren en dicho 
terreno. La responsabilidad por acusaciones 
calumniosas d^e someterse al juicio de arbi- 
tros. Las penas impuestas al delito de abi- 
geato no pueden conmutarse (i). 

ABOGAiMi. — El profesor de Dere- 
cho facultado con título del Superior Tri- 
bunal de Justicia, para ejercer la profesión. 
Para obtener el título de abogado, es necesa- 
rio, después de haber terminado ios estudios 
universitarios; de haber cursado tres años en 
la Academia de Jurisprudencia teórico prác- 
tica, y de haber rendido satisfactoriamente 
las correspondientes pruebas de ingreso y 
egreso, sufrir un nuevo* examen teórico y 
, practico ante el Tribunal Superior. 

Para este objeto, el pretendiente, munida 
de un certificado del Secretario de la Aca- 
demia en que conste haber sido aprobado 
en todos sus exámenes ante aquel cuerpo, 
recibirá del Escribano de Cámara, unos autos 
de los archivados sin sentencia definitiva, de 
los cuales, en término de tres dias, hará 
relación ante el Tribupal: — fundará in voce 
en favor de una, y después de otra de las 
partes, y formulará sentencia sufriendo en 
seguida el examen indicado. Obtenida su 
aprobación, recibirá, el título de abogado (2). 

Los abogados^^e las Repúblicas America- 
nas, que lo acrediten con título en forma, 



(1 j Decreto de 8 de Noviembre de 1841. 

(2) Decreto de 4 de Mayo de 1854. 

(3) Decreto de 26 de Octubre de 18¿4. 

(4) El mismo decreto. 

(5) Decreto de 4 de Mayo de i854. 



(1) Ley de 18 de Junio de 1853. 

(?) Coiistiturion de la Academia'de Jurisprudencia 
de Sde AbrUde 1839. 
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juslificando la identidad de la persona, deben 
ser sin mas trámile inscriptos en ia matri- 
cula del Estado, y facultados para ejei'cer la 
profesión. En identidad de circunstancias, los 
abogados de Ultramar, deben sufrir previa- 
mente un examen general ante el Tribunal de 
Justicia. Los abogados Extrangeros pueden 
suplir en el desempeño de sus funciones á 
ios jueces permanentes, en casos necesarios, 
previo el juramento de derecho (1). 
Está mandado que los abogados concierten 



las relaciones en las causas civiles que de- 
Aendan; bajo las penas de la ley 1 1 lit. 22 
lib. 2,«delaR.C.(i), 

En el cobro de honorarios los abogados 
deben ceflirse al arancel vigente. — Véase 
Arancel deJueceSy Abogados^ &a. 

En los recursos de nulidad é injusticia 
notoria, y en todos aquellos en que es nece- 
sario integrar el Tribunal Superior de Jus- 
ticia se hace con abogados nacionales saca- 
dos á la suerte. — Véase Conjuez. 
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J^CADEnm DE Jl^HISraUDEllíCIA 

TEéBico raAcTicA. — lustitucion des- 
tinada al estudio teórico y práctico de la ju- 
risprudencia, para los alumnos que han con- 
cluido sus estudios universitarios. 

Para ingresar á la Academia y entrar á 
formar parte de los socios académicos , es 
necesario hacer una petición ante el Director 
vestida con el título de doctor, con la fé de 
bautismo del pretendiente y con certificados 
satisfactorios de vita et moribus. Substan- 
ciada esta petición con audiencia del celador 
fiscal, debe tomar puntos en las instituciones 
de Alvarez, y sobre el que resulte, escribir 
en el término de veinticuatro horas una di- 
sertación cuya lectura dure cuando menos 
media hora; después de la cual, debe sufrir 
dos réplicas y responder á las preguntas 
que se le hagan por dos académicos, que el 
Director ó el Presidente designarán antici- 
padamente. Acto continuo, sufrirá un exa- 
men del derecho por todos los académicos^ 
que deberán ser citados para este acto, y 
en seguida por los empleados del Cuerpo 
que formen la mesa ; y resultando aprobado 
por votos secretos , se declarará- su incorpo- 
ración. Si fuese reprobado , se presentará 



(I) Decreto de 14 de Enero de 1839. 



á nuevo examen, dentro del término que 
se le señale por la mesa de empleados (2). 
Concluidos los tres años de duración do 
la práctica , y satisfechas en -Tesorería las 
faltas que hubiese hecho el académico, y los 
derechos de salida , con arreglo á la Consti- 
tacion del Cuerpo, pedirá designación de dias 
para sus exámenes de egreso, que se le se- 
ñalarán con audiencia del celador Qscal. Para 
este objeto , tomará puntos en las leyes de 
Toro , y sobre el que resulte , producirá den- 
tro de tres dias , una disertación adecuada á 
la mayor ostensión de los conocimientos que 
debe haber adquirido en la práctica: sufrirá 
en seguida dos réplicas , como en el examen 
de ingreso , y un examen teórico de dere- 
cho. Resultando aprobado se le señalará un 
nuevo dia para el segundo examen de egreso 
sobre la práctica del procedimiento. Aproba- 
do en ambos actos queda terminada su prác- 
tica. 

El Cuerpo de empleados de la Academia, 
se compone de un Director, cuyo cargo es 
desempeñado , por uno de los miembros del 
Tribunal Superior de Justicia, elegido por 



(1) Acuerdo del Tribunal de Jusücla de 22 de Agosto 
de 1858 

(2) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 11 de Oc- 
tubre de 1842. 
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este: un Presidente, un Vice-Presidenle, dos 
Censores, un Celador fiscal , un secretario , 
un pro-secretario, un tesorero, y un portero. 

Estos empleados son nombrados anual- 
mente por los Académicos practicantes , so- 
cios natos de la institución. Los empleos de 
Presidente, y Vice, Censores y Celador fis- 
cal, deben ser desempeñados por abobados 
recibidos: los de secretario, pro-secretario y 
Tesorero, por académicos. Los empleados de 
la Academia no tienen opción á sueldo ni 
remuneración alguna, con la sola escepcion 
del portero , que recibe un sueldo pagado de 
los fondos de la institución. 

Las funciones del Director, son: dirigir 
en general los trabajos del cuerpo; presidir 
sus sesiones ; conocer de los espedientes de 
ingreso y egreso de los practicantes ; admi- 
tir renuncias y cscusaciones ; señalar los tra- 
bajos y ejercicios literarios, y ordenar los 
pagos que deben hacerse en tesorcria. 

El Presidente suple en sus funciones al 
Director, y el Vice-presidentc á aquel. 

Compete á los Censores : revisar , y apro- 
bar ú observar las disertaciones académicas, 
y asistir á todos los actos eslraordinarios y 
exámenes. 

El Celador fiscal es encargado de la ob- 
servancia de la Constitución académica ; de 
intervenir en los espedientes de ingreso y 
egreso de los académicos, y de promover to- 
do aquello que conduzca al adelanto y me- 
jora del cuerpo. 

El Secretario debe autorizar todos los ac- 
tos del (Director, Presidente y Vice; llevar 
un libro de actas de las sesiones y exámenes 
otro de matricula y de faltas ; recibir los de- 
rechos de entrada y salida, y las multas de 
faltas, que pasará al Tesorero , ¡y cuidar del 
archivo; el Prosecretario le suple en su au- 
sencia. 

El tesorero debe llevar un libro de entra- 
das y salidas de los fondos de la Academia, 
y no puede hacer pago alguno sino por or- 



den del Director, Presidente 6 Vice , con 
espresion del objeto, y autorización del Se- 
cretario. 

Los ejercicios ordinarios de la Academia, 
tienen lugar en los dias martes y viernes de 
cada semana : deben ser sobre materias teó- 
ricas y prácticas alternativamente, y presi- 
didos por uno de los empleados abogados 
que turnarán por meses. Debe haber ade- 
mas una sesión estraordinaria cada mes, 
en cada una de las cuales, un acadé- 
mico , designado con anticipación por el or- 
den de antigüedad, disertará sobre un punto 
dado. 

Son fondos de la Academia: doce pesos 
que debe pagar cada académico á su ingreso 
é igual suma á su salida , y un peso por ca- 
da falta, asi como cualesquiera donaciones 
ó auxilios del Gobierno , ó de los profesores 
de ella (1). 

Todos los que acrediten con títulos sufi- 
cientes, ó justificación bastante que los su- 
pla, haber obtenido el grado de bachiller en 
leyes, a lo menos, en cualquiera de las Re- 
públicas Americanas, justificada la identidad 
de la persona , pueden ser admitidos sin mas 
trámite. Los graduados en Universidades de 
Ultramar, deberán ademas de los requisitos 
indicados, acreditar la posesión del idioma 
Nacional (2). 

ACABREiiDORESDE Ci)i!VADO. — Véase 

Troperos. 

ACCIONES PRIVADAS. — El sagrado 
de la vida privada se halla garantido por 
el art. 134 de la Constitución, con estas 
palabras: « Las acciones privadas de los 

> hombres que de ningún modo atacan el 

> orden público , ni perjudican á un tercero 
» están solo reservadas á Dios, y exentas de 



[1] Constitución de la Academia de Jurisprudencia 
de 2 de Abrii de 1839. 

[2] Dccrctode 14 de Enero de 1830. 
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» ia autoridad de los Magistrados. Ningún 
> habitante del Estado será obligado á hacer 
» lo que no manda la ley , ni privado de lo 
» que ella no prohibe. » 

Es delito de abuso contra la libertad de 
imprenta la difamación publicando los vicios 
ó defectos privados del hombre, que no son 
del resorte de la autoridad pública (t). 



it€'roRE«$ DR.tMATicos. — Lcs cs pro- 
hibido emi)lear en la escena frases ó pala- 
bras que hubiesen sido suprimidas por el 
Censor, asi como faltar al decoro , con ac- 
ciones ó movimientos indebidos. El Censor, 
debe en tal caso reconvenirles 6 corregirles, 
según la gravedad de la falta (1). Véase Tea- 
tro. 



A». 



ADMIIVI9TRACIO!V DE ADL'ANA. Es- 

tuvo á cargo de un directorio representante 
de la Sociedad compradora de sus ren- 
tas: pero por convenio celebrado con di- 
cha- sociedad , con la intervención del en- 
cargado de S. M. Británica, el Gobierno 
reasumió la administración de dichas ren- 
tas, á cuyo cargo se hallan hoy (2) Véase 
Aduana. Contratos de Aduana. 

ADMIIVI.STIKACIOIV DE CORREOS. — 

El senicio de la correspondencia pública y 
privada. Véase Correo. 

AnniNlHnxClOTd DE JUSTICIA. — 

La Administración de Justicia es uniforme 
en todo el Estado y se ejerce por Te- 
nientes Alcaldes, Jueces de Paz, Alcal- 
des Ordinarios, Jueces letrados y un Tribu- 
nal Superior de apelaciones (3). 

El Poder Judicial puede ejercerse tam- 
bién por una alta Corte de Justicia, si asi lo 
determinase la ley (i). Véase Alta Corte 
de Justicia. 

La Administración de Justicia en lo Ci- 
vil y Criminal, es desempeñada por Tenien- 
tes Alcaldes, y demás jueces, en la forma 
que queda dicha. 



(1) Articulo 4o de la ley de 3 de Junio de 1839. 

(2) Convenio de 7 de Setiembre de 1858. 

(3) Artículo lo del Rcglamentode Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. 

(i) Articulo 91 de la Constitución. 



Los asuntos, actos y personas declarada^ 
mercantiles por las leyes del Pais, están bajo 
la jurisdicción del Juzgado letrado de Co- 
mercio, en la Capital. En la campana cono- 
cían de ellos los Diputados de Comercio, y 
hoy conocen los Alcaldes ordinarios. — 
Véase Diputados de Comerm. 

Los juicios sobre abusos de la libertad de 
imprenta, están bajo la jurisdicción de un 
Tribunal especial de Jurados, compuesto de 
ciudadanos sacados á la suerte, en cada 
caso, de una lista de sesenta, formada al 
efecto. — Véase Juicio de Imprenta. 

Los asuntos y causas pertenecientes a la 
jurisdicción Eclesiástica, corresponden : en 
1" instancia al Provisor general del Estado; 
en 2* al Cura Rector de la Iglesia Matriz, 
y en 3* al Vicario Apostólico. Para re- 
solver en 2* y 3* instancia, deben aso- 
ciarse al Cura Rector, y al Vicario, dos 
eclesiásticos, sacados á la suerte de una 
lista de seis que debe nombrarse anualmente 
por el Gobierno, de acuerdo con el Sr. Vi- 
cario (2). Véase Juez Eclesiástico. 

Los juicios correspondientes á la juris- 
dicción militar, están cometidos al Consejo 
de guerra de que hablan las Ordenanzas mi- 



li) Regiamentode censura del Teatro de 17 de Oc- 
tubre de 1859. 

[2) Decreto del Gobierno de 12 de Agosto de 1885* 
autorizado por la ley de 4 de Julio anterior. Esta dispo- 
sición no 08 observada en la práctica. 
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litares, del cual son miembros necesarios : el 
Ministro Secretario de Estado en el Depar- 
tamento de la Guerra, como Presidente, 
seis Gefes de los mas condecorados y anti- 
guos, como vocales, y un asesor con el ca- 
rácter y grado de Auditor general de 
Guerra (1). En la práctica, el Consejo de 
guerra ó Tribunal militar, es presidido por 
un Oficial general, nombrado por el Go- 
bierno. — El Auditor se nombra especial. — 
Véase Auditor General de guerra. 

El conocimiento de las causas sobre in- 
jurias, compete á los Alcaldes ordinarios (2). 
Les compete también el de las de vagos, 
juegos prohibidos, embriaguez, abigeato, y 
uso de arma en pelea, de la cual haya resul- 
tado herida leve (3). En estos juicios se 
nota la ausencia de acusación del Ministerio 
público, cuando no la hay de parte. La ley 
no lo ha previsto, y el Fiscal del Crimen no 
se ha juzgado en el caso de ejercer las fun- 
ciones de su Ministerio, en causas sugetas á 
la jurisdicción del Juzgado ordinario. 

El conocimiento de las causas sobre con- 
tratos con inmigrantes ó colonos, sus pasa- 
ges y demás incidentes que puedan ocurrir 
sobre la materia, corresponde á los Jueces 
de Paz del domicilio (4). Véase Inmigrantes. 

Las causas de contrabando son juzgadas 
y sentenciadas, cuando el valor del comiso 
no escede de trescientos pesos, por un Tri- 
bunal compuesto del Colector general de 
Aduana, y dos comerciantes sacados á la 
suerte de la lista de despachantes, actuando 
con el Escribano de Registros, en juicio 
breve y sumario. Cuando el comiso escede 
de trescientos pesos, el Tribunal es inte- 
grado con el Fiscal y el Juez de Hacienda 



( 1 ) Decreto de i9 de Setiembre de 1851 . 

(2) Ley de 1» de Diciembre de 1829. 

(3) U misma ley y la de 23 de AbrU de 1 858. 
(i) Ley de 3 de Hayo de 1853. 



de la 1* Sección. La sentencia de eslos Tri- 
bunales es inapelable (1). 

Las causas de presas marítimas deben 
ser juzgadas breve y sumariamente, en 1^ 
instancia, por el Capitán del Puerto, con un 
Auditor especial, abogado, graduado ó inte- 
ligente, supliendo los últimos la falta de los 
primeros, actuando con un Escribano nom- 
brado para el caso : en 2* instancia, por un 
Consejo de guerra de marina, compuesto del 
Gefe de mayor graduación, y cuatro oficiales 
de los mas antiguos, un Auditor especial y 
un secretario : — y en 3« instancia, por una 
Junta de seis Gefes de marina, presidida 
por el Ministro del ramo, supliéndose ia 
falta de aquellos, por -Gefes de Ejercito de 
tierra (2). — Véase Presas marítimas. 

No puede entablarse ningún juicio en ma- 
teria civil ó de injurias, sin constancia de 
haberse llenado el requisito de la concilia- 
ción ante un Juez de Paz. Los Escribanos 
respectivos deben anotar en la carátula de 
los espedientes, el cumplimiento ó la ausen- 
cia de este requisito (3). 

Ninguna causa puede juzgarse fuera del 
territorio de la República. Son prohibidos 
los juicios por comisión, asi como el jura- 
mento de los acusados en sus declaraciones 
y confesiones, y también que sean tratados 
como reos (4). 

La administración de justicia en los de- 
partamentos de campaña, está cometida á 
ios Tenientes Alcaldes, Jueces de Paz y Al- 
caldes ordinarios. Las sentencias de estos 
son apelables, en los casos determinados 



(1 ) Ley de 14 de fallo de 1855. y art. 27 de U de 
13 de Jttiio de 1856. 

(2; Ley de 23 de Noviembre de 1844. 

(3) Artículo 107 de la Constitución y acuerdo dei 
Superior Tribunal de Justicia de 4 de noviembre de 
1837. 

(4) Art. 109, lio y Hl, de ia ConsUtucioo y 81 de la 
ley de 9 de Mayo de 1866. 
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por la ley, para ante los jueces letrados. — 
Véase Recurso de apelación. 

La jurisdicción de los jueces de lo Civil 
y del Crimen, comprende: la !■ sección, los 
departamentos de Montevideo y Canelones: 
la 2" los demás del territorio déla República. 
Véase Secciones Judiciales. El conocimiento 
de las causas de Hacienda y de intestados, 
está cometido a los Jueces de lo Civil en 
sus respectivas secciones (1). 

El conocimiento de las causas en que se 
litigue un valor de menos de veinte pesos, 
compete á los Tenientes Alcaldes, en mé- 
todo verbal : de esta suma hasta doscientos , 
á los Jueces de Paz , también en método 
verbal , formando actaís de lo espuesto por 
las partes : h^ta tres mil pesos , á los alcal- 
des Ordinarios, observando las formas del 
procedimiento ; y de esta suma para arriba , 
á los jueces letrados de lo Civil (2). 

El fuero personal está abolido. Véase 
Fuero personal. 

Todo pedimento ante cualquier Tribunal 
ó Juzgado letrado, debe llevar la firma de 
un abogado de la matricula, con escepcion 
de las rebeldías, peticiones de términos y 



demás actos llamados procuratoríos, y los 
escritos en que se presenten las partes por 

sí (1). 

ADHilNlSTRACIOIV DE POSTAS. Vea- 

se Postas, 

ADimiNISTRACIOIV DE VXCVNA. Vea- 

se Vacuna. 

ADUANA. — La reunión de oficinas públi- 
cas encargadas de vigilar y examinar la im- 
portación y exportación de los efectos, mer- 
caderías y frutos del comercio, y de cobrar 
los derechos establecidos por la ley. Véase 
Dereclws de Aduana. Resguardo* 

La administración de Aduana está enco- 
mendada á un Colector General un Gefe Su- 
perior del Resguardo (2) , y demás emplea- 
dos de Contaduría, Visturía, Alcaidía, Teso- 
rería, Resguardo , Receptorías y Sub^receq- 
torias, establecidas en la ley del presupuesto 
general de gastos. 

Son puertos habilitados, con sugecion á 
las leyes aduaneras de la República , los de 
Montevideo, Colonia, Nueva Palmira, Pay- 
sandú. Salto v Maldonado. Véase Puertos 
habilitados. 



AW. 



AFORO. — La avaluación que se hace de 
las mercaderías,' frutos y artículos de comer- 
cio que pasan por la Aduana, para la com- 
putación de los derechos á que están suge- 
tos. — Esta avaluación está abolida en la 
forma que antes se practicaba por los Vistas 
de Aduana. Los derechos establecidos por 
)a ley de Aduana, se regulan por los valores 
de Jos^ artículos ó mercaderias de importa- 
ción fijados en una tarifa de avalúos, for- 



(1) Ley de lo da abril de 1859. 

(*) Reglamento de Administración de Justicia de 
lo de Agosto de 1829. Art. 10 y 69. 



mada cada cuatro meses, por una comisión 
de comerciantes presidida por el Colector 
general (3). Los artículos de exportación 
tienen asignados derechos permanentes. — 
Véase Derechos de exportación. 

En el caso de reclamo del introductor 
por causa de averia, la Aduana solo 'debe 
permitir que los artículos ó efectos averia- 



[1] Artícjilo hO de la ley de 9 de Hayo de 1866, y 
ley de 9& de Junio del mismo año. 

(9) Plaza creada por Decreto de 22 de Setiembre de 
1868. Este empleo no está autorizado por la ley, y el 
decreto de su creación se halla de hecho sin efecto. 

(3) Articulo 2 de la ley de 14 de Julio de 1858. 
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dos, so vendan en remate publiro, desi- 
gnando local para el efeclo; y en tal caso, 
se cobrarán los derechos sobre el valor de 
venia (I). — Véase Tarifa de Avalúos. 

ikvwLtoLxou. — Los negros nacidos en 
las costas de África, cuya introducción era 
permitida en el territorio de la República. 

Con arreglo á la legislación de la mate- 
ria, los Africanos eran libres de hecho y de 
derecho, desde que pisaban el territorio del 
Estado, y puestos en tutela hasta llegar á la 
mayor edad, afianzando el tutor la cantidad 
correspondiente á veinte pesos por cada año, 
que debia entregar al pupilo al termino de 
la tutela. Los que hubiesen cumplido vein- 
ticinco años al llegar al Pais, debían que- 
dar sujetos á esa tutela 6 patronato por tres 
años, bajo las mismas condiciones. Era 
obligación de los tutores ó patronos , darles 
sustento, asistirles é instruirles en princi- 
pios de religión y buena moral. 

Este contrato, que mas bien podría lla- 
marse de locación de obras ó conchavo, da- 
ba en remuneración al patrono, el derecho de 
utilizar los servicios del pupilo, durante el 
tiempo de la tutela 6 patronato. Los intro- 
ductores de negros de cualquiera nacionali- 
dad y condición, que hicieran de ellos el 
tráfico de esclavos, y los que los comprasen 
y tratasen como tales, incurrirán en la pena 
de infamia, y una multa de cien á doscien- 
tos pesos por cada uno, aplicable por mita- 
des, al Fisco y al aprehensor, quedando el 
esclavo libre por el hecho (2). 

Estas disposiciones cuya fiel observancia 
era una necesidad de civilización y humani- 
dad, fueron sin embargo, eludidas siempre 
en la práctica, en cuanto á los derechos que 
ellas acordaban á los africanos, á la vez que 
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se abusaba y se daba mayor latitud á los de 
los patronos. 

El introductor vendia el derecho de pa- 
tronato por una cantidad convencional, que 
equivalía al precio de un esclavo y que ab- 
sorvia de hecho el de los servicios del colono: 
la remuneración pecuniaria acordada á este , 
nunca se hizo efectiva; y bajo la falsa deno- 
minación de pupilos ó colonos, venian á que- 
dar reducidos á una verdadera esclavitud. 
Semejante situación formaba un repugnante 
contraste con el estado de cultura del Pue- 
blo, con los principios de la legislación y 
con los sentimientos que constituyen la fiso- 
nomia prominente del carácter Nacional. 

Pero la ley de 42 de Diciembre de 4842, 
declaró completamente libresá los pupilos ó 
colonos aptos para el servicio militar, con- 
servándose en aquella clase solamente las 
mugeres y los inútiles para aquel objeto. 

Las expediciones sobre colonos africanos 
fueron por último definitivamente prohibidas 
en el territorio del Estado, quedando asi 
abolido para siempre el tráfico inmoral é in- 
humano que se habia introducido á la som- 
bra de la incuria ó de la intolerancia, y de 
la viciosa terpretacion de las disposiciones 
legishtivas preexistentes (4) Véase Trafico 
de Esclavos, 

ACiENTEs DiPLonATicos. — Véasc 
Cuerpo Diplomático. 

AGENTE FISCAL. — El funcionario en- 
cargado de desempeñar el Ministerio públi- 
co en las causas criminales. 

El cargo de Agente Fiscal, al cual esta- 
ba cometida también la Defensoriá general 
de menores, ha dejado de existir. Las fun- 
ciones que aquel desempeñaba, comprenden 



(I) Airt.Gdela mi»ma ley. 
(3) Lcy de U de Junio de 1837. 



(1) Tratado celebrado éntrela RepúbUca y el Go- 
bierno da S. M. Británica el 13 de Julio de183ü, y k>y 
de 7 de Julio de 1853. 
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hoy al fiscal del Estado en lo Críminal (1). 
Véase Fiscales del Estado. 

AORiiiiENsoB. — El que tiene por ofi- 
cio medir las tierras. 

Todo el que solicite ejercer la profesión 
de Agiimensor, debe sufrir ante la Comisión 
Topográfica, un examen en los elementos de 
topogi*afia jeodesia y dibujo descriptivo, y 
ser patentado por dicha Corporación, siem- 
pre que acredite la suficiencia necesaria. 

Los agrimensores están bajo la inmediata 
dependencia de la Comisión Topográfica, k 
la cual deben presentar un duplicado de 
todas las operaciones que practiquen. Están 
autorizados, ademas de la parte facultativa, 
para ejercer las funciones accesorias de ci- 
tación de linderos, y demás que anterior- 



mente desempeñaban los Jueces de mensura: 
sin embargo, es de práctica que en las. men- 
suras concurra como Juez de ellas, el Juez 
del distrito (4). Véase Mensura. 

AGUAS INSALUBRES. — Es prohibido 
derramar en las calles aguas sucias ó insalu- 
bres, bajo pena de una multa de cuatro pe- 
sos. Deben estas como cualesquiera otras ma- 
terias nocivas ser arrojadas en los lugares 
bañados por el mar, en el espacio compren- 
dido entre el muelle de Gounouilhou y la ca- 
naleta; y entre la peña llamada del Bagre y la 
playa de Ramirez. El derrame de aguas que 
provenga de baños ó lavado de pisos, es 
permitido en la calle pública, desde las seis 
de la mañana hasta la una del dia (2). 



JkMám 



ALCABALA. — El impuesto establecido 
sobre el precio de la cosa vendida ó permu- 
tada, que paga el comprador al Fisco. Este 
impuesto por el cual se pagaba un cuatro 
por ciento sobre el precio de la venta, se- 
gún manifestación del comprador y vende- 
dor, estaba adherido á la Administración de 
sellos y patentes, hasta que fué suprimido 
y hoy se halla definitivamente abolido (2). 

ALCAIDE. — El empleado público en- 
cargado de lacustidia de los presos en las 
cárceles. 

Incumbe al Alcaide: 1® Cuidar de la se- 
guridad de los presos, y adoptar todas las 
precauciones y medidas necesarias para pre- 
venir su evasión; en ningún caso, podrá sin 



(1) Ley de lodeAbrUde «859. 

(2) Ley de 25 de JuUo de 1852. — Por el contrato 
de la deuda pública fundada celebrado en Rio de Ja- 
neiro el 28 efe Diciembre de 1858, se restablecía para 
el servicio de ésta^elimpaestode alcabala, pero la ley 
que aprobó dlcbo contrato, eliminó el referido impues- 
to, del cálculo de recursos destinados á aquel objeto. 



embargo, agravar la prisión de ningún in- 
dividuo, sin causa justificada, y orden del 
Juez competente : 2** Cuidar de la policía y 
orden económico de la cárcel, sin que pueda 
intervenir en el ejercicio de estas atribucio- 
nes, el oficial, sargento, 6 cabo de la guar- 
dia que se destine a ella: 3** Atender á la 
conveniente distribución de la guardia y al 
aseo, limpieza y ventilación de los calabozos, 
que deberán barrerse diariamente, y en cuyo 
servicio turnarán los presos: 4?** Vigilar que 
estos guarden el orden debido, y que no se 
empleen en ningún juego de azar, ni en 
otras ocupaciones ó actos contrarios á la 
moral, prohibiéndoles el uso de armas, y de 
bebidas espirituosas: 5** Cuidar de que los 
alimentos que se den á los presos, no sean 
escasos ni nocivos á la salud, dando en el 



(i) Decreto de 19 de Diciembre de 1831. 

(2) Edicto de PoHda de 24 de Octubre de 1859. 
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caso, aviso al Juez respectivo (1). 6** Colo- 
car á bs mugeres en cuartos independientes 
celando su absoluta incomunicación con los 
hombres: 7** Recaudar el derecho de carce-f 
lage conforme á arancel, del cual llevará la 
debida cuenta, y cuyo importe verterá men- 
sualmente en la Tesorería general (2) 8** 
Llevar dos libros cuyas fojas serán numera- 
das- y rubricadas por el Escribano del Juz- 
gado, quien, en la primera certificará las fo- 
jas que contengan; los cuales serán desti- 
nados, el mayor para sentar la entrada de 
los presos, y. el menor la de los arrestados. 
En el mayor espresará por partidas separa- 
das una de otra, el dia de la entrada del 
preso, el nombre, apellido, edad, estado, 
profesión, ejercicio y domicilio, haciendo 
mención de la orden en cuya virtud lo hu- 
biese recibido. En el menor sentará el nom- 
bre del detenido, la data y orden con que fué 
remitido. En el margen de cada partida ano-^ 
tara la salida, ó destino que se de al preso 
ó detenido, con espresion de la fecha; 9^ 
Evitar que los presos sean maltratados, ni 
insultados de ninguna manera, procurando 
que exista entre ellos la mayor armonía : 10 
Abrir en todo tiempo^ las puertas de las 
habitaciones de los presos, media hora des- 
pués de la salida del Sol, cerrándolas media 
hora antes de ponerse. 

El Alcaide no debe privar la libre comu- 
nicación de los presos, á menos que les esté 
prohibida por orden escrita del Juez. — No 
exigirá ni tomará cosa alguna, por permitir 
la comunicación ó la entrada de alimento, 
siéndole severamente prohibido aceptar dá- 
divas. 



No permitirá que se pongan prisiones á 
los presos, sino precediendo orden escrita 
del Juez : en caso que circunstancias espe- 
ciales lo reclamasen, para la seguridad del 
preso, dará inmediatamente cuenta al Juez, 
esperando su resolución (1) — Véase Taller 
de Aries y Oficios. 



oBDiNABio. — Juez nom- 
brado anuahnente por elección popular. — 
Los Alcaldes Ordinarios fueron creados, 
para suplir á los Jueces de i* instancia, en 
el carácter que antiguamente investían, y á 
los Comisarios de Policía, que fueron supri- 
midos, atribuyéndoles tas funciones que e&- 
tos desempeñaban (2) : pero ulterioremente 
se redujeron estas funciones, á las concer- 
nientes á la administración de justicia, que 
son las que hoy desempeñan, restablecién- 
dose al Departamento de Policía las que le 
son anexas. 

Los Alcaldes Ordinarios, son elegidos con 
dos suplentes, por voto popular, el dia 1^ 
de Enero de cada año. — Para ser electa 
Alcalde ordinario 6 suplente, se necesita ser 
vecino, y haber residido en el Estado, un 
año al menos, sin interrupción, antes del 
nombramiento (3). — Tienen voto activo en 
esta elección todos los vecinos del Departa- 
mento 6 jurisdicción del Alcalde electo. — 
Véase Elecciones de Alcaldes ordina'- 
rios. 

En cada Pueblo cabeza de Departamento, 
y en aquellos cuya población esceda de mil 
almas, debe haber un Alcalde Ordinario (i). 
Si actuaren con Escribano público, disfrútala 
este la dotación señalada pQr la ley : — en 
defecto de Escribano, tendrán un escribiente 



(1) El alimento de los presos incumbe al Gefe Poli- 
tico y es pagado por la caja de Policía. 

(2) Decreto de B de Febrero de 1827. — Esta dispo- 
sición se refiere al Alcaide del Juzgado del Crimen. 
El careelagede los arrestados por via do pena correc- 
cional, es uno de los ramos adscript os á la Policía, y 
se vierte en la caja de esta. 



(1) Acuerdo del Superior 'Mbanal de Jostiela de 2S 
de Noviembre de 1 854. 

(2) Decreto de 6 de Diciembre de 1827. 
(8) Ley de 22 de Setiembre de 1829. 
(4) Ley de 13 de Marzo de 1880. 
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con el sueldo de la ley. El ejercicio de esla 
jiidicatura, es una carga consejil. 

Incumbe a los Alcaldes Ordinarios, el 
conocimiento en 1 *^ instancia,de las causas 
del fuero común, que pasando de doscientos 
pesos, no escedan de tres mil : — el de las 
que suban en apelación de los Juzgados de 
Paz : — el de las de inventario y partición 
de bienes de difuntos, en las cuales deben 
permitir se proceda por los testamentarios 
y herederos extrajudicialmente, con obliga- 
ción de presentar ios inventarios y particio- 
nes á la aprokicion judicial (1) : última- 
mente, en las de vagos, de embriaguez, de 
uso de arma prohibida en pelea cuando re- 
sulte de ella herida leve, en las de abigeato 
y en las de injurias (2). 

Los Alcaldes pueden proceder en juicio 
verbal; pero en la práctica observan las for- 
mas del procedimiento, en virtud de facul- 
tad conferida por la ley de 22 de Mayo de 
1837. 

En las causas civiles, ya fuesen en las 
iniciadas ante ellos, ó en las que conociesen 
por via de apelación , sentenciaban con dos 
colegas sacados á la suerte, de una lista de 
treinta, nombrados por los Cabildos, de en- 
tre los vecinos propietarios de luces y hon- 
radez, residentes en el Pueblo cabeza del 
Deparlamento. — La concurrencia de colegas 
fué abolida ulteriormente, quedando faculta- 
dos los Alcaldes Ordinarios para asesorarse, 
cuando lo consideren conveniente, con noti- 
cia de las partes, de letrados conocidos ó de 
personas inteligentes en la materia contro- 
vertida (3). Esto es lo que se practica ordi- 
nariamente. 

Los Alcaldes Ordinarios pueden aprehen- 



der á los delincuentes formalizando los su- 
marios y pasándolos en su caso al Juzgado 
del Crimen (1). 

De las sentencias pronunciadas por los 
Alcaldes, puede apelarse para ante el Juez 
letrado de la sección respectiva, con escep- 
cion de los casos en que la sentencia del 
Alcalde, sea confírmatoria de la del Juez de 
Paz, en autos en que aquel haya conocido 
en grado de apelación; pues la segunda sen- 
tencia, confirmatoria de la primera, trae 
aparejada ejecución inmediatamente, y de 
ella no hay otro recurso que el estraordina- 
rio de nulidad é injusticia notoria (2)> 

En los juicios ante los Alcaides ordina- 
rios, la causa queda conclusa para prueba, 
siendo necesaria, con un solo escrito de 
cada parte, y con otro para sentencia. La 
apelación, en su caso, puedei hacerse in 
voce ó por escrito : — en uno y otro caso, 
se concederá ó denegará sin mas trámite (3). 
Véase Recurso de apelación. 

En las causas que suban en apelación de 
los Juzgados de paz, los Alcaldes deben re- 
solver en una sola audiencia, ó en dos, 
cuando las partes ofrezcan probanzas que 
deban recibirse, en cuyo caso se producirán 
las pruebas simultáneamente en la segunda 
audiencia, mencionándose dichas pruebas, en 
el acta, que contendrá también el fallo pro- 
nunciado por su mérito; — Sin embargo, el 
procedimiento observado comunmente en la 
práctica, es el ordinario, oyendo á las partes 
por escrito, y señalando, según los casos, 
los términos legales, el cual se halla tam- 
bién autorizado por la ley de 22 de Mayo 
de 1837. 

En los juicios ejecutivos observan la for- 



(I) Art. 10 del Reglamento de Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 18?9. 

(3) Leyes de 1 ^ de Diciembre de 1829 y de 23 de 
Abril de 1858. 



(3) Ley de 6 de Julio de 1889. 



(1) Art. 17 del Reglamento de Admiiiislracion de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. — E&ta atribución 
no está en aso. 

(2) Art. 16 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 

(3) Ley de 22 de Mavo de 1837. 
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ma prevenida por la ley de procedimientos 
de 9 de Mayo de 1856. — Véase Juicio 
ejecutivo. 

En las causas de abigeato y heridas le- 
ves, deben conocer y decidir sumariamente, 
aplicando las penas correccionales que las 
leyes determinan, y concediendo la apela- 
ción de sus sentencias, en la forma estable- 
cida, para ante el Juez letrado de la sección 
respectiva. Guando los individuos a quienes 
deba juzgarse por alguno de los delitos men- 
cionados, sean aprehendidos en segunda 
reincidencia, los Alcaldes Ordinarios los re- 
mitirán al Juez del Crimen competente, con 
los antecedentes y sumarios del caso. 

Los abigeos incurren en las penas desig- 
nadas en la ley de 13 de Junio de 1853, 
y los encausados por heridas leves, en las 
prevenidas en el articulo 80 de la ley de 9 
de Mayo de 1856, duplicándose estas pe- 
nas en caso de reincidencia (1). 

En los casos de recusación, ó impedi- 
mento legal de los Alcaldes Ordinarios, co- 
nocerán los suplentes por el orden de sus 
nombramientos, y á falta de estos los titula- 
res anteriores mas inmediatos, por el orden 
de antigüedad. Véase Recusación. 

Cuando ocurran á los Alcaldes, dudas cu- 
ya resolución no esté prevista por la legisla- 
ción vigente, pueden consultar al Tribunal 
Superior de Justicia, y no pudiendo éste re- 
solverlas, las elevará á la Asamblea Gene- 
ral por conducto del Gobierno, proponiendo 
lo que crea mas conforme á la mejor admi- 
nistración de justicia en el caso (2). 

Los Alcaldes Ordinarios percibirán por 
sus actuaciones, los derechos que les corres- 
ponden por el Arancel General (3). Estos 



(I* Ley áeV\ de Abril de 1858. 

(?) Artícalo 65 del Reglamento de Administración 
de Justicia de i O de Agosto da 1829. 

(3) Articulo 77 del miémo Reglamento. 



derechos son en la práctica cuatro reales 
por cada firma. 

Los Alcaldes que actúen sin Escribano 
pueden llevar protocolo con sugecion á las 
prescripciones establecidas para estos. Véase 
Protocolo. 

ALE6ATO. — Escrito quc hacen las par- 
tes en juicio fundando su derecho. 

Después de la publicación de probanzas, 
no se hace mas que un alegato por cada una 
de las partes, sea en primera, segunda ó ter- 
cera instancia (1). 

Es asi que en grado de apelación, la cau- 
sa queda substanciada y conclusa para defi- 
nitiva, con un escrito de cada parte. 

ALcsvAciL. — Empleado de justicia en- 
cargado de la ejecución de actos judiciales. 

Los Alguaciles tienen el deber de ejecu- 
tar fielmente los mandatos del Juez que les 
sean cometidos, requiriendo en caso necesa- 
rio el auxilio de la fuerza pública que les 
debe ser prestado. 

En la intimación de los apremios, les está 
prohibido recibir de las partes, contestacio- 
nes tendentes á demorar ó eludir la entrega 
de los autos bajo protesto de llevarlos en 
persona á la oficina, debiendo en cualquier 
caso hacer efectivo el mandato de que se sa- 
quen de poder del moroso, y no pudiendo 
verificarlo, conducir á éste entre rejas. El 
Alguacil que falte al cumplimimiento de es- 
tas disposiciones, incurre en la pena de ar- 
^ resto por dos dias, en el pago de las costas 
que se originen por el mal cumplimiento de 
la diligencia, y en lo demás á que hubiese 
lugar, según la malicia ó la trascendencia 
de los danos ocasionados (2). 

Tienen también el deber los Alguaciles, 
de dar recibo de los autos, al sacarlos, por 



(I) Artículo 54 de la ley de 9 de M^yo de 18S6. 

(i) Acuerdo del Tribunal Superior de Justicia de S 
de Marzo de 1838. 



AEi 



— 13 — 



Ali 



apremio, si so les pidiese por los apremia- 
dos, espresando el número de fojas que con- 
tengan, y la fecha en que los recibiesen (1). 
Los derechos correspondientes á los Al- 
guaciles en los apremios, deben ser pagados 
por los morosos, al tiempo de hacérseles la 
intimación respectiva (2). Sin embargt), los 
derechos del Alguacil no se cobran hasta la 
conclusión del juicio, con arreglo al acuerdo 
del Tribunal Superior de 1 ** de Febrero de 
1822, y al articulo 36 de la ley de 9 de 
Mayo de 1856. 

ALMACÉN A«E. — El derocho que se paga 
por consen'ar las mercaderias y efectos de 
importación en los almacenes de Aduana. El 
almacenage se paga por mes, reputándose 
concluido el que hubiese principiado al 
tiempo de sacar los efectos de los almacenes 
de Aduana. El importe del almacenage se 
liquida en ese acto, con sugecion á las dis- 
posiciones de la ley de Aduana. — Véase 
Derecho de Almacenage. 

ALTA CORTE DE JUSTICIA. — La au- 
toridad suprema en el Poder Judicial, está 
encomendada por la Constitución del Estado 
á un Tribunal bajo la denominación indi- 
cada. 

La organización de la Alta Corte de Jus- 
ticia puede suspenderse, hasta tanto que 
haya suficiente número de abogados, y de- 
mas medios de realizarse (3). Asi se ha ve- 
rificado, en uso de esta autorización consti- 
tucional, desempeñando el Tribunal de ape- 
laciones las funciones anexas á aquel Cuerpo 
en su mayor parte. 

Las de la Alta Corte de Justicia, son : 1® 
Juzgar los deUtos de mfraccion de la Cons- 
titución, sin escepcion alguna; los delitos 



(1) Art. 48 de la ley de 9 de Hayo de «856. 

(2) Acaerdo del Superior Tribunal de Justicia de 18 
de Diciembre de 1818. 

(3) Art. 117 de la Constitacion. 



contra el derecho de gentes, y las causas de 
Ahnirantazgo (1); 2^ Conocer en las cues- 
tiones sobre tratados ó negociaciones con 
Potencias Extrangeras, y en las causas de 
Embajadores, Ministros Plenipotenciarios, y 
demás Agentes Diplomáticos de los Gobier- 
nos Extrangeros; 3® Decidir los recursos de 
fuerza (2), y conocer en último grado, de 
los que, en los casos y forma que designe 
la ley, se eleven á los Tribunales de apela- 
ciones; 4f® Abrir dictamen al Poder Ejecu- 
tivo sobre la retención ó admisión de Bulas 
y Breves Pontificios (3) ; 5** Ejercer la su- 
perintendencia directiva, correccional, con- 
sultiva y económica sobre todos los Tribu- 
nales y Juzgados de la Nación (i); 6^ Nom- 
brar, con aprobación del Senado y en su re- 
ceso, de la Comisión Permanente, los indi- 
viduos que hayan de componer el Tribunal 
ó Tribunales de Apelaciones (5). 

El número de miembros de la Alta Corte 
de Justicia, debe ser designado por la ley. 

Para ser Juez en este Tribunal, se nece- 
sita haber ejercido por seis años la profe- 
sión de Abogado; por cuatro la de Magis- 
trado; tener cuarenta años cumplidos de 
edad, y un capital de diez mil pesos, ó una 
renta. equivalente, ó profesión cientifica que 
la produzca (6). 

El nombramiento de la Alta Corte de 
Justicia, corresponde a la Asamblea General. 
Sus miembros deben durar en el cargo, el 



(1) Eata» están eomeUda» provisoriamente á un Tri- 
bunal especial, creado por la ley de 23 de Noviembre 
de 1844. 

(2) De estos, conoce el Tribunal de Apelaciones, con 
arreglo á la ley de 17 de Agosto de 1839. 

(3) Estas funciones son desempeñadas por el Tribu- 
nal Superior de Justicia. 

(4) Desempeña también estas funciones, el Superior 
Tribunal de Justicia. 

(5) Artículo 96 á 100 inclusive de la Constitución. 
Los miembros dell'ribuual de' Apelaciones, son nom- 
brados por la Asamblea General. 

(6) Articulo 93 de la Constitución. 
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tiempo de su buena comportacion. La acu- 
sación de estos, puede ser hecha por la Cá- 
mara de Representantes, ante el Senado, 
por delitos de traición, concusión, malversa- 
ción de fondos públicos, violación de la 
Constitución, ú otros que merezcan pena 
infamante ó de muerte, después que dicha 
Cámara haya conocido sobre ellos, sea á pe- 
tición de parte, ó de alguno de sus miem- 
bros, y declarado haber lugar á la forma- 
ción de causa (1). 

Los juicios de la Alta Corte de Justicia 
deben ser públicos, y sus sentencias defini- 
tivas motivadas por la enunciación espresa de 
la ley aplicada. Las instancias que haya de 
haber, en su caso, ante la Alta Corte de Justi- 
cia, deben ser determinadas por la ley (2). 

ALUHjmAiM pfrBLica. — Todos los 
vecinos están sugetos al pago de un im- 
puesto destinado á costear el alumbrado de 
las calles. Este impuesto es de dos reales 
mensuales, por cada puerta de calle, cual- 
quiera que sea su uso, y la calidad del edi- 
ficio. Solo pueden esceptuarse de él, los 
pobres de solemnidad, que acrediten bas- 
tantemente esta circunstancia (3). 



El alumbrado de gasTué mandado sus- 
pender en 1857 como medida reclamada por 
la salubridad pública; pero por contrato ce- 
lebrado con la empresa del ramo el 1 1 de 
Noviembre de 1859 ha sido restablecido 
concediéndose á aquella un privilegio esclu- 
sivo durante veinte anos, á contar desde 
25 de Juli'o del mismo año, debiendo esta- 
blecerse la usina al Oeste ó Sur de la Ciu- 
dad, y hacerse la elaboración del gas de 
carbón fósil, bajo la pena de 200 patacones 
de multa á favor del Hospital si se elabora- 
se con cualquier materia animal. 

Es de obligación de la empresa reponer 
el empedrado público en el estado en que se 
encuentra, cuando le sea necesario removerlo 
lo que practicará con intervención de la Po* 
licía y bajo la dirección de la inspección de 
obras públicas. Los materiales y útiles que 
se importen del exterior para el servicio del 
gas son libres de derechos. Vencido el tér- 
mino del privilegio el Gobierno puede com- 
prar por precio covencional todos los útiles 
del establecimiento, para lo que la empresa 
le dará aviso con seis meses de anticipa- 
ción. 



AMaMa. 



ALLAMAmBiiiTO. — Autorizaciou dada 
á los Ministros de Justicia ú otros funciona- 
rios, para penetrar en el domicilio particular 
á fin de practicar algún reconocimiento 6 
prisión. 

Nadie puede penetrar en la casa particu- 
lar de noche sin consentimiento de su due- 
ño, y de dia, solo de orden espresa de Juez 
competente, por escrito, y en los casos de- 
terminados por la ley (4). 



Í4 



Articulo 26 de la ConstUaclon. 
Articulo tOI de la Constitución. 
Edicto de Policía de 10 de Juiio de 1848. 
Articulo 13& déla GonsUtacion. 



Para allanar la casa del Ciudadano en los 
casos en que este acto se halle autorizado, debe 
existir pues, mandato de autoridad judicial 
competente, en declaración escrita, que se 
remitirá al Departamento de Policia para su 
ejecución (1). Asi está dispuesto por el Su- 
perior Tribunal j de Justicia interpretando el 
precepto Constitucional en virtud de consul- 
ta dirigida al Poder Ejecutivo, sobre la for- 
ma que deberia observarse] para la captura 
de individuos mandados aprehender por las 



(I) Acuerdo del Gobierno de 18 de Mayo de 1831 . 
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justicias en los casos en que se guareciesen 
de la casa del ciudadano. 

Los papeles parliculares de los Ciudadanos 
asi como sus correspondencias epistolares, 
son inviolables, y en ningún caso podrá ha- 
cerse su registro, examen ó interceptación 
fuera de aquellos en que la ley espresamente 
lo prescriba (1). 

La latitud á que se presta la disposición 



del final del art. 81 de la Constitución, ha 
dado mérito en distintas ocasiones á que la 
casa del Ciudadano haya sido allanada, pres- 
cindiendo de las formas prevenidas, y hacien- 
do asi ilusorias las garantias constitucionales 
en este punto. La falta de precisión del pre- 
cepto Constitucional, demanda una interpre- 
tación auténtica, que defina las atribuciones 
del Gefe del Estado en el caso. 



JLX. 



— Los que cubren las costas 
de Maldonado son propiedad del Estado. Su 
esplotacion se halla enagenada á particula- 
res por un largo periodo de tiempo: es pro- 



hibida, en consecuencia, á cualquiera otfa 
persona , la pezca y beneficio de anfibios en 
las costas de Maldonado. 



JkÑ. 



AÑO EcoNosnco, — El tiempo deter- 
minado por la ley para fijar anualmente los 
ingresos y egresos calculados de la adminis- 
tración pública. 

El año económico se contaba desde 1 ® de 
Enero hasta fin de Diciembre (2). Actual- 



mente principia el dia 1® de Marzo, y ter- 
mina el último de Febrero. El 15 del mis- 
mo mes , debe ser presentado por el Poder 
Ejecutivo al Cuerpo Lejislativo, el presupues- 
to general de gastos de la Administración (1) 
Véase Presupuesto general de gastos. 



JLP. 



APELACIÓN. — Véase Recurso de ape^ 
loción. 

APEI.AG101V DENEGADA. •^— Vease RCr 

curso de queja. 

APREMIO. — Mandamiento de Juez , en 
fuerza del cual se compele á alguno el cum- 
plimiento de alguna cosa. 

La ejecución de los apremios compete al 
Alguacil del Juzgado respectivo. Para man- 
dar sacar los autos por apremio en los jui- 



(1) Artícalo 140 de la Constitución. 
(t) Ley de 7 de Mano de 1837 . 



cios entre partes , es suficiente una rebel- 
día (2). 

Los apremiados pueden , si quieren , to- 
mar recibo de los autos al hacer la entrega 
de ellos al ejecutor: (3) pero resistiendo su 
entrega, 6 evadiéndola bajo cualquier pro- 
testo, incurren en la pena de prisión hasta 
tanto que la verifiquen (4). Véase Alguacil. 



(1) Ley de 12 de Jallo de 1858. 

(2) Artícalo 47 de la ley de 9 de Hayo de- 18(6. 

(3) Artícalo 48 déla misma ley. 

(4) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 2 de Mar. 
zóde 1838. 
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ARANCEL DE JUECES, ABOCADO», 

ESCRIBANOS. Aa« — Reglamento hecho 
por autoridad púbUca, en que se señalan los 
derechos que deben percibirse. 

Está mandado observar el arancel formado 
en Buenos Aires , el 27 de de Noviembre de 
1 786 , y aprobado por el Virrey Goberna- 
dor y Capitán General de las Provincias 
Unidas del Rio de la Plata, y sus depen- 
dientes con las adiciones siguientes : 

Los Alcaldes Ordinarios y Jueces de Paz 
en donde no haya Escríbanos percibirán por 
sus actuaciones, los derechos que á estos 
corresponden por el Arancel General. 

Los Escríbanos percibirán por cada com- 
parendo verbal, en los juicios que se man- 
den seguir en esta forma, seis reales de 
cada una de las partes. 

Los ordenanzas de los Jueces letrados, 
Juzgados Ordinaríos y Juzgados de Paz, 
percibirán dos reales por cada citación á 
cualquiera de las partes litigantes (i). 

ARANCEL ECLESIÁSTICO. — Por loS 

matrimonios entre personas blancas, se pa- 
gan los derechos siguientes : doce pesos por 
actuaciones de Curía, y trece pesos cuatro 
reales por derecho de la parroquia. — Las 
personas de color pagan la mitad. — ^Por los 
bautismos doce reales. — Por los entierros: 
Papeletas de sepultura*, tres pesos. El ser- 
vicio fúnebre es convencional. 

ARCHIVO NACIONAL. — Oficiua pú- 
blica encargada de la guarda y custodia, de 
todos los documentos y papeles pertene- 
cientes á las demás Oficinas del Estado. 

El Archivo general está anexo á la Es- 
cribanía de Gobierno, á cuyo gerente fué 
mandado entregar bajo inventario, por De- 
creto de 21 de Noviembre de 1859. 

ARHA CORTANTE. Es prohíbido llc- 



var cuchillo, puñal, daga, y toda clase de 
arma cortante, asi en la Capital, cjomo en 
los demás Pueblos de la República. Los in- 
fractores de estas disposiciones, incurren, 
ademas de la pérdida del arma que lleva- 
sen, en la pena de ser destinados al servicio 
militar, por el término de un año. 

No son comprendidos en ellas, los carni- 
ceros, los carretilleros, y todos aquellos, 
cuyo ejercicio reclame el uso de esta clase 
de armas, teniendo lugar esta escepcion, 
solo durante sus trabajos. Los carniceros y 
carretilleros, deben traer las armas del oficio 
dentro de sus carretas. 

Por el acto de sacar cualquiera arma en 
pelea, ó con mira ofensiva, incurre el que lo 
verifique, en la pena de dos años de servi- 
cio militar en tropas de linea (1). 

Estas disposiciones pueden considerarse 
abolidas por el uso. — En la campaña es 
admitido llevar cuchillo, y aun en nues- 
tros Tríbunales en los juicios sobre heridas, 
es de práctica prescindir de la pena de 
condena al servicio militar por el hecho de 
llevar arma cortante. 



ARMAS DE LA REPCjRLICA. VéaSC 

Escudo Nacional, 

ARQUEO. — El derecho establecido á 
los buques mercantes que fondean en el 
Puerto. 

Este impuesto es extensivo, asi á los 
buques de Nacionalidad Estrangera como á 
los Nacionales: su importe se gradúa por el 
tonelage del buque. Son también compren- 
didos en él, los que hacen la navegación 
del cabotage. — Véase Derecho de Arqueo. 

ARQiJiTECTCRA. — Véaso Pldza de 
la Independencia, 

ARRENDÓ ASHENTO DE FINCAS. Gon- 



(I) Acuerdo del Superior Tribunal de Justicia de 8 
de Diciembre de 18&6 



(O Decreto de 25 de Enero de 1827. Art. 49 á £2 
íDcluüive. 
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trato por el cual una de las partes cede á 
la otra, el uso de alguna propiedad urbana, 
mediante un precio convenido. 

El arrendamiento de fincas, cualquiera 
que sea su destino en que no se haya estipu- 
lado término, no da derecho al inquilino á 
resistir el desalojo , cuando lo pida el pro- 
pietario , cualquiera que sea la razón que lo 
motive. 

El inquilino goza del término de CO dias 
para el desalojo de la finca que ocupe , con- 
tados desde el de la intimación del propie- 
tario , cuando el destino de la casa alquilada 
sea para habitación, y del de 00 dias, 
cuando sea para algún giro comercial ó in- 
dustrial (1). 

Guando el desalojo se pida á consecuen- 
cia de falta de pago del alquUer estipulado 
ya sea en contrato escrito ó verbal, el in- 
quilino solo gozará del término de veinte 
dias para el desalojo, los cuales deberán con- 
tarse desde el dia de la intimación hecha por 
el Juez , si la finca fuese destinada para ha- 
bitación simplemente. Dicho término será 
de treinta dias, si lo fuere para algún giro 
industrial ó comercial. 

En las causas sobre pago de alquileres 
y desalojo de fincas por falta de pago , debe 
observarse el procedimiento de la via ejecu- 
tiva , y á petición de h parte demandante , 
se hará al inquilino la intimación de desa- 
lojo en el plazo que corresponda según el caso 
— Si el inquilino reclamase de esla provi- 
dencia, oponiendo escepcion de paga, ó 
cualquiera otra, se recibirá á prueba por el 
término de veinte dias, vencidos los cuales, 
el Juez sentenciará, mandando llevar á 
efecto el desalojo, ó alzando la intimación 



(I) No está prflvlftta por la ley la forma pn que de- 
be haciírse v Justificarse, en su caso, la inlimacion in- 
dicada. Es de presumirse qaeella deba vcriHcarse ante 
testigos, que üopongan en caso necesario ¿obre el 
hcctio. 



según el mérito de la prueba producida (1). 

Los Jueces de Paz ejercen jurisdicción 
para conocer en las causas sobre desalojo 
de fincas cuyo alquiler no esceda de cin- 
cuenta pesos mensuales, y en las que se 
sigan por cobro de alquileres, no escediendo 
estos de la suma de doscientos pesos. En 
los demás casos deben conocer los Alcaldes 
ordinarios. 

En los contratos de aiTendamiento, no 
pueden hacerse valer derechos que emanen 
de estipulaciones verbalis, y no se admiti- 
tiran en juicio otras pruebas que las que 
resulten de documento escrito (2). 

ARRESTO. — Véase Presos. — Liber- 
tad individual. 

artículo. — La escepcion previa ó 
dilatoria que opone en juicio alguna de las 
partes, para suspender ó terminar el curso 
de la causa principal. 

Está mandado que todo articulo quede 
sustanciado con un solo escrito de cada 
parte, evacuado el cual, el Juez debe 
fallar (3). 

Es de práctica en el Tribunal Superior de 
Justicia, fallar sobre artículos con prehcion, 
á los demás asuntos, dejando de observarse 
á este respeto, el orden del despacho esta- 
blecido, con sugecion á la antigüedad res- 
pectiva. — Véase Turno. 



(1) Parece que según el espíritu do ostai disposi- 
ciones, el Juez debe librar la orden de d -sn.'ojo, á pe- 
tición del propietario. tie|;an las circiin.-^tMncins que 
este maailleste, procadiendo sumariam' ntc y sin au- 
diencia del inquilino, pues si hubiera diM>Lfse á esti 
previamente, y lecibírde íustifiL'acio:! sobr^; los l.eclios 

9ue moliven la acción, lus plazos s'fijlados para el 
esalojo serian Hui^orios. Esto ei tanto mas pnswroi- 
ble cuanto cfue el inquilino goza de un término irgni 
para deducir las escepciones que tuviere^ 

(t) Ley de 12 de Julio do is:^8. 

(3) Art. 55 de la ley d.- 9 de Ma\o de 1856. 



AS 



— IS- 



AS 



ASAMBLEA c¡e:«braIí. — La reunión 
(le las dos Cámaras Legislativas, que consti- 
tuyen uno de los Altos Poderes en que la 
Nación ha delegado el ejercicio de su sobe- 
ranía. 

La Asamblea General se compone de dos 
Cámaras : «na de Senadores y otra de Re- 
presentantes. 

Compele á la Asamblea General : — !• 
Formar y mandar publicar los códigos; 2^ 
Establecer los Tribunales, y arreglar la ad- 
ministración de justicia; 3® Expedir leyes 
relativas á la independencia, seguridad, 
tranquilidad y decoro de la República, pro- 
tección de lodos los derechos individuales, 
y fomento de la ilustración, de la agricul- 
tura, de la industria y del comercio interior 
y exterior; A* Aprobar 6 reprobar, aumen- 
tar ó disminuir los presupuestos de gastos 
que presente el Poder Ejecutivo ; establecer 
las contribuciones necesarias para cubrirlos; 
su distribución, el orden de su recaudación 
é inversión, y suprimir, modificar 6 aumen- 
tar los existentes ; 5° Aprobar ó reprobar, 
en todo 6 en parte, las cuentas que pre- 
sente el Poder Ejecutivo; 6® Contraer la 
deuda Nacional, consolidarla, designar sus 
garantías, y reglamentar el crédito público; 
7® Decretar la guerra, y aprobar 6 reprobar 
los tratados de paz, alianza, comercio, y 
cualesquiera otros que celdbre el Poder 
Ejecutivo con Potencias Extrangeras; 8* 
Designar todos los años, la fuerza armada 
marítima y terrestre, necesaria en tiempo de 
paz y de guerra; 9** Crear nuevos Departa- 
mentos, arreglar sus límites, habilitar Puer- 
tos, establecer Aduanas, y derechos ^de ex- 
portación é importación; 10 Justificar el 
peso, ley y valor de las monedas, fijar el 
tipo y denominación de las mismas, y arre- 
glar el sistema de pesas y medidas; 1 1 Per.- 
miiir ó prohibir que entren tropas extran- 
geras en el territorio de la República, de- 
terminando para el primer caso, el tiempo 



en que deban salir de él ; 1 2 Negar ó con* 
ceder la salida de fuerzas Nacionales fuera 
de la República , señalando para este ca- 
so , el tiempo de su regreso á ella ; Í3 
Crear y suprimir empleos públicos ; deter- 
minar sus atribuciones; designar, aumentar 
ó disminuir sus dotaciones ó retiros ; dar 
pensiones ó recompensas pecuniarias ó de 
otra clase, y decretar honores públicos á los 
grandes servicios; i 4 Conceder indultos ó 
acordar amnistías en casos extraordinarios^ 
y con el voto, á lo menos, de las dos terce* 
ras partes de una y. otra Cámara; i 5 Hacer 
los Reglamentos de milicias, y determinar el 
tiempo y número en qae deben reunirse; 
1 6 Elegir el lugar en que deban residir las 
primeras autoridades de la Nación; 47 Apro- 
bar ó reprobar la creación y reglamentos de 
cualesquiera Bancos que hubieran de esta* 
blecerse; i 8 Nombrar, reunidas ambas Cá- 
maras , la pei*sona que haya de desempeñar 
el Poder Ejecutivo , y los miembros de la 
Alta Corte de Justicia (1). 

Los Miembros de la Asamblea General, 
verificada su incorporación, no pueden re- 
cibir empleos del Poder Ejecutivo, sin per- 
miso de su respectiva Cámara y sin que que- 
de vacante el puesto. 

Las vacantes que deje en la Asamblea Ge- 
neral, la ausencia, muerte ó renuncia de al- 
guno de sus miembros deben ser llenadas 
por sus suplentes (2). Véase Representantes 
Senadores. 

La Asamblea General abre sus sesibnes 
ordinarias, el dia 45 de Febrero de cada 
año, y las cierra el 4 5 de Junio. Si algon 
motivo especial exigiese la. proroga de tas 
sesiones esta no podrá extenderse á mas de 
un mes, y debe resolverse con anuencia 



(1) Articulo 17 de la Constitución. 

(2) Artkolos 34 y 3S de la ConbUtncion. 
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de Ia9 dos terceras parles de sus miem- 
bros (1). 

Si la Asamblea fuese convocada extraor- 
dinariamente , fuera de la época dcsí^ada , 
no podrá ocuparse de otros asuntos que de 
aquellos que hubiesen motivado su convoca- 
ción (2). 

Las sesiones de las Cámaras Legislativas 
son públicas, con escepcion de los casos en 
que por la naturaleza del asunto que se tra- 
te, deban ser reservadas, en cuyos casos lo 
resuelve asi la Cámara respectiva. 

La hora de las sesiones es designada por 
Ciada Cámara. 

ASAMBLEAS DB LA «VABDIA KACIO- 

TüAL. — El periodo de tiempo en que los 
Guardias Nacionales deben ocuparse de ejer- 
cicios militares. 

Las Asambleas para la infantería y arti- 
llería, deben tener lugar en los Domingos y 
dias festivos de ambos preceptos, en los me- 
ses de Febrero, Marzo y Abril de cada 
ano (3). 

La caballería debe practicar sus ejerci- 
cios, en la primera quincena del mes de 
Abril (4), Véase Guardia Nacional 

ASESfm. — El letrado que aconseja al 
Juez lego en el ejerció de sus funciones ju- 
diciales. 

Los Alcaldes Ordinal ios están facultados 
para aconsejarse de asesor, en las causas en 
que ventilándose puntos de derecho, lo juz- 
guen conveniente para la administración de 
justicia. 

Es sabido que al Juez lego no incumbe 
responsabilidad, de los autos que dictare en 
causas asesoradas : éste principio está reco- 



cí) Articulo 40 de la Conetitueion. 
(t) Artici\|o 42 de la Constitución. 

(3) Artículo 9 de la ley de 7 de Julio de 1858. 

(4) Artículo i« capítulo IV del Reglamento de Guar 
4iaa Nacionales. 



nocido en nuestro foro por disposición ex- 
presa. A consulta del Tribunal Consular, so* 
bre dudas, en cuanto al procedimiento que 
debería adoptar, cuando las sentencias pro- 
nunciadas por los Asesores, fuesen a su 'jui- 
cio injustas, el Tribunal Superior declaró,, 
que el de Consulado no debiaxonsultar Ase- 
sores, sino en los puntos de derecho que 
presentasen las causas en que conociese ; 

Í)ero que , cuando proveyese con el auxi- 
io de letrado, este seria el solo responsa- 
ble de las sentencias que se dictaren con cu- 
yo dictamen habría de conformarse el Tri- 
bunal (1). Esta disposición por consiguiente 
es aplicable á los demás jueces , que se ha- 
gan asistir por el Consejo de Asesor. 

Todos los autos definitivos 6 con fuerz» 
de tales que aconsejen los Asesores, deben 
ser motivados por la aplicación de las leyes 
á los hechos, haciéndose espresa mención de 
unas y de otros (2). 

Los Asesores deben pronunciar las sen- 
tencias interlocutorias dentro de veinte dias 
y de cuarenta las definitivas. La falta de 
cumplimiento á esta disposición, es causa 
suficiente de recusación, cuando resultasen 
aquellos, causantes de la demora (3). Pueden 
ser ademas, recusados los Asesores, asi co- 
mo los Jueces, por las mismas causas que, 
en su caso bastarían para tacharles contp 
testigos (4). 

En los juicios en que se nombren Ase- 
sores, las parles tienen el derecho de re- 
cusar hasta tres, dentro de tercero dia de 
la notificación del nombramiento, sin espre- 
sar causa, á no ser que por impedimentos 
legales de los demás letrados , no le quede 
al Juez con quien asesorarse, en cuyo caso 



(1) Acuerdo del Tribunol de luMicía de 2G de Febre- 
ro de 1819. 

(2) Artículo 41 de la ley de 9 de Maxo de t8¿G. 

(3) Articulo 71 de la miéma ley. 
{\) Articulo 43 de la mi:ma ley. 
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debe espresarsc la causa de la recusación, 
(jonsenlido ,cl nombramiento , la recusación 
no puede tener lugar en ningún caso, sin 
causa superviniente y probada (1). Véase 
Honorario de Asesores. 

jkHWLo DE RiE^'DiGos. — La Juuta E. 
Administrativa del Departamento de la Ca- 
pital ha resuelto el establecimiento de una 
casa desuñada á recoger los mendigos, y 
sostenida con los fondos que le están ads- 
criptos. — Para este objeto ha sido puesta a 
disposición de la Junta por el Gobierno, 
una parte adecuada del edificio conocido 



bajo el nombre de Colegio de la Union. 



AsiiiO DE %i\íkH DLÉBFAX.ts. — Es- 
tablecimiento fundado durante la epidemia 
que diezmó la Capital en i 857. En este 
establecimiento que es una adyacencia del 
Hospital de Caridad, sostenido con los fon- 
dos adscriptos á aquel, se recibieron, y se 
mantienen y educan, muchas niñas pobres, 
que quedaron huérfanas y desvalidas á con- 
secuencia de la epidemia. El cuidado y di- 
rección inmediata de esta institución, está á 
cargo de las Hermanas de Caridad. 



AMJ. 



AUDITOR CSE1%'ERAL DE 

Letrado que conoce en las causas del fuero 
militar. Este empleo está suprimido en la 
administración. En las causas en que es ne- 
cesario proceder. con audiencia de, Auditor, 
se nombra por el Gobierno uno especial, 
cuyo nombramiento recae en un abogado de 
la matricula. El servicio del Auditor en estos 
casos es gratuito. 

AUTO iNTERLocuTORio. — Véasc Sen- 
tencia interlocutoria . 

AUTO DE soLWENDo. — Decrcto judi- 
cial por el cual se manda que el deudor pague 
dentro de tercero dia, la deuda reclamada. 



Este auto que era de forma sustancial en 
el juicio ejecutivo, y sin cuyo requisito pre- 
vio no podía despacharse mandamiento de 
ejecución, con arreglo á lo dispuesto por 
la ley de 13 de Julio de 1839, ha sido ul- 
teriormente abolido, estableciéndose que 
cuando se pida á un Juez ejecución, en vir- 
tud de instrumento que á su juicio la trai- 
ga aparejada, debe librar inmediatamente el 
mandamiento de embargo, que entregará al 
actor (1). Véase Juicio ejecutivo. 

AUTORES DRAMÁTICOS. — Véasc Tea- 
tro. 



HA. 



BAcaiLLER. — Grado que se confiere 
al que ha cursado los estudios secundarios 
en alguna Universidad. 

La Universidad mayor y la menor, con- 
fieren el grado de Bachiller en ciencias y le- 
tras : para obtenerlo , es necesario haber si- 



do aprobado en tados los exámenes anuales 
del curso ^ estudió^ secundarios , y rendir 
uno general de tod^s las materias que él 
comprende. La duración de este examen 
debe ser de tres cuartos de hora (2). — 
Véase Grados Universitarios. 



(t) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 13 de No- 
viembre de 1827. 



(1) Articulo 33 de la ley de O de Hayodc185G. 

(2) Cjjpiíulo V, Sección 4 del Hcglamcnto Umvcrw- 



BA 



-~ ai — 



BA 



( 



LE» DE MOREivas. — Los baües 

d(Miom¡na(los candornbeSj con el uso de tam- 
bor , son prohibidos en el ¡nleí ior de la ciu» 
dad, permitiéndose solamente, frente á la 
costa del mar al Sud. Estos se permiten los 
dias festivos debiendo terminar á las nueve 
de la noche (i). 

Han sido consentidos, sin embargo, des- 
pués de esta resolución , bailes de candombe 
dentro de casas en distintos parages de la 
Ciudad, y ha quedado en consecuencia, 
aquella en desuso en la práctica, puesto que 
nadie ha reclamado del abuso, ni la autoridad 
lo ha reprimido. 

BAKco. — Establecimiento particular 
donde se hace una concentración de capita- 
les, para operaciones de comercio y de cré- 
dito. 

Existen en la Capital : — el Banco C(h 
mercial, establecido bajo la garantía de una 
Sociedad de Comerciantes y capitalistas,- y 
el Banco de emisiones , establecido con la 
firma de Mauá y Ca. — Existe ademas en ^ 
la Villa del Salto, un Banco denominado de 
emisión, descuentos y depósitos, bajo la ga- 
rantía de varios comerciantes de ella (2) — 
Véase — Banco Comercial — Banco de * 
emisiones — Banco del Salto. 

BAIVGO COMERCIAL. El BaUCO do 

emisión, descuento y depósi o, que fué au- 
torizado por la ley de 13 de Julio de 1857, 
fué convertido en un nuevo Banco , bajo lá 
denominación de Banco Comercial. Su du- 
ración legal es de diez años, pudiendo , ven- 
cido este término , obtener nueva autoriza- 
ción. 

Eli capital del Banco, es de dos millones 
de pesos, divididos en cuatro mil acciones de 



tariodc38de Sepliembre de f8i9. La Universidad 
menor no está en ejercicio. 

(I) Edicto de Ptlicia de 28 de Junio de 1839. 

(•2) Lpycs de lo de Julio de 1867, y de 12 de Julio 
de 1858. 



valor de quinientos pesos cada una. La So« 
ciedad de Accionistas es anónima : — debe 
tener en caja, cuando menos, una tercera 
parte de su capital , mitad en dinero , y mi- 
tad en acciones subscriptas. 

El Banco emite billetes ó vales pagaderos 
á la vista, siempre que se presenten en nú- 
mero correspondiente á una onza de oro , ú 
once patacones : la falla de puntualidad en 
la realización de este pagamento, en cual- 

Juiera ocasión, importará suspensión y líqui- 
acion de las transacciones del Banco, que, 
en tal caso, solo podrá continuar, mediante 
nueva autorización legislativa. 

La emisión de billetes ó vales , no pue- 
de esceder del duplo del fondo efectivo del 
Banco. El mínimum del valor de los bille- 
tes que emita, debe ser de una onza de oro 
sellada; pero durante la escasez de cambio 
menor , puede fraccionar sus emisiones has- 
ta un octavo de patacón, como lo verifica, 
no pudiendo esceder la emisión de estas frac- 
ciones, de un veinte por ciento del duplo 
del fondo efectivo del Banco. 

En caso de quiebra del Banco, los tene- 
dores de billetes en circulación, tienen igual 
grado de prelacion que los acreedores por 
depósito voluntario. 

Debe publicar el Banco mensualmente, un 
balance reasumido de su estado, con el Vis- 
to Bueno del Comisario respectivo. — Véase 
Comisario de Banco. 

Las acciones de Banco son transferibles 
mediante acta escrita en su registro, en que 
firmará el transferente. No puede el Banco 
dar dinero sobre la garantía de sus propias 
acciones; pero puede recibirlas para reforzar 
los títulos en garantía de vales ó cuentas 
corrientes. 

El Banco descuenta letras, pagarés, ú 
otros títulos comerciales descontables, de 
casas notoriamenttf abonadas, siempre que 
esas letras ó pagarés, no tengan mas de no- 
venta dias á vencer. Puede dar fondos en 
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cuenta corriente , sobre conformes ú otros 
títulos de comercio exigibles que presenten 
garantía suficiente al Directorio, y recibir en 
cuenta corriente las sumas que le sean en* 
tremadas por particulares ó establecimientos 
públicos pagando las cantidades de que es- 
tos dispu»eren , hasta el importe de su ha- 
ber. 

Debe fijar mensuahnente el precio de sus 
descuentos, y el interés del dinero que hu- 
biere de recibir , asi como el de los depó- 
3Ítos que tome (1). No puede descontar 
letras ó vales , con la firma de cualquiera 
de los Directores, que no venga acompaña* 
da de la de persona que no lo sea. 

L41 dirección y administración del Banco 
está cometida á un Directorio, nombrado de 
^tre los accionistas: estos tienen voto ac- 
tivo y pasivo en las deliberaciones de la so* 
ciedad , en la forma determinada por la ley 
de su creación. Las cuestiones que puedan 
suscitarse en los negocios del Banco, deben 
ser dirimidas ,en cuanto sea posible , por ¿r^ 
bitros. Los bienes muebles, inmuebles ó rai- 
ces, que el Banco hubiere de sus deudores, 
serán vendidos en su caso, en pública si^ 
basta, en ei menor plazo posible (2) 

Las^ operaciones del Banco están bajo la 
fiscalización de un Comisario nombrado por 
el Gobierno, cuyas funciones se Imllan de- 
lerminadas en el lugar competente. 

Los detalles de orden administrativo in- 
terior del Banco, se enconfrarán en la ley 
que queda citada. 

BANCe BB CMI9M1VE9. EstC Bsn- 



(1) Por acuerdo del Superior Tribunal de Justicia 
de 12 de Enero de i8S9, está mandado que los depA- 
8it08 Judiciales, se consignen, hasta nueva re^iucion, 
en el Banco Comeroial, no debiendo cobrarse ni abo- 
narse ninguna clase de interés por dichos depósitos, á 
meóos qoe se estipule por consentimiento espreso de 
las partes interesadas, con esc«pclon de los depósitos 
que pertenezcan ^ concursos de acreedores, en loscua- 
Ics, se ob«ervarán siempre las reglas catablecidafl. 

(2) Ley de i 2 de Julio de 1858. 



co, ademas de la responsabilidad ilimitada 
de la firma Mauá y Compañía, puede admi* 
tir socios y capitalistas con capital propio , 
y responsabilidad limitada solamente a las 
cantidades por que se suscribieren, emitien* 
do títulos que representen estos capitales, 
en esta plaza, ó fuera de ella. 

El Banco de emisiones, es de emisión, de* 
pósitos y descuentos, Su capital es de un 
millón y doscientos mil pesos, el cual puede 
ser aumentado según lo demande el desen* 
volvimiento de sus transacciones, y las ne* 
cesidades del comercio é industria del Pais, 
hasta la suma de seis millones de pesos. 

El Banco emite billetes á la vista siendo 
el mínimum de su valor, el de una onza do 
oro; pudiendo emitir también , como lo hace, 
durante la escasez del cambio menor, y 
mientras no haya disposición en contrario, 
billetes hasta un octavo de patacón. La emi- 
sión de estos no puede esceder de un diez 
por ciento del capital del Banco. La de los 
de mayor cantidad no debe esceder del tri- 
ple del valor del fondo efectivo del Banco. 

Los billetes deben ser pagados á la vista 
siempre que se present)n en número corres- 
pondiente á una onza de oro sellada. La falta 
de puntualidad en la realización de este pa- 
gamento, en cualquiera ocasión, imporUrá 
suspensión y liquidación de tas transacciones 
del Banco, el cual, llegado ese caso, solo 
podrá continuar mediante nueva autorización 
Legislativa. 

Los billetes emitidos, deben representar 
cantidades que unidas formen una onza do 
oro. Debe publicar el Banco mensualmente 
un balance reasumido de sus operaciones y 
estado: debe 'también (¡jar mensualmente el 
precio de sus descuentos, y el interés del 
dinero que hubiere de recibir (i) 

Sus operaciones, se hallan bajo la fiscali- 



(I) Ley del i p de Julio de 1857. 
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zacion inmciliata del Comisario respectivo. 
— Véase Cümiaario dd Banco. 

El Banco de (nnisiones, ó sea Banco Mauá 
y Ca. goza de los mismos privilegios , con- 
cesiones ó favores, que gozen 6 lleguen á 
gozar cualesquiera otros Bancos estableció 
dos , ó que llegasen á establecerse en la R^ 
pública (1). 

BANCO DEL sAiiTo* — Esto Bauco es 
de cambip, emisión , descuentos y depósitos , 
y se halla establecido bajo la garantia y res- 
ponsabilidad de una Sociedad de Comercian- 
tes de aquella Villa. Su duración legal es de 
diez años contados desde su instalación, pu- 
diendo á su vencimiento, solicitarse nueva 
autorización Lejislaliva. 

El Capital del Banco es de cincuenta mil 
pesos fuertes, divididos en doscientas cin- 
cuenta acciones de doscientos pesos cada 
una, debiendo tener en caja, para que pue- 
da funcionar, cuando menos, una tercera 
parte de su capital, mitad en dinero efectivo 
y mitad en acciones subscriptas. 

La emisión de billetes ó vales, no puede 
cscedér del duplo del fondo efectivo del Ban- 
co; y el minimum de los billetes, será del 
valor de una onza de oro; pudiendo sin em- 
bargo, durante la escasez de cambio menor, 
y mientras no haya disposición alguna en 
contrario, fraccionar sus emisiones hasta un 
octavo de patacón, no escediendo la emisión 
de estas fracciones, de un veinte por ciento 
del valor de la emisión de billetes mayores. 

Los billetes deben ser pagados ál portador 
y á la vista, siempre que se presenten en 
número correspondiente al valor de una onza 
de oro sellada ú once patacones. — La falta 
de puntualidad sobre esto, en cualquiera oca- 
sión, importará suspensión y liquidación de 
sus transacciones, que en tal caso, solo po- 



(I) Contrato sobre conversión de U deuda publica 
ontoadada de 28 de DiciemDre de t8&8. Art. 21. 



drán continuar, mediante nueva autorísacion 
Legislativa. 

En caso de quiebra del Banco, ó en cual- 
quier otro, en que los acreedores hayan de 
hacer valer su preferencia, los tenedores de 
billetes en circulación , estarán en igual 
grado de prelacion que los acreedores por 
depósito voluntario. 

Mensualmente debe publicar el Banco un 
balance en resumen de su estado. 

Las acciones del Banco pueden ser poseí- 
das por Nacionales y Estrangeros : — son 
transferibles por medio de acta escrita, en 
el registro del Banco, en que firme el due- 
ño, ó su apoderado. 

Las operaciones del Banco son : Emitir 
billetes al portador y á la vista, por las can- 
tidades, y bajo las reglas que quedan desig- 
nadas ; descontar letras, pagarés ú otros tí- 
tulos; recibir en cuenta corriente las sumas 
que le sean entregadas por particulares 6 
establecimientos públicos, y pagar las can- 
tidades de que estos dispusieren, hasta el 
importe de su haber; dar fondos en cuenta 
ocurriente, sobre conformes ú otros, títulos de 
comercio exigibles, que presenten garantia 
suficiente al Directorio. Debe fijar mensual- 
mente el precio de sus descuentos, el ínte- 
res del dinero que hubiere de recibir apre- 
mio, y el de los depósitos que tome. 

El Banco no puede dar dinero sobre la 
garantia de sus propias acciones, pudiendo, 
no obstante, recibir estas, para reforzar los 
títulos en garantia de vales ó cuentas cor- 
rientes ; — tampoco puede descontar letras 
ó vales, con la firma de cualquiera de los 
Directores, que no vaya acompañada de la de 
persona que no lo s^ y que tenga i^pon- 
f^tlidad. 

La direockm ^1 Banco mtíi coBietida á 
un Directorio nombrado á elección de la so- 
ciedad de Accionistas. — Todos tos demás 
detalles y disposiciones relativas á raimen 
interno del Banco, están determinadas en la 
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ley de su creación (1). — Véase Comisario 
de Baiico. 

BARCACSE. — El ¡mpueslo que se paga 
por el pasage de un río en cualquiera em* 
barcacion ó balsa. 

El impuesto de barcage, está declarado 
renta municipal. Las Juntas Económico-Ad* 
ministrativas, tienen á su cargo, el entender 
en lo relativo á esta clase de impuestos, re- 
caudarlos y aplicarlos á los objetos de su 
institución (2). — Véase Juntüs E. Admi- 
nistrativas. 

BARRACAS. — Siu pcrjuicio dc los 
muelles de la Aduana, destinados á la carga 
y descarga de todas las mercancias y efec- 
tos de comercio es permitido el desembarco 
de maderas, por los muelles de los estable- 
cimientos ó barracas en que hayan de depo- 
sitarse, ó por los lugares inmediatos de la 
costa, bajo las reglas y condiciones siguien- 
tes: — 1® Los barraqueros deben pasar al 
Resguardo una relación firmada, de la can- 
tidad de maderas introducidas en sus esta- 
blecimientos, con especificación de su cali- 
dad , número de piezas , número de varas ó 
pies que midan, su grosor, clase y nombre 
del buque de que procedan, tomado todo de 
los asientos de sus libros. — 2® Para in- 
troducir maderas en una barraca , el despa- 
chante debe obtener previamente el corres- 
pondiente permiso de la Aduana. — 3** La 
relación de maderas recibidas, que están 
obligados á presentar los barraqueros , debe 



quedar cumplida dentro del quinto dia di5sJc 
la conclusión de la descarga. — 4® Los due- 
ños de barracas, á quienes se pruebe in- 
exactitud en las manifestaciones, cualquiera 
que sea el motivo que invoquen, incurren 
en la pena de prohibición de hacer uso para 
este objeto, del muelle ó playa por donde 
acostumbrasen hacer los desembarcos, sien- 
do ademas, responsables individualmente, 
del pago de los derechos correspondientes á 
las maderas que hubiesen ocultado, ú omiti- 
do manifestar. — 5** Para la debida ejecu- 
ción de estas disposiciones, los barraqueros 
deben facilitar al Resguardo, cuando este lo 
requiera, el examen de sus depósitos, y la 
inspección de sus libros. — 6*^ Deben fir- 
mar en la Oficina del Resguardo , la acepta- 
ción de las franquicias que adquieren , y de 
las responsabilidades en que incuiren (1). 

Es permitida del mismo modo en las bar- 
racas, la descarga y depósito dc Irutos del 
Pais, asi de los conducidos por agua como 
por tierra. 

RASTAüiTEo. — El rcconocimicnto de 
poder hecho por abogado, y la declaración 
bajo su firma, de ser bastante para que el 
mandatario sea admitido en juicio. 

No pueden admitirse en los Tribunales del 
Estado, poderes que no estén bastanteados 
por abogado de la matricula, y los Jueces 
no deben dar curso á ningún expediente en 
que no se haya llenado este requisito. — 
Véase Poder. 



BIBLIOTECA NACIONAL. TodoS loS 

dueños de imprenta deben remitir á ella un 
ejemplar de cualquiera impresión que se ha- 



ga en sus establecimientos, para que sirvan 
de datos á la historia .del Pais (2). 

BIENE9 DÉ EXTBANGEROS MUERTOS 

AB-iNTESTATo. — Los bicncs dc exlran- 



(1) Ley de 12 de Jalio de 1858. 
\2) Ley de 4 de Junio de 1855 



(1) Decreto de 7 dc Julio dc 1848. 

(2) Acuerdo del Gobierno de 29 de Setiembre de 1 Si 2 
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geros residentes en el territorio de la Re- 
pública, pertenecientes á Naciones amigas, 
que aun cuando no tengan tratados celebra- 
dos, tengan sin embargo. Agentes Consulares 
acreditados en el Pais ; quedan a cargo del 
Juez letrado de intestados, en el acto de fa- 
llecer alguno de aquellos ab-intestato. 

El Juez previa noticia que debe dar del 
suceso , al Cónsul de la Nación del fallecido, 
mandará proceder con asistencia de dicho 
Cónsul 6 del Vice-Cónsul, ó de la persona 
á quien nombre para representarles, ¿^forma- 
lizar un inventario de los bienes fincados : 
— practicado el inventario , debe hacerlos 
depositar en poder de persona de responsa- 
bilidad, que merezca la confianza del Agente 
Consular, bajo prevención espresa de que el 
depositario no podrá disponer de ellos, sin 
conocimiento y resolución del Juzgado (1). 

Practicado esto, ordenará la venta á mar- 
tillo público de los bienes que se hallen en 
el caso de deteriorarse, y de todos los de- 
mas que convenga vender a solicitud del 
mismo Cónsul, hasta tanto que aparezcan los 
legitimes succesores de dichos bienes. 

Para este efecto , y con audiencia de un 
defensor que se nombrará de oficio, caso que 
los herederos no estuviesen en el Pais, adop- 
tará el procedimiento de derecho (2). Véase 
Juez de intentados. 



En los Departamentos de campaña; >de- 
sempeñan estas funciones los Alcaldes Ordi- 
narios, en cuanto á la formación de inven- 
tario y otros trámites. 

Los bienes de Extrangeros muertos en el 
Pais, asi como los de los Nacionales, y los 
capitales que se esporten para Paises extran- 
geros, están sugetos al pago de un impues- 
to : para este efecto debe darse audien- 
cia en los expedientes respectivos al Fiscal 
de Hacienda. — Véase Impuesto sobre he- 
rencias. 

Bi«AniA. — El estado de jun hombre 
casado coBj: dos jnugeres á un mismo tiem- 
po, ó el de la muger casada con dos hom- 
bres. 

Está mandado que en los casos de biga- 
mia, se de noticia al Juzgado del Crimen, 
para que el bigamo sea juzgado en la forma 
que corresponde; y para precaber males de 
tamaña trascendencia, la jurisdicción ecle- 
siástica debe observar las formalidades ne- 
cesarias, á fin de averiguar la edad, oslado y 
capacidad, de los que pretendan contraer ma- 
trimonio en la República, asegurándose, en 
su caso, de la idoneidad de los testigos que 
se presenten, y de la legalidad de los docu- 
mentos que los pretendienles, exiban para 
probar su libertad (1). 



BocnAS. — Habiéndose generalizado el 
juego de bochas en algunas calles públicas, 
fué declarado prohibido en tales parages, por 



(I) Los depósitos de esta natunileza, están eí^cluidos 
de las reglas cstablecidns ^btü todos ios demás depó- 
sitos á que se refieren los acuerdos del Tribunnl de 
Jiiblieia de í 8 de Mnyo de 1857, 7 de Ago»to do 1838 y 
12 de Enero de 1859. Véase Depositaría gf.nf.rAi., 
Drposito jcdicial. 

(3) I.ey de 13 dr Junio de I8.S7. 



resolución policial de 24 de Enero de 1 860, 
bajo pena á loe infractores de la perdida de 
las bochas por la primera vez , y de cuatro 
pesos de multa en los casos de reincidencia. 

BOLAS DE BOLEAR. — Es prohibido á 
los hombres de campo el uso de bolas , con 



fi) Acuerdo del Tribnml de Justicia de 1 ® de Sa- 
lí mbrc de 1841. 
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escepcion de los individuos siguientes : — 
1® El transeúnte que marche con tropilla de 
ganados por delante : 2^ El trabajador 
en marcaciones de hacienda en los rodeos. 
Fuera de estos, ios que lleven ó hagan uso 
del útil indicado, incurren en la pena á que 
diere mérito esta falta á juicio de la autori- 
dad de Policia (1). E^ta disposición está sin 
embargo en desuso. 

BOüios. — Véase Deuda pública con-' 
solidada. 

BOTICAS. — Las boticas deben ser vi- 
sitadas anualmente en todo el territodo del 
Estado. Para este efect ), la Junta de Higie- 
ne pública de cuya corporación dependen , 
debe nombrar una Comisión compuesta de 
uno de sus miembros, con el carácter de 
Presidente, del médico de Policia, de un 
farmacéutico que elija la misma junta, y del 
Secretario, 

Esta Comisión verificará la visita de los 
establecimientos de Farmacia, en la Capital 
y su departamento. En los demás de la Re- 
pública, se practicará lo mismo por el mé- 
dico de Policia Departamental, acompañado 
de un Escribano público, ó de cualquiera 
otro funcionario á quien la autoridad dé co- 
misión al efecto. 

En el acto de la visita, la Comisión inda- 
gará escrupulosamente, bajo de juramento 
3ue ante ella debe hacer prestar al encarga- 
del establecimiento: 1® Si la botica tiene 
arregladas sus pesas y medidas: 2 "^ Si los 
medicamentos v utensilios están conformes 



con los preceptos de la farmacia : 3 ^ Sí la 
botica está surtida de los simples y compues^ 
tos mas usados en la medicina: 4 ^ Si tiene 
para su despacho la farmacopea Hispana , y 
alguna otra de las que mas comunmente 
usan los médicos enelpais: 5^ Exigirá todo 
lo que prescriba el petitorio que la Junta de 
Higiene debe formar para tales casos. 

Practicadas religiosamente estas diligen- 
cias, se extenderá por el Secretario , acta 
de todo lo obrado, con constancia del resul- 
tado de la visita, que firmarán loe visitado- 
res, dando testimonio integro al interesado, 
para los efectos que puedan convenirle. 

Si de las actas que la Comisión inspectora 
de Boticas, y los médicos departamentales 
pasasen á la Junta de Higiene pública, resul- 
tase que alguna botica careciese de los me- 
dicamentos y aparatos indispensables para la 
práctica del arte, dictara las medidas cor- 
reccionales que crea oportunas, dando cuen- 
ta al Gobierno. 

La inspección facultativa de los medica- 
mentos, y drogas farmacéuticas que se in- 
troduzcan al comercio interior, están sugetas 
al mismo examen y reconocimiento (1). 

Solo pueden vender composiciones far- 
macéuticas, los profescMres de farmacia apro- 
bados y habilitados, bajo las penas que 
marcan las leyes á los contraventores. No 
pueden ejercer el acto de curar, ni vender 
preparaciones medicinales, sin receta de pro* 
fesor habilitado. Véase Farmacéuticos. 
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CABALLERIZAS. — Está maudado que 
el estiércol de las caballerizas, y los caballos 
que mueran dentro de la Ciudad, sean arro- 
jados á la costa del mar, detras del Cemen- 



terio viejo. Los contraventores incurren en 
una multa de cuatro pesos (2). La mis- 
ma regla existe con respecto á los animales 
de las panaderías. 



(1} Edicto dt PoHcia dt 1h de AbrU de 18110. 



i 



1) Reglamento de PoUda sanitaria, tU. ir. 

2) Edicto de Policía de 3 de Mayo da \%W, 
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CABILDO. — La Junta ó Cuerpo que 
líene á su cargo el gobierno económico-po- 
litico de cada Pueblo. 

Los Cabildos que existían desde la domi- 
nación Extrangera, fueron disueltos por re- 
solución de la Honorable Junta de Repre- 
sentantes d^ la Provincia (1). Su nombra- 
miento era indirecto^ y se hacia por medio 
de tres electores por cada Pueblo cabeza 
dft Departamento: la eleccian de estos, se 
.▼erífic¡tba por votación popular, teniendo 
voto acti\ft todos los vecinos mayores de 
veinte años de edad. Los electores debian 
ser Ciudadanos 6 vecinos con diez años de 
residencia en el Pais, y poseer una propie- 
dad inmueble 6 industrial. 

El nombramiento de Capitulares debia 
recaer en vecinos que tuviesen cuando me- 
nos diez años de domicilio del Pais , cuando 
no fuesen naturales, y que hubieran ademas, 
manifestado su decisión por la causa de la 
independencia (2). 

Disueltos los Cabildos, sus artículos, útiles, 
cuentas y existencias, fueron mandadas en- 
tregar bajo formal inventario á los Jueces 
de !• instancia (3). 

CABOTAGB. — La navegación 6 tráfico 
litoral. 

Los buques del Cabotage deben ser Na- 
cionales, y sus patrones, ciudadanos natura- 
les ó legales del Estado. La simulación de 
la Nacionalidad del buque, es penada con 
la pérdida de ¿1, y con una multa de qui- 
nientos pesos. 

Todo buque de cabotage, debe tener á su 
bordo, por lo menos , un Cuidadano natural , 
sin cuyo requisito no estará habilitado para la 
navegación de tal. Los buques del cabotage 
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(1) Ley de 6 de Octubre de 1826. 

(2) Decreto del Gobierno Provisorio de 15 de Diciem- 
bre de 1826. 

(8) Circular d^l Gobierno Provióorio k lot Cabíldoi 
4e 17 de Eoero de 1827. 



deben ser numerados, con cifras visibles so- 
bre una vela y sobre la popa de la embar- 
cación. Gozan del privilegio de guarda*cos- 
tas durante sus viages, siendo las presas que 
hicieren, divisibles por mitad con el Estado ; 
— tienen en consecuencia, el derecho de 
reconocer todo buque que se halle fondeado 
sobre las costas de la República, siendo fue- 
ra de los puntos ó puertos habilitados para el 
comercio, pudiendo examinar y delatar «toda 
embarcación menor que trafique fuera de ho- 
ras, ó de una manera sospechosa. 

Los buques de construcción Nacional que 
se dediquen al cabotage, son relevados de 
pagar la mitad de los derechos de cabotage, 
y una parte del de patentes (1). 

De las disposiciones que quedan citadas, 
y de las cuales, ninguna ha sido derogada 
por resolución espresa, hay much^ que no 
se observan, 

CABOTAJE DE I<OS ESTADOS BI¥EBE- 

í^os. — Los buques del cabotage con ban- 
dera de las Provincias ó Estados rivereños 
del Uruguay, Paraguay y Paraná, gozan de 
las mismas franquicias que los buques del 
cabotage Nacional, en el Puerto de Monte- 
video (2). 

CAJA DE AMORTIZACIOTV. Foudo 

creado por la ley de 1 7 de Junio de 1 835 
para pagar los intereses de la deuda Nacio- 
nal y amortizar esta. 

La Administración de la caja de amorti- 
zación, y la recaudación é inversión de los 
fondos á ella adscriptos, estaba encomenda- 
da á una comisión nombrada al efecto.* — 
Incumbia á esta, abrir un gran libro de deu- 
da y rentas públicas, compuesto de trescien- 
tas fojas foliadas, y firmado por el Presidente 
del Senado , y el de la Cámara de Repre- 
sentantes, refrendado por uno de los Secre- 



(I) Decreto de 9 de Eoero de 1884. 
Decreto de 2t de Mtyo de 1851. 
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tarios de la Asamblea Greneral, y sellado con 
el sello de anuas de la Nación. Este libro 
<lebia guardarse en el archivo de la Asam- 
blea Generali sellado con tres sellos , y en 
nna caja con tres llaves, depositadas, una 
en poder del Presidente del Senado , otra 
en el del Presidente de la Cámara de Re- 
presentantes, y otra en el de uno de los 
Secretarios de las Cámaras Legislativas. 

El libro de deuda y rentas públicas 
solo podía ser abierto en la Asamblea Ge- 
neral, y previo el reconocimiento de sus se- 
llos. Los capitales y deudas sentadas en i^.l, 
quedaban en el hecho garantidas por todas 
las rentas de la Nación, por todos los cré- 
ditos activos, y por todas las propiedades 
muebles é inmuebles del Estado, con hipo- 
teca especial. 

Los fondos adscríptos á la caja de amor- 
tización, eran 1® El producto del impuesto 
llamado adicional, el de sellos, patentes y 
alcabalas, el de censos de terrenos urbanos 
y de ejidos: 2** El producto de la venta de 
propiedades públicas , y cualesquiera otros 
eventuales que se le asignasen. 

Estos fondos debian ser remitidos á la 
caja de amortización por la Tesorería gene- 
ral, dentro de las veinticuatro horas si- 
guientes á su recibo, bajo la mas seria res- 
ponsabilidad. 

La Caja de amortización estaba bajo la 
protección especial de las Cámaras Legisla- 
tivas. Las funciones de la Comisión encar- 
gada de la Administración de los fondos ads- 
críptos á^ la caja de amortización eran : i ® 
Percibir^de la Tesorería general las canti- 
dades que le pertenecian. 2° Reclamar, en 
su caso, la debida versión de dichos fondos. 
3® Conservarlos con seguridad, hasta hacer 
con ellos el pago de intereses y capital de 
la deuda públict, en la forma prevenida (i). 



(I) Ley de n de Junio de 1835. 



Las funciones de la Caja de amortización 
quedaron terminadas , y esta dísuciUa , en 
virtud de la conversión y consolidación de la 
deuda pública (1). Sin embargo, antes de 
esta disposición legal , ellas habían ya ter- 
minado de hecho en razón de otras circuns- 
tancias. — Los fondos aplicados por la ley 
a la caja de amortización , lo eran á otros 
gastos de la administración, reclamados por 
la situación política del País, — y aquellas 
disposiciones habian quedado de .hecho de- 
rogadas. 

CALLES PÚBLICA». — Es prohibida la 
conservación en las calles y veredas, de to- 
do objeto que perjudique al libre tránsito , 
tales como bultos dé comercio, materiales 
para la constricción de edificios , y otro» 
semejantes. — Lo es también, galopar por 
las calles, hacer fogatas en ellas, arrojar 
basuras 6 aguas sucias, disparar tiros y co- 
hetes y tener sueltos perros bravos. — No 
puede tampoco transitarse por las veredas 
conduciendo objetos de bulto, que obstruyan 
el libre paso de las personas. Los infracto- 
res incurren en multas pecuniarias arregla- 
das al caso (2). Véase Multas policiales — 
Veredas. 

Todos los vecinos tienen el deber de ha- 
cer barrer el frente de sus casas el dia sá- 
bado de cada semana, colocando la tierra en 
el centro de la calle, para ser conducida por 
los carros de Policia (3). 

cAmaba de bepbesektaktes. — 

Uno de los dos Cuerpos en que está dividi- 
da la Representación Nacional. 

Los Representantes son elejidos por voto 
directo de los Pueblos, siendo hábiles para 
votar todos los individuos que se hubiesen 



(1) Ley desde Julio de 1854. 

(?) Edicto de Policia de 2t de Noviembre de 18:)8, 
y Reglamento de 25 de Enero de I8f7. 

(3) Edicto de Policia de 6 de Noviembre de 1843. 
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iuscriplo previamente en el Registro Cívico. 
Véase Registro Chico. 

Cada elector debe votar personalmente 
ante la mesa electoral , por el número de 
Representantes que con^esponda á su depar- 
tamento, y por igual número de suplentes, 
en el dia designado por la ley. Véase Elec- 
ciones de Representantes, Corresponde un 
Representante y un suplente á cada tres mil 
almas, ó á una fracción que no baje de dos 
mil. Las funciones de los Representantes 
duran por tres años. 

Para ser elegido Representante, se nece- 
sita: i** Ciudadanía en ejercicio. 2** Tener 
veinticinco años cumplidos de edad. 3 ® 
Poseer un capital de cuatro mil pesos á lo 
menos, 6 ejercer una profesión, arte ú ufi- 
cio útil, que produzca una renta equivalente 

No pueden ser Representantes: 1** Los 
empleados civiles ó militares, dependientes 
por servicio á sueldo del Poder Ejecutivo , 
esceptuandose de esta prohibición, los reti- 
rados ó jubilados. 2.^ Los individuos del 
Clero regular. 3* Los del secular, qne go- 
zaren renta con dependencia del Gobierno. 

Compete á la Cámara de Representantes: 
1®. La iniciativa sobre impuestos y contri- 
buciones, tomando en consideración las mo- 
dificaciones con que el Senado en su caso 
las devuelva. 2^ Él derecho esclusivo de 
acusar ante el Senado, al Gefe Superior del 
Estado y sus Ministros, á los miembros de 
ambas Cámaras, y á los de la Alta Corte 
de Justicia, por delitos de traición, concu- 
sión, malversación de fondos públicos, vio- 
lación de la Constitución ú otros que me- 
rezcan pena infamante ó de muerte, des- 
pués de haber conocido sobre ellos, á peti- 
ción de parte, 6 de alguno de sus miem- 
bros, y declarado haber lugar i la forma- 
ción de causa (1). 

La Cámara de Reprecentantes es juez 

(I) Cap. II, Sección 4 d« la Constitución. 



privativo para calificar las elecciones de sus 
miembros, y no puede abrir sus sesiones, 
mientras no esté reunida mas de la mitad 
de sus miembros ; — si esto no se hubiese 
verificado el dia designado por la Constitu- 
ción, la minoría puede reunirse para compe- 
ler á los ausentes, bajo la pena que acor- 
dare (1). 

Las sesiones de la Cámara de Represen- 
tantes son públicas, y para que la haya se- 
creta, cuando asi lo demande el asunto que 
haya de tratarse, es necesaria una resolu- 
ción especial de ella, sea a petición del Go- 
bierno, del Presiáente de la Cámara ó de 
alguno de los Representantes. 

Las sesiones de la Cámara son presididas 
por uno de sus miembros con el carácter 
de Presidente, el cual es suplido en su au- 
sencia, ó cuando quiera tomar parte eú la 
¿isftusion, por el Vice Presidente 1 ® y 2 '^ 
por su orden. Sus nombramientos se hacen 
por votación, en la forma determinada por 
el Reglamento respectivo. 

Todo proyecto debe ser puesto dos veces en 
discusión: — la primera se llama discusión 
general, la segunda, discusión particular. La 
discusión en general , [debe versar sobre las 
ventajas ó inconvenientes del proyecto en 
general, sin entrar en el examen particular 
de sus artículos, aun cuando tenga uno' solo; 
en ella cada Representante no puede hablar 
mas que una vez para fundar en pro ó en 
oontra del proyecto en general, y otra para 
explicar únicamente, ó rectificar lo que fue- 
ra necesario. La discusión en particular es 
en detalle sobre cada articulo , y el debate 
libre , pudiendo cada Representante hacer 
uso de la palabra las veces que lo crea con- 
veniente. Puede también, á virtud de mo- 
ción suficientemente apoyada , declararse li- 
bre la discusión general. ^ 

Para formar Sala, es necesaria la coucur- 



(1) ArticuloB 43 y 47 de la Conitituclon, 
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rencia de la mitad de los Representantes , 
mas uno (1). 

La Cámara de Representantes goza del 
tratamiento de Honorable. Tiene la facuU 
tad de llamar á sus sesiones á los Ministros 
del Poder Ejecutivo, para pedirles esplica^ 
cienes, y recibir los informes que estime 
convenientes (2). 

Puede también, con las dos terceras par- 
tes de votos, correjir á cualquiera de sus 
miembros, por desorden de conducta en el 
desempeño de sus funciones, ó removerle 
por imposibilidad fisica ó moral, supervi- 
niente después de su incorporación. Para 
admitir las renuncias que se presenten, bas- 
ta la mayoría de uno sobre la mitad de los 
presentes (3). 

Los proyectos de ley pueden tener ori- 
gen indistintamente en la Cámara de Re- 
presentantes, ó en la de Senadores, á virtud 
de proposición de cualquiera de sus miem- 
bros, ó del Poder Ejecutivo. 

Si la Cámara en que fué presentado el 
proyecto lo aprueba, lo pasará á la otra, 
para que discutido en ella, lo apruebe 
también, lo repruebe^ adicione ó deseche. Si 
cualquiera de las dos Cámaras á la cual se 
remitiese un proyecto de ley, lo devolviese 
con adiciones ú observaciones, y la remiten- 
te sa conformase con ellas, lo avisará en 
contestación, y quedará sancionado por 
ley: — ^pero, si no las hallase justas, é insis- 
tiese en sostener su proyecto, solicitará ppr 
medio de oficio la reunión de ambas Cáma- 
ras que se verificará en la del Senado y se- 
gún el resultado de la discusión, quedará 
sancionado lo que se resuelva con dos ter- 
cios de sufragios. — Si la Cámara á la cual 



(1) Reglamento de 14 de Febrero de 1826, y sos 
idJdooeB. 

(I) Art. 58 de U Conslitacion. 
(3] Art. 52 de la Constitución. 



íiiese remitido ei proyecto no tuviese reparo 
que oponer, lo aprobará, y avisándolo álaCa-» 
mará remitente, lo remitirá al Poder Ejecu- 
tivo, para su promulgación como ley de la 
República. — Véase Promulgación de las 
leyes. 

La Cámara de Representantes, antes de 
terminar el período de sus sesiones, debe 
nombrar una Comisión Permanente, com- 
puesta de cinco de sus miembros, encarga- 
da de representarla durante su receso (1). 
— Véase Representantes — Comisión Per- 
manente. 

ckmjkmA DB sBXADOiKES. — Uno de los 

dos Cuerpos de que se compone la Repre- 
sentación Nacional. 

La elección de los Senadores^ es indi- 
recta, en la forma determinada por la ley de 
la materia. — Véase Elecciones de Senado- 
res — ^La Cámara de Senadores se compo- 
ne de tantos miembros, cuairtos sean los 
Departamentos de la República, á razón de 
uno por cada Departamento (2). 

Corresponde al Senado, abrir juicio pú- 
blico á los acusados por la Cámara de Re- 
presentantes y pronunciar sentencia, con la 
concurrencia, á lo menos, de las dos terceras 
partes de votos, al solo efecto de separarlos 
de sus destinos. — La parte acusada y juz- 
gada, quedará sugeta, no obstante, á acu- 
sación, juicio y castigo conforme á la ley (3). 

Corresponde también á la Cámara del Se- 
nado, calificar y fallar sobre las elecciones 
de sus miembros: — ^nombrar su Presidente 
y Vice 1 f y 2 f para suplir á aquel en los 
casos de ausencia, á cuando tome parte en 
la discusión; y fijar sus gastos anuales, dan- 
do aviso al Poder Ejecutivo, para que sean 
incluidos en el presupuesto general. 



(1) Art. Si de la Gonstítocion. 

(2) Art. 27 de la Constitución. 

(8) Artículo 38 ▼ 89 déla Constitución. 
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Cuando algún Senador sea acusado ante 
la Cámara, por los delitos de traición, con- 
cusión, malversación de fondos públicos, 
violación de la Constitución ú otros que 
merezcan pena infamante ó de muerte re- 
solverá con dos terceras partes de sus vo- 
tos, si hay ó no lugar a la formación de 
causa, declarándolo asi en caso afirmativo, y 
suspenso el Senador en el ejercicio de sus 
funciones, el cual quedará á disposición del 
Tribunal competente. 

La Cámara de Senadores puede, con dos 
terceras partes de sus votos, correjir á cual- 
quiera de sus miembros, por desorden de 
conducta en el desempeño de sus funciones 
6 removerle por imposibilidad física ó mo- 
ral, superviniente después de la incorpora- 
ción. Para admitir las renuncias voluntarias, 
basta la mayoría de uno sobre la mitad de 
los presentes. Tiene también la facultad de 
hacer venir á su sala á los Ministros del Po- 
der Ejecutivo, para pedirles los informes y 
esplicaciones que estime convenientes (1). 

La Cámara del Senado goza del título 
de Honorable. Sus sesiones son públicas, 
y para que la haya secreta, se requiere una 
resolución especial, sea á petición del Go- 
bierno, del Presidente de la Cámara, ó de 
uno de los Senadores. 

Los proyectos de ley pueden tener ori- 
gen indistintamente, en la Cámara de Sena- 
dores, ó en la de Representantes, á virtud 
de proposición de alguno de sus miembros, 
6 del Poder Ejecutivo. 

Incumbe al Senado, conceder ó negar 
su acuerdo al Poder Ejecutivo, sobre el 
nombramiento de .Enviados Diplomáticos, 
Coroneles, y demás oficiales superiores de 
las fuerzas de mar y tierra del Estado: — 
sobre destitución de empleados: — sobre la 
iniciación y conclusión de tratados de paz, 
amistad, alianza y comercio, sin perjuicio 

(I) Cap. 2p y 3? Sección 5* de !• Constitución. 



de la autorización de la Asamblea General, 
para que puedan ser ratificados por el Go- 
bierno; y sobre concordatos con la Silla 
Apostólica (1). 

Las sesiones del Senado, durante el pe- 
riodo legal, deben ser diarias, formando nú- 
mero, la mitad de sus miembros mas uno. 
Siempre que tres Senadores, 6 el Poder 
Ejecutivo, pidan sesión extraordinaria, él 
Presidente convocará á la Cámara á ese eíec- 
to. Puede esta acordar mas de una sesión 
diaria, cuando asi lo demande el cúmulo de 
asuntos de que haya de ocuparse: — puede 
también declararse en sesión permanente, 
según los casos, mediante moción previa, 
apoyada por tres Senadores. 

Los proyectos de ley que se presenten 
á la Cámara no deben ser motivados en su 
parte dispositiva. Los remitidos 'por el Po- 
der Ejecutivo ó por la Cámara de Represen- 
tantes no pueden retirarse en caso alguno, 
sino por acuerdo, ó con consentimiento de 
la Cámara. 

Todo proyecto debe ser discutido, pri- 
meramente en general, y después en parti- 
cular; y con el intervalo de una sesión, á lo 
menos, pasará después por otra discusión, 
en general y en particular, salvo el caso de 
ser desechado en la segunda discusión en 
general (2). 

En casos de urgencia, y por resolución 
especial de la Cámara, pueden tener lugar 
las dos discusiones en un mismo dia, redu- 
ciéndose á una sola de cada clase, es decir, 
una general y una particular. 

En la discusión general los Senadores no 
pueden hacer uso de la palabra sino una so- 
la vez: en la particular, la discusión es libre 



(O Art. 81 de la Constitución. 

(?) En este panto, es diferente la forma de diicusion 
entre la Cámara de Representantes y la di Senado; 
pues en aquella, los asuntos á consideración, no pasan 
sino por uno soU discusión en generai, y otra en r ar- 
ticular. 
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pero el autor del proyecto y el miembro in- 
formante, pueden hablar cuantas veces lo 
juzgen necesario. Puede también declararse 
libre la discusión general. 

Todas las demás disposiciones relativas al 
régimen interior de la Cámara del Senado, 
están detalladamente establecidas en el Re- 
glamento respectivo, y se omiten aqui por su 
larga ostensión (1) — Véase Senadores. 

CAiHAMSTAs. — Los micmbros que com- 
ponen la Exma Cámara de Justicia. 

El nombramiento de los Camaristas com- 
pete al Cuerpo Lejislativo, en Asamblea 
General. Su duración es indeterminada, su- 
puesta su buena comportacion en el desem- 
peño de sus funciones (2). 

Para ser Camarista es necesario ser Ciu- 
dadano natural ó legal, y contar cuatro años 
de ejercicio de la profesión de abogado (3). 

Los impedimentos de los Camaristas son 
suplidos por abogados sacados á la suerte, 
de la lista de los matriculados, y á falta de 
estos, por los graduados, en la misma for- 
ma, debiendo unos y otros ser ciudadanos 
para poder entrar en el sorteo (4). En la 
lista de abogados, se incluyen los Fiscales 
v los Jueces letrados. 

Cuando alguno de los Jueces del Tribu- 
nal estuviese disconforme con la seníencia 
pronunciada por el voto de la mayoria, pue- 
de poner al pié de su firma, la palabra dis- 
corde (5). 

Los miembros del Tribunal Superior co- 
mo cualquiera otro Juez, pueden ser recu- 
sados por las mismas causas que en su ca- 
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(1) Reglamento interno del Senado, de 18 de Junio 
de 1858 

(2) Le^ de U de Febrero de 1831 y articulo 95 de 
la Constitución. 

(3) Arl. 102 de la Constitución. 

(4) Art. 15 de la ley de 9 de Mayo de 1858. 

(5) Alt. 42 de la misma ley. 



so bastarian para tacharles como testigos (1). 

Está abolido el juramento de secreto sobre 
el acuerdo (2).— Véase Tribunal Superior 
de Justicia. 

cahinos. — ^Véase Vias públicas, 

cAKO^v. — La pensión que se paga en re- 
conocimiento del dominio d^ algún predio 6 
campo, por la persona que goza del dominio 
útil de este, 6 sea el enfiteuta. 

El canon que están obligados á pagar l(»s 
enfiteutas por campos de propiedad pública, 
es el de dos por ciento anual sobre el valor 
en que los campos sean avaluados. El pago 
del canon debe verificarse anualmente á los 
Receptores departamentales, los cuales de- 
ben pasario al Colector general de Aduana, 
bajo pena, por parte de aquellos, de perder 
el derecho y quedar consolidado el dominio 
en el Señor directo, no satisfaciéndose el 
canon durante dos años (3). 

La Contaduria de Censos, que bajo la 
dependencia de la Colccturia general, tenia 
el encargo de llevar la contabilidad respec- 
tiva de los enfiteutas, está actualmente bajo 
la de la Contaduria general, formando parte 
de esla Oficina, á la cual está incumbida la 
metodizacion de esla parte de la contabili- 
dad pública (i). Véase Enfiteusis. 

cjk^oH MAESTROS. — Acuoductos sub- 
terraneos hechos en las calles de la Ciudad 
pai'a conducir las aguas de las casas. 

Los propietarios de edificios están obli- 
gados á concurrir al costo de los caños 
maestros que pasen por delante de sus pro- 
piedades, con doce pesos por cada vai^a li- 
neal de caño, en toda la estension de aque- 
llas. 



(1) Art. 43 de la misma ley. 
(V) Art. 42 dd la misma ley. 

(3) Decreto de 3 de Agosto de 1833. 

(4) Decvcio de 30 do Octubre de 18:»7 



Son esceptuados de esta obligación: 1^ 
Aquellos que no pudieran hacer uso de los 
caños, por defectos de construcción , ó á 
causa del nivel del terreno : 2^ Los propie- 
tarios de una sola fínca, sin giro comercial, 
arte ú oficio: 3^ Los propietarios cuyas ca- 
sas tuviesen letrina : 4® Los propietarios de 
terrenos improductivos (1). 

Entre otras medidas de salubridad pu- 
blica, dispuso el Gobierno , por acuerdo de 
21 de Abril de 1857, que cesase la cons- 
trucción de caños maestros, con calidad de 
llevarse hasta la mar los ya principiados, 
ordenando al mismo tiempo , que el uso de 
estos, fuese solo para las aguas sucias y las 
pluviales, con completa prohibición de ver- 
ter en ellos otras materias. Sinembargo de 
esta disposición ha continuado la construc- 
ción de caños maestros. 

En las transferencias de dominio de edi- 
ficios ó terrenos, cuyos propietarios hubie- 
sen pagado los caños maestros, el compra- 
dor está obligado á abonar, al vendedor su 
importe, cuando no se pactase lo contra- 
rio (2). 

CAPILI..\ DE LOS BEOS. Eu cirCUUS- 

tancias ordinarias, ningún sentenciado á 
muerte puede ser ejecutado , antes de las 
cuarenta y ocho horas contadas desde el mo- 
mento en que se le ponga en capilla (3). 

La capilla constituye un verdadero mar- 
tirio para el sentenciado, y puede contem- 
plarse una pena moral horriblemente aflicti- 
va. Su larga duración pues, por mucho ma- 
yor tiempo del necesario para que el reo 
reciba los auxilios de la religión y se recon- 
cilie con ella, es, lejos de ser un bien , un 
mal profundo, que se hace sufrir sin objeto 
útil para la vindicta publica, al desgraciado 
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que va á satisfacerla con la última pena, harto 
cruel y dolorosa para agravarla haciéndola 
preceder del prolongado sufrimiento de es- 
piritu de cuarenta y ocho horas. La dismi- 
nución de este término, que es por. otra 
parle, de una espectativa desagradable y pe- 
nosa, aun para toda la sociedad , cuya ser^ 
sibilidad se resiente ante la aplicación de la 
odiosa pena de muerte, seria acaso una me- 
dida conveniente en ambos conceptos. 

CAPITitlV DE BUQL'E. El qUC licue 

á su cargo la dirección y gobierno de un 
buque de comercio. 

Los capitanes de buque, quedan sugetos 
á las reglas y formalidades de la policía del 
Puerto, desdé el acto de fondear en él. Sus 
obligaciones son : 1 ® No desembarcar, ni. 
permitir comunicación alguna con la tierra , 
hasta que se les haya pasado la visita de 
sanidad, con la única escepcion del práctico 
á quien recibirán á su bordo, permitiendo 
que atraque la embarcación que lo conduz- 
ca, para el solo objeto de dejarle (1); — 2 "^ 
Exibir al empleado del Resguardo que prac- 
tique la visita, el manifiesto de la carga del 
buque, con espresion del número de bultos, 
marcas y personas á quienes viniese con- 
signada según resulte de los conocimientos, 
bajo el concepto de que las piezas río ma- 
nifestadas, caerán irremisiblemente en la 
pena de comiso. 3 "^ Comprender en el ma- 
nifiesto del buque, todo bulto ó pacotilla que 
traiga la marineria, ó venga de regalo, para 
lo cual requerirán á los pasageros y mari- 
neros. 4» "^ Guardar perfecta conformidad en- 
tre el manifiesto, y el libro de sobordo, ba- 
jo pena de una multa de mil pesos que abo- 
nará el consignatario por su cuenta. 5 ® 
Cuidar de que nada se conduzca á tierra ó 
se reciba á su bordo, sin los permisos cor- 



(1) Ley de 24 de Janio de ISóG. 

(2) ArUculo t déla misma ley. 

^3) Ley de 2 de Noviembre de 1829. 



(I) Art. 1 del Reglamento del Puerto de 22 de Junio 
d:' 18.Í9. 
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respondientes de la Colecturía general, bajo 
la pena de una mulla de mil pesos, que pa- 
gará del mismo modo, el consignatarío del 
buque, y se aplicarán, como comiso, al Esta- 
do y á los denunciantes. 6 ° Presentarse al 
Colector general en el acto de bajar á tier- 
ra, trayendo consigo el libro de sobordo , 6 
los conocimientos , para que con presencia 
de ellos, se hagan las confrontaciones cor- 
respondientes , con el manifiesto general : 
puede este, en caso de equivocación invo- 
luntaria, adicionarse dentro de veinticuatro 
horas útiles después de su entrega. 7 ® Fir- 
mar al pié del manifiesto una nota, en que 
declaren quedar enterados de las ponas en 
que incurren, faltando al cumplimiento de 
las disposiciones preinsertas, que se les ha- 
rán saber por el Oficial encargado de prac- 
ticar la visita (1). 

Las obligaciones de los capitanes de bu- 
que, en la parte que tiene relación con la 
sanidad, son las siguientes: 

4 .■ Cuando no trajeran la patente limpia, 
impedir toda comunicación con el buque, antes 
de dársele entrada, bajo la pena de una multa de 
dos mil pesos ó de dos años de prisión, si el 
buque estuviese en el régimen de la patente 
sucia; de mil pesos, ó un año de prisión, si 
se hallase en el de la patente sospechosa; y 
de quinientos pesos, ó seis meses de prisión, 
si no se hubiese determinado todavía el ré- 
gimen sanitario del buque. — Véase Patente 
de sanidad. 

A esta pena está sujeto también todo ca- 
pitán de buque, que viniendo de territorio 
sospechoso situado dentro de cabos, dejase 
de izar su bandera Nacional á media hasta 
al entrar en el Puerto. 

2 "* Obedecer las disposiciones precau- 
cionales ^ue les comuniquen las autoridades 



sanitarias, bajo la multa de quinientos pesos 
en caso de desobediencia. 

3 ^ Contestar verídicamente al interro- 
gatorio que se les haga sobre todo lo que 
pueda interesar ala salud pública. 

A "^ Presentar en su caso, la patente de 
sanidad, y muñirse de ella antes de salir 
del Puerto, asi como de los demás papeles 
necesarios (1). 

Los capitanes de buque deben franquearse 
en el Puerto los ausílios necesarios, cuando 
les sea posible y fuese necesario, bajo pena 
de una multa de ocho á veinticuatro pesos, 
según los casos. 

No pueden dar á sus anclas, otra direc- 
ción que la establecida en este Puerto, que 
es N. O. á S. E. ni amarrarse sobre cables 
de otro buque, ó de manera que les emba- 
razo en sus borneos, teniendo en aquellas, 
las boyas correspondientes, bajo de pena de 
una multa de diez pesos. 

Todo buque, que teniendo su lancha ó 
bote por la popa, y viendo venir otro buque 
á la vela, no lo alare á su costado para de- 
jar libre el tránsito, debe sufrir las averias 
que se le causen, y abonar las que pueda 
ocasionar. 

Los capitanes al bajar á tierra, deben 
presentarse al Capitán del Puerto, y mani- 
festar las toneladas de lastre á su bordo, y 
la calidad de él. Les es prohibido arrojar al 
agua lastre ú objeto alguno ({ue no flote, 
bajo las penas de las Ordenanzas. Tampoco 
pueden tomar lastre sin permiso de la capi- 
tanía del Puerto, bajo la imposición de una 
pena correccional. 

No pueden admitir á su bordo pasageros 
que no estén munidos del. correspondiente 
pasaporte, ni hacer de noche maniobras, ni 
dar quilla sin licencia especial de la Capí- 



(1) Heglaroento del R.^sguardode 20 d« Marzo de 
1829. 



(1) Reglamento de policía Sanitaria de 2 de Juni» 
dc«8.38tit.lOsrccion2^ 



CA 



— 35 — 



€A 



tania del Puerto . Las embarcaciones me- 
nores deben estar á su bordo, en verano á 
las nueve de la noche, y en invierno á las 
ocho, debiendo ser descomisada la que se 
encuentre navegando en el Puerto después 
de la hora señalada y su tripulación casti- 
gada. 

Ningún buque puede salir do Puerto des- 
pués de puesto el Sol: — los infractores de 
estas disposiciones, incurren en las penas 
de las Ordenanzas (1). 

Sin embargo de que estas prescripciones 
se hallan en muchas de sus partes en desuso, 
se insertan en virtud de no estar dero- 
gadas. 

Está mandado ulteriormente que todo Ca- 
pitán de buque despachado para Puertos dé 
la República^ de cualesquiera donde ella 
tenga Agente Consular, entregue, á este el 
manifiesto general de su carga, para que lo 
remita sellado al Colector de Aduana del 
Puerto de su destino, trayendo ademas una 
copia exacta del mismo manifiesto, visada 
por el mismo Agente. 

Los infractores de esta disposición, quedan 
sugetos al pago de una multa de mil dos- 
cientos pesos, debiendo someterse á un ri- 
goroso examen para verificar si el carga- 
mento que existe abordo corresponde al que 
se declara en el manifiesto, siendo de cuen- 
ta del buque, los gastos que esa operación 
ocasione, cualquiera que sea el resultado. 
Son esceptuados de la multa espresada, aun- 
que no del examen y confrontación del ma- 
nifiesto con la carga, los buques despacha- 
dos para otros Puertos, que entrasen en los 
del Estado, por causa de averia ó fuerza 
mayor, probada bastantemente (2), 

CA1ICEI.AJE — El derecho que pagan 
los presos al salir de ia cárcel. 



(f ) Reglamento del Puerto de 22 de Jqdío de 1829. 
(2) De^cto de 18 de Diciembre de 1845. 



El derecho de carcelagc se recauda por 
el Alcaide respectivo con sugecion a las re- 
glas y prescriciones establecidas. — Véase 
Alcaide, 

CÁRCELES. — Las cüsas públicas desti- 
nadas para seguridad y custodia de los pre- 
sos. 

Los individuos aprehendidos por causas 
leves, y sugetos á penas correccionales, son 
detenidos en las cárceles de policía: los acu- 
sados de delitos graves cuyo conocimiento 
compete aIJuzgado del Crimen, son remitidos 
a la cárcel dependiente de dicho Juzgado. 

Las cáixeles están, en la Capital, bajo la 
inmediata inspección del Departamento de 
Policía, el cual debe prestar el aiisilio ne-' 
cosario para su custodia y seguridad. 

Deben ser visitadas mensualmente por el 
Tribunal Superior de Justicia, para los ob- 
jetos prevenidos en las leyes y reglamentos 
de ia materia. — Deben ser del mismo mo- 
do visitadas á principios de Enero de cada 
año, por una Comisión de la Junta de hi- 
giene pública, compuesta de uno de sus 
miembros, el Secretario v el Módico de Po- 
licía, á cuya comisión incumbe examinar 
detenidamente todo cuanto tenga relación 
con el régimen alimenticio, el aseo y la 
ventilación, proponiendo en su caso al Go- 
bierno, las medidas higiénicas que juzgue 
convenientes para la mejora de estos esta- 
blecimientos (1), Véase Visita dé cárcel. 

En todo tiempo, las puertas de los cala- 
bozos deben abrirse media hora después de 
la salida del sol, cerrándose media hora an- 
tes de ponerse. Debe haber en las cárceles 
el mayor asco, posible , barriéndose diaria- 
mente, en cuyo trabajo deben turnar los 
presos (2), 



(1) Reglamento de Pulicia SanitarÍH de 2 do Junio 
de 1838. Art. 28, titulo IV. La priuiera de eAlas visi- 
tas se practica con regularidad. No asi !a sfgunda. 

(2) Artículos 5 y C del Ac!i«Tdo dfl SuiKírior Tribu- 
nal do 23 de Noviembre de 18.S4. 
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No (lebo pormilirse ea ningún caso que 
las cárceles sirvan para mortificar, sino so- 
lamente para asegurar á los acusados (1). 
Véase Prems. 

CARRETAS DE CAIHPA^^A. LaS que 

hacen el tráfico de frutos y artículos de co- 
mercio con los pueblos del interior. 

Las carretas de campaña tienen prohibi- 
ción de entrar á la ciudad , á no ser con 
permiso espreso de la autoridad de Policia 
en casos especiales. Les era permitido ha- 
cer su carga y descarga en la plaza de Ca- 
gancha demorándose allí solo el tiempo ne- 
cesario para practicar estas operaciones (2). 

Ulteriormente, y con Acuerdo del Minis- 
terio Fiscal y de la Junta Económico-Admi- 
nistrativa del Departamento, dispuso el Go- 
bierno que las carretas de campaña hicie- 
sen sus operaciones de carga y descarga en 
la plaza conocida por de Artolas dándole la 
denominación de flata de los Treinta y 
tres ; y en la Plaza del Sarandl en la Agua- 
da, declarando ambos puntos mercados de 
frutos del Pais (3). 

Compele á la autoiidad policial, vigilar 
que las carretas indicadas no pasen de los 
límites señalados, é imponer en su caso , á 
los contraventores, las penas que corres- 
pondan. 

CARETII^LAS DE CARGA. LaS qUC 

se ocupan de la conducción de artículos de 
comercio ú otros objetos. 

Es prohibido á los carretilleros del trafi- 
co aumentar la cai^a al doble del peso de 
cincuenta an*obas , que es el designado pa- 
ra cada viage. El que contravenga á esta 
disposición, queda sugeto: — 1** A no po- 
der cobrar mas que el valor de un viage 



sencillo : 2^ A ser destinado por uu día, 
con su carretilla, á trabajos de Policia. 

Los fletadores de carretillas, no pueden 
obligar á los carretilleros, á que levanten 
mas carga que la que corresponda al peso 
de cincuenta arrobas; y si el carretillero, 
fuese expontaneamente, ó por requerimiento 
del fletador, tomase mas carga de la que 
corresponde, no puede exigir mas que el 
valor de una carga ó viage sencillo (1). Este 
valor es convencional según las prácticas 
del Comercio. 

En las cargas de particulares indepen- 
dientemente del comercio, rigen las mismas 
reglas. 

Todas las carretillas deben estar empa- 
dronadas en la Policia y numeradas. Deben 
llevar la tablilla que esprese el número del 
empadronamiento en lugar visible sobre las 
estacas. — Todo carretillero que use otra 
tablilla que la que hubiese recibido del De- 
partamento de Policia, incurre en una multa 
de seis pesos; y de doce el que lleve un 
número que no conste en el empadrona- 
miento. Toda transferencia de dominio debe 
hacerse constar ai Departamento de Policia 
bajo pena al omiso , de una multa de tres 
pesos (2). Los propietarios de carros, car- 
retas y carretones , están comprendidos en 
estas disposiciones. 

CARROS. — Véase Carretillas. 

CARROS F<J1KERRE$. El Sprvicio y 

administración de los carros fúnebres que 
corría á cargo del Departamento de Policia 
están hoy bajo la de las Juntas E. Adminis- 
trativas, con arreglo al Decreto de 30 de 
Junio de 1858. 



(1) Artículo 138 deU Constitución. 
{-:) Decreto de 19 de Ha} o de 1856. 
V)) Decreto de I de Noviembre de 1856. 



iJARRtjAcsEs. — Los carruages de al- 
quiler son numerados y registrados en la 
Policia. El número de cada carruage debe 

(I) Edicto de Policia de 28 de Junio de 1839. 
(i) Edicto de Policia de 14 de iunio de 1841. 
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eslar en lugar visible. — El cochero debe 
entregar á la persona que alquile ^1 carrua- 
ge, una tarjeta en que consta el número 
que le corresponde, de manera que en caso 
de cualquier reclamo que tuviese que hacer 
sea conocido por los registros de Policía, el 
cochero á quien dicho reclamo deba dirigir- 
se. — Todo carruage que transite por las 
calles en noches, en que no haya luna, de- 
be llevar sus linternas encendidas (1). 

cMiTEBiws. — Empleados de la Admi- 
nistración de Correos, encargados de distri- 
buir la correspondencia á los abonados. 

Las personas que quieran recibir su cor-^ 
respondencia en su domicilio, lo obtienen 
abonándose en la Administración para el 
afecto. 

Los carteros tienen el deber de concur* 
rir á la Administración siempre que llegue 
correspondencia pública del exterior ó del 
interior, para conducir inmediatamente á los 
abonados de su respectiva sección las cartas 
que les sean dirigidas. 

El dia 12 de cada mes, deben haber co- 
brado de los abonados, el importe de sus 
cartas correspondientes al mes anterior y 
entregarlo á la Administración, en descargo 
de las cartas recibidas de esta para el repar- 
to. — Cuando algún abonado faltase al 
pago ó lo demorase, sus cartas quedarán 
detenidas en la Administración, y no le se- 
rán entregadas por ningún motivo, hasta 
que haya verificado dicho pago. 

La Ciudad está dividida, para el reparto 
de cartas, en tres secciones que correspon- 
den a tres carteros {%), 

€A9As ^JE aupiBUA. — Está prohibida 
la construcción de casas de madera en todo 
el espacio comprendido bsyo ' el nombre de 



(1) Art. 12 del Edicto de Policía de 24 de Diciem- 
bre de I8&0. 

(2) Reglamento de la Administración de Correos de 
i d« Odvbre de ISó9. 



Ciudad vieja, y dos<>ie9tas varas dentro de 
la circuyiferencia exterij)r de la Unea que 
ocupaban las antiguas murallas de dicha 
Ciudad. — Está prohibida del mÍ3mo modo 
dicha construcción en la Ciudad nueva , es* 
ceptuandose las que se hagan dentro de 
manzanas, de manera que la casa de made- 
ra quede aislada del contacto de la pobla- 
ción, debiendo obtenerse, en tales casos, 
permiso previo de la autoridad de' Policía. 
Esta medida fué adoptada para prevenir in- 
cendios» 

Los Jueces de Pa; , son espeoialment^ 
encargados de la ejecución de estas dispo- 
siciones (4), 

Ulteriormente se mandaron demoler y 
fueron demolidas todas las que existían en 
el barrio denominado de la Dársena , y 
en otros parages de la antigua Ciudad , co-^ 
mo medida de salubridad pública , con mo- 
tivo de la epidemia de 1857. 

CASAS DE NEcsocio. — Está maudado 
que permanezcan cerradas todos los Domin- 
gos y dias festivos, desde las diez de la ma« 
nana hasta las cuatro de la tarde, bajo pena 
á los infractores , de una multa de cuatro 
pesos (2). También deben estar cerradas en 
el periodo de las Asambleas de la Guardia 
Nacional, durante las horas de los ejercicios 
doctrinales. 

GATASTBo. — rPadron de estadística pa- 
ra fijar las contribuciones. 

El catastro Nacional fué mandado formar 
por el Gobierno, encargando su ejecución, á 
cuatro Comisiones nombradas al efecto, en 
la jurisdicción territorial que les fué respec- 
tivamente designada (3). 



(1) Decreto de 4 de Mayo de i841. 

(2) Edicto de Polieia de 11 de Agosto de 1859. 

(3) Decreto da 2 de Diciembre de 1934.— Regialro 
Nacional.— Sata «auna de las reaolvclonaa eacluM^i 
de la Colección de Leyoa y decretos por haber cesado 
eo sna efectos. 
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«--Las funciones de las Comisiones del 
catastro eran: 1 ^ Tomai* razón de todas 
las propiedades territoriales: — 2 "^ Formar 
los protocolos estadísticos de cada Departa- 
mento, comprendiendo toda clase de capi- 
tales empleados en las faenas rurales: — 
3 "^ Llevar registros: — el i "^ para asen- 
tar en estracto los documentos de propiedad 
6 posesión; — el área y límites del terreno, 
y én ausencia de documentos de propiedad 
la declaración del propietario 6 poseedor: — 
el 2 "^ para copiar los planos correspon- 
dientes á ellos; y el 3 ® para registrar to- 
dos los bienes industriales, con espresion de 
su calidad, número y propiedad, según la 
declaración del propietario ó administrador. 

Los trabajos de estas Comisiones, fueron 
mandados suspender por decreto de 1 1 de 
Octubre de 4833, y depositar en el archi- 
vo general los protocolos que se hubiesen 
organizado, de la estadística mandada for- 
mar. 

CAUSAS DE ABi€iBAT«. — Yéasc Abi- 
geato — Al^de Ordinario. 

CAUSAS DE COIVTRABAIVDO. El COUO- 

cimiento y decisión de las causas de con- 
trabando, siempre que el valor del comiso 



no esceda de la cantidad de trescientos pe* 
sos, por justa apreciación, compete á un 
Tribunal compuesto del Colector general, y 
de dos comerciantes sacados á la suerte, de 
la lista de los despachantes: — este Tribu-- 
nal debe proceder breve y sumariamente 
actuando con el Escribano de registros. 

Cuando el valor del comiso escediese de 
la suma de trescientos pesos, el Tribunal de* 
be ser integrado con el fiscal de Gobierno 
y Hacienda, y con el Juez letrado de Ha- 
cienda de la 1 *^ Sección, formando juri, 
tres de los cinco miembros designados. 
Este Tribunal procede, del mismo modo, bre- 
ve y sumariamente. — La sentencia de cual- 
quiera de ellos, es inapelable. 

Sentenciado el comiso, el Colector Ge* 
neral manda efectuar la venta en remate 
público de los efectos descomisados, y re^ 
partir su producto liquido, en la forma de- 
terminada por el Reglamento del Resguar- 
do (1). . 

CAUSAS SOBKE INMIGRANTES.— VéaSO 

Juez de Paz. 

CAUSAS DE YA«OS, EIUIRIACSUEZ, etc. 

— ^Véase Alcalde Ordinario. 
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El papel de emplazamiento 
con que se cita al reo, ó con que se hace 
saber una providencia, a cualquiera de las 
partes en juicio. 

Cuando el Escribano no hallase en su 
casa á la persona á quien debe hacer al- 
guna notificación, volverá por segunda vez; 
y si en esta tampoco la hallase, dejará un 
cedulón que contenga la providencia, su fe- 
cha y la de la notificación. La diligencia 
de la entrega del cedulón á la esposa, hi- 
jos del notificado, ó vecinos en su defecto 
se hará constar por el Escribano en los au- 



tos: debe poner constancia también, del 
nombre de la persona con quien hubiese 
hablado, y de la fecha y hora en que hu- 
biese practicado la diligencia (2). 

Anteriormente, con arreglo á la ley de 3 
de Abril 1827, cuando el Escribano no ha- 
llase en su casa á la persona á quien debia 
notificar, lo hacia al Teniente Alcalde res- 



(1) Ley de H de Julio de 1855 y art. 27 de la de 13 
de Julio de 1856. 

(2) Art. 58 59 y 60 de la ley de 9 de Majo de 1850 
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pecüvo, quien, subscribiendo la diligencia, 
recibia del Escribano un boleto donde se 
hallaba inserta la providencia, su fecha y la 
de la notificación. El Teniente Alcalde, ci- 
tando á la parte inmediatamente, debia ha- 
cerle saber dicha providencia, que firmada 
por aquella, ó un testigo á su ruego, devol- 
vía al Escribano. No pudiendo ser habida 
la parte interesada lo espresaba bajo su fir- 
ma, devolviendo del mismo modo el boleto, 
dentro de veinticuatro horas. El Teniente 
Alcalde, en los casos indicados, dejaba ce- 
dulón á las personas de la familia del inte- 
resado, y este era habido por notificado. 
Las disposiciones de la ley de 9 de Mayo 
de 1856, han simplificado el procedimiento 
en el caso, del modo que queda indicado. 

CIílVlENTElUO PUBUCO. LoS uichoS 

donde se depositan los cadáveres en el Ce- 
menterio público, son de propiedad particu- 
lar. — Esta propiedad se adquiere, mediante 
el pago del precio estipulado, que se hacia 
antes al Departamento de Policía, y actual- 
mente á la Junta E. Administrativa, á cuya 
corporación se ha atribuido la dirección é 
inspección del Cementerio, asi en la Capi- 
tal, como en los demás pueblos de la Re- 
pública (1). Los nichos enagenados á per- 
sonas que no tuviesen succesores en el pais, 
retrovierten al Fisco, pasados veinte años de 
su enagenacion. 

No puede abrirse ningún nicho ni re- 
moverse los restos depositados, sino con 
conocimiento y autorización de su dueño. 

Puede también comprarse el área de ter- 
reno necesaria, para construir sepulcros en 
distintos lugares del cementerio, bajo la 
forma que cada propietario juzgue conve- 
niente darles, estando derogada en esta 
parte la prohibición que existia sobre el 
particular. 



Los derechos de sepultura son dos pesos 
y el costo de remoción, si lo hubiese. 

Son deberes del encargado del Cemente- 
río: — 1 ® Cuidar de su aseo y conserva- 
ción: — 2 ® Llevar un libro de asientos de 
los cadáveres que entren en el Cementerio, 
con sus nombres y fecha de la entrada: — 
3 ® Cuidar que todos los despojos que sa- 
liesen de alguna sepultura, como ropa y 
otros semejantes, sean quemados. 

Para conducir un cadáver al Cementerio, 
debe obtenerse la correspondiente licencia 
del párroco, y de la Junta E. Administra- 
tiva, la cual se presentará al encargado, pa- 
ra que este pueda darle entrada. Los que 
falleciesen en algún hospital, deben ser ad- 
mitidos con una papeleta del mayordomo 
del establecimiento; y los individuos de tro- 
pa, con otra de sus respectivos gefes (1). 

Está msmdade por distintas resoluciones 
del Gobierno, que se destinen en el Cemen- 
terio público, lugares privilegiados, donde 
deben descansar los re^os de los ciudada- 
nos, que prestaron eminentes servicios á la 
Patria, cuyos nombres se hallan designados 
en las mismas resoluciones, erigiéndoles 
mausoleos costeados por el tesoro público. 
Estas disposiciones, justo homenage tributa- 
do por la Nación, á la memoria de sus hijos 
mas distinguidos por sus virtudes cívicas ó 
sus talentos, están vigentes, sin embargo de 
que no hayan podido ser llevadas á ejecu- 
ción. 

No puede expedirse licencia ó boleto pa- 
ra dar sepultura á un cadáver sin que el 
que lo solicite, presente un certificado del 
facultativo que haya asistido al fallecido: . 
— á falta de asistencia médica, debe pre- 
sentarse un certificado del Teniente Alcal- 
de de la manzana, en el cual se esprese la 
causa de la muerte. Los certificados de los 



(1) Decreto de 30 de Junio de I85S. 



(l)Decrpto de 10 de Octubre de 1835. 



€£ 



- 40 — 



€« 



fiaicültativos, deben contener el nombre del 
muerto, su edad, caflte ó barrio en que ha- 
bitaba, la enfermedad ó et hecho que hu- 
biese dansado el fallecimiento, y demás ob- 
servaciones que sean del caso. 

Los ecónomos de los hospitales, deben 
remitir al Departamento de Policia igual 
relación de los fallecidos en dichos estable- 
cimientos, visada por el facultativo princi- 
pal. Los que falten al cumplimiento de es- 
tas disposiciones incurren en la pena de 
una multa discrecional (1). 

Se ha mandado ulteriormente que luego 
de llegado un cadáver al cementerio, el 
encargado haga ñjar en el féretro una cha- 
pa de zinc numerada, correlativa con el re- 
gistro de mortalidad á su cai^o; por lo cual 
Áe paga un derecho adicional de cuatreréa- 
les: — ^son esceptuados de la chapa, los ca- 
dáveres sepultados en la tierra, y aquellos 
que colocados fuera de sepulcro ó nicho, 
sus deudos la escusen. 

La exhumación de restos para traslación 
á otros vasos ó lugares, no puede efectuar- 
se sin previa licencia, independiente del de* 
recho de plancha, é intervención presencial 
del Inspector ó encargado, quien hará veri- 
ficar la traslación de la plancha al nuevo ve- 
so, para cuyos casos debe llevar un registro 



por separado, tomando en él razón de la 
traslación (I). • 

CEBWO «ENERAli OE I.A REPÚBLICA. 

— El censo general para determinar el nú- 
mero de Representantes que deben concur- 
rir al Cuerpo Legislativo, debe formarse 
cada ocho años (2). 

Debe elejirse un Representante por cada 
tres mil almas, ó por una fracción que no 
bajo de dos mil (3). 

CENSURA DEL TEATRO. VéaSC TVd- 

tro. 

cERfi!iio!viAL — Siempre que el Poder 
Ejecutivo, acompañado de las Corporaciones 
del Estado, haya de asistir al templo en los 
dias clásicos en que se celebren fiestas Na- 
cionales, ocupara aquel el centro de la nave 
principal, en la altura del pulpito, y las cor- 
poraciones y el Cuerpo Diplomático, dos 
lineas laterales, en el orden establecido por 
Decreto de 30 de Setiembre de 1858. 

Terminada la función, el Poder Ejecutivo 
debe ser acompañado hasta el exterior 
del Templo, por todas las corporaciones 
en el orden de su colección: — Una Comi- 
sión nombrada por el Gobieruo, compuesta 
de un individuo de la lista civil y otro de 
la lista militar, debe dirigir el ceremonial. 



CH. 



ORAiWADORBS. — Pooues destiuados 
al servicio del comercio. 

Todo changador debe estar inscripto en 
un registro de Policia, en que conste su 
nombre, edad, patria, domicilio, y número 
individual que le corresponda; — pata esta 
inscripción deben presentarse los changado- 
res formando cuadrillas que no bajen de 



diez, y qne sean representadas por uno de 
ellos, en calidad de capataz. 

Cada capataz debe presentar fiador á sa- 
tisfacción, en el acto de ser asentada su cua- 
drilla en el registro, cuyo fiador es respon- 



(1) Decreto de 12 de Junio de 1850. 



(1) Acuerdo de la Junta E. AdmlniátratíTa de S7 de 
Octubre de iSSS, aprobado por decreto del Gobierno 
de 26 Noviembre del mismo afio. 

(2) Articulo 21 de la Constitución. 

(3) Articulo 19 de la Constitución. 
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sable de las faltas que cometa cualquier 
changador de la cuadrilla. 

Todo changador anotado en el registro, 
debe recibir una chapa de latón con la íns- 
' cripcion del número que le corresponde, 
y una papeleta que le habilite para el ejer- 
cicio: — el changador debe llevar la chapa 
sobre el pecho. — Los capataces deben dar 



aviso á la Policia cuando algún individuo 
de su cuadrilla se separe de ella, ó cambie 
de domicilio. 

Los changadores que ejerzan el oficio, 
sin haber llenado estos requisitos, deben ser 
conducidos á la Policia, y penados según 
corresponda (1). 



€1. 



. — El que profesa el aile de 
la cirujia. 

Para obtener el titulo de cirujano, es ne- 
cesario presentarse ala Junta de Higiene pú- 
blica, con certificaciones auténticas de es- 
tudio y practica. Llenado este requisito, el 
pretendiente debe presentar por escrito, una 
redacción histórica de casos práticos, y una 
cuestión sobre el punto, que quedará ar- 
chivada en Secretaría: — y sufrir un examen 
en el cual desempeñarán las funciones de 
examinadores, los tres vocales de la Junta 
de Higiene, con asistencia del Secretario (1). 

La aprobación ó reprobación del exami- 
nando debe hacerse en escrutinio secreto ; 
y del resultado estenderse la correspondiente 
acta; los que resulten reprobados, no pue- 
den ser admitidos á nuevo examen hasta pa- 
sados seis meses : los que resulten aproba- 
dos, deben recibir de la Junta el correspon- 
diente diploma, firmado por todos sus miem- 
bros, refrendado por su Secretario, y sellado 
con el sello de la Corporación (2). 

Los cirujanos que se presenten con tí- 
tulos dados en Payses Extrangeros, deben 
prestar un examen general en dos actos; 
y en el mismo caso se hallan los que pre- 



(1) Habiéndose aumentado k cinco el número de 
miembros de la Junta de Higiene, por decreto de 8 de 
Febrero de 1860, es de presumir aue todos deben con- 
currir á formar la mesa examinadora. 

(Sn Reglamento de Policía sanitaria de S de Junio de 



senten certificados univei*sitaríos, de haber 
ganado los años de estudio y haber llegado 
al termino de la enseñanza. Los profesores 
cuyos diplomas indiquen estudios incomple- 
tos de la cirujia, quedan sugetos á un exa- 
men general, en dos ó mas actos, según 
lo juzgue conveniente la Junta (2). 

Los honorarios correspondientes á los 
actos de examen de profesores de Ciru- 
jia, y registro de títulos, están determina- 
dos en el artículo 1 7 del Reglamento - de 
Policia Sanitaria. 

CITACIÓN. — El emplazamiento ó noti- 
ficación que se hace á alguna persona, pa- 
ra qne comparezca á responder al juicio. 

. Luego que un individuo es demandado 
ante un Juzgado de Paz, ya sea en juicio 
en que deba este conocer, ó para llenar el 
requisito necesario de la conciliación, el Juez 
de paz manda citar inmediatamente al de- 
mandado en su persona, por orden escrita. 
Esta diligencia se comete al Ordenanza del 
Juzgado, quien percibe por ella, dos rea- 
les (3). 

Si el emplazado no concurriese, se hace 
la citación hasta por tercera vez, y en su 
ausencia, se sigue el juicio, ó se levanta el 



(1) Edictos de Policía de 27 
da 18 de Octubre de 1859. 



de NoTii mbre dt; 1818 



(t) Decreto de 3 Enero de 1845. 

(8) Art. II de la ley de 24 de Oelubre de 1829. 
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acta del de conciliación en rebeldía, dándo- 
se testimonio de ella al demandante, para 
que ocurra á deducir sus derechos ante el 
Juzgado 6 Tribunal competente, previo el 
p^go de los derechos que se hubiesen ori- 
ginado. 

ciudada:vo. — Todo aquel que siendo 
miembro de la soberanía de la Nación, tiene 
voto activo y pasivo en sus actos y delibe- 
raciones. 

El ejercicio de la ciudadanía se suspen- 
de i^Por ineptitud física ó moral que impida 
obrar libre y reflexivamente: — 2 ^ Por 
la condición de símente á sueldo, peón 
jornalero, simple soldado de linea, notoria- 
mente vago, ó legalmente procesado en cau- 
sa criminal, de que pueda resultar pena 
corporal 6 infamante: — 3 ® Por el hábito 
de ebriedad: i^ Por no saber leer ni escri- 
brir: 5 ® Por el estado de deudor falli- 
do, declarado tal por Juez competente: — 
6 ® Por el de deudor al Fisco declarado 
moroso. 

El ejercicio de la ciudadanía se adquiere 
á los veinte años, y siendo casado á los 
diez y ocho. 

La ciudadanía se pierde: i ^ Por sen- 
tencia que imponga pena infamante: 2 ^ 
Por quiebra fraudulenta declarada tal : 3 ^ 
Por naturalizarse en otro país: i "^ Por 
admitir] empleos, distinciones ó títulos de 
otro Gobierno, sin especial permiso de la 
Asamblea, pudiendo, en cualquiera de estos 
casos, solicitarse y obtenerse rehabilita- 
ción (i). 

Los ciudadanos que desempeñen en la 
República el cargo de Agentes de otras 
Naciones, no pueden ejercer empleos pú- 
blicos ó consegiles, ni tienen voto activo ni 
pasivo en los comicios públicos: — están 
también esentos de las cargas peisonales á 



(I) Art. H y 12 de U Constitución. 



que están sugelos los ciudadanos del Esta- 
do. Para los demás goces de la ciudadanía 
y el pago de las contribuciones, son consi- 
derados al nivel de aquellos (1). 

Ningún ciudadano puede ser preso sino 
infragaiiti delito, ó habiendo semiplena 
prueba de él, y mediante orden escrita de 
Juez competente (2). 

Todo ciudadano puede ser llamado á los 
empleos públicos (3). 

Los ciudadanos se dividen en naturales y 
legales. — Véase en el lugar correspondiente. 

ciL'DADAKo LEGAL. — Todo aqucl que 
habiendo nacido en País Extrangero, obtiene 
los derechos de la ciudadanía del Estado. 
— ^Tienen derecho á la ciudadanía legal: — 
1 *^ Los extrangeros, padres de ciudadanos 
naturales, avecindados en el país, antes del 
establecimiento de la Constitución; 2^ Los hi- 
jos de padre ó madre natural del Pays, nacidos 
fuera del Estado, desde el acto de avecin- 
darse en él : 3® los Extrangeros que en ca- 
lidad de oficíales, hubieren combatido 6 
combatieren en los ejércitos de mar y tier- 
ra de la Nación: A ® Los extrangeros, 
aunque sin hijos, ó con hijos extrangeros, 
pero casados con hijas del pais, que profe- 
sando alguna ciencia, arte ó industria, ó 
poseyendo algún capital en giro ó propiedad 
raíz, se hubiesen hallado residiendo en el 
Estado, al tiempo de jurarse la Constitu- 
ción: 5** Los extrangeros casados con extran- 
geras, que tengan alguna de las cualidades 
preíndicadas, y tres años de residencia 
en el Estado: 6"^ Los extrangeros no 
casados, que tengan también alguna de di- 
chas cualidades, y cuatro años de residen- 
cia: 7 ^ Los que obtengan gracia especial 



(1) Ley de II de inUo de I8M. 

(2) Alt. Ii3de¡la ConstUadOB. 
(a) kri. 10 de U Conitltaclon. 
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de ia Asamblea, por servicios notables, ó 
méritos relevantes (1), 

El individuo que quiera obtener natura- 
lización, debe ocurrir al Juez Letrado de 
lo Civil de la sección correspondiente, so- 
licitando que con audiencia Fiscal se le 
permita justificar: 1 ® Que se halla com- 
prendido en alguna de las disposiciones del 
articulo 8 ® de la Constitución: 2 "^ 
Que sabe leer y escribir y que ha cumplido 
veinte años de edad (2) 

Este expediente debe sustanciarse breve 
y sumariamente, declarando si hay ó no 
derecho á obtener la carta de naturalización, 
y otorgando en su caso los recursos legales 
que se interpusieren. Cuando ia senten- 
cia del Juez estuviese consentida y ejecuto- 
riada, Y prestado por el pretendiente el de- 



bido juramento de observancia de la Consti- 
tución, debe dársele testimonio de la diligen- 
cia, y del auto que la motivó, para ocurrir 
con estos documentos al Poder Ejecutivo en 
solicitud de la carta que le habilite para 
inscribirse en el Registro cívico, y entrar 
al ejercicio délos derechos de la ciudadanía, 
publicándose por el Ejecutivo, el nombre 
del nuevo ciudadano, v mandándose archí- 
var el expediente. 

En los expedientes sobre naturalización, 
no se devengan costas (1). 

CIUDAD A!vo MATL'BAi.. — Todo hombrc 
nacido en cualquier punto del territorio de 
la República, mayor de 20 años de edad 
siendo soltero, y de 18 siendo casado (2). 
— Véase Ciudadano. 



CO. 



COLACION.Dfi GRADOS. VéaSO Cfü- 

do$ Universitarios, 

COLATERALES* — Véasc Hcrcncia. 

COLECTOR GENERAL DE ADUANA. 

Gefe Superior de todas la oficinas de Aduana 
y Resguardo de la República. — Todos los 
empleados de la Administración de Aduanas, 
se hallan bajo su inmediata dependencia. 

El Colector general es Presidente nato 
del Tribunal encargado de conocer y fallar 
en las causas de contrabando, y ejerce to- 
das las funciones inherentes á la dirección y 
administración del ramo, con sugecion á 



(1) Articulo 8 de la Constitacion. 

{%) Parece que el pretendiente debería justificar tam- 
bién no baUarse en ninguno de loa casos que obstan ai 
ejercicio de la ciudadanía, con arreglo á lo dispuesto 
por los articalos II y 12 de la Constitución, sobre lo 
cual, la ley nada ba previsto. — ^Podría resultar de aquí 
el inconTeniente de que obtuviese el goce de los dere- 
chos de ciudadano, un individuo que con sugecion al 
precepto constitucional, te hallase inbabUitadu para 
«jerr«rlos. 



las leyes de la materia. — Véase Aduana, 

coLEciio NAcioivAL. — Bajo csta deno- 
minación fué establecido un Colegio de es- 
tudios Universitarios en la Villa de la Union 
el cual gozaba de los privilegios de Univer- 
sidad menor, con sugecion al Reglamento 
de estudios de la Universidad mayor de la 
República. El Rector del Colegio Nacional, 
podia confeiir el grado de Bachiller en cien- 
cias y letras, bajo las prescripciones del mis- 
mo Reglamento (3). 

El Colegio Nacional fué creado en su 
origen, para remplazar al Gimnasio Nacional, 
bajo el programa de este, debiendo hacerse 
en él la enseñanza primaria y superior en ma- 
teria de estudios preparatorios, para la ad- 
quisición de profesiones científicas, siendo 



(1) Ley de 4 de Junio de 1858. 

{%) Art. 7 o y H de la Conitilucion. 

(3) Decreto de i2 de Febrero de 1856. 
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8U inanutendon conservación y fomenlo, de 
cuenta del Erario piiblico (1). 

Pero careciendo el Erario Nacional de 
fondos para atender al sosten del Colegio 
Nacional, esa enseñanza por cuenta del Es- 
tado fué ulteriormente suprimida. 

COI^EGIO DE LOS PADBB8 DE LA COX- 

PA!(i.% DE JESL'S. — Véase Padres de la 
Compañia de Jesús. 

coLO^vos. — Véase Inmigrantes. 

coLOKos AFRICANOS. — Los hombres 
de color que bajo esta denominación eran 
traidos de las costas de África, para enage- 
nar sus servicios mediante un precio estipu- 
lado entre los contratantes. — Véase Afri- 
canos. 



COHAIVDAXTES DE MABINA DE GUER- 
RA KAcioNAL. — ^Todo Comandante de bu- 
que de guerra Nacional, que llegue á un 
Puerto, donde resida algún Agente Consu- 
lar de la República, debe anunciarle su lle- 
gada por un oficial de abordo, dentro de las 
primeras cuarenta y ocho horas después de 
su arribo. 

Cuando aquellos visitasen algún buque 
de guerra Nacional, deben ser saludados: — 
los Cónsules generales con 7 cañonazos; 
los Cónsules con 5, y los Vice Cónsules 
con 3 (2). 



K — El tráfico que se hace, 
comprando, vendiendo ó permutando, unas 
cosas por otras, sea en el pais, ó en sus 
relaciones con el Extrangero. 

Todo habitante del Estado, puede dedi- 
carse al trabajo, cultivo, industria ó comer- 



(I) Ddcreto de 28 de Junio de 1849. 

(2)Art. U 12 y 13 Del Reglamento Consular de 4 
de Septiembre de 1835.— No existe disposición alguna 
Nacional en cuanto á los deberes de los Comandantes 
de buques de guerra, con respecto é los Ministros j 
Agentes diplomáticos, acreditados en el punto á donde 
Uegaren, ni con relación á los honores debidos á 
su rango. 



ció que le acomode, no oponiéndose al bien 
público ó al de los Ciudadanos (1). 

Es enteramente libre la entrada y salida 
en el territorio de la República, de toda 
clase de artículos de comercio, con sugecion 
á las disposiciones de sus leyes aduaneras. 
Existen algunos tratados especiales de co- 
mercio y navegación, celebrados por el Go- 
bierno de la República con Naciones amigas, 
tales como la Bélgica, el Imperio* del Bra- 
sil, y los Estados del Zollovereim. La breve- 
dad de este libro no permite insertarlas esti- 
pulaciones y detalles de dichos tratados. — Las 
principales del ajustado con el Imperio 
del Brasil el 4 de Septiembre de 1857, 
que es, por varias consideraciones, el mas 
aplicable en la práctica del comercio, son 
las siguientes. 

El ganado en pié exportado de la Repú- 
blica, para la Provincia de Rio Grande del 
Imperio del Brasil, es libre de todo derecho 
de exportación por parte de la República. 
Lo es del mismo modo, el ganado que de 
dicha Provincia se importe al Estado Orien- 
tal, para ser criado ó engordado, el cual, 
asi como el que posean Brasileros en el 
territorio del Estado, no puede ser sugeto 
á ningún otro derecho, que á aquellos que 
paguen los ganados de los ciudadanos de la 
República, debiendo haber, en materia de 
impuestos sobre ganado en pié, la mas per- 
fecta igualdad entre los ciudadanos de la 
República y los subditos de Brasil. 

Es también libre de todo derecho de ex- 
portación para la República, el charque y 
demás productos del ganado de origen Orien- 
tal, que se importen en la Provincia del Rio 
Grande del Sud (2). En compensación, el 
charque y los demás productos del ganado 



{{) Art. 146 de la Constitución. 

(2) Se comprende en esta clasificación, toda clase de 
productos de animales vacunos, caballares, cabrios y 
de cerda. 
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de origen Oriental, importados en Rio Gran- 
de por la frontera, ó por mar directamente, 
de los Puertos habilitados de la República, 
para los del Brasil, son libres de derechos 
de consumo por parte de este. 

Los productos naturales y agrícolas que 
se cambien entre los Puertos de la Repú- 
blica y los del Brasil, deben gozar de la 
siguiente reducción de derechos de consumo 
sobre los que pagaban al tiempo de cele- 
l)rarse el tratado: — En el primer año, una 
reducción de tres por ciento: — en el segun- 
do, de cuatro por ciento: — en el tercero, 
de cinco por ciento: en el cuarto, de seis por 
ciento, y asi en adelante, durante el térmi- 
no del tratado. 

Si los derechos sobre productos similares 
provenientes de otros Paises, fuesen dismi- 
nuidos de manera que pagasen menos de lo 
que pagan los de origen Oriental ó Brasi- 
lero, estos deberán ser equiparados á aque- 
llos. 

La duración obligatoria del tratado de 
comercio con el Brasil, es de cuatro años, 
pudiendo prorogarse. 

Las Partes Contratantes han reconocido 
en principio la conveniencia de la igualdad 
de las tarifas y del establecimiento de Adua- 
nas comunes en las fronteras para favorecer 
ai comercio legitimo, contra el contrabando. 
Han reconocido del mismo modo, la con- 
veniencia de abrir, por concesión del Bra- 
sil, la navegación de la Laguna Merin y del 
Ys^uaron, á la bandera Oriental, cuya con- 
cesión debe ser materia de negociación ul- 
terior, cuando se trate del tratado defini- 
tivo. 

Es permitido pues, que los productos del 
comercio que se hace por la Laguna Me- 
rin y el Yaguaron, puedan ser embarcados 
directamente en los buques que deban con- 
ducirlos por aquellas aguas, sin quedar su- 
getos á medidas fiscales, ó trasbordos for- 
zados. 



Está reconocida también, la conveniencia, 
de facilitar la comunicación y el trasporte 
de las personas y cosas entre ios dos Pay- 
ses. 

Está abolido todo impuesto sobre el pa- 
saporte para el tránsito por las fronteras 
terrestres. 

Sobre las estipulaciones relativas á ia: 
navegación á vapor contenidas en el mismo 
tratado. Véase Paquetes á vapor. 

Los buques con procedencia directa de 
Puertos del Brasil, y con destino á cual- 
quiera de los de la República, conduciendo 
productos naturales ó agrícolas de aquel 
Imperio, deben traer sus papeles visados 
por el Cónsul ó Vice Cónsul de la Re- 
pública en el Puerto de su salida, para 
acreditar que dichos productos son efecti- 
vamente del Brasil. 

Del mismo modo debe precederse con res- 
pecto a los buques que sean despachados, con 
productos de la República para Puertos del 
Brasil, cuyos manifiestos deben ser certifi- 
cados por los Agentes Consulares de aquel 
Imperio, á quienes deben facilitarse los co- 
nocimientos que requieran para proceder 
con conocimiento de causa. 

La Colecturia general es especiahnente 
encargada de vigilar que no sean despacha- 
dos productos similares á los del Pais , para 
introducirse en Puertos del Brasil, optando 
á la reducción de derechos establecida ea 
el tratado, asi como de cuidar con especia- 
lidad la observancia de las reglas estableci- 
das en cuanto al comercio fluvial y terres- 
tre entre la República y el Brasil. 

Si no pudiera reaUzarse la construcción 
de un canal que destruya el obstáculo del 
arrecife del Salto, está reconocida la conve- 
niencia de sostituir aquel, con un camino ter- 
restre, que ligue las partes navegables del 
Rio cortadas por aquel arrecife. 

En cuanto á lo estatuido en el tratado so- 
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bre confiscación bélica. — Véase Confisca' 

don (1). 

COMICIOS. — Las reuniones del pueblo 
para hacer uso del derecho electoral. 

El pueblo ejerce este derecho, para nom- 
brar los Alcaldes Ordinarios, las Juntas Eco- 
nómico-Administrativas, los Representan- 
tes, y los electores de Senadores. Es prohibi- 
do a todo individuo, sea de la clase civil ó 
militar, presentarse con armas en los comi- 
cios públicos. 

Para la elección de Alcalde Ordinario, 
que tiene lugar el dia 1 . ® de Enero de 
cada año, se forma una mesa compuesta del 
Alcalde saliente, como Presidente, y de cua- 
tro vecinos, nombrados á pluralidad de vo- 
tos por el mismo vecindario elector: este 
acto tiene lugar en el mismo dia y parage 
de la elección, antes de principiarse esta (2). 

La constitución de la mesa da lugar á 
frecuentes cuestiones, á que concurre la fal- 
ta de precisión de la ley, en cuanto a la 
forma y método de esta elección. 

Los comicios duran desde las nueve de 
la mañana hasta la hora de ponerse el sol. 
Pueden asistir a ellos, y tienen voto en 
la elección de Alcalde Ordinario, y sus 
suplentes, todos los vecinos de la jurisdicción 
de dicho Alcalde, sean ó no ciudadanos. — 
Véase Elaciones de Alcaldes Ordinarios. 

Los comicios para la elección de Repre- 
sentantes tienen lugar una vez cada tres 
años, en el último Domingo del mes de No- 
viembre. — Para este efecto, en todos los 
lugares donde exista un Juez de Paz, debe 
formarse una mesa electoral, á la cual con- 
curran á prestar sus sufragios, todos los 
ciudadanos que se hubiesen inscripto previa- 
mente en el Registro cívico. — Vése Regis- 
tro cívico. — Elecciones de Representantes, 



(1) Decreto de 17 de Diciembre de I8&8 

(2) Art. 70 Del Reglamento de Adminlbtracion de 
Jiuticia de f O de Agoeto de 1829. 



La mesa electoral se compone del Jue< 
de Paz de la Sección respectiva, y de cua- 
tro Ciudadanos sacados á la suerte de entre 
los inscriptos en el Registro, en cuyo acto 
deben sortearse también cuatro suplentes, 
para subrogar en su caso á los primeros: 
este sorteo debe tener lugar ocho dias antes 
del designado para la elección, y pueden 
asistir á él los Ciudadanos que quieran pre- 
senciarlo. Los comicios principianta las nueve 
de la mañana, y concluyen á la hora de po- 
nerse el sol. Los sufragios para la elección 
de Representantes, deben darse en persona, 
y ser anotados en listas dobles por la mesa. 

El Domingo siguiente al de la elección 
de Representantes, tienen lugar los comicios 
para la elección de las Juntas Ecomico Ad- 
ministrativas de los Departamentos, en los 
mismos parages y forma designados para la 
de Representantes. — Véase Elecciones de 
las Juntas E. Administrativas, 

Los comicios para la elección de los Co- 
legios electorales de Senadores, cuando ha- 
yan de llenarse las vacantes que resulten, 
por el vencimiento de los bienios respecti- 
vos, deben tener lugar el Domingo siguien- 
te al de la elección de las Juntas Económi- 
cas, en la forma determinada para la elec- 
ción de Representantes. El Colegio electo- 
ral debe nombrar después su respectivo Se- 
nador y cuatro suplentes (1). — Véase £kc- 
cion£s de Senadores. 

Los comicios públicos constituyen una de 
las mas augustas funciones de la Soberanía 
popular. — El ejercicio en ellos de toda in- 
fluencia extraña ú oficial, es contrarío á la 
conveniencia pública; crea vínculos para con 
los elegidos, que obstan á la completa y 
absoluta independencia del Poder Legislativo; 
importa, en fm, una violación de los dere- 
chos mas sagrados del Pueblo. La ley ha 



(I) Leyea de 80 de Harso de 1880 y 3 de luuio 
de 1838. 
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querido la libertad plena, y la independen- 
cia perfecta de ios ciudadanos en tales actos 
en que la Nación delega su soberanía, y to- 
do lo que tienda á arrastrar ó á coartar su 
libre y espontanea voluntad, es contrario al 
espíritu de la ley y precursor de consecuen- 
cias funestas para el bien público. 



DE GUERRA. 

Esta oficina fué suprimida por decreto de 1 7 
de Febrero de 1858. Su archivo fué man- 
dado entregar á la oficina de E. M. Gene- 
ral, y las demás existencias en el Parque. 

€oiinsARie DE BANCO. — El funciona- 
rio público nombrado por el Gobierno para 
fiscalizar, la administración y operaciones 
de los Bancos. 

Las atribuciones de los Comisarios, son: 
— 1.*=* Asegurarse de que en las opera- 
ciones de los Bancos, cuya vigilancia les 
incumbe, se observen estrictamente sus 
respectivos estatutos: — 2. ® Establecer, de 
acuerdo con los Directores ó sus gerentes, 
el número y destino de los libros que de- 
ben llevarse, no haciendo fé, ni valiendo en 
juicio ni fuera de él, los que no se hallen 
rubricados por el Comisario en la primera 
y última de sus fojas: — 3. ® Reconocer, 
cuando lo juzguen necesario, dichos libros 
y sus ausiliares: — i. ^ Reconocer del mis- 
mo modo, los registros de emisión, para 
cerciorarse de la legalidad de las operacio- 
nes bancarias, asistiendo, cuando lo crean 
oportuno, á las Juntas de la dirección del 
E^nco, en cuyo caco, tendrán siempre la 
Presidencia; — 5."^ Visar los balancetes 
mensuales y los balances generales que de- 
ben hacer los bancos, sin cuyo requisito no 
se considerarán válidos: — estos balances 
deben contener la cifi*a del fondo de reser- 
va, y la de ganancias y pérdidas: 6.^ 
Poner su visto bueno en los balances y 
balancetes espresados, siempre que los ha- 
llen conformes. 
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Las dos últimas disposiciones se refieren 
solamente á los Bancos fundados y dirigi- 
dos por sociedades anónimas. (1) Véase 
Banco. 

COmSilRIOS DE liA COMISIÓN MIXTA 

SOBRE PERJUICIOS — Véaso Perjuicioi 
etc. 

COMISIÓN DE AMORTIZACIÓN V RES- 
CATE. — Véase Contratos de Ad/aana. 

COMISIÓN CENTRAL DE CONTRIBU- 
YENTES. — Véase Contratos de Aduana, 

COMISIÓN CENTRAL DE LA SOCIEDAD 

FILANTRÓPICA. — La que ejerce la repre- 
sentación de dicha sociedad, y administra 
los fondos destinados á los objetos piadosos 
de su institución. — Véase Sociedad Filan-- 
trópica, 

COMISIÓN DE LIMITES. — Vcasc Limi- 
tes de lü República: 

COMISIÓN INSPECTORA DE ADUANA.— 

Fué creada por Decreto de 1 7 de Abril de 
1856, incumbiendole las funciones del Co- 
lector General, y la fiscalización de la ad- 
ministración de las rentas, entregada á la 
sociedad compradora de ellas. Esta comi- 
sión cesó en virtud de haber reasumido el 
Gobierno la administración. 

COMISIÓN DE CUENTAS DEL C. L.— Ca- 

da Cámara nombra todos los años al prin- 
cipiar el periodo de sus sesiones, una Co- 
misión de cuentas, encargada de fiscalizar 
las que presente el Poder Ejecutivo. . 

Ambas Comisiones reunidas, y constitui- 
das en una sola, deben desempeñar las 
funciones siguientes: — 1 . ^ Nombrar los 
Contadores y auxiliares que consideren ne^ 
cesarios para el servicio de sus trabajos :-^ 
2 "^ Recabar de las Oficinas del Estado, los 
documentos, libros y noticias que le sean 
necesarios : — 3 *^ Presentar á las .Cama- 



(I) Detreto de 1 4 de Julio de 1859. 



co 



- 48 - 



CO 



nu el resultado de sus trabajos, antes de 
cerrarse el período legislativo. 

Todas las oficinas del Estado, tienen el 
deber de facilitar directamente á la Comi- 
sión de cuentas, el examen, datos y ante* 
cedentes que pidiese , y el Gobierno debe 
proveerla de local propio para el ejercicio 
de las funciones que le están encomenda- 
das. 

Los Ministros de Estado deben del mis- 
mo modo dar á la Comisión, los conocimien- 
tos y explicaciones que pidiese, de palabra 
ó por escrito. 

Munida de todos estos antecedentes, y 
después de haber practicado el correspon- 
diente examen, presenta cada Comisión á su 
respectiva Cámara, un informe sobre el re- 
sultado de sus trabajos; deduciendo las ob- 
servaciones, reparos ú objeciones á que dé 
mérito el examen practicado. Cada Cámara 
tomándolo en consideración, resuelve lo que 
sea del caso {i ). 

La Comisión de cuentas se ha compuesto 
ordinariamente de tres miembros (2) La del 
periodo de 1860 se compone de cinco. 

COnSIOlVES BE LAS cAmmmaa. — A- 

demas de la Comisión de cuentas, cada Cá- 
mara nombra de su seno cuatro Comisiones 
permanentes que se denominan, de Legisla- 
cíon, de Hacienda^ de Milicia y de Peti- 
doneSj á las cuales incumbe informar á su 
Cámara sobre los asuntos de su competen- 
cia. Todo proyecto de Ley y demás resolu- 
ciones de la Cámara deben pasar previamen- 
te por el examen de la Comisión respectiva, 
la cual debe producir y fundar su dicta- 
men (3). 

annmmn hixta. — Véase Tribunal 



(f) Uy de 18 de AbrH de 1884. 

(3) Art. I ^ de la Ley de I S de Febrero de 1830 

(8) Reglamento de 14 de Febrero de 1828. 



mixto de Justicia — Perjuicios causados 
por la guerra etc. 

COXISmN PBSMANENTB BEL C. L. — 

Durante el receso de las Cámaras Legisla- 
tivas, queda en ejercicio una Comisión per- 
manente, compuesta de dos Senadores y 
cinco Representantes , nombrados unos y 
otros, á pluralidad de votos, por sus respec- 
tivas Cámaras. La de Senadores debe de- 
signar cual de los dos nombrados ha de in- 
vestir el carácter de Presidente, y cual el 
de Vice Presidente. Al mismo tiempo de 
hacerse esta elección, debe hacerse también 
la de un suplente para cada Senador y Re- 
presentante, que debe entrar á llenar los 
deberes del titular, en caso de enfermedad, 
muerte ú otros motivos. 

Incumbe á la Comisión Permanente: 1^ 
Velar sobre la observancia de la Constitu- 
ción y de las leyes: 2^ Hacer al Poder Eje- 
cutivo, en su caso, las advertencias con- 
venientes, bajo de responsabilidad para ante 
la Asamblea General : 3^ Convocar la Asam- 
blea General, en el caso de que sus adver- 
tencias hechas hasta por segunda vez al Po- 
der Ejecutivo, no surtieren efecto, y según 
la importancia, y gravedad del asunto : A^ 
Prestar ó rehusar su consentimiento, con 
arreglo á la Constitución, en todos los ac- 
tos en que el Poder Ejecutivo lo necesite (1). 

comsMN Toro«RAFicA. — Institn- 
don facultativa, encargada de entender en 
todo lo concerniente á la propiedad pública 
territorial. 

La Comisión Topográfica, se compone de 
un vocal Presidente, otro vocal científico, y 
un Inspector ingeniero. 

Sus atribuciones son: — 1 ® Reunir to- 
dos los datos para la formación de la carta 
topográfica, y formar con ellos el depósito 
gnifico, que debe servir de base á los traba- 



(1) Cap. in« Sección 9 de la Confutación. 
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jos de la gran carta: — 2 ^ Determinar las 
posiciones geográficas que permitan las cir- 
cunstancias, y sus cursos, prefiriendo aque- 
llos mas notables, y que no consten en les 
catálogos y observaciones hechas en el País 
en diferentes épocas: — 3 *^ Trazar proviso- 
riamente en una proyección convencional, y 
acomodada á la formación de esta misma 
carta, el estrado y comparación de los pia- 
nos de mensura que acompañasen los títulos 
de propiedad, y todos los documentos rela- 
tivos á la topografía interior, que merezcan 
una rigorosa confianza: — 4 "^ Establecer 
los puntos de que habla el § 2 "^ en la 
misma proyección, como bases de toda segu- 
ridad, con el objeto de adquirir sobre ellos, 
por procederes succesivos, nuevas posiciones 
que dilaten sistemadamente el conocimien- 
to exacto déla topografia de la República: — 
5 ^ Establecer lo relativo á limites y de- 
marcación de tierras, tanto públicas como 
particulares: — 6 ® Realizar los trabajos 
profesionales que el Gobierno acuerde en el 
territorio del Estado: — 7 ® Informar á los 
Tribunales de Justicia sobre las mensuras 
que se practiquen, y cuestiones de hecho que 
se susciten ante ellos, sobre cada clase de 
propiedades temtoriales: — 8 ® Examinar, 
patentar y dirigir á los agrimensores facul- 
tados: — 9 ® Reglamentar el servicio de los 
agrimensores, fijar los métodos y establecer 
las responsabilidades de los operarios: — 10 
Trazar una meridiana en la Capital, bajo los 
métodos mas rigorosos, que sirva de norn:a 
para la corrección de los rumbos de la aguja 
en todas las operaciones en que haya de 
usarse este instrumento: — H Depositar un 
duplicado de las operaciones y plano topo- 
gráfico de toda mensura, que los agrimenso- 
res que las practiquen, deben presentar á la 
Comisión: — 12 Llevar dos registros, uno 
escrito y otro geométrico, de todas las 
mensuras que se practiquen en el territo- 
rio de la República, uniformándolas on una 



misma proyección, y unidad á medida (I). 

Ninguna mensura tiene valor en juicio, 
sin el informe ó visto bmno de la Comi- 
sión Topográfica (2). 

En todos los expedientes sobre contratos 
de tierras públicas, debe darse audencia al 
Departamento Topográfico, el cual debe 
sentar en sus registros, todas las denuncias 
que se hagan de terrenos de propiedad pú- 
blica, con espresion de los términos de ellas, 
área calculada, día en que se introdujo la 
denuncia, y nombre del denunciante. 

Luego que una denuncia se introduzca al 
Juzgado de Hacienda, debe cs!e pasarla in- 
mediatamente á la Comisión Tí-pográfica, pa- 
ra el asiento respectivo y para que ponga no- 
ta de estar ó no denunciado el mismo ter- 
reno, según loque conste desús registros (3). 

El Gefe Político y de Policía del Depar- 
tamento ú otra cualquiera autoridad, qu3 
hubiese de conceder permiso para la cons- 
trucción de algún edificio particular, dobia 
ante todo pedir informe al Ingeniero de la 
Comisión Topográfica. — Esta atribución fué 
conferida ulteriormente á la Inspección de 
obras públicas. — Véase Inspector de obras 
públicas. 

co.iiisioiVESDEHo.«piT.%B.. — Véasc 
Hospital de Caridad. 

co.Tiisio!VE>s vEcz\.ti.Es. — Véaso Jun- 
tas Vecinales. 

comiso. — La pena de perdimiento de 
la cosa, en que incurre el que comercia en 
contravención de las leves. 

Quedan sujetos á caer en comiso: \ ^ 
Todo bulto, efecto 6 mercancía, que sea rc- 



(l)D'rrKo de 19 dcOinembre de 1f^3t. Esfas dis- 
po^íciol1es nue t.-Mt ii tu origen tU* la < T^acion de la 
instituí Ion topograllca, no han i:id<j cisinp'iiin» rn to- 
das suá partoá y lian caído en de»uso en muchos de los 
puntos contenido;» en cllaj. 

(2) El mismo decreto. 

(3) DecriModo l« d- K0> ero de 183? v M da 
Knfm de \Wé. 
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movido de la bahia ú tierra, ó viceversa, sin 
el correspondiente permiso de Aduana: 2 ^ 
Toda las especies á bultos que se desem- 
barquen ó embarquen, y que no estén con- 
formes con el permiso dado, habiendo una 
diferencia notable (I). 3® Todo bulto ó 
bultos viciados, considerándose tales, los 
que contengan mayor cantidad ú otros obje- 
tos, que los manifestados. (¿). 

Los comisos son juzgados y sentencia- 
dos por un Tribunal especial , presidido por 
el Colector general, y cuya composición 
varia, según el valor de los objetos desco- 
misados. Véase Causas de contrabando. 

El producto de los comisos es partible 
entre los denunciantes y aprehensores y los 
empleados que hayan tenido parte en la 
aprehensión, deducido el 211/2 por ciento, 
que corresponde al FL-^co (3). 

coMPA^i.! DE co.nKRCio. — Contrato 
por el cual dos ó mas personas se asocian 
para proseguir varios negocios, por cuenta 
y riesgo común. 

Está mandado que se cumpla religiosa- 
mente lo que disponen las Ordenanzas de 
Bilbao, en los art. 3 ^ 4 ^ v 5 *=^ del Ca- 
pitulo 10, con respecto á los comerciantes 
que formen compaíiias de Comercio. 

Asi pues, las co npañias de comercio, de- 
ben hacerse por escritura pública, en la 
cual consten los nombres de los socios, su 
vecindad, el tiempo de duración de la so- 
ciedad, el capital, efectos ó industria que 
cada uno Ira'ga; la administración, cuidado 
y trabajo en que respectivamente hayan de 
entender; la cantidad de dinero que cada 
socio haya de lomar anualmente, para sus 
gastos personales ó de familia; los gastos 



(1) Regiameitlo d.l Resguardo de 20 de Marzo 
de 482U. 

(2) Art. 20 de la ley da 13 de Julio 18¿i6. 

(3) Reftlamenlns do 2(» do .Marzo de 1829, y 13 de 
S<'p*iemhredj i8á2. 



comunes pertenecientes al comercio, interés' 
rentas de casas y almacenes, y otros que 
sean indispensables; las pérdidas ea crédi- 
tos fallidos, naufragios y accidentes seme- 
jantes; como y de que modo se han de en- 
tender las proralas de las pérdidas ó ganan- 
cias; la estimación que haya de darse á las 
mercaderías y efectos comunes, que existie- 
ren al fín de la compañía; el repartimiento 
que haya de hacerse de los créditos y ha- 
beres que tuviesen los socios al tiempo de 
dividirse; la forma del pagamento de las 
cantidades que adeudaren en común, con 
todas las demás circunstancias, capítulos y 
condiciones licitas que se quisieren volun- 
tariamente imponer. 

Los socios de compañías de comercio, tie- 
nen también el deber de presentar al Juez 
letrado de Comercio en la Capital, y al Al- 
calde Ordinario respectivo en los departa- 
mentos de campaña, testimonio de los con- 
tratos que celebren, y al pié de él, la firma 
que hayan de usar durante la Sociedad, bajo 
la pena de una multado cincuenta pesos fuer- 
tes, á los omisos. 

Los Escribanos de la Capital que autori- 
zen dichos contratos, deben presentar del 
mismo modo al Juez de Comercio, testimo- 
nio íntegro de ellos en papel común, den- 
tro de los primeros quince dias siguientes 
al de su otorgamiento. Los contratos 
que se celebren en los departamentos de 
campaña donde no hubiese Escribano públi- 
co, se otorgarán por ante los Alcaldes Or- 
dinarios respectivos y dos testigos. 

Si ulteriormente se introdujesen por los 
interesados modificaciones ó alteraciones al 
contrato primitivo, deben hacerse constar por 
los mismos medios, y bajo las mismas for- 
malidades que aquel, so pena de nulidad, en 
cuanto toque á intereses de tercero. 

Las casas de comercio que á virtud de 
contrato de compañía celebrado en País E^- 
Irangero, se estableciesen en el territorio 
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de la República, están en lodo sugetas á las 
reglas y prescripciones prevenidas. Los con- 
tratos de sociedad mercantil en que no se 
hubiesen llenado estas prescripciones, no 
pueden ser considerados en juicio como con- 
tratos de comercio. 

En las mismas reglas y prescripciones 
son comprendidos los gerentes ó encargados 
de toda casa de comercio del Paisó Exlran- 
gera, aun cuando lo sean accidentalmente: 
los que faltasen al cumplimiento de ellas, 
á mas de incurrir en las penas establecidas, 
no serán considerados ni oidos en juicio co- 
mo tales gerentes ó encargados. 

La Escribania de Comercio debe llevar 
dos registros particulares, para anotar, en 
uno las compañias mercantiles, y en otro 
los poderes para administrar casas de co- 
mercio: — estos registros deben ser exibidos 
por el actuario á quien lo solicite, sin cobrar 
por ello, derecho alguno. 

Al Juez de comercio y á los Alcaldes 
Ordinarios, incumbe hacer efectivo el pago 
de la pena pecunaria establecida, á los que 
incurrieren en ella, y publicar por la pren- 
sa, los nombres de las casas infractoras (1). 

GOiHPETE^xiA. — Véase Jurisdicción al 
final. 

GorvcuLiAcioiv. — Acto previo á toda de- 
manda civil ó de injurias, que tiene lugar 
ante un Juez de Paz, á petición del deman- 
dante, y cuyo objeto es que se promuevan 
por aquel, los medios de que las partes se 
arreglen amigablemente, ó adopten algún 
proceder que les evite el pleito. Véase 
Juicio de conciliación, 

co!VFE9ioTV JUDICIAL. — La dcclara- 
cion 6 reconocimiento que hace el acusado 
ante el Juez de la causa, contra si mismo, 
sobre la verdad de un hecho. 



(I) Acuerdo d<*l Snporior Tril)unal de Justida de 
II de Ocluhrc de 18.SR. 



Está abolido en las causas criminales, el 
juramento de los acusados, asi como la pro- 
mesa de decir verdad, en el acto de la con- 
fesión (1). 

Antes de tomarse la confesión al acusado 
el Juez de la causa, cuando aquel no haya 
nombrado defensor, debe nombrarle alguno 
de los que lo son de oficio, el cual debe 
asistir, al acto de la confesión, instruyéndose 
previamente de la causa en el mismo Juzga- 
do, á fin de poder llenar en el caso, los de- 
beres que le incumben (2). 

co!VFiscAcio!V.La adjudicación que se 
hace al Fisco de la propiedad particular, en 
pena de algún delito. 

Esta pena cruel é inhumana, que hace re- 
caer sobre hijos inculpables el castigo de fal-- 
tas en las cuales no les cabe responsabili- 
dad alguna, y que tiende á perpetuar los 
odios, es á mas de injusta, inmoral y fecunda 
en males para la sociedad entera. La pre- 
sunción en que ella se funda, de que el 
hombre puede apartarse del crimen por el 
temor de perder sus bienes, y de que las 
personas á quienes le ligan los vínculos mas 
estrechos de la familia y del afecto queden 
en indigencia, no puede cohonestar la in- 
. tensidad del mal de hacer recaer sobre aque- 
llas personas todo el peso de la pena, ho- 
llando asi el derecho sagrado é inviolable 
de la propiedad individual, base del orden 
v del bien estar de las sociedades humanas. 

La justicia y liberalidad de los principios 
que constituyen la legislación Patria, declaró 
desde los primeros dias de nuestra emanci- 
pación política, abolida la confiscación de 
bienes (3) Vino esto mas tarde á ser un pre- 



(n Art. Hl delaConslilui'ii»!», y 81 de la ley de 
9 de MuAo delKóG. 

(?) Aciirrdo del Trilunal de Juaticla de 20 ilc Íul4o 
do 1852. 
(3) Art. :i do la ley de 10 ^c Agi»9fc# do 18?!). 
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cepto Constitucional, consagrándose la in- 
violabilidad del derecho de propiedad, del 
cual nadie puede ser despojado, sino confor- 
me á la ley, v debiendo, en caso de necesi- 
tar la Nación de la propiedad particular, pa- 
ra destinarla á usos públicos, recib'ur el due- 
ño, una justa compensación del Tesoro Na- 
cional (1) Véase Expropiación. 

En ejecución, y como acto de reconoci- 
miento de estos principios, en el tratado de 
comercio y navegación que la República ce- 
lebró con el Imperio del Brasil el 12 de 
Octubre de 1851, y que vino después á ser 
una ley de la Nación por virtud de su san- 
ción Legislativa, fué estipulado lo siguiente: 

> Reconociendo que la confiscación bélica 
de la propiedad particular en la guerra 
terrestre, ó por motivos políticos, se opone 
á la organización y á los flnes de las so- 
ciedades civilizadas y cristianas: estando 
abolida la conGscacion por la legislación 
de ambos Paises; y siendo de derecho 
perfecto de cada una de las partes con- 
tratantes, no permitir en su territorio ni 
ásus Nacionales, que directa ó indi- 
rectamente contraríen los principios 6 
disposiciones de sus leyes, obliganse ellas 
reciprocamente, á no admitir en su terri- 
torio los bienes confiscados, a devolver- 
los á su legitimo dueño, y á prohibir á 
sus respectivos Ciudadanos, que trafiquen 
ó auxilien el tráfico de tales bienes. 

> Los medios prácticos de llevar á 
efecto la disposición de este artículo, pa- 
ra prueba de la propiedad confiscada y 
entregada á sus legitimos dueños, serán 
estipulados en ajustes especiales. > 

> Las dos Altas Partes Contratantes, se 
obligan á invitar á los demás Estados 
Americanos, á que adopten recíproca- 
mente la estipulación del articulo ante- 



(I) Arl. 144 (Je la Cunstílurion. 



> rior, como principio internacional de dc- 

> recho Americano positivo. > 

Estas estipulaciones fueron después rati- 
ficadas y robustecidas , por declaración es- 
presa del art. 22 del tratado concluido con 
el Imperio del Brasil el 4 de Septiembre de 
1857, y aprobado por el Cuerpo Legisla- 
tivo. 

coKPORMBK DE coHiERCio. — Obli- 
gaciones simples de pago, otorgadas en la 
práctica del Comercio, por valores de mer- 
caderias ó de efectos comprados. 

La cuenta pasada por el vendedor al 
comprador, y el conforme y la firma de este 
al pié de dicha cuenta, es lo que constituye 
la obligación conocida bajo el nombre de 
conforme de Comercio, 

Se han suscitado cuestiones sobre el ver- 
dadero valor del Conforme^ y sobre la fa- 
cultad de transferirse ó nó á un tercero. — 
En cuanto al primer punto, sobre si debe 
aplicarse al valor de la cuenta, ó solamente 
á la exactitud en la relación de los efectos 
vendidos; — por lo que hace á la calidad 
de transferibles, se ha juzgado del mismo 
modo susceptible el Confonne de diversas 
interpretaciones. — Esto ha dado mérito á 
consulta al Tribunal Superior, por parte del 
Juzgado de Comercio , sin que haya hasta 
ahora resolución alguna de carácter público, 
sobre la materia. 

Es de practica del comercio que los efec- 
tos de Almacén se paguen á cuatro meses 
de la fecha del contrato : — las mercancías 
Francesas y Alemanas á cinco meses, y las 
mercancías Inglesas á seis meses, salvo los 
casos en que haya estipulaciones especiales 
sobre plazos. 

Los conformes de Comercio, reconocidos 
en su contenido y firma, traen aparejada eje- 
cución ante los Tribunales del Estado. 

Por los derechos de Aduana adeudados, 
se estienden del mismo modo conformes, 
para cuyo rfeclo se requieren firmas, de persa- 
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ñas respetables en el comercio ya satisfac- 
ción de la Aduana. Véase Derechos de 
importación maritiinaj al finaL 

GONJUfiz. — El que resulta, desi^ado 
por la suerte para integrar el Tribunal Supe- 
rior de Justicia en los casos determinados 
por la ley, ó en los de impedimento de los 
Ministros de dicho Tribunal. 

Cuando por impedimento de alguno de 
los Jueces titulares del Superior Tribunal, 
es necesario integrar este, se manda pro- 
ceder al sorteo respectivo, entrando en di- 
cho sorteo, los abogados de la matricula, 
entre los cuales se incluyen los fiscales del 
Estado y los Jueces Letrados. Las partes 
son citadas para asistir al sorteo, y ti?nen 
el derecho de recusar en el mismo acto, hasta 
el número de tres, sin espresion de causa; 
pero si dedujesen la recusación después de 
aquel acto, deben fundarla en causa le- 
gal (1). Las causas legales para recusar á un 
Juez son las mismas que en su caso basta- 
rian para tacharte como testigo (2). 

Cuando se hubiese agotado la lista de 
abogados, deben entrar al sorteo los gra- 
duados en jurisprudencia; y si llegase el caso 
de agotarse también la lista de estos, seríin 
sorteados los llamados inteligentes, que son 
los ciudadanos á quienes el Tribunal conside- 
ra con la instrucción suficiente para llenar 
las funciones del cargo. 

Para este efecto, debe formar anualmen- 
te y publicar por la prensa, una lista de 
diez ciudadanos inteligentes, que son los 
que deben entrar al sorteo en los casos in- 
dicados. Los Conjueces, prestan juramento 
en forma legal, ante el Presidente del Tri- 
bunal, antes de entrar á conocer de la causa 
de cuyo acto se deja constancia en los autos. 



Para conocer del recurso de nulidad i 
injusticia notoria, y de la calificación del 
grado, se debe formar un Tribunal extraor- 
dinario de siete ó de once Jueces según los 
casos, compuesto de los miembros titulares 
del Tribunal y de los conjueces que entren 
á integrarlo. 

Cuando el Tribunal de apelaciones que 
hubiese dictado la sentencia recurrida se 
hubiese compuesto de tres Jueces, el ex- 
traordinario se compondrá de siete: — cuan- 
do aquel se hubiese compuesto de cinco, ei 
extraordinario se compondrá de once; de 
manera que los miembros del Tribunal 
de injusticia notoria que hubiesen entrado 
á intregarlo, escedan siempre en uno al 
número de los del Tribunal que hubiese 
dictado la sentencia que dio mérito al re- 
curso (1). Cuando esta sentencia ha sido 
dictada por uno de los Jueces inferiores el 
Tribunal extraordinario se forma de siete 
Jueces. 

El sorteo de estos, se hace del mismo 
modo que el de los demás conjueces (2). 

Los conjueces que no concurriesen ala ho- 
ra que se les hubiese señalado, sin manifes- 
tar la causa que lo hubiese impedido, incur- 
ren en una multa de cuatro patacones (3). 

CONMUTACIÓN DE PENA. — La romi- 
sion de aquella en que ha sido condenado 
un criminal, sustituyéndole otra menor. 

Esta alta atribución está conferida a la 
Asamblea General, y en ciertos casos al 
Presidente de la República. A la primera, en 
casos estraordinarios, y con el voto, á lo 
menos, de las dos terceras partes de miembros 
de una y otra cámara (4). Al segundo, pre- 



(I) Acuerdo del Superior Tribuiidl de Justicia da 
31 de Mayo de 1858. 

(?) Art. 43 de la ley de 9 d« Mavorte 18J»6. 



(1j Ley de 8 d« Mayo de 1858. 

(2) Ley de 9 de Mayo de 185G. 

(3) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 1 1 de Se- 
tiembre do 1868. 

(4) Art. 17 de la Con«Uturion $ 14. 
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vio informe del Tribunal ó Jaez ante quien 
penda la causa, en los delitos no esceptua- 
dos por las leyes, y cuando medien graves y 
poderosos motivos para ello (1). 

COWSEJO BE ADHINISTRACIOIV- — Gor* 

poracion municipal creada por decreto de 
6 de Diciembre de 1827. 

Los Consejos de administración se com- 
ponian del Alcalde Ordinario, el Defensor de 
pobres y menores, y el agente Fiscal del 
crimen. 

Sus funciones eran, velar sobre las nece* 
sidades de su Departamento respectivo, y 
proponer al Gobierno las mejoras que ere-* 
yesen convenientes: pero, por el articulo 68 
del Reglamento de Administración de Jus- 
ticia de 10 de Agosto de 4829, fueron su- 
primidos los consejos de Administración, 
reemplazándolos, en la parte municipal por 
las Juntas Económico Administrativas. 

CONSEJO DE HIGIENE rClBLICA. 

Véase Junta de Higiene pública. 

CONSEJO VNIWEItSITARIO. GuOrpO 

cientiOco, á cuyo cargo se halla la direc- 
ción de las Universidades del Estado, en to- 
dos sus ramos y detalles. 

El Gonsejo Universitario se compone del 
Rector y Vice Rector de la Universidad ma- 
yor, de los miembros fundadores del Insti- 
tuto de instrucción pública, de los Gatedra- 
ticos con grado académico en la Universi- 
dad, y mientras no esté completo el núme- 
ro de estos, de los miembros de la sala de 
Doctores, que sean nombrados para suplir- 
les (1). El Gonsejo es presidido por el Rec- 
tor y en su ausencia por el Vice Rector de 
la Universidad: la falta de ambos, es su- 
plida por el catedrático mas antiguo. 

Las funciones y atribuciones del Gonsejo, 



{W Art. 8t de la Gonetitucion. 

(3) Art. 1H del Reglamento Un itersiUrio de S8de 
Septiembre de 1849, v art. adicional de 18 de Octubre 
de I8M>; 



son 1 . ^ La dirección y administración de 
la Universidad: 2. "^ Nombrar, con aproba- 
cion del Gobierno, los Gatedráticos de es- 
tudios secundarios y científicos, consultando 
en cuanto sea posible, que sean miembros 
de la Universidad y Gudadanos de la Repú- 
blica: 3. ^ Dictar las disposiciones conve- 
nientes para el mejor orden y régimen de la 
Universidad: 4. "* Tomar en consideración 
el informe que el Rector, debe presentar á 
la Sala de Doctores, el dia 18 de Julio de 
cada año: — 5."^ Proponer al Gobierno 
las medidas que fueren de su resorte, para 
llenar los objetos que le corresponden: 6. *^ 
Dictaminar sobre los acuntos que siendo d« 
su competencia, quiera el Gobierno some- 
ter á su consideración; 7. ^ Examinar los 
títulos de los graduados en otras Universi- 
dades que deseen incorporarse a la de la 
República, y resolver sobre el particular: 
8. ^ Designar el dia en (|ue deba tener 
lugar la colación de grados (1). 

Las atribuciones del Gonsejo en cuanto 
á la Universidad mayor, eran extensivas á 
la Universidad menor. El Gonsejo no tiene 
dias determinados para sus sesiones. — 
Véase Universidad mayor de la Repúbli- 
ca — Universidad inenor. 

COIVSTITtJCION ACADÉMICA. La qUC 

regla los procedimientos de la Academia de 
Jurisprudencia teórico-practica. — Véase 
Academia de Jurisprtídencia. - 

CONSTITUCIÓN política DEL ESTA- 
DO. — Gódigo fundamental del Estado, dic- 
tado por la Asamblea General Gonstituyente 
y Legislativa de la Nación. 

Estipulada la completa independencia de 
la Provincia de Montevideo, llamada Cispla-- 
tina^ bajo la denominación Brasilera, por 
virtud de la Gonvencion preliminar de paz , 
celebrada entre el Gobierno de la República 



(1) Reglamento dé 28 de SepUcmbre de 1 8 «9. 
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de las Probadas Unidas del Rio de la Plata 
y el Emperador del Brasil, el dia 27 de 
Agosto de 1828, y evacuado el territorio 
de la Provincia por las tropas Imperiales, y 
por las de las Provincias Unidas del Rio de 
la Plata, fué aquella erigida en Estado so- 
berano, libre é independiente de todo Poder 
Exlrangero. 

En esta virtud, y en uso de su sobera- 
nia la Asamblea General Constituyente y 
Legislativa dictó el dia 10 de Septiembre 
de 1829, la Constitución política del Esta- 
do , por la cual adoptó para su Gobierno la 
forma Representativa Republicana, delegan- 
do la Nación el ejercicio de su soberanía 
en los tres Altos Poderes, Legislativo, Eje- 
cutivo y Judicial (1). 

Por el articulo 7 "^ de la Convención pre- 
liminar de paz de 27 de Agosto de 1828, 
la nueva Constitución política del Estado, 
denominado por su articulo 1 ® — Estado 
Oriental del Uruguay^ luego de sanciona- 
da, y antes de jurada, debía ser examinada 
por Comisarios de los Gobiernos Contratan- 
tes, para el solo fin de ver si en ella se 
contenia algún articulo ó artículos que se 
opusieren a la integridad de sus respectivos 
Estados. 

Este acto fué cumplido, enviando el Go- 
bierno de la República, Agentes Diplomáti- 
cos, cerca de los de las Provincias del Rio 
de la Plata y del Brasil, con el objeto de re- 
cabar de estos el examen y aprobación de 
la Constitución; cuyas misiones dieron por 
resultado el auto solemne de aprobación, 
dictado en la Corte de Rio de Janeiro , el 
26 de Mayo de 1830, por los Comisarios 
de los Gobiernos respectivos nombrados y 
autorizados al efecto. 

La Constitución política del Estado , fué 
en consecuencia solemnemente promulgada. 



aceptada y jurada por la Nación, el dia 18 
de Julio de 1830, bajo la fórmula siguiente: 

¿Juráis á Dios, y prometéis a la Patria, 
cumplir y hacer cumplir en cuanto de vos 
dependa, la Constitución del Estado Orien- 
tal del Uruguay, sancionada el 10 de Sep- 
tiembre de 1829, por los Representantes 
de la Nación? 

¿Juráis respetar, obedecer y defenderlas 
autoridades que fuesen nombradas á vir- 
tud de lo sancionado en la misma? 

¿Juráis obedecer y cumplir las leyes, de- 
cretos y resoluciones que diere el Cuerpo 
Legislativo de la Nación? 

Este juramento fué prestado: — por el 
Presidente de la Asamblea, ante el Vice 
Presidente de la misma; y por los miembros 
del Gobierno, por los Representantes y Se- 
cretarios, ante aquel. 

Por las Autoridades Eclesiásticas, civiles 
y militares, ante el Gobierno ó su delegado, 
y por los Jueces y empleados, ante los Pre- 
sidentes de los Tribunales y los Gefes de 
oficina. 

En los Departamentos de campaiía ante 
la autoridad civil, y ante el párroco después 
de la misa parroquial (1). 

Por el artículo 3® de la Convención pre- 
liminar de paz de 1828, se constituyeron 
obligadas las Altas Partes Contratantes, á 
defender la independencia é integridad del 
Estado, por el tiempo y en el modo que se 
ajustase 'en el tratado definitivo de paz, que 
ulteriormente debía celebrarse: conviniendo 
sin perjuicio de esto, en que, si antes de ju- 
rada la Constitución, y cinco años después, 
la tranquilidad y seguridad fuese perturbada 
dentro de él, prestarían á su Gobierno legal, 
el auxilio necesario para mantenerla y con- 
servarla (2). 



(1) Artículos 13 y U delt ConstKaelon. 



(I) Ley de 26 de Junio de 1830. Registro Oficial. 
(3) Art. 10. de la misma Convención. 
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El tratado definitivo de paz no fué cele- 
brado; y el 7 de Marzo de 1856, en trata- 
do ajustado entre el Imperio del Brasil y la 
Confederación Argentina, fueron estipulados 
por los artículos 3 ® y 4 ® los términos 
en que las Partes Contratantes defenderían 
la integridad é independencia de la Repú- 
blica: — mas, no habiendo sido parte esta en 
ese ajuste, ni invitada para ello, quedó él en 
suspenso por lo que hace á la aceptación 
del Estado Oriental. 

El 12 de Enero de 1859, fué celebra- 
do en la Ciudad de Rio de Janeiro, por los 
Plenipotenciarios de la República, del Brasil 
y de la Confederación Argentina, un nuevo 
tratado complementario de la Convención 
preliminar de paz de 27 de Agosto de 1828, 
el cual no obtuvo la aprobación del Cuerpo 
Legislativo, y se halla aun pendiente de 
aquella. 

Están en su fuerza y vigor todas las leyes 
que han regido antes de la sanción de la 
Constitución, en lo que no se opongan di- 
recta ó indirectamente á ella, ó á ios de- 
cretos y leyes del Cuerpo Legislativo (1). 

Nadie puede ejercer empleo alguno civil, 
político ni militar, sin haber jurado la Cons- 
titución (2). El que atentare contra ella, 
debe ser juzgado y castigado como reo de 
lesa Nación (3). 

Nada ha previsto ella sinembargo, con 
respecto al juramemto, de los que nacieran 
después de su promulgación, ó de los que 
no se hallasen en esa época en estado aun 
de jurarla, de manera que esa prescripción 
ha venido á ser ilusoria en la práctica. 

La interpretación y explicación de la 
Constitución, corresponde esclusívamente al 



(I) Art. U8 de la Constitución. 
2) Art. l&Ode la Constitución. 
(3) Art. t&l de la Constitución. 



Poder Legislativo, asi como la facultad dt 
reformarla, en todo ó en parte. 

Si alguna Legislatura juzgase necesario 
revisar la Constitución, para reformar alguno 
de sus articules, hecha la moción en una de 
las Cámaras, y apoyada por la tercera parte 
de sus miembros, lo comunicara á la otra 
de oficio, solo para saber si en ella es apo- 
yada también por igual número de votos. — 
No siendo asi apoyada , quedará desechada 
la moción , y no podrá ser renovada , hasta 
el siguiente periodo de la misma Legislatu- 
ra, observándose iguales formalidades. Sien- 
do apoyada la moción en la Cámara á quien 
se comunicó, también por la tercera parte 
de sufragios, se reunirán ambas para tra- 
tar y discutir el asunto. 

Si reunidas asi las Cámaras en Asamblea 
General, no fuese aprobado el proyecto por 
dos terceras partes de sus miembros, no po- 
drá volver á tratarse el punto hasta la si- 
guiente Legislatura: pero, si dichas dos 
terceras parles declarasen que el interés 
Nacional exige que se revise la Constitución 
para entrar en su reforma, debe avisarse al 
Poder Ejecutivo, para que lo circule al tiem- 
po de impartir las órdenes para las nuevas 
elecciones. 

En tal caso, los Senadores y Represen- 
tantes nuevamente electos, deben ser auto- 
rizados con poderes especiales de sus co- 
mitentes, para revisarla Constitución, y pro- 
poner las reformas, variaciones ó adiciones, 
que fueren apoyadas por la tercera parte de 
los miembros de ambas Cámaras. 

Sancionadas asi dichas reforman, varia- 
ciones ó adiciones, después de discutidas, 
se reservarán hasta la siguiente Legislatura, 
cuyos miembros, con poderes también espe- 
cíales, las discutirán y sancionarán, admi- 
tiéndolas ó desechándolas, en todo ó en 
parte, en la forma establecida para las de- 
mas sanciones del Cuerpo Legislativo. 

Para variar la Constitución, debe ade- 
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mas nombrarse una Grande Asamblea Ge- 
neral, compuesta de número doble de Sena- 
dores y Representantes, autorizados espe- 
cialmente para tratar de esta materia, y es 
necesario para ello, la concurrencia de tres 
cuartas partes de votos del número total (1). 

CélVSULES DE LA REPÚBLICA. El 

Cuerpo Consular de la República en Países 
extranjeros, se divide en Cónsules Gene- 
rales, Cónsules y Vice Cónsules. — Los Cón- 
sules generales y Cónsules son nombrados 
por el Gobierno: los Vice Cónsules y Secre- 
tarios por los Cónsules, con aprobación del 
Ministerio de Relaciones Exteriores: las pa- 
tentes de unos y otros deben ser registradas 
en el Consulado respectivo. 

Los Cónsules dependen del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, de los Ministros Ple- 
nipotenciarios, y de los Encargados de Ne- 
gocios de la República, en los Estados don- 
de respectivamente residieren : — los Vice 
Cónsules dependen inmediatamente de los 
Cónsules. 

Las funciones de los Agentes Consulares 
son : 1 "^ Contribuir por los medios posi- 
bles á la mejora, aumento y seguridad del 
comercio Nacional: 2 "^ Procurar que los 
comerciantes establecidos en las plazas de 
su residencia, y los Capitanes de buque y 
pasageros Nacionales reglen sus negocios 
con providad, buena fé y crédito para la Re- 
pública : 3 "^ Pasar al Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores, noticia instruida de la im- 
portación de los derechos del Puerto, y de- 
mas qne paguen los buques y mercaderias 
Nacionales ; 4 ® Comunicar las concesiones 
hechas á las Naciones mas favorecidas, y los 
medios que convendría emplear para obte- 
nerlas : 5 "^ Llevar un registro de los bu- 
ques Nacionales que naveguen para los Puer- 
tos de su residencia, para cuyo efecto,, los 



(I.) Cap. 3^ Sección lúdela ConsUtucúa. 



Capitanes de buque, deberán presentarles á 
su arribo el pasaporte y matricula : 6 ® Vi- 
gilar que los Ciudadanos de la República 
obedezcan las leyes, y arreglen sus acciones 
á los usos y costumbres del Pays, donde re- 
sidan, sin ejercer sobre ellos otra jurisdic- 
ción, que la necesaria para correofir las fal- 
tas cometidas por individuos de la tripula- 
ción de los buques Nacionales, cuando re- 
quiriesen su intervención: 7 *^ Corregir con 
arresto de quince á treinta días, las faltas 
leves que se cometieren abordo de buques 
Nacionales por individuos de su tripulación, 
formalizando el correspondiente sumario , y 
remitiéndolo al Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores, si los delitos cometidos fuesen gra- 
ves: 8"^ Conciliar en cuanto puedan, las 
cuestiones civiles que se susciten entre Ciu- 
dadanos de la República , sin perjuicio de 
castigar, en su caso, con pena correccional, 
los delitos de embriaguez, injuria, pelea ú 
otros semejantes, entre individuos de la tri- 
pulación de buques Naciontiles (1): 9 ® Ex- 
tender con asistencia de cinco testigos, las 
memorias testamentarias, que ante ellos 
quieran hacer los Ciudadanos del Estado : 
10. En caso de fallecimiento de alguno, in- 
tervenir en los inventarios y diligencias ne- 
cesarias para asegurar los bienes : 1 1 Cuan- 
do un buque Nacional se hallase en peligro 
de naufragio, procurarle los auxilios necesa- 
rios, y proteger en general los intereses Na- 
cionales: 12. Examinar si los buques al sa- 
lir del Puerto de su residencia, llevan la 
tripulación sentada en el rol, dando aviso si 



(I) Ei entendido que la facaUad quetknrn los Con- 
snlrs, de decidir soi)rc controveriiaá y ninl(M ias con- 
tenciosas de poca importancia ontro <^áud.id(inoá do la 
República, es solo en el carácter de áihUros ó conci- 
liadores; pues no les es per'miiido asumir en talps 
asuntos, la jurisdicción que incumbe á los Tríbunnlci 
del Pays: — siendo también entendido que el castigo 
de los delitos y faltas leves, se relKue &o<am.ntQ i 
aquellos» qan se hubieren cometido abordo de aljfun 
buque Nacional. 
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así no fuese: 13. Visar los papeles del bu- 
que, y si este tuviese que variar su deslino, 
ó tocar en otro Puerto, hacerlo constar en 
la patente: íi. Si se vendiese algún buque 
Nacional, recoger la patente, y remitirla 
inutilizada al Gobierno; 15. Cuidar que to- 
do buque Nacional al salir del Puerto de su 
residencia, lleve los papeles siguientes: 1 "^ 
La patente del buque: 2 ® El rol de la tri- 
pulación: 3 "^ La carta de Sanidad: 16. 
Llevar un registro de Nacionalidad para ins- 
cribir á los Ciudadanos del Estado, y co- 
brar los derechos de Consulado, con arre- 
glo á la tarifa establecida en el Reglamento 
respectivo. 

Para dar pasábante á algún buque para 
hacer viaje con bandera Nacional, es preciso 
que el buque- haya sido mandado construir 
ó comprado por un Ciudadano de la Repú- 
blica, ó. que por naufragio ó fuerza mayor, 
hubiese perdido los papeles necesarios para 
navegar, ó cuando el Cónsul considerase 
necesario tomar algún buque, para un ob- 
jeto importante en servicio de la República. 
En dichos pasabantes deben espresarse las 
causas que los motiven. 

Si llegase á un puerto donde exista 
Agente Consular de la República, alguna 
presa hecha por buque de guerra Nacional, 
ó por Corsario suficientemente autorizado, 
debe el Cónsul proceder inmediatamente á 
foi matizar un inventario de todos los efec- 
tos apresados, extendiendo un acta en que 
se esprese lo ocurrido, con la declaración 
del Capitán de la presa y marineros , cuyos 
documentos, firmados por ellos, conservará en 
su archivo, remitiendo copia al Gobierno y 
entregando otra al Capitán de la presa, que- 
dando entretanto depositados los efectos, 
hasta la correspondiente resolución. 

Si de ella resultase ser buena presa el 
buque y sus efectos, se procederá á la ven- 
ta de ellos en pública almoneda, con asis- 
tencia del Cónsul, que tomará una razón del 



producto, y de las personas que hubiesen 
comprado. 

Si algunos de los efectos estuviesen ex- 
puestos á deterioro, deben venderse inme- 
diatamente, quedando depositado su produc- 
to, bajo las seguridades convenientes. — Con 
el inventario de los efectos apresados, deben 
remitirse también al Gobierno, copias de 
los documentos que se encontrasen abordo 
del buque apresado. 

Los Cónsules y demás agentes Consu- 
lares, deben respetar las leyes del Pais don- 
de residan (1). 

Por lo que hace á los Cónsules de la 
República en el Imperio del Brasil, gozan 
de las mismas esenciones y atribuciones que 
los de dicho Imperio gozan en esta Repú- 
blica, las cuales se hallan determinadas en el 
decreto Imperial de 8 de Noviembre de 1851, 
cuya aceptación tuvo lugar por parte del 
Gobierno de la República, por resolución de 
21 de Diciembre de 1 857 , competentemente 
autorizada por la ley de 16 de Junio de 
1853. — Véase Uniforme del Cwrpo Con- 
sular, — Derechos de Consulados. 



GfTVERAL. — El Gefe de la 
Oficina encargada de llevar la contabilidad 
del Tesoro Nacional. 

A la Contaduría general incumbe la fis- 
calización de todas las oficinas del ramo de 
Hacienda. Debe intervenir todas las órdenes 
de entrada y salida de fondos de la Tesorería 
general, llevando un libro de intervenciones 
en que conste la fecha, la cantidad, la pro- 
cedencia, el destino, el ramo de la renta y 
la partida del presupuesto sobre que se libra, 
y últimamente, el número ordinario de la 
intervención, el cual deberá precisamente 
corresponder al de la Tesorería. 

Debe devolver con observaciones al Go- 
bierno, las órdenes de pago en que no se 

(I) Reglamento Consular de 4 de Setiembre de i83& 



espresen las circunstancias que quedan in- 
dicadas; sobre todo, ei objeto y causa del 
pago, y el ramo de gastosa que corresponda 
según lo manda ley de 9 de Febrero de 1830. 
En toda orden de pago debe intervenir 
la firma ó la rúbrica del Presidente de la 
República, con la del Ministro del Departa- 
mento respectivo, no pudicndo el Ministro 
de Hacienda, por si solo ordenar pago al- 
guno, ni la Contaduría intervenirlo. — Esta 
intervención debe tener lugar en el acto de 
recibirse ó pagarse por Tesorería la can- 
tidad intervenida: — las ordenes de pago a 
plüzoSj deben ser intervenidas en registros 
auxiliares de órdenes á oportunidad. 

La Contaduría tiene un tenedor de libros, 
un contador liquidador, un contador revisa- 
dor, y los demás empleados subalternos ne- 
cesarios, para llenar en todos sus ramos 
las funciones de contabilidad y fiscalización 
de las rentas públicas, de los sueldos y ha- 
beres de los empleados de la Nación, y de- 
mas que son anexos á los objetos de su 
institución (1). 

CONTADOR DE CEKSON. — Funcionárío 
público encargado de la contabilidad de este 
ramo. 

La Contaduría de censos era una oficina 
especial é independiente de todas las demás 
de la administración pública, encargada de 
la recaudación del canon ó pensión anual, a 
que están obligados los censatarios ó enfi- 
teutas, con respecto á tierras de propiedad 
pública, y de su contabilidad. 

Pero, por resolución de 30 de Octubre 
de 1857, la Contaduría de Censos,, fué 
anexada á la Contaduría General, quedando 
bajo su inmediata dependencia, y formando 
parte de dicha Oficina, á la cual incumbe 
proponer las medidas convenientes, para me- 



(I) DccreU)de 6 de Marzo de IA5.S. 
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todizar esa parte de la contabilidad pública. 
Véase EnfUeusis, 

COMTADrRlA GETVERAIi. Véase CoTl- 

tador general, 

coTVTR Aiu^^DO». — La iutroduccíou clan- 
destina de efectos ó mercaderías, hecha 
contra las leves de las Aduanas de la Re- 
pública. 

Todos los efectos ó artículos de comer- 
cio, de cualquiera naturaleza que sean, que 
estén sugetosal pago de derechos de Aduana, 
y que se desembarquen sin el correspondiente 
permiso, y previas las formalidades estable- 
cidas, son declarado contrabando,sy caen en 
consecuencia en comiso. Las causas de es- 
la naturaleza se hallan bajo la jurisdicción de 
un Tribunal especial. — Véase Causas 
de contrabando — Comiso. 

co:\TR.%sTE. — Marca pública destinada 
a legalizar las pesas y medidas. 

Todas las pesas y medidas de las casas 
de negocio, deben estar contrastadas por el 
Contrastador público, no pudiendo hacerse 
uso de las no contrastadas, bajo la pena de 
I a multa de la ley, ó de cuatro dias de pri- 
sión á los infractores. 

A los Comisarios de Policía de Sección, y 
á los Tenientes Alcaldes, incumbe velar so- 
bre el cumplimiento de esta disposición, de- 
biendo, en caso de infracción, dar parte del 
hecho al Gefe Político del Departamento pa- 
ra que haga efectivas las penas establecidas 
— Véase Medidas, 

coMTRATo . — Convenio hecho entre 
dos 6 mas personas, para dar 6 hacer al- 
guna cosa. — 

Todo contrato ú obligación escrita, de 
cualquiera naturaleza que sea, debe estar 
estendido en papel sellado, de la clase que 
corresponda, según el valor que represente la 
obligación, bajo las penas establecidas por 
la ley, con las solas escepriones en ella con- 
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tenidas (1) Véase Papel sellado — Impue^lo 
fie papel sel ludo. 



COKTAATOS DE ADVAWA. LoS de 

compra-venta celebrados sobre las rentas de 
este nombre. 

El 44 de Agosto de i8i3, el Gobierno 
vendió á una sociedad, los derechos de im- 
portación y exportación marítima de la 
Aduana de Montevideo, durante el año de 

1844, por la suma de quinientos mil pesos 
y mas la mitad de su producto liquido. 

La Sociedad compradora adquirió ))or 
este contrato el derecho de administrar las 
rentas que compraba, nombrando ella su 
Directorio, y este sus empleados, sin per- 
juicio de que se conservasen los que existían, 
los cuales quedaban encargados de interve- 
nir en todos los actos de la administración. 
La Admistracion de Aduana pasó pues, al 
Directorio de la Sociedad. 

El 11 de Febrero de 1844 vendió el Go- 
bierno á la misma sociedad las rentas de la 
Aduana de Montevideo , durante el año de 

1845, con esclusion, como en el contrato 
anterior, de los ramos de hospital, rol, pa- 
saportes, almacenage, arqueo guarda y ex- 
lingagc; y las de los Pueblos de la Costa 
que pudieran habilitarse, por la suma de 
trescientos mil pesos, y mas la mitad de su 
liquido producto. 

El 13 de Noviembre del mismo año de 
1844, vendió el Gobierno á la misma So- 
ciedad, las rentas de 1846, bajo iguales 
condiciones, por la suma de doscientos mil 
pesos, reservándose siempre la mitad de su 
producto liquido. 

EH8 de Noviembre de 1845 vendió 
el Gobierno á una nueva Sociedad, una cuar- 
ta parte de las rentas del año de 1848, 
por la suma de trescientos mil pesos, siendo 
entendido, que si el producto total de ellas 



(I) Lry (le 15 de Julio de 185». 



en ese año, escediese de dos millones d« 
pesos, la sociedad compradora no percibirla 
en ningún caso, mas de quinientos mil pe- 
sos. — Este contrato asi como los anteriores 
fueron autorizados y aprobados por el Cuer- 
po Legislativo. — 

Pero habiendo adquirido los compradores 
el derecho de administrar las rentas durante 
el año de 1 848, renunciaron á este derecho 
por contrato posterior hecho en Marzo de 
1846, á cambio de que el Gobierno les re- 
conociese acreedores por la suma de seis- 
cientos mil pesos, cualquiera que fuese el 
monto de dichas rentas, y asi quedó estipu- 
lado. 

El 27 de Febrero de 1846, se cebbró 
el cuarto contrato de Aduana, con la anti- 
gua Sociedad compradora. — El Gobienio 
vendió á esta las rentas de importación y 
exportación de las Aduanas por los años de 
1847 y 1848, por la suma de un millón y 
diez mil pesos, y mas la mitad de su pro- 
ducto líquido. Esta' suma, era pagadera, 
como en los contratos anteriores, con una 
cantidad determinada en cada mes. 

El Gobierno hacia giros por anticipacio- 
nes que recibia, sobre las rentas, contra el 
Directorio de Aduana : — este los anotaba 
bajo su firma, para ser cubiertos por su or- 
den; pero posteriormente, en uso de auto- 
rización que el Gobierno le habia conferido , 
expedía títulos firmados por él, archivando 
inutilizados los giros originales del Ministe- 
rio. — De ahi trajeron su origen los docu- 
mentos llamados amarillos. 

Los tenedores de estos títulos, concur- 
rian con una parle de los fondos con que 
debían ser cubiertos, á nuevos empréstitos 
al Gobierno, y por los descuentos que su- 
frian, el Directorio les expedía nuevos títu- 
los que llevaban el nombre de documentos 
C, ü. — Unos y otros entraron después á 
formar parte de la deuda llamada hipoteca-' 
ria. 
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EH *^ de Marzo de 1847 se celebró el 
quinto contrato de Aduana. Se vendieron 
ias rentas de i 849 en quinientos mil pesos 
y mas la mitad de su producto liquido, de- 
clarándose en vigencia todas las clausulas y 
condiciones de los contratos anteriores. 

El 19 de Agosto del mismo año, los 
acreedores, convocados por el Gobierno, 
para obtener nuevas anticipaciones, nom- 
braron una Comisión especial, encargada de 
acordar con este los medios de facilitarle los 
recursos que necesitaba, cuya Comisión que- 
dó establecida después con mayores atribu- 
ciones, bajo la denominación de Comisión 
Central de Contribuyentes. 

Una de estas atribuciones era la de per- 
cibir del Directorio de Aduana , todos los 
fondos pertenecientes á los acreedores cuya 
representación inveslia, y hacer de ellos la 
distribución estipulada entre estos y el Go- 
bierno. 

En uso de esa representación, la Comi- 
sión Central de Contribuyentes, celebró 
el 28 del mismo mes, el sesto contrato de 
Aduana, por la suma de quinientos cincuen- 
ta y cinco mil pesos, obligándose á entre- 
gar al Gobierno mensualmenle, ciento cin- 
cuenta mil pesos, hasta el completo pagó del 
precio de la compra. 

Para este objeto contribuian con un cin- 
cuenta por ciento de sus haberes, todos los 
acreedores situados sobre las rentas públicas; 
asi sobre la importación y exportación 
marítima, como sobre los ramos de arqueo , 
guarda, exlingage, pasaportes, rol, hospital 
y almacenage ; y contribuian también los ac- 
cionistas de Aduana, con el cincuenta por 
ciento de sus dividendos respectivos, consti- 
tuyéndose asi todos en sociedad para esta 
operación. 

Todos estos fondos, como queda dicho, se 
vertian en la caja de la Comisión Central de 
Contribuyentes, y el Gobierno libraba órde- 
nes contra ella, por la suma de ciento cin- 
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clienta-mil pesos mensuales: — pero habiendo 
sucedido que el producto de todos estos' 
descuentos, no llegase á cubrir la suma in- 
dicada, principió á resultar un déficit en 
cada mes, que en algunos llegó luego á su- 
bir á cerca de cien mil pesos.' 

La Comisión Central pagaba los giros he- 
chos en cada mes, integramente, por su or- 
den de fechas, hasta adonde alcanzaban los 
fondos entrados en su caja, y por el saldo 
que quedaba impago, expedía documentos de 
crédito bajo su firma, dejando archivados é 
inutilizados los giros originales. — Tal es el 
origen de los documentos denominados colas, 
los cuales se distinguían entre si por -el nom- 
bre del mes á que pertenecían. 

El 29 de Marzo de 1848, se celebró el 
séptimo y último contrato de Aduana, con la 
misma Comisión Central, jpor las rentas de 
1851, y por la suma de quinientos mil pesos, 
y mas la mitad de su producto liquido. Este 
contrato fué hecho en los mismos términos 
y bajo las mismas condiciones que el del 
año anterior, en cuya virtud, el Gobierno 
giró contra aquella, los libramientos á que él 
le autorizaba: — pero, disminuido considera- 
blemente el producto de las rentas en gene- 
ral, y no alcanzando las sumas con que con- 
currían los compradores, a cubrir los ciento 
cincuenta mil pesos mensuales, resultó un 
nuevo déficitf que aumentó la cifra de los 
documentos denominados colas. 

Como el Gobierno, sin embargo, no habia 
librado mas que el valor del precio de los dos 
contratos, y como ese valor debia entrar mas 
ó menos tarde en la Caja de la Comisión 
Central de Contribuyentes, y á medida que 
los ingresos de las rentas lo permitiesen, es- 
ta debia cubrir las colas por su orden de 
fechas, según se fuesen recolectando aquellos 
fondos; pero, el Gobierno obtuvo de la Co- 
misión Central, que le pasase, primero el 
50, y después hasta el 75 p.§ de los fon- 
dos con que debian ser cubiertas las colas, 
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4e donde resultó que esos documentos que- 
dasen casi en su totalidad, sin fondos con 
que ser cubiertos. 

F^ara subsanar este perjuicio, se estable- 
ció una caja de amortización de colas, á cu- 
ya operación podian concurrir á la par, las 
acciones de Aduana de 1850 y 1851, que 
entraban en consecuencia á ser rescatadas 
por el Gobierno, constituyéndose asi este en 
accionista; y nombró una Comisión al efecto, 
bajo la denominación áe Comisión de amor- 
tización y rescatCj la cual Uamaba men- 
suaknente por los periódicos á los que qui- 
sieran dirijir propuestas. — Los fondos asig- 
nados á esta caja eran un tanto por ciento 
de todos los que por cualquier titulo entra- 
ban en las arcas del Estado. 

Habiéndose rescatado por medio de estas 
operaciones, cincuenta y cinco acciones de 
Aduana de 1850 y 1851, el Gobierno en- 
tró á ser accionista, y aplicó también todos 
los dividendos que por dichas acciones le 
correspondían, á la caja de amortización. 

Las colas amortizadas pasaban mensual- 
mente á la Contaduría General inutilizadas, 
con el estado demostrativo de la operación, 
él cual servia de descargo á la caja de amor- 
tización, de los fondos que habían sido ver- 
tidos en ella con intervención de jiquella 
oficina. 

Extinguidos los fondos que entraban en la 
caja de amortización, la Comisión terminó 
sus funciones, y lo declaró asi al Gobierno en 
el mes de Febrero de 1853, dándose por di- 
suelta y presentando un estado demostrati- 
vo de todas sus operaciones. 

Los accionistas de Aduana fueron man- 
dados cubrir de las anticipaciones que ha- 
bían hecho y de que estaban impagos en 
parte, con la renta de papel sellado y pa- 
tentes desde 1® de Enero de 1852. — Una 
Comisión líquiladora de la Sociedad quedó 
encargada de representar á esta que quedó 



disuelta por la terminación de sus contratos 
á fin de 1851. 

Esta Comisión expidió títulos bajo su fir- 
ma, á favor de los miembros de la extingui- 
da Sociedad de accionistas, por las sumas á 
que respectivamente eran acreedores: esos 
documentos recibieron del papel sellado sus 
dividendos correspondientes á Enero y Fe- 
brero, quedando desde entonces impagos y 
son parte de la deuda hipotecaria. 

Existían ademas sobre la Aduana , algu- 
nos otros créditos de diverso orijcen. — Ta- 
les como los documentos denominados por 
cualquier titulo. — Estos eran libramien- 
tos para pagarse después de cubiertos los 
compromisos anteriores, con los fondos que 
por cualquier titulo se recaudasen por la 
Aduana. 

El Directorio, considerando que á estos 
documentos no les llegaría su turno, eu to- 
do el tiempo durante el cual debía , según 
sus contratos, administrar las rentas, se abs- 
tuvo de anotarlos, y es por eso que ellos 
fueron anotados por la Comisión Central de 
Contribuyentes, que como contratista de las 
de 1850 y 1851, creía tener derecho á la 
Administración durante dichos años. — Una 
parte de los tenedores de documentos por 
cualquier íí/w/o, arreglaron ulteriormente 
en común, términos de pago , con una por- 
ción mensual del producto de las rentas de 
Aduana. Los demás están impagos. 

Estos, como otros créditos que quedan 
citados, son los conocidos bajo el nombre de 
hipotecarios j por que estaban situados so- 
bre las rentas de Aduana, y obligadas estas 
á su pago. Se hallan pues, pendientes de ul- 
teriores resoluciones. 

Como la Sociedad que adquirió por com- 
pra hecha en contrato de 18 de Noviembre 
de 1845, la cuarta parte de las rentas de 
Aduana de 1848, tenia el derecho de ad- 
ministrarlas, puesto que la renuncia que ha- 
bía hecho mediante el pago de seiscientos 
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mil pesos, quedó sin efecto por no haberse 
cumplido esta estipulación, tomó á su cargo 
dicha Administración, desde el 3 de Abril 
de 4856, hasta que en virtud de convenio 
celebrado el 7 de Septiembre de 1858, el 
Gobierno reasumió la Administración, adju- 
dicando al pago del haber de aquella Socie- 
dad, la renta de papel sellado y patentes, 
hasta la suma de ciento cuarenta y cuatro 
mil pesos fuertes cada año, y entregándole 
la Administración de esa renta. 

co^rrRATos de comebcio. — Véase 
Compañias de comercio. 

C07VTRJLT0S DE ENFITEUSIS. YéaSC 

Enfiteusis, 

CONTRATOS DE mQijii.iNitTO. — Vea- 
se Arrendamiento de fincas. 

€03iTRAT0S CON EL C»OBIERlVO. En 

todos los contratos que haya de hacer el Go- 
bierno, sobre enagenacion de rentas, ú otros 
semejantes, debe llamar licitadores para 
practicar la venta ó realizar el contrato á la 
mejor oferta. 

En los remates deben observarse las re- 
glas siguientes: 1° Las bases ó condiciones 
del remate, que se publicarán con anticipa- 
ción, deben fijar el minimun de las venta- 
jas que hayan de comprender las propuestas 
para ser admitidas: 2° Toda propuesta debe 
referirse á dichas condiciones, de manera 
que abrazo todos los objetos del remate, y 
que la competencia S3 convierta al mas ó al 
menos: 3° Las mejoras ó proposiciones que 
escediesen de aquellas bases, serán apre- 
ciadas discrecionalmente por el Gobierno, 
con audiencia del Fiscal del Estado. 

Para qne haya remate es necesario que 
coBcurran, cuando menos, tres propuestas 
distintas y separadas, las cuales deben ser 
subscriptas por firma autentica, señalando 
al pié de ella, la residencia y domicilio del 
firmante. Las propuestas deben ser abiertas 
y leídas publicamente, en el dia y hora que 



se haya señalado, ante el Gefe de la oficina 
del ramo á que pertenezca el remate, y el 
Escribano de Gobierno y Hacienda, rubri- 
cándose en el mismo acto por ambos, y de- 
clarándose por dicho Gefe la que se eslime 
mas ventajosa al Estado. Quedarán en se- 
guida dos horas en poder del Escribano, pa- 
ra que cualquier interesado pueda á su pre- 
sencia verificarlas libremente. 

Pasada la hora designada , no puede ad- 
mitirse propuesta alguna. Llenadas que sean 
estas formalidades, deben elevarse al Gobier- 
no las propuestas hechas, para la resolución 
competente (1). 

En todo contrato que se haga con el 
Gobierno, es prohibido á este librar órdenes 
de pago por cantidad alguna, por via de 
anticipación ni otro cualquier motivo, sin 
que previamente se otorgue por el agracia- 
do fianza bastante, á satisfacion del Minis- 
terio de Hacienda. 

Toda anticipación de dinero que se haga 
por el Gobierno á solicitud de algún intere- 
sado, ó en cuentas corrientes reconocerán, 
en el primer caso, el [mismo interés que 
el Erario reconoce en sus créditos pasivos; 
y en el segundo el interés recíproco, cuan- 
do no haya pacto contrario (2). 

COIKTRIRIJCIOIM DIRECTA. ImpuestO 

establecido sobre los capitales y propiedades 
raices y semovientes; — 

El importe de la contribución directa es 
de dos por mil al año. — 

Los capitales se regulan por declaración 
escrita que cada capitalista ó propietario de- 
be hacer del snyo; — en la Capital, ante la 



ri) Decreto de 12 de Noviembre de 1831» 

(2) Decreto de 7 de Mayo de 1885, y acuerdo de 10 
de Marzo de 1857.— Debe observarse qae los créditos 
pasivos del Estado do tienen un interés determinado 
por regla general, y no puede precisarse en consecu- 
encia el interés de que nabla el Decreto citado.— En 
easos análogos, la práctica ba sido pactarlo. 
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Colecturía General; (í) y en la campaña, 
ante el recaudador de la contribución. — ^La 
declaración debe hacerse: en la Capital, en 
los meses de Mayo y Junio ;— en los demás 
Departamentos, en los de Junio y Julio. El 
pago, en la Capital en Julio: en la campaña, 
en Agosto. 

En defecto de declaración del interesado, 
se estará al avaluó que haga el jurí de ava- 
luación. Este juri se compone del Juez de 
paz de la sección respectiva, y seis indivi- 
duos, tres nombrados por el Colector Ge- 
neral en la Capital, ó por el recaudador en 
la campaña, y tres por el interesado, quien 
debe verificar el nombramiento dentro de 
las cuarenta y ocho horas, después de ser 
notificado por el Juez de paz, ó por el Te- 
niente Alcalde respectivo ; no verificándolo 
se procederá al avaluó con los cuatro pri- 
meros. — 

La elección de los individuos que deben 
formar los juris de avaluación debe hacerse 
de entre los residentes de los pueblos don- 
de haya de formarse el juri. 

Para la avaluación de los capitales, debe 
servir de norma por punto general, que dos 
mil cabezas de ganado vacuno ó caballar, y 
diez mil lanares, componen la dotación de 
una suerte sencilla de estancia, sobre cuya 
proporción debe estimarse la parte de campo 

3ue ocupen. Cada suerte sencilla de campos 
e pastoreo, debe estimarse: en los Depar- 
tamentos de Montevideo y Canelones en 
cinco mil pesos. En San José, Colonia, So- 
riano, Paysandú, Cerro-Largo, Salto y Ta- 
cuarembó,, en cuatro mil. En la Florida y Du- 
razno en tres mil; y en Maldonado y Minas 
en dos mil. Las quintas y terrenos de labo- 
reo, se avaluarán según corresponda á juicio 
del juri, si pareciese baja la avaluación del 
propietario. 



(1) Deereto de t5 de Septiembre de 1858. 



El ganado vacuno de cria ó rodeo, debe 
estimarse en seis pesos cada cabeza: — el 
alzado en cuatro pesos cuatro reales: — el 
caballar y mular en dos pesos; — el ca- 
ballar alzado, lo mismo: — las ovejas de cual- 
quier clase, — y los cerdos, en dos pesos. 

Cuando la declaración del interesado pa- 
reciese notablemente diminuta, debe hacerse 
del mismo modo, el avaluó en la forma que 
queda dicha; y si resultase que ha habido 
ocultación equivalente á la cuarta, parte del 
capital, el declarante debe pagar la cuota 
que le corresponda, según el nuevo avaluó^ 
y mas el duplo de ella. 

El capitalista que no hiciese declaración, á 
mas de pagar el monto del avaluó que haga 
el juri, pagará el décuplo de dicho importe. 

El pago de la contribución directa se hace 
en una sola cuota correspondiente á todo el 
año, en los meses que la ley designe; y el 
que no lo verifique, queda sugeto a una 
multa del duplo del valor que le corresponda. 

El cobro, asi del impuesto como de las 
multas, es ejecutivo y perentorio dentro de 
tercero día, con el auxilio, en caso necesa- 
rio, de la Policia, embargándose lo mejor 
parado, sin que haya recurso de apelación. 
Los recaudadores de campaña son los Re- 
ceptores y Sub-Receptores, y sus dependien- 
tes, sin gozar de compensación alguna por 
este servicio. Donde no haya Receptores ó 
Sub-Receptores, se debe^ encargar la recau- 
dación á Comisarios de Policia, ó á particula- 
res, los cuales cobrarán una Comisión de 
ocho por ciento. 

Son esceptuados del pago de la contri- 
bución directa : 1 ® Las propiedades raices 
cuyo valor no alcance á mil pesos ; á menos 
que el propietario tenga dos ó mas, cuyo 
valor total iguale á aquella suma: 2^ Las 
propiedades territoriales improductivas, y las 
que pagan canon enfiteutico. — No son com- 
prendidas en esta clasificación 1® las fincas 
que se hallen desalquiladas, ni las ocupadas 
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por los propietarios: 2* los campos en ge- 
nei^l: 3^ los dados en enfíteusis, cuando les 
eniiicutas no acrediten haber pagado el ca- 
non. 

El produelo de la conlribncion está afecto 
al pago de tos presupuestos departamentales. 
Deben pasarse á las Junlas E. Administra- 
tivas, para que cubran las recetas de pago de 
dichos presupuestos. 

Los recaudadores deben recibir de la 
Contaduría general las planillas respectivas 
para el cobro de la contribución, las que se- 
rán numeradas para servir de control, y con- 
frontarlas después con las relaciones nomi- 
nales de contribuyentes que deben remitir 
los recaudadores, con espresion del nombre 
V nacionalidad de cada uno de ellos, sus 
tierras ó ftncas, extensión, ubicación y 
linderos, ganados y sus especies, con espc- 
citlcacíon también del número de cada 
uno, su calidad y el capital declarado ó 
avaluado. 

Es deber de los Gcfes Politicos, Alcaldes 
Ordinaríos, y demás autoridades civiles, pres- 
tar en la parte que á cada uno corresponda, 
la mas decidida cooperación y apoyo al co- 
bro de la contribución directa y á la debida 
ejecución de las disposiciones legales sobre 
la materia (1). 

La ley que establece la contribución di- 
recta, no es de efecto permanente; — debe 
ser revisada todos los años, para dictar la 
que lia de regir en el siguiente, ó introducir 
en la existente, las modificaciones que sean 
del caso, según las circunstancias. Las dis- 
posiciones que quedan detalladas, son las 
comprendidas en la ley dictada para el año 
de 1858, que es la misma que rigió en 
1859, y líge en 1860. 

co^¥E:v'nLi.«<9. — Casas donde se al- 
quilan habitaciones á distintas personas. 
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Los cnpalaces 6 encargadí s de conventi- 
llos, están obligados á dar aviso á la oficina 
de Policía, de las mudanzas de iuquiliao^ 
que se efectúen. Deben cuidar también, asi 
como los inquilinos, de que se observe el 
debido orden y aseo interior en los Conven- 
tillos, siendo prohibidas las reuniones ó bai- 
les sin previo permiso del Gefe de Policia 
por medio del Comisario respectivo. 

CO!VVE^*TO DE RKÜLLARH» OB"»»!»!. 

¥.i!i¡TE.«i DE H\% fr'axciim'o. — La Co- 
munidad de regulares observantes de San 
Francisco que existia en esta Ciudad, fue 
extinguida por resolución del Gobierno de 
21 de Diciembre de 1838. La comunidad 
no reunía el número de conventuales nece- 
sario para la existencia del Convento, cir- 
cunstancia en que fué fundada la resolución 
indicada. El Convento, sus oficinas, útiles y 
enseres, fueron declarados bienes públicos. 

La Iglesia del Convento fué destinada pa- 
ra ayuda de parroquia, y ulterionnente fué 
declarada parroquia, cuya jurisdicción com- 
prende todo el espacio de la Ciudad, de la 
linea de la calle de Misiones al Oeste. El 
edificio que ocupaba el Convento , fué desti- 
nado á Universidad, y mas tarde vendido á 
particulares. 

CORRALES DE AB.ISTO. LoS de. - 

tinados para encerrar los animales vacunos 
que se destinan al consumo público. Véase 
Abasto de carnes. 

CORREDOR. — Individuo por cuyo me- 
dio se realizan los contratos mercantiles. 

CORREDOR 1V1ARITI.1IO 6 DE KAVIOflI. - 

El que interviene en los contratos de íleta- 
mento de buques, y otros relativos. 

Los corredores marítimos deben reunir 
las condiciones siguientes: — 1 . ® Ciuda- 
danía en ejercicio: — 2. ^ Veinticinco añes 
cumplidos de edad: — 3. ^ Ser hombres de 
buena opinión y fama, prudentes, secretos, 
hábiles é inteligentes en todo género de co- 
merrio, merraderias, cambios, seguros y 
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llelamenlos: — 4. ^ Haber prestado una 
fianza de ocho mil pesos, ante el Tribunal 
Consular (hoy Juzgado letrado de Comercio) 
5. ^ Acreditar ante el mismo, la posesión 
cuando menos, de un idioma Exlrangero. — 
Entre los que aspiren al titulo de Corredo- 
res marítimos, deben ser preferidos ios que 
posean mayor número de idiomas vivos, 
siempre que reúnan las demás circunstan- 
cias proscriptas. 

Las funciones de los corredores maríti- 
mos son las siguientes: — 1® Intervenir en 
los coiUratos de fletamento de buques para 
que fuesen solicitados: — 2** Servir de intér- 
pretes ante cualquiera Oficina, Tribunales ó 
Autoridades del Estado, á los Extranjeros 
que no poseyendo el idioma Naciorial, re- 
clamen su asistencia: — 3" Traducir los do- 
cumentos que los interesados deban presen- 
tar á cualquiera Oficina ó Tribunal del Es- 
lado, cuando asi se les ordenase: (1) 4. ® 
InteiTcnir en los contratos que espresa el 
art. (). ® Cap. 16 de las Ordenanzas; es 
decir, en los de venia por mayor escoplo los 
granos y otras vituallas y mantenimientos, 
sirviendo con toda legalidad en los ajustes 
que hicieren espresando los precios corrien- 
tes, y haciendo lo mismo en las compras de 
géneros de retorno. 

Les corresponde por comisión: — medio 
por ciento del comprador, y otro medio del 
vendedor, sobre el valor principal de todo 
contrato que se haga por su intermedio, 
é igual comisión por los de seguros y fletes: 
— por dinero á premio á la gruesa ventu- 
ra, un medio por ciento al que lo loma: — 
por el trabajo, ó por el tiempo empleado 
en algún negocio que se les encomendase 



(1) Liíi funrionrs df* los Onrredures mnritiinos on 
fsie punto, no están di uso. Ln8uiilori<lad«-« lúhliías 
6 Jueces i-u i^it ciso, «tnromienthin la l!.*iduríi»n de do- 
cnnieiitus e.*crilos en idiunia e\tri»n.crro, á loa tradiir- 
t(>^e^ f'üiiiico?, ú á nigiin Iruduclor c^pninl, nombra- 
do al efecto. 



á razón de uno y medio pesos por cada 
hora: — en las traducciones, se considera 
una hora por lodo trabajo que tenga menos 
de treinta lineas de pliego común: de treinta 
á sesenta, dos horas; y asi succesívamente. 
Si la traducción escediese de tres fojas, de- 
be abonárselos por cada hora de trabajo un 
peso, anotando al pié de ella, el importe 
que corresponda al tiempo invertido. 

Toda traducción debe ir fírmada por el 
Corredor Iraductor, quien debe certificar es- 
tar hecha bien v fielmente; cuva traducción 
no puede ser admitida, si no perteneciese ai 
idioma, cuya posesión hubiese probado pre- 
viamente el Corredor en los términos es- 
presados antes. Sin embargo, esta disposi- 
ción está, como se ha dicho, en desuso, 
desde que hay Iraductoies públicos. 

Toda aquel que hiciere una traducción 
que resultase inexacta, queda sugelo al pa- 
go de los daños, gastos y perjuicios que de 
ello puedan ocasionai^e a los interesados, y 
a una mulla arbitraria impuesta por el Juz- 
gado de Comercio. 

Los deberes de los Corredores marilimos 
en el ejercicio de sus funciones son : — 1 ^ 
Llevar Ires libros cuyo encabezamiento y fi- 
nal, estén autorizados, y todas sus fojas fo- 
liadas y rubricadas gratis, por dos Jueces 
del Tribunal Consular, cuya atribución debe 
ser hoy del Juzgado de Comercio : 2 ® Ano- 
tar en el primero, los nombres de los Ca- 
pitanes á quienes asistan, con espresion del 
pabellón del buque, su nombre, porte, con- 
signatario, procedencia y destino; asi como 
los flelamentos en que intervengan, con to- 
das las circunstancias que se hubiesen esti- 
pulado: en el segundo, los contratos que 
hubiesen autorizado, con especificación de 
las condiciones de cada negocio, del nombre 
y apellido de los contratantes, la clase de 
efectos, marcas y números que luviesen ; y 
si fueren letras, pagarés ó libranzas, los in- 
dividuos que las giran, plazos que estipulen 
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y demás requisitos que contuvieren dichos 
contratos: en el tercero, los documentos que 
traduzcan, y que copiarán literalmente , si 
alguno de los interesados lo solicitase. Es- 
tos libros deben entregarse en manos del 
Juez de Comercio, si ei Corredor dejase de 
ejercer el cargo, y en caso de fallecimiento, 
lo deben hacer sus albaceas ó succesores : 
3 '^ Pi-estar ante el Juzgado letrado de Co- 
mercio, el juramento de Ordenanza, antes de 
entrar al ejercicio de sus funciones : i *^ 
Guardar circunspección en los negocios que 
se les encarguen, reservando el nombre de 
los contratantes, hasta qué la necesidad exija 
que se manifieste. 

Los libros de los Corredores marítimos 
hacen fé en juicio, en todos los actos en que 
sea necesario referirse a sus asientos. 

No están obligados los. Corredores á ga- 
rantir el cumplimiento de los contratos, en 
que intermedien, ni son en ninguna manera 
responsables de él. 

No pueden hacer operación alguna de co- 
mercio por su cuenta, ni llevar el mas mí- 
nimo interés directo ni indirecto, en su nom- 
bre ó el de otro, en negocio alguno, no pu- 
diendo en consecuencia, tener libros ó caja 
de Comercio, ni entrar en sociedad mercan- 
til. Tampoco pueden hacer transacción algu- 
na por cuenta de persona fallida y concur- 
sada. Cualquier Corredor que quebrase, de- 
be ser perseguido y penado con arreglo á 
las Ordenafazas. 

Toda contravención a las disposiciones 
preinsertas, debe ser castigada con destitu- 
ción, ó con una mulla arbitraria, según la 
naturaleza del hecho. El no pago de la mul- 
la durante dos meses, implica destitución 
del cargo, sin perjuicio de llevarse á efecto 
el cobro de aquella (1). 



(I) ne»lainen(o dktailn por el Tribunal de Consula- 
do v\ 8 (íc Ai!o&t(i (Je I83S. 9 nproltndo for decrelo 
"ául Gdffierno dr I - d» ScpUi-mbre del fiiUino aiío. 



El intérprete del Gobierno en la Capita- 
nía del Puerto, ó Comandancia de marina, 
goza de algunas de las facultades conferidas 
á los Corredores marilimos. — Véase Intér- 
prete. 

CORRKDOK DE PL.%Z.% Ó TERBBSnB. 

— El que interviene en los contratos entre 
comerciantes, sobre negocios mercantiles. 

Los Corredores de plaza deben reunir las 
condiciones siguientes: 1 ® Ser hombres 
!.onrados, do buena opinión y fama, pruden- 
tes, secretos, hábiles é inteligentes, en todo 
genero de comercio, mercaderías ó cambios: 
2 ® Cumplir bien y fielmente las obligacio- 
nes del cargo. 

Sus funciones son las siguientes: i ^ 
Proponer con prudencia las negociaciones 
que se les encarguen, sin manifestar d 
nombre de los interesados, hasta que la ne- 
cesidad lo demande : 2 "^ Cuando efectúen 
algún negocio de letras, llevarlas del libra- 
dor al tomador, y cuando lo hicieren de 
mercaderías, hallarse presentes (si lo pidie- 
sen los interesados) á la entrega de ellas, 
peso y medida : 3 "^ Llevar ademas de los 
libros ó cuadernos de apuntes, un libro cu- 
yo encabezamiento y final , esté autorizado 
por dos miembros del Tribunal Consular, 
(hoy Juzgado letrado de Comercio) cuyas fo- 
jas foliadas, deben ser rubricadas j/ra^w por 
el mismo : i ® Asentar en dicho libro, día 
por día, por orden de data y anterioridad, 
sin ínterrenglonar ni trasponer, sin notas 
marginales, abreviaciones ni cifras, todas las 
operaciones hechas en virtnd de su oficio, 
con especificación de las condiciones de ca- 
da negocio, del nombre y apellido de los 
contratantes, la clase de efectos, encage, 
vareo ó peso, con las marcas y números que 
tuvieren. Si fueren letras, pagarés ó libran- 
zas, los individuos que las giran, plazos es- 
tipulados, y demás requisitos del caso : 5 ® 
Presentar dicho libro á cualquiera autoridad 
que lo ordene. 
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Los Corredores, antes de entrar á ejercer 
el cargo deben prestar juramento de desem- 
peñarlo debidamente, con arreglo á las Or- 
denanzas. Su nombramiento corresponde al 
Juzgado de Comercio: — sin embai'go, estos 
nombramientos se han hecho en la práctica, 
por el Gobierno. 

Los libros de asientos de los Corredo- 
res de plaza, hacen fé en juicio. Cuando 
tuvieren que corregir ó enmendar algún 
asiento 'después de estampado en el libro, por 
alguna ocurrencia supcrvimiente, lo harán 
en la forma prevenida en el articulo 3. ^ 
de los adicionales á la Ordenanza, es decir 
con noticia del que en ello tenga interés, y 
en su ausencia, con la del Consulado, cuyas 
' funciones ejerce el Juzgado letrado de Co- 
mercio. 

Todo Corredor que deje de ejercer el 
cai^o, debe entregar á dicho Juzgado sus 
libros, y si falleciese, deben hacerlo sus 
herederos, ó albaceas. 

Los Corredoras no tienen responsabilidad 
alguna en cuanto a la ejecución de los con- 
tratos que se hagan por su intermedio. 

No pueden hacer por su cuenta operación 
algima mercantil, ni llevar interés directo 
6 indirecto, en su nombre, ó de otro alguno 
en ningún negocio. Tampoco pueden inter- 
venir en contrato alguno por cuenta de per- 
sona fallida ó concursada, sin previa habili- 
tación de esta; ni admitir género alguno para 
negociarlo, sin conocimiento exacto de su 
dueño, especialmente siendo alhajas de oro, 
plata, ó piedras preciosas. 

Toda contravención a estas disposiciones, 
debe ser penada, con destitución ó mnlta 
pecuniaria á arbitrio del Juez, según la 
gravedad del hecho, sin perjuicio del derecho 
de los damnificados, para reclamar la cor- 
respondiente indemnización de daños y per- 
juicios. El Corredor que fuese destituido, 
no puede ser rehabilitado nunca. 

Todo Corredor de plaza debe prestar pre- 



viamente al ejercicio de sus funciones, fian- 
za á satis&ccion, por valor de ocho mil pe- 
sos. El fiador, que también debe dar, cu- 
brirá la multa que en su caso se impusiese 
al Corredor, cuando este no la enterase, 
quedando, mientia% no se haga efectivo 
ci pago de ella por uno ó por otro, suspen- 
dido el Corredor en el ejercicio del car^o. 
Si pasados dos meses, no se hubiese veri- 
ficado dicho pago, quedará en el hecho 
vacante el empleo, sin perjucio de perseguir- 
se el cobro de la multa. 

Los corredores de plaza deben cobrar por 
comisión, un medio por ciento de parte del 
comprador y otro medio de la del vendedor, 
sobre el valor principal de los contratos que 
se hagan por su intermedio: — por la venta 
de letras ó descuentos, joyas, pedrería, te- 
jos de oro 6 de plata, chafalonías ó pinas, 
cobrarán un cuarto por ciento al vendedor y 
otro al comprador (1). 

coaftEDOR i:vTRrso. — El que inter- 
viene en contratos de comercio sin estar pa- 
tentado. 

Por resolución del Tribunal de Consulado 
de 23 de Octubre de 1830, fué prohibido 
á los corredores intrusos, contratar, comprar 
ni vender para otros cosa alguna, en clase 
de ó con titulo de Corredores, bajo la pena 
de perdimiento de las mercaderías ó efectos 
que seles encontrasen, y de la mulla que 
arbitrariamente se les impusiese, según la 
gravedad del negocio; disponienao al mismo 
tiempo, que en las diferencias que se susci- 
tasen, sobre contratos hechos ante Concedo- 
res intrusos, no serían oidos en juicio los 
comerciantes contratantes. 

Sin embargo de esta resolución, los co- 
merciantes, en uso del derecho de encargar 



(1) Reglamento pora et reKimende los Corredores 
de pla^a, expfMiido por el Tiibonal Cousuhr, el G de 
Ffbrcro de I8S0, y aprobado por decreto del Gobierno 
de 19 del m 6bio me» > año. 
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sus asuntos a quien los convengs^ coninisio- 
nan inuchas veces á Corredores intrusos, 
ejerciendo estos, en tales casos, las funcio- 
nes do un simple mandatorio. Asi pues, los 
contratos hechos por el intermedio de Cor- 
redores intrusos, no ofrecen para los contra- 
tantes, las garantías que los hechos por el 
intermedio de Corredores de número, en 
razón, de que el Corredor intruso no está 
obligado á llevar libros y asientos, y aun 
cuando los llevase, no harían fé en juicio 
ni producirían los efectos legales que los li- 
bros y asientos de los Corredores de número. 

coRBEo. — La oficina encargada de la 
administración y servicio de la corresponden- 
cia pública y privada. 

Es prohibida la conducción de correspon- 
dencia por parliculares, tanto en cuanto á 
la del interior de la República como á la 
del Extrangero. — Los que condujesen cartas 
particulares sin el sello postal correspon- 
diente, incurren en una mulla de diez pesos 
fuertes por cada carta. En la misma pena 
incurren los individuos ó mayorales de dili- 
gencias, que transiten por el interior de la 
República, Tos cuales deben entregar a las 
oficinas del ramo, toe a la correspondencia 
que conduzcan. 

Los ayudantes de Puerto, al tiempo de 
practicar la visita de los buques que lleguen 
á el, deben exigir del Capitán, los pasageros 
y demás individuos que se hallen abordo, la 
correspondencia que traigan, bajo apercibi- 
miento de la pena que queda indicada (1). 

Las Administraciones de Correos, no 
pueden dar dirección a ninguna carta, sin 
que haya precedido el franqueo, por medio 
del sello postal que corresponda. 

El valor de los sellos postales, es el si- 
guiente: Para el interior: — caita sencilla, 
60 centesimos; doble, 80 centesimos: — tri- 
ple, 100 centesimos. 



Para el exleríor: carta sencilla ciento vein- 
te centesimos: doble, 1 80 centesimos: — tri- 
ple, 240 centesimos. 

El franqueo de las cartas se verifica, po- 
niéndoles en un ángulo del sobre, el sello 
postal correspondiente, el cual debe ser inu- 
tilizado por la Administración, por medio de 
una marca especial, para que no vuelva á 
servir. 

Es carta sencilla, la de cuatro adarmes, 
ó un pliego de papel fino de cartas : doble 
la de ocho adarmes, ó dos pliegos del mismo 
papel: triple la de doce adarmes, ó tres 
pliegos, ó una onza. Las de una onza deben 
pagar, para el interior, 120 centesimos, y 
para el exterior 3 reales corrientes. 

La venta de los sellos postales, se hace 
en las Administraciones, y en los demás 
puntos que la de la Capital designe. Toda 
carta que se eche al buzón del Correo, sin 
el sello postal que le corresponda, queda de- 
tenida, avisándose por los diai'ios, para que 
el dueño la haga franquQíir ó la recoja pre- 
via constancia de ser suva. 

El que hiciese uso de un sello postal de 
franqueo que hubieseja servido á otra carta, 
incurre, por la primera vez en una multa, y 
lo mismo en caso de reincidencia, con arre- 
glo á la mayor gravedad del hecho. El que 
resistiere pagar la multa, será puesto á dis- 
posición del Juzgado del Crimen. 

Los falsificadores de sellos postales, y sus 
cómplices, quedan sugetos á las penas de la 
ley. 

Los Gefes Politices y demás Autoridades 
deben prestar á los Administradores de Cor- 
reos, el auxilio que les fuese requerido para 
la ejecución de estas disposiciones (1). 

Los que pidan alguna carta á la Admi- 
nistración de Correos , cuyo rótulo se halle 
inscripto en las listas respectivas; deben jus- 
tificar la identidad de la persona, en la for- 



(I) Decreto de 24 de Julio de IS;>K. 



:i) ncorclo de n de Junio de IS59. 
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ma siguiente : Los Ciudadanos con la pape- 
leta de enrolamiento en los Cuerpos de la 
Guardia Nacional ; y los Extranjeros con la 
papeleta de su respectiva Nacionalidad; ó 
con su pasaporte. 

Estos medios de justificación pueden sin 
embargo, ofrecer dificultades puesto que hay 
ciudadanos esceptuados de la Guardia Na- 
cional que pueden ser desconocidos para la 
Administración, y pueden presentarse también 
Extrangeros no matriculados en el Consu- 
lado respectivo, que sean del mismo modo 
desconocidos para la Administración: — en 
iguales ciscunstancias se hallan las mujeres. 
En tales casos, es de presumir que la Ad- 
ministración adopte medios suplentaríos de 
justificación, puesto que no están previstos 
pai*a los que quedan citados. 

Las comunicaciones de. la Magistratura 
judicial son libres de porte, para cuyo efecto 
deben ir selladas con el sello respectivo. Los 
oficios que versen sobre litigios, ó asuntos 
particulares, están sugetos á los derechos 
establecidos, debiendo en consecuencia, lle- 
var los sellos postales correspondientes (1). 

La Administración de Correos, está au- 
torizada para establecer sucursales, en la 
calle del 18 de Julio, en la Aguada, el Cordón 
y Villa de la Union. Estas sucursales deben 
tener un buzón para recibir la correspon- 
dencia y entregar las cartas dirigidas á las 
personas domiciliadas en sus respectivas ju- 
risdicciones (2). 

Los abonados reciben la correspondencia 
en su domicilio, bajo las reglas y prescrip- 
ciones establecidas. — ^Véase Carteros. 

COBRESPOKDEIVCIA EPISTOLAR. 

Los papeles particulares de los Ciudadanos 
lo mismo que sus correspondencias privadas 
son inviolables, y nunca podrá hacerse su 



(ll Drrclo df M (le Ju: i<> Av IR59. 
C.^' Ya mismo dcrnlo. 



registro, examen á interceptación, fuera de 
aquellos casos en que la ley espresamente lo 
prescriba (1). — Véase Allanamiento. 

COSTA8. —Los gastos ocasionados en el 
juicio, de cualquiera naturaleza que sea. 

La regulación de las costas que se causaren 
en los juicios, incumbe al tasador general 
de costas. 

Está mandado que los Jueces, Asesores, 
Escribanos y demás oficiales, no lleven, ni 
permitan llevar derechos algunos en los jui- 
cios ejecutivos, hasta que la causa esté sen- 
tenciada, hecha la tasación de costas, y puesta 
la cantidad en el mandamiento de pago, pa- 
ra que se cobre en el principal y décima, 
bajo las penas de derecho (2). 

En los pleitos ordinarios que pasen á 
Asesores con autos firmados, para seguir su 
substanciación, solo optan aquellos al hono- 
rario, cuando los autos estén en estado de 
sentencia definitiva, ó interloculoria con 
fuerza de tal; en cuyo caso pueden pedir, 
y debe abonárseles, el respectivo al punto 
que se ventila, previa regulación hecha por 
un regulador especial, abogado de la matri- 
cula, á elección del Juez de la causa en ca- 
da caso. Cuando los asesores fueren recusa- 
dos, se les ha de satisfacer el honorario que 
hubieren devengado (3). La misma regla se 
sigue en la práctica cuando ha habido va- 
rios asesores en la causa, y los primeros de- 
jaron de continuar en el cargo por causas 
agenas de su voluntad. 

En los expedientes en que haya habido 
regulación de costas, los Escribanos deben 
agregar las planillas en la foja que con-es- 
ponda, sin que puedan por motivo alguno 



(1) Art. UO de la Constitución. 

(2) Acuerdo drl Sup(>rlor Tribunal de Jiutfcia do 
1 ^ de Ki'hrerü de 1823, y arl. 36 de l« y de O de Ma- 
vo de 1856. 

(3) Acuerdo drl Sup^iior Tiihunal d- Jutliria de i * 
iW FclTiro dr 1822. 
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des^losai*sc, hayan ó no sido satisfechas por 
las partes, lo que deben anotar el pie de la 
planilla. 

Guando alguna de las partes evadiese ó 
resistid e el pago de las costas, y fuese ne- 
cesario perseguirla, se sacará copia autoriza- 
da de la planilla, a costa de la parte moro- 
sa, y con ella se hará la ejecución por cuer- 
da separada, agregándose á su tiempo á 
los autos, con las anotaciones corres- 
pondientes. Los Escribanos deben anotar al 
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pié de cada planilla de costas, el dia y hora 
en que cada una de las partes satisfaciese las 
que le correspondan, cuya distribución deben 
practicar aquellos, dentro de las primeras 
veinticuatro horas (1). 

En las diligenciíis sobre cobro de dere- 
chos fiscales, por herencias, legados, fidei- 
comisos y donaciones mortis catisa^ no se 
devengan costas (2). 

Tampoco se devengan en los expedientes 
sobre naturalización (3). 



CWL. 



niroTECARios. — Véase 
Contraios de Aduana» 

rRiinR^K». — Está mandado por acuerdo 
del Tribunal Superior de Justicia de 13 de 



Noviembre de 1833, que el Juzgado del 
Crimen pase noticia á aquel, de todos los 
delitos graves que se cometan, y de que 
lenga conocimiento. 
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ctJARG!VTfl<::vii. — El espacio de tiempo 
que están en incomunicación los buques y 
personas procedentes de lugares infectos. 

Guando el médico de sanidad, en vista 
de la patente del buque, y reconocimiento 
de las personas de su tripulación y pasage- 
ros, tenga motivos para sospechar que la 
embarcación llegada, pueda traer alguna en- 
fermedad * contagiosa, debe prevenirlo al 
Ayudante de la Gapitania del Puerto para 
que ordene la cuarentena, haga entregar y 
purificar los pliegos y cartas que '^traiga el 
buque, ponga abordo un Guarda Sanitario 
y mande colocar una bandera amarilla en el 
tope del palo de proa, en señal de prohibi- 
ción de comunicarse con la tierra, y demás 
buques surtos en el Puerto. Esta bandera 
se sostituirá de noche, con un farol izado en 
el mismo palo. — Véase Visita Sanitaria. 

Las obligaciones del Guarda Sanitario, 
son vigilar sobre la rigorosa observancia de 



la cuarentena, y comunicar ala Junta de Sa- 
nidad las ocurrencias que hubiese abordo, 
con arreglo á las prescripciones sobre la 
materia. — Véase Guarda Sanitario — Jun- 
ta (le Sanidad. 

Son considerados Payses insalubres aque- 
llos en que reine habitual ó accidentahnente 
alguna de las enfermedades llamadas pesti- 
lenciales como la peste llamada fiebre ama- 
rilla, el cólera morbo Asiático, 6 el tifo, 
6 aquellos en que se sospeche la existencia 
de dichas enfermedades, ó la conservación 
aun de sus gérmenes, en los que las hubie- 
sen tenido. 

Los buques que procedan de tales paises, 
ó los que hayan tenido durante la navegación, 
comunicación 6 novedades de naturaleza 



(t) Ai^ufírdo d«'l Superior Tribunal de Jobtitia de la 
de Sepi iembre de 1 85 1 . 

(2) Uy de 4 de MhH de I8&7. 
{:{) Ley d<» 4 de Jiinl» do <H&.V 
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rapaces de alterar su esladu sanitario, 
serán admitidos á libre plática. 

Son considerados en dos categorías: — En 
la primera, son comprendidos los que trai- 
llan patente sospechosa] es decir, la que 
declara la aparición de una enfermedad que 
se sospecha pestilencial en el parage de la 
procedencia del buque; asi como aquellas 
embarcaciones de cuyo buen estado sanita- 
rio, pueda dudarse, por haber comunicado 
con personas ó cosas procedentes de Paiscs 
infestados. — En la segunda son comprendi- 
dos los buques que Iraen patente sucia y 
los que hubiesen tenido durante la navega- 
ción una enfermedad pestilencial, ó comu- 
nicado con personas, lugares ó cosas, que 
hubieran podido trasmitirles tales enferme- 
dades. 

Los buques comprendidos en la primera 
clase, quedan sugetos á una cuarentena de 
observación, de tres á doce dias de duración 
según convenga á juicio de la Junta de Sa- 
nidad. Los comprendidos en la segunda, 
deben sufrir una cuarentena de doce á veinte 
dias. — Las cuarentenas á que están sugetas 
las embarcaciones, por haber comunicado 
con otras sospechosas, no tendrán lugar 
cuando se pruebe que esa comunicación fué 
solamente de palabra, sin haber habido con- 
tacto de personas ó cosas. 

Si durante la cuarentena de un buque, ó 
durante su viage, hubiese muerto alguna per- 
sona abordo, la Junta de Sanidad debe pro- 
longar la cuarentena según lo juzgue conve- 
niente, cuya prolongación en ningún caso 
puede bí^ar de cinco dias. — Debe adoptar 
medidas semejantes, cuando ocurriesen no- 
vedades que no se hubiesen tenido presen- 
tes al tiempo de establecerla. 

La cuarentena de observación puede te- 
ner lugar en cualquier puerto habilitado del 
Estado: — la cuarentena rigor(fea, deberá ha- 
cerse precisamente en el de Montevideo. 

Los buques en cuarentena deben fondear 



fuera del Puerto, y tener una lancha á popa 
para recibir díai'iamenle los víveres y auxi- 
lios que necesiten. El buque que durante 
su cuarentena comunicase con otro que esté 
sugoto á una cuarentena mas rigorosa, que- 
da sugeto á la impuesta á este. 

El médico de Sanidad debe visitar dia- 
riamente las embarcaciones incomunicadas 
pasando al Presidente de la Junta paite 
del resultado de la visita. 

Los buques que arriben á los Pueilos del 
Estado con colonos, deben sufrir una cua- 
rentena de observación, siempre que aque- 
llos presenten alguna enfermedad cutánea 
contagiosa, como la sarna, la viruela, la es- 
carlatina, y otras semejantes; ó siempre que 
su número esceda de tjes personas por ca- 
da dos toneladas de porte del buque. — Los 
colonos en tales casos, d'^ben ser traslada- 
dos al lazareto. 

Concluido el término de la cuarentena 
de un buque, debe practicarse nueva visita 
por el médico de Sanidad, y no resultando de 
esta inspección ni del infonne del Guarda 
Sanitario, justos motivos para continuarla, 
quedará deíinitivamente alzada (1). Véase 
Lazareto. 

CUCARDA :%'Acio\AL. — Lacucarda Na- 
cional es azul celeste (!2) y constituye el dis- 
tintivo de los empleados públicos los cuales 
deben llevarla en cL sombrero del lado iz- 
quierdo con sugecion á disposiciones vigen- 
tes. 

cui»po co:\'fe^CLAR. — El cuerpo Con- 
sular de la República, se divide en Cónsu- 
les Generales, Cónsules y Vice Cónsules, cu- 
yas atribuciones se hallan designadas en el 
Reglamento respectivo. — Véase Cónsules. 

DIPLOMÁTICO. — El Cuerpo 



(I) RcKlain^nto de PoI.cíh Sai itarln de ? da Jui^ 
de 1838.— ti uio8® 



(i>) Lev a«' 20 úe VfU i lubw de I82S. 
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Diplomático de la República se compone de 
las clases siguientes: — 1® Ministro acredita- 
do cerca de la persona del Monarca, ó Go- 
bienio Superior de la Nación en donde de- 
ba residir: — 2® Agente aoieditado cerca del 
Ministro de Negocios Exlrangeros. 

El Ministro cerca de una Nación que dis- 
frute honores Reales, goza la dotación de 
ocho mil pesos al año: — el Agente la de 
cuatro mil pesos. El Ministro cerca de una 
Nación que no goce honores Reales, tiene 
seis mil pesos al año: — el Agente, tres mil 
pesos. Unos y otros deben recibir de una vez 
para gastos de viático y establecimiento, una 
suma igual á un año de dotación. 

Los Enviados ad hoc tendrán dentro del 
inaximun y minimun de las cantidadas 
acordadas para el primer año, aquella que 
el Gobierno crea necesaria al mejor desem- 
peño de la Comisión. 

Los cambios en e;>ta clase de pagos, son 
de cuenta del Tesoro Nacional. La opción al 
sueldo, termina a los ocho dias después del 
regreso del Agente Diplomático, concluida la 
misión . 

Cualquiera Agente Diplomático puede ser 
acreditado cerca de uno ó mas Gobiernos, 
sin que eso altere la dotación establecida, á 
menos que mediasen gastos extraordinarios 
tales como atender á funciones ó negocios 
que no sean de las atribuciones ordinarias 
de la Legación. 

Las Legaciones de la República pueden 
tener para su despacho, Secretarios prime- 
ros, Secretarios segundos y Oficiales de Le- 
gación de !■ y 2* clase, según sus cate- 
gorías respectivas. Los Secretarios primeros 
tienen 2,400 pesos anuales de dotación: — 
los Secretarios segundos 1,800: — los Ofi- 
ciales de Legación de 1* clase 1,200, y 
los d^ 2* — 600. Cuando haya oficiales de 
Legación ó meritorios en quienes proveer la 
plaza de Secretario, no podrá conferirse 



aquel empleo á quien no haya pasado por 
la escala correspondiente. 

Los Ministros y demás empleados del 
Cuerpo Diplomático, cuando no estuviesen en 
ejercicio de sus funciones, gozan la tercera 
parte del sueldo señalado; y tienen derecho 
á la jubilación, retiro y montepío, conforme 
á la ley para los demás empleados civiléis do 
la República. 

El uniforme del Cuerpo Diplomático 
de la República, es el siguiente: 

El Ministro Plenipotenciario, bordado de 
oro, con cuatro dedos de ancho al rededor 
de la casaca, en el pecho, cuello, bocaman- 
gas, carteras, espalda y faldones. 

El Ministro Residente, en el pecho, cue- 
llo, bocamangas y espalda. 

El Encargado de Negocios, en el cuello, 
bocamangas y carteras. 

El Secretario 1®, bordado de tres dedos, 
en el cuello bocamangas y carteras. 

El segundo, de igual dimensión, en el 
cuello y bocamangas. 

Los oficiales de Legación: — 1* clase, 
bordado de dos dedos, en el cuello y boca- 
mangas: los de 2* clase, de un dejdo. 

El centro, y demás del unifcrme, debe 
ser conforme al uso del Pais en que resi- 
dan (i). 

Las disposiciones que quedan insertas, 
son en algunas de sus partes, de atribución 
del Cuei'po Legislativo, al cual debió darse 
cuenta de ellas, según el preámbulo del De- 
creto que las contiene. No existe, sin em- 
bargo, una disposición Legislativa que las 
haya sancionado, y pueden considerarse no 
susbsistentes, en todo lo que es de las atri- 
buciones de la Legislatura. 

CITEBPO LEGISLATIVO. UUO dc loS 

tres Altos Poderes de la Nación, que esta- 
tuye la Constitución del Estado. Lo forman 

' ■ ' < .1. 

(I) D.ir. lo dc iO de Noviembre de IS46. 
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las dos Cámaras de Uepresentanles y Se- 
nadores. — Véase Asamblea general. 

cuKRPo .iiu?viciPAL. — El cccargado 
en laCapilal del servicio de Poücia. El Cuerpo 
municipal se halla regímenlado militarmea- 
le: — es mandado por un j^^fe militar bajo 
la dependencia del Gefc Político y de Poli- 
cía, y se compone de los Comisarios, los 
snb-Comisarios, que dependen inmediata- 
niente de aquellos, y los celadores en el 
número necesario para llenar las exigencias 
del servicio en sus respectivas secciones, 

€u»:Rro DR i^vAMiMis. — El conjun- 
to de los oficiales de la Uepública que han 
qnedado inválidos en el scrviciode la Nación. 

Pcrlonecén á esle cuerpo lodos los indi- 
viduos de la clase militar, que en senicio de 
guerra hubiesen quedado inútiles para el de 
las armas. 

El cuerpo de inválidos esta mandado re- 
gimentar militarmenle: — debe tener un ge- 
fe del mismo ramo, bajo cuva autoridad ee- 



ten lodos los individuos pertenocienles a éL 
Incumbe á esle gefe, organizar el cuerpo, 
formando una compañia de todas las plazas 
de tropa, con la dotación competente de 
oficiales, la cual á^*^> prestar, en su caso, el 
servicio á que sea llamada por la AutoriÁd. 

Los ofíciales que no tuviesen destino en 
la compañia, dependen sin embargo, del 
cuerpo, y están sugctos á las órdenes de! 
Gefe para prestar los servicios que se les 
señalen. El día 15 de rada mes, deben ser 
presentadas al Gefe del detall, las listas de 
revista del cuerpo de inválidos, el cual debe 
darles la dirección conveniente, y recibir y 
transmitir al cuerpo las órdenes del Gobier- 
no (1). 

Sin embargo de estas disposiciones el 
Cuerpo de inválidos no tiene organización al- 
guna militar, y ellas están inobservadas en 
la práctica. 

ci'LTO. — Véase Rclujion. 

ciicnunmK. — Véase Fabrican. 



DE* 



DEFE\SOK DR MKT^'OREÍ». — El funCÍO- 

nario encargado de defender en juicio los 
derechos é intereses de los menores y de 
vigilar la conducta de si¡s guardadores. 

Las funciones del Defensor de menores 
duran un año. Son nombra los con dos su- 
plentes por votación directa del pueblo, al 
mismo tiempo que los Alcaldes Ordinarios 
el dia 1^ de Enero de cada año. — Véase 
Elecciones de Defensores de menores 

En cada Pueblo cabeza de Departamento, 
ó en los demás donde por su población ha- 
ya un Alcalde Ordinario, debe elegirse un 
Defensor de menores, cuvas atribuciones se 
extienden también á la defensa de pobres 
y comprendia del mismo modo la de escla 
vos, cuando existían entre nosotros (1). 

* '< • llli.itl H lili II ■ i,»»^i— — — ^^-^^^ 

(i> U«cMo de 6 de Dieiembrc de \%Z1. 



Los servicios de los Defensores de meno- 
res son gratuitos: — importan una carga 
obligatoria, pero honrosa y humanitaria; — 
es por esto, tanto, mas forzoso el deber de ad- 
mitir el cargo, cuando no medien causas 
justificadas que obelan á ello. 

Para ser electo Defensor de menores, se 
requiere: — 1** Ser vecino del lugar. — 2^ 
Haber residido en el Estado, un año al n.e- 
nos sin interrupción, antes del nombramien- 
to. [% 

Los Defensores desempeñan las funcio- 
nes de su cargo en las causas que se si- 
gan ante los Alcaldes Ordinarios, los cuales 
deben darles audiencia en todos los juicios 



(I) Decreto de i.S de Abril di; 1830. 
(?) Ley de 32 deSo^üenibre de 1S2ft. 
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en que se vei*sen intereses de menores 6 de 
pobres, huérfanos ó desvalidos. — En los 
asuntos pertenecientes ¿la jurisdicción de los 
Jtreces de Paz, en que medien inieroses de 
menores y demás individuos que no tienen 
representación en juicio, deben pasar aque- 
llos testimonio al Alcalde Ordinario respec- 
tivo, para que el Defensor de menores ten- 
ga en ello ia compotcñle audiencia (i). 

Coíínpete también al Ministerio de mc- 
fiores deducir las acciones que se dirigen al 
nombramiento de tutores y Curadores, remo- 
ción de los que fuesen sospechosos, y cui- 
dar en cualquiera otro sentido, de que los 
huérfanos desvalidos, gocen de la protección 
que las leyes les confieren. Deben cuidar 
del mismo modo de que, según sus clases 
y condiciones, sean puestos en aprendizage 
de algún oficio, por medio de contratos, ju- 
dicialmente autorizados (2). 

Así pues, los Defensores de menores, 
ejercen en todos sus actos, una verdadera 
autoridad paternal, protectora de aquellos, 
y encargada de hacer ejecutar las disposi- 
ciones que les favorecen y amparan. 

La defensa y poteccion de los menores 
en los juicios dé la jurisdicción del Juzgado 
de lo civil, estaba cometida al Agente Fis- 
cal del Crimen; pero, este empleo fué su- 
primido, por el art. 10 de la ley de 6 de 
1857, y ulteriormente se cometió el desem- 
peño de las funciones de Defensor general 
de menores que aquel investía, al Fiscal del 
Estado en los asuntos civiles v criminales 
del fuero común (3). 

nÁM.. — El letrado nombrado por el Supe- 
rior Tribunal de' Justicia, para defender en 
juicio á los acusados que no tengan defensor 
nombrado por ellos. 



(1) Art. < ® de la Uy de 24 de Oclulírc 4e ÍRVíí. 

(2) Art. 45 y 4G de la ley dn 9 de Mavo de 1850. 
(Z) Ái\. 7 ^ de In ley de 1 <=> de Ahnlde 1859. 
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Después de formalizado el sumario en las 
causas criminales, se requiere al acusado, 
hasta por leixcra vez, jjara que nombre un 
abogado que le palrorine, poniéndose por el 
actuario, constancia en autos de estas dili- 
gencias: — si el acusado no hiciese uso de 
esta facullad, sea por falta de medios para 
cubrir los honorarios de aquel, ó por cual- 
quiera otra causa, el Juez procede a nom- 
braric Defensor de oficio (1). Comunmente 
el preso manifiesta su intención luego de 
hacérsele la primera notificación ó requeri- 
miento, y en ese caso, se provee lo que cor- 
responda omitiéndose la segunda y terrcerá 
notificación. 

Para los casos en que sea necesario nom- 
brar Defensor de oficio á los criminales, el 
Tribunal Superior de Justicia designa anual- 
mente cuatro abogados de la matricula, á 
quienes incumbe el desempeño del cargo, 
y de los cuales debe hacer el Juez los nom- 
bramientos en los casos ocurrentes. Las 
funciones de estos abogados duran un año: 
sus servicios son gratuitos y obligatorios, 
como una carga de la profesión, á menos 
que medien motivos legales de escusacion, 
los cuales deben en tal caso esponerse aí 
Tribunal, para tist resolución que correspon- 
da. 

Antes del acto de la confesión, él Defen-: 
sor nombrado debe instruirse del sumario, 
lo que tiene lugar en el miismb dia y en el 
Juzgado, precediéndose inmediatamente des- 
pués á h confesión. — Véase Jtucia crimi- 
nal. 

MHÚMAmBA. — El escrito que se presenta- 
ai Juez competente instaurando una acción 
6 pleito. 

Toda demanda debe ser acompañada del 
testimonio de acta del juicio de conciliación, 
no pudiendo darse curso en ningún Tribunal 
á pleito alguno cuando no se haya llenado j 

(I) Art. 3t di! la ley de 10 de Agosto de 1829. 
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acreditado esa formalidad. — Cuando el plei- 
to sea de aquellos en que debe conocer el 
Juez de Paz, este, debe invitar antes a las 
parles, á una conciliación, proponiéndoles los 
madios de un arreglo amigable, como acto 
previo al establecimiento de la demanda: si 
no lograse avenirlas, entra á desempeñar las 
funciones de Juez. 

En las causas criminales y en los juicios 
extraordinarios no tiene lugar el juicio pre- 
vio de conciliación. — Véase Juicio de con- 
ciliación. 

Debe tenerse presente el Juez ante quien 
ha de ponerse la demanda, según la canti- 
dad qu3 se litigue. — Véase Jurisdicción. 

Por lo demás, instaurada la demanda, se 
observan las formas del procedimiento esta- 
blecidas para el juicio según su naturaleza. — 
Véase Juicio ^— Administración de Jus- 
ticia. 

DEIIIKVTE9. — Sin perjuicio de la Re- 
partición de dementes de ambos sexos que 
existe en el Hospital de Caridad, está man- 
dado el establecimiento de una casa de de* 
mentes que tenga la capacidad suficiente pa- 
ra contenerlos de ambos sexos. 

La Administración de este establecimien- 
to debe estar á cargo de una Comisión es- 
pecial de la Junta E. Administrativa, la cual 
debe ponerse de acuerdo con la Sociedad de 
BeneGcencia de Señoras, para reunir en un 
mismo tocal, y con la conveniente indepen- 
dencia el asilo de huérfanos (1). — Véase 
Huérfanos — Hospital de Caridad. 

DCNTisTASk — Véase Junta de Hitjiene 
pública. 

nKKwmcvk DB CAMPOS. — ^La manifes- 
tación que se hace de algún terreno baldio 
de propiedad pública, para obtenerlo en pro- 
piedad ó en enfíteusis. 



(I) Acuerdo de la Junta E. Administrativa dt 18 de 
Octubre de 1850. 



En las denuncias de campos, el preten- 
diente debe iniciar y seguir el respectivo ex- 
pediente de justificación, ante el Juzgado de 
Hacienda, — instaurada la denuncia, debe 
este pasar inmediatamente el expediente á la 
Comisión Topográfica, para que la asiente 
en sus registros, dejando constancia de los 
términos de ella, área calculada del terreno 
denunciado, dia en que se introdujo la de- 
nuncia, y nombre del denunciante; y para 
que informe sobre si está ó nó denunciado 
el terreno, según los datos de sus regis- 
tros (l).-^éase Comisión Topográfica. 

Todo denunciante de tierras públicas, está 
obligado á manifestar, al tiempo de hacer 
su petición, si el terreno que pide está va- 
luto, ó poseído por él mismo ó por un ter- 
cero, sin cuyo requisito no seii admitida 
la denuncia. Debe justificar también, con 
citación de los colindantes del campo denun- 
ciado, la calidad que queda indicada, de po- 
seedor, ó de estar voluto el campo que so- 
licita, cuya condición tiene lugar al tiempo 
de practicarse la mensura (2). 

Por resolución posterior del Tribunal 
Superior de Justicia, está mandado que si 
al precederse a la mensura, resultase hallar- 
se el campo denunciado, poseido por un 
tercero, debe suspenderse la mensura, no 
innovando la posesión adquirida, hasta tan- 
to que hayan sido resueltos los derechos 
respectivos, por sentencia que cause ejecu- 
toria (3). 

El denunciante que en término de ocho 
meses, contados desde el dia en que hubie- 
se hecho la denuncia, no presentase conclui- 
das las diligencias necesarias para que se le 
expida el titulo respectivo, pierde el derecho 
que hubiese adquirido, y puede admitirse la 



(I) Decreto de i® de Febrero de 1831. 

(1) Decreto de )7 Jnnlode 1885. 

(2) Acnerdo de II de Octubre de 1859. 
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denuncia del mismo campo á cualquiera 
otro (1). 

Concluida la tramitación de todo expediente 
sobre denuncia de campos, y hecha la men- 
sura sin oposición de tercero, el expediente 
pasa al Gobierno para sus ulteríoridades. — 
Véase Mensura. 

No son denunciables por un tercero, las 
sobras de campos dentro de los limites natu- 
rales, ciertos ó conocidos bajo los cuales hu- 
biese sido hecha otra donación, ó admitida 
otra denuncia: — ^tampoco lo son los terrenos 
comprendidos dentro de las divisas ó marcos 
señalados en la mensura que se hubiese he- 
cho previamente á la donación ó denun- 
cia. Para la ejecución de estas disposiciones 
siempre que al precederse á la mensura de 
un terreno denunciado, resultase ser sobras 
de los comprendidos en la de aquel, se sus- 
penderá la operación, dando cuenta, para 
que en juicio contradictorio, se ventilen los 
derechos respectivos. Lo mismo se practi- 
cará cuando resulte estar poseído el campo 
por un tercero. 

Si la mensura se hubiese decretado en 
virtud de una prueba testifical que resultase 
falsa, los testigos declarantes quedan sujetos 
á la responsabilidad de daños y perjuicios 
y á las penas de la ley, cuya aplicación debe 
pedir en tal caso el Ministerio público. A 
iguales responsabilidades están sugetos, los 
testigos que prestasen falsas declaraciones 
sobre posesión ó prescripción de terrenos 
del Fisco (2). 



(1) Deereto de 27 de Junio de 1835.— Parece que de- 
be entenderse que esta prescripción de derechos, solo 
tendrá lugar cuando la demora no proceda de causas 
agenas de la Toluntsd del denunciante, como morosi- 
dad en la tramitación, Juicio sobre derechos á que 
de lugar la posesión con arreglo ai acuerdo citado, 
fíierza mayor, ú otras semejantes, pues en tales casos, 
en los cuales no puede presumirse abandono de dere- 
chos de fiarte del interesado, no debe responsabilizár- 
sele de las consecuencias legales á que él darla mé- 
rito. 

(2) Dereto de 5 de Septiembre de 18&6. 



Está mandado que los Gefes Políticos 
nombren una Comisión de dos vecinos, que 
asociados á un Comisario de Policia, lleven 
un registro de todos los poseedores, propie- 
tarios y ocupantes de terrenos de propiedad 
particular y de propiedad piíblica, exigiÓB- 
doles los títulos ó documentos resjpectivos 
y en su defecto, una declaración del motivo 
ó causa de su ocupación ó posesión, con 
espresion del tiempo de ella: — en el misH^p 
registro ha de anotarse el área y limites de 
cada terreno. — Estos registros deben remitir- 
se al Gobierno para ser pasados á la Comi- 
sión Topográfica (1). 

Las disposiciones que quedan citadas, 
aunque en vigencia, no han sido rigorosa- 
mente cumplidas. 

Los denunciantes que acrediten posesión 
del campo denunciado, tienen derechos pri- 
vilegiados sobre cualquiera otro, en los tér- 
minos y condiciones establecidas por las le- 
yes de la materia. — ^Véase Posesión. 

Toda denuncia, antes de ser presentada al 
Juez que ha de conocer de ella, debe ser re- 
gistrada en un libro foliado, y rubricado en 
todas sus fojas, el cual correrá á cargo de 
un Escribano público; y en el que se espre- 
sará el año, dia y hora del asiento, firmando 
el Escribano y el denunciante, de cuya dili- 
gencia se pondrá constancia en el original. 
Por el asiento percibirá el Escribano un de- 
recho de cuatro reales (2). El libro de 
asientos corre á cai^o del Escribano de Han 
cienda (3). 

En los expedientes sobre denuncias de 
tierras públicas, debe darse audiencia al Mi- 
nisterio Fiscal. 

El minimnn del precio de las tierras pú- 
blicas dadas ó moderada composición, era. 



(1) El mismo Decreto. 

(2j Ley de 27 de Abril de 1335. 

\Z) Art. 6® del Decreto de 27 de Judío de IS35. 



»K 



- 78 - 



»E 



con anTegio al decreto de 30 de Octubre 
de 1833, de quinientos pesos por cada le- 
gua cuadrada; por decreto de íA de Marzo 
de 1835, se estableció que no debería bajar 
de mil pesos; y últimamente, por Decreto de 
22 de Setiembre de 1837, se mandó que 
dicho minimun fuese de mil y quinientos pe- 
sos por legua cuadrada de campos de pasto- 
reo, cualquiera que fuese su condición y ca- 
lidad, sin perjuicio de ulteriores resoluciones 
sobre el particular. 

Los expedientes sobre denuncias de tier- 
ras, están suspendidos en su tramitación, 
hasta nueva resolución del Cuerpo Legislati- 
vo, y no puede admitirse en las oficinas del 
Estado, ningún pedimento sobre la mate- 
ria(l). — Véase Enfiíeusis — Posesión. 

MSPARTASEXTO TOPOGRÁFICO. 

Véase Comisión Topográfim. 

DEPARTAMENTO »K POI.ICIA. Véa- 

se Policía — Gefes Políticos. 

DEPAATAIIIENTOA DE LA DBPfjBLICA. 

— La República se compone de los De- 
partamentos de Montevideo, Canelones, San 
José, Florida, Minas, Maldonado, Colonia, 
Soriano, Páysandú, Sallo, Durazno, Cerro 
Largo y Tacuarembó. 

La Administración pública en cada De- 
partamento de cainpaña, se compone de un 
Gefe Político y de Policía , con los Comisa- 
rios respectivos; un Alcalde Ordinario en 
cada uno de los Pueblos, cuya poblaciones- 
ceda de mil. habitantes ; un Juez de Paz, en 
cada Sección, y un Teniente Alcalde en ca- 
da partido ó distrito. En cada Pueblo cxübt- 
za de Departamento, hay ademas una Junta 
Económico-Administrativa, cuyas funciones 
están designadas en el lugar respectivo. — 
Véase Juntas E. Administrativas. 

Los Pueblos de la República se hallan 
representados en el Cuerpo Legislativo^ por 



{I) U>€$ dt/l d« Julio de i8J»2 7 2i de AbrU de «8S8. 



un Senador por cada Deparlamento, y. pot 
el número de Representantes que respec- 
tivamente les correspondan, en la proporción 
de uno por cada tres mil habitantes, y por 
una fracción que no baje de dos mil. La 
elección de los Senadores y Representantes 
es privativa de cada uno de los Departamen- 
tos, y debe hacerse en la época, y bajo la 
forma determinada por las leyes. — Véase 
Elecciones de Senadores — Elecciones de 
Representantes. 

Del mismo modo deben practicarse las 
de las Juntas E. Administrativas, Alcaldes 
Ordinarios, Defensores de menores, Jueces 
de Paz y Tenientes Alcaldes — Véanse en 
sus respectivos Capítulos. 

El nombramiento de los Gefes Políticos, 
incumbe al Gobierno — La autoridad gu- 
bernativa está representada por ellos en los 
Departamentos : — á las Policías está en- 
comendada la conservación del orden públi- 
co, no debiendo residir en los Deparlamen- 
tos, autoridad alguna militar , ni fuerza ar- 
mada, á menos que asi lo demanden cir- 
cunstancias extraordinarias. 

DEPOSITARIO «E^'EB AL. El fuucio- 

nario público bajo cuya responsabilidad se 
constituyen los depósitos judiciales. 

En la Capital, y en cada uno de los Pue- 
blos de la República en que hay Alcalde Or- 
dinario, existe un Depositario general, cuyo 
nombramiento compete al Tribunal Superior 
de Justicia, debiendo recaer el de los Pue- 
blos de campaña, eñ las personas que pro-^ 
pongan los Alcaldes Ordinarios, siendo idó- 
neas. 

Los depositarios, antes dé etítráí al ejer- 
cicio del cargo, deben prestar una fianza* de' 
ocho mil pesos, que responda del cumpli- 
miento de las obligaciones que por las^leyes 
les son impuestas: estas fianzas deben ser 
i^econsrderadas cada dos años, á fin de man- 
darse renovar si dejasen de merecer la con- 
fianza necesaria. 






Cuando los depositarios no pudiesea asis- 
tir personalmente á los embargos, pueden 
nombrar, bajo su responsabilidad y la de la 
fianza ofrecida, persona que les repre- 
sante (!). 

Los depositarios tienen opción á los de- 
rechos siguientes : — Por los bienes raices 
de cualquiera clase que sean, percibirán el 
uno por ciento del valor que se les asignase 
en las tasaciones aprobadas en juicio : por 
los bienes muebles, el uno y medio por 
ciento sobre el valor que resulte de tasa- 
ción judicial : por las especies semovientes 
el dos por ciento. Los depositarios que fue- 
sen al mismo tiempo administradores , per- 
cibirán, ademas de lo que les corresponda 
por el depósito, el uno y medio por ciento 
sobre todo lo que recauden por razón de la 
administración. 

Las cantidades á que sean acreedores los 
deposilarios judiciales, deben incluirse , ter- 
minado el depósito, en la planilla general de 
costas de la causa, y satisfacerse al mismo 
tiempo que estas. 

No tienen opción ó compensación alguna, 
los acreedores depositarios de bienes á cuya 
solicitud se hubiese decretado el secuestro, 
escepto en el caso de pleito ó concurso de 
acreedores. Tampoco la tienen los deposi- 
larios de dinero ó especies metálicas con 
curso en el Pais (2). 

Los depósitos judiciales de dinero, espe- 
cies metálicas y joyas preciosas, deben ve- 
rificaise, en la Capital, en el Banco Comer- 
cial, no debiendo las justicias cobrar ni abo- 
nar á dicho Banco, ninguna clase de interés 
ó comisión por razón del depósito, cuya 
circunstancia debe hacerse constar espresa - 
mente, con la diligencia de su entrega, y 
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recibo por el Banco depositario. Esta reglat 
solo puede dejar de observarse por cons*ín- 
timienlo espreso de las partes interesadas , 
escepto que dichos depósitos [pertenezcan á 
concursos de acreedores, en los cuales, di- 
cha regla en ningún caso podrá dejar de te- 
ner exacto cumplimiento (1). 

El depositario general de la capital no 
puede ausentarse de ella por mas de veinti- 
cuatro horas, sin previo aviso a las justicias 
de quienes hubiese recibido depósitos ó pue- 
da recibirlos, y designación de la persona 
que haya de sostituirle en el cargo durante 
su ausencia, bajo la pena de abonar los da- 
nos y perjuicios que se originen a las partes, 
y de quedar sugcto á lo demás que el Tri- 
bunal Superior resolviese, atentas las circuns- 
tancias del caso (2). 

DEPó.^iTo, JUDICIAL. — El que se cons- 
tuye por orden de Juez competente, para 
asegurar el r-esultado del juicio. 

Los depósitos judiciales se hacen en la 
Capital y en los licpartamcnlos, en poder de 
los depositarios generales, con escepcion,en 
la Capital, de los depósitos de dinero, es- 
pecies metálicas, y alhajas preciosas, que se 
constituyen en el Banco Comercial. — Véase 
Depositario general. 

DEI OSITOS DE ADlM^\t. TodoS l05 

efectos de importación que los introductores 
no despachan en el acto de su desembarco, 
quedan en los almacene3 de Aduana desti- 
nados para depósito. £1 plazo del depósito 
es indifinido, á voluntad del dueño ó con- 
signatario de las mercancias depositadas. 

El derecho que se paga por el depósito, 
llamado de almacenage, debe liquidai^se y 
pagarse anualmente, ó al tiempo de sacarse 



(1) A ue:d'> t\e\ Superior Triimnal de Ju^licia de 30 (I) Acuerdo di'l Tribunal de Juslida do 12 d« Enero 

de Jiilii» de iSítl, d.> i859. 

(!) iriicrd > d I Tribi.nnl d ' Jii tifia de Í8 do Mnro (2) Aruerdu.dol Trib:}n.il de Juairia de 7 do Aí;o^lo 

di «857. ' i\v I85S. 
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los efectos depositadas. — Véase Derecho 
de almacenage. 

Para el cobro del almacenage, asi como 
de los demás derechos de Aduana, si el in- 
troductor ó su fiador, no hubiese satisfecho 
lo que adeude dentro de cinco dias, la Adua- 
na debe proceder á vender en remate públi- 
co, los efectos que dicho introductor tuviese 
en depósito, en la parte que baste á cubrir 
la deuda. — ^No teniendo efectos en depósito, 
seguirá la via ejecutiva ante los Tribuna- 
les (1). 

El Gobierno puede autorizar el depósito 
en los puntos que juzgue conveniente. 

Está también facultado para determinar 
los canales y vias, por donde deban ser con- 
ducidas las mercancias y articules que sal- 
gan de los almacenes de la Receptoría del 
Salto por reembarco y transito. 

El Estado es responsable del valor de los 
efectos depositados , salvo en los casos de 
incendio, probada que sea la inculpabilidad 
de los empleados encargados de su custodia: 
para este efecto, corresponde á la autoridad, 
adcíptar todas las medidas precaucionaos 
que demanda la importancia de los valores 
que existen siempre en los depósitos de 
Aduana. 

No pueden ser admitidos á depósito, los 
artículos siguientes: 1 ^ La madera áin la- 
brar : 2 ® El alquitrán, brea y resinas en 
general : 3 ^ El salitre, el agua ras, el áci- 
do sulfúrico, el vitriolo y sus semejantes: 
A "^ Las baldozas, pizarras, ladrillos, cohe- 
tes y fósforos^ 

Los efectos depositados están siempie á 
disposición de los interesados, en las horas 
en que la Aduana tiene abiertas sus Ofici- 
nas, y el Alcaide está obligado á mandar 
abrir los almacenes, siempre que lo soliciten 
los interesados en horas hábiles. 



(') Art. \% do la loy de 14 de Julio de 1S5S. 



Los Almacenes de Aduana están situados 
en el edificio principal de este nombre, y 
en otros parages en edificios particulares de 
la Ciudad. 

Los introductores pueden vender por 
bultos ó del modo que les conviniese, sin 
necesidad de despachar los efectos deposita- 
dos (1). Él depósito es permitido también 
en la Aduana del Salto. Lo es del mismo 
modo en los Pueblos del Cuareim y Santa 
Rosa (2). 

DEPÓSITOS DE ADVANA Eli PATSATVDCi , 

— Está autorizado el depósito de efectos 
de Comercio , procedentes de los Puertos de 
la República ó del exterior por agua ó por 
tierra, en la Aduana de Paysandú , con las 
mismas condiciones que en la de Montevi- 
deo, debiendo esto empezar á tener efecto 
cuando estén concluidos el muelle y el edi- 
ficio para Aduana que deben construirse en 
aquel lugar, costeados por el Comercio. El 
Gobierno debe pagar por alquiler de estas 
obras, cuando mas un valor correspondiente 
al doce por ciento de interés anual sobre 
su costo, conservando el derecho de expro- 
piación, mediante el pago de dicho costo y 
el de conservación, debidamente compro- 
bados (3). 

DERECHO DE ALMACaENACIE. E)l 

que pagan los comerciantes por el depósito 
de sus efectos y mercaderías en los alma- 
cenes de Aduana. 

El derecho de almacenage , se regula 
del modo siguiente : Los efectos secos, im 
octavo por ciento al mes sobre su valor: 
cada pipa de caldos de seis barriles tres 
reales: cada barrica de harina común, tres 
cuartos de real : cada seis cajones de una 
docena de botellas, de cualquier liquido, y 



(1) Ley de 13 de Julio de «850. 

(2) Decreto de 1i de Abril de 1860. 

(3) Acuerdo dei GoLicrno de 37 de Enero de 1860. 
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cada odio arrobas de tabaco, yerba, azúcar 
y demás artículos de peso, á escepcion de 
los minerales, un cuarto de real. 

El derecho de Almacenage, se paga, pre- 
via liquidación, al tiempo de despachárselos 
efectos por consumo 6 reembarco. El valor 
de los efectos para la liquidación, es el de- 
terminado en la tarifa de avalúos (1). Véase 
Tarifa de avalúos. 

El producto total del derecho de alma- 
cenage, se aplica al pago del costo del edi- 
fioio de Aduana en ejecución del contrato 
celebrado con la empresa respectiva. 

Cuando se liquide el derecho de almace- 
nage debe reputarse concluido el mes que 
hubiese principiado. 

DERECHO DE ARQUEO. — El quo pagan 
los buques mercantes que hacen uso del 
Puerto, según su porte. 

Los buques Extrangcros, y los Nacionales 
de ultramar, debeii pagar por derecho de 
arqueo, lo siguiente: Los buques Extrange- 
ros, por cada tonelada, tres reales: — los 
Nacionales, dos reales. Estos derechos deben 
satisfacerse una mitad á la entrada del bu- 
que y otra mitad á su salida. 

Los que no dejen ni reciban carga, y cu- 
ya estación en el Puerto no pase de seis dias 
no pagan derecho alguno de lois que que- 
dan designados, pero los que escediesen de 
este término, deben pagar una tercera parte 
de ellos. 

DERECHO DE CARCELACE. El que 

pagan los presos al tiempo de salir en liber- 
tad. — Véase Alcaide. 

DERECHO DEPARTAHEIVTAIi, VéaSO 

Impuesto Departamental, 

DERECHO DE ErV¥AI.IZAllIIElíTO, 

Véase Impuesto de envalizamiento. 

DERECHO DE EXLINGAC3E. El que 

pagan los comerciantes por el uso de los 



muelles públicos para la carga y descargar de 
sus mercaderias. 

El derecho de exlingage se paga al tiem- 
po de despacharse las mercaderias para con- 
sumo, ó al tiempo de sacarse de los depósi- 
tos de Aduana. Su importe es la mitad del 
derecho de almacenage correspondiente á un 
mes (1). — Véase Derecho de almacenage. 

DERECHO DE FIRMAS. El que CO- 

brabau los Jueces por los autos y senten- 
cias que firmaban: 

Este derecho fué creado por decreto de 
25 de Septiembre de 1843, en razón de no 
poder pagarse los sueldos de los Magistra- 
dos de Justicia, por las premiosas circun- 
stancias del Erario público, y solo por el 
tiempo que durase el sitio de la Capital. Su 
valor era, en los Tribunales, cinco reales 
fuerles por cada sentencia, y en los Juzgados 
unipersonales, dos reales. 

Concluida la causa que ¿lió mérito al es- 
tablecimiento del derecho de firmas, fué este 
abolido en todos los Tribunales y Juzgados 
letrados. 

En cuanto á los Alcaldes Ordinarios, es- 
tos perciben cuatro reales por cada fmna, 
cuyo importe se incluye en la planilla de 
costas, y es cubierto por las partes, al tiem- 
po de pagarse estas, en la proporción que á 
cada una corresponde. 

DERECHO DE tiUARDA. El dc Un pC- 

so por dia que pagan los buques por el ser- 
vicio del guarda durante su permanencia 
abordo. 

Este derecho en su origen era un emo- 
lumento del guarda, á quien pertenecía; pe- 
ro, ulteriormente se mandó que fuese com- 
prendido entre los ramos de aduana y se 
recaudase por el Fisco, lo cual es conforme 
con el art. 3^ de la ley de 27 de Junio de 
1829, qne prohibe la acumulación de suel- 



(I; Cap. Ví de la Ley de {3 de J«1io de 1856. 



(I) Ley da 13 de Julio d« I8S6. Cap. «<» 
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dos en una persona, ya s<"a con el titulo de 
gratificación, emolumento, ó cualquier otro. 

Luego de practicada la visita, cuando lle- 
ga algún buque mercante de ultramar, que- 
da aboido un guarda encargado de su custo- 
dia, el cual se conserva aüi, hasta que el 
buque ha concluido sus operaciones de carga 
y descarga: durante este periodo corre para 
el buque la obligación de pagar el derecho 
que le corrcsi)onda. Véase Guarda, 

DERECHO I^ODRK QKBEIVCIAS. Vea- 

se Herencia, 

DERECHO DE MIRTILLO. El que 

pagan los martilieros públicos sobre el valor 
de todas las ventas que hacen en remate. 
Véase Impuesto d¿ martillo, 

DEREcno MciviciPAL. — Estáu de- 
clarados derechos municipales de cada de- 
partamento, destinados á atender con sus 
productos a los objetos á que deben con- 
traerse las Juntas Económico-Administrati- 
vas, los impuestos de pontazgo, peage y bar- 
cagp, y el impuesto denominado üeparta- 
menlal. Es también un derecho munici- 
pal el de abasto de carnes para el consumo. 
Véase Abaslo de carnes. 

El primero es el que se cobra por el ser- 
vicio de puentes, balsas ií otras obras de 
esta naturaleza, en los parages donde los hay 
establecidos, lo cual incumbe en todos sus 
ramos, á las Juntas E. Administrativas res- 
pectivamente. El segundo, el que pagan to- 
das las producciones del Estado al ser ex- 
traidas del deparlamento en que se hubie- 
sen producido. Véase Impuesto departa- 
mental. El último es el que se paga por los . 
animales destinados á la matanza para el 
consumo público. 

Los impuestos de pontazgo, peage y bar- 
cage pueden establecerse dentro de los li- 
mites siguientes: los rodados, hasta 400 
centesimos; las personas á caballo hasta 120 



centesimos, los animales sueltos , hasta 30 
centesimos (1). 

Los derechos municipales deben ser ad- 
ministrados por las Juntas E. Administrati- 
vas, con independencia de la autoridad ci- 
vil, y aplicados á los objetos prevenidos por 
la ley. Elstos objetos son esencialmente, 
atender á los gastos que demande la instruc- 
ción primaria, y al pago del servicio de las 
Pülicias. 

Los recaudadores de los derechos muni- 
cipales son nombrados por el Gobierno; pe- 
ro deben pasar los fondos que recauden á 
las Juntas E. Administrativas, previo el 
descuento de la comisión que tuviesen asig- 
nada, y la Junta debe rendir mensualmente 
cuenta al Gobierno de las sumas qne hubiese 
recibido por las recaudaciones respectivas, y 
de su inversión. 



DESlECnO DE PAPEL !»BLL.4DO. 

Aquel á que están siigetos los que tienen 
que hacer uso dediclio papel en sus contra- 
tos, obligaciones ó escritos, coa arreglo á 
las disposiciones de la ley de la materia. — 
— Véase Impuesto de papel sellado, 

DERECHO DE PATENTES. El qtt3 

paga lodo habitante del Estado por el ejer- 
cicio de cualquier giro ó industria, con ar- 
reglo á las disposiciones de la ley de ia ma- 
teria. — ^\'éase Impuesto de patentes. 

DERECHO DE PETiciow. — Véase Pe- 
ticion. 

DERECHO DE PROPIEDAD. VédSe 

Propiedad individual. 

DERECHO DE PUERTAS Y VENTANAS. 

— Véase Impuesto de luces, 

DERECHO DE SISA. — El dorecho á que 
estaban sugetas las carretas del tráfico de 
frutos del Pais. 

El cobro de este impuesto se hacia por 

(I) l-eyde 4 d* Junto de 1855. 
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una vez, por cada viaje, en el punto desig- 
nado para las operaciones de carga y descai- 
ga de dichas carretas. — Pero, por decreto 
de 10 de Octubre de 1853, teniendo en 
consideración que este gravamen indiretto á 
la agricultura Nacional, era contrario á su 
desarrollo, se declaró suprimido dicho im- 
puesto, 

DERECHO I^C TABLADAS. ImpUCStO 

á que están sugetos ios introductores^ de 
animales vacunos en el departamento de 
Montevideo, sea para el consumo público, ó 
para otros objetos- 

El impuesto de tabladas, está declarado 
anexo á la administración de los corrales de 
abasto (1). — ^Véase Abasto de carnes, 

DERECHO DE TRANSITO. — El quc pa- 
gaban los fiutos del Pais que pasaban por 
tránsito por las Aduanas de la Capital. Este 
impuesto está abolido. 

DERECHOS DS^ COrVSULADOS. LoS 

que se pagan á los Agentes Consulares de 
la República en el Extrangero. 
Estos derechos son los siguientes: 
Por conservar alhajas, efectos ó bienes 
en depósito, 2 por ciento, que debe dedu- 
cirse al tiempo de la entrega. 

Por las ventas hechas de buques Nacio- 
nales en Puerto Extrangero, dos por ciento. 

Por renovar la patente, dar al cer- 
tificado correspondiente, y remitirla 
inutilizada 1 > 

Por el pasábante dado en los casos 
en que puede hacerlo 4? • 

Por un rol nuevo 1 » 

Por calcular, arreglar y distribuir 
la parte que corresponda satisfacer á 
buques y carga, en los casos de grue- 
sa avería, 2 por ciento 

Por tasar, y arreglar la parle que 



(I) Decreto de 19 de Mayo de 1855, 
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corresponda satisfacer en los casos de 
averia simple, por cada seis horas in- 
vertidas 4f • 

Por registrar y dar un certificado 
de Ciudadanía / ^ * 

Por una fianza otorgada , su escri- 
tura y copia 3 • 

Por una id. . pasando de dos. mil 
pesos 4 » 

Por id. hasta diez rail 5 • 

Por chancelarla 14 

Por cotejo de firmas, en cartas, va- 
les ó escrituras 2 • 

Por asistencia á un inventario, re- 
conocimiento de averias, ú otros seme- 
jantes, por cada seis horas. ... 4 * 

Por una carta de pago otorgada an- 
te el Cónsul 1 ' 

Por otorgar un documento de depó- 
sito de dinero, alhajas, ú otros seme- 
jantes 14 

Por comprobar una firma. ...» 4 

Por un arbitramiento 4 » 

Por una carta de Sanidad ... 1 4 

Por un certificado de procedencia 
de efectos 12 

Por asistencia para autorizar una 
venta hecha en pública subasta: — por 
cada seis horas 4 • 

Por legalizar la patente de un bu- 
que, carta de Sanidad y manifiesto de 
la carga, haciendo el cotejo de ella. . 4 » 

Por iden siendo buque Extrangero 
ro con igual condición 8 • 

Por visar un pasaporte de pasage- 
ro * . . • . • 4 

Por el sello de un pasaporte ex- 
trangero . • 4 

Por testamentos que se otorguen. . 4 • 

Por lo escrito, un peso por cada 
foja del registro: — cuatro reales id. 
por las copias. 

Por propagar la patente de un bu- 
que Nacional 3 » 
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los documentos que se extiendan ante el 
Cónsul, de compras, ventas, permutas, fle- 
tes, protestas, ú otros de igual naturaleza 
llevarán por cada foja de las que quedaren 
en el registro ....... 1 • 

Por las copias que sacaren por 
cada foja '4 

Por sellar, firmar y] concertarlas 

con la matriz .- 1 > 

Por un acta sobre cualquier demanda 1 4 
Por la declaración de un testigo 1 2 
Por lo escrito en tales diligencias 

por foja » 3 

Por asentar la declaración de unperito 1 4 
Por un certificado de nacimiento 
muerte, existencia ú otros semejan* 
tes (1) 1 » 

DBRBCHOM DE IMPORTACIÓN T EX- 

poRTACioüi MtRiTixA. — Los quo pagan 
todas las mercaderías y efectos de comercio, 
á su entrada y salida, en las Aduanas del 
Estado. 
Estos derechos son tos siguientes. 

Por importación. 

S por ciento: — ^Toda madera sin labrar. 

5 por ciento: — El fierro en barras, en 
planchuelas, en alambre y en láminas: — ta 
hoja de lata y el zinc en laminas; — las her- 
ramientas, tablillas para techar, el salitre, 
el yeso, la tierra Romana, las galetas para 
sombreros, la jarcia y cabulleria de mas 
de media pulgada de diámetro; — las alhajas 
de oro y plata, relojes de bolsillo, hoces, pa- 
las sin mango, hachas de labrar, el estaño 
y las azadas sin mango. 

7 por ciento: — El cambrai de hilo, las 
sedasen rama y torcidas, las telas de pura 
seda, los puntos y encages de hilo, los bor- 
dados de oro y plata, con piedras ó sin ellas, 

(1) R< ghmcnto d« 4 d« Septiembre de Í88ó. 



los galones finos de oro y plata, las medías 
y guantes de seda. 

i O por ciento. — El alquitrán, brea, resi- 
nas en general, salitre, agua ras, ácido sul- 
fúrico, vitriolo y sus semejantes, baldozas, 
pizarras, ladrillos, cohetes y fósforos. 

15 por ciento: — ^Todos los articules y 
efectos, ya naturales ^ manufacturados, que 
no estén espresados en la ley de Aduana. 

20 por ciento: — El azúcar, yerba mate, 
té, cacao, canela, café, aceite de comer, es- 
pecias, drogas, comestibles en general, ta- 
blazón acepillada, madera labrada en piezas, 
sombreros para armar , tabaco de hoja , ropa 
hecha, y calzado, no siendo de goma. 
25 por ciento: — Los licores, aguardientes, 
vinos, vinagre, cerveza, cidra, y en general, 
toda bebida espirituosa ó fermentada, y el 
rapé ó polvillo. 

30 por ciento: — Toda clase de mueblé^, 
tabaco negro, trigo, maiz, galleta, almidón, 
masas de leche, como quesos y manteca, 
las carnes de puerco y vaca, secas ó en 
salmuera, los baúles y cajas, aunque vengan 
conteniendo efectos, los espejos, las puer- 
tas y ventanas y sus herrajes, las sillas y 
recados de montar, y sus arreos de cuero, 
las carretillas llamadas de manos, los som- 
breros armados ó en estado usarse, toda 
obra de hoja de lata, aceite de quemar, ar- 
gollas de fierro, de bronce y de composi- 
ción, rejas y balcones, asadores de fierro, 
barretas cabadores con mango, rejas de 
arado de las del modelo del uso del País, 
herraduras de caballo y muía, la joyería fal- 
sa, la perfumería, el javon, las gorras de 
hombre, señora, y niña, sombrerillos, peine- 
tas, plumas, flores artificiales, adornos de ca- 
beza para señora, basos y bajillas de porce- 
lana, crístaleria lapidada ó dorada, velas de 
sebo, y toda clase de carruajes y sus tiros. 

35 por denlo: — Los cigarros, los nai- 
pes y la harina de trigo, en proporción al 
valor de este, á saber: Cuando el trigo del 
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País, valga de 3 á 4 pesos fanega, 65 por 
por ciento: — cuando valga 4 á 5 pesos, 55 
por ciento; — cuando valga de 5 á 6—45 
por ciento:— cuando de 6 á 7 — 35 por 
ciento: — cuando de 7 á 8 — 30: — cuando 
de 8 á 9— 25:— cuando de 9 a 10—20:— 
cuando de 10 para arriba, 15 por ciento. 

Por exportación. 

Los cueros de toro, vaca ó novillo secos 
ó salados, dos reales: los de caballo ó ye- 
gua, secos ó salados, dos reales: Las demás 
producciones del Estado, no comprendidas 
en las clasificaciones anteriores, pagan cua- 
tro por ciento sobre valores de plaza. 

Son libres de derechos por todos los puer- 
tos de la República, los efectos Extrange- 
ros que hubiesen pagado derechos de im- 
portación, y los frutos del Pais que se ex- 
porten por el Puerto de Montevideo (1). Lo 
son también los que se exporten por el de 
Maldonado, con escepcion de los cueros y- 
aceites de lobos, (2) y los que se exporten 
por las Aduanas de la frontera (3). 

Son libres de todo derecho de importa- 
ción: 1 <=" Las grandes máquinas aplicadas 
á la agricultura, y á la industria, y los ara- 
dos perfeccionados; 2."^ Toda especie de 
máquina de vapor , sea cual fuere el uso 
á que se destine ; 3. ® Las máquinas y 
aparatos que sirvan para construir, mejorar 
ó conservar los caminos, limpiar las bahías 
6 puertos, abrir y conservar canales de na- 
vegación, y mejorar los de los rios; i. "^ 
Los buques de vapor que vengan en piezas, 
para ser armados en los Puertos ó rios del 
Estado; 5. ® Los instrumentos de cirujia 
y las máquinas y aparatos destinados psra 
el estudio de las ciencias naturales y mate- 
máticas; 6 ^ Las imprentas y el papel para 



(1) Ley de 13 Julio de 185G. 

(2) Ley de 14 de Julio de 18.8. 

(3) Decreto de 8 Septiembre de 1856. 



su USO ; 7 ® Los libros impresos; 8 "^ La 
saf marina; 9^ El carbón fósil; 10 lids 
cascaras para curtir; 1 1 Las cenizas no be^ , 
neficiadas; 12 Las duelas y arcos de ma- 
dera ; 1 3 Los cueros al pelo, secos ó sala- 
dos, de novillo, vaca, caballo, carnero, y de- 
mas pieles no preparadas; 14 El sebo y la 
grasa; 15 La lana; 16 Las cerdas, astas, y 
demás productos animales, llamados produc- 
tos del Pais: 1 7 Los animales vivos para el 
fomento de la industria y mejora de las ra- 
zas: 1 8 El oro y plata acuñado y en pasta: 
1 9 Las semillas y plantas destinadas para la 
agricultura y jardinería: 20 Los equipages 
cuyo peso total no esceda de quince arro- 
bas: 21 El hielo: 22 Los efectos que trai- 
gan para su uso los Ministros- piíblicos, y 
Agentes diplomáticos acreditados cerca de 
la Reptiblica, siempre que la Nación á que 
pertenezcan, conceda esta misma esencion, á 
los Ministros y Agentes Diplomáticos de la 
República: 23 Los articules que el Gobier- 
no considere esclusivamente destinados al 
culto divino, y sean pedidos por los Guras, 
encargados de las Iglesias. 

Los utensilios ó instrumentos que puedan 
servir para alguno de los efectos á que puedan 
destinarse las maquinas y aparatos exonera- 
dos del derecho de importación, no deben 
ser asimilados á dichas máquinas y aparatos» 
y quedan sugetos al derecho que les corres- 
ponda pagar (1). Están sin embargo exone- 
rados de* todo derecho, los materiales y útiles 
que se importen para el servicio del alumbra- 
do de gas, en virtud de resolución guberna- 
tiva de 11 de Noviembre de 1859. 

Todos los efectos de importación y ex- 
portación pagan un derecho adicional, des- 
tinado á la amortización y pago de intereses 
de la deuda fundada. Los primeros de dos 
por ciento sobre los valores de la importación: 

(I) Ley de 14 de JuUo de I86S. 
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los segundos de cuatro por ciento, sobre los 
de la exportación. — Véase Deuda pública 
fundada, — Son esceptuados de esta impo- 
sición, los productos naturales y agrícolas, 
comprendidos en el tratado celebrado con 
el Brasil, el 4f de Septiembre de 1857 y sus 
similares (1) Véase Comercio, 

Es prohibida la importación de monedas 
de oro y plata, que no tengan el peso de la 
ley, asi como la moneda de cobre que no 
sea introducida por orden del Gobierno. 

Los derechos de Aduana deben pagarse, 
previa avaluación al tiempo de despacharse, 
con arreglo á la tarifa, del modo siguiente : 
de contado, si el derecho no escediese de 
quinientos pesos; y si escediese de esta 
suma, una cuarta parte al contado, y las 
otras tres cuartas partes en letras á dos y 
cuatro meses por mitades, cuyos plazos de* 
ben contarse desde el dia en que se haya 
practicado el despacho (2). Las letras deben 
ser firmadas por el importador y por un 
comerciante establecido y arraigado en plaza, 
á satisfacción de la Colecturía, siendo ambos 
responsables de mancomum et insolidum. 

Si á los cinco dias, á lo mas, después de 
despachados los efectos ó mercaderías, ó 
vencidsts las letras, el introductor ó su fia- 
dor no hubiese satisfecho los derechos res- 
pectivos, la Aduana debe proceder á vender 
en remate público, efectos de los que dichos 
introductores tuviesen en depósito, en la par- 
te suficiente á cubrir el monto de dichos de- 
rechos. No teniendo efectos en depósito, se- 
rá ejecutado uno ú otro ante los Tribuna- 
les (3) 

La Golecturia debe pasar diariamente avi- 



(1) Art. i ^ de la Ley de 27 de Junio de 1859. 

(2) Estos plazos determinados por la ley han sido al- 
terados por disposición de la Colectaría General, con 
aprobacloD del Gobierno, dictada el 21 de Octubre de 
1858, determinando que por las tres cuartas partes de 
los derechos adeudados» se dé una letra k tres meses. 

(3) Ley de 14 de Julio de 1858. 



SO á los comerciantes, de las liquidaciones 
que adeuden por derechos de efectos que 
hubiesen despachado, los cuales tienen el 
deber de ocurrir a satisfacer el importe de 
sus liquidaciones, en la forma que queda 
indicada, bajo las penas establecidas. 

A los que ocurriesen con puntualidad, se 
les abona, un descuento de tres por ciento, 
sobre las sumas que paguen al contado, es- 
cluyendose de este beneficio las fracciones 
de menos de cien pesos. Los deudores mo- 
rosos, incurren en la pena de abonar el dos 
por ciento de interés mensual sobre las can- 
tidades que adeuden, desde el dia en que 
debieran haber sido cubiertas (1). 

El reembarco y trasbordo de toda merca- 
dería para mercados Extrangeros, es per- 
mitido y libre de derechos. — Wédise Impues- 
to extraordinario de la Aduana del Salto. 

DERECHOS DE REGISTRO DE E<$CR1TU- 

uj^g^ — ^Todas las escrituras de contratos de 
venta, permuta, 6 donación, de toda clase 
de propiedades raices, deben ser presenta- 
das á la correspondiente toma de razón al 
Escribano encargado del ramo. En cada 
Pueblo cabeza de Departamento, existe una 
oficina de registro de las escrituras de su 
respectiva jurisdicción. 

La toma de razón debe contener: 1° La 
fecha del instrumento: 2° Los nombres de 
los otorgantes y su vecindad: 3® La cahdad 
del contrato, con especificación de los bie- 
nes sobre que se versa, sus nombres, ex- 
tensión, situación, y linderos, en la misma 
forma que esprese el instrumento. 

Los derechos de registro, son: treinta 
reales por cada escritura, pagaderos por el 
que la presente, anotándose por el Escriba- 
no en el instrumento ó certificación que 
aquel le entregue. 

El registro es indispensable para que los 



(I) Resolución de la Coiccturia General, aprobada 
por Decreto del Gobierno de 25 de Octubre de 1858. 
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instrumentos que deben ser registrados, 
puedan surtir en juicio los efectos de dere- 
cho, y los Escribanos autorizantes deben 
prevenir en dichos instrumentos, la obliíja- 
cion de registrarlos. El término para verifi- 
carlo, es el de diez días. Las escrituras 
otorgadas antes del 30 de Junio de 1855, 
fecha de la promulgación de la ley, deben 
registrarse cuando hubieren de presentarse 
en juicio, sin cuya formalidad, no deben ser 
admitidas. 

La falta de anotación en el registro, es 
penada con una multa igual al décuplo del 
valor de la anotación. 

Cuando haya de hacerse alguna adjudi- 
cación en división de bienes raices, sea por 
herencia ó por sociedad, debe practicarse el 
registro en los títulos de los bienes adjudi- 
cados. 

El Escribano autorizante de cualquiera 
escritura, en virtud de títulos que hayan de- 
bido registrarse, y no lo estuviesen, incurre 
en la pena de destitución completa de su 
oficio. El nombramiento de los Escribanos 
encargados del registro de escrituras, in- 
cumbe al Gobierno. 

La ley que establece el registro debe ser 
revisada lodos los años {!). 

El registro de escrituras corre en la Ca- 
pital, á cargo del Escribano de Cámara, y en 
los pueblos cabeza de departamento, á cargo 
de los Escribanos de los Juzgados ordina- 
rios. 

Estos deben pasar mensualmente á los 
Gefes Políticos respectivos, una relación cer- 
tificada de las escrituras de que hubiesen 
tomado razón, con espresion de los nombres 
de los otorgantes, y con remisión del pro- 
ducto que corresponda al Tesoro Nacional, 



(1) Ley de 27 de Janio de 18S5. Esta ley en virtud 
de la coa I fué creado el impuesto de reglgtro de escri- 
tnras, no ha eldo sin embargo revisada, y está en 
consecutinria, vigente en todas sos partea. 



que dichos Gefes Políticos deben remitir al 
Gobierno (1) En la Capital los producios del 
registro pasan directamente al Gobierno. 

Los emolumentos de los Escribanos en- 
cargados del registro, son la sesta parte de 
sus productos. 

En los asientos de los registros de escri- 
turas, ha de transcribirse la anotación que 
debe contener todo instrumento público al 
final, de la escritura que le precede (2). 

DESALOJO. — Véase Arrendamiento de 
fincas. 

D£.«»nTORG9, CRIilU:VALES V ESCLA- 
VOS. — En virtud de tratado celebrado en- 
tre la República y el Imperio del Brasil en 
12 de Octubre de 1851, así el Gobierno 
de la República como el de aquel, están 
obligados á no dar asilo en sus respectivos 
territorios á los grandes criminales, prestán- 
dose á su extradiccion reciproca en los casos 
siguientas: 1 "^ Cuando los crímenes por 
los cuales se reclame la extradición, hubie- 
sen sido cometidos en el territorio del Go- 
bierno reclamante: 2 "^ Cuando por su gra- 
vedad y habitual frecuencia, fuesen capaces 
de poner en riesgo la moral ó la seguridad 
de los pueblos; tales como los de asesinato, 
envenenamiento, incendio, robo, bancarrota 
fraudulenta, fabricación ó introducción de mo- 
neda metálica falsa, ó de papel moneda, es- 
crituras públicas ú otros semejantes: 3 ^ 
Cuando hubiese sobre tales delitos, prueba 
capaz de justificar la prisión, y acusación del 
individuo reclamado: 4 ® Cuando el cri- 
minal sea reclamado directamente, ó por 
medio del Representante del Gobierno de la 
Nación en que hubiese tenido lugar el de- 
lito. 

Si un individuo por tales causas recla- 
mado y entregada, hubiese incurrido lam- 



(1) Decreto de 7 de Agosto de 1H55. 

(2) Art. II déla ley do 20 de Junio de 1858. 
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bien en crímenes polilicos, no podrá ser pro- 
cesado ni penado por dichos crímenes, en 
virtud de su entrega. La extradición no tiene 
lugar, con respecto á los ciudadanos de la 
República y subditos Brasileros incursos en 
delitos políticos, los cuales tienen en ambos 
Paises, el derecho de asilo que las leyes les 
conceden. 

Si un criminal en mas de un Estado, 
fuese reclamado á la vez por los respectivos 
Gobiernos, debe ser atendido de preferen- 
cia, aquel en cuyo territorio hubiese cometi- 
do el mayor delito, y siendo de igual gra- 
vedad, el que lo hubiese reclamado pri- 
mero (1). 

Cuando el criminal reclamado hubiese 
cometido algún delito anterior en el territo- 
rio en donde se acogiese, no podrá ser en- 
tregado, hasta después de haber sido juz- 
gado alli, y sufrir en su caso, la pena en 
que hubiere incurrido. 

La extradición no tiene lugar : 1® por 
delitos politicos, como se ha dicho; 2^ 
cuando el criminal reclamado fuese Ciuda- 
dano del Pays á cuyo Gobierno se hiciese 
la reclamación. 

Los gastos de prisión, detención y trans- 
porte del criminal, son de cuenta del Go- 
bierno reclamante. 

Los esclavos pertenecientes á subditos 
Brasileros que contra la voluntad de sus se- 
ñores, fuguen para el territorio de la Repú- 
blica, deben ser devueltos, observándose las 
reglas siguientes : 

1 ® Los esclavos deben ser reclamados 
directamente por el Gobierno Imperial, ó 
por medio de su Representante en la Re- 
pública. 

2® La reclamación puede ser hecha 
también por el Presidente de la Provincia 



(1) Con refpfícto á la nepública no puede tener lugar 
por «hora e»ta hi óti sis, porque no ha celebraio cjn 
otras Naciones tratados de exlradidon. 



de San Pedro del Rio Grande del Sud, en 
el caso en que el esclavo ó esclavos recla- 
mados, pertenezcan á subditos Brasileros, 
residentes ó establecidos en dicha Provin- 
cia. 

3 *^ Puede finalmente, ser hecha la re- 
clamación, ante la autoridad Oriental donde 
estuviese el esclavo ó esclavos, por su se- 
ñor, cuando entrase en el territorio del Es- 
tado en su seguimiento para capturarlos, ó 
por algún agente de este especialn^nte au- 
torizado, en cuyo caso, la reclamación debe 
ser acompañada del respectivo titulo de pro- 
piedad, arreglado á las leyes del Brasil. 

Todos los gastos que se hicieren para la 
aprehensión y devolución del esclavo 6 es- 
clavos reclamados, son de cuenta del recla- 
mante. 

Ninguna de las parles contratantes puede 
admitir a su servicio de mar ó tierra, indi- 
viduo alguno de la Nacionalidad de la otra, 
aunque no sea ,'desertor del Ejército ó ma- 
rina á que pertenezca, solo por contrato vo- 
luntario que deba ser considerado válido. 
Tampoco pueden sus Agentes respectivos, 
autorizar el embarco en los buques de su 
Nación, de individuo alguno, ni aun á título 
de indigente, que no se halle munido del 
correspondiente pasaporte, salvo los casos 
de refugio ó asilo en que deban observarse 
los principios bien entendidos de humanidad 
reconocidos por los Pueblos cultos. 

Los desertores del servicio militar de mar 
y tierra de ambos Payses, deben ser entre- 
gados luego que se reclamen siendo solda- 
dos ó marineros, asi de buques de guerra 
como mercantes, quedando obligada la parte 
que les reciba, á conmutarles el roáximun 
de la pena en que hubiesen incurrido por la 
deserción, si esta fuese la de muerte. 

Los Gefes Políticos, deben proceder en 
los casos de reclamaciones de esclavos 
con sugecion á las reglas siguientes: 1 "^ 
Deben admitir la reclamación, sea del Presi- 
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denle de la Provincia del Rio Grande, ó de 
parte del amo del esclavo, ó su representan- 
te, acompañada de los respectivos titules: 
2 ® No deben ser reputados como esclavos 
los que hayan sido introducidos al territorio 
del Estado, voluntariamente por sus señores 
en clase de peones, puesto que por las leyes 
vigentes no hay ya esclavos en la República, 
y dejan estos de serlo, en el hecho de pisar 
el territorio de ella. — ^\^éase Esclavos: 3 ^ 
No deben permitir en consecuencia, que 
ningún Brasilero establecido en el Estado, 
tenga esclavos con el titulo de peones en sus 
establecimientos, debiendo exigirseles la res- 
pectiva carta de libertad de aquellos: i ^ 
No deben ser reclamados ni devueltos, los 
esclavos Brasileros que hubiesen entrado al 
territorio del Estado, antes del 4 de - Novi- 
embre de 1851, fecha de la ratificación del 
tratado de extradición (1). 

DEUDA EXIGIÓLE. — Bajo esta deno- 
minación es conocida ia deuda pública, pro- 
cedente de sueldos impagos do la Adminis- 
tración, hasta fin de Junio de 1855, y de 
otros créditos contraidos desde 1^ de Enero 
de 1853, reconocidos y mandados pagar 
por el Gobierno. 

En cuanto á los sueldos, asi de la lista 
civil, como de ia militar, la Gontaduria ge- 
neral debia expedir certificados de sus alcan- 
ces á los empleados que los solicitasen, lo 
que se halla en suspenso hasta nueva reso- 
lución; y por lo que hace á los lenedores de 
libramientos de pago, se mandaron refun- 
dir en documentos de dicha deuda exigible, 
con espresion de la fecha y procedencia del 
crédito. 

Estos documentos debían ser clasificados 
y sellados con el sello competente por la 
Junta de crédito público, para ocurrir des- 



pués á la amortización en los términos que 
estaban prevenidos (1). 

Esto no tuvo efecto, y la ley de conver- 
sión de la deuda pública consolidada, ha da- 
do nuevo carácter á la exigible, la cual pue- 
de entrar á formar parte de ia deuda funda^ 
da, bajo las reglas establecidas en la ley de 
ii materia. Véase Deuda pública fundada. 

DECDA FLOTANTE. — Bajo csta dono- 
minacion era conocida la deuda que pesaba 
sobre el Erario público, hasta 1 5 de Fe- 
brero de 1831, y que siendo exigible, no 
habia podido ser cubierta, por la necesidad 
de aplicar á otros objetos una parte de las 
rentas de la Nación. 

Esta se componía : 1 "^ De los créditos 
reconocidos para cuando la ley determinase 
su pago : 2 "^ De los créditos reconocidos, 
cuyo pago habia sido suspendido por De- 
creto de 9 de Marzo de 1830: 3 ® De los 
créditos intervenidos, y no pagados por falta 
de fondos en Tesorería : 4 ^ De los paga- 
rés del Gobierno. Fué reconocido á bs cré- 
ditos de la segunda clasificación , un interés 
de cuarto por ciento mensual : de medio por 
ciento á los de la tercera, y de uno por 
ciento á los de la cuarta (2). 

Para la amortización de esta deuda , fué 
destinado el producto de la venta de tienas 
públicas conocidas con el nombre Aepropios 
del estinguido Cabildo de Montevideo, que 
comprendían el egido de esta Giudad, cuan- 
do sus limites estaban determinados por las 
antiguas fortificaciones, y también el de la 
venta de los edificios y terrenos que se con- 
siderasen innecesarios dentro de la Ciudad. 
Para estas enagenaciones, debían ser prefe- 
ridos los poseedores, que quisieran adauirir 
las tierras por las dos terceras partes ae su 
moderada tasación, cometida á un juri com- 



(1) Circular del Gobitirno á los Gefes PoUticos de 
14 de Junio de l8ó2. 



(1) Decreto de 10 de Octotre de 1 855. 

(2) Decralo de 17 de Mano de 1831. R. N. 
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puesto (le Iros individuos nombrados, uno 
por el Gobierno, olro por el interesado, y 
un tercero por ambos. Los tenedores de ti- 
tulos de deuda flotante, estaban facultados 
para comprar con ellos, los terrenos y edi- 
ficios indicados (!}. 

Posteriormente fué creada la caja de 
amortización de toda la deuda Nacional, en 
cuyo número fué comprendida esta, quedan- 
do por consecuencia sin efecto las disposi- 
ciones anteriores. Véase Caja de amorti- 
zación . 

DEUDA HiPOTfiCABM. — La dcuda 
llamada hipotecaria se componía de aquellos 
créditos privilegiados, a cuyo pago se ha- 
llaba espresamente afectado por resolución 
del Gobierna, el producto de alguna de las 
rentas de la Nación. 

Procedía esta deuda, en gran parte, de 
dinero entregado por precio de las rentas 
de Aduana, y de otros suplementos y anti- 
cipaciones hechas por particulares. Para el 
pago de algunos de estos créditos, está asig- 
nada una parte de las rentas del Estado en 
virtud de contratos especiales, hasta que 
queden completamente extinguidos. 

Los demás están mandados examinar, cla- 
sifica!' y liquidar, por una Comisión nom- 
brada por el Gobierno, encargada ademas^ 
de oír propuestas dd arreglo de los acreedo- 
res, dando cuenta del resultado, para la re- 
solución Legislativa que corresponda (2). — 
Véase Contratos de Aduana. 
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DEUDA FCjBLICA 

Toda la deuda Nacional contraída hasta fin 
de Diciembre de 1851. 

En tratado celebrado entre la República 
y el Imperio del Brasil, el 12 de Octubre 
de 1851, fué convenido: 1 ^ Que el Go- 
bierno declararía en liquidación toda la deu- 



(1) Ley de 17 de Marzo de 1831. 

(?) Decrrto de 2 de Noviombre de 1859. 



da Nacional el 1® de Enero de 1852: 2 ^ 
Que nombraría para la liquidación y clasi- 
ficación de la deuda, una Junta de crédilo 
público, de cuyos miembros, uno seria pre- 
sentado por el Plenipotenciario del Brasil 
en la República: 3^ Que convertiría en 
los primeros seis meses del año de 1852, 
la deuda Nacional, en títulos de deuda pú- 
blica consolidada , con interés de seis ó de 
tres por ciento al año : 4 ® Que así reco- 
nocida y clasificada la deuda, é inscripta en 
el gran libro de la deuda publica, quedaría 
definitivamente cerrada la conlabílidad den- 
tro del plazo que se designase. 

En ejecución de estas estipulaciones , fué 
creada la Junta de crédito público (1) y ul- 
teriormente declarado deuda Nacional, el 
monto de lodos los documentos liquidados 
por aquella üfi'cina, con sus intereses, y to- 
da la demás deuda que en lo succesivo se li- 
quidase, perteneciente á años anteriores al 
de 1852, procedente de empeños del Es- 
tado a particulares (2). 

Así convertida la deuda pública, y espe- 
didos los titules respectivos, quedó definiti- 
vamente cerrada la conversión (3). 

Fué mandado comprender en la liquida- 
ción de la deuda pública, el monto de los 
perjuicios causados por la guen-a que duró 
desde 1843 hasta 1851, previas las justifi- 
caciones establecidas por la ley de la mate- 
ria. — Véase Perjuicios causados por la 
guerra. 

Se dictaron ulteriormente distintas resolu- 
ciones Legislativas, sobre la forma de amor- 
tización de la deuda pública consolidada. 
Todas las tierras y propiedades públicas, 
fueron declaradas especialmente afectas á 
este objeto, (4) prohibiéndose, en consecuen- 



(f ) Decreto de 20 de Diciembre de 1851. 

(2) Ley de 3 de JuUo de 1864. 

(3) Ley de 6 de Junio de 1857. 

(4) Ley de C de JuUo de 1852. 
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cia, toda enajenación de ellas, ordenando 
la suspensión de todo expediente sobre de- 
nuncia decampoS) y mandando también prac- 
ticar la mensura general del territorio de la 
República, con arreglo á los títulos legíti- 
mos que presentasen ios particulares. 

Últimamente, el producto de la contri- 
bución directa, fué adjudicado á la amorti- 
zación de la deuda consolidada (1). Esto se 
ejecutó durante algún tiempo por medio de 
propuestas cerradas, ante la Junta de crédito 
público, hasta que por disposición posterior 
fué suspendida dicha amortización. 

La deuda consolidada en fin, fué conver- 
tida en títulos de la deuda pública fundada 
en virtud de las estipulaciones del contrato 
celebrado en la Corle de Rio de Janeiro el 
28 de Diciembre de 1858, entre el Pleni- 
potenciario de la República, y el Barón de 
Mauá, aprobado por el Gobierno, y sancio- 
nado por el Cuerpo Legislativo, con las mo- 
dificaciones contenidas en la ley de la ma- 
teria (2). 

Las estipulaciones de este contrato no 
son obligatorias para los tenedores de la 
deuda consolidada, pudiendo entrar a la 
conversión aquellos que lo juzguen conve- 
niente, dentro del término de cinco años. — 
Los que conserven sus bonos, ó títulos de 
deuda consolidada, no tienen opción á entrar 
en arreglos de pago ó amortización, hasta 
tanto que haya sido definitivamente amorti- 
zada la deuda fundada. — Véase Deuda pú- 
blica fundada. 

Los titules de deuda pública consolidada 
que resultaron falsificados, en virtud del 
examen practicado en 1859, por una comi- 
sión nombrada por el Gobierno, fueron que- 
mados el 25 de Abril de 1860, por una 



íOL^y del3dc Juüo de I8Ó3 yart. 13 de la dcfí) 
de Junio de 1866. 

(2, Lry de 27 de Jun.od; 1859. 



Comisión compuesta del Fiscal de Gobierno 
y Hacienda, el Contador y el Tesorero Ge- 
neral, y el Escribano de Gobierno y Hacien- 
da. 

iiEL'DA pCblica futvdaba. — Ladou- 
da exigible y la consolidada^ convertida e» 
títulos de aquel nombre.— Véase Deuda 
exigible. — Deuda pública consolidada. 

Todos los acreedores del Estado, por tí- 
tulos de deuda consolidada, tienen derecho 
de presentarlos a la conversión en títulos 
de la deuda fundada j dentro del término de 
cinco años contados desde el 12 de Abril 
de 1859: igual derecho tienen los tenedo- 
res de títulos de deuda exigible. 

Los que acepten la conversión; ceden á 
favor del Estado, noventa y cinco por ciento 
del valor nominal de sus títulos, siendo de 
deuda consolidada, y noventa por ciento, 
siendo de deuda exigible; y ambos, todos los 
intereses que hubiesen vencido dichos tí- 
tulos hasta el 1 ® de Julio de 1859, re- 
nunciando ademas, en el hecho, todos los 
derechos que les hubieren sido conferidos por 
leyes anteriores. 

Para subscribir á la conversión, deben 
los interesados depositar sus títulos de deu- 
da exigible ó consolidada', en el Banco Mauá 
y compañía al cual incumbe reducirlos á tí- 
tulos de la deuda fundada en fes proporcio- 
nes establecidas. Para la reahzacion de esta 
conversión, el Banco debia acreditar ante 
el Gobierno hallarse autorizado para repre- 
sentar una suma de títulos de la deuda pú- 
blica que no bajase de ochenta millones de 
pesos. 

Verificado esto, la conversión fué opera- 
da. 

Los títulos de deuda pública fundada, 
dados en cambio de los de la exigible y con- 
solidada, gozan del interés de seis por ciento 
al año pagadero semestralmenle en Enero y 
Julio; y la deuda en general, el beneficio de 
amortización, por medio de propuestas hechas 
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en plieg^o cerrado, i cuyo efecto ha de desai- 
narse una cantidad anual, igual al uno por 
ciento sobre el valor l>tal de la deuda. Las 
propuestas deben ser abiertas en presencia 
del Fiscal de Gobierno y Hacienda, y en 
caso de duda, debe esta referirse a la deci- 
sión del Ministerio de Hacienda. Si los tí- 
tulos de deuda fundada llagasen á la par, la 
amortización se hará á sorteo. 

El pago de los intereses y amortización 
de la deuda fundada, deben hacerse en oro 
6 plata, correspondiente á la ley monetaria 
de la República, sin que pueda ser aplicable 
á él, cualquiera mudanza ulterior en el sis- 
tema monetario, ó la introducion de cual- 
quier medio circulante, bajo cualquiera for- 
ma ó denominación. 

Los acreedores de deuda consolidada ó 
exigible que no entrasen en la conversión, 
no pueden ser atendidos en ningún arreglo, 
hasta después de hallarse integramente 
amortizada la deuda fundada, quedando en 
consecuencia en suspenso las resoluciones 
anteriores sobre la materia. 

Los títulos de la deuda fundada son trans- 
feribles y al portador, y deben llevar la fir- 
ma del Ministro de Hacienda, del Contador 
General y del Banco Mauá. — Las transfe- 
rencias deben hacerse, dejando previamente 
constancia en los respectivos registros del 
Banco Mauá, asi en Montevideo, como en 
Rio Janeiro y Londres. — Las transmisiones 
de títulos sin este requisito son ineficaces, é 
inducen sospechas de falsificación, según lo 
dispuesto por acuerdo del Gobierno de 26 
de Septiembre de 1859 (1). 

El pago de intereses y amortización de la 
deuda, debe hacerse en el Banco Mauá en 
Montevideo, y en Rio de Janeiro y en Lón- 



(1) Esta es una medirla prevonlifa de cualquiera 
f.iIdlAcacion, como lo dice el preámbulo dn mismo 
HtuHMdo: sin embargo, ella dobeser Ineficaz é ilusoria 
desde que los Utulod de deuda fundada son al porta- 
dor. 



dres á voluntad de los acreedores allí resi- 
dentes. Incumbe también al Banco Mauá 
realizar todas las operaciones relativas á este 
negocio, recoger fondos, sufragar los gastos 
y presentar cuenta semestral de todo al Go- 
bierno, cobrando una comisión de dos y me- 
dio por ciento sobre el monto de los divi- 
dendos. 

Para la amortización y pago de intereses 
de la deuda fundada, están asignados los 
fondos siguientes : 1 ^ Dos por ciento adi- 
cional sobre los valores de la importación, 
esceptuándose los productos naturales y 
agrícolas comprendidos en el tratado cele- 
brado con el Imperio del Brasil el i de 
Septiembre de 1857 y sus similares. — 
Véase Derechos de importación y expor- 
tación marítima. 2^ Cuatro por ciento 
de exportación sobre los productos del Pays, 
con escepcion de aquellos á que se refiere 
el mismo tratado. — Véase Comercio. 

Son esceptuados también del derecho ex- 
traordinario de exportación, los frutos simi- 
lares á los del País, procedentes de Puertos 
Extrangeros á su rembarco ó trasbordo. 

Si el producto de las rentas adscriptas 
al servicio de la deuda fundada, escediera 
de la cantidad necesaria para el pago de los 
intereses y amortización, el esceden te debe 
aplicarse á la compra de títulos por cuenta 
del Gobierno. 

Si sobreviniendo circunstancias extraor- 
dinarias, no podujesen las rentas adscriptas 
al servicio de la deuda, las sumas necesa- 
rias para cubrirlo, el Banco Mauá y com- 
pañía está obligado á adelantar al Gobierno 
la suma que faltase en cuenta corriente, 
mediante el ínteres establecido para esa 
parte de sus operaciones Bancarias. 

El Gobierno está autorizado para dismi- 
nuir ó suprimir el derecho de exportación 
sobre las carnes y tas harinas, si el fondo 
destinado al senrício de la deuda escediese 
la cantidad exigida, debiendo sin embargo» 
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presentar antes al Poder Legislativo, los 
medios de reemplazarla cantidad disminuida 
por otra equivalente, de manera que la deu- 
da conserve siempre todas las garantías es- 
tablecidas á su fundación. 

El funcionario público que de cualquiera 
manera concurriese á la distracción ó reten- 
ción délos fondos adscriplos al servicio de la 
deuda, queda sugeto á la pena impuesta á 
la malversación de los caudales públicos (1). 

El interés de la deuda pública fundada, 
devenga desde que los tenedores de titulos 
de la exigible ó consolidada depositen estos 
en el Banco Mauá. Los bonos asi deposita- 
dos, antes de cambiarse por titulos de la 
deuda fundada, deben ser pasados á la Con- 
taduría general, para su comprobación con 
los libros matrices, la cual debe practicarse 
por una Comisión compuesta del Contador 
de la extinguida oficina general de crédito 
público, y del gerente del Banco Mauá ó su 
representante. Los titulos ó bonos que re- 
sultasen falsificados, quedan separados, po- 
niendo la clasificación de buenos á los que 
lo fuesen, y devolviéndose al Banco. 

Esta operación se practicó anticipada- 
mente con todos los titulos de la deuda con- 
solidada, sin escepcion, á consecuencia de 



la aparición de bonos falsificados, quedando 
inutilizados estos, y habilitados ios buenos con 
un sello con esta inscripción: comprobado ^ 
y la firmado los funcionarios encargados del 
examen y comprobación. 

A medida que se extiendan titulos de la 
deuda fundada, deben ser completamente 
extinguidos los de la deuda exigible y con- 
solidada, que hubiesen sido convertidos. 

La Contaduría general debe llevar un li- 
bro especial para la deuda fundada, y para 
la cuenta corríente con el Banco Mauá y 
compama relativa al pasage de fondos, anti- 
cipos y demás operaciones de la misma 
deuda. 

Los productos de las rentas asignadas a) 
servicio de la deuda, deben pasarse por la 
Colecturía general al Banco Mauá y com- 
pañía, con intervención de la Contaduría. 

Los Cónsules de la República en Rio de 
Janeiro y Londres, representan al Fiscal del 
Estado, y al Ministerio de Hacienda, en las 
operaciones de amortización de la deuda fun* 
dada. 

Los certificados de Contaduría general 
sobre atrasados de 1852, pueden concurrir, 
á la deuda fundada en igualdad de condi- 
ciones con la deuda exigible (1). 



DI. 



días clásicos. — Véase Fiestas Nor 
clónales. 

METAS HE LOS BBPBESETVTAlVrES Y 

SENADOBES. — Las sumas con que el Es- 
tado compensa los sei'vicios de estos, du- 
rante el ejercicio de sus funciones. 

El monto de las dietas, es designado por 
cada Legislatura, en la última sesión de su 



(I) Contrato celebrado en Rio de Janeiro entre e^ 
PlenipoteociArio de la Re))ública y el Barón de Mauá 
el 28 de Diciembre de 1858 y ley de 27 de Junio do 
1859. 



periodo, para la siguiente. Los Represen- 
tantes y Senadores residentes en los De- 
partamentos de campaña, tienen opción á las 
dietas, desde el dia en que salgan de sus 
casas, hasta aquel en que prudentemente se 
juzgue su regreso á ellas : los residentes en 
la Capital, tienen opción desde el dia de la 
apertura, hasta el de la clausura de tas Cá- 
maras. • La Comisión Permanente, goza de 



(() Dücrelodc 4 de Julio de 1859. 
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las dietas sin interrupción. Véase Comusion 
Permanente del Cuerpo Legislativo. 

Las dietas se pagan directamente con 
absoluta independencia del Poder Ejecu- 
tivo (1). 

El Tesorero General debe separar el diez 
por ciento de todas las rentas que entren 
en su caja, hasta completar el monto men- 
sual de las dietas de los Senadores y Re- 
presentantes y sueldos de los empleados de 
las Secretarías d3 las Cámaras, conservando 
dichas sumas á disposición de los Presiden- 
tes de ellas. Antes de cubrir los libramien- 
tos de estos, debe recabar la intervención 
de la Contaduría General. El mismo proce- 
der debe observar con respecto á la Comi- 
sión Permanente y las Secretarías, durante 
el receso de las Cámaras. Cuando la Asam- 
blea fuese convocada extraordinariamente , 
las dietas deben estenderse al tiempo de la 
duración de las sesiones extraordinarias (2). 



). — La décima parte aplicable 
al Fisco, sobre el valor de alguna cosa su- 
geta á su pago. El derecho de diezmo que 
se exigía sobre la cuatropea y granos, fué 
declarado suprimida (3). 

DiucENciAs. — Los asiontos de estos 
carruages, deben estar numerados, y tener 
un espacio de dos tercias de vara cada uno. 
No pueden contener mas pasageros de los 
que cómodamente puedan conducir. Los in- 
fractores incurren en una pena discrecional 
á juicio de la Policía (4). 

DIPUTADOS DE COBIERCIO. — LaS 

personas nombradas en algunos Departa- 
mentos para administrar justicia en las cau- 
sas mercantiles. 



(1) Art. 37 de la Constitución. 

(2) Leves de 22 de Diciembre de 1830 y de 9 de Ju- 
lio de 1868. 

(3) Ley de 30 de Diciembre de 1825. 

ih] Ucsoiurion polirlal de 25 de Abril de 18(i0. 



Las Diputaciones de Comercio en los 
Pueblos de Maldonado, Mercedes, Colonia y 
Paysandú, fueron creadas por el Reglamen- 
to provisorio de Administración de Justicia 
de 10 de Agosto de 1829, y aunque supri- 
midas por la ley de 13 de Julio de 1839, 
la cual incumbió á los Alcaldes Ordinarios 
y Jueces de Paz el conocimiento de las cau- 
sas de comercio, fueron aquellas restable- 
cidas por Decreto de 4 de Marzo de 1854. 
Pero como esto fuese una consecuencia del 
restablecimiento también, del Tribunal Con- 
sular, que había tenido lugar por resolución 
de 28 de Enero anterior, no existiendo ya 
este, las diputaciones de Comercio han de- 
jado de existir, aun cuando no haya una re- 
solución especial que lo determine. 

Los Diputados de Comercio conocian en 
las causas de ^sta naturaleza, asociados á 
dos comerciantes ó mercaderes sacados á la 
suerte, de una lista de todos los individuos 
de aquellas clases, que debían formar antes 
de entrar á ejercer sus funciones; y en los 
Pueblos donde no había Diputados de Co- 
mercio, los Alcaldes Ordinarios desempeña- 
ban el cargo ; sus sentencias eran apelables 
para ante el Juzgado de Alzadas. 

Actualmente conocen en las causas de 
Comercio en los Departamentos de campaña 
los Alcaldes Ordinarios y los Jueces de Paz 
según el monto del valor que se litigue, con 
apelación de las sentencias de los segundos 
para ante los primeros, y de estos para an- 
te el Juez letrado de Comercio. — Véase 
Juez letrado de Comercio. 

DISCORDE. — En los Tribunales cole- 
giados los miembros que no estuviesen con- 
formes con el voto de la • mayoría, y que 
deben sin embargo someterse á la resolu- 
ción de esta, tienen la facultad de agregar 
á su firma la palabra discorde (1). 

(I) Art. 42 de la Ley de 9 de Mayo de Í85G. 
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DOCTOR. — El que ha recibido solem- 
nemente en alguna Universidad, el grado 
que le faculta para enseñar y profesar la 
ciencia en que fué graduado. 

La Universidad de la República confiere 
el grado de Doctor, en las facultades de Me- 
dicina, Cirujía, Derecho y Teología. 

Para obtener el grado de Doctor se re- 
quiere : 1 "^ Haber recibido antes el de Ba- 
chiller en ciencias y letras : 2 "^ Rendir un 
examen general sobre las materias que 
abraze el estudio, de la facultad en que ha- 
ya de recibirse, cuya duración será de tres 
cuartos de hora : 3 "^ Presentar una diser- 
tación escrita sobre una tesis importante, 
cuya lectura durará al menos media hora. 
Esta disertación debe ser presentada al 
Rector, y a los Catedráticos de la facultad, 
y aprobada que sea, el Rector señala dia y 
hora para su lectura en acto público : 4 ® 
Sufrir después de esta lectura, las réplicas 
que deben hacerle dos estudiantes, y las 
preguntas que le hiciere la mesa , lo cual 
no debe durar mas de una hora. En esta 
última función, el examinado puede ser pro- 
tegido, por uno de los profesores de la fa- 
cultad, de su eleccioa. 

Rendidas estas pruebas, y aprobado que 
sea en ellas, el pretendiente queda habili- 
tado para recibir el grado de Doctor en la 
facultad que le corresponda, en la primera 
colación de grados Universitarios. 

Antes de ese acto solemne debe prestar 
ante el Rector de la Universidad, juramento 
de defender la independencia de la Repú- 
blica, y su libertad bajo el régimen Repre- 



sentativo Republicano, y el imperio de la 
ley. 

Los graduados en otra Universidad, que 
lo acrediten con títulos originales, pueden 
ser incorporados á la de la República, pre- 
sentando sus titules al Consejo Universita- 
rio (4). Véase Sala de Doctores. 

DocuniEXTos OFICIALES. — Eu ejc- 
cucion de lo dispuesto por Acuerdo del Go- 
bierno de 8 de Noviembre de 1 859 por el 
cual se mandó llamar á propuestas para la 
inserción de todos los documentos oficiales, 
fué acordado este privilegio al Diario La 
Nación j con obligación de entregar diaria- 
mente á la Oficina competente, ciento cin- 
cueríta ejemplares del Diario. Esto no obsta 
sinembargo, á la publicación de dichos do- 
cumentos por los demás periódicos. 

DOWAcioiv. — El traspaso gracioso del 
dominio de alguna cosa. 

Todas las donaciones que se hiciesen por 
medio de escritura pública, deben ser ano- 
tadas en el registro competente, sin cuyo 
requisito, no surten dichas escrituras, sus 
efectos legales enjuicio. — Véase Derechos 
de registro. 

DOMACio^ MOBTis CACSA. — El tras- 
paso del dominio de alguna cosa, hecho por 
via de manda, en caso de peligro de muerte. 

Las donaciones mortis causa, están su- 
getas al pago de un impuesto de un tanto 
por ciento, según los casos , en favor del 
Fisco, sobre lo cual, incumbe al Fiscal de 
Gobierno y Hacienda, hacer las gestiones 
que fuesen necesarias (2). Véase Herencia. 



Kn. 



EDIFICIOS. — ^No puede construirse nin- 
gún edificio sin permiso competente. Todo 
particular que quiera edificar debe dirigirse 
previamente al Departamento de Policía y 



al Inspector de obras públicas para obtener 



(O Reglamento Universitario de 28 de Setiembre 
de 1849. 
(2) LpydeSde Abril de «857. 
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la correspondiente autorización: en cuanto al 
primero, á fin de pagar el impuesto estable- 
cido, y en cuanto al segundo, para que pro- 
ceda á la respectiva delineaciony nivelación. 
La Inspección debe llevar un libro en que 
conste el nombre del propietario y todas las 
particularidades de medidas lineales y de lo- 
calidad (1). Wémse Licencia para edificar. 
Llenadas esta§ formalidades, queda el 



pretendiente habilitado para etnprender sus 
trabajos con sugecioná lasr^las y prescrip- 
ciones siguientes: 1 "^ El edificio no debe 
salir de ta linea de la acera, ni subir ni bajar 
esta: 2 ^ Las rejas no deben ser convexa» 
ni salientes de la linea del edificio (i). — 
Véase Inspección de obras públicas. 

EDUCACIÓN'. — ^Véase Instrucción pú- 
blica. 



Ejr. 



Ejwo. — El terreno de propiedad públi- 
ca que se reserva á la salida de los pueblos, 
ó en su circunferencia, para desahogo de 
estos. 

El antiguo ejido de esta Ciudad, conoci- 
do con el nombre de prgpios del Cabildo de 
Montevideo, fué vendido • á particulares, por 
disposición de la ley, adjudicándose su pro-^ 
duelo, al pago de la deu^a denominada flo- 
tante. — ^Véase Deuda flotante. 

Las condiciones de la venta eran el pago 
de los dos terceras partes de la moderada 
tasación, hecha por un juri compuesto de 
tres individuos, nombrados uno por el Go- 
bierno, otro por el intesesado, y el tercero 
por ambos. — Para la venta de estas tierras, 
debian ser preferidos los que se apoyasen en 
derechos de posesión, á los cuales compren- 
dia la moderada tasación indicada. Los de- 
mas, debian venderse en remate público, 
quedando esceptuados de dicha venta, los 
terrenos que reconociesen alguna servidum- 
bre pública (2). 

Los terrenos del antiguo ejido, fueron 
pues, vendidos á particulares, en solares, 
bajo la delineacion demarcada en el plano 
mandado levantar al efecto; en donde se 
formó después ' la parte Este de la Ciudad, 



{\) Art. 6.® del Decreto de 26 de Jniio de 185Í. 
(?) Ley de 17 de Marzo de 1831. 



conocida con el nombre de Ciudad nueva^ 
y que hoy constituye una parte muy impor- 
tante de la Capital. 

Los ejidos de algunos pueblos, de la cam- 
paña, han sido, del mismo modo, enagena- 
dosá particulares y continúan enagenandoseí 
siendo de la competencia de las Juntas Eco- 
nómico Administrativas, la expedición de 
los respectivos títulos de propiedad. 

Las Juntas deben proceder con relación 
á los ejidos, con sugecion á las disposiciones 
de las leyes de Indias sobre la materia, y 
á las demás, de la legislación Española. En 
consecuencia, las tierras designadas para eji- 
dos de los Pueblos, deben considerarse es- 
clusivamente destinadas para su labranza. 

No puede donarse á cada poblador mas 
que una suerte de chacra, y un solar en el 
pueblo, hasta tanto que haya construido ha- 
bitación, si es solar dentro del Pueblo, ó 
establecido trabajos de labranza, si es cha- 
cra, por cuyos medios se perfecciona el de- 
recho de dominio. El que no lo verificase 
dentro de tres meses, después de hecha la 
donación, pierde en el hecho, los derechos 
adquiridos. 

Es prohibida la aglomeración de adqui- 
siciones en una persona, ó en nombre de 
diversos miembros de una familia» i menos 

(<) Reglamento de i5 de Enero de IS2T. 
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que constituyan nuevas familias 6 poblacio- población y labranza continuada dnranlo 

nes. cuatro años. Las Juntas E. Adininíslrativas 

Nadie puede conservar chacras sin culti- deben hacer constar estas disposiciones en 

vo, ni solares sin edificar y cercar, á no ser los títulos que expidan (1). 
que haya adquirido antes el dominio, por la 

Eli. 



EI^ECC103ÍE9$ DE ALCALDES ORDllVA- 

ríos. — Los Alcaldes Ordinarios son nom- 
brados por elección directa de los vecinos 
de su respectiva jurisdicción, el dia 1 "^ de 
Enero de cada año. 

Con el Alcalde se eligen dos suplentes, 
que desempeñan, por su orden, las funciones 
del titular, en caso de renuncia, ausencia ó 
impedimento. Los Alcaldes pueden ser ree- 
lectos. 

El Alcalde Ordinario saliente, debe pre- 
sidir la mesa encargada de recibir los votos 
para el entrante, cuya mesa se forrando di- 
cho Alcalde, y de cuatro vecinos noinbrados 
á pluralidad por los que se hallen presentes, 
momentos antes de precederse á la elección, 
de los cuales, dos desempeñan las funciones 
de escrutadores, y otros dos las de secretario. 
Constituida asi la mesa, proeede á recibir 
los votos, hasta la hora de ponerse el Sol. 
Es de práctica que la votación para Alcalde 
y sus suplentes, se presente por escrito. 

Terminada la elección, el Alcalde salien- 
te convoca al que resulte electo del escru- 
tinio que se hubiese practicado , así como á 
los suplentes, para que concurran á prestar 
ante él, el juramento de desempeñar bien y 
fielmente el cargo, después de cuyo acto, 
queda el nombrado en posesión, y entra al 
ejercicio de sus funciones. El Alcalde sa- 
liente debe, antes de ese acto , pasar oficio 
al Ministerio de Gobierno y al Tribunal Su- 
perior de Justicia, comunicando el resultado 
de la elección. 

Ningim individuo electo Alcalde Ordina- 



rio ó suplente, puede escusarse de admitir 
el cargo ni renunciarlo, sino ante la mesa 
electoral, la cual resolverá sin recurso algu- 
no. Si las causas fuesen tales, que se re- 
suelva en virtud de ellas exonerar á los 
electos, siendo el Alcalde, se ^repetirá la 
elección en la misma forma, sin elegirse 
nueva mesa : siendo algún suplente, se le 
reemplazará por nombramiento que haga la 
misn.a mesa electoral (2) 

Cuando se dijese de nulidad de la elec- 
ción de Alcalde, por vicios de que adoleciese 
ú otras causas, compele al Tribunal de ape- 
laciones conocer del asunto, y resolver sin 
figura de juicio, con audiencia del Ministe- 
rio Fiscal (3). 

Para ser electo Alcalde Ordinario ó su- 
plente, se necesita ser vecino, y haber resi- 
dido en el Estado, un año al menos, sin in- 
terrupción, antes del nombramiento (4). 

ELECCIONES DE DEFEÜíSORE» DE ME- 

ivoREs^ — Los Defensores de menores, son 
elegidos con dos suplentes, simultáneamente 
con los Alcaldes Ordinarios, y en la misma 
forma que estos. Sus funciones duran el 
mismo tiempo que las de los Alcaldes (5). 
Véase Elecciones de Alcaldes Ordinarios, 
— Defensor de menores. 



(1) Deirelode ?5 d*^ OrUibredo 1859. 

(2) Rrffljiínento provisoiio de AdminUtracíon de 
Justicia de I O de k^i>%u de 1819, Cap. 10. 

^a) Ley (i'e |:i du Julio fie <8ó3. 

(i) Lry de Si doSeptnmbre de 1819. 

(.'•) Alt. 10 del R<g'amen:o de Admír.i»trncion de 
Jiis icin de. lO dn Ag<l^lo de IS';9 y 9 de la L«'y de 34 
de Octubre drl m! mo alio. 
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ELECCIOABS DE JITECES DE PAZ. — 

Los Jueces de Paz son nombrados por elec- 
ción de los Tenientes Alcaldes de su res- 
pectiva jurisdicción, reunidos en junta pre- 
sidida por el Alcalde Ordinario saliente en 
el Pueblo cabeza del departamento, ó donde 
lo haya — Hecha la elección , el Alcalde 
debe comunicarlo al Juez electo, para que 
preste ante su antecesor el debido juramen- 
to de desempeñar con fidelidad el cargo. 

Las funciones de ios Jueces de Paz du- 
ran un año pudiendo ser reelectos. 

Verificada la elección de los Jueces de Paz, 
el Alcalde Ordinario debe pasar al Gobierno 
y al Tribunal Superior de Justicia^ una no- 
ticia de los electos. 

Ningún individuo nombrado Juez de Paz, 
puede escusarse de admitir el cargo, sino 
ante el Alcalde Ordinario, al cual incumbe 
resolver sin recurso alguno. Si el Alcalde 
resolviese admitir la escusacion, con presen- 
cia de las causas que la motiven, se nombra 
el que haya de subrogarle, por la mesa elec- 
toral de Alcalde Ordinario (i). 

Los Jueces de Paz no tienen suplentes. 
En los casos de impedimento ó recusación, 
deben ser subrogados por sus antecesores, 
por el orden de antigüedad, principiando por 
el mas inmediato; y en defecto de estos, 
por el Juez de Paz en ejercicio que se halle 
á menor distancia y no esté impedido (2). 

Para poder ser Juez de Paz, basta saber 
leer y escribir, á mas de las circunstancias 
que requieren las leyes generales. (3). 

Al Tribunal Superior de Justicia compete 
conocer y resolver, sin figura de juicio y 
con audiencia del Ministerio Fiscal de la 



(O R'^glamcntodp Adrainístracion de Justicia de 10 
d« Agosto de t8:¿9. Cap. 10. 

(2) Lev de 23 de Marzo de <f-3S. 

(3) Art. *.)0 dri Reftlariinito de AJnilDistrartoa de 
Jiifilicia do <u de AgOétu de 1H20. 



validez ó nulidad de las elecciones de los 
Jueces de Paz (1). 



BE JL\H ju^^TAS e. Anm- 
NKTR.iTiVits. — El nombramiento de los 
individuos que deben componer las Juntas 
Elconómico Administrativas, se hace, por vo- 
tación popular. La duración de estas es de 
tres años. 

El siguiente Domingo, después de haberse 
hecho la elección de Representantes, se reú- 
nen nuevamente los Ciudadanos para elegir 
directamente los miembros de las Juntas E. 
Administrativas, é igual número de suplen- 
tes. —Véase Elecciones de Representantes. 

Las mesas primarias para esta elección, 
deben componci^se del Juez de Paz, 6 el que 
desempeñe sus funciones, en clase de Presi- 
dente, y de los cuatro primeros Ciudadanos 
sacados á la suerte ocho dias antes, de una 
lista que los Jueces de Paz deben formar 
anticipadamente, de los individuos inscriptos 
en el Registro Cívico, que supieren leer y 
escribir. La ausencia ó enfermedad de al- 
guno de estos, debe suplirse por los suplen- 
tes, sacados del mismo mo4p. Para el acto 
del sorteo deben ser citados todos los ciuda- 
danos de la sección respectiva que se hu- 
biesen inscripto enel Registro Cívico. — Véa- 
se Registro cívico. 

A cada sección con^esponde una mesa 
primaria, las cuales deben reunirse en un lu- 
gar público para recibir la votación, admi- 
tiéndola de todos aquellos Ciudadanos que se 
hubiesen inscripto previamente en el Regis- 
tro. La votación dura desde la nueve hasta 
la hora de ponerse el Sol. 

De los cuatro Ciudadanos que integran la 
mesa, dos desempeñan las funciones de es- 
crutadores y dos las de Secretarios, llevando 
listas dobles de la elección. 



(1) Loyde «3 Julio de <8!ia. 
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El escrutinio de la votación corresponde 
á la mesa central. Esta se forma del Alcalde 
Ordinario, en clase de Presidente, y seis 
Ciudadanos sacados á la suerte, de una lista 
que no pase de cincuenta, ni baje de veinte, 
hecha previamente por el Alcalde, el Defen- 
sor de menores v un Juez de Paz: la falta 
de los primeros, en su caso, debe llenarse 
por sus suplentes; y la del último por el Juez 
de Paz mas inmediato. 

El Alcalde Ordinario debe hacer el sorteo 
en público, con asistencia de los Jueces de 
Paz y Tenientes Alcaldes del Pueblo, anun- 
ciando previamente por edictos, el dia y ho- 
ra en que haya de verificarse. 

El primer dia festivo después de hechas 
las elecciones, se reúne la mesa central, á 
la cual deben haber remitido los Jueces de 
Paz, los pliegos cerrados de la votación ; 
y después de cerciorarse de que no han si- 
do abiertos, se abren en público, precedién- 
dose al escrutinio general, no contando en 
este, los votos que se hubiesen dado.por una 
misma persona en diferentes mesas (1). 

Hecho el escrutinio, y labrada el acta 
respectiva, en que deben constar los electos 
y sus suplentes, se remite una copia al Go- 
bierno, y otra á cada uno de los electos, que 
les sirve de diploma, asi como á los suplen- 
tes. Los registros originales y el acta, pa- 
san después al Presidente de la respectiva 
Junta, quedando depositados hasta la pri- 
mera reunión de esta, en poder del Alcalde 
Ordinario. 

La mesa central debe también designar á 
los electos el dia en que hayan de tomar 
posesión, la cual debe darse á estos por la 
Junta saliente, dentro de los primeros veinte 
dias después de su elección (2). 



(1) Para evitar este abuáo la mesz debe ftsegnrarpe 
de que el votante sr halle inscripto en el Rcgi^tro Cí- 
vico de la Sección, dcscechando bü voto eii caso con- 
trario. 

(2) Lry de 30 d<$ Marzo de 1830 Cap. 3 » . 



Para ser miembro de la Junta E. Admi- 
nistrativa, es necesario reunir las condicio- 
nes siguientes:!*^ Ser Ciudadano: 2^ 
Poseer alguna propiedad raiz en el Depar- 
tamento (1). 

Los miembros de las Juntas en los De- 
partamentos de campana, no deben bajar de 
cinco (2). La d3 la Capital se compone de 
nueve (3). 



KLKCCIO^ DE PBESf DBIKTB DE LA BE« 

PLB1.1CA. — El IVesidente de la Repú- 
blica es elegido por la Asamblea General, el 
dia l^de Marzo, por votación nominal, á 
pluralidad absoluta de sufragios, espresados 
en balotas firmadas, que lee publicamente el 
Secretario, y que son presentadas en el acto 
de la elección. 

Las funciones del Presidente de la Re- 
pública duran cuatro años, y no puede ser 
reelecto sin que medie igual periodo de 
tiempo, entre su cese y su nueva elección. 

Para ser electo Presidente de la Repú- 
blica, se requieren las condiciones siguien- 
tes: l"^ Ciudadania natural : 2 "^ Siete 
años de ejercicio de la Ciudadania antes de 
su nombramiento : 3 *^ Treinta y tres años 
cumplidos de edad: 4 ® Poseer un Capital 
de diez mil pesos, 6 una renta equivalente ó 
profesión cientifica que se la produzca (4). 

Hecha la elección, el Presidente electo 
presta juramento ante la Asamblea General, 
y en manos del Presidente del Senado, so- 
bre los Santos Evangelios, de desempeñar 
debidamente el cargo, proteger la Religión 
del Estado, conservar su integridad é inde- 
pendencia y observar y hacer observar fiel- 
mente la Constitución (5). 



(O Art. 122 déla Constirucion. 

(2) Art. 37 dfí la Ley de 30 de Marzo de 1880. 

(3) Ley de 30 de Abril de I8.)6. . 

(4) SercionT* C:ip. 1 de la ron.'-tilucion. 
(')) Arl. 7G de la Cün&tiliiciun* 
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Comunicase en seguida al Presidente de 
la República cesanle, para que le ponga en 
posesión del cargo, lo que se verifica acto 
continuo. 

ELEC€IO:«BS DE REPRE5»£KTAKTE8. 

— Los Representantes son elegidos por 
voto directo de los Ciudadanos que se hu- 
biesen inscripto previamente en el Registro 
Cívico á cargo de los Jueces de Paz — Véa- 
se Registro Cívico. 

En todos los lugares en donde exista un 
Juez de Paz, debe formarse una mesa elec- 
toral, donde concurran los volantes á pres- 
tar sus sufragios. De los individuos inscrip- 
tos en el Registro Cívico, deben sacarse á 
la suerte, ocho días antes del señalado para 
la elección, ocho Ciudadanos, de los cuales, 
los cuatro primeros deben formar la mesa , 
presidida por el Juez de Paz, ó el que de- 
sempeñe sus funciones, supliéndose la au- 
sencia de aquellos, por los otros cuatro, en 
calidad de suplentes: para el efecto, deben 
ser todos citados con la conveniente antici- 
pación. El sorteo debe hacerse públicamente 
por el Juez de Paz, citando con antelación 
a los Tenientes Alcaldes, y á los Ciudada- 
nos mas inmediatos de su distrito, y anun- 
ciándolo por edictos. Ninguno de los Ciuda- 
danos designados por la suerte , puede es- 
cusarse de asistir, sin causa justificada (1). 

Las elecciones de Representantes, tienen 
lugar en toda la República, el último Do- 
mingo del mes de Noviembre, cada tres años 
en que concluye cada Legislatura (2). 

En la mañana del dia de la elección, la 
mesa debe reunirse en un parage público y 
nombrando previamente de su seno, dos es- 
crutadores y dos secretarios, proceder á re- 
cibir la votación, empezando por los de la 



(I) Ley (le 30 de Marzo lie 1830. 
Í2) An. 2? (lo la C.oiistiluriim. 



mesa, en el urden en que se hallen coloca- 
dos. 

Los votos deben darse personalmente, 
poniendo un número doble de personas del 
que coiresponda al de Representantes que 
deba dar el Departamento, dividiendo la mi- 
tad en titulares, y el resto en suplentes, con 
la debida separación. 

La votación debe anotarse en listas do- 
bles, que formarán á un mismo tiempo los 
dos Secretarios, con cspresion del nombre 
del sufragante : estas listas deben ser con- 
frontadas y formadas por todos los de la 
mesa, según vayan llevándose los pliegos en 
que se asienten. La votación empieza á las 
nueve de la mañana, y concluye al ponerse 
el sol. 

Acto continuo se procede al escrutinio, 
extendiendo acta en que se espresen lodos 
los Ciudadanos que hubiesen obtenido su- 
fragios, y el número de estos. 

Concluido esto, la mesa debe pasar al Al- 
calde Ordinario del Departamento, copia au- 
torizada de dicha acta y de las listas de vo- 
tación, en i)liego cerrado y sellado, con nota 
en el sobre de contener la votación para Re- 
presentantes del Juzgado tal. 

El Alcalde Ordinario en el Pueblo cabe- 
za de Departamento, reunirá una mesa cen- 
tral, encargada de hacer el escrutinio gene- 
ral de las votaciones de los Juzgados de 
Paz: esta se compondrá del Alcalde Ordina- 
rio en clase de Presidente, y de seis Ciuda- 
danos sacados á la suerte, de una lista que 
Ho pase de cincuenta, ni baje de veinte, for- 
mada previamente por el Alcalde, el Defen- 
sor de menores y un Juez de Paz, elegido 
por aquel : la falta de los primeros, se lle- 
nará por sus suplentes, y la del último, por 
el Juez de Paz mas inmediato. 

El sorteo de los Ciudadanos debe ser pú- 
blico, anunciándose previamente por edictos, 
y pasando aviso á los que resulten designa- 
dos por la suerte. 
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El primer día festivo siguienle á aquel 
en que se hubiesen recibido las últimas elec- 
ciones del Departamento, debe reunirse la 
mesa central, y proceder al escrutinio gene- 
ral, abriendo los pliegos que le hubiesen si- 
do remitidos por los Jueces de Paz, después 
de cerciorarse de que no han sido abiertos, 
rectificando los escrutinios de las mesas 
primarias, y separando los votos que apa- 
reciesen dados por una misma persona en 
distintas mesas. 

Concluido el escrutinio general, se esten- 
derá acta en que se espresen los Ciudadanos 
que hubiesen obtenido votos, y el número 
de estos. En seguida serán proclamados Re- 
presentantes los que tuviesen mayoría de su- 
fragios, y suplentes de estos, los que les si- 
guieren en el orden de la votación. 

A cada uno de los primeros se pasa en 
seguida copia autorizada del acta, que le sir- 
ve de suficiente diploma para incorporarse 
á la Cámara. Cuando haya de darse copia 
del acta á alguno de los suplentes, se reu- 
nirá la mesa para expedirla (1). 

Para ser elegido Representante, se re- 
quieren las condiciones siguientes: 1° Cinco 
años de Ciudadania en ejercicio: 2*^ Veinti- 
cinco años cumplidos de edad: 3** Un capi- 
tal de cuatro mil pesos, ó el ejercicio de una 
profesión, arte ú oficio útil, que produzca 
una renta equivalente: 4" No ser empleado 
civil 6 militar, ni pertenecer al clero regu- 
lar, ni al secular, gozando renta con de- 
pendencia del Gobierno (2). 

ELECCIONES DE SENADOBGS. La 

elección de los Senadores es indirecta (3). 
Los Senadores duran seis años en el ejer- 
cicio de sus funciones, debiendo renovarse 



(<) Ley de¡30 de Maraolde 1830. Cap. I « y 2 ^ . 

(2) Art. 24 y 3& de la Coostiiucion. 

(3) Art. 28 de la Cunsliluclon. 



por terceras partes en cada bienio do mane- 
ra que cada dos años haya en los Departa- 
mentos respectivos, elección de Senadores 
que deban reemplazar á los salientes. 

Para este caso, debe pasarse aviso por el 
Gobierno á los Alcaldes Ordinarios de los 
Departamentos donde haya de elegirse Se- 
nador, y estos lo transmitirán á los Jueces 
de Paz de su jurisdicción, designándoles el 
Domingo siguiente al señalado para la elec- 
ción de las Juntas E. Administrativas, para 
que convoquen á los Ciudadanos de sus res- 
pectivos distritos, y procedan á recibir la 
votación de electores que deben constituir 
el Colegio electoral de un Senador y cuatro 
suplentes. En cuanto al modo de formarse 
las mesas primarias, recibirse la votación, 
hacerse el escrutinio de ella, y pasar las co- 
pias de actas á la mesa central, debe obser- 
varse lo prevenido para la elección de Re- 
presentantes. — Véase Elecciones de Repre- 
sentantes. 

La votación debe hacerse por nueve elec- 
tores en cada uno de los Departamentos, 
quienes deben reunir las siguientes condi- 
ciones: 1^ Ciudadania natural ó legal: 2^ 
Residencia en el Departamento de la elec- 
ción: 3^ Posesión de alguna propiedad raiz, 
ó de un capital de dos mil pesos. 

En el Pueblo cabeza de Departamento se 
formará una mesa central, el Domingo in- 
mediato, siguiente al recibo de las votacio- 
nes de los Juzgados de Paz, en la forma de- 
terminada para la elección de Representan- 
tes, la cual hará el escrutinio general, pro- 
clamará los electos, y pasará á cada uno de 
los que hubiesen obtenido mayoria, copia 
del acta en que asi conste, citándoles para 
el octavo dia siguiente; todo en la forma pre- 
venida con respecto á la elección de Repre- 
sentantes. 

El dia designado para la reunión del Co- 
legio electoral, el Alcalde Ordinario debe con* 
currir al acto, y después de proponerles el 
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nombramiento de Presidente y Secretario, 
verificado esto se retirará, dejando asi cons- 
tituido el Colegio electoral. 

Habiendo al menos siete electores reuni- 
dos, procederán al siguiente dia á la elección 
del Senador: si no hubiese este número, de- 
ben adoptarse las providencias necesarias 
para hacer comparecer a los ausentes, con 
el auxilio, en caso preciso, de la justicia. 
En caso de ausencia, enfermedad, ó causa 
justificada de parte de algunos electores, pa- 
ra su inasistencia, sus vacantes, hasta llenar 
el número de siete, deben ser suplidas por 
los que les siguiesen en el orden de la vo- 
tación. 

La elección del Senador ha de hacerse en 
cédulas firmadas por cada uno de los elec- 
tores presentes, antes de cuyo acto deben 
ser leidos el art. 25 y el Cap. 3^ Sección 
4* de la Constitución, que establecen las 
condiciones que deben reunir los Ciudadanos 
para poder ser electos Senadores. La elec- 
ción se hace por un Senador y cuatro su- 
plentes, Resultando electo el que tuviese ma- 
yoría de sufragios, y suplentes los que le 
siguiesen en el orden de la votación. 

Concluido el escrutinio se proclamarán 
los que resulten electos Senador y suplentes, 
avisándose al primero, con copia del acta, 
que le sirva de diploma, para incorporarse á 
su Cámara (1). 



Para poder ser nombrado Senador, se re- 
quieren las condiciones siguientes: 1 "^ Siete 
años de Ciudadania en ejercicio antes del 
nombramiento: 2 ® Treinta y tres años años 
cumplidos de edad: 3 ^ Poseer un capital 
de diez mil pesos, ó una renta equivalente 
ó profesión cientifica que la produzca: A ^ 
No ser empleado civil ni militar, ni perte- 
necer al clero regular, ni al secular, gozan- 
do renta con dependencia del Gobierno (1). 

ELECCIONES BE TEXIE!VTES ALCAL- 
DES. — Los Tenientes Alcaldes, son elegi- 
dos directamente por los vecinos de su res- 
pectiva jurisdicion, en Junta presidida por el 
Teniente Alcalde saliente , en el lugar que 
este designe, á mayoría simple de votos. 

Ningún individuo nombrado Teniente Al- 
calde puede cscusarse de admitir el cargo, 
ni renunciarlo, sino ante la mesa electoral 
del Alcalde Ordinario, la cual resolverá sin 
recurso alguno. Si las causas fuesen tales 
que se resolviese admitir la renuncia, la mesa 
hará por sí misma el nombramiento del que 
haya de subrogarle. 

Las funciones de los Tenientes Alcaldes 
duran un año, y pueden ser reelectos. Pue- 
de ser electo Teniente Alcalde, cualquiera 
Ciudadano natural, ó legal. 

La elección de los Tenientes Alcaldes tie- 
ne lugar en los mismos dias que la de los 
Alcaides Ordinarios y Jueces de Paz (2). 



EIH. 



EMBABco • — El secuestro ó retención 
de bienes, hecho por mandamiento de Juez, 
por razón de alguna deuda. 

Cuando se pide al Juez ejecución de bie- 
nes, en virtud de instrumento que con ar- 
reglo á la ley la traiga aparejada, debe aquel 
librar sin mas trámite el competente manda- 

(I) Ley de 30 de Marzo de «830. Cap. 4 « 



miento de embargo, siempre que haya sido 
llenado el requisito de conciliación, previo 
á toda demanda. — Véase Juicio de conei-' 
Ilación. 
El embargo debe trabarse en los bienes 



(O Art. 80 de la Constitución. 

{V\ Reglamento de Administración de Justicia de 10 
de Agoáto de f829. 
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que denuncie el demandante, cuya denuncia 
ha de hacerse en bienes muebles, si los hu- 
biese, y alcanzasen á cubrir la deuda recla- 
mada; en caso contrario, en raices, y no ha- 
biéndolos, en los créditos, derechos y accio- 
nes del deudor. 

Cuando se embargue una propiedad cual- 
quiera, cuyo dominio conste de titules, el 
Escribano debe hacer anotación en ellos, 
del embargo trabado, y si el deudor resis- 
tiese, ó no pudiese exibirlos para el efecto, 
se publicará inmediatamente el embargo por 
la prensa ó por edictos. La anotación en los 
titules, ó la publicación en su caso, debe 
hacerse constar por diligencia en los au- 
tos (1). Véase Juicio Ejecutivo. 

Es de práctica admitida, que cuando se 
teme la ausencia próxima de un individuo 
contra quien va á instaurarse alguna de- 
manda, se pida á un Jaez de Paz libre in- 
mediatamente crdeu á la Capilania del 
Puerto, para la interdicción del viage, bajo 
la responsabilidad del pelicionario, á lo que 
el Juez provee de conformidad, sin mas trá- 
mite. 

En tales casos, la responsabilidad ofreci- 
da puede llegar á ser ilusoria, puesto que 
no se establece en términos hábiles para 
que sea efectiva, ni se averigua si el preten- 
diente ^ ó nó persona responsable , mien- 
tras que los perjuicios que se ocasionen al 
detenido, pueden ser de importancia y gra- 
vedad. Este sistema 'de procedimiento de- 
mandaría la adopción de reglas fijas, que 
sirvieran de guia en los casos muy frecuen- 
tes que ocurren en el foro de la República. 

EMBABGO DE PBOPIEDADE9 FI.OTAIV- 

TEs. — Está mandado que en los casos en 
que haya de embargarse alguna propiedad 
flotante que se halle bajo pabellón Extran- 
gero, se pase aviso por el Juez que ordene 



(I) Ley de 9 de Mayo de 1856. Cap. II. 



el embargo, al Ministerio de Gobierno, para 
que por el de Relaciones Exteriores, se ha- 
ga saber al Agente Consular de la respecti- 
va Nacionalidad del buque embargado (1). 

EMBRIAGUEZ. — Las Icves del código 
Español que autorizan la escepcion de ebrie- 
dad en las causas criminales , están deroga- 
das. Ella no salva á ningún acusado de la 
pena en que hubiese incurrido (2). 

La frecuencia con que se obtenia la im- 
punidad del delito, oponiendo aquella escep- 
cion, dio mérito á la resolución citada; sin 
embargo, ella puede ser de funestas conse- 
cuencias para la sociedad. La imposición de 
la pena de muerte á un homicida que hubie- 
se incurrido en el delito sin voluntad deli- 
berada, por su estado de ebriedad, y el cual 
no habría delinquido sin esa causa, produce 
un mal irreparable, é inmensamente mayor 
que el abuso que la ley ha querido cortar. 

La pena de muerte, que la civilización y 
la humanidad rechazan <on profunda indig- 
nación, debería alejarse de la legislación Na- 
cional, en cuanto lo permitiara el interés 
público, y el bien de la sociedad, mientras 
que la ley Patria, tiende por el contrario, á 
remover obstáculos razonables á su ejecu- 
ción. 

El hábito de ebriedad es muy común en 
cierta clase de nuestra sociedad : puede su- 
ceder en muchos casos que sea una verdad 
que esa situación haya sido la causa única 
del delito, que sin ella no habría existido; y 
que sea condenado á la última pena , un 
hombre que no será, en tal caso, un homi- 
cida voluntario. Esto solo, basta á hacer 
comprender todos los inconvenientes que 
envuelve, la latitud de la disposición de la 
ley Patria citada. 



(<) Acuerdo del Tribunal de Uisticia de 14 de .Mayo 
de 1831. 

(2) Ley den de Abrí! do «837. 



Ei^I 



^ 104 - 



Ei»! 



EUPEOBADo PUBLICO. — El empedra- 
do de las calles, se hace á costo de los pro- 
pietarios, con escepcion del de las boca-ca- 
lles, plazas públicas, y terrenos pertene- 
cientes al Fisco, que debe ser costeado por 
el Tesoro Nacional, en los mismos términos 
y condiciones que los particulares. 

El empedrado de la Ciudad vieja, debe 
seguir el sistema actual, pudiendo elegirse 
para la Ciudad nueva, este, ó el de Mac- 
Adams, ó el mixto de ambos. 

Los propietarios de edificios situados en 
la Ciudad vieja, están obligados á pagar por 
el empedrado, durante dos años á contar 
desde que se concluyese el que se hiciere 
delante de aquellos, un impuesto mensual de 
tres reales fuertes, por cada vara lineal del 
frente de sus casas ó terrenos: en la nueva 
Ciudad, cuatro reales en la misma forma. 
Los que prefieran pagar de contado el valor 
del empedrado, pueden hacerlo en la pro- 
porción de .once reales corrientes por bada 
vara cuadrada del empedrado común, seis 
reales del de Mac-Adaiis, y ocho reales del 
mixto. 

Cuando el empedrado se hiciese en ca- 
lles de las que fueron empedradas después 
de Mayo de 1835, debe llevarse en cuenta 
a los respectivos propietarios, la cuota de 
cuatro reales por vara cuadrada que hubie- 
sen pagado anteriormente: el monto de esa 
cuota, en tal caso, es abonable por el Tesoro 
Nacional. 

El empresario del empedrado público es 



responsable de su conscn'acion durante tres 
años, en cuyo periodo, debe reparar, en el 
acto, cualquier deterioro que sufriere. 

Los propietarios de fincas, cuyo frente se 
empedrase con la correspondiente anuen- 
cia y autorización del Departamento de Poli- 
cía, están obligados al pago del impuesto es- 
tablecido, cualquiera que sea su condición ( I ). 

EnpLE.%Dos ahoviblcs. — Son amo- 
vibles á volontad del Presidente de la Repú- 
blica los Ministros de Estado y los Oficiales 
de las Secretarias. 

Ningún otro empleado de la Nación pue- 
de ser destituido, sino por ineptitud, omi- 
sión ó delito; en los dos primeros casos, 
con acuerdo del Senado, y en su receso, de 
la Comisión Permanente, y en el último, 
pasando el expediente á los Tribunales de 
Justicia, paia que el delincuente sea juzga- 
do con arreglo á la ley (2). 

Aunque por el articulo 5 ^ del Regla- 
mento del Resguardo de 20 de Marzo de 
1829 se declararon amovibles a voluntad del 
Gefe del Estado, todos los empleados c^et 
ramo, esta disposición debe entenderse tá- 
citamente revocada por la prescripción Cons- 
titucional. 

Les Gcfes Politices, cuj^o cargo se con- 
sidera una Comisión, son amovibles á vo- 
luntad del Poder Ejecutivo (3). 

EüiPLEAiMis púBLicMM. — Yéase Em- 
pleados amovibles. 



EIV. 



E^'FiTEi'sis. — La enagenacion del do- 
minio útil de algún predio ó campo, me- 
diante un canon anual que sc^paga al ena- 
genante, en reconocimiento del dominio di- 
recto. 

Las tierras de propiedad pública destina- 



das al pastoreo, que no estuviesen poseídas 
por mas de veinte años, se mandaron dar 



(i) Ley de fl de Julio de 1855. 

(2) Art. Rl de )a Conslitu'ion. 

(3) Art. 9 de la Lry de i ® de Mano de 18.31. 
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en enfileusis por el término de cinco años , 
debiendo pagar al Tesoro Nacional, los 
que recibieran estas tierras, un canon cor-' 
respondiente al dos por ciento anual , sobre 
el precio en que aquellas fuesen avalua- 
das (1). 

El pago del canon debe hacerse anual- 
mente á los Receptores departamentales, los 
cuales deben pasarlo al Colector general de 
Aduana, bajo pena á los enfiteutas de per- 
der el derecho, y de quedar consolidado el 
dominio en el Señor directo, cuando no sa- 
tisfaciesen el canon durante dos años (2). 

Para obtener un terreno en cníiteusis , 
debe solicitarse del Gobierno, quien, con la 
constancia de no estar denunciado, debe 
mandar que por el Juez territorial se reciba 
información de ser propiedad pública , po- 
seido por el denunciante, ó valdio. No acre- 
ditándose estas circunstancias, el Juez debe 
dar de ello cuenta al Gobierno con las dili- 
gencias practicadas^. 

Resultando de la información que el ter- 
reno es de propiedad pública, poseído por el 
denunciante, ó valdio, se procederá á su 
deslinde, mensura y amojonamiento, á soli- 
citud del pretendiente, y no habiendo con- 
tradicción de linderos ó colindantes, y pre- 
vias las demás formalidades de derecho, el 
Gobierno, con informe de la Comisión To- 
pográfica en la parte facultativa^ y con au- 
diencia fiscal, aprobará en su caso, las dili- 
gencias de mensura, ordenando la liquida- 
ción por Contaduría General , y mandando 
extender y escriturar el contrato, cuyos cos- 
tos deben ser de cuenta del enfiteuta. En 
el contrato debe espresarse la extensión del 



terreno censido, sus lindores, el canon de- 
signado, y el tiempo de la duración de 
aquel (1). 

El que hiciese traspaso de cualquiera 
terreno de propiedad pública concedido en 
enfiteusis, bien sea en el todo ó (en parte, 
debe presentarse á la Comisión Topográfica, 
acompañando sus titules, y acreditando ha- 
ber satisfecho el canon correspondiente. Las 
Escríbanias públicas no pueden extender es- 
crituras de traspaso de terrenos de propie- 
dad pública dados en enfiteusis, sin que an- 
tes acredite el vendedor, estar inscripto en 
los registros. del Departamento Topográfico, 
y haber cumplido con las disposiciones que 
quedan indicadas (2). 

Cuando falleciese algún enfiteuta, y mien- 
tras no se acrediten los derechos a la suc- 
cesion de parte de los deudos ó herederos 
de aquel, y se hallen indivisos sus bienes, 
son responsables los albaceas, ó los encar- 
gados de dichos bienes, del pago del canon 
impuesto á las tierras de propiedad publica 
dadas en enfiteusis. 

Los que succediescn en el goce de los 
contratos enfiteuticos, deben presentar ios 
títulos competentes, para que sean anotadas 
las transferencias a su favor en la Contadu- 
ría general y Comisión Topográfica (3). 

bw¥iíIldos diplomáticos. — El nom- 
bramiento de los Ministros y demás Agen- 
tes del Cuerpo Diplomático del Estado, cor- 
responde al Presidente de la República, de- 
biendo solicitar previamente el acuerdo del 
Senado, y en su receso, el de la Comisión 
Permanente (4). — ^Véase Cmrpo Dipló- 
mático. 



(I) Ley de 14 de Ma\o de 1833. 

{3) fijua dUpn«if Ion no ha sido rigorosamente ob- 
«errada en la piáciiía. 



(1) Decreto de 3 de Agosto de 1833. 

(2) Decreto de td Abril de 1885. 

(3) Decreto de G de Abril de 1835. 
{h) Art. 81 de la Conftiitticit.n. 
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RQL'iPAJCs — Son libres de derechos á esceso quedan sngelos al pago de los que 
su entrada en el Pais, aquellos cuyo peso correspondan con arreglo á la ley de 14 de 
no esceda de quince arrobas. Encaso de Julio de 1858. 



MH. 



— ^En cualquier eslado 
^e una causa criminal, en que no haya de 
resultar pena coq>oraK se pondrá al preso 
en libertad, dando fianza con arreglo á la 
ley (1). Esta disposición es preceptiva, y el 
Juez que conozca de la causa debe llenarla 
de oficio (2), 

Es de practica admitida en nuestros Trí- 
bunaleSf que cuando el delito procede de 
substracción, el preso dé ademas de la fian- 
za de cárcel segura á que se refiere la ley, 
la de juzgado y sentenciado, constituyéndose 
dicha fianza en persona al)onada y respon- 
sable á juicio del Ministerio público, a quien 
se dá audiencia a falta de acusación de parte. 

ESCLAVOS. — La odiosa condición del 
esclavo, que hace al hombre inferior a sus 
semejantes, contra las reglas inmutables de 
la naturaleza, fué abolida por resolución de 
la Sala de Representantes de la Provincia, 
de 7 de Septiembre de 1 825, la cual de- 
claró libres, sin escepcion de origen, todos 
los que nacieran en el territorio de ella, 
desde aquella (echa en adelante: resolución 
que fué confirmada después, por el artículo 
131 de la Constitución del Estado. 

Esta medida, que estaba en perfecta ar- 
menia con la civilización, y con los princi- 
pios de humanidad que forman la fisonomía 
del carácter Nacional, fué ampliada ulterior- 
mente, declarando libres para siempre, to- 
dos los esclavos que aun existían en el ter- 
ritorio de la República, con calidad de in- 



demnizar á sus señores, pagándoles por el 
Tesoro Nacional, el precio de sus respecti- 
vos esclavos (1). Los dueños de los esclavos 
manumitidos fueron documentados del pre- 
cio que se estableció por punto general por 
cada uno de ellos. ' 

Los menores nacidos de madres esclavas 
después de la resolución Legislativa de 7 de 
Septiembre de 1 825, quedaban sugetos á 
una especie de tutela bajo la denominación 
de patronato, en poder de los amos de sus 
madres esclavas. 

Este patronato duraba hasta la mayor 
edad, con obligación, de parte de los pa- 
tronos, de alimentar, vestir, é instruir en 
principios de moral y rehgion á los meno- 
res, haciendo uso de sus servicios en com- 
pensación. 

La ley de 12 de Diciembre de 1842, y 
el curso del tiempo, han venido á hacer de- 
saparecer totalmente estas instituciones. Los 
menores de color hoy, son enteramente li- 
bres, y se hallan bajo el amparo de las dis- 
posiciones generales sobre menores (2). 

BscRWAi^o. — El funcionario pública 
encargado de redactar y autorizar cuanto 
pasa en el juicio, y las escrituras, actos y 
contratos que se celebran ante el. 

El nombramiento de Escribanos compete 
al Tribunal de Justicia, previa la respectiva 
información de costumbres, y pruebas de su- 
ficiencia de derecho. El nombramiento de 
Esciibanos de tos juzgados, asi letrados co- 



(1) Art. 139 de la ConMíturion. 

(2) Ail. 5C (le la lí'y de 9 de Mnyo de 1856. 



(1) Ley de 12 de Diciembre de 1843. 

(2) Lev de 2 de Mnyo de 1853. 



ES 



— 107 — 



ES 



mo ordinarios, iucumbe al mismo Tribunal, 
á propuesta de sus respectivos Jueces (1). 

Las funciones de los Escribanos, son: 1^ 
Actuar con arreglo á la ley en todos los 
expedientes que giren ante los Juzgadss áque 
pertenecen : 2 ^ Notificar á cada una de las 
partes, las providencias que se dictaren, y 
no pudiendo 6 no sabiendo firmar, recabar 
la firma d^ un testigo á su ruego (2) : 3 "=* 
En caso de resistencia de la parte, á firmar 
una notificación, hacerlo constar asi, á pre- 
sencia y bajo la firma de dos testigos: 4 "=" 
No hallando el Escribano en su casa, á la 
persona á quien haya de hacer una notifica- 
ción, debe volver por segunda vez, y si en 
esta tampoco la hallase, debe dejar un ce- 
dulón que contenga la providencia, su fecha 
y la de la notificación, haciendo constar en 
autos la diligencia de entrega del cedulón á 
la esposa, hijos ó vecinos del notificado, el 
nombre del individuo con quien hubiese ha- 
blado, y la hora en que hubiese verificado 
la diligencia : el Escribano que omita estas 
formalidades, incurre en la pena dp suspen- 
sión de su oficio, durante seis á quince 
dias (3), 5 "^ Llevar un libro de asientos 
de las providencias que se dictaren, con es- 
presion de las causas en que hayan recaido : 
6 ® Recabar recibo de las partes al hacer- 
les entrega de los autos, en traslado ó con 
cualquiera otro motivo: 7® Tener á su 
cargo el protocolo de los contratos, y de- 
mas actos que tengan lugar ante ellos. 

Son deberes de los Escribanos : í ® 
Prevenir á los interesados al tiempo de 
extender ante el!os cualquier contrato de 
venta, permuta ó donación, que deben pre- 



(1) Reglampnlo de AdminUí ación de luslicja de 10 
de Ago^tode 1S29. 

(2) Los Escribanos encargan por lo común ti acto 
de la nolilicacioil, á un rnipleado do la OÜcii¡a. Ebla 
prachca aunque inautorwada por la ley, Cbtü en uso. 

(3) Ley de adc Ma}o de iSoO, Cap.' III. 



sentar sus escrituras al registro respectivo. 
Véase Registro de escrituras, 2 "^ No au- 
torizar escritura alguna en virtud de títulos 
en que no conste haber sido registrados, 
bajo la pena de destitución completa de su 
oficio (1); 3 '^ No mantener sin giro en su 
oficina ningún expediente, por mas de cua- 
renta y ocho horas, sin justo motivo: pro- 
bada esta omisión, pueden ser recusados 
por cualquiera de las partes : 4 ^ Respon- 
der á las partes de los daños que les resul- 
tasen del mal desempeño de sus funciones, 
sin perjuicio de las penas en que hubieren in- 
currido: 5® Cuando extiendan alguna es- 
critura de hipoteca que se refiera á títulos 
de la cosa hipotecada, poner en estos la 
anotación debida, bajo la responsabilidad ci- 
vil y criminal que les incumba: (2) 6 "^ At 
recibir declaraciones, así en las causas civi- 
les, como en las criminales, deben espreear 
por estenso los dichos de los testigos, y 
salvar antes de firmarlas, cualquiera en- 
mienda que se haya hecho en ellas, ó en 
otras diligencias ó actuaciones de los proce- 
sos: 7 '^ No admitir escritos, en que no sfr 
hayan salvado las enmendaturas que tuvie- 
ren, ni los que vengan sin los márgenes ne- 
cesarios para que la lectura sea fácil (3); 
El Escribano de Cámara , debe ademas dar 
cuenta al Tribunal de cualquiera escrito en 
que se noten escesos, ó falta de decoro en 
sus términos (4); 8 "^ Certificar en la forma 
fle derecho, todas las providencias de los 
Jueces con quienes actúen (5); 9 "^ Anotar 
en la caiitula de todo expediente, al tiempo 
de instaurarse la demanda, si se ha llenado 



(I) Ait. 4 y 9 de laley de 27 de Junio de 1855. 
(i) Ley de O de Mayo de I86C, Cap. iii. 

(3) Acuerdo del Tribunal Superior de JusUcia de2f 
de Marzo de \62S. 

(4) Acuerdo d<'l mismo, de 2Gde Enero de 1810 

(5) Acuerdo del niitmo Tribunal de 8 de Agoiio de 
1 85 J. 



K8 



— 108 - 



KS 



6 no el requisilo previo de la conciliación, y 
en el primer caso, la foja donde esto 
obre (1) Véase Juicio de conciliación] JO 
En los escritos firmados á ruego, por perso- 
nas que no sepan escribir, hacer constar 
que ellas lo han declarado asi, y solicitado á 
su presencia que el escrito, se firmase por 
la persona que lo haya hecho á su ruego (2); 
i 1 Observar en los protocolos á su cargo, 
las reglas y prescripciones establecidas so- 
bre el particular, bajo las penas prevenidas: 
Véase Protocolo. 12 No protocolizar ni ex- 
pedir copia de ninguna disposición testa- 
mentaria, sobre la cual se hayan seguido 
autos, mientras no conste haber sido oido el 
Ministerio Fiscal, bajo la pena de suspen- 
sión de oficio, desde diez hasta cien dias; ni 
dar copia de ^estamentos abiertos en que 
tenga derechos el Fisco sobre herencias, sin 
pasar previo aviso al Fiscal de Hacienda, 
bajo la misma pena (3); 13 No autorizar, 
ni dar testimonio de documentos, expedien- 
tes, ú otros papeles, que no estén extendi- 
dos en el sello correspondiente, mientras no 
esté purgada la omisión, salvo los casos for- 
tuitos y urgentes, en que no pueda obte- 
nerse el papel sellado en el acto, pero con 
la condición de reponerlo (4); H Poner en 
cada sello la nota Corresponde y la rúbrica, 
y cuando no fuese el determinado por la 
ley — No corresponde — dando cuenta (5); 
15 En las actuaciones y documentos que 
con arreglo á la ley, deban extenderse en 
papel común, deben poner la nota rubricada 
— Corresponde por ser de oficio, ó por 
hallarse habilitada la parte para litigar 
por pobre^ según el caso (6); 16 Antes de 



(1) Acuerdo del mismo de 4 de Noviembre de 1837. 

(2) Acaerdo d«'l mUmode 20 de Agosto de 1889. 

(3) Ley de 23 de Abril de <85C. 

(4) Ley de 15 á^ Julio de 1859. AiL 4 y 5. 

(5) Ln roÍ6ma ley, art. 7. 
((í) L'i misma ley, art. 7. 



autorizar cualquier contrato, hacer constar 
si los bienes á que él se refiera, reconocen 
cualquiera obligación que produzca hipoteca 
legal ó especial, bajo las penas que se les 
impongan por las justicias competentes (1); 
1 7 No extender escritura alguna de traspaso 
de terrenos de propiedad piiblica obtenidos 
en enfiteusis, sin que antes acredite el ven- 
dedor estar inscripto en los registros del 
Departamento Topográfico, y haber satisfe- 
cho el canon correspondiente (2). 

El Escribano actuario del Juzgado de Co- 
mercio, debe llevar dos registros particula- 
res, uno de contratos de compañías mercan- 
tiles, y otro de poderes para administrar ca- 
sas de comercio. Debe exihir estos registros, 
á los que los soliciten, sin cobrar por ello 
derecho alguno (3). 

Los Escribanos pueden actuar en papel 
común, -con calidad de reponerse el sellado 

3ue corresponda por las partes a la tasación 
e costas (i). 

Probado á un Escribano el crimen de 
falsedad en el ejercicio de sus funciones, 
incurre, ademas de las penas generales, en 
la de su inmediata destitución, é inhabilita- 
ción perpetua para ejercer el oficio. 

En las diligencias practicadas por Escri- 
bano, no vale la atestación de ningún mozo 
de pluma, ó dependiente de cualquiera nota- 
ría pública (5). 

Los Escribanos perciben por cada com- 
parando verbal que tenga lugar ante ellos 
seis reales de cada una de las partes. En el 
cobro ds derechos, deben ceñirse al aran- 
cel vigente (6). 



(1) Ley de 12 de Junio de Í85G, art. 33. 

(2) Art. 2 del Decreto de 29 de Abril de 1835. 

(3) Art. 0^ d(l AfUTdodol Tribunal de Justicia de 
II de Octubre de 1858» 

(1) Art. 5® déla ley LSdeJuUode 1839 ai final. 

(ó) Arl 8® de h ley de 3 de Abril de 1827, y art. 
Oí de la de 9 de Mayo de ISáQ* 

(íi) l-cy dcOdc Aliiil dj 1827. 
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Al pié de cada planilla de costas, deben 
anotar el dia y hora en que cada una de las 
partes haya satisfecho las que le correspon- 
dan, cuya distribución practicarán dentro de 
las veinticuatro horas siguientes. 

Las planillas deben ser agregadas al ex- 
pediente en la foja que corresponda, sin 
que puedan desglosarse por motivo alguno. 
Si fuese necesario ejecutar á la parte re- 
nuente, sacarán copia autorizada de la ori- 
ginal, á su costa, y con ella se hará la eje- 
cución, agregándose á su tiempo á los autos 
con las anotaciones correspondientes (1). 

Los Escribanos pueden ser recusados 
por las misma, causas que en su caso basta- 
rían para tacharles como testigos (2). 

ESCRITOS. — Está mandado que en los 
Juzgados de la República no se dé curso, 
ni se admitan escritos, en que se noten es- 
cesos, sea contra las personas de los Jueces, 
ó contra las partes entre si, y se coiTija, se- 
gún coiresponda, á sus autores. 

Tienen también la facultad los Jueces, de 
penar con multas pecunarías, aplicables á 
gastos de justicia, cualquiera palabra descom- 
puesta que se produzca en los escritos de 
los litigantes, sin perjuicio de las demás á 
que hubiere lugar, atenta la gravedad del 
caso (3). 

Es prohibida la presentación de escritos , 
para que se tengan presentes á la resolu- 
don del asuntOj puesto que establece desi- 
gualdad entre los litigantes , teniendo asi 
uno mas audiencia que otro. En tales casos, 
no deben admitirse los escritos que se pre- 
senten (4). 



(1) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 1 3 de Sep- 
tiembre de 185 1 . 

(2) Art. 4 i de la ley de O de Mayo de IS5C. 

(3) Acuerdos del Tribunal Superior de Justicia de2C 
de finero de 1819, y 22 de Junio de 1821. 

(4) AciK'rdo d( 1 Tribuual de Justicia de 1 1 de Octu- 
bre de 18(2. 



Todo escrito que se presente á cualquiera 
Oficina ó Autoridad del Estado , debe ser 
hecho en papel sellado de la segunda clases 
Son esceptuadas de esta obligación, las per- 
sonas habilitadas para litigar por pobres. 

Está espresamente prohibido , el cobrar 
en las Oficinas, ninguna clase de derechos 
a la presentación de escritos (1). — Véase 
Aleaato. — Impuesto de papel sellüdo. 

ESCRITURAS, — Véasc Protocolo. — : 
Derechos de registro de escrituras. 

ESCUDO tvacioivíIll. — El escudo de 
armas de la República, es formado de un 
ovalo, coronado con un sol y cuarteado: con 
una balanza, por simbolo de la igualdad y 
la justicia, colorada sobre esmalte azul, en 
el cuadro superior de la derecha : — en el 
de la izquierda, el Cerro de Montevideo, 
como simbolo de fuerza, en campo de plata: 
— en el cuadro inferior de la derecha , un 
caballo suelto, como símbolo de la libertad, 
en campo de plata : y en el de la izquierda 
sobre esmalte azul, un buey, como simbolo 
de la abundancia. El escudo es, en su cir- 
cunferencia, adornado con trofeos militares, 
de marina, y símbolos de comercio (2). 

Los Agentes diplomáticos y Consulares 
de la República, deben fijar sobre la puerta 
de la casa de su habitación, el escudo de 
armas de la Nación, con la inscripción al 
pié, del carácter de la Legación ó Consula- 
do respectivo. 

ESCUELA iHiTiTAR. — La cscuela teó- 
rico práctica, donde se estudian las cien- 
cias que constituyen el arte militar. 

Pueden concurrir á la escuela militar, los 
Oficiales del Ejército, y los demás Ciuda- 
danos que deseen consagrarse al cónoci- 



(1) Acuerdo del Tribunal Superior de Jestícia de IS 
de Mayo de 1860. 

(2) Lryde 14 de Marzo de 1829. 
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miento de los esiodios qne alK se cur- 
san (1). 

El curso de la escuela es de cinco años, 
durante los cuales deben hacerse los estu- 
dios siguientes : Aritmética, álgebra, geo- 
metría elemental y práctica, ambas trigono- 
metrías, mecánica y estática, fortificación, 
ataque y defensa de las plazas, minas, arti- 
llería, pirotécnica bélica é historia militar 
por Exclus. 

El año escolar se cuenta desde 1 '^ de 
Marzo hasta 1 ® de Diciembre. Todos los 
alumnos que hayan de ganar curso, han de 
ser examinados en las ciencias dictadas en 
la escuela. Para ser admitido á examen de- 
be presentar cada alumno, un certificado del 
Secretario, en que acredite haber completado 
el curso de las materias en que ha de ser 
examinado ; — todo aquel que tuviese cua- 
renta faltas sin motivo, ó sesenta con él, no 
será admitido á examen. 

Los examenes deben principiar el 1 ® 
de Diciembre, siendo presididos por el Di- 
rector, el Catedrático de la facultad, y tres 
profesores nombrados por el Gobierno. De- 
ben ser públicos, y durar veinte minutos los 
de los estudios preparatorios, y media hora 
fos de las ciencias militares: los examinadores 
resolverán á mayoría de votos sobre el mé- 
rito del examen, extendiéndose de todo, acta 
por el Secretario. 

El Cuerpo de empleados de la Escuela 
se compone del Director, los Catedráticos 
que fuesen necesarios, y el Secretario Bedel. 

Puede asistirse á la escuela sin ganar 
curso, previo aviso del Catedrático al Direc- 
tor. 

Los alumnos Ciudadanos de la clase civil 
que fuesen aprobados en los examenes de 
los dos primeros años, deben ser premiados 
con el grado de Suh Teniente; y con la efec. 



tividad de' este empleo, si mereciesen igual 
aprobación en los tres años siguientes de- 
biendo abonárseles en su despacho la anti- 
güedad desde el día en que se hubiesen ins- 
cripto en la escuela militar. Los alumnos 
militares, que del mismo modo fuesen apro- 
bados en sus examenes, recibirán un grado. 

Debe enseñarse también en la escuela 
militar, la Ordenanza general del Ejercito, 
la táctica de las tres armas, y las leyes mi- 
litares aplicables al juicio criminal, la for- 
mación de procesos y sus defensas, y fallos 
de los Consejos de guerra ordinarios y de 
oficiales generales. Estos estudios son inde- 
pendientes del curso establecido, y presidi- 
dos por un Gefe militar, con la denomina- 
ción de Instrtictor (1). 

Los alumnos que hubiesen sido aproba- 
dos consecutivamente en todos sus exame- 
nes, según disponen los reglamentos de la 
Escuela militar, deben ser inscriptos en una 
lista, guardando el orden de preferencia en 
que hubiesen sido clasificados en dichos 
examenes: esta lista debe ser certificada por 
el Secretario, visada por el Catedrático res- 
pectivo, y remitida por el Director, al Mi- 
nisterio de Guerra y Marina, con el informe 
competente. 

Las vacantes que hubiese en el Ejercito 
desde el mes de Octubre de 1863, deben ser 
provistas con los alumnos contenidos en dicha 
lista, guardando el orden de ella: del mis- 
mo modo deben serlo, las que resulten en 
la Secretaria del Ministerio de Guerra, y 
en cualesquiera otras Oficinas de su depen- 
dencia. Si no hubiese vacantes, servirán en 
clase de agregados hasta que las haya, dos 
alumnos en cada, uno de los Cuerpos del 
Ejercito, otpt en el Ministerio déla Guerra, 
otro en el Estado Mayor General, y otro en 
la Comisión Topográfica. 



(I) Decreto de 17 de Julio de 1858. 



(I) Decreto de 17 üc Agosto de 1858. 
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Si alguno (le estos alumnos, que hubiese 
concluido sus estudios, quisiera dedicarse 
al ejercicio deAgrimensor, se le espedirán 
sus ixspectivos titules, previos cuatro meses 
de práctica con algún agrimensor reci- 
bido (1). 

Estas son las principales disposiciones de 
los Reglamentos de la Escuela militar : los 
demás detalles de orden interior^ pueden 
verse en los decretos relativos que quedan 
citados. 

ESCUELAS pímiiicjui. — Vóaso InS" 
truccion pública. 

ESTABLECIMIENTOS DE C9IRO. No 

puede abrirse ningún establecimiento de gi- 
ro sin obtener previamente permiso del Gc- 
fe Político del Departamento. Abierto el es- 
tablecimiento, el dueño debe pagar la corres- 
, pendiente patente: los que se planteen den- 
tro del segundo semestre del año, no están 
obligados á pagar mas que meáxa patente (2). 
— Véase Impuesto de patentes. 

estadística. — Está mandada, por dis- 
tintas resoluciones, en su mayor parte inob- 
servadas, la formación de datos y cuadros 
estadisticos en casi todos los ramos. Estas 
resoluciones son las siguientes: 

!■ Los Curas páiTocos deben pasar el 
dia 1^ de cada mes á la Secretaría de Go- 
bierno un estado de las defunciones, casa- 
mientos y baulizmos, que hubiesen tenido 
lugar en sus parroquias respectivas, con es- 

Í)resion del sexo, edad, eolor, y estado de los 
állecidos: edad, profesión y color de los que 
contrajesen matrimonio; y sexo y color de los 
bautizados (3). 

2* Las autoridades departamentales de- 
ben remitir padrones que espresen el número 



(1) Decreto de 20 de Agosto da 1858. 

(2) Art. 1 1 y 12 de la ley de 9 de Julio de 1859. 

(3) DfH^retos de 26 de Mano de 1827 y de 14 de iulio 
de 1837. 



de familias ó propietarios, que se dediquen 
á Ib labranza, el terreno que hubiesen sembra- 
do, clase de semillas, y su producto en el 
año anterior (1). 

3' Los Gefes Políticos deben dirigir á la 
Junta de Higiene pública, una relación no- 
minal de todos los muertos que hubiese ha* 
bido en sus respectivos Departamentos, con 
espresion de los facultativos que los hubie- 
sen asistido. Los médicos deben remitir á 
la misma cor))oracion, una noticia de los 
enfermos a su cargo; — con espresion de 
los que hubiesen fallecido, el dia, su sexo^ 
edad, y enfermedad que hubiese causado la 
muerte (2). 

4 "^ La Junta de Higiene debe formar 
cada cuatrimestre tres tablas : una de naci- 
mientos y malrímonios en todo el territorio 
de la República, con espresion de sexos en 
cuanto á los nacimientos : dos de mortali- 
dad, debiendo espresar uno, la edad y sexo 
de los fallecidos, y otro la enfermedad que 
hubiese ocasionado la muerte ; cuyas tablas, 
ilustradas con las consideraciones que la 
Junta juzgue del caso^ deben pasar al Go- 
bierno para su publicación (3). 

5** Una Comisión en cada Departa- 
mento, compuesta del Alcalde Ordinario, el 
Cura párroco, y dos vecinos nombrados por 
el primero, debe remitir al Gobierno todas 
las noticias estadísticas necesarias para for- 
mar el censo de todo el territorio de la Re- 
pública. Para este objeto, las Comisiones 
deben ser auxiliadas por otras subalternas 
de distrito, nombradas per ellas (4). 

6 "^ Los Gefes de familia deben dar 
parte al Teniente Alcalde de sus respectivas 



(1) Circulará los Alcaldes Ordinarios de 10 de Fe- 
brero de 18d0. 

(2) Decretos de 6 de Enero de 1831 v 14 de Jalio 
de 1837. 

(3) Decreto de 14 de Julio de 1837. 

(4) Decreto de 26 de NoYicmbre de 1841. 
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manzanas, de los nacimientos que hubiere en 
sus casas, en el término de tres días, espre- 
sando por escrito el sexo, y el dia del su- 
ceso. Los ecónomos de los Hospitales deben 
remitir al Departamento de Policia, una re- 
lación de los individuos fallecidos en dichos 
Hospitales, visada por el facultativo princi- 
pal. El Administrador de la casa de expósi- 
tos, debe remitir también cada quince dias 
al Departamento de Policia, igual relación 
de los huérfanos que hubiese recibido por 
el torno. Las notas que recibiesen los Te- 
nientes Alcaldes, deben ser del mismo mo- 
do remitidas cada quince dias al Departa- 
mento de Policia, para que por este se pa- 
sen todos los datos reunidos á la Junta de 
Higiene pública (1). 

7*. Habiendo sido establecida por De- 
creto de 25 de Noviembre de 4852 una 
mesa estadística anexa al Ministerio de Ha- 
cienda, fué mandado que los Guras, los en- 
cargados de los hospitales, el Administra- 
dor de la vacuna, los médicos de Policia, 
el Capitán del Puerto, los Jueces de Paz, los 
Tenientes Alcaldes, y otros funcionarios, re- 
mitiesen á la mesa estad istica, datos y razo- 
nes de sus ramos respectivos (2) Véase 
Mesa Esladistica. 

Las disposiciones que quedan citadas, se 
hallan, si nó todas, la mayor parte en com- 
pleto desuso. 

* ESTADO halVor C}E!VEBAL.--^La Ofi- 
cina de este nombre fué suprimida por De- 
creto de 9 de Abril de 4860, reusimiendo- 
se sus funciones en el Ministerio de la 
Guerra, á cuyo cargo fueron puestas las 
mesas necesarias para el despacho de los 
asuntos que estaban cometidos al Estado 
mayor. 

BSTAWco. — El embargo ó prohibición 
del curso y venta Ubre de alguna cosa ó 

(1) Decreto de 12 de Junio de 1850. 

(2) Decreto de 24 de Diciembre 1852, 



articulo de comercio, ó del ejercicio de al- 
guna industria, apropiándose ese derecho el 
Fisco. 

La elavoracion del pan y la galleta estu- 
vo estancada en la Giudad de Montevideo 
por Decreto de 3 de Mayo de 4844, no 
pudicndo hacerse en consecuencia, sino por 
cuenta del Fisco, cuyo privilegio, durante el 
período del estanco, se enagenaba á particu- 
lares, mediante nn contrato de venta. El 
estanco del pan y galleta se hizo cesar de- 
clarando libre su elavoracion, como lo es to- 
do género de industria y comercio. 

Por las leyes de 42 de Julio de 4844, 
fué autorizado el estanco de la sal común, y 
del carbón fósil, pudiendo enagenarse el 
privilegio esclusivo para la importación de 
estos articules, por el periodo de cinco hasta 
diez anos. — Estas leyes no se pusieron en 
ejecución. 

ESTUDIOS UNIWBBSITAIIiaS. LoS 

estudios que abraza la enseñanza pública en 
la Universidad . 

Los estudios universitarios se dividen en 
estudios primarios — estudios secundarios 
— y estudios cientificos y profesionales. 

Los estudios primarios comprenden la 
instrucción primaria inferior^ y la instruc- 
ción primaria superior. 

Gorresponde á la instrucción primaria in- 
ferior : 4 ® La doctrina cristiana y princi- 
pios de moral : 2 ® La lectura y escritura : 
3 ^ Las cuatro reglas fundamentales de la 
Aritmética sobre números abstractos y de- 
nominados: 4 ^ Nociones sobre la gramá- 
tica del idioma Patrio : 5® ídem* general 
de la Geografía de la República. 

Gorresponde á la instrucción primaria 
superior : 4 "^ El perfeccionamiento y am- 
pliación del estudio hecho en la instrucción 
inferior : 2 '^ El dibujo lineal , y nociones 
de geometría, con sus aplicaciones mas usua- 
les : 3 '^ Ideas de cosmografía y geografía 
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general . A- ® Noticias sobre la historia de 
la República, y principios de la Constitución 
del Estado, reducidos á la división ' de sus 
tres Altos Poderes, y sus atribuciones prin- 
cipales. 

La dirección de los estudios primarios,- 
compete al Instituto de instrucción pública. 

Los esludios sectindarios abrazan < El 
idioma Latino, el Francés, el Ingles, estudios 
comerciales, físico matemáticas, filosofía, 
retórica, historia Nacional , y principios de 
la Constitución de la República. El estudio 
de cada idioma debe durar al menos dos 
años, siendo permitido hacer simultanea- 
mente el de dos idiomas, ó el de uno de 
ellos , y alguna olra de las materias desig- 
nadas. 

En el curso de estudios comerciales, debe 
perfeccionarse el estudio de los idiomas 
Francés é Ingles, enseñándose al mismo 
tiempo las aplicaciones de la aritmética y de 
la geografía al copiercio, la historia comer- 
cial, correspondencia comercial en Español, 
Francés é Ingles, teneduria de libros en 
partida dQ])le y simple, cuentas simuladas 
de todo género, y elementos de derecho co- 
mercial y de economia política. La duración 
de este curso, que se considera una especia- 
lidad, os de dos años. 

Las materias corresponíl ¡entes al cui^so de 
físico matemáticas, se dividen en dos años 
del modo siguiente: — En el primer año, 
arkmelica, algebra, hasta la resolución de 
las ecuaciones de segundo grade, y geomc- 
tria elemental. En el segundo, trigonome- 
Iria rectilinea y esférica, geometria practica, 
y física general. 

Las materias correspondientes al curso de 
filosofía, son las siguientes: — En el primer 
año, metafísica, lógica, moral y gramática 
general. En el segundo año, retorica, com- 
pendio de la historia de la filosofía, com- 
pendio de la historia Nacional, y principios 
de ia Constitución de la República. 



Los estudios científicos y profesionales 
abrazan: — La facultad de ciencias natura- 
les, la de medicina^ la de jurisprudencia y 
la de teología. 

La facultad de ciencias naturales, com* 
prende la enseñanza de las matemáticas 
trascendentales, el dibujo en sus diversas 
aplicaciones, principios de agricultura, de 
botánica, de química, de nategacion y de 
arquitectura. 

La facultad de medicina, ciinijia y farma* 
6ia, comprende el estudio de las materias 
siguientes: — En el primer año, física ex» 
pcrimental, anatomía general , y generalida- 
des de fisiología. En el segundo año, ana- 
tomía, disecciones cadavéricas, fisiología, pa- 
tología general é higiene. En el tercer año, 
materias médicas, terapéutica, clínica gui- 
rurgica, y operaciones. En el cuarto .año, 
continuación de la clínica y nosografía me- 
dica. En el quinto año, asistencia á las clí- 
nicas médica y quirúrgica, nosografia médi- 
ca, comprendiendo enfermedades de muge- 
res y niños, medicina legal, y su aplicación 
á la cirujía y tocsilogía. 

La farmacia comprende: la zoología, bo- 
tánica, mineralogía, química, materia médica 
y terapéutica, farmacia, farmacología y tocsí-t 
logia, distribuidos estos estudios en tres 
años. 

Los estudiantes de medicina tienen el 
deber de asistir diariamente á las curacio- 
nes y visitas en el hospital general. Los de 
farmacia deben practicar en una botica don-, 
de haya profesor habilitado, durante sus 
estudios, y dos años mas, después de con- 
cluidos. 

La facultad de teología, comprende: la 
enseñanza de teología dogmática, teología 
moral, derecho canónico é historia eclesiás- 
tica. Debe ser desempeñada por un profesor 
graduado en teología, otro en derecho cañó- 
nico é historia. El curso de teología se hace 
en frésanos. 

15 
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La facultad de jurisprudencia, compren- 
de: la enseñanza de derecho civil, derecho 
mercantil, derecho público y economía poli- 
tica. Estos ramos deben ser desempeñados 
por un profesor graduado de derecho civil y 
mercantil, otro de derecho de gentes, y otro 
de economía politica. La duración del curso 
€sde tres anos (1). 

Los estudios hechos fuera de la Univer- 
sidad, no valen para la adquisición de grado 



alguno universitartD de carreras profesiona- 
les (1). Eran csceptuados de esta regla, los 
que se Hiciesen en el Colegio Nacional, de- 
clarado Universidad menor, por decreto del 2 
de Febrero de 1856, que después fué supri- 
mido, y los que se hicieran en el Colegio, de 
los Padres de la compañía de Jísus, suprimi- 
do también ulteriormente. — Véase Colegio 
Nacional — Matricula de la Universidad 
— Padrc9 de la compañia de Jcstis. 



ExcEPcioiv. — La razón aducida en jui- 
cio por la parte demandada, para enervar 
ó destruir la acción intentada por el actor. 

Las excepciones en juicio ejecutivo, de- 
ben oponerse después de trabado el embar- 
go, á cuyo efecto, el Juez de la causa debe 
citar al demandado, el cual ha de deducirlas 
dentro de seis dias perentorios. 

Si no las opusiese dentro de dicho tér- 
mino, el Juez, á petición de parte, debe 
sentenciar la causa de remate: si las opu- 
siese, cualesquiera que sean, se señalará 
para la prueba, el termino de veinte dias, 
cuyo termino, en ningún caso podrá pro- 
rogarse. 

Transcuridos los veinte dias, el actuario 
debe poner la causa al despacho, agregando 
las pruebas producidas, ó certificado de no 
haberlas. La oínision del actuario en el 
cumplimiento de este deber, le hace incur- 
rir en la pena coiTeccional, de suspensión 
de oficio durante seis dias, á lo menos, ó 
quince dias á lo mas. 

El Juez, según el mérito de la prueba, y 
dentro de diez dias, debe proveer mandando 



alzar d embargo, ó pronunciando sentencia 
de remate (2). 

EXCEPCIÓN 0E EBRIEDAD. Véase 

Embriaguez. 

exlukcsacse. — Un derecho que pagan 
los comerciantes por el uso de los muelles 
públicos en la carga y descarga de sus mer- 
caderías. Véase Derecho de exlingage. 

EXPÓSITOS. — Véase Huérfanos. 

EXPROPiACiOTv. — ^ La pérdida del de- 
recho de propiedad y dominio sobre alguna 
cosa. 

La expropiación puede tener efecto legal- 
meute por causa de utilidad pública , me- 
diante sentencia pasada en autoridad de cosa 
juzgada, y justa indemnización del propieta- 
rio. 

En el juicio sobre expropiación, debe ne- 
cesariamente hacerse constar : 1 ^ Resolu- 
ción legislativa que dé causa á la expropia- 
ción ordenando ó autorizando obras púbKcas 
ó edificios destinados á objetos de utilidad 
pública : 2 "^ Decreto del Poder Ejecutivo , 
expedido con audiencia de la respectiva 
Junta Económico-Administrativa, designando 



(I) Reglamento Uní versltnrio de 38 de Soptiembre 
de 1849. Capitula I «^ i ® y 3 © . 



(I) Decreto de 3S de Octubre de I8&0. 

(?) Art. te á 99 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 
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las propiedades á que ei derecho de expro- 
piación sea aplicable : 3 ^ Publicación por 
los Jueces locales de la sanción y decreto 
citados, con emplezamiento de los dueños é 
interesados, para ante el Juez letrado de Ha- 
cienda. 

Los que se opusiesen, deben ser oidos 
en juicio contradictorio con el Fiscal. 

Para el cómputo de la indemnización, asi 
á los que se conformasen, como á los que 
se opusiesen á la expropiación, se tendrán 
en consideración los contratos mas recientes 
de venta de la cosa expropiada, 6 siendo 
terrenos, los de estos ó de los inmediatos 
de la misma calidad, y los contratos de ar- 
rendamiento, si los hubiese. Guando se juz- 
gue necesario, se nombrarán peritos que 
hagan la tasación, conforme a los datos in- 
dicados, ú otros especiales que puedan 
ocurrir. 



La expropiación no sq habrá por efectuada 
mientras los dueños no hubiesen recibido et 
importe de la indemnización. (1). 

EXTRADICIÓN DE CDmiNALES Y E»- 

€LA¥os. — Véase Desertores. 

EüLTKAiVGEiios. — Todo hombre, Ser 
cualquiera Nacionalidad que sea, tiene el de- 
recho de entrar en el territorio del Estado, 
permanecer en él, y salir con sus propieda- 
des, siempre que observe sus leyes genera*»- 
les y de Policía (2), 

Todos los habitantes del Estado, tienen 
derecho á ser protegidos en el goce de su 
vida, honor, libertad, seguridad y propiedad; 
de cuyos beneficios no pueden ser privados, 
sino con sugecion á las leyes, pudiendo 
también dedicarse libremente, á cualquiera 
industria, cultivo, trabajo ó comercio (3). 



VA. 



fAbdicas. — Es prohibida la elabora- 
ción de ciertos articules en lugares centrales 
de la Ciudad, y de otros, aun en cualquiera 
de ellos. Los establecimientos de panadería, 
fábricas de jabón, de velas y curtimbre, no 
pueden est2d)lecerse sino fuera de la Gudad 
vieja, donde solo pueden conservarse los que 
estuviesen dentro de ella con antelación al 3 
de Enero de 1834, en que tuvo lugar esta 
prohibición. 

Las fábricas de almidón, de fuegos arti- 
ficiales, cuerdas de tripa, de pergamino, 
de aceite de quemar, y los depósitos de tra- 
pos, deben estar situados necesariamente al 
Sud de la nueva Ciudad [i ). 

Últimamente, por acuerdo del Gobierno 
de 26 de Abril de 4860, se declaró que 
las fábricas á que se refieren las disposicio- 



(I) Decreto de 2 de Julio de 1868. 



nes citadas, debían atuarse en los terrenos 
del ejido, tomando por limite la calle del 
Ejido^ y la conveniente distancia de los 
c?ntros de población. 

Los saladeros deben situarse a la margen 
derecha del Miguelete, siguiendo una línea 
al Norte de las faldas del Cerrito, de este- 
punto á lo de Maroña, y de aquí al mar. — 
Véase Saladeros. 

Los hornos de ladrillo no pueden situarse 
á menor distancia, que la de media legua 
de los antiguos muros de la ciudad (4). 

rADDicANTBS DE PAW. — La olabora- 
cion del pan, está sugetaá las reglas y pres- 



(1) Ley de 8 de JuUo de 1858. 

(2) Art. 147 de la CoosUlucion. 

(3) Art. 130 y U6 de la Con&tUucion. 

(4) Decreto de 30 de Abril de 1836. 
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cripciones determinadas en los decretos res- 
pectivos. — Véase Panaderos. 

FAENAS; — Véase Saladeros. 

FALLIDO. — El comerciante que sus- 
pende el giro de sus negocios y el pago de 
sus deudas, por carecer de medios para cu- 
brirlas. 

A consulta del Tribunal Consular con 
motivo de casos ocurrentes, la Exma Cáma- 
ra de Justicia, declaró: que el comerciante 
fallido tiene contra si la presunción del 
fraude, y por consiguiente no está com- 
prendido en la Real Pragmática de 27 de 
Mayo de 1 786, debiendo, por el contrario, 
observárselo que disponen las leyes vigentes, 
y entre otras, la 7» tit. 19 lib. 5*=^ R. C. 
y también la Ordenanza: y que el comer- 
ciante no fallido, contra quien se libren 
ejecuciones, no debe ser preso por no pres- 
tar la fianza de saneamiento, pues que el 
privilegio de la pragmática citada, es ex-' 
tensivo á todos los que ejercen artes ú ofi- 
cios, cualesquiera que sean (1). 

Srn embargo de la presunción de fraude 
que el auto acordado del Tribunal y las le- 
yes, atribuyen al fallido, no es de practica 
en el foro de la República, conducir á los 
fallidos á la cárcel, á no ser que se ha- 
llen en la condición de los alzados, ó que 
exista prueba del fraude; cuyo procedimien- 
to está de acuerdo con lo proscripto por el 
art. 113 de la Constitución, en virtud del 
cual, nadie puede ser preso, sino existiendo 
delito probado, 6 cuando menos, semiplena 
prueba de él. • 

FAiniLiAs agrícolas. — Gon el fin de 

favorecer y fomentar la colonización Extran- 
gera en el pais, las familias agrícolas que 
lleguen á él, y los buques que se ocupen de 



(I) Acuerdo del Superior Tribunal de Josticia de 10 
de Octubre de 1820. 



SU transporte, gozan de ciertos privilegios y 
franquicias establecidas por la ley. — Véase 
Inmigrantes, 

FARiHAcÉLTico. — ^Elquc profcsala far- 
macia. 

Los que deseen ejercer la farmacia, de- 
ben hacer su estudio y practica, y rendir las 
pruebas de suficiencia establecidas por et 
Reglamento Universitario, ó presentarse á la 
Junta de higiene, con certificaciones autén- 
ticas de estudio y practica, caso de haber 
cursado en alguna otra Universidad, panr 
rendir á examen competente. Este examen 
debe verificarse en público y eñ idioma Na- 
cional, y ser hecho por dos fai'macéuticos 
nombrados por la Junta, y un miembro de- 
esta corporación en calidad de Presidente de 
la mesa. 

Cuando el examinando fuese profesor titu- 
lado en Pais Exlrangero, el examen se li- 
mitará á un solo acto teórico y practico. La 
aprobación ó reprobación de aquel, se hará 
en escrutinio secreto por balotas, exten- 
diéndose del resultado, la correspondiente 
acta, de que se pasará copia certificada al 
interesado. El que resultase reprobado, no 
podrá ser admitido á nuevo examen, hasta 
pasados dos años. El que fuese aprobado, 
recibirá el correspondiente diploma de la 
Junta de higiene. 

Los honorarios que está obligado á pa- 
gar por sus examenes, cualquiera profesor 
que los solicite, son los siguientes ; A cada 
uno de los examinadores, doce pesos : aLSc- 
cretario, ocho: por el tittilo cuatro. 

Los deberes de los farmacéuticos en el 
ejercicio de su profesión, son : 1 "^ Tener 
arregladas sus pesas y medidas: 2 "^ Con- 
servar sus medicamentos y utensilios con 
arreglo á los preceptos de la farmacia. 3 ^ 
Hallarse surtidos de fos simples y compues- 
tos mas usados en la medicina. 4 ^ Tener 
para su despacho la Farmacopea Hispana, y 
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alguna otra de las que usan comunemente 
los médicos en el Pays. 5 ® Abstenerse de 
curar, ni vender preparaciones medicinales, 
sin recela de profesor habilitado, bajo la 
pena de una multa de cincuenta pesos, y 
privación de oficio á la tercera reincidencia. 
6 "^ No vender, sin facultad por escrita de 
la Junta de Higiene pública, preparación se- 
creta, especifico ó drogas que puedan com- 
prometer la salud. 



• 
Los farmacéuticos que por fraude, equi- 
vocación ó malicia, ó por ignorancia de los 
preceptos de la profesión, den ocasión á des- 
gracias, exponiendo la vida de los enfermos, 
quedan sugetos a suspensión en el ejercicio 
de sus funciones, sin perjuicio de las penas 
en que hubiesen incurrido , según la natu- 
raleza d& los casos (1). 

FABOS. — Véase Impuesto de nuvega- 
don. 
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FIANZA CARCELERA. — La oblígacion 
que alguno contrae de que el acusado sea 
restituido á la cárcel, si asi lo mandase el 
Juez de la causa, según el mérito del pro- 
ceso. 

Está mandado que en los delitos en que 
por su* naturaleza no haya de resultar pena 
corporal ó infamante al preso, sea este puesto 
en libertad, bajo de fianza. — Véase Escara 
celadon. 

FIDEICOMISO. — Lo que deja el tes- 
tador á alguno, para que lo entregue a otro. 

Los fideicomisos, asi como los legados, 
donaciones mortis camay y las herencias 
extestamento 6 ab intestato, entre colatera- 
les y extraños, están sugetos al pago de un 
impuesto en favor del Fisco. 

Los fideicomisos entre colaterales del se- 
gxmdo grado civil, pagan un cuatro por 
ciento sobre su valor: igual derecho pagan 
tos fideicomisos entre los cónyuges. Entre 
colaterales del tercero al quinto grado civil, 
pagan un cinco por ciento : del sesto al dé- 
cimo, un seis por ciento. 

Si el valor del fideicomiso hubiera de 
extraerse del Pays, pagará ademas un tres 
pof ciento. 

Los fideicomisos entre extraños, ó encar- 
gados á corporaciones ó establecimientos, 
que no sean piadosos ni públicos, dentro 



del Estado, deben pagar un doce por ciento 
y si hubieran de salir del Pays, pagarán ade- 
mas un ocho por ciento. 

Guando no sean los bienes, sino sus pro- 
ductos los que hayan de salir del Pays, el 
derecho se pagará sobre la importancia de 
dichos productos (2). 

FIESTAS TVAcioNALEs. — El anívor- 
sario del 25 de Agosto de 1825, dia de la 
declaratoria de la independencia de la Pro- 
vincia Oriental, es la gran fiesta civica de la 
República. Debe celebrarse en todos los De- 
partamentos cada cuatro años, que empeza- 
rán á contarse desde el año de 1862 inclu- 
sive, con demostraciones solemnes en los 
dias 18, 19 y 20 de Abril, en conmemora- 
ción del hecho glorioso de los treinta y tres. 

Hay ademas tres fiestas ordinarias en el 
año, en los dias 25 de Agosto, 25 de Ma- 
yo y 18 de Julio. En las fiestas ordinarias 
debe haber Te Deum, con asistencia de las 
autoridades al templo (3). 

FINCAS. — Véase Arrendamiento de 
Fincas. 



(!) Reglamento de Policía SanUaria de S de Junio 
de 1888 tu. 3. 

(2) Ley de 4 de AbrU de 1857. 

(3) Ley de 9 de Mayo de 1860. 
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FISCAL DEL BSTiUN». — El funcionario 
público encargado de promover y defender 
los derechos é intereses del Fisco, y de re- 
clamar la observancia de las leyes, Cn la 
aplicación de las penas á los delitos. 

Hay dos Fiscales del Estado — Uno para 
los asuntos gubernativos y de Hacienda , y 
otro para los asuntos civiles y crimínales del 
fuero común, que desempeña también las 
funciones de Defensor general de menores, 
en los asuntos y juicios que se siguen an- 
te los Juzgados letrados. 

FISCAL VE LO CIVIL Y DEL CRIIHIEÜI. 

— A este funcionario incumben las funcio- 
nes anexas, al ejercicio del Ministerio pú- 
blico, en las causas civiles y criminales. De- 
be pues dársele audiencia en aquellas en que 
le compete por su naturaleza, y en las cri- 
minales en que conozca el Juez letrado del 
Crimen (1). 

El nombramiento del Fiscal de lo Civil 
y Criminal, corresponde al Tribunal Supe- 
rior de Justicia. En los casos de impedimen- 
to legal, debe ser subrogado por el Fiscal 
de Gobierno y Hacienda. Por impedimento 
de ambos, debe nombrarse un Fiscal espe- 
cial (2). 

FISCAL DE C90BIEBIV0 Y HACIENDA. 

A este funcionario incumbe gestionar y de- 
fender los derechos é intereses del Fisco v 



abrir dictamen en todos los puntos y nego- 
cios en que se le pida por el Gobierno. 

Debe pues, dársele audiencia en todas las 
causas en que el Fisco sea parte, ó tenga 
derechos que deducir, tales como en los jui- 
cios de división y partición de bienes testa- 
mantarios sugetos al pago de derechos Fis- 
cales, denuncias de campos de propiedad 
pública etc. 

El Fiscal de Gobierno y Hacienda, es 
ademas Juez en las causas de contrabando, 
cuyo importe esceda de trescientos pesos, 
formando parte del Tribunal encalado [de 
conocer de ellas. — Véase Causas de contror 
bando. 

Es de practica que el Gobierno consulte 
al Fiscal, en los asuntos graves y de impor- 
tancia, antes de resolver sobre ellos, ejer- 
ciendo este en tales casos, las funciones que 
desempeñaba antiguamente el asesor de Go- 
bierno que fué suprimido. 

El nombramiento de Fiscal de Gobierno y 
Hacienda, compete al Poder Ejecutivo: sus 
impedimentos por causas legales, son supli- 
dos por el Fiscal de lo Civil y criminal y cuan- 
do ambos están impedidos, se nombra un 
Fiscal especial (1). 

Los Fiscales titulares gozan de sueldo : 
los especiales, tienen acción á los honora- 
rios que desvenguen con arreglo á arancel. 



FO. 



FOiVDEADEiio. — El fondoadero de los 
buques surtos en el Puerto, está sugeto á 
reglas precisas, calculadas para la seguridad 
de sus operaciones de carga y descarga y 
para precaber los peligros que pudieran 



(I) Los Alcaldes Ordinarios ejercen Jurisdicción cri- 
minal en alffunos casos, en cuyos juicios, no tiene 
audiencia el Fiscal.— Véase alcalde ordinario. 

(•2) Ley de I • de Abril de 1850. 



amenazarles por la falta del orden conve- 
niente en su colocación. 

Una linea de boyas desde el estremo del 
rompe olas, en dirección á la Isla de la Li- 
bertad, marca el limite del fondeadero de 
los buques de guerra, que deben situarse 
entre esa linea y la costa del Cerro, dejando 
libre la entrada del Puerto. 



(l; Ley de I <^ de Abril de 1859. 
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Otra linea paralela con aquella, dejando 
un espacio intermedio de ciento cincuenta 
varas, la cual debe terminar frente al anti- 
guo muelle, designada también con boyas, 
señala el fondeadero de los buques de co- 
mercio de ultramar, en el espacio compren- 
dido entre ella y la costa del Cerro. 

El espacio intermedio entre ambas lineas, 
debe servir á la entrada general de todos 
los buques mercantes, del cabotage, y pa- 
quetes de los rios. 

Desde el estremo de la segunda linea, 
hasta las piedras denominadas de San Pedro, 
corre otra linea de demarcación para el fon- 
deadero de los buques del cabotage, en el 
espacio comprendido entre ella, y la playa 
de la Aguada. 

Los lanchones y demás embarcaciones 
menores de carga y descarga, deben situarse 
en la ensenada formada entre el muelle an- 
tiguo y las bóvedas. 

Todo buque que tenga á su bordo carga 
de pólvora, debe fondear á tiro de cañón al 
Sud de la Isla de la Libertad. 

Los pontones deben colocarse, en el lu- 
gar que designe la Capitania del Puerto, 
de manera que no embarazen las operacio- 
nes de los buques. 

Los cascos de buques inútiles, no deben 



tampoco permanecer en paragc, que perju- 
dique á los demás (1). 

FORTIFICACIONES DE Ll COLOTVIA. 

— Está mandado que las fortificaciones de 
la Ciudad de la Colonia del lado del Este, 
en la dirección Norte á Sur, sean demolidas 
y nivelados sus fosos. 

Los que se consideren con titulos para 
obtener en propiedad terrenos de los que 
ocupaban dichas fortificaciones, deben dedu- 
cir sus derechos ante la Junta Económico 
Administrativa del Departamento, para que 
se adopten en su caso, las resoluciones que 
correspon-ian, con relación al aumento de 
valor que á dichos terrenos debe dar la de- 
molición de las murallas. Para su avaluación, 
deben nombrarse peritos por el interesado y 
por la autoridad, y un tercero en caso de 
discordia, designado por el Juez de Paz de 
la respectiva sección. 

Los terrenos que resulten disponibles, 
deben ser divididos en solares, y vendidos 
en remate público, vertiéndose su importe 
en la Tesorería general, para sufragar el 
costo de la obra^ que es de cuenta del Era- 
rio público. 

La dirección de los trabajos incumbe á 
un ingeniero nombrado por el Gobierno, te- 
niendo en ellos también la debida ingeren- 
cia, el Gefe Politice del Departamento (2). 



VMJ. 



FUENTES DE ACSUADAl PÍJBUCA. — 

Se hallan bajo la inmediata dirección é ins- 
pección de la Junta Económica Administra- 
tiva en la Capital, estando á su cargo el au- 
mentarlas, y ponerlas en estado de pro- 
veer á la población, de agua con comodidad 
y abundancia, percibiendo por ello una re- 
tribución, aplicable á gastos de su instituto 
y de instrucción primaría. 

La Junta E. Administrativa, no puede 



enagenar por motivo alguno, terrenos de los 
que hubiesen sido desipados por la Comi- 
sión Topográfica, para aguada pública, ni 
permitir, que sea en virtud de arriendo, ó 
por cualquier otro titulo, se levante habita- 
ción por ningún particular, aun cuando fue- 
se amovible, en ningún punto de los terre- 



cí) Decreto de 14 de Mayo de 18G0. 
(i) Decreto de 18 de Julio de 1859. 
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tíos indicados. Si fuese necesario edificar 
una habitación, para el servicio y adminis- 
tración de tas fuentes, puede hacerlo la Jun- 
ta, para este solo objeto. 

Si la Junta diese en arrendamiento las 
fuentes de aguada pública, debe hacerlo por 
remate público, anunciándolo por los periódi- 
cos, con ocho dias de anticipación, no pu- 
diendo esto verificarse, sin previa otorga- 
clon de fianza bastante de parte del empre- 
sario. El mayor tiempo del remate, en su 
caso, es el de dos años. 

La Junta debe pasar al Gobierno cada 
seis meses, noticia del producto de ías fuen- 
tes públicas y de su inversión (1). 

TCERO PERSONAL. ^LOS privilcgiOS y 

csenciones concedidas á alguna persona, se- 
gún SU clase. 

El fuero personal en las causas civiles y 
criminales^ de que gozaban ciertas clases con 
arreglo á la legislación Española, está de- 
finitivamente abolido en la República. 

El conocimiento de las causas que se for- 



men para la averiguación y castigo de los 
delitos que solo pueden cometerse por in- 
dividuos del Clero, está sugeto á la jurisdic- 
ción eclesiástica. El de las causas que se 
formen para la averiguación de los delitos 
que solo son tales, cometidos por un militar, 
está sugeto á la jurisdicción militar: á la 
misma corresponde el conocimiento de todo 
delito cometido por los militares, dentro de 
los cuarteles, en marcha, en campana, ó en 
actos de servicio. Los individuos de la mari- 
* na, y los matriculados, se hallan, en casos 
análogos, sugetos á la misma jurisdicción. 
Guando algún Juez deba proceder, segnn 
el mérito de la causas, á la prisión de alguno 
de los individuos desaforados, dará aviso ú 
Gefe respectivo del acusado(l). 

Así pues, los delitos cometidos por cual- 
quiera individuo, de cualquiera clase que 
sea, y las acciones que hayan de ventilarse 
en juicio, pertenecen á la jurisdicción ordi- 
naria, ante la cual deben deducirse con sugc- 
cion á las reglas generales. 
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GANADOS. — Véase Iinptiesto departa- 
mental — Marcación de ganados — Guias, 

«AivADos ALZADOS. — Todo gauado 
orejano, se considera de propiedad del due- 
ño del campo en donde se encuentre. 

Es prohibida la faena de ganados á to- 
dos aquellos propietarios de campos que no- 
toriamente conste que no tienen en él gana- 
dos alzados. 

Es del mismo modo prohibida la entrada 
>en campos ágenos, sin consentimiento de su 
dueño, reputándose sospechosa, cuando seha- 
l^a de noche. 

Para faenar ganados alzados, debe reca- 



barse permiso de la autoridad mas inmedia- 
ta, la cual intervendrá en el acto, dando 
aviso también á los linderos. Si apareciesen 
ganados de marcas agenas, debe avisarse á 
sus dueños, para que dispongan de ellos; y 
si no fuesen conocidos, se venderán por la 
autoridad, j se fijarán edictos con designa- 
ción de las marcas, por el término al menos 
de treinta dias, para que concurran los due- 
ños á reclamar el producto de la venta, de- 
ducidos los gastos, y conservándose entre- 
tanto, en depósito el dinero. 

No son hábiles para reclamar, aquellos 
propietarios, cuyas marcas uo se hallen re- 
gistradas. 



<1) Decreto de 1 ^ de AbrU de 1842. 



(I) Lrydc 5 de Marzo de 1838. 
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Si vencido el término no hubiese recla- 
mación legitima, el Gefe Político del Depar- 
tamento, dará aviso al Gobierno (1). 

Estas disposiciones fueron dictadas á con- 
secuencia del abandono forzoso en que estu- 
vieron las haciendas de campo, durante la 
guerra que terminó en Octubre de 1851. 



Restablecido el estado normal, y vueltos los 
hacendados al ejercicio de sus derechos y álos 
trabajos de sus establecimientos, aquellas 
disposiciones no tienen ya aplicacioa, supues- 
to que dejaron de existir los ganados alzados. 

csjis. — ^Véase Alumbrado público. 
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CSEFE DE WJk «UARDlJt NACIOIIAL. - 

Los Gefes de la Guardia Nacional son nom- 
brados por el Gobierno, y pueden pertene- 
cer á la clase civil ó militar. 

Para ser Gefe de la Guardia Nacional, se 
requiere: 1 *^ Residencia en el Departamen- 
to: 2 ® Un capital que no baje de cuatro 
mil pesos, ó el ejercicio de un arte ó indus- 
tria que produzca una renta equivalente. 

El Gefe de la Guardia Nacional propone 
al Gobierno los oficiales para cada compa- 
ñía, debiendo ser estos Guardias Naciona- 
les (2). 

csKFEs políticoís. — Los Gcfcs Políti- 
cos son delegados del Gobierno en los De- 
parlamentos, y les competen todas las fun- 
ciones anexas á lo gubernativo. El nombra- 
miento de los Gefes Políticos, corresponde 
al Gobierno. 

Para ser Gefe Político es' necesario reu- 
nir las condiciones siguientes: 1 '^ Ciudada- 
nía en ejercicio: 2 ® Ser vecino del Depar- 
tamento, con propiedades cuyo valor no ba- 
je de cuatro mil pesos: 3 ® Tener treinta 
años cumplidos de edad (3). 

Las principales funciones de los Gefes 
Políticos son las siguientes: 1 "^ Velar so- 
bre el cumplimiento de los deberes de los 
empleados dependientes del Poder Ejecu- 



(1) Circular de ti de Mayo de 4852. 

(2) U^y de 7 de Julio de I85S. 

(.tjArt. 118 119 y f21 de Ui Con.-IUiirion. 



tivo en los diferentes ramos de la Adminis- 
tración: 2 *^ Promulgar en los Departa- 
mentos de Campaña, las leyes y decretos 
que el Poder Ejecutivo les comunique: (1) 
3 ® Vigilar sobre la conservación del or- 
den público, y adoptar todas las medidas 
que él demande: 4 ® Aprehender á los cri- 
minales, y a los que incurran en faltas que 
deban penarse: 5 *=* Imponer penas correc- 
cionales por delitos leves: 6 ® Entender y 
resolver en todo lo relativo á la Policia del 
Departamento respectivo, á la salubridad y 
á la calidad de los alimentos del consumo 
público: 7 ® Velar sobre la obser>'ancia de 
todas las disposiciones gubernativas y de po- 
licía. 8 "^ Hacer efectivo el cumplimiento 
de las disposiciones sobre abasto de carnes , 
y resolver cualesquiera cuestiones que se 
susciten, entre el Administrador de corra- 
les y los abastecedores, ú otras sobre la 
materia (2). 

Les Gefes Políticos son amovibles á vo- 
luntad del Gobierno. 

Pueden asistir, cuando lo juzguen conve- 
niente á las sesiones de las Juntas Econó- 
mico Administrativas; conferenciar con elbs 
sobre los objetos de su institución, propo- 
nerles lo que entiendan de utilidad pública 
y encargarse de la ejecución de lo que ellas 



(1) Loy de I <^ de Marzo de 1831. 

(2) Art. 2Í al R; g'a nciito de I * de Enrro de 1841 

16 
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acuerden, pero sin tener voto en sus delibe- 
raciones (1). 

Ademas de la responsabilidad dé los Ge- 
fes Políticos durante el desempeño de sus 
funciones, quedan sugetos á residencia por 
tres meses, después de concluidas estas (2). 

No está previsto, sin embargo, por la ley 
de 1 ^ Marzo de i 831 que establece esta 
residencia, la forma en que deben ser acusa- 
dos en su caso, ni el Tribunal que debe juz- 
garles y sentenciarles, ni ha ocurrido un 
caso práctico que lo haya establecido. 

La Policía tiene una caja Receptora, don- 
de se vierte el producto de los ramos lla- 
mados de Policía, como son los derechos de 
pasaportes, de constraste, de marcas de ga- 
nados, de carcelage, de licencias para edifi- 
car, para reedificar, para cercar, y para lim- 
pieza, multas y otros, cuyos fondos se ha- 
llan bajo la administración y dirección del 
Gefe Politice, debiendo dar cuenta de su 
aplicación. 

Para este efecto, la contabilidad debe ser 
llevada por un oficial interventor, dependi- 
ente del Gefe Politice, debienda pasar aquel 
el correspondiente estado mensual á la Con- 
taduría General, y el Gefe Politice los fon- 
dos recaudados, á la Tesorería General. 

El Departamento de Policía debe recibir 
del Ministerio de Gobierno, con interven- 



ción de la Contaduría General, boletos im- 
presos de derechos de carcelage, pasaportes, 
marcas y domas ramos policiales, con pro- 
hibición de hacer uso de otros (1). — Véase 
Imptiestos policÍ€iles, 

LfOS individuos de la clase militar, pue- 
den ser Gefes Políticos siempre que reúnan 
las condiciones de la ley (2). 

Exí los Departamentos de Campaña, el 
mando de la Guardia Nacional correspondía 
á los Gefes Políticos (3). Pero por Dtecreto 
de 24 de Abríl de 1 860, se declaró sepa- 
rada la Gefatura de Policía de la Coman- 
dancia de la Guardia Nacional, sin perjuicio 
de que puedan los Gefes Pohticos, requerir 
el auxilio de toda ó parte de ella, en caso 
necesario, dirígiendose al Gefe respectivo. 
Ea tales casos, los Comandantes de Guar- 
dias Nacionales, deben prestarlo del modo 
mas amplio y eficaz , con arreglo al art. 8 
de la Circular de 30 del mismo mes y ano. 

OBFB SUPERIOR WHEL RBSCSVARDO. — 

Funcionarío á cuyo cai^o se halla la direc- 
ción de todas las Aduanas marítimas, fluvia- 
les y lerrestres de la República (4). Asi lo 
dispone el decreto de su creación: sinem- 
bargo, el ejercicio de este empleo no tiene 
efecto, ni fueron reglamentadas ni determi- 
nadas sus funciones. 
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ORADOS UNnrcRsiTARios. — Los que 

se confieren por alguna Universidad, previas 
las pruebas de suficiencia é idoneidad, seña- 
ladas por los estatutos respectivos. 

La Universidad de la República confiere 
grados de Bachiller en ciencias y letras, de 
Licenciado y de Doctor, en las facultades 



(1) Art. 5® de la Ley de I ® de Marzo de 18SI. 

(2) Art 18 de la misma ley. 



de Medicina, Cirujia, Jurisprudencia y Teo- 
logía, No puede obtenerse el grado de Li- 
cenciado ó Doctor en una facultad, sin ha- 
ber recibido antes el de Bachiller en cien- 
cias y letras. 



(1) Decreto de 6 de Mareo de iS55 y acuerdo de 32 
de Mayo de 4860. 

(2) Ley de 22 de Junio de 1854. 

(3) Decreto de 27 de Octubre de 1858. 
(i) Decreto de 2) de Septiembre de 18S8. 
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Para recibir el ^páo de Bachiller, se re- 
quiere que el pretendiente haya sido apro- 
bado en todos los examenes anuales del 
curso de estudios secundarios, y que rinda 
ademas, uno general de todas las materias 
que ellos comprenden, cuya duración sea de 
tres cuartos de hora. — Véase Estudios se-^ 
eundarios. 

Para obtener el grado de Licenciado, ade- 
mas de los examenes anuales, debe darse 
uno general, sobre todas las materias que 
abrazo el estudio de la facultad en que ha- 
p de recibirse el alumno. Su duración será 
de tres cuartos de hora. 

El examen general de la facultad de Me- 
dicina, debe ser teórico-practico, reducién- 
dose el último á un caso especial y presente 
en el Hospital general, cuya historia escrita 
presentará el pretendiente á las cuatro ho- 
ras. -^ Es también obligatoria para este 
grado, la resolución escrita de una cuestión 
de medicina legal, que dada tres dias antes 
debe ser presentada y leida en este acto. 

El grado de Licenciado está suprimido 
en la practica de nuestra Universidad : ob- 
tenido el de Bachiller, y cursados después 
los estudios, y llenadas las formalidades 
prescríptas por los estatutos universitarios, 
se obtiene en seguida el de Doctor. 

Para recibir el grado de Doctor en cual- 
quiera facultad, se requieren las mismas 
pruebas que para el de Licenciado, y ade- 
mas, la lectura de una disertación, sobre al- 
guna tesis importante, que durará al menos 
media hora. Esta disertación ha de ser pre- 
sentada al Rector, y á los catedráticos de la 
facultad; y aprobada, se señala dia y hora 
para su lectura, que debe hacerse en acto 
público. 

Concluida la lectura de la disertación, dos 
alumnos de la facultad designados de ante- 
mano por el Redor, los Catedráticos de 
la misma, y cualquiera de los concurrentes, 
hacen al examinando, las preguntas, obser- 



vaciones y réplicas que creyesen convenien- 
te, sobre la materia de la disertación. La- 
duracion de este examen es de una hora. El 
examinando puede ser protegido en este acto 
por uno de los profesores de la facultad, ó 
por un Doctor en ella que elegirá, dando 
aviso al Rector. 

Los abogados recibidos por el Superior 
Tribunal de Justicia, que no tengan, sin 
embargo, grado académico, pueden recibir 
el de Licenciado, con la sola constancia del 
hecho; pero, para obtener el de Doctor, de- 
ben someterse á las pruebas que quedan in- 
dicadas. 

Los graduados en otra Universidad, que 
lo acrediten con titules originales, pueden 
ser incorporados á la de la República, pre- 
sentando sus títulos ante el Cuerpo Universi- 
tario, para que sean registrados. 

Los derechos que deben pagarse á la 
Universidad, para obtener grados universi- 
'tarios, son los siguientes: Por el grado de 
Bachiller cincuenta pesos: por el de Licencia- 
do, cien pesos: por el de Doctor, cuatro 
cientos pesos. Estas sumas están reducidas 
actualmente á la mitad (1). 

Los grados públicos, son conferidos so- 
lemnemente el 1 "^ de Marzo, con asisten- 
cia precisa del Rector, del Cuerpo Universt- 
tario, y de la Sala de Doctores, con sus in- 
signias. Solo se conferirán grados privados, 
en casos extraordinarios, y por motivos ur- 
gentes, en cuyos casos, asistirá al acto so- 
lamente el Cuerpo Universitario. 

Los que hayan de recibir el grado de Li- 
cenciado ó de Doctor, prestarán inmediata- 
mente antes, en manos del Rector, jura- 
mento de defender la independencia de la 
República, y su libertad, bajo el régimen 
representativo republicano, y el linico impe- 
rio de la ley (2). 



{i) Decreto de M de Julio de 1856. 
(2) Reglamento Univerftilario de 28 de Septittnbre 
de 1840. 
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Prestado este juramento, el Redor coloca 
al graduando las insignias de la facultad. — 
(Véase Insignias de graduados] y el guante 
y el anillo, en signo de amistad y fraterni- 
dad. El graduando sube, acto conlinuo, con- 
ducido de la mano por su padrino, que debe 
acompañarle en ese acto, a la Cátedra, don- 
de pronuncia una proposición, sobre el 
punto que elija de la facultad; verificado lo 
cual, desciende de la Cátedra, y vuelto á to- 
mar por su padrino, es conducido á recibir 
el abrazo fraternal de todos los miembros 
presentes de la sala de Doctores, y del 
Cuerpo Universitario, tomando en seguida 
asiento entre ellos. — Esta ceremonia tiene 
lugar para recibir el grado de Doctor. — El 
Bachiller presta juramento, recibe las in- 
signias, y toma posesión sin las formalida- 
des indicadas. 

GWtANSA EXPERLURIUTAL. Por De- 

creto de 5 de Enero de i 853 se mandó es^ 
tablecer |una granja experimental en el De- 
partamento de Montevideo, costeada por el 
Tesoro público, y á car^o, y bajo la direc- 
ción de una Comisión de tres Ciudadanos. 
Los objetos de esta institución eranrl^ Hacer 
ensayos sobre el cultivo de las variedades de 
trigos desconocidos en el Pais, y demás gra- 
nos, plantas y árboles que se hallan en el 
mismo caso: 2 ® Ensayar también la apli- 



cación de los productos de la agricultura á 
las artes que á ella acompañan: 3 ^ Averi- 
guar los lucros líquidos de esos productos, 
y artes agricotas que de ellos pueden deri- 
varse: 4 ^ Experimentar el uso de los ins- 
trumentos, máquinas, é ingenios aplicables 
á la industria agrícola en t(áa su extensión: 
5 ® Probar con repetidos experimentos, las 
fuerzas productivas de las divei*sas calidades 
de tierras, y el mejor destino que pueda dar- 
seles en la agricultura: 6 ® Procurar des- 
cubrir tos mejores métodos de cultivo par- 
cial y comvinado, sobre los diversos ob- 
jetos á que parezca conveniente contraerlos: 
7 ® Verificar, por medio de la aplicación 
practica, todo lo relativo á la economia de la 
casa de campo. 

De los descubrimientos y resultados que 
pudiesen ser de utilidad á los labradores y 
empresarios de establecimientos agrícolas 
deberia dárseles conocimento con las ins- 
trucciones necesarias. 

Para et establecimiento de esta institu- 
ción, y para subvenir á los gastos que él 
demandase, debia solicitarse la competente 
autorización del Cuerpo Legislativo: sin em- 
bargo, no habiendo sido solicitada esta, el 
establecimiento de la granja experimental 
quedó sin efecto, no obstante hallarse sub- 
sistente el decreto de su creación. 
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otJARnA. — Empleado de Aduana, en- 
cargado de vigilar el contrabando. 

Los guardas deben cuidar de que no se 
embarque, desembarque, trasborde ó remue- 
va ningún efecto ni mercaderia, sin el per- 
miso del Colector general, ó de quien le 
represente, debiendo detener cualquier arti- 
culo sobre el cual no se haya llenado este 
requisito, y dar cuenta inmediatamente al 
Inspector en ejercicio. 



Deben examinar si las especies ó bultos, 
que se embarquen ó desembarquen, corres- 
ponden exactamente al permiso dado, y en 
caso de diferencia notable, verificar del mis- 
mo modo la detención. 

No les es permitido separarse voluntaria- 
mente de su destino , bajo la pena de perder 
la plaza: en caso de enfermedad, deben es- 
presarlo, para ser subrogados en el servido 
respectivo. 
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En el momento de fondear un buque de 
comercio en el Puerto, se le pasa la visita, 
con la cual va un guarda, según el corres- 
pondiente turno, que queda abordo, mientras 
duran las operaciones del buque. Su objeto 
es vigilar el contrabando, impidiendo que se 
abran las escotillas, y cuidando de que no 
se desembarque ni se reciba cosa alguna 
abordo, sin el correspondiente permiso. 

Debe llevar un cuaderno en que siente los 
bultos que se extraigan en los lanchones ó 
botes de descarga, con designación de los 
números y marcas, para hacerse ulterior- 
mente las comprobaciones del caso, y dar al 
lanchonero una papeleta del número y mar- 
cas de los bultos que conduzca, con espre- 
sion del dia y hora; cuya papeleta debe pa- 
sar al Alcaide de la Aduana. 

Todo bulto que no esté bien acondiciona- 
do, lo reserverá el guarda para conducirlo 
consigo en la última barcada (1). — ^Véase 
Derecho de guarda — Resgtiardo. 

«ijjLRnA SATOTARio. — El cmploado 
encargado de hacer observar rigorosamente, 
la incomunicación de un buque sugeto á 
cuarentena. 

El guarda sanitario, cuyo servicio debe 
desempeñar uno de los guardas francos, de- 
be permanecer abordo mientras dure la cua- 
rentena del buque. Sus fuuciones son: i ^ 
Tener especial cuidado de que no salga del 
buque incomunicado, sm permiso de la au- 
toridad de Sanidad, persona ni cosa alguna: 

2 "^ No dejar introducir abordo ninguna per- 
sona ni objeto que tenga que volver á salir: 

3 ® Vigilar sobre el cumplimiento de todo 
lo que disponga la Junta de Sanidad: 4 ^ 
Transmitir á esta todas sus observaciones so- 
bre el estado sanitario de la tripulación del 



(1) Reglamento del Resguardo 20 de Marzo de 1829. 



buque, y sobre las contravenciones que hi- 
ciese (1). — Véase Cuarentena. 

GUARMA ivAciowAL. — LaGuardía Na- 
cional se divide en activa y pasiva, y en las 
tres armas infantería, artillería y caballería. 

Suple al ejeroito de linea, en cada De- 
partamento respectivamente, a menos que 
las circunstancias exijan su concurrencia al 
Ejército á juicio del Poder Ejecutivo. 

Siempre que la Guardia Nacional forme 
con las tropas de linea, debe ocupar la de- 
recha. 

Guando se halle en servicio activo, la Gu- 
ardia Nacional, está sugeta á las Ordenanzas 
militares, y goza el sueldo del Ejército. 

Todo ciudadano de la República, es 
Guardia Nacional. Los alistamientos deben 
hacerse con la intervención de las autorída* 
des locales y el auxilio de la Policía. 

Las asambleas de la Guardia Nacional de 
infantería y artillería^ tienen lugar los Do- 
mingos y dias festivos de ambos preceptos, 
en los meses de Febrero, Marzo y Abril. 
La Caballería tiene sus ejercicios doctrína^^ 
les, durante quince dias consecutivos, en la 
primera quincena de Abril (2). 

Las Guardias Nacionales dependen inme- 
diatamente del Gobierno, debiendo enten- 
derse en lo relativo al servicio, por conducto 
del Estado Mayor (3). 

El nombramiento de Gefes de la Guardia 
Nacional .incumbe al Gobierno, pudiendo 
recaer, como el de los Gefes Politices, en 
ciudadanos de la clase civil ó militar. — 
Véase Gefe de la Guardia Nacional. 

En Montevideo y en los demás Pueblos 
del Estado, debe haber los batallones ó com- 



(1) Reglamento de Policía Sanitaria de 2 de Jiioio 
de 1888 tit. 8®. 

{2) Ley de 7 de Julio de 1858* 

(3) Decreto de 9 de Febrero de 1836. Habiendo lido 
suprimida la Oficina de E. M. G. por Decreto de 9 da 
Abril de 1860, ha quedado e«ta disposicioD sin cfect». 
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pañias de Guardias Nacionales qae la pobla- 
ción permita, teniendo cada batallón las 
piezas de artillería que sean necesarías. 

El cuadro veterano de cada batallón 
consta de un Sarjento mayor, un Ayudante, 
un Abanderado y un tambor mayor, con los 
sárjenlos, tambores, cometas y música cor- 
respondientes, cuyas plazas gozan del sueldo 
de la ley. Cada batallón debe tener una 
bandera Nacional 

El cuadro veterano de cada regimiento de 
caballería, consta de un mayor, un ayudante, 
un porta-estandarte, con los sarjentos, cabos 
y cometas correspondientes. Cada regimiento 
debe tener un estandarte Nacional. 

Por circular del Gobiemo á los Coman- 
dantes de Guardias Nacionales de 30 de 
Abril de 1860, se ha mandado que las pla- 
nas mayores queden reducidas á una sola 
por cada Departamento, comprendiéndose 
el de la Capital, solo con relación á los regi- 
mientos de caballería. Cada plana mayor de- 
be constar de un Sargento mayor, un Ayu- 
dante mayor, un Porta Estandarte, un Sar- 
gento brígada, un Sargento de Clarines, 
cinco clarines, dos tambores para la in- 
fantería, y dos Ordenanzas para el Coman- 
dante en Gefe de la Guardia Nacional. Los 
Gefes y Oficiales de linea de la Guardia 
Nacional, deben pasar revista de Comisa- 
ríos en las listas de plana mayor, incluyén- 
dose en el presupuesto con sueldo integro. 

Los cuerpos de infantería deben pasar 
una revista mensual de vestuarío y arma- 
meato. — Deben los Comandantes de Gu- 
ardia Nacional, remitir mensualmente al 
Ministerio de la]^Guerra, un estado de ar- 
mamento y equipo. 

La Guardia Nacional es uniformada por 
elTlstado. — 

Son esceptuados de todo servicio en la 
Guardia Nacional los Ciudadanos mayores 
de cincuenta y cinco años, y los demás 



comprendidos en la ley. — ^Véase Guardia 
Nacional Pasiva. 

La ley oi^anica de la Guardia Nacional 
debia ser revisada al año de su promulga- 
ción (1). No habiéndolo sido, se halla en vi- 
gencia en todas sus parles. 

CII7ABDIA IVACIOIVAL ACTIVA. La 

Guardia Nacional activa, se forma de todos 
los Ciudadanos mayores de 1 7 años, y me- 
nores de 47 ; incluyéndose en estos, los Te- 
nientes Alcaldes, los empleados civiles y del 
ramo de Justicia, los practicantes de leyes y 
medicina, los estudiantes, los abogados con 
estudio abierto, los escríbanos y los procu- 
radores de pobres. Son esceptuados los Jue- 
ces de Paz y los Gefes de Oficina. 

Los individuos citados, tienen la obliga- 
ción de asistir á los ejercicios y revistas, y 
en caso de conmoción interíor, ó ataque ex- 
terior, la de hacer servicio á la par de los 
demás Gudadanos. 

Deben alistarse en la Guardia Nacional 
sin obligación de asistir a los ejercicios y 
revistas, los empleados del ramo de postas, 
y los mayorales de las diligencias en servi- 
cio, debiendo sinembargo, concurrír á él 
siempre que el Gobiemo lo juzgue necesa- 
rio (2) 

El enrolamiento de la Guardia Nacional 
en toda la República, debe hacerse en los 
meses de Septiembre y Octubre. La orga- 
nización de las fuerzas respectivas en cada 
Departamento, y su distribución en cuerpos 
de las tres armas, depende del número de 
Guardias Nacionales que puedan dar res- 
pectivamente. 

El armamento y vestuario de cada Cuer- 
po se halla bajo la re^onsabilidad inme- 
diata del Sarjento mayor. El cuadro vete- 



(I) Ley de 7 de JuUo de 1858. 
(1) Ley de 7 de Julio de 1 858. 
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rano es considerado en constante servicio 
activo y pagado como tal. 

Cada Departamento debe tener un habili- 
tado, nombrado por los Gefes y Oficiales de 
los Cuerpos, cuya elección debe hacerse en- 
tre los Ayudantes, Abanderados y Oficiales 
subalternos. La duración de este cai^o, es 
de un año. 

El habilitado debe dar fianza por las can- 
tidades que ha de manejar, y goza sobre 
ellas, de una comisión de uno por ciento (2). 

Todas las demás disposiciones reglamen- 
tarias, y de servicio interno y policía de los 
Cuerpos de Guardia Nacional, se hallan de- 
talladamente determinadas en el decreto que 
queda citado. 

csuARBiA NACI01VAI. PAsnrjL. — La 
Guardia Nacional pasiva, se compone de los 
Jueces de Paz, los Gefes de Oficina y de 
todos los Ciudadanos mayores de 47 años 
que no hayan cumplido 55. Es llamada al 
servicio de las armas, para reemplazar á la 
activa en servicio urbano de los Pueblos, 
cuando esta se movilize, ó en caso de con- 
moción interior ó ataque exterior. 

Son ademas esceptuados del servicio ac- 
tivo y pasivo de la Guardia Nacional : i "^ 
Los miembros del Cuerpo Le^slativo, los 
Ministros de Estado, y los miembros del Su- 
perior Tribunal de Justicia : 2 "^ Los Fisca- 
les del Estado, los Jueces letrados de 1 ^ 
Instancia y los Alcaldes Ordinarios: 3 "^ Los 
miembros del Clero : A ^ Los empleados 
que formen parte de la fuerza pública : 5 ^ 
Los encargados del servicio de vigilancia 
del Resguardo : 6 "^ Los que física 6 mo- 
ralmente sean inhábiles para el servicio, 
previo reconocimiento que ordene el Gefe de 
la Guardia Nacional : 7 ^ Los médicos en 
ejercicio, los farmacéuticos, los catedráticos 
de la Universidad, los maestros de Colegios 



y escuelas públicas de pnmeras letras, y los 
sacristanes, no escediendo de dos por cada 
templo en la Capital, y de uno en los demás 
pueblos del territorio de la República. 

En las Secciones fuera de Ciudades y 
villas del Estado : 1 ^ El principal mayor- 
domo ó capataz de establecimientos indus- 
triales ó de pastoreo, cuyo capital esceda de 
cuatro mil pesos, sin incluir el valor del 
suelo : 2 "^ El hermano á cuyo cai^o estén 
menores de catorce años, huérfanos de pa- 
dre y madre, á quienes mantenga con su 
trabajo personal, previo informe que se pe- 
dirá al Juez competente : 3 ^ El único hijo 
de viuda sexagenaria ó impedida, que no 
tenga [>ension ni mas recursos, que aquellos 
que le proporcione el hijo con su trabajo 
personal, previo informe que se pedirá al 
Juez de Paz de la Sección á que pertenezca 
y á cuatro vecinos de respetabilidad y 
buen nombre ; 4 ^ Los padres viudos que 
tengan hijos menores de catorce años, que 
sean sostenidos con su trabajo personal: 
5 "^ El hijo único de padre septuagenario ó 
impedido, que mantenga á este con su tra- 
bajo personal, previo informe que se pedirá 
al Juez de Paz de la Sección de su resi- 
dencia, y a cuatro vecinos de respetabili- 
dad y buen nombre. Si el padre que se en- 
contrase en los casos citados tuviese mas de 
un hijo, puede esceptuar á uno de ellos á 
su elección (1). 

csviAs. — Todos los ganados, frutos, 
efectos y mercaderias de cualquiera especie 
que sean, que transiten por tierra ó por 
agua en el territorio de la República, deben 
ser guiados, sea cual fuese su procedencia ó 
destino. 

Las guias son estendidas por la Colectu- 
ría general, y las Receptorías ySub-Recep- 
torias, donde las hubiese, y en su defecto, 



(f) Decreto de H de Julio de 1S58. 



(l)L?y de7 de Julio de 1858. 
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por los Alcaldes Ordinarios, Jueces de Paz, 
y Tenientes Alcaldes de los puntos respcc- 
tibos, en el orden en que quedan nombra- 
dos. El precio de cada guia es el de dos 
reales (1). 

Toda cai^a conducida por cualquier clase 
de carruaje ó carguero, debe llevar guia: 
en ella se ha de espresar la clase de efectos 
conducidos, el local donde se han cargado 
y el destino á donde se dirigen. 

Para que los efectos guiados, puedan 
subdividirse en el tránsito, es indispensable 
espresar en la guia los que deben dejarse 
en cada punto, sin cuyo requisito, debe 
ocurrirse á sacar nueva guia en el punto 
mas inmediato. 

Los efectos y articules que se embarquen 
para transitar por los ríos, deben llevar 
para cada carretilla ó carga conducida por 
cualquier otro agente, una guia que com- 
prenda los efectos que conduce cada car^ 
ruage, sin que esto obste á los permisos ó 
guias de que deben proveerse de las Adua- 
nas. Estas guias parciales, deben estar con- 
formes con la guia general otorgada por la 
Aduana, y no estandolo, el patrón del bu- 
que debe dar razón de la diferencia. 

En los ganados vacunos, no pueden com- 
prenderse mas que cien cabezas en cada 
guia, doscientas de yeguarizo, quinientas de 
lanar, y veinte de cerdos. 

Los solicitantes de guias deben presentar 
en la oficina respectiva, una relación de los 
efectos que van á cargar, su procedencia y 
destino, á fin de obtener la guia respectiva 
que presentarán á su llegada, á la Colectu- 
ría general, ó á los encargados que mas ade- 
lante se espresarán (2). 

Las guias no deben expedirse sin que el 
solicitante justifique haber pagado el im- 



puesto departamental correspondiente á los 
efectos que se proponga extraer (1). Deben 
ser impresas y numeradas : su duración es 
de un año. 

En cada Departamento, el Gefe Político 
debe distribuir a las autoridades encargadas 
de expedir las guias, el número necesario 
de ellas, bajo recibo que le sirva de descar- 
go. Estas deben pasar á aquel cada trimes- 
tre, una relación de las que hubiesen es- 
pedido, con el producto de ellas, de lo cual 
el Gefe Político debe dar aviso y cuenta do- 
cumentada al Gobierno. 

Los fondos procedentes de guias, deben 
aplicarse á gastos de cárceles, y otro locales 
bajo la debida justificación. 

Las Autoridades Judiciales y las de Poli- 
cía, están facultadas para exig'u* la manifes- 
tación de guias á los que deban llevarlas, y 
en caso de omisión, deben detener los efec- 
tos ó ganados no guiados, hasta que se 
pruebe la legitimidad de la propiedad, y re- 
ciba el conductor la guia correspondiente, 
en cuyo caso, pagará un peso ademas del 
valor de la guia. 

Si no se verificase la legitimación de la 
propiedad, los conductores deben ser presos 
y remitidos con el correspondiente sumario 
al Alcalde Ordinario del Departamento, pa- 
ra que este los pase al Juzgado del Crimen 
para ser juzgados. 

A la llegada al punto de su destino, los 
conductores de ganados ó efectos , presen - 
taran la guia al Gefe Político, y confrontada, 
estando conforme, se le pondrá el ctimpli" 
do^ otorgando una tornaguía que les habilite 
para vender los efectos 6 ganados. Si resul- 
tase disconformidad en las guias, con las 
marcas ó efectos, se procederá al arresto y 
sumario que quedan indicados (1). 



(4) Decreto de 4 do Octubre de 1841. 
(2) Decreto de 8 de d lubre de 18U . 



(1) Art. & del Decreto de 28 de lulio de 1856. 

(2) Instrnccioneá á los Ccfoi Polilic4)S de 20 de Ma- 
yo de 18:)S, y Decreto de 1 de Diciembre de I8j?. 
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Ea id Capital, la presentación de las guías 
debe hacerse en la tablada respectiva, asi 
como el reconocimiento y revisacion de los 
ganados conducidos. Los demás objetos y 
frutos, deben ser presentados y reconocidos 
en las plazas del Sarandl y de los Treinta 
y tres. 

La Policía debe pasar diariamente al Mi- 
nisteri) de Gobierno, una relación de los 
productos introducidos el dia anterior, ex- 
presando los que hayan venido con guia, y 
los que hayan venido sin ella ó fuera de 
ella : como también los que hayan pagado ó 
nó el impuesto municipal, ó hayan sido em- 
bargados ó detenidos, con el nombre del 
introductor y el lugar de su procedencia, 
iodo lo cual debe publicarse por la prensa. 



Los gastos de depósito, custodia y demás 
que se causen por el embargo ó detención 
de los objetos no guiados, á que debe pro^ 
cederse inmediatamente, deben pagarse por 
el introductor, ó con el producto de dichos 
objetos, sin perjuicio de las multas en que 
hubiesen incurrido. Estas multas son : por 
la primera vez veinticinco pesos: por la se- 
gunda el duplo: por la tercera el cuadruplo. 

Si el ganado resultase robado, el intrc- 
ductor debe responder de su valor al pro- 
pietario y sufrir ademas las penas de la 
ley (1). Véase Abigeato. 

Ningún abastecedor puede recibir gana- 
dos para consumo, sin la correspondiente 
tornaguía de la tablada. — Véase Abaste- 
cedores. 
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HABILITADOS. — El Guorpo do inváli- 
dos, el de los oñciales del Estado mayor pa- 
sivo y las viudas y menores con sueldo de 
la Nación, nombraban á mayoría de votos, 
sus respectivos habilitados, encargados de 
recibir del Tesoro Nacional sus haberes, y 
úe hacerles el pago^ mediante «el cobro de 



una comisión. Estas habilitaciones fueron su- 
primidas, creándose en su lugar una mesa 
pagadora, á cargo de un Gefe militar, un 
Oficial subalterno, y un cajero tenedor de 
libros, con sugecion á las reglas y prescrip- 
ciones establecidas por el decreto de su crea- 
ción (2). — Véase Mesa pagadora. 
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HERENCIA. — El conjunto de los bienes 
y acciones que alguno tenia al tiempo de 
. morir deducidas las deudas.— Véase Succe- 
sion hereditaria entre los cónyuges. 

Las herencias e^ testamento y ab intes- 
tatOy que no sean entre ascendientes y des- 
cendientes, así como los legados, fideicomi- 
sos, donaciones morlis causa^ y los bienes 
hereditarios que salgan djl pays, están suge- 
tos al pago de un impuesto en favor del 
Fisco. Este impue'sto es el siguiente : 

Las herencias ex teüamento, legados, 
fideicomisos v donaciones mortifi causa^ 



entre coletarales del segundo grado civil 
deben pagar un cuatro por ciento sobre su 
valor: el mismo impuesto corresponde á las 
herencias entre los cónyuges, y á los lega- 
dos, fideicomisos y donaciones mortis can- 
sa. Entre los colaterales del tercero al 
quinto grado civil, deben pagar un cinco 
por ciento : del sesto al décimo, un seis por 
ciento. Entre personas extrañas, 6 entre 
corporaciones ó establecimientos que no 



(1) Docreto de 2 de Enero de IS:»?. 

(2) D creto de 12 d.* AKril de !8.*i8. 
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sean piadosos ni públicos, dentro del Estado, 
iin doce por ciento; y si los bienes hubieran 
de salir del Pays, pagarán ademas un ocho 
por ciento. 

Las herencias ab inieslaío entre colate- 
rales del segando grado civíl^ deben pagar 
nn seis por ciento sobre su valor; — del ter- 
cero al quinto grado civil, deben pagar 
siete por ciento; del sexto al décimo grado 
diez por ciento; y si hubieran de salir del 
pais, pagarán ademas un tres por ciento. 

Las herencias ex teslamenU) y ab intes-- 
talOf entile ascendientes y descendientes le- 
gítimos ó naturales, cuando hubieran de sa- 
lir del Pais, pagarán un once por ciento (1). 

En cada Departamento debe haber un 
procurador Fiscal, nombrado por el Poder 
Ejecutivo, cuyas funciones son : 1 ® De- 
nunciar por escrito ante el Juzgado letrado 
de lo Civil de la sección, y ante el Fiscal 
de Hacienda, cualesquiera herencia ú otros 
bienes que adeuden derechos al Fisco: 2 ® 
Practicar las diligencias extrajudiciales que 
lee encomiende el Fiscal : 3 "^ Gestionar 
ante el Alcalde Ordinario el pago de los de- 
rechos que con sugecion á petición del Fis- 
cal, ordene el Juez de la causa. 

El Juzgado de lo Civil é Intestados, debe 
(lar vista al Fiscal de Hacienda, de las de- 
nuncias que recibiere de los Procuradores 
Fiscales, y de los expedientes que giren 
ante ellos, sobre bienes de difuntos en que 
fieba percibir derechos el Fisco. El abono de 
es! os derechos, debe hacerse al Juez, el 
cual los remilid al Ministerio de Gobierno, 
l^ara que sean vertidos en Tesoreria gene- 
ral. 

En las diligencias sobre cobro do derc- 
( hos Fiscales, no se devengan cosías, sino 
en el caso de mediar fraude, ocultación, 6 



resistencia que dé mérito á condenación es- 
pecial. 

El Fiscal y los Procuradores, no pueden 
hacer transacciones sobre los derechos ^e 
se adeuden con sugecion á la ley. 

IjOs Procuradores Fiscales, perciben el 
tres por ciento en la Capital, y el cuatro 
por ciento en la campana, sobre el monto 
de los derechos que se recauden en virtud 
de denuncia ó gestión que eOos hicieren. 
La deducción de la comisión, debe hacerse 
antes ¡de la remisión de los fondos por el 
Juez. • 

Los Procuradores Fiscales son amovibles 
ad mutum por el Poder Ejecutivo, eomo 
simples comisionados (1). 

Por acuerdo del Gobierno de 26 de 
Abril de 1860 fué suprimido el cargo de 
Procurador Fiscal. Este acuerdo parece re- 
ferirse solamente al de la Capital^ á quien se 
mandó rendir cuenta de los fondos recau- 
dados, virtiéndolos en Tesorería general. 

Ningún Escribana público puede expedir 
copia de documentos relativos á expedientes 
sobre bienes hereditarios, sugetos al pago 
de derechos fiscales, s'm constancia de haber 
sido oido en ellos el Ministerio público, ba- 
jo las penas establecidas (2). Véase Escri- 
banos. 

Cuando la tasación de los bienes sugetos 
al pago del impuesto, aparezca diminuta en 
una sexta parte de su valor, según los pre- 
cios corrientes, se hará otra por un juri 
compuesto del Juez y dos peritos, de tos 
cuales, uno será nombrado por el Fiscal ó 
el |)rocurador, y otro por los herederos 6 
inleresad(>s. 

Cuando se pruebe ocultación maliciosa, 
el ocultador, ademas de tas costas, pagará 
el duplo del d«*echo que le corresponda. 



1' l.CN de 4 d ALhl de \s:-A. 



(1) Decreto de 14 de Agosto de i«57, 
(J) DeiTOIü de Í3 de Abril de 18,6. 
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Los derechos y acciones, son considera- 
dos bienes hereditarios; pero el pago del 
impuesto sobre ellos, no debe verificarse 
hasta que tomen posesión los herederos, ó 
se hagan reaUzables las acciones. 

Los bienes que se hallen en Pays Ex- 
trangero al tiempo del fallecimiento, están 
exentos del pago del derecho fiscal, aunque 
después vengan al Estado (1). 

Los bienes que consistan en titules de la 
deuda pública consolidada, están también 
exentos del pago de este derecho (2). 

Debe fentenderse |que convertida esta 
deuda, gozan del mismo beneficio los tene^- 
dores de titules de la detula fundada. 

UEunikNikH DE CARiD.in. — La Capi- 
tal cuenta én su seno el establecimiento de 
esta útil institución. Las hermanas de Cari- 
dad prestan sus piadosos servicios en el 



Hospital de este nombre. Los enfermos de 
ambos sexos que allí son asistidos, están bajo 
su inmediata atención y cuidado, y reciben 
de aquellas mugeres, imagen de verdadera 
caridad cristiana, todos los auxilios y con- 
suelos que su celo les prodiga. 

El servicio de las hermanas de Caridad 
es permanente durante todas las horas del 
dia V de la noche, alternífndose en este ser- 
vicio para que el no sea en ningún momen- 
to inteiTumpido. 

Está ademas á cargo de las hermanas de 
Caridad el asilo de niñas huérfanas, que ha- 
biendo perdido á sus padres durante la epi- 
demia de 1857, fueron recojidas y coloca- 
das bajo el amparo de la Caridad, en un es- 
tablecimiento fundado al efecto, y costeado 
con los fondos producidos por distintas sus« 
cripciones voluntarias. 
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HifiíBWE PÚBLICA. — La adopción de 
las medidas que reclame la conservación de 
la salubridad pública, está encomendada á 
la Junta de Higiene pública y al Depaila- 
mento de Policia, tomando parte á veces en 
estas atribuciones, las Juntas E. Administra- 
tivas, en virtud de las facultades que les 
están conferidas por el art. 1 26 de la Cons- 
titución. 

La Junta de Higiene pública ejerce ju- 
risdicción en toda la República, en los ramos 
de su cargo. Véase Junta de higiene pú- 
blica. 

Gomo medida de. salubridad publica, está 
mandado, que sean terraplenadas y nivela- 
das las calles y los terrenos denominados 
de la Dársena, comprendidos entre las calles 
del Cerrito, Juncal, Florida, y la orilla 



(O Dccrclo de 28 de Mayo de 1838. 

(2) Art. 7 de la ley de 3 ü« Julio de 1851. 



Norte sobre el puerto, bajo las penas preve- 
nidas en cuanto á ios propietarios omi- 
sos (1 ). 

HIPOTECA. — El derecho real que tie- 
ne el acreedor sobre los bienes del deudor 
obligado al pago de la deuda. 
• La hipoteca es legal, judicial ó conven- 
cional. 

Solo pueden hipotecarse espresamente 
las cosas raices que están en el comercio 
de los hombres, y sus accesorios reputados 
como raices según derecho: — los bienes 
muebles, los derechos y acciones, no son 
susceptibles de hipoteca espresa. 

Están en toda su fuerza y rigor las dis- 
posiciones de las leyes mercantiles, relativa- 
mente á los buques y embarcaciones en ge- 
neral (2). 

(i) Ley de 27 de Juiíiu de lf5T. 

(2) Lev de 12 de Junw de 1866. Cap. U 
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Para que las hipotecas gocen del privi- 
legio que les acuerda la ley, deben estar re- 
gistradas. — Véastí Registro de hipotecas. 

La hipoteca debidamente registrada, da 
derecho á perseguir la cosa hipotecada en 
cualesquiera manos que se encuentre. El 
tercer poseedor está obligado á pagar las 
deudas hipotecarías, cualquiera que sea su 
importe, bajo pena de ser ejecutada la pro- 
piedad : si á dicha deuda hubiese ademas 
otras propiedades hipotecadas, de que estu- 
viese en posesión el deudor principal, el 
tercer poseedor puede exigir la previa es- 
cusion de ellas. Esta escepcion no puede 
oponerse cuando la hipoteca es especial. 

El tercer poseedor de buena fé, cuando 
llegase el caso de hacerse efectivo el pago 
de la hipoteca, tiene derecho á que se le 
abonen las expensas que hubiese hecho en 
la propiedad, si esta pasase á dominio del 
acreedor, y adquiere los frutos naturales é 
industriales de ella. El poseedor de mala fé 
no hace suyos ningunos frutos ; pero tiene 
derecho á que se le abonen las e^xpensas. 

Las servidumbres que el tercer poseedor 
tuviese en la propiedad, quedan subsistentes. 

El tercer poseedor que hubiese pagado la 
deuda hipotecaría, ó abandonado para ello 
la propiedad, goza de la acción de sanea- 
miento contra el vendedor. 

La hipoteca se extingue : 1 '^ Por la ex- 
tinción de la obligación principal : 2 "^ Por 
renuncia espresa del acreedor á la hipoteca: 
3 ^ Por el cumplimiento de las formalida- 
des prescriptas para purgar la hipoteca: 4 "^ 
Por la pérdida absoluta de la cosa hipote- 
cada: 5 "^ Por la prescripción. — Véase 
Prescripción de hipoteca. 

Los que estén dispuestos á purgar sus 
hipotecas, siendo terceros poseedores, deben 
hacerlo con la debida intervención judicial, 



bajo la forma prevenida por la ley ( I ) Véase 
Tercer poseedor. 



niFOTECA co!^TET\cio:viiL. — La que 

se establece en virtud de contrato espreso 
entre el deudor y acreedor. 

La hipoteca convencional solo puede cons- 
tituirse por los que tienen capacidad legal 
de enagenar los bienes que traten de hipo- 
tecar : los bienes de menores, de ausentes y 
demás individuos privados temporalmente de 
la administración , no pueden ser hipoteca- 
dos mientras dure la posesión provisoria, si- 
no con causa legitima, y autorización judicial. 

La hipoteca convencional no puede otor- 
garse sino por instrumento público, ante 
Escríbano y dos testigos (2). 

Si el crédito fuese condicional en su exis- 
tencia, ó indeterminado en cuanto á su va- 
lor, el registro debe hacerse hasta una can- 
tidad estimativa, que se declarará por los 
contratantes. 

Pueden hipotecarse lodos los bienes en 
general, «ó alguno especial: en ambos casos 
debe expresarse la naturaleza y situación de 
la cosa hipotecada, no considerándose tales 
los bienes no especificados en el instrumen- 
to de obligación: en virtud de esta disposi- 
ción, no pueden hipotecarse por convención, 
los bienes futuros. 

Guando la cosa hipotecada hnbiese pere- 
cido 6 experimentado deterioros que la ha- 
gan insuficiente, el acreedor puede exigir el 
abono de su crédito, ó nueva hipoteca su- 
pletoria. 



(I) Cap. 10 y II de la Ley de 12 de Junio de 1856. 

(1) Por cl art. U de la Ley de 2G do Junio de 1858, 
ha sido refórmala rata disposición. Por él se dispone 

3 lie toda escritura pública sea firmada, para su vaU- 
ez, por tres testigos Idóneos, en vez de dos que an- 
tPs se. requerían, que no sean dependientes, paniagua- 
doíi, ni parientes hasta el 4 ® grado del Escribano ó 
Juez autorizante. Es de suponerse también reformado 
el medio supletorio de un Escribano á falta de testi- 
go^, puesto que este no puede suplir con su testimo- 
nio, sino el de dos testigos 
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La hipoteca se extiende á todas las me- 
joras que sobrevengan en el inmueble hipo- 
tecado. 

Los contratos celebrados en Pais Extran- 
gero, según las leyes locales, producen hi- 
poteca en los bienes situados en la Repú- 
blica, toda vez que el registro se practique 
con citación del deudor, ó de la persona á 
quien este hubiese concedido poder especial 
para representarle en aquel acto (1). 

HIPOTECA jcDiciAL. — ^La quo resul- 
ta de sentencia dada por Juez competente. 

Esta hipoteca solo tiene lugar en los bie- 
nes del deudor en que se ha trabado eje- 
cución, ó en los que el acreedor ejecutante 
entra á poseer por via de asentamiento. 

Adquieren pues este derecho hipotecario 
los deudores que obtienen judicialmente 
contra sus acreedores, la prohibición de ena- 
genar, 6 de gravar determinados bienes rai- 
ces (2). 

HIPOTECA LEGAL. La qUO siu CStipU- 

lacion entre parles, ni mandato judicial, re- 
sulta de disposición de la ley. 

Los derechos y acciones de que deriva 
la hipoteca legal ó tácita, son los siguien- 
tes. 

■1 "^ Los de las mujeres en los bienes de 
sus maridos. 

2 "^ Los de los menores y demás á quie- 
nes la ley dá guardador, en los bienes de 
este. 

3 "^ Los de los hijos en los bienes de su 
padre por razón de adventicios. 

4 "^ Los de los hijos de un matrimonio 
anterior, en los bienes de su padre 6 madre 
que pasa á segundas nupcias, por razón de 
los que, según derecho, debe reservar para 
dichos hijos. 

5 "^ Los de los hijos en los bienes de su 



madre, que siendo tutora ó curadora, vol* 
viese á casarse, y en los de su padrasto, 
hasta que diese cuenta con pago, de su ad- 
ministración. 

6 "^ Los del Estado, en los bienes de 
los recaudadores, arrendadores y administra- 
dores de sus rentas, y de los que deban 
contribuciones de cualquiera clase. 

7 "^ Los de la Iglesia Nacional y estable- 
cimientos públicos creados por la ley, en los 
bienes de los administradores de sus cosas, 
por lo tocante á la administración. 

8 ^ Los del legatorio en los bienes de 
la herencia, por su legado. 

9 "^ Los que resultan de los beneficios 
legjiles, en favor de los arquitectos, empre- 
sarios de edificios, albañiles, carpinteros, 
herreros, y demás obreros y empleados en 
levantarlos, repararlos y construirlos, por 
el importe de sus materiales, valor de su 
industria, ó dinero adelantado para el efecto. 

10 Los que adquieren los propietarios de 
fincas, por sus alquileres; los dependientes 
ó criados por sus salarios; los de las costas 
y costos judiciales, y los de los gastos fune- 
rarios. 

1 1 . Los del vendedor sobre los bienes 
vendidos, por el importe del precio de la 
venta. 

12. Los de los coherederos y cualesquiera 
condóminos sobre los bienes comunes. 

13. Los de los permutantes sobre los bie- 
nes permutados, para asegurar el pago de 
las cantidades que cualquiera de ellos se hu- 
biera obligado á entregar por razón de la 
permuta. 

El acreedor con hipoteca legal, puede diri- 
gir su acción contra cualesquiera bienes exis- 
tentes del deudor, y contra los que puedan 
pertenecerle en la succesivo, sin escepcion al- 
guna (1). 



(1) Cap. 4. <^ de la ley de 12 de Junio de 1856. 

(2) Cap. 3 ^ de la uiUma ley. 



(I) Cap. 2 <^ de la ley de 12 de Judío de 1856. 
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• HisTOBiA ivA€raiVAL« — La redacdoii 
de la historia general de la República desde 
su origen, está encomendada al abogado, 
Ciudadano D. Andrés Lamas. — El archivero 
general, y todos los Gefes de oficinas del 
Estado, deben facilitar al comisionado, los 



documentos, noticias é informes que pidiere. 
La publicación de la obra, es de cuenta 
del Tesoro público, conservando su propie- 
dad el autor el cual debe reembolsar al Es- 
tado los desembolsos, que hubiese hecho con 
ejemplares de la obra (1). 



■oMBiiEs BUENiis. — Los ciudadauos 
designados para componer el Tribunal de 
hecho, en tas causas criminales. 

Los hombres buenos, son sacados á la 
suerte en los casos ocurrentes, de una lista 
de sesenta que se forma anualmente. El cargo 
de Juez de hecho, es gratuito y obligatorio, 
j á nadie le es permitido escusarse de de- 
sempeñarlo, sin causa justificada: los que 
resultando designados por la suerte, dejen 
de concurrir á la citación que se les haga, 
sin motivo probado, incurren en una multa 
de veinticinco pesos. — ^Véase Jurados. 

Los hombres buenos eran llamados á in- 
tegrar el Superior Tribunal do Justicia, en 
las causas civiles en que este hubiese de co- 
nocer en grado de súplica, 6 en el recurso 
de nulidad é injusticia notoria (1) Esta prac- 
tica está derrogada (2). 

Cuando es necesario integrar el Tribunal, 
sea por impedhnento, discordancia de al- 
guno de sus Ministros, ó para conocer del 
recurso de segunda apelación ó del de nuli- 
dad é injusticia notoria, se hace con miem- 
bros sacados á la suerte, de una lista de los 
Jueces de I*, instancia, los Fiscales del Es- 
tado, los abogados matriculados, y los gra- 
duados en jurisprudencia; — estos á falta de 
aquellos (3). 



(1) Art. 52 y &S del Reglamento de administración 
de Juetida de lO de AgoBto de 1829. 

(2) Ley de C de Juliu de 1839. 

(3) Art. 19 d» la ley de 9 de Mavo de 1856. y art. 
3^ de la de 8 de Mayo de 1858. 



HONORARIO DE ASESORES. Está 

mandado que en los juicios ejecuüvos, los Ase- 
sores, asi como los Jueces, Escribanos, y 
demás oficiales, no cobren sus honorarios 
hasta tanto * que la causa este sentenciada 
de remate, hecha la tasación de costas, y 
puesto su importe en el correspondiente 
mandamiento de pago, para que se cobre en 
el principal y décima, bajo las penas de la 

ley. 

En los juicios ordinarios que pasen á los 

asesores, con autos firmados para seguir su 

sustanciacion, solo optan estos al honorario 

de la ^ista, hasta que los pongan en estado 

de pronunciar sentencia definitiva, 6 inter- 

locutoria con fuerza de definitiva, en cuyo 

caso, pueden pedir, y debe abonái*seles, el 

respectivo al punto que se ventile. 

En los que se inicien ante ellos, solo de- 
ben ser cubiertos de sus honorarios, cuando 
los pongan en estado de sentencia definiti- 
va, á no ser que se les recuse con causa le- 
gal, en cuyo caso se les ha de satisfacer el 
que hubiesen devengado (2). Guando esto 
ocurre, el honorario del asesor recusado, se 
incluye en la planilla de costas que debe 
mandarse formar antes de la sentencia. — 
Véase Costas. 

Los honorarios de los asesores, son re- 
gulados en cada causa, por un abogado de 



(I) Decreto de 11 de Julio de 1849. 
(?) Acuerdo del Tribunal de Justicia de I ^ de Fe- 
brero de 1822. 
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la matrícula, nombrado por el Juez, lo que 
se practica, como acto previo, al mandarse 
formar la planilla de costas causadas, y se 
paga con estas, por partes iguales entre las 
partes, sin perjuicio de ser condenada alguna 
de ellas especialmente, al dictarse senten- 
cia, según el mérito de la causa. 

HORNOS DE i.ABRii.iiO. — Es prohibi- 
do que los hornos de ladrillo se establezcan, 
á menor distancia de la capital, que la de 
media legua de la linea de sus antiguos 
muros (1). 

■osriTAiiEs. — Todos los años á prin- 
cipios de Enero, una Comisión de la Junta 
de Higiene pública, compuesta de uno de 
sus miembros, del Secretario, y del médico 
de Policia, debe practicar una visita á los 
hospitales. 

El objeto de esta visita, es examinar de- 
tenidamente cuanto tenga relación con el ré- 
gimen alimenticio, el aseo y ventilación de 
las salas, y proponer la Junta de Gobierno , 
en caso necesario, todas las medidas higié- 
nicas que demande la mejora de estos esta- 
blecimientos (2). 

■ospiTAi. BE CARIDAD. — Estableci- 
miento donde se reciben y asisten gratuita- 
mente enfermos pobres de ambos sexos, de- 
mentes y expósitos, cuidando de la lactancia 
y educación de estos. 

La dirección y administración del Hos- 
pital de Caridad, que corria á cargo de una 
Comisión, está encomendada á la Junta Eco- 
nómico Administrativa del Departamento (3). 



La Junta ha delegado sus funciones en 
la parte administrativa en este ramo, en una 
comisión de ciudadanos, y otra de señoras 
bajo el nombre de Sociedad de Caridad y 
Bene^ceneia pública. A la primera, esta 
encomendado ei departamento de hombres, y 
dementes del mismo sexo; á la segunda, el 
de mugeres enfermas y dementes, el de ex- 
pósitos, y la dirección de una escuela de ni- 
ñas pobres, costeada por el establecimiento, 
asi como la vigilancia é inspección de las de- 
mas, en que se educan algunas niñas soste- 
nidas por la caridad. 

La Sociedad de beneficencia, tiene el 
concurso de las hermanas de caridad a cuyo 
cargo se halla el ciudado inmediato de to- 
dos los enfermos del hospital, y su prolija 
asistencia. Los servicios dé las comisiones 
del Hospital de Caridad, son gi^tuitos y 
prestados con la mas esmerada caridad cris- 
tiana y humanidad. 

Las Loterias públicas son propiedad del 
Hospital de Caridad, y sus productos des- 
tinados al sosten del establecimiento (1).t— 
Véase Hermanas de Caridad. 

■ÓTELES . — Es deber de los dueños 6 
encargados de hoteles dar aviso á la Policia 
de los huespedes que se alojen en sus esta- 
blecimientos. Sin perjuicio de esto toda per- 
sona qné llegue al Pais debe presentarse á 
la PoKcia, siempre que habitando, en casa 
particular, no pueda hacerlo por él, el due- 
ño del Hotel. 



HIT. 



■uEBFATvos. — La Caridad cristiana re- 
cibe á estos degraciados en el establecimien- 



(I) Decreto de 30 Abril de I8S6. 

2) Art. 23, tit. 4 del lleglamento de Poücia Sanít»: 
lia de 2 de Junio de 1838. 

(:)) Uecrelo de 2» de Mayo 1852, 



to de expósitos, que forma pai*te del Hospi- 
tal de Caridad. 

El aKmento, vestido y educación moral 
y religiosa de los huérfanos^ es costeado por 

0) l'Oyde I) de Julio de18&<$. 
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los fondos adscriptos al sosten de aquella 
institución Los niños huérfanos, están bajo 
la inmediata dirección y cuidado de la So- 
ciedad de beneficencia de señoras, que son 
verdaderas madres de caridad para aquellos 
seres, que al abrir los ojos al mundo se en- 
contraron desamparados de las que lo eran 
por la naturaleza. 



HIJ 

Está resuelta la fundación de un nuevo 
establecimiento de expósitos, bajo la deno- 
minación de Asilo de huérfanos^ costeado 
del mismo modo con los fondos adscriptos al 
hospital de Caridad, y los procedentes de 
subscripciones particulares, cuyo trabajo ha 
sido cometido á la Sociedad de beneficen- 
cia (i). 



IG. 



ICIUAI.BAD. — ^Todos los habitantes del 
Estado son iguales ante la ley, sea precep- 
tiva, penal ó tuitiva. No se reconoce entre 



ellos otra distinción, que la de los talentos y 
las virtudes (2). 



im. 



uiPEDiMENTos DE JUECES. — Los im- 
pedimentos de los Ministros de la Cámara 
de Justicia, se suplen con abog;ados sacados 
á la suerte, de una lista de todos los de la 
matricula, previa citación de las partes para 
el acto, las cuales gozan del derecho de recu- 
sación en la foima determinada por la ley. — 
Véase Rectisácion Agotada la lista de abo- 
gados, entran al sorteo los graduados (1). 

En los impedimentos de los Jueces le- 
trados de lo Civil y del Crimen, se subro- 
gan reciprocamente, el de lo Civil de la 1 *^ 
Sección, por el de la 2 "* y viceversa; y del 
mismo modo los del Crimen. 

Estando ambos Jueces de lo Civil impe- 
didos entra á subrogarles el del Crimen de 
la 1 "* Sección, y en su defecto el de la 2 *^ : 
del mismo modo se*procede en los casos de 
impedimento de ambos Jueces del Crimen. 

Cuando los cuatro Jueces de !• instan- 
cia en lo Civil y criminal se hallan impedi- 
dos, el Tribunal Superior nombra un Juez 
especial para la causa. 



(I) Ley de 9 de Mayo de 1866. 



Los impedimentos del Juez letrado de 
Comercio, son suplidos por el de lo Civil 
déla 4". Sección, y en defecto de este por 
el de la 2*. aun cuando esto no se halla de- 
terminado por disposición espresa. 

Los Fiscales del Estado se subrogan re- 
ciprocamente en los casos de impedimento : 
y hallándose impedidos ambos, se nombra un 
Fiscal especial. El nombramiento en tal 
caso, del Fiscal de Gobierno y Hacienda, in- 
cumbe al Gobierno, y el del Fiscal de lo Ci- 
vil y del Crimen al Tribunal Superior de 
Justicia (3). 

En los impedimentos de los Alcaldes Or- 
dinarios, entran a suborgarles sus respec- 
tivos suplentes, (4). Cuando estos estuvie- 
sen también impedidos, les subrogan los Al- 
caldes antecesores, principiando por los mas 
inmediatos en el orden de antigüedad (5). 



(1) Acuerdo de la Junta Económico AdminictraUva 
de 17 de Octubre de 1859. 

(2) Art. 132 de la Goobtitucion. 

(3; Ley de 1 <=» de Abril de 4859. 

(4) Art. 19 del Reglamento de Administración de 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. 

(5} Art. 7 de la ley do 29 de M»rzo d<* 1838. 
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Los ¡mpedanentos de los Jueces de Paz , 
son suplidos por sus antecesores, en el or- 
den de inmediación establecido para los Al- 
caldes, y en defecto de aquellos por e{ mas 
cercano de los que se hallen en ejercicio (1)^ 

No está determinada por la ley, la. forma 
cu que deben ser subrogados los Tenientes 
Alcaldes. > 

iMPREVTA. — Es enteramente libre la 
comunicación del pensamiento por la .prensa 
en toda materia, quedando responsable el 
autor, y en* su caso el impresor, por los 
abusos que cometieren (2). 

Los delitos sobre abusos de la libertad 
de imprenta, son juzgados y penados, con 
arreglo á la legislación de la materia, por 
un Tribunal especial de jurados, compuesto 
de Ciudadanos. El juicio es verbal y público 
y su procedimiento, breve y sumario. Véase 
Juicio de imprenta. 

Todos los dueños de imprentas deben re- 
mitir á la Biblioteca Nacional un ejemplar 
de cualquiera impresión que se haga en 
ellas, á fín de que sirvan de datos á la his- 
toria del Pays (3). 

Las imprentas están exoneradas del im- 
puesto de ps^tentes (4). 

i3irtnE»To DE AI4JH9EAIHI. — Véaso 

A lumbrado público . 

iiHWFjí'ro DB BABSERA. — Bajo csta 
denominación, fué creado un impuesto mu- 
nicipal, sobre ^el ganado vacuno, caballar, 
ed)i*io,Janar y cerdo, que se introdujese en 
el Departamento de Montevideo, siendo di- 
cho impuesto, de veinte centesimos por ca- 
da animal, y su producto aplicable esclusi- 
vamenle, á la formación y composición de 



(1) Art. 4 y 5 de la ley de 29 de Marzo de I9¿?. 

(2) Art. 141 de la Constitución. 

(3) Acoerdo del Gobiernp de 2p de Septiembre de 
J842. 

(4) L>y de 9 de Junio de 1859. Arl. 10. 



calzada^, puentes, acueductos, y demás ne- 
cesario para la facilidad del tránsito en todo 
el territorio de la República. La Admipis- 
tracion de estos fondos fué cometida por lá 
l^y á la Junta Económico-Adipinistrativa de 
la Capital, para darle la aplicación indi- 
cada (1). 

Esta ley no fué reglamentada , ni puesta 
en ejecución, lo cual ha venido á declararla 
tácitamente derogada. 



DE . _ 

TA. — Véase Contribución directa. 

IMPUESTO 9E CÓBRALES. VéaSiS 

Abasto de carnes. 

IHPIfESTO bepabtaubntal. — - El 

derecho á que están sugetos los frutos y 
efectos,' al extraerse del Departamento en 
donde se producen. Este derecho es el si- 
guiente : 

Por cada animal vacuno. . 
Por cada animal mular . . 
Por cada fanega de cal (2) . 
Por cada quintal de crin . 
Por Ídem de lana merina y 
mestiza ... 

• 

Por cada cerdo . . . . 

Por Ídem cuero vacuno . . 

Por cada quintal de lana co- 
mún 

Por ídem de grasa de potro. 

Por cada tonelada de pi^4ra, 
arena, conchUla , siempre 
que se extraiga para fijiei^a 
del Pays 50 

Por cada fanega de trigo (3). 80 



(1) Ley des dü Julio de 18ji. 

(2) Ley (Se 1» de Julio de 18S(?. 

(3) Eatc impuesto «e mandó que *e pagase á la ex- 
purtacjon díl'lrign en flIHinrln divsu embarco, éon 
arreglo al Decrelo de 3 Novicjiíbre de \ft»9, pero ulle- 
riormente, por Decreto de 1 5 déMarKo de ISfiO, sede* 
claro en éunpeiiáo aquel, liarla la resolución del Caer- 
po Legisla tÍTO. 

48 



20O centés. 
200 
40 
200 

200 
100 
100 

109 
iOO 



IIH 

Por cada @) de harina (1). 

Por cada carrada de leña, de 
lo que se conduce en bu- 
(lues* «••••• 

Por cada fan^ de maíz. . 

Por id. id. de carbón. 

Por id. id. de cal, á 
su extracción del País. . 

Por cada cuero caballar. . . 
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50 
40 
40 

20 
25 



» 



El procreo del ganado vacuno, caballar y 
mular, está sugeto al impuesto de ochenta 
centesimos por cada cabeza que se marque, 
pagaderos inmediatamente después de la mar- 
cación. 

Elpago del impuesto de extracción, debe 
hacerlo el vendedor, y en su defecto el con- 
ductor. 

Los recaudadores tienen un ocho por 
ciento de comisión (2). 

Los productos del impuesto departamen- 
tal son esciusivamente destinados á los gas- 
tos de la educación primaría, á los del ser- 
vicio de policia, y á la agricultura , prospe- 
ridad y ventajas del Departamento en todos 
sus ramos. 

De estos fondos deben aplicarse seiscien- 
tos pesos anuales al pago de empleados de 
contabilidad. .... 

Guando se traslade ganado vacuno de un 
Departamento para repoblar en otro, no se 
pagará el impuesto establecido, haciéndose 
la traslación con permiso escrtte del Gefe 
Político^ y visto bueno de la Junta E. Ad- 
ministrativa 

Todo fraude debe ser penado con una 
multa del décuplo del valor del impuesto, 



(I) Gl Impiiotto d« Im hartnufué svprlmklo por 
Decreto de 3 de Novicabre d« 18^^ E»te decreto fué 
ulteriormente declarado en Mispenio, Dor el de 5 de 
Mano de iseo, haala la retolackm del Cuerpo LegW- 

UtlTO. 

(9) Uf de 17 de Jaa!o df U57. 



pagándose, mitad por el vendedor, y mitad 
por el comprador ó conductor (1). 

El Presidente de la Junta Económico Ad- 
ministrativa de cada Departamento, debe en- 
tregar al recaudador un libro en blanco, fo- 
Hado y rubricado por él y su secretario, ano- 
tándose en la carátula el número de fojas 
que contenga. 

En este libro asentará el recaudador las 
cantidades que recaudase, con espresion del 
nombre de la persona, fecha, y clase de la 
producción exportada: llenado que sea el li- 
bro, el recaudador \o devolverá á la Junta, 
y recibirá otro igual. La Junta remitirá en- 
tonces, el libro concluido al Miniíterío dt 
Gobierno, para su examen por la Contaduría 
general. 

En los puntos donde no haya recaudado- 
res, la recaudación del impuesto ddl>e ha- 
cerse por los Jueces de paz ó Tenientes Al- 
caldes, ios cuales pasaran al recaudador res- 
pectivo los productos de la recaudación, con 
los demás detalles prevenidos, para el cor- 
respondiente asiento en el libro. 

El impuesto de aquellos objetos que no 
puedan extraerse sin guias, debe cobrarse al 
expedirse estas. — Véase Guím. 

Llegados los productos al Departamento 
de su deslino, el conductor debe presentar 
el boleto de extracción al recaudador, ó á 
quien le represente, ó en su defecto, al en- 
cargado de la recepción y examen de las 
guias, quien espresará en la tornaguía 6 cer- 
tificado de estar expeditos los frutos para 
venderse, que el impuesto ha sido satirfe- 
cho. No verificándolo asi, no se expedirá la 
tornaguía, ó certificado indicado, mientras 
no pague el conductor la multa del décuplo 
antedicha. 

El boleto de extracción de los productos 
que se exporten por ^;ua para Montevideo, 

(t) Uyde Ude JnlloCelSM. 
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debe presentarse á la Golectoria genorat, la 
cual DO permitirá la descarga, sino acredi- 
tado quo sea el pago del impuesto, 6 con- 
signado en caso contrarío, el importe de la 
multa. El monto de las multas que se hicie- 
ren efectivas, se pasará al respectivo recau- 
dador del punto de procedencia de los efec- 
tos. 

. Guando sea necesario para hacer efectivo 
el cobro del impuesto, el embargo de algunos 
productos, se verificará por la Autoridad ju- 
dicial á petición del recaudador (1). 

Para el cobro del impuesto departamen- 
tal correspondiente al procreo deben obser- 
varse las reglas siguientes: — El hacendado 
que se proponga marcar ganado, debe pre- 
venirlo con tres dias de anticipación al re- 
caudador del impuesto deparlamental, ó al 
que haga sus veces, y entregarle, después 
de la marcación, una relación firmada del 
número de cabezas que. haya marcado. El 
ocultador incurre en la pena del décuplo del 
impuesto, como queda indicado para la ex- 
tracción de frutos (2). 

La recaudación y administración d«l im- 
puesto Departamental, estaba cometida á las 
Juntas E. Administrativas de los Departa- 
mentos, pero por Decreto de 25 de Abril 
de 1860, fué encomendada á los Gefes Po- 
líticos, por medio de los Comisarios de ca- 
da Sección, asociados a uno ó dos vecinos 
designados por aquellos. 

Los Comisarios deben elevar á aquellos un 
estado de lo recaudado en sus Secciones, ad- 
juntando las sumas percibidas. En la recau- 
dación debe observarse la forma que queda 
prevenida. 

Los Gefes Políticos deben pasar las su- 
mas recaudadas, con los estados de su refe- 
rencia, al Tesorero de la Junta Económico- 



Administrativa del Departamento , dando 
cuenta al Ministerio de Gobierno, con es- 
presión individual de las sumas percibidas y 
de su monto total ; y los Presidentes de las 
Juntas Económicas, deben dar igual cuenta 
á la Colecturía General. 

No puede verificarse pago alguno, sin 
que medio orden escrita del Gefe Político 
respectivo, intervenida por el Presidente de 
la Junta £. Administrativa, de cuyos pagos 
dará cuenta, el Gefe Político al Ministerio 
de Gobierno, y el Presidente de la Junta, á 
la Colectnria General. 

Todo buque que navegue en el Rio Uruguay, 
está sugeto al pago de un derecho de en- 
vaiízamiento, por el servicio que prestan ¿ 
esta navegación las valizas establecidas. 

Los buques de ultramar, pagan ciento 
veinte centesimos, por tonelada, por cada 
viage de ida y vuelta. Los de cabotage, des- 
de diez toneladas inclusive para arriba, cin- 
cuenta centesimos por tonelada (1). 

La percepción del impuesto de envaliza- 
mientó, se hace por la oficina de la Capita- 
nid del Puerto. — Véase Valiza — Impuesto 
de navegación. 



niPlJESTO EXTRAORBIIVARIO EN LA 

AMJAüiA DEL SALTO. — Los artículos y 
mercaderías que se impoilen ó se exporten 
por la Aduana del Salto, están sugetos al 
pago del derecho extraordinario siguiente: 

POR EXPORTACIÓN ceÉt. 

Una pipa de cualquier liquido. ... 100 

Una barrica de cualquier contenido. . 25 

Una caja de azúcar de la Habana. . . 60 

Un tercio de yerba 30 

Un saco de cualquier contenido. . . 20 

Un rollo de tabaco negro 20 

Una petaca de tabaco colorado. ... 30 

Un fardo id. de Babia AO 



<l ) Becreto úe 18 de Julio de IS5€. 
^2) Ddcrcto de 3i> de Junio de Uó7. 



(I) Ley de C d:> Jblúdé IS57.;. 



IJII — 140 — IM 

Un fardo de^iacíenda 100 bao los edificios situados dentro de la capital 

Un cajón de id. . . 8i) con arreglo á la ley de 2 de Agosto de 1844. 

Uq bocoi de ferreteria ...-...' 40 Las casas de habitación pagaban: por 

Un canasto de loza 40 cada puerta á* la calle 2 pesos ai mes: por 

Un cajón de fideos 5 cada ventana baja 4 reales: por cada puerta 

Uno id. de javon 10 de balcón 6 reales. Las casas de giro por 

Una botija de aceite. 5 menor, por cada puerta 4 pesos: por cada 

Una damajuana de cualquier liquido. 10 ventana 1 peso. Las casas de giro por ma- 

Un cuñete de clavos 15 yor, y las de consignación y agencias de ne- 

Cada mil pies de madera ...... 51) gocios por cada puerta 8 pesos: por cada 

POR EXPORTACIÓN. Ventana, 2 pesos. Los cuartos destinados á 

Un cuero vacuno 10 habitación solamente, por cada pucita C 

Uno id. caballar 5 reales: por cada ventana 4 reales. Laspuer- 

Una docena cueros de oveja, .... 5 ^s de calle que diesen entrada á mas de una 

Cada arroba de lana 6 crin 5 ^sa 4 pesos. Las casas de giro que tuvie- 

Cada cuatro arrobas de gordura. . . 10 «^n ™s de una puerta pagaban el im- 

Cada pipa de id lOü • puesto de una puerta y por las demás, 

Un SQco de trigo de maiz 20 como ventanas. 

Una tonelada de piedra ágata. ... 200 El impuesto lo pagaba el propietario, 

Los -artículos 6 mercaderías no designa siendo abonado directamente por el inquili- 

dos, á escepcion de la carne tasajo, deben no y llevándosele en cuentadel alquiler. Eran 

pagar en proporción al volunicn de los que esceptuados de él, los individuos de la clase 

presenten mas analogía con los designados. ^^^^^^ Y }^ empleados públicos. El cobro 

diirwTt lí í'^^'í?' í "'?' ? 'TSpuesto de luces, que según la ley 

írLf^^^^^^^ debía ser%xtensivo á toda la le^md 

denas, para el consumo ó para transito, y el , „ narifiracn f„A ultmormpnté 

exportador, al despachar el buque. LS^^^^^^^ ^"' "'''"™'' 

Su duración es de dos años, y su pro- mmjesto db ma«ca» —Véase fíí«7W- 

Oucto, destmado esclusivamenle á la cons- .-^ V, tw/rr/vut * ' 

. • ■ II 1 1 *'(' ^*^ lililí CWSm 

tracción de un muelle de carga y descarga 

en el Puerto del Salto. La Junta E. Admi- ,. ™i^^™t^ de martelo.— El de me- 

nistrativa tiene á su cargo la constraccion de ^'^ P^^ ^,^f?.^' que pagan al Fitco los mar- 

la obra por medioderemate público, debien- ti"<^f<>s públicos, sobre el valor de las ventas 

do emplear el sobrante, si lo hubiese, en 1"® ^^^^^^^"^ ^^ ^®"^^^- 

mejoras locales, y con calidad de dar cuenta El recaudadador del derecho de martillo 

cada trunestre al Gobierno, de la recauda- tiene la facultad de tomar nota de las ventas 

cion é inversión dé los fondos producidos (1) hechas en remate, y la de confrontarla con 

hhpues'to soBttE HEiiE^ciAs. '^^ asícntos de los rematadores: estos deben 

Véase Herencia. * presentar a aquel, una cuenta mensual de los 

.«».T»<.«^ J- . .,^«« iri /.«i. noí«. remates efectuados, con espresion del valor 

i»PrE8TOBELii€E8.-El que paga- ¿e las ventas hechas y délos nombres de 

los compradores y vendedores, sin perjuicio 

(I) Lev do 23 de Mayo de 1859. de cxíbírle, CU SU caso, los líbros de rema- 
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le. Sobre estos datos regulará el recaudador 
el importe de los derechos adeudados. 

Guando resultase anularse alguna venta 
hecha, el rematador debe hacerlo constar al 
recaudador, para la debida deducion del de- 
recho correspondiente. 

Cualquiera infracción de parte de un 
rematador, debe comunicarse por el recau- 
dador al Ministerio de Hacienda para la 
^idopcion por parte del Gobierno, de las me- 
didas que correspondan (1). 

El examen de los libros de los rematadores, 
ofrecería justificadas dificultades por parte de 
estos, si él hubiera de praticarse para com- 
probación, en uso de la facultad conferida 
al recaudador, por las disposiciones que 
quedan citadas: pero la resistencia que á 
ello opondrían los rematadores no ha tenido 
higar, porque el examen de los libros no se 
ha adoptado. 

El Gobierno enagena en remate el dere- 
cho de martillo, y el empresario tiene la fis- 
calización conveniente por medio de sus 
empleados ó dependientes: esta fiscalización 
consiste en la asistencia personal de estos á 
los remates, los cuales toman nota de las 
ventas que se realizan y sus valores, cuya 
nota, confrontada después con la del re- 
matador, sirve de regla para liquidar el dere- 
cho adeudado. — ^Véase Rematador. 

liUPUESTO DE MERCAIMMSk VcaSO 

Mercado público, 

IMPUESTO BE KAYEOACIOIV. LoS 

buques que hagan la navegación interior de 
los ríos, asi como los de ultramar que en- 
tren al Rio de la Plata, están sugetos al 
pago de un impuesto por el servicio de los 
faros establecidos en la Colonia, y en el 
Banco Ingles é Isla de Lobos. 

Los buques que salgan de Montevideo ó 
de la Colonia, para el interíor del Rio de la 



Plata ó sus afluentes ; los que á su entrada 
en los referidos ríos hayan tocado en Mon- 
tevideo ó la Colonia, y los procedentes de 
dichos ríos que toquen en alguno de los 
mismos Puertos, deben pagar un impuesto 
de cuarenta centesimos por tonelada. El 
buque que hubiese pagado el impuesto á la 
entrada, está exonerado de pagarlo á la sa- 
lida, y lo mismo vice versa. 

Los Paquetes entre Montevideo, y los 
Puertos de los ríos citados, pagan ta mitad 
del impuesto. 

El producto de este impuesto, es desti- 
nado á la conclusión de la.farola de la Colo- 
nia, y á los gastos de su conservación é ilu- 
minación. 

A los cinco años de la promulgación de 
la ley que lo ha creado, debe quedar redu- 
cido á la mitad (1). 

Ademas, los buques procedentes de ca- 
bos afuera, y los que naveguen para fuera 
de cabos, están sugetos al pago de un im- 
puesto de tres cuartos de real por tonelada. 

El producto de este impuesto es aplica- 
ble esclusivamente, á la conservación é ilu- 
minación de una farola \en la parte Norte 
del Banco Ingles, otra al Sud de la Isla de 
Lobos, y una balsa de refugio, al 'Sud del 
mismo Banco. 

Los buques que hubiesen pagado el im- 
puesto á la entrada, quedan exonerados de 
pagarlo á la salida (2). 

Ambos impuestos se hallan enagenados 
á empresas particulares. 

A los veinte anos las farolas y la balsa 
de refugio del Banco Ingles é Isla de Lobos 
que han sido construidas por empresa par- 
ticular, deben quedar de propiedad del Es- 
tado, y ser entregadas por los empresarios, 
en perfecto estado de servicio. 



(I) Decreio do W d«'Dk-icnibre de 1850. 



(1) Ley de 28 de Abiil de U55. 

(2) Ley de 14 de Junio de 1856. 
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KIIPVEflT» DB PAPFX SBLLAMI. — ^El 

3ue se paga por el valor del papel en que 
eben ser extendidos los contratos, escritu- 
ras, testamentos, testimonios, escritos y to- 
da ciase de obligaciones que adelante se ex- 
presarán. 
- El papel sellado se designa para cada año 

Eor la ley de la materia. En el de 1860 
ay nueve clases de sellos, cayos valores 
ton los siguientes : 

1* Clase 1 real fuerte. 
2* . 2 . 
3» . 5 . 
4« » 8 * 
5« • 10 
O* • S pesos fuertes. 

7a • 5 • 

8« » 9 » 

9a i 20 

La aplicación del papel sellado para las 
obligaciones de toda especie, se regula por 
ta graduación siguiente: 

1* Clase desde 20 á 



2* 
3* 
4* 

5* 
6* 

7» 
8* 
9t 



100 pesos. 

500 
1000 
2000 
5000 



101 á 
501 á 
1,001 á 
2,001 á 
5,001 á 10000 
10,001 á 20000 
20,001 á 50000 
50,001 para arriba. 



Corresponden adenias: á la primera cla- 
se: — los contratos de aprendizage, y las 
copias que de ellos expidieren los Escri- 
banos. 

A ía 2 ^ Clase : — Las fojas siguien- 
tes al primee pliego de todo testimonio au- 
torizado por Escribano, con escepcion de 
los comprendidos en la clase 1 ^ : toda de- 
manda ó escrito hecho ante cualquiera auto- 
ridad ú Oficina del Estado : las actuaciones 
que ante ellas se pratiquen (1); las traduc- 



ciones de poderes y demás documentos; las 
transacciones judiciales; diligencias de men- 
sura ; las cuentas originales en los juicios de 
división y partición de bienes; los laudos 
arbitrales; las guias de mercaderías que sal- 
gan de la Capital ó de Puertos habilitados, 
para el interior de la República: las copias 
que expidan los Curas, de partidas, de bau- 
tizmo, casamiento, y defunciones : todas las 
hojas siguientes al primer pliego de los per- 
misos para descarga de buques de ultramar; 
las diligencias de rectificación de manifiesto; 
las copias de factura y demás diligencias de 
los registros de entrada ; el alije para la 
descaí^ de buques Nacionales, cuya proce- 
dencia sea de cabos adentro; los registros y 
contra registros de mercaderías en los 
Puertos del Estado; los permisos particula- 
res para embarcar cualquier fruto para den- 
tro ó fuera del territorio; los pliegos que se 
agreguen al primero de la guia de salida de 
les buques para Puertos Extrangeros, y to- 
das las fojas de los registros originales para 
la toma de razón de los contratos y poderes 
de comercio, escrituras de hipotecas conven- 
cionales, legales y de. ventas, y comproba- 
ciones de documentos hechas por Escribano. 

Ala S^ Clase : — Los protocolos de 
escrituras públicas que deben extenderse en 
pliegos enteros ; los testamentos y codícHos 
cerrados, en todas sus fojas; las memorias 
llamadas de testamento, cuando estos actos 
se reconozcan ante la justicia, ó se manden 
protocolizar, en cuyo caso debe reponerse 
el papel común con sellado; los contratos 
sobre arriendo é inquilinato, y los de cons- 
trucción de obras. 

AlaA"^ Clase: — Las copias de los 
testamentos y codicilos en que hubiese ins- 
titución de herederos forzosos no mejorados; 



(I) EétM pueden extenderse ei papel común, con 



caridad de reponerse él sellado que corresponda, á It 
tasación de co»Us. ArU & de la Ley de 16 de Julio de 
1850. 
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el primer pliego de las copias de escrituras 
públicas, expedientes, docamentos, actua- 
ciones y papeles de cualesquiera clase que 
sean, que no contengan cantidad determina- 
da; las sostituciones de poderes, y el pri- 
mer pliego de las copias de las actas de 
conciliación de los Jueces- de paz. 

Alah^ clase: — Las copias de los tes- 
tamentos y codicilos en que haya mejoras, 
cuando se pidan por los albaceas, ó por los 
herederos no mejorados. 

A /a 6 •* clase: — Las copias de los po- 
deres especiales que no determinen cantidad. 

A fa 7 * c/as^:— Las copias de los po- 
deres generales. 

A laS^ clase: — Los títulos, despachos 
ó provisiones, relativas á honores grados y 
privilegios en que intervenga la firma del 
Poder Ejecutivo, ó del Superior Tribunal 
de Justicia; el primer pliego para abrir 
registro de carga y descarga de buques 
procedentes de Puertos Extrangeros y el 
de la guia de salida de dichos buques, 
para los referidos Puertos; las copias de los 
testamentos y codicilos que contengan ins- 
titución de herederos extraños, siendo pedi- 
das por estos, ó por los albaceas; las délos 
que contengan mejoras de tercio ó quin- 
to, ó de ambos, que se expidiesen á los me- 
jorados; y las de los que contengan esas me* 
joras en parte del tercio 6 del quinto, sin 
determinar la cantidad, y que fuesen solici- 
tadas por dichos mejorados; pues expidién- 
dose á otros interesados ó legatorios, se ex- 
tenderán en papel de la 5 ^ clase. 

Los permisos para despachos de Aduana, 
se extienden en un papel especial de la 2 ^ 
clase, con un recargo de sesenta centesi- 
mos. 

Ninguna oficina pública debe admitir, ni 
los Jueces proveer, ni permitir entrar en juicio, 
petición, documento, vale, pagaré ú otra 
obligación cualquiera entre particulares, que 
se haya extendido en papel común, debien- 



do serlo en sellado, ni los Escribanos pue- 
den autorizar, ni dar testimonio de docu- 
mentos, expedientes, actuaciones, ú otros 
papeles de los especificados en la ley, que 
no estén extendidos en el sello correspon- 
diente, sin dejar purgada la omisión. 

Le esceptuan de estas disposiciones, los 
casos fortuitos y urgentes, en que no pue- 
da obtenerse el sello en el momento en que 
sea necesario, pero con la indispensable 
condición de reponerlo, en la capital, dentro 
de los tres primeros dias útiles de la fecha 
del documento; y en la campaña dentro de 
diez. Al efecto, la administración donde se 
pida el sello para reponer, debe anotar en 
este la fecha y el objeto para que se pide. 

Pueden estenderse en papel común. 

1 ^ Los protocolos de escrituras del ri- 
mo de Hacienda. 

2 ^ Las copias y testimonios de todas 
las actuaciones, documentos y papeles que 
se extendiesen de oficio. 

3 ^ Los conformes de plaza; los recibos 
que por chancelación de cuentas y actos 
consumados, se pasen entre particulares, los 
recibos de alquileres y arrendamientos, y 
demás actos de esta naturaleza. 

4 "=" Las peticiones del Ministerio fiscal 
Agentes, Defensores de menores, y demás 
funcionarios públicos, en actos de oficina, y 
las de las personas mandadas auxiliar por 
pobres ante los Tribunales, asi como sus 
actuaciones, 

5 ^ Los libros parroquiales, los de ac* 
tuaciones de los Juzgados de paz; los del 
orden interior de las Oficinas públicas; las 
actas de elecciones y los demás actos Qon- 
cegiles. 

Sobre las reglas que deben observar los 
Escribanos en cuanto al papel sellado de 
los asuntos que giren ante ellos. — ^Yéase 
Escribanos iS"^ f4^ y f5^ de 9u$ 
deberes. 

La omisión del papel sellado es penada 
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con la agre^cion lie un papel de multas, 
importante el décuplo del valor de que de 
biera haberse usado, para cuyo efecto la ad- 
ministración tiene los correspondientes se- 
llos de multas. 

El actor ó príncip?' interesado en habi- 
litar el papel para que surta sus efectos le- 
gales, debe presentar el sello de reposición, 
quedando su derecho á salvo para repetir el 
importe de la mitad de su valor de la 
otra parle (1). 

La administración de papel sellado y pa- 
tentes, debe publicar mensualmente un es- 
tado demostrativo de sus ingresos, con es- 
presion de las sumas que haya pagado por 
afectaciones y otros gastos (2). 

IMPUESTO BE PASAPORTES. VéaSO 

Pasaporte. 

IMPUESTO DE PATEKTBS. — El qUO 

pagan todos los establecimientos de giro y 
los de artes y oficios, en lodo el territorio 
de la República, 

La escala de las patentes, y de los esta- 
blecimientos sugetos á su pago, es la siguien- 
te. 

y ^ Clase 5 pesos fuertes. 

Toda embarcion del tráfico del Puerto, 
que no pase de cuatro toneladas. 

2^ C/ase 10 pesos fuertes. 

Todo rodado que transite en la capital, á 
escepcion de las diligencias: todo tachero ó 
afilador ambulante; los vendedores de car- 
bón, velas, javon, frutas etc. y los tocadores 
de órganos ú otros instrumentos por las ca- 
lles; cada 'asiento de atahona, y cada pren- 
sa de cueros, lana, crin etc. las barbems, 
las alfarerías, los encuadernadores, y las em- 
barcaciones .del tráfico del Puerto ó salade- 
ros, de mas de cuatro hasta ocho toneladas 
inclusive. 



(1) Ley de 15 de JaUo de 1859. 

(2) Aeaerdodel Ministerio de Hftdcnda de 4 de Ju 
niode iSGO. 



3 ^ Clase i 5 pesos fuertes. 

Las mismas embarcaciones del tráfico del 
Puerto, siendo mayores de ocho toneladas; 
los prácticos lemanes; los contadores entre 
partes; los balanceadores públicos; las fábri- 
cas de fideos, masas, almidón, aceite de 
alumbrar, los puestos fijos en los mercados 
ó fuera de ellos, en que se venda pan, ma- 
sas, cerdo ó sus preparaciones, aves, huevos, 
maiz, frutas, verduras, leña, carbón etc. ya 
sea que reúnan estos artículos, ó cualquiera 
de ellos, y las carpinterías que solo trabajen 
carretas de campo, y que no tengan fragua. 

4"^ Clase ÚO pesos fuertes. 

Las boticas y botiquines fuera del Depar- 
tamento de la Capital; todo taller de arte 
ú oficio que no esté particularizado en la 
ley; los retratistas á pincel ó daguerreotipo, 
los molinos de viento ó de agua, y las máqui- 
nas de moler, movidas por tres ó mas animales; 
las lomillerias y pellonerías que vendan su 
propia manufactura; las cigarrerías ó tiendas 
en que se venda tabaco natural ó manufactu-' 
rado, y las localidades donde se vendan ar* 
tículos de construcción de obras, como cal, 
tierra Romana, baldosas etc. 

5 ^ Clase 25 pesos fuertes. 

Las tiendas al menudeo de géneros, ú 
otros efectos manufacturados, las de cajones 
fúnebres, las de afiladores; las bastonerías, 
guitarrerias, tapicerías, empapeladores, col- 
chonerías, broncerías, tintorerías, tonelerías^ 
marmolerías, perfumerías, peluquerías, quin- 
callerías, paragüerías, curtidurías, pintores 
y doradores; los almacenes de ferreleria al 
menudeo, los de comestibles, loza, yerba, 
azúcar, y demás artículos del ramo, con es- 
cepcion de bebidas espirítuosas; las panade- 
rías, con separación de atahonas ó máquÍBas, 
los simples talleres de herrería, las c^ras 
y los hornos de ladríllo, fijos ó volantes; kjs 
depósitos de huesos, los pontones de depó- 
sitos partrcdores, las ^caballeríaas, tocberías 
y mercachifles, los tóales, solo pueden ven- 
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der en los departamentos de Montevideo y 
Canelones. — Véase Mercachifles. 

6 "^ Clase 30 pesos fuertes. 

Los establecimientos donde se construyan 
instnimentos de música ó carruajes de cual- 
quiera especie; las casas de baños públicos; 
los dentistas; las carpinterías de ribera y las 
tiendas de artes ú oficios que ademas del 
taller, tengan efectos ó artefactos á venta. 

7 '^ Clase 35 pesos fuertes. 

Las tiendas de modistas; los simples es- 
taqueaderos de cueros, las pulperías, los 
bodegones, y todo almacén al menudeo, en 
que se venda cualquiera especie de bebi- 
das. 

8 ^ Clase 45 pesos fuertes. 

Los cafes y las confiterías con separación 
de mesas de billar; las casas de ilusiones 
ópticas, ó de diversiones públicas, como 
teatros, bailes, canchas de pelota bochas ó 
bolos, plazas de toros, ó reñideros de gallos, 
los hornos de ladrillo que beneficien tam- 
bién cal, y los billares que tengan una so- 
la mesa. 

9 "^ Clase 60 pesos fuertes. 

Los bancos en los Departamentos de 
campaña; las boticas y droguerías en el de la 
Capital; los escrítoríos de corretaje, cambis- 
tas ó agentes de negocio; los registros 6 al- 
macenes por mayor; las casas de martillo; 
las barracas donde se vendan ó depositen 
frutos del pais, maderas, fierro, carbón de 
piedra, anclas, cadenas etc; los almacenes 
navales, las mueblerías y tiendas de artesa- 
nos en que se vendan muebles de lujo, las 
joyerias y platerías en que se vendan alha- 
jas importadas del exterior; los molinos de 
vapor; las fondas y posadas; las fabricas de 
cerveza 6 de licores de cualquiera especie; 
las de chocolate, javon, velas ó marquetas 
de sebo ó de cera; las graserias, y las sim- 
ples salazones de carnes ó cueros, y todo 
establecimiento que tenga dos mesas de bi- 
llar. 



i O Clase 80 pesos fuertes. 

Las casas introductoras ó de consignación 
y los establecimientos que tengan mas de dos 
mesas de billar. 

ii Clase 100 pesos fuertes. 

Los saladeros foriyles, que reúnan el be- 
neficio de sus carnes, cueros, grasa etc. por 
el vapor ó cualquier otro medio, y las ca- 
sas ó compañias de seguros. 

i 2. Clase i 20 pesos fuertes. 

Los establecimientos de esclusiva perte- 
nencia extrangera, comprendidos en la pre- 
cedente clase. 

i 3. Clase 300 pesos fuertes. 

Los bancos de la Capital, sea cual fuere 
la Nacionalidad de los accionistas. 

Son prohibidas las tiendas y pulperias 
volantes; permitiéndose no obstante, la ven- 
ta libre de harinas del Pais. 

Las casas de comercio que en un mismo 
local reúnan articules de distinto giro , de- 
ben pagar la patente que corresponda al mas 
recargado. 

Pagan la patente superíor inmediata á la 
designada: 1 "^ Todo establecimiento de 
esclusiva pertenencia Extrangera: 2 "^ Las 
jabonerías que reúnan velería: 3 ^ Los ar- 
tesanos que en un mismo local tengan mas 
de una industria, ó talleres de distintos ofi- 
cios. 

Están exentas de este recargo, las casas 
consignatarias, y demás establecimientos por 
mayor, que tengan dos dependientes Nació- 
les. 

Estas escepciones se acreditan con un 
certificado que debe expedir gratis el Juez 
de Paz de la Sección. Los que cometan 
fraude á este respecto, incurren en la pena 
de pagar una patente doble. 

Los establecimientos situados en los De- 
partamentos de campaña, gozan del bene- 
ficio de pagar la patente de la clase anterior 
inmediata á la de su giro. 

49 
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Son exonoradas de patente, las impren- pay, están sugetas ai pago de un impuev- 

tas y litografias. to, con arreglo á la siguiente taríñi. 

Para sd)rír cualquiera establecimiento de Pe¡M>s. cents, 

giro, debe obtenerse permiso del Gefe Po- Por cada carrada de carbón. . . 1 160 

Utico del Departamento, y en seguida pagar Por cada carrada de leña. ... > 240 

la patente respectiva. Los que se planteen Por cada cien postes de cuenta. 1 460 

dentro del segundo semestre del año, no están Pbr cada cien medios postes y es- » 

obligados á pagar mas que media patente. tacones • 480 

Los establecimientos pertenecientes a Guar- Por cada cien palos para paredes > 

dias Nacionales, ó en que estos tengan par- de rancho > 480 

te como socios, pagan la patente anterior in- Por cada cien horcones para ran- 

mediata (1). Esta calidad debe acreditarse cho, cien ciunbreras ó solc- 

con un certificado del Gcfe del Cuerpo á ras i C40 

que pertenezcan (2). Por cada cien tigeras para la cons- 

La ley de patentes produce sus efectos truccion de ranchos • 720 

durante un año. Las disposiciones que que- Por cada cien latas • 120 

dan detalladas, deben regir en el de 1860. Por cada cien piezas de madera 

La administración de sellos y patentes, para la construcción de embar- 

es inmediatamente encargada del cobro de caciones 3 

estas, dentro del primer trimestre del año. Por cada quintal de cascaras pa- 

véncido el cual, los revisadores deben exami- ra curtir •120 

nar, si todos ios individuos comprendidos en Este impuesto se limita á las Islas que 

la ley, han tomado la que les corresponde, sean accesibles al cabotage. 

Los omisos incurren en la multa del duplo Su producto es destinado á las Juntas E. 

de la patente respectiva: la administración Administrativas de los Departamentos á que 

tiene acción ejecutiva contra estos. — ^Véase pertenezcan las Islas respectivamente, apli- 

Revisador de patentes. — Patentes de giro, cable á mejoras locales, debiendo dar ai Go- 

MPUESTo BE R0DAB08,— El produc- biomo, al fin de cada año, cuenta instruida 

to de esle impuesto está destinado esclusi- de sus productos é inversión, 

vamenle, para atender á los gastos que de- Las Islas del Rio Negro, están declaradas 

mande la reparación y conservación de los pertenecientes al Departamento de Soriano 

caminos y vias públicas. Para este objeto, ^^ lo concerniente á este impuesto 

está mandado que dichos fondos sean recau- El Poder Ejecutivo debe reglamentar la 

dados por la Junta E. Administrativa, á fin ejecución de estas disposiciones (1). 

de que esta les dé la aplicación indicada. ispuest^s municipales* — Véase 

inpuESTo DE SERENOS. — ^Véasc Seré- Derecho municipal, 

nos. mpcESTos POLIO AiiBs. — Los im- 

uiPUESTo SOBRE EL CORTE DE MON- pucstos policialcs oh la Capital son los si-^ 

TES. — Las personas que hagan cortes de luientes: 

montes en las Islas del Rio Nogro y Uru- pesos cent». 
Por un pasaporte 2 » 

(O Ley de 9 de Juuto de 1850. ^ 

(2) iKcreto de 23 de Noviembre de 1859. (1) Ley de K do Junio de 1800. 
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ídem para niños 1 

Derecho de marcas de ganado; su 

registro I 

Licencia para edificar 8 

ídem para reedificar 4 

ídem para cercar ó abrir ci- 
mientos 1 

ídem para cazar • 

ídem para limpieza de letri- 
nas • 

Derecho sobre introducción de 
cerdos, por cada uno. . . 1 
ídem por cada carnero. ... • 
Derecho de contraste: una balan- 
za de mostrador » 

Una romana ¿e pilón 1 

Una id. de gonce • 

Cada pesa > 

Cada vara de medir . • 

Cada medida de liquides. . • . » 

ídem para granos ó carbón. . 1 
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» Cada balanza mayor, por cada 

mil libras de peso .... 2 320 
400 Derecho de medidas para carbón 

por dia (1) 1 • 

Carcelaje: doce, reales de entrada, y dos 
reales diarios por el alimento durante la pri- 

• sion. Los notoriamente pobres son escluidos 
480 de su pago. 

La contabilidad de estos ramos, está á 

480 cargo de un oficial interventor dependiente 

del Gefe Politice, debiendo aquel rendir cu- 

• enta mensual y anual á la Contaduría Ge- 
200 neral, y este remitir les fondos recaudados 

á la Tesorería General. 
480 Por el Ministerio de Gobierno deben re- 
» mitirse al Departamento de Policía, los cor- 
480 respondientes pasaportes impresos y boletos 
240 de carcelaje, licencia, marcas y demás re- 
480 lativos á los derechos policiales, no pudiendo 
240 hacerse uso de otros que de estos (2). 
160 
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INDEPENDENCIA NACIONAL. La 

Sala de Representantes, por resolución so- 
lemne, expedida en el Pueblo de la Florida 
el dia 25 de Agosto de 1825, declaró irri- 
tes, nulos, disueitoa, y de ningún valor para 
siempre, todos los actos de incorporación, 
reconocimiento, aclamaciones, y juramentos 
arrancados á los Pueblos de la Provincia 
Oriental, por la violencia de la fuerza de 
los Poderes de Portugal y el Brasil, que ha- 
bían tenido lugar desde el año de 1817, 
mandando testar y borrar todos los docu- 
mentos, que existiesen en los archivos per- 
tenecientes á la dominación de aquellos Po- 
deres. — . 

En consecuencia, la Provincia Oriental 
por medio de este acto, se declaró libre é 
independiente, de hecho y de derecho, del 
Rey de Portugal, del Emperador del Bra- 



sil, y de toda otra Nación, con amplio poder 
para darse las formas y organización que 
estimase conveniente; — 

Succedió á esta declaratoria la guerra 
entre la República de las [Provincias Uni- 
das del Rio de la Plata y el Imperio del 
Brasil, sobre derechos á la Provincia Orí- 
ental, la cual concluyó por la Convención 
preliminar de paz, celebrada en Rio de Ja- 
neiro el 20 de Agosto de 1828, de la que 
resultó la erección del Estado Oriental del 
Uruguay, y su completa y absoluta sobera- 
nía é independencia de todo Poder Extran- 



(1) Este (lerrcho es (ú que pngan los buques que 
coiuiuC{>n carbón de leñ«, cuando lo venda o medido 
en el l»ui*rlo.— Cnando »e vende sin medir como se 
hace en muchos casos, no se paga el derecho de me^ 
didas. 

(2) Decreto de 6 de MarEo de I8a5^ Acuerdo de 22 
de Mavo de 1 86). 
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gero.— Véase Conatihicion polilica del Es- 
tado. 

iNiiULTo. — Gracia concedida á algún 
criminal, mediante la cual, queda exonerado 
de la pena. 

La facultad de indultar de la pena de 
muerte, está conferida á la Asamblea Gene- 
ral con dos terceras partes de votos a lo 
menos, y en casos extraordinarios (1). 

El Presidente de la República, tiene tam- 
bién la prerogativa de indultar de la pena 
capital, previo informe dsl Tribunal ó Juez 
ante quien penda la causa, cuando medien 
graves y poderosos motivos para ello , y el 
delito no tenga la calidad de aleve (2). 

i^*DusTRiA. — Es enteramente libre el 
ejercicio de cualquiera clase de industria, 
en el territorio de la República, siempre 
que no se oponga al bien público ó al de^ 
los ciudadanos (3). 

nVFORSIACIOIV DE POBREZA. Esta 

justificación debe hacerse ante el Juez de 
la causa, al cual compete declararla, con au- 
diencia de las partes, y del Ministerio pú- 
blico (4). 

Está pues abolida la práctica de producir 
las informaciones de pobreza, ante el Tri- 
bunal Superior de Justicia, como se hacia 
antes. 

INJURIA. — El ultraje ó afrenta que se 
hace á otro, sin razón ni justicia, sea con 
palabras, con escritos ó con hechos. 

El conocimiento de las causas sobre inju- 
rias, de cualquiera naturaleza que sean, cor- 
responde á los Alcaldes Ordinarios (5). Se 
esceptuan las injurias dirigidas por la pren- 



(I) Art. 17 $ 14 de la Constitución. 
(?) Art. 84 de la ConMilucion. 
(S) Art. 140 de la Constitución. 

(4) Art. 78 de la ley de O de Mavo de 1866. 

(5) L»*y de I * de Diciembre de 1820. 



sa, que constituyendo delitos de abuso de la 
libertad de imprenta, pertenecen á la juris- 
dicción del Tribunal dé Jurados, encargado 
de conocer en las causas de esta especie. 
— Véase Juicio de imprenta. 

En las causas sobre injurias está abolida 
toda pena pecunaria en favor del querellante 
sin perjuicio de otras acciones que puedan 
competirle (i). 

rvHicsRAivTEs. — La inmigración de fa- 
milias agrícolas, goza de ciertos privilegios 
que les están acordados, con el objeto de fo- 
mentar la afluencia de brazos al Pais, asi 
como los buques que se ocupen esclusiva- 
mente de la conducción de ellas. Estos es- 
tan csentos de toda clase de derechos de 
puerto y tonelage, hasta el año de 1870. 
Son libres durante el mismo periodo, de de- 
rechos de importación, las semillas, los ins- 
trumentos de labranza, los edificios de 
madera, ó de fierro, y los materiales para su 
construcción, que se introduzcan para el es- 
tablecimiento de colonias agrícolas. 

Se entiende por colonia agricola, todo es- 
tablecimiento rural, que no baje de seis fa- 
milias reunidas. 

Todas las costas de la República estáa 
habilitadas para el libre desembarco de las 
familias agricolas y sus útiles, debiendo pre- 
ceder permiso del Poder Ejecutivo, cuando 
ese desembarco haya de hacerse en puntos 
no habilitados como Puertos generales. 

Las exenciones acordadas á los buques 
de ultramar, son extensivas á los del cabo- 
tage Nacional, cuando se ocupasen del trans- 
porte de familias agrícolas, y d^nas relativo 
al establecimiento de alguna colonia, de un 
punto á otro de la República. 

Las familias agrícolas quedan exentas del 
pago de cualquiera contribución personal 



(i) Art. ;8 di* la ley de 9 de Ma>0 de I8Ú6. 



iir 



— 149 — 



IM 



que pudiera establecerse en la República 
hasta el año de 1870: esta exención tiene 
efecto únicamente en favor de los inmigran- 
tes, que se conserven dentro de las colonias 
primitivas. 

Durante los primeros cuatro años de es- 
tablecida una colonia, los productos de ella 
están del mismo modo exentos de toda con- 
tribución general, y sugetos únicamente á 
impuestos departamentales (1). 

El conocimiento de toda cuestión que 
pueda suscitarse, sobre el cumplimiento é 
inteligencia de los contratos celebrados en- 
tre inmigrantes, y las personas que hubie- 
sen pagado sus pasages, ó adquirido dere- 
chos á sus servicios, compete, en 1" instan- 
cia, á los Jueces de Paz de la Sección res- 
pectiva. De las sentencias de estos, habrá un 
solo recurso para ante el Superior inmediato 
•quien conocerá en método verbal, y cuyo 
auto causará ejecutoria. 

Los colonos que no cumpliesen sus con- 
tratos, deben ser compelidos con una multa 
de diez hasta cien pesos, ó en su defecto, 
con prisión desde diez dias hasta tres meses, 
en proporción al tiempo que falte para el 
vencimiento de aquellos. 

Siempre que los colonos lo soliciten, pue- 
den dejar el servicio de sus patronos, con 
calidad de pagarles previamente la suma 
que les adeuden, y mas otro tanto de ella 
por indemnización de perjuicios. 

Los que justificasen mal tratamiento de 
parte de los patronos, pueden ser autoriza- 
dos por los Jueces para pasar al servicio de 
otros que respondan á los primeros de lo que 
falte para llenar solamente sus anticipacio- 
nes, sin perjuicio de la pena que correspon- 
da por la ley, á los actos ejecutados por 
ellos. (2). ^ 



(i) Leye8 de 3 de Junio de 1853 y de 16 de Junio 
de 1858. 

(2) Ley de 3 ijc Mayo de 1853. 



iiviHUNiDAD. — El privilegio concedido 
á alguna persona, por medio del cual está 
escepluada de las obligaciones impuestas á 
los demás. 

Los Senadores y Representantes de la 
Nación, gozan de ciertas inmunidades; tales 
como la de no ser responsables por las opi- 
niones que emitan, durante el desempeño de 
sus funciones; la de no poder ser arrestados 
sino en caso de delito infraganti^ y otras. 
— Véase Senador es^^Representantes. 

w%fiMjMiA%o. — \é2ise Arrendamiento de 
fincas. 

lüísifiíviAs BEi. EJÉRCITO. — Lasiusig- 
nias y distintivos de los Gefes y Oficiales 
del Ejército son los siguientes: 

Los Brigadieres Generales banda de seda 
azul y blanca con borlas de oro; charreteras 
con palas negras, ¿ordadas estas con tres 
estrellas de oro en la parte mas ancha, y dos 
palmas de realce: sombrero galoneado, y 
guarnecido, de plumas blancas; bordado de 
oro en el cuello, zolapa y vuoltas de la ca- 
saca. 

Los Coroneles mayores, banda encamada 
con borlas de oro; sombrero y charreteras, 
como las de los Brigadieres, bordado de 
oro en el cuello y vueltas (1). 

Los Coroneles^ charreteras doradas con 
palas de paño de grana, bordadas de hilo de 
plata, con dos paUnas de realce y tres es- 
trellas, en la parte mas ancha: sombrero ar- 
mado, con guarnición dorada, plumas ne- 
gras, y faja de seda punzó con borlas de 
oro (2). 

Los Tenientes Coroneles, charreteras do- 
radas de un mismo color, con dos estrellas 
blancas bordadas en cada pala; sombrero ar- 
mado, con plumas negras y guarnición do- 
rada. 

(i) Decreto de 9 de Octubre de 1882. 

(2) Decretos de 26 de|Fe6rero de 1829 20 de Mario 
del mismo afto y 7% delAgost» de 1841. 
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Los Sargentos mayores, las mismas char- 
reteras, con una estrella en cada pala; som- 
brero armado con guarnición dorada, y plu- 
mas negras (1). 

Los Capitanes, charreteras de gusanillo 
de oro, y sombrero armado, con guarnición 
dorada. 

Los Tenientes, una charretera á la de- 
recha y una espoleta á la izquierda; som- 
brero con guarnición dorada. 

Los Sub-Tenientes, una charratera á la 
izquierda, y una espoleta á la derecha; som- 
brero con guarnición dorada (2). 

Las insignias de los Gefes y Oficiales de 
Ingenieros, son las mismas que las de los 
demás del Ejército (3). 

El uso de la faja, borlas en la espada, 
franja de oro en los pantalones, y toda clase 
de cordón de oro y plata en los morreónos, es 
prohibido á los Gefes, de Teniente Coronel 
inclusive para abajo, y á los oficíales (4). 



IN8ICINIA9 DE «EADUADOS EN 

cías Y liETBiis. — La Universidad de la 
República confiere los grados de Bachiller 
en ciencias y letras, y de Licenciado y de 
Doctor, en las facultades de Medicina, Ci- 
rujia, Teologia y Jurisprudencia. 

Las insignias de Bachiller, son: bonete 
sin picos, con borlas de seda verde, pendien- 
tes del árbol de la ciencia, del mismo co- 
lor. Las borlas deben descender hasta di 
borde inferior del bonete. 

Las de Licenciado, son: bonete con bor- 
las y el árbol de la ciencia, del color que 
corresponda á la facultad, y una faja de se- 
da del mismo color, que pendiendo de los 
hombros, y ligándose ante el pechoi des- 



(1) Decreto de 26 de Febrero de 1820. 

(2) Decrelos de 26 dejebrero de 1829 y 29 de No- 
viembre de 1832. 

(3) Decreto de 14 de Febrero de 1845. 
(t) Decreto de 28 de Agosto de 18H. 



cienda hasta la cintura. Los estremos de 
la faja, guarnecidos de hilo de plata. 

Las insignias del grado de Doctor, son: 
bonete con borlas, y el árbol de la ciencia, 
del color que corresponda á la facultad, y 
una banda de terciopelo del mismo color, 
que pendiendo de los hombros, y ligándose 
a la altura del pecho, descienda hasta la 
cintura. Esta banda debe tener cabos y bor- 
las de oro. 

Los colores de cada facultad, son los si- 
guientes: De Jurisprudencia, rojo: de Teo- 
logia, blanco; de Medicina, amarillo; de Gi- 
rujia, morado. 

Las insignias del grado universitario, de- 
ben llevarse, sobre traje negro de rigorosa 
etiqueta (1), 

INSPECCIÓN BE OBBAS PIBLICAS.— 

La Oficina á cuyo cargo está el examen é 
inspección de las construcciones y obras, asi 
públicas como particulares para usos públicos. 

El Inspector de obras públicas, es Gefe 
nato de todo lo concerniente á la arquitec- 
tura. 

Sus atribuciones son las siguientes: 1 '^ 
Abrir dictamen sobre la parte arquitectónica 
de todo edificio ú obra pública: 2 "^ Anali- 
zar los proyectos relativos, y demostrar cien- 
tificamente sus ventajas ó inconvenientes, 
no pudiendo emprenderse ninguna obra, por 
el Estado ó por particulares, para aplicación 
pública, sin su previo informe facultativo: 
3 ® Velar sobre la conservación y decen- 
cia de los edificios públicos, dando cuenta 
al Gobierno de lo que observase: 4 ® Pro- 
poner toda mejora que crea oportuna en 
punto á construcción : 5® Indicar los locales 
adecuados para obras de conveniencia públi- 
ca é inspeccionar sus construcciones. 

El Inspector, debe llevar un registro de 
todos los edificios públicos, 6 particulares 



(1) Art. 58 y 59 del Reglamento UniTcrsitario de 28 
de Septiembre de 1849. 
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con destino público, que se construyan en 
la República, demostrados en planta, con 
una ó mas secciones otográficas, escalas, y 
sistemas de construcción correspondientes, 
que deben presentarle los arquitectos respec- 
tivos. 

Todo particular que quiera construir al- 
gún edificio, debe solicitar el correspondien- 
te permiso del Inspector de obras públicas 
para que este proceda á su delineacion y 
rivelacion, llevando un libro en que conste 
el nombre del propietario, con todas las par- 
ticularidades de medidas lineales y de loca- 
lidad. 

La dirección, vi^lancia y conservación de 
las calles y caminos, esta á cargo de la Ins- 
pección de obras públicas, para cuyo efecto 
debe tener á sus inmediatas órdenes, los 
operarios necesarios. 

El Departamento Topográfico debe darle 
las noticias que necesite para el desempeño 
de sus funciones (i). 

INSPE€CIO!V BEL BESttUABDO. La 

inspección del Resguardo está encomendada 
á dos Inspectores, como Gefes Superiores 
inmediatos de esta repartición, con todos los 
demás empleados de su dependencia. 

Los Inspectores turnan en el servicio ca- 
da mes, quedando uno libre, que es desti- 
nado á cualesquiera otros trabajos del ramo 
que le encomiende el Colector general. Las 
funciones del Inspector en ejercicio, son to- 
das las de vigilancia y dirección de las ofi- 
cinas cíel Resguardo, que le incumben como 
Gefe inmediato de ellas. 

i:V8PECTOB DE AlilMENTOS Y DBO«AS 

inEDicnvALEs. — A consecueucía de indi- 
cación hecha al Gobierno por la Junta Con- 
sultiva de Comercio, sobre la conveniencia 
del nombramiento de un perito verificador 
encargado de examinar en la Aduana, los 

(1) Decreto de 2G de Sulío de f85l. 



liquidos, comestibles y drogas que se impor- 
ten al consumo, y reconocida la utilidad de 
este empleo, se acordó por el Gobierno que 
fuese incluido en el presupuesto general de 
gastos que debería presentarse al Cuerpo 
Legislativo, de donde debe deducirse la pró- 
xima creación de dicho empleo. 

Las funciones del encargado de desem- 
peñarlo, deben contraerse el reconocimiento 
de los alimentos y drogas medicinales que 
se importen, para precaber su introducción 
cuando fuesen de calidad nociba. 

msTANCu. — Véase Recurso de apelar- 
don. 

I1VSTITIJTO DE INSTRUCCIÓN pCíBUCA. 

— Establecimiento á cuyo cargo se baila la 
dirección é inspección de la educación pú- 
blica. 

Las atribuciones del Instituto, son: 1 "^ 
Promover, difundir, uniformar, y metodizar la 
educación pública, y con especialidad la en- 
señanza primaría: 2 "^ Autorizar ó negar la 
apertura ó continuación de todo estableci- 
miento de educación: 3 "^ Reglamentar las 
condiciones de su existencia: 4 "^ Examinar 
el orden economice» de dichos establecimien- 
tos, y corregir sus abusos: 5 "^ Vigilar cui- 
dadosamente la observancia del mas perfec- 
to acuerdo entre la enseñanza y las creen- 
cias políticas y religiosas que sh*ven de 
base á la organización social de la Re- 
pública: 6 "^ Determinar las materias que 
debe comprender la enseñanza prímaria 
en las escuelas públicas; prescríbir los 
métodos y testos que hayan de seguirse en 
ellas, y dictar los reglamentos que estime 
convenientes para su gobierno y disciplina: 
7 ^ Determinar las condiciones á que 
deben sugetarse los establecimientos pri- 
vados, para que valga como de escuela 
pública, la instrucción recibida en ellos: 8 ^ 
Designar las cualidades que deben reunir, 
los que aspiren al titulo de Preceptores pú- 
blicos, y las pruebas con que hayan de 
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acreedilarlas; (1). O ® Proteger y fomentar 
los establecimientos de enseñanza, soücilan- 
do, en su caso, de las autoridades compe- 
tentes, los auxilios que fueren necesarios. 

El Instituto dede instruir á las Juntas 
Económico Administrativas, como cuerpos 
encargados por el art. 126 de la Constitu- 
ción, de velar sobre la educación pública, de 
las disposiciones que adopte, sin que esto 
obste al desempeño de las atr'd)uciones y 
facultades que el Gobierno ha delegado en 
él. 

El Instituto conoce de las renuncias de 
sus miembros, y nombra á votación los que 
hayan de subrogailes. 

Dividense estos, en miembros fundado^ 
reSy honorarios supernumerarios y cor-- 
reswnsales. 

Son miembros fundadores los que nom- 
bró el Gobierno al tiempo de crear el Ins- 
tituto. Son miembros honorarios, los Ins- 
pectores de aulas mayores, establecidas por 
la lev de la materia, v los Catedráticos de 
las Lmas. Son muibros mpernumera- 
rios y corresponsales, los nombrados por 
el Instituto, dentro y fuera del Pais. 

La tacullad de elegir nuevos miembros 
reside privativamente en el Instituto. 

Ejerce esta corporación ademas, las atri- 
buciones de cuerpo consultivo, en todos los 
casos que tengan relación con las funciones 
que desempeña. 

Los gastos que demande su servicio y 
conservación, son de cuenta del Tesoro pú- 
blico (2). 

Corresponde finalmente al Instituto de 



(1) EftUs pruebas conaiatoi en un examen prestado 
por el prcteBdieote ante una comUirn del Instituto 
sobre la^ materias que debe ensefiar. Con el informe 
de esta Comisión, el Instituto confiere ó deniega el tí- 
tulo respectivo, sin el cual no espermítido dirigir nin- 
gún establecimiento de enseilanza pública primaria. 

(2) Decreto de 13 de Septiembre de 1S47 y Consti- 
lucion del Instituto du ioátrucdon públira dj 13 de 
Mano de 18iS. 



instrucion pública, conocer de las faltas de 
los Preceptores y maestros, en el desem- 
peño de sus funciones, castigándoles con 
multas, suspensión ó destitución del cai^o, 
según la naturaleza de la falta. Puede tam- 
bién hacer cerrar las escuelas meramente 
privadas, siempre que sus prácticas y doc- 
trinas, ofendan k la moral ó al orden legal 
de la República, dando aviso al Gobier- 
no (1) — ^Véase Preceptores. 

Las sesiones del Instituto, son presidi- 
das por su Presidente, nombrado á mayoría 
de sufragios, y autorizadas por el Secretario 
nombrado del mismo modo, las cuales que- 
dan consignadas en el respectivo libro de 
actas. Ambos cargos son gratuitos. En los 
documentos de oficio, el Presidente y el 
Secretario, ejercen la representación de la 
corporación. 

Las atribuciones del Instituto se extien- 
den á las escuelas de ambos sexos. — Véase 
Instrucción pública. 

iNSimvccioiv plBiiicA, — En todos los 
Pueblos cabeza de Departamento, debe ha- 
ber escuelas públicas de varones y de mu- 
geres, costeadas y sostenidas por el Tesoro 
Nacional, donde se reciba gratis la instruc- 
ción primaria. 

Los establecimientos de instrucción pri- 
maria se bailan en los Departamentos de 
campaña, bajo la inmediata inspección de las 
Juntas Económico Administrativas, sin per- 
juicio de la dirección Superior que incumbe 
al Instituto de instrucción pública en virtud 
de las facultades conferidas por el Gobier- 
no. 

La designación de los testos que deben 
seguirse en los establecimientos de instruc- 
ción pública primaria, incumbe al Instituto, 
asi como el examen y nombramiento de Pre- 
ceptores y Preceptoras. 



(I) Reglamento de 13 de Marzo de 1848. 
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Ningún maestro puedo recibir en su es- 
cuela niuo alguno, sin que ios padres hagan 
constar previamente, haber sido vacunado (1). 
Véase Vacuna. 

I^'STBUCCIOIV PRinARIA . Es ÍUS- 

truccion primaria, la que debe darse al hom- 
bre desde la infancia, como principio, base 
y medio indispensable de toda educación. 

La instrucción primaria se divide en pú- 
blica y privada. Es instrucción primaria 
ptíblicaj la sostenida en todo ó en parte por 
fondos públicos: es instrucción primaria 
privada^ la costeada por los particulares. 

La instrucción primaria pública, se divi- 
de en dos grados: inferior y superior: la 
que abrazo ambos grados se denomina conir 
plcta . 

La instrucción primaria inferior com- 
prende: la doctrina cristiana, principios de 
moral, lectura, escritura, las cuatro reglas 
fundamentales de la arimética, nociones de 
gramática, y de geografía de la República. 

La instrucción primaria superior, com- 
prende la ampliación délas materias de la in- 
ferior, y ademas, dibujo lineal, historia de 
la República, y principios de la Constitución 
del Estado. 

Eí: instrucción primaria privada: 1 "^ 

La que se da por los padres ó tutores, ó 
por maestros especiales, bajo la inmediata 
dirección de estos: 2 ® La que se dá por 
maestios autorizados por el Instituto de ins- 
trucción pública, para establecer escuelas 
de instrucción privada. 

Las escuelas privadas, no pueden recibir 
mas que ocho alumnos, ni anunciarse públi- 
camente. 

Los establecimientos de instrucción pri- 
maria privada y pública, están sugetos á la 
inspección del Instituto, para vigilar que no 



se ensene en ellos nada contrario á la moral 
y á los principios Constitucionales de la Re- 
pública, no pudiendo abrirse ninguno sin 
su autorización. 

Los establecimientos privados pueden ser 
incorporados á los públicos, sugetandos^ al 
orden y dependencia establecidos para estos, 
y llenando las asignaturas de estudios de- 
signados para la enseñanza pública. 

Estas disposiciones comprenden á las 
escuelas de niñas, sin mas diferencia que lu 
de ser modificada en ellas la enseñanza, subs- 
tituyendo con labores de costura, tegidos y 
otras análogas, algunas de las materias 
designadas para las del sexo masculino (1). 

I^S«TRL'C€IO:VSECL'NDABI.t. Es inS- 

trucción secundaría, la que comprende los 
esludios preparatorios que se hacen en la 
Universidad. 

Para hacer los estudios secundarios, es 
indispesable haber recibido la correspon- 
diente instrucción primaria. 

La enseñanza secundaria abraza los idio- 
mas latino, francés, ingles, estudios comer- 
ciales, físico matemáticas, retórica, historia 
natural, y principios de la Constitución 
de la República. — Véase Estudio» Univer- 
sHarijs. 

Cuando haya pacto, el interés legal del di- 
nero, es el que hubiesen pactado los intere- 
sados. — Cuando no hubiese interés pactado, 
y la ley obligue al pago del interés, los deu- 
dores deben sufrir el doce por ciento anual 
en toda clase de contratos. 

El mínimun del interés del dinero de los 
menores, es también el de doce por ciento 
al año (2). 

— La conveniente 



{{) I)«c-r((>í (!e ?2 il O chil ro il • IS29 y de 12 (!>• Ju- 
oioiirlH50. 



(I) R('i;].')m''n:o de itislrmTíon priroiria de 13 de 
Mirzo de 1848. 



{'1)1 V .io 2 «If A:.r¡l de 183^. 
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aclaración (id lexto y espirita de la ley, he- 
cha por el l(^$lador, el Juez ó el abordo 
par?. conocer su verdadero sentido. 

Está dispuesto por íA art. 152 de la 
Constitución, que la interpretación ó expli- 
cación de ella corresponde solo al Cuerpo 
Le^slativo. Parece que debe entenderse que 
esta reserva se refiere solamente á la inter- 
pretación auténtica en los casos en que ocur- 
riesen dudas de dificil sobcion sobre su es- 
píritu, puesto que b interpretación practica 
asi como h doctrinal, es inherente á los 
Jueces y abogados, é inseparable del desem- 
peño de sus funciones respectivas. Debe 
creei*se pues, que lo que el precepto Cons- 
titucional ha querido reservarse, es el dere- 
cho de esplicar la mente de la Constitución 
en tales casos. 

l!VTfSRYEN¥OR ttR^KRAI. BB REVISTAS 

— La revista mensual de Comisario, estaba 
encomendada á los Cefes de los Cuerpos en 
sus cuarteles respectivos, como consecuencia 



de la supresión de la Comisaría general de 
Guerra : pero por decreto de 28 de Abril 
de 1860, fué creado el cat^ode Interventor 
General de revistas, al cual incumben aquellas 
atribuciones. 

i\*TBSTAMMi. — ^Véase Juez letra^ de 
intentados. 



i^viLiMM. — Los que han resultado 
tales por consecuencia de heiidas en el ser- 
vicio de las armas. 

Los inválidos declarados tales, tienen opción 
al goce de su sueldo integro, sin estar obli- 
gados á prestar sus servicios en el Ejército^ 
como una justa recompensa que la Nación 
les acuerda por sus servicios anteiíores (1). 
—Véase Cuerpo de inválidas. 

Las viudas é hijos, y á falta de ambos 
las madres viudas de los inválidos» tienen 
opción á una pensión después de la muerte 
de estos. — Véase Pensionistas. 

^— Véase Privile/jio^ 



biccimicnto en ciertos parajes de la Ciu- 
jABOiviatiAA. — Es prohibido su esta- dad. — Véase Fabricas. 



juBiLActo^. — Relevación de algún em- 
pleo público, conser\'ando el que lo ejercia, 
ios honores y el sueldo, en todo ó en parte. 

Todos los empleados civiles pueden optar 
á la jubilación, siempre que justifiquen ha- 
berse inutilizado en servicio público, por 
achaques, enfermedad avanzada, edad ú otros 
motivos. 

Los que cuenten treinta años de servi- 
cios, tienen opción a ser jubilados con el 
sueldo integro de sus empleos : — tos que ve- 
inte años, con las dos terceras partes; los 
que quince, con la mitad, los que diez, con 



la tercera parte, y los que siete, con la cu- 
arta parte. 

Los empleados amovibles, ademas de) 
goce que corres|)onde á todos los demás, 
tienen o|)cion á un aumento sobre el, de un 
quince por ciento. — XédiSeEmpleados am(h 
vibks. 

No se consideran servicios computables 
para la jubilación las comisiones , ni los 
prestados durante el tiempo que hayan es- 
tado á mérito los empleados. 

(1) Lry d- 13 de .M»rzo de l&¿9. 
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Cuando un empleado jubilado vuelva ai 
servicio, cesa en el goce que tuviera como 
tal, siempre que el sueldo del nuevo destino 
sea mayor que el de su jubilación. Luego 
que cese en él, vuelve al goce de la jubila- 
ción sin que esta pueda aumentarse por los 
nuevos servicios que eljubilado hubiese pres- 
tado (1), 

Todo empleado civil que solicile su ju- 
bilación, debe promover un expediente ante 
el Gobierno, d cual dará audiencia al Fis- 
cal, — En el debe acreditar el pretendiente: 
I ^ Los empleos que ha ejercido: 2 *^ Ha- 
ber sufrido los descuentos de la ley: (Véase 
Montepío). 3 "^ Haberse inutiliíado física- 
mente para el servicio del empleo : 4 "^ El 
tiempo que hubiese servido (2). 

Esta mandado que la inutilización física 
se justifique, por medio de reconocimiento de 
dos facultativos, nombrados, uno por el Fis- 
cal del Estado, y otro por el interesado; pe- 
ro, comunmente este reconocimiento se ha- 
ce en la practica por la Junta de Higiene 
Publica, corporación competente para el 
efecto. 

Vestido debidamente el expediente, y jus- 
tificados los hechos, el Gobierno acuerda la 
jubilación al empleado, con la asignación que 
le coiTesponda, y expide á su favor, la cor- 
i^spondiente cédula, comunicándolo á la 
Contaduría General para sus efectos. 

Las viudas é hijos menores de los jubila- 
dos, tienen opción á una pensión. — Véase 
Viíidas-PensioniHas. 

JUECES BE PAZ. — Los Juccos dc Paz 
funcionan siempre en juicio verbal, labrando 
actas en un hbro al efecto, do todo lo que 
se actúa ante ellos: — Ejercen las funciones 
de conciliadores ó de Jueces. 

Desempeñan las de conciliadores, en las 



(II Ley dc 3 dc Miiyu de 1838 Cap. 2 ^ y 4 ^ . 
(2) Dcmto ik 2 de Knero de 183'.). 



demandas cuyo importe pase de doscientos 
pesos, y en tochas aquellas, cuyo conocimien- 
to competa en primera instancia, al Alcalde 
Ordinario ó á los Jueces letrados.— Véase 
Jurisdicción. 

Todos los juicios de esta naturaleza de- 
ben )iríncipiar necesariamente por el de con- 
ciliación, ante un Juez de Paz, en cuyo acto 
el demandante debe manifestar el objeto de 
su demanda, y oidas ambas partes, el Juez 
debe proponerles los medios conciliatorios á 
su alcance, para transar la cuestión (1). 

. Si las partes se aviniesen queda conclui- 
do d [juicio, labi*andose acta de ello, para la 
debida constancia y resguardo. — si no se 
avienen, se expide testimonio del acta dc 
inulU tentativa de conciliación, á petición del 
demandante, para ocurrir con él á instaurar 
su demanda ante el Juez competente. — 
Véase Juicio ie conciliaeion. 

Los Jueces de Paz conocen y deciden co- 
mo Jueces: i "^ • En las demandas que pa- 
sando de veinte pesos, no escodan de dos- 
cientos: 2 ^ En las de imigrantes ó colonos 
sobre sus pasages y domas incidentes rela- 
tivos: (2) 3 "^ En las de desalojo de fincas, 
cuyo alquiler no escodado la cantidad de cin- 
cuenta pesos, y en las que se sigan por co- 
bro de alquileres, no escediendo en la suma 
demandada, de la de su competencia (3). 

El nombramiento de los Jueces de Paz 
se hace por elección de los Tenientes Alcal- 
des: el tiempo de sus funciones, es el de un 
año, pudiendo ser relectos. — Véase Elec- 
ciones de Jueces de Paz. 

Los Jueces de Paz no son recusables 
óuando proceden como conciliadores (i). 



(1) Reglanirnto de %R dc Enero de 1827, y acuerdo 
del Tribunal de Justicia de 12 de Abril dc 1812. 

(2) Ley de 3 de Mayo de 1 853. 

(3) L-y dc í) de Julio dc 1858. Arl. 7 - • 
(i) Ley dc :9 dc Marzo dc 1838, Art. 2» 
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Cuando proceden como Jueces, pueden ser 
recusados por las mismas causas, que en su 
caso bastarían para tacharles como testi- 
gos (I). 

En las recusaciones de los Jueces de Paz, 
les suplen sus antecesores por el orden de 
anli^edad, principiando por el mas inmo- 
diato, y á falta de estos, el mas cercano de 
los que se hallen en ejercicio. En los casos 
de impedimento son subrogados del mismo 
modo (2). 

En los juicios que hayan de seguirse an- 
te los Jueces de I*az por ser de su juris- 
dicción, debe haber también acto previo de 
conciliación, ante los mismos, en el cual de- 
ben invitar a las partes á un arreglo amiga- 
ble por los medios que les sugiera su razón. 

Los Jueces de Paz, en ausencia de Es- 
cribano, actúan con dos testigos, y observan 
las formas del procedimiento, aunque en mé- 
todo verbal; pero f oniendose consta»icia en 
autos, por medio de actas, de todos los 
alegatos y actuaciones del juicio. 

De sus sentencias hay apelación para ante 
el Alcalde Ordinario respectivo. 

Los Jueces de Paz están facultados para 
aprehender á los individuos que cometan 
cualquiera clase de delito, en el distrito de 
su jurisdicción, y remitirlos á los Alcaldes 
Ordinarios (3). 

La jurisdicción de los Jueces de Paz, no 
pasa de los límites de sus respectivas seccio- 
nes. — Véase Secciones judiciales. — No 
pueden pasar de cinco, ni bajar de tres en 
c-da Deparlamcnlo (4). 



(1) Art. 43 dü t» ley de 9 Muyo de tSjfi. 

(2) Loy de 29 de Marzo de I83S. Art. \ ^ . 

(3) Reglamento de Atlininisti&cion de Justiciado 10 
de Agubto de \S1d. Ait. 7 ^ . 

(4) A t. (i9 del ii:Í;^mo. Esta disposición eAú abolida 
en la practici en aigunoa Depat lame- tos, luir deiiiau- 
dario »ai ci mejor sei\i(.ij de la Admiiiicli ación de 
JuMii-ia. 



Incumbe á los Jueces de Paz, la forma- 
ción del Registro Cívico que debe abrir- 
se en los primeros meses del año en que 
haya de haber elecciones de Senadores ó 
Representantes. Deben ser inscriptos en es- 
te Registi^o lodos los que lo soliciten, y se 
hallen en el egercicio de la ciudadanía (i) 
Véase Registro Cívico. 

En las elecciones de Senadores , Repre- 
sentantes, y Juntas Económico Adminií^tra- 
tivas, los Jueces de Paz ejei'cen funciones 
especiales, que les están atribuidas por las 
leyes de la materia — Véase Elecciones. 

JL'ECES DE ETlPEDinOS. — LoS JuCCOS 

de primera instancia, asi como los Fiscales 
del Estado, se subrogan recíprocamente en 
los casos de impedimento ó recusación, en 
la forma determinada por la ley. — Vtkise 
Impedimentos de Jueces. 

ji:eceh legos. — Los que no habiendo 
estudiado el derecho, no tienen titulo uni- 
versitario. 

Los cargos de Alcaldes Ordinarios y 
Jueces de Paz son desempeñados por Jueces 
legos. — Aquellos son asistidos en los ca- 
sos en que se ventilan puntos de derecho^ 
por asesores letrados de sii elección — Los 
Jueces de paz aunque no nombren asesores 
en la práctica, consultan privadamente á abo- 
gados, en casos semejantes. Los Tenientes 
Alcaldes, son del misma modo Jueces le- 
gos. 

JUECES LETRADOS. — Los quo tie- 
nen titulo de abogado. Sin perjuicio de 
los miembros de la Exma. Cámara de Jus- 
ticia, hay dos Jueces letrados de lo Civil, 
dos del Crimen ^ y uno de Comercio — A los 
Jueces Letrados de lo Civil está cometido 
ademas el conocimiento de las causas de 
hacienda é intestados. 

Los Jueces letrados tienen tratamiento' 

(I) U\ de I3dc Juuiode i857. 
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de V. S. en los actos de su Ministerio (1) 
Lo tienen también los Fiscales del Estado, 
y en la práctica comunmente los Alcaldes 
Ordinarios, aunque no está mandado por ley 
espresa. 

La jurisdicción de los Jueces de lo Ci- 
vil y de Comercio, está dividida en dos 
secciones^ la primera comprende los De- 
partamentos de Monlevideo y Canelones; la 
segunda todos los demás de la República. 
Los Jueces de lo Civil y del Crimen de la 
1. ^ Sección, conocen en todas las causas 
pertenecientes á esta, y del mismo modo 
los de la segunda. — Igual procedimiento se 
observa en cuanto á los juicios de intestados 
y de hacienda. 

El Juez latrado de Comercio, es uno en 
todo el Estado. Conoce en primera instan- 
cia en todas las causas mercantiles corres- 
pondientes al Departamento do Montevideo; 
y en grado de apelación en las de los Depar- 
tamentos de campaña en que conocen los 
Alcaldes Ordinarios. 

El nombramiento de los Jueces letra- 
dos compete al Tribunal de Justicia, asi co- 
mo el de los Escribanos eon quienes ac- 
túan (2). 

Para ser Juez letrado es necesario reu- 
nir las condiciones siguientes 1 . "^ Ciu- 
dadanía natural ó legal: 2. ® Haber egerci- 
do la abogacía durante dos años (3). 

Algunos de los Juzgados letrados, se 
hallan á cargo de personas que no reúnen 
las condiciones proscriptas, por la imposi- 
bilidad de encontrar abogados que se ha- 
llen dentro de ellas, que adhieran á admi- 
tir estos cargos, asi por lo diminuto del 
sueldo que les está asignado, como por la 
frecuente irregularidad de su pago. Por es- 



(1) Art. 99 del Rcglainento de Adminislraciun de 
Jutilicia de 10 de Aguato de 1829. 

(2) Uy de I.® do Abril de 18.i9. 

(3) ArU lOGdc \-d CutidlituciuiL 



tas razones se halla también en suspenso lo 
preceptuado por el art. 105 de la Constitu- 
ción, el cual dispone que haya Jueces le- 
trados de primera instancia en los Departa- 
mentos. 

El nombramiento de graduados ó inteli- 
gentes á falta de abogados, está autorizado 
en cuanto a los Jueces de lo Civil, por la 
ley de 44 de Junio de 4837. 

Todo Juez letrado puede ser recusado 
por las mismas causas que en su caso bas- 
taiian para tacharle como testigo (4) De las 
recusaciones de los Jueces debe conocer un 
miembro del Tribunal Superior. Véase Juez 
de recusaciones. 



JUECES SORTEADOS. — SonJuccossor 
teados, los llamados al desempeño de este 
cargo por designación de la suerte. 

Este acto tiene lugar en los casos si- 
guientes: — 4. '^ Cuando hay que íntegar el 
Tribunal Superior de Justicia, sea por im* 
pedimento de alguno de sus miembros, ó 
sea para conocer de los recursos autoriza- 
dos por la ley: 2. ® Cuando hay que for- 
mar el Tribunal de Jurados en las causas 
criminales, en cualquiera ds sus instancias: 
3. ^ Cuando debe constituirse el Tribunal 
que conoce en los juicios sobre abusos de 
la libertad de la prensa; — Véase Juicio de 
imprenta. 

El sorteo debe hacerse públicamente y 
en los juicios entre partes, con citación de 
estas. Los Jueces sorteados pueden ser 
recusados por cualquiera de las partes en el 
acto del sorteo, sin expresión de causa, has- 
ta el número de tres — Fuera de ese acto, 
deben esprasar causa legal jnstificada para 
la recusación (2) 

En los juicios de imprenta, cada una de 
las partes puede recusar libremente hasta 



(1) Art. 43 de la Iry de 9 de Ma}0 de ISóC. 

(2) Acuordo del Tribunal de Justicia de 31 de 31a- 
>ade 1H6S. 
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caalro Jueces, á mas de los que resulten 
con impedimento legal, de cuyas recusacio- 
nes conoce el Juez del Crimen que preside 
el acto. (1) 

Son también designados por sorteo, los 
ciudadanos que deben componer las mesas 
primarias de elecciones de Representante», 
de colegios electorales y de Senadores, y de 
las Juntas Económico Administrativas, cuyo 
sorteo es público en los ^Juzgados de Paz 
respectivos — ^Véase Elecciones. 

juBcso ns ■•CHAS. — ^Véase Bochas. — 

JVBC80S PROHIBIDOS. — Es prohibido 
todo juego de azar ó de invite. 

Los dueños de establecimientos donde se 
permitan dichos juegos, quedan sugetos al 
pago de una multa, desde cincuenta, hasta 
quinientos pesos, según su clase. 

El producto de estas multas, es deslina- 
do á la conservación y reparación de lasvias 
públicas. 

El Gefe Politice del Departamento, es- 
tá facultado para penetrar en todas aquellas 
casas que juzgue sospechosas, previo el alla- 
namiento, en la forma requerida por la Cons- 
titución. — ^Véase Allanamiento. 

Esta disposición es extensiva á todos los 
Departamentos de la República (2). 

jueaE. — La persona puesta por autori- 
dad pública para administrarjuslicia. 

El nombramiento de los Jueces letrados 
compete al Tribunal Superior de Justi- 
cia. El ejercicio de sus funciones es perma- 
nente, mientras observen buena comporta- 
cion. Su destitución, asi como la de los 
miembros y empleados del Poder Judicial, 
solo puede tener lugar con causa probada 
por los trámites, y con los recursos estable- 
cidos por las leyes. 



(1) Ley de 17 do Jimio de 1830. 

(2) DcerolD de 28 de Agosto dfí185t, y edtclo de 
Polliia de 32 de Novieiabrc de 183S Art. 3 ® . 



El conocimiento de las causas que se in- 
tenten con este objeto, con*esponde al Juez 
del Crimen. 

En las causas de la misma naturaleza, 
seguidas contra algún miembro del Superior 
Tribunal de Justicia debe conocer el mismo 
Tribunal, integrado en la forma prevenida 
para los recursos de segunda apelación, con 
recursos para ointe el mismo, integrado en 
la forma determinada para ios recursos de 
nulidad é injusticia notoria. — Véase Tribítr- 
nal extraordinario de ntUidad i injuslicia 
notoria. 

Al Ministerio Fiscal in :umbe promover 
las acciones sobre destitución de Jueces (i). 

En los Tribunales colegiados, está abo- 
lido el juramento de secreto sobre el acuer- 
do (2). - 

Los Jueees delen pronunciar las senten- 
cias interlocutorias dentro de veinte dias, y 
de cuarenta las definitivas. La falta de cum- 
plimiento de esta disposición, es suficiente 
causa para recusarles, cuando resultasen 
causantes de la demora. (3) En el mismo 
deber están los Asesores. 

Todo Juez es responsable ante la ley, de 
la mas pequeña agresión contra los derechos 
de los ciudadanos, asi como por separarse 
del orden de proceder que ella^cstablece (4). 

JUE2 DE DISENSO. — Véaso 'jÍuícío de 
disenso. 

JUEZ Dis€OBDE. — El quo SO halla en 
los Tribunales colegiados, en desacuerdo 
con los demás, en cuanto á la sentencia. 



(1) Ley de 15 de Julio de 1830. 

(?) Art. 42 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 

(3) Art. 71 de la ley de O de Mayo de 48SG No es- 
tán determinados los ratos en que deba reputarlo al 
Jucs, causante de la demora, para que exigía la cau- 
sa legal de recusación» ni los nidios de prueba que 
hayan de adoptarse, para acreditar la demora volun- 
taria de i>artc del Juez. 

[\) Art. Il€ de la GvDj>iitui-íou. 
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Los que estuvieren disconrormes con el 
voto de la mayoría, pueden agregar á su 
finna la palabra discorfle. (1) 

JL'EZ DE ALZJLD.ts. — El que conocía 
en grado de apelación, de los juicios segui- 
dos en el inferior. 

El Juzgado de alzadas existia únicamen- 
te, para conocer en segunda instancia, en 
las causas que se seguían ante el extingui- 
do Tribunal de Consulado. Desempeñaba es- 
te cai*go, uno de los miembros del Tríbnnal 
Superior de Justicia, elegido por el mismo 
Tribunal cada dos años. El Juez de alzadas, 
formaba Tribunal con dos colegas sacados 
á la suerte, de la lista de comerciantes que 
el Tribunal de Consulado formaba cada tres 
años. (2) 

Pero, el Tribunal Consular, y con él, el 
Juzgado de Alzadas, fueron suprimidos, y 
creado de nuevo el Juzgado Letrado de co- 
mercio, de cuyos juicios conoce en grado 
de apelación, el Tribunal Superior de jus- 
ticia, en la forma determinada para los de- 
mas (3) — Véase Juez Letrado de Comer- 
cío. 

jiTEZDG RBctJftAcioKEs, — EIMínístro 
del Tribunal Superior, que conoce ' de las 
recusaciones de los Jueces inferiores. 

El Tribunal nombra mensualmente uno 
de sus miembros, á qnien incumbe el co- 
nocimiento y resolución de los artículos de 
esta naturaleza, con sugecion al espíritu del 
art. 27 del Reglamento de Administración 
de Justicia de 10 de Agosto de 1829. — 
Véase Rectisacion. 

JUEZ ECLESIÁSTICO. — El que ejerce 
la jurisdicción eclesiástica. 

En la Capital, los Jueces Eclesiásticos, 

(t) Art. 42de la ley de 9 de Mayo de I85C. 

(2) Iteglamento proTUorio da Administracioii de 
JttstiiU de 10 de Agosto de 1829 Cap. 8.^ 

(a) Docr.'to de n de Mayod* U4ft. 



son: en primera instancia, el Provisor ge* 
neral: en segunda instancia, el Cura Rector 
de la Iglesia Matriz asociado á dos Eclesiás- 
ticos sacados á la suerte, de una lista de 
seis, que debe nombrarse anualmente por el 
Gobierno, de acuerdo con el Vicario Apos- 
tólico : y en tercera instancia, el Vicaria 
Apostólico, asociado también á dos ecle- 
siásticos, sorteados de la misma lista. 

Los Jueces Eclesiásticos no son recusa- 
bles sino con causa legitima y probada, de 
que conocerán método verbal, breve y 
sumariamente, el Tribunal de tercera ins- 
tancia; y cuando el recusado ó recusados 
fuesen miembros de él, conocerán de la re- 
cusación tos que quedasen expeditos. 

Los Eclesiásticos de la lista de Conjue- 
ees, deben suplir á los miembros del Tri- 
bunal de 2 "* y de 3 *^ instancia, en los ca-- 
sos de impedimento legal ó de recusacim 
justificada. Cuando el recusado ó impedida 
fuese el Juez de primera instancia, debe 
nombrársele un acompañado', conforme á 
derecho. 

En los juicios de primera instancia actúa 
el Notaiio Eclesiástico: — en los demás, los 
Escribanos que elijan los Tribunales respec* 
tivos. (1) 

JUEZ LETRADO DE LO CIVIL. El qUC 

conoce en primei* grado, ó en grado de 
apelación de las causas civiles de su juris- 
dicción. 

El Juez letrado de lo Civil, conoce en 
primera instancia, en las causas en que se 
gestione algo, cuyo valor esceda de tres mil 
pesos, y ademas en las que suban en apela- 
ción, de los Alcaldes Ordinarios. 

Conoce ademas en las de intestados y de 
hacienda. 
La jurisdicción teiritorial de cada Juez 



(I) Decreto de 12 de Agosto de 1835, autorizado por 
la ley de 4 de lulio del niáino año. 
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de lo Civil, no se extiende mas allá de su 
sección respecliva. — \é^se Jueces letrados. 
Juez, 

El procediinienlo en los juicios ordina- 
rios ante el Juzgado de lo Civil, es el esta- 
blecido por la legislación Española. En el 
juicio ejecutivo se han introducido modifica- 
ciones tendentes á abreviar las formas. — 
Véase Juicio ejecutivo. 

JUEZIiBTR.lDOBE GOJIERCIO. El 

que conoce de los juicios entre personas del 
gremio del comercio, y sobre asuntos mer- 
cantiles. 

Disuello el Tribunal de Consulado, por 
Decreto de 22 de Mayo do 1858, el ceno- 
cimiento de las causas de comercio quedó 
sometido al Juez letrado de este nombre, y 
la administración de justicia en las causas 
mercantiles, uniformada á la administración 
común. — Asi pues, pertenecen á la jurisdic- 
ción del Juzgado de comercio, todos los 
asuntos, actos y personas, declaradas mer- 
cantiles por las leyes del Pais. 

El Juez de comercio tiene la facultad de 
asociarse, cuando lo juzgue conveniente, y 
con conocimiento de las partes, á dos co- 
merciantes, para el solo objeto de oir su dic- 
tamen consultivo, en aquellas causas cuya 
resolución requiera conocimientos prácticos 
del comercio. 

Las Ordenanzas de Bilbao y las leyes re- 
lativas á las causas mercantiles, están en 
vigencia en los juicios de esta naturaleza (1). 

Suscitándose sin embargo, dudas so- 
bre el procedimiento que debiera observar- 
se en las causas de comercio, desde que su 
conocimiento quedaba cometido á un Juez 
de derecho, el Tribunal de Justicia some- 
tió el punto á la consideración del Cuerpo 
Legislativo, para que se sirviese dictar una 



(I) Decreto du 7 ¿e Diiit-mbre de 183¿. 



resolución que lo determinase: pero habien- 
do quedado esto en suspenso, el Juzgado 
letrado de Connercio, se rige por las dispo- 
siciones de las Ordenanzas, lo cual está en 
armenia con lo mandado por el art. 5 ^ 
del Decreto de 7 de Diciembre de 1838, 
que declara vigentes dichas Ordenanzas. 

• 

Restablecido el Juzgado de Comercio,que- 
dó disuelto también, con el Tribunal Con- 
sular el Juzgado de alzadas; y los recursos 
ordinarios de las sentencias de aquel, son 
para ante el Tribunal Superior de Justicia. 
— ^Véase Jueces letrados. 

JUEZ LBTBAIIO DEL CBCHKTV. El 

que conoce de la prosecución de las cau- 
sas criminales y castigo de los delitos. 

Los Jaeces letrados del Crimen, cada 
uno en su sección respectiva, egercen ju- 
risdicción privativa en todo el territorio de 
la Repiiblica, con escepcion de las causas 
sobre injurias y heridas declaradas leves, 
cuyo conocimiento compete á los Alcaldes 
Ordinarios. 

Sus sentencias son públicas, formando 
Tribunal con cuatro Jurados, que deben 
sacarse á la suerte, de una lista de sesen- 
ta ciudadanos y vecinos, formada por el 
Gobierno anualmente. Constituido el Jura- 
do, y oida la lectura del proceso, este de- 
clara con presencia de los hechos que de él 
resulten, si están ó no prc^bados según su 
conciencia — Después de esta declaratoria 
que firma el Juez y los Jurados, dicta aquel 
su sentencia. 

Luego de concluido el sumario, se re- 
quiere hasta por tercera vez al acusado, pa- 
ra que nombre su defensor, y no verificán- 
dolo, el Juez lo nombra de oficio — Véase 
Juicio Criminal. 

En ningún caso podrá el Juez del Cri- 
men cometer el examen de los testigos, ni 
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de los reos, al Escribano, debiendo practi- 
car estas diligencias, por si mismo (i) 

Las sentencias definitivas del Juzgado del 
Crimen, deben elevarse en consulta al Tri- 
bunal Superior de Justicia, no pudiendo 
egecutarse, mientras no se haya llenado 
aquel requisito^prévio. 

El Tribunal, después de examinar si se 
lian llenado debidamente las formas subs- 
tanciales del juicio, devuelve los autos al 
inferior, con la resolución que corresponda. 

Cuando la sentencia es de muerte, pre- 
sidio, trabajos públicos, 6 destierro por 
mas de un ano, el defensor del encausado, 
siéndolo de oficio, debe forzosamente ape- 
lar de ella, dentro de los primeros cinco 
dias siguientes al de la última notificación 
de la devolución de los autos. (2) 

En cualquier estado de una causa eritm- 
nal de que no haya de resultar pena cor- 
poral ó infamante, se pondrá al acusado en 
libertad dando fianza con arreglo á la ley. 
Esta disposición es preceptiva, y el Juez 
debe llenarla de oficio (3) — Véase Jueces 
Lirados — Jueces. 

En las causas sobre abusos de la liber- 
tad de imprenta, la acusación debe hacerse 
ante el Juez del Crimen, para que proceda 
á constituir el Tribunal de Jurados que de- 
be conocer del delito denunciado, aerifica- 
do lo cual terminan sus funciones — Véase 
Juicio de Imprenta. 

JUEZ LETRADO DE ■ACIETVDA. El 

que ejerce juii^diccion en los asuntos en que 
median intereses del Fisco. 

El Juzgado de Hacienda establecido por 
decreto de 6 de Diciembre de 1838, fuesu- 



{{) RegTamerto d(> Admli.UtracioQ de Juslíi'ia ¿e 10 
de Aguüto de 18/»9. (<ap. 6. ^ 

(2) Acuerdo dtl Tribunal de Juslicia de 26 de Jimio 
de IS54. 

(3) Alt. lao di> la ConétitiKiun, y 56 d; la iey di' 9 
de Moyo de I8ó6. 



primido por el art. G ® de la ley do 6 de 
Julio de 4857, atribuyendo por el art.5 "^ 
de la misma, al Juzgado de lo Civil, el co- 
nocimiento de las causas de Hacienda perte- 
necientes á cada sección respectivamente. 

Al Juzgado de Hacienda compete el co- 
nocimiento de todos los juicios sobre denun- 
cias de campos, contratos de enfitensis, y 
demás que tengan relación con la hacienda 
publica. 

En todos los expedientes seguidos ante 
el Juzgado de Hacienda, debe precederse 
con audiencia del Fiscal de Gobierno y Ha- 
cienda, como defensor y representante de ios 
intereses del Fisco. 

Los recursos ordinarios de las sentencias 
del Juzgado de Haeienda, son para ante el 
Tribunal Superior de Justicia. 

Los impedimentos del Juez de Hacienda 
son suplidos por los demás Jueces de prime- 
ra instancia en la forma determinada por la 
ley. — ^Véase Jueces letrados — Jaez — ím- 
'pedimentos de Jueces. 

JVEZ LETBADO DE INTESTADOS. 

El que ejerce jurisdicción para conocer en los 
juicios sobre bienes de difuntos, muertos 
ab inteslato. 

El Juzgado de intestados es desempeña- 
do por el Juez de lo Civil, de la sección 
respectiva. 

En los casos de muerte intestada de cual- 
quier Exlrangero, residente en el Pais, que 
corresponda á Naciones amigas, que no te- 
niendo tratados celebrados con la Repúbli- 
ca, tengan sin embargo. Agentes Consulares 
acreditados en ella, el Juez de Intestados, 
luego que reciba noticia del suceso, debe 
hacerlo saber al Cónsul de la Nación á que 
perteneciese el individuo que hubiese falle- 
cido, y proceder con su asistencia, ó la de 
quien le represente, á formalizar el inventa- 
río de los bienes fincados, su depósito,, y 
venta de aquellos que fuesen susceptibles 
de deterioro. 

21 
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Llamará por edictos á los herederos, fi- 
jando los términos necesarios para su com- 
parecencia, previo nombramiento de Defen- 
sor de oGcio de dichos bienes, al cual dará 
audiencia en el juicio asi como al Fiscal de 
Gobierno y Hacienda, por lo relativo al cobro 
de los derechos fiscales. 

El Juez de Intestados debe conocer tam- 
bién y resolver en las demandas 6 inciden- 
tes que se promuevan sobre bienes de in- 
testados, con audiencia del Defensor, li- 
brando en su caso, tas ¿rdenes que corres- 
pondan, contra el depositario de ellos. 

Los herederos de dichos bienes dealro 
del décimo ^ado, 6 sus apoderados legiti- 
mamenle constituidos, deben acreditar su 
calidad de tales con arroto á derecho, pai a 
obtener la posesión hereditaria. Cuando pa- 
sados dos años, no se hubiese acreditado la 
existencia de herederos, el Juez debe dar 
cuenta al Gobierno, para los efectos que 
correspondan, en vista de la ausencia com- 
pleta de aquellos. 

En los casos en que el fallecido se ha- 
llase en parage donde no pueda el Juez de 
Intestados practicar personalmente las dili- 
gencias de inventario y demás, expedirá sus 
órdenes al Jaez del distrito, avisándolo 
igualmente al Cónsul respectivo, psnra que 
por su parte nombre la persona que haya de 
intervenir en aquellas diligencias, ordenan- 
do el depósito tan luego como lo permitan 
las circunstancias del caso. 

Los gastos y costos de los juicios de in- 
testados, deben cubrirse con el producto de 
los mismos bienes. 

Las disposiciones de la ley 12. tit. 8. ^ 
fíb. 5, ^ de la R. C. están espresamente 
declaradas en vigencia. (1) 

Eki consecuencia, pertenecen al Fisco los 
bienes de los intestados que fallecieren sin 



(I) Loydel3deju.íodelS37. 



dejar parientes que deban heredarlos legal- 
mente. 

Los depósitos de bienes de intestados, no 
están comprendidos en las disposiciones ge- 
nerales sobre depósitos, y deben hacerse en 
persona respetable, con intervención del 
Cónsul ó Agente Consular de la Nación del 
intestado. — ^Véase Depósito Judicial. 

jucz ORDiNABio. — Néas^Alcaldc Or- 
dinario . 

JUEZ sEnAWERo. — Uuo dc los Minis- 
tros del Tribunal Superior de Justicia nom- 
brado cada semana, al cual incumbe el cai^o 
de presidir los sorteos de Conjueces, regular 
los honorarios de estos, firmar autos de 
trámite, y otras funciones semejantes. 

JUICIO. — La controversia y decisión le- 
gitima de una causa ante Juez competente. 

No puede entablarse ningún juicio civil 
ni de injurias sin haber llenado previamente 
el requisito de la conciliación. — Véase De- 
manda — Juicio de conciliación. 

JUICIO ci¥iL. — Véase Jtiez letrado de 
lo civil. 

JUICIO CRIMINAL. — El que tiene por 
objeto la averiguación y castigo de los de- 
litos. 

La autoridad de PoKcia, luego de apre- 
hendido un delincuente, debe remitirlo con 
la correspondiente información sumaria del 
hecho, al Juez del Crimen de la respectiva 
sección, acompañando á dicho sumario, el 
cuerpo del delito, si lo hubiese, el informe 
sobre el reconocimiento facultativo, que de- 
be mandarse practicar inmediatamente por 
el médico de Policia, y todos aquellos datos 
y antecedentes que puedan concurrir á la 
averiguación de los hechos. 

El Juez, después de formalizado el su- 
mario con arreglo á derecho, tomada la 
confesión al acusado, y nombrádole defen- 
sor de oficio, caso que aquel no lo nombra 
se; Y después de requerido hasta por ter- 
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cera vez para que lo haga, procede al plc- 
nario, observando las fonnas ordinarias del 
juicio, con audiencia del Fiscal del Crimen 
o de parte, en su caso. — 

Conclusa la causa,y llenadas todas las for- 
mas del plenario, el Juez debe reunir antes 
de definitiva, ei Jurado encargado de clasi- 
ficar los hechos, y expedir su declaratoria 
sobre ellos, — Véase Jurados. 

La declaración indagatoria del preso debe 
tomársele necesariamente, dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a su pri- 
sión; procediendo en seguida al sumario, 
concluido el cual ningún preso debe perma- 
Bccer incomunicado. (1) 

El sumario debe quedar concluido den- 
tro de ocho días, á fin de que la incomuni- 
cación del preso, nunca pase . de este tér- 
mino. (2) 

Concluido el sumario, y entablada la 
acusación, si en esta se pidiese la imposi- 
ción de una pena correccional, el Juez fa- 
llará en juicio vejbal con audiencia del acu- 
sador, y del acusado y su defensor. (3). 

Cuando hubiesen de imponerse penas cor- 
reccionales, estas deben reducirse á la de 
multa, desde cuatro hasta cincuenta pesos, 
prisión 6 trabajos públicos, desde cuatro 
dias hasta tres meses, (i) 

Están abolidas en las causas criminales, 
asi el juramento de los acusados, como la 
promesa de decir verdad. (5) 

Sentenciada la causa en definitiva, debe 
subirse en consulta á la Exma Cámara de 
Justicia, para que resuelva con su aproba- 
ción ó desaprobación en Cuanto á las for- 
mas del procedimiento, no corriendo térmi- 



(1) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 12 de Abril 
de 1SJ2. 

(2) Acuerdo del mismo, de 13 de Mayo de 1823. 

(3) Art. 79 de la ley de 9 de Ma>o de 1S.«G. 
{\) \vU 80 de la miitma ley. 

{h) Art. 81 de la niisma ley. 



no para apelar, hasta que vuelvan los au* 
tos, y se haga saber a las parles. 

Todo juicio criminal debe empezar por 
acusación de parle, ó del Ministerio pábii- 
co. Están abolidas las pesqaizas secre- 
tas (I). 

Ninguna causa criminal puede seguirse 
en rebeldía. (2) 

Tampoco puede ninguna causa, de cual- 

Juiera naturaleza que fuere, juzgarse fuera 
el territorio de la Kepública. Son prohi- 
bidos los juicios por comisión. (3) 

JUICIO DE co^ciLiAcioiv. — Acto pró- 
vio á todo juicio civil ó de injurias, que de- 
be tener lugar ante un Juez de Paz. 

No puede entablarse ningún juicio civil ó 
de injurias, sin qne el demandante acom- 
pañe el testimonio de acta del juicio de con- 
ciliación. (4) 

Como sucede muy fi-ecuenlemente que 
la parte demandada no concurre á la conci- 
liación, y noespeAiitido compeleria á ello, 
basta acreditar con el respectivo testimonio 
de acta, la citación hecha hasta por tercera 
vez, y su desobediencia, para que se haya 
por llenado el requisito del juicio previo de 
conciliación, y se admita la demanda por el 
Juez de la causa. 

Cuando el demandado concurre á la con- 
ciliación, el Juez de Paz, después de oidas 
ambas partes, les propone los medios qué le 
dicte su prudencia para conciliarios y evi- 
tar el pleito, que es el objeto de este acto. 
Si llegan á avenirse, se labra acta, en 
que consten las condiciones de lá concilia- 
ción, la cual se asienta en el libro compe- ' 



(1) Art. H'>dela Con«ititucion. 

(2) Art. 112 de la Constitución. 

(8 Arts. ICO y I JO de la Constitución. 

(i) Art t6 de la ley de 26 de Enero da 1827— art. 
lo7 de la Consliuiclon, \ acuer^oa del Superi«»r Trilm- 
nal de 4ii?lUia de 4 de' NoNÍciíibre do 1837 y lidtt: 
Abril de 184?. 
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tente, firmándola el Juez, con los interesa- 
dos, y dos testigos con quienes actúa a bU 
ta de Escribano. 

No lográndose el avenimiento, se extiende 
del mismo modo acta, firmada por los mis- 
mos, de la cual toma testimonio el actor, 
para acreditar ante el Juzgado que haya de 
conocer de la causa, haber llenado el requi- 
sito de la conciliación, cuyo testimonio debe 
acompañarse con la demanda. 

No puede darse curso por los Jueces 6 
Tribunales á ninguna demanda, sin cons- 
tancia del juicio previo de conciliación. — El 
Escribano actuario debe anotar en la cará- 
tula de los autos, haberse llenado aquella 
formalidad, y la foja donde esto obre, ó bien 
espresar no haberse cumplido, para que 
provea mandándola llenar, y apercibiendo 
á los que resulten culpables de su inobser- 
vancia (i). 

En los juicios que porcia suma que se 
litigue ó por otras caucas, competan á la 
jurisdicción de los Jueces de Paz, la conci- 
liación debe tener lugar ante ellos mismos, 
y no lográndose, debe principiar acto conti- 
nuo la cansa. En los que hayan de seguirse 
ante Jueces superiores, puede tener lugar 
aquel acto ante cualquiera Juez de Paz. — 
Véase Jurisdicción. 

Es deber de los Jueces de paz hacer uso 
de todos los medios de equidad y de conven- 
cimiento que puedan concurrir á conciliar á 
las partes, con el fin de evitar los pleitos, 
que es como se ha dicho, el objeto es- 
clusivo del Juicio de conciliación. En conso- 
nancia con esto, está mandado que observen 
rigorosamente aquel deber, para que este 
acto utilisimo, no se convierta en una mera 
formalidad onerosa á las partes; todo lo cual. 



(i) Acuerdo del Tribunal Superior de Juatii ia de i 
de N'o\teinb.e de i8:]7. 



debe hacerse constar en el acta respec- 
tiva (1). 

Cuando alguna de las parles concurra al 
juicio de conciliación por medio de apode- 
rada, con poder bastante, no es necesario 
que tenga cláusula especial para asistir á él 
quedando los mandatarios responsables á las 
obligaciones que contraigan (2). 

En los interdictos y juicios sumarios do 
posesión, no se requiere el juicio de codcí- 
íiacion (3). 

JUICIO ECLESIÁSTICO. — Véase Jti^^- 
Eclesiástico, 

JUICIO BB MSBiKso. — El quo tiene por 
objeto obtener autorización judicial para con- 
traer matrimonio, cuando es negado el con- 
sentimiento de los padres. 

El conocimiento de los juicios de disenso 
compete al Pi-esidcnte del Superior Tri- 
bunal de Justicia, procediendo en método 
verbal, y con la reserva y prudencia que 
ellos demandan por su naturaleza. 

JUICIO BE IMPRENTA. — El que tiene 
por objeto la clasificación y castigo, de los 
delitos sobre abusos de la libertad de la 
prensa. 

Es enteramente libre la comunicación de 
los pensamientos por la prensa en toda ma- 
teria, sin necesidad de previa censura, que- 
dando responsable el autor, ó en su caso , el 
impresor por los abusos que se cometie- 
ren (4). 

Los abusos de la libertad de imprenta 
pueden ser contra la Sociedad, ó contra los 
particulares. En el primer caso, la acusación 
corresponde al Fiscal del Crimen: en el se- 
gundo, á la parle ofendida. 



(1) Acuerdo del Tribunal de JuBticla de 12 de Abril 
de 184?. 

(2) Att.3. ® de In \vy de IS de Julio de mH. 

{'\) Art. Iftdel ReulaUKntode ÍOi Jueces do P«z.d* 
30 de Enero de IS'¿7. 

(I) Art. \\\ d' Id «.uiuHtueion. 
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Se abusa contra la sociedad: i ^ Ata- 
c-ando los dogmas de la Santa Religión: 2 ^ 
Atacando la moral pública y las buenas cos- 
tumbres: 3 ® Incitando á la rebelión, ó pro- 
vocando la anarquía. 

Se abusa contra los particulares: 1 ® Di- 
famándolos; publicando sus vicios ó defectos 
privados que no son del resorte de la auto- 
ridad pública: 2 ^ Injuriándoles con notas 
ó alusiones ofensivas al honor ó á la reputa- 
ción: 3 ^ Calumniándoles, ó imputándoles 
crímenes falsos (1). 

Se abusa también de la libertad de im- 
prenta, atacandojinjuriando ó denigrando con 
palabras ó conceptos ofensivos, á los Gobier- 
nos con quienes la República conserva re- 
laciones de buena amistad, ó tomando parte 
en sus cuestiones de política interna, cuando 
se halle perturbada la paz entre sus habi- 
tantes (2). 

Toda publicación por la prensa debe lle- 
var al pié el nombre de su autor (3); y en 
caso de no ser conocido, ó no encontrándo- 
sele, debe responder el editor 6 impresor. 

El conocimiento y castigo de la causas de 
imprenta, corresponde esclusiva y privativa- 
mente, á un Jurí 6 Tribunal popular com- 
puesto de Ciudadanos, sacados a la suerte 
de una lista de sesenta, que cada dos años 
deben formar las Juntas Económico Admi- 
nistrativas en las Ciudades ó pueblos donde 
se haga uso de la prensa. 

Para ser jurado se requiere: 1 "^ Ciuda- 
danía en ejercicio: 2 ® Veinticinco años 
cumplidos de edad. 

El cai^o de jurado es gratuito y obliga- 
torio, á no ser que exista causa legal de es- 
cusacion, tal como la de haber desempeñado 
el cargo durante los dos años anteriores, ú 



(1) Ley de 3 de Julio de 1829. 

(2) Uy de H^de Juliu de 1854. 

(3) Art. I ^ de la míéma ley.--CsU dUpos'.cion do 
et obfitrT.iüH rn lii practica. 



otra que sea bastante. — I^ escusacion debe 
presentarse ante la Junta Económica. 

La acusación de todo delito de imprenta 
debe hacei*se, por escrito ó de palabra, ante 
el Juez Letrado del Crimen de la i , ^ sec- 
ción en la capital, y fuera de ella ante el 
Alcalde Ordinario. 

Hecha la acusación, el Juez debe hacer 
comparecer inmediatamente al impresor á 
un lugar público — presentes el acusador y 
el impresor, si este se negase á declarar el 
autor del escrito acusado, caso de no estar 
firmado; y si lo declarase, ó el escrito e^ 
tuviese firmado, el autor mismo, se sortea- 
rán siete jurados de la lista que se ha indi- 
cado, lo cual se verificará á presencia de 
ambos — Las partes tienen el derecho de 
recusar libremente hasta cuatro,sin perjuicio 
de los que resulten con impedimento legal; 
de cuyo incidente conocerá y resolverá el 
Juez del Crimen, ó el Alcalde en su caso, 
procediéodose en ambos casos á nuevo sor- 
teo de los que falten hasta integrar el nú- 
mero. (1) 

Integrado el juri; citados los jurados in- 
mediatamente, y prestado el juramento de 
derecho ante el Juez del Crimen ó Alcalde, 
se retira este, quedando el Escribano del 
Juzgado para sentar constancia de todo lo 
que se actuase. 

Constituido el juri, y nombrado Presi- 
dente de él, á votación del mismo, procede 
á oir en juicio verbal y público, la acusación 
y la contestación del acusado, declarando ac- 
to continuo, á pluralidad absoluta, previa 
conferencia privada, si ha ó nó lugar á la 
formación de causa. 

De esta sentencia no hay recurso alguno, 
y dictada queda disuelto el juri, sea que se 
haga ó nó lugar á la formación de causa. 

En el primer caso, el Juez del Crimen 



iOL^v de i7 deJLlío de 1830. 
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debe mandar secuestrar todos los ejempla- 
res de la obra ó papel acusado, inmediata- 
mente después de la sentencia, exigiendo al 
impresor ci nombre del autor, si aun no se 
hubiese presentado, á quien hará citar con 
el acusador para dentro de cuarenta y ocho 
horas á mas tardar, convocando al público 
por edictos. 

No pueden las partes escusarse de com- 
parecer el dia y hora señalados, l)ajo pena 
de que, si faltase el acusador, se le habrá 
por separado de la acción intentada, y si el 
acusado, responderá el impresor. 

Verificado esto, se procede al sorteo de 
otros siete jurados, en la misma forma, y 
con los mismos derechos de parte del acusa- 
dor y el acusado, prevenidos para el primer 
jurí ó sea el de calificación. 

Constituido el nuevo juri, y presentes 
las partes, ' se lee por el Escribano, en 
acto público el proceso, y en seguida se 
procede al juicio verbal, oyéndose por su or- 
den al acusador y al acusado. En este jui- 
cio pueden ambos producir las pruebas que 
les convengan, haciendo leer por el Escriba- 
no las que consistan en documentos, y exa- 
minándose los testigos que presentaren. Es 
permitido á las partes redargüirlos; pero 
sin interrumpirles la absolución de las pre- 
guntas. 

Concluidas las pruebas, tienen derecho á 
hablar una vez cada una de las partes, para 
al^ar sobre el mérito de las que hubiese 
producido; y sin mas dilación, á pluralidad 
absoluta de votos, después de conferencia 
privada, pronuncia el Jurí su sentencia, la 
cual después de firmada debe ser leida pú- 
blicamente. 

Si la sentencia fuese absolutoria, no ha- 
brá recurso alguno, y queda el juicio fene- 
cido. Si fuese condenatoria, el acusado pue- 
de pedir al Juez del Crimen dentro de 
veinticuatro horas, cite y emplace á for- 
mar un nuevo juri para ante el cual apela. 



El Juez sin otra formalidad que la de ins- 
peccionar si el recurso está dentro del tér- 
mino, debe citar á las partes para nuevo 
sorteo de nueve jurados, observando en to- 
do, las mismas formas que en los anterio- 
res. (4) 

En este juicio de segunda instancia, de- 
be observarse el mismo procedimiento que 
en el anterior: su fallo es inapelable, pa- 
sándose en consecuencia el expediente al 
Juez del Crimen, ó Alcalde Ordinario, en su 
caso, para la egecucion de la sentencia. 

Las pruebas en los juicios de imprenta, 
deben ser perentorias. 

Las querellas por difamación, injuria ó 
calumnia, y las acusaciones de crimenes que 
no puedan probarse con pruebas perentorias 
deben seguir la via ordinaria de los proce- 
sos criminales, ante las justicias competentes. 

Cuando el autor de un impreso acusado 
no compareciese, el impresor debe sufrir la 
pena en que aquel hubiese incurrido. 

Cuando se denunciasen crimenes en cuyo 
castigo se interese la sociedad, el denuncia- 
dor queda obligado á probar el hecho, y no 
verificándolo incurre en las penas de la ley. 

Las partes pueden asistir á los juicios de 
imprenta, acompañadas de defensores. 

Las penas de los delitos de imprenta, son 
las siguientes: 

El que abuse contra la sociedad, á mas 
de pagar las costas del juicio, puede ser 
privado de escribir durante un espacio de 
seis meses hasta dos años, ó condenado á 
prisión ó destierro, desde dos meses hasta 
un año, según la gravedad del delito á jui- 
cio del juri. 



(l)SÍii embargo de que este Tribunal de apelación es- 
tá Miprlmido por el art 12 de la ley de 17 do Julio de 
1S80, no lo está la facultad de apelar acordada al acu- 
aado por el art. 23 de la de 3 de Junio de 4829; y en 
algunos casos ocurrentes, se ba otorgado el rerorso en 
las senteDoias condenatorias, y eonétituido ei Tribunal 
de apelación, teniendo lugar el Juicio de segunda ins- 
tancia. 
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El que abuse contra los particulares, pa- 
gará también las costas, y puede ser con- 
denado á sufrir una multa, desde veinticin- 
co hasta trescientos pesos, aplicable á ob- 
jetos de enseñanza pública; ó á prisión ó 
destierro, desde quince dias hasta seis me- 
ses; con privación de escribir ó sin ella, sin 
perjuicio de la reparación de daños á que 
haya lugar (1). 

La pena pecuniaria con que se castigue al 
que abuse de la libertad de imprenta ata- 
cando á Gobiernos amigos, no puede bajar 
de mil pesos, ni pasar de cuatro mil. Las 
de prisión ó destierro en su caso, tendrán 
un minimun de seis meses, y un máximun 
de doce (2). 

Para remover las dudas que pudieran 
suscitarse, en cuanto al proceder que debe 
adoptarse para hacer efectivas las disposi- 
ciones que quedan citadas, está mandado 
que la designación de la parte que debe res- 
ponder en los juicios sobre abusos de la li- 
bertad de imprenta, corresponde al Juez del 
Crimen y no al juri encargado de juzgar el 
delito; y que para hacer la designación re- 
ferida, tratándose de la persona del autor del 
escrito acusado, no debe admitir otra prue- - 
ba que la de la confesión ó reconocimiento 
judicial de este, cuya prueba incumbe al 
impresor — últimamente, que en caso de no 
encontrarse al autor dentro de cuarenta y 
ocho horas, el inmediatamente responsable 
es el impresor, no debiendo en ningiin caso 
nombrarse defensor al ausente, por oponer- 
se á ello el art. 112 de la Constitución, que 
prohibe el juicio criminal en rebeldía (3). 

JUICIO BE INTESTADOS* — ^VéaSO JuCZ 

de intestados. 



(1) Ley de 3 de Janio do 1829. 

(2) Uy de U de Julio de 1864. 

(3) Acuerdo del Tribunal Superior de Juetick de 3 
de Septiembre de IS&7. 



JVICIO »B IWVEIVTAKIO T PAKTI- 

cioM. — El que tiene por objeto la división 
y adjudicación de bienes testamentarios en- 
tre los herederos. 

Los juicios de inventarío y partición, se 
siguen ante el Juez letrado de lo civil, 6 
ante el Alcalde Ordinario, el cual está 
facultado para conocer de ellos según el áit. 
10 del Reglamento de Administración da 
Justicia de 10 de Agosto de 1829. 

Es permitido á los herederos proceder 
extrajudicialmente, si lo solicitan, pera'con 
calidad de presentar los inventarios y parti- 
ciones en su caso, á la aprobación judicial. 

El inventarío de los bienes presentes de* 
be príncipiarse dentro de un mes del falleci- 
miento, y concluirse dentro de tres; — este 
plazo solo podrá extenderse cuando los bie- 
nes se hallen divididos en distintos luga- 
res (1). 

Debe darse audiencia en estos juicios al 
Fiscal de Hacienda, como representante de 
los intereses del Fisco en el cobro del im- 
puesto sobre herencias y. demás bienes tes- 
tamentaríos (2) 

Guando las úsaciones de los bienes sobre 
cuyo valor ha de regularse el impuesto, 
apareciesen diminutas, el Fiscal hará las 
gestiones que sean del caso. Guando se jus- 
tifique ocultación maliciosa de bienes que 
estén sugetos al pago del impuesto, los 
ocultadores quedan sujetos á pagar el du- 
plo. (3) 

JUICIO EJEGi^TiYo.' — ^Aqucl CU que un 
acreedor persigue á su deudor en . virtud de 
instrumento que trae aparejada ejecución. , 

Llenado el requisito de la conciliación, 
(Véase Juicio de conciliación) y puesta la 



■•-*- 



(1) Eeta dispOBlclotí de. Ja Ley, no' es* cumplida eo- 
munoieute, porque no basta el liempo determinado, 
para coBclutr los Juieloa de división y partición. 

(2) Ley de S3 de Abril de 1S56 y Art. 2. « del De- 
creto de 14 de Agoato de 1857. 

(^ Decreto de 3S de Mayo de 18-18. 
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demanda, el Juez debe librar inmediatameote 
mandamiento de embargo contra los bienes del 
deudor, cuyo mandamiento entregará al actor. 
El embargo se traba en bienes muebles; á falta 
de estos en raices; y no habiéndolos, en los 
créditos derechos y acciones del deudor, cu- 
yo orden dejará de observarse solamente en 
caso de especial hipoteca, ó mediando con- 
formidad entre el ejecutante y el ejecutado. 

Cuando se embargue una propiedad de 
aquellas cuyo dominio conste de títulos, el 
Escribano debe anotar el embargo en ellos; 
y no exibiendose estos, lo publicará por la 
prensa; lo que se hará constar en autos. 

Trabado el embargo, se cita al demandado 
para que oponga dentro de seis días las es- 
cepcíones que tuviere: si no las opusiese 
dentro de dicho termino, el Juez, á petición 
de parte sentenciará la causa de remate. 

Si las opusiese, se abrirá un término de 
prueba de veinte dias improrogables. Ven- 
cido este término el Escribano de la causa 
debe dar cuenta, agregando antes las pruebas 
que se hubiesen producido, ó poniendo cons- 
tancia de no haberlas; y el Juez debe sen- 
tenciar dentro de diez días, con arreglo á lo 
que resulte de autos, mandando alzar el em- 
bargo, ó pronunciando sentencia de remate. 

Solo son apelables en el juicio ejecutivo, 
el auto que no hace lugar al embaído, el que 
lo alza, y la sentencia de remate. 

Sentenciada la causa de remate, debet 
nombrar las partes tasadores, dentro de 
tercero día, y el Juez otro para el caso de 
discordia. Sí alguna de las partes omite el 
■ombramiento, «1 Juez debe hacerlo de 
oficio. 

La tasación no puede ser tachada sino 
por omisiones, y el auto que la aprobase ó 
corrígisese por tal motivo, es inapelable. 

Los tasadores deben expedirse dentro de 
veinte dias después de su aceptación, estan- 
do los bienes en el Departamento donde se 
siga el juicio; y en caso contrario, dentro 



de un termino prudencial que señalara el 
Juez. No expidiéndose en el término indi- 
cado, incurren en una multa de cincuenta 
pesos. 

Hecha y aprobada la tasación, tratándo- 
se de bienes raices debe señalarse día hora 
y lugar para lo venta en almoneda, con tér- 
mino de diez dias, hallándose los bienes en ei 
lugar del juicio, y con término prudencial en 
caso contrario, lo que se anunciará por los 
periódicos. 

Siendo bienes muebles, se venderán á 
martillo público, anunciándose también por 
la prensa, por el término de seis dias. 

La venta, en cualquiera de ambos casos 
no puede hacerse, sino por mas de las dos 
terceras partes de su tasación. 

Verificado el remate, el actuario debe li- 
quidar el haber del egecutante, y tasadas 
fos cos}as, honorarios, gastos de escritura y 
demás, el Juez libra por el importe contra 
el comprador. El saldo si lo hubiese, se 
entrega al egecutado, ó en caso de ausencia 
se deposita — Véase Depósito judieiaL 

Cumplidos los libramentos, se otorgan 
de oficio la correspondiente escritura de 
venta, siendo propiedad raíz, y siendo cosa 
mueble, se le dará, si lo pidiese, testimo- 
nio de la sentencia y cuenta del remata- 
dor (1). — Véase Tercería. 

En todo lo demás, se obrara el procedi- 
miento establecido por la legislación Espa- 
ñola. 

JVICM ftOmtf PKE8A9 MJUdTUIAS.— 

Véase Presas marítimas. 

JUNTA BE AOBICUIiTUmA É IK»I». 

TRIA* — Para promover los medios posibles 
de fomento, del comercio, de la agrícul- 
tura, del pastoreo y de la industria Nacional, 
fué creada una Junta de agricultura é in- 
dustria, bajo la dependencia del Ministeria 
de Gobierno. 



(I) Ley de 9 de Mayo do I8&S Gap. 2® . 



JIJ 



— 169 



ti tí 



Sus alribuciones eran, iniciar y poner en 
ejecución, con conocimiento y acuerdo del 
Gobierno, todo cuanto juzgase conducente 
á los objetos indicados. El personal de la 
Junta debia componerse de seis hacendados 
y seis comerciantes (i). 

Los trabajos y objetos de esta institución 
quedaron sin efecto, sin embargo de no ha- 
ber sido derogado el decreto de su crea- 
ción. 

JUNTA CO!Vi91XTIVA DK COUGIICIO Y 

HAciBNBA. — Institución creada para au- 
xiliar con sus luces y cooperación, las me- 
didas de gravedad é importancia que adop- 
te el Gobierno, pertenecientes al Departa- 
mento de Hacienda. 

Su3 atribuciones son: 1 ® Abrir opi- 
nión sobre todos los asuntos que el Mi- 
nisterio de Hacienda someta á su dictamen 
2. ^ Proponer al mismo, las medidas que 
juzgue convenientes para el fomento del 
comercio y de la industria, para el mejora- 
miento del sistema rentistico y aduanero del 
Pays, y para el del régimen y expediente de 
las Oficinas de Hacienda: 3® Aconsejar igua- 
les medidas con respecto á la organización 
y régimen del Cuerpo de Corredores, y de 
todos los demás agentes de comercio: 4. ^ 
Mantener la dirección oficial y consultiva 
de las Juntas de comercio, que se establez- 
can en los Departamentos del Estado en que 
sean necesarias, transmitiendo al Gobierno 
sus informes y peticiones, acompañajas do 
su diclamen. 

La Junta Consultiva de Comercio es nom- 
brada por el Gobierno, debiendo renovarse 
sus miembros por mitad cada año. — Sus 
servicios son gratuitos siendo de cuenta del 
Estado los gastos de secretaria y demás que 
sean necesarios (2). 



(1) Decreto de 10 de Febrero de IStO R. N. 

(2) Decreto de 3 de AbrU de I SCO. 



La Junta tiene reuniones periódicas, sin 
perjuicio de las extraordinarias que deman- 
den las exigencias del servicio. Es deber de 
todos sus miembros concurrir á unas y otras 
y guardar sigilo sóbrelas opiniones que se 
viertan en ellas. — Cuando un miembro fal- 
tase tres veces, sin manifestar el motivo 
por escrito, el Presidente de la Junta debe 
participarlo al Min isterio de Hacienda, pa- 
ra la resolución que corresponda. 

La Junta tiene un Presidente y un Vice 
Presidente que suple á aquel. 

Sus funciones son presidir las sesiones, 
fijarla votación, nombrar comisiones y de- 
mas inherentes al cargo. 

El Secretario es encargado del libro de 
actas, de la correspondencia, y de refrecdar 
la firma del Presidente. Es nombrado por 
la Junta á mayoría de votos y puede elegir- 
se de su seno ó fuera de él. 

La Junta resuelve los asuntos á su cargo 
eit una sola discusión, que es libre, á ma- 
yoría de votos. 

Las comisiones que se nombren para 
abrir dictamen, no pueden pasar de un miem- 
bro. 

Las demás disposiciones de orden inte- 
rior de la Junta, se hallan detenninadas en 
el Reglamento respectivo aprobado por de- 
creto del Gobierno de 1 2 de Mayo de 1 860, 
al cual se refieren las que quedan citadas. 

En el Salto existe también una Ju)ita 
Consultiva de Comercio y Hacienda, cuyo 
nombramiento fué aprobado por Decreto de 
9 de Mayo de 1860, la cual debe estar 
en relación con b de la Capital. 

JUIVTA DE CBÉDITO Pt BLICO. Por 

el art. i i del tratado sobre préstamo de sub- 
sidios, celebrado con el Imperio del Brasil 
el 12 de Octubre de 1851, fué estipulado 
que desde 1 . "^ de Enero siguiente, se de- 
clararía en liquidación toda la deuda de la 
República, que se nombraría para el efecto 

22 
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una Junta ile Crédito Público, compuesta 
de cinco miembros, de los cuales, ujio se- 
ria presentado por el Ministro Plenipoten- 
ciario del Brasil en la República, y que en 
los primeros seis meses del año, seria con- 
vertida la deuda, en tilulos de Deuda Pú- 
Mea consolidada. 

En tgecueion de estas estipulaciones, 
4ué creada la Junta de crédito público, con 
las atribuciones en ellas contenidas. (1) 

El monto de los documentos reconocidos 
por la Junta de Crédito Público, fué decla- 
rado deuda Nacional, mandando espedirse 
en su lugar titules de deuda consolidada^ 
con el interés de uno por ciento at año, des^ 
de 1. ® de Enero de 1855; dos por ciento 
desde igual fecha de 1858 y tres por cien- 
to desde la misma fecha de 1 86 1 (2). 

Liquidada la deuda general, y otorgados 
los títulos respectivos, llenados que fueron 
los medios de justificación establecidos por 
la ley, la Junta de crédito público terminó 
sus funciones, inutilizándose las planchas 
de emisión, y entregando sus libros, archi- 
vos y demás documentos a la Contaduría 
General, bajo de formal inventario (3)-Véa- 
se Deuda jníblica consolidada. 

JU^VTAS ECONéailCO-AmiIlNISTmATI- 

VAs. — En cada uno de los Departamentos 
de la República, hay una Junta Económico 
Administrativa, compuesta de siete miem*- 
bros, y en el de la Capital de nueve. 

El nombramiento de las Juntas Econó- 
micas, se hace por votación directa del 
^pueblo cada tres años, ocho dias después de 
la elección de Represeatantes. 

Para ser nombrado miembro de la Jun- 
ta E. Administrativa, se necesita ser ciuda- 
dano, y poseer una propiedad raiz en el De- 



( I ) Decreto de 20 de Mciembre de 1851 . 

{'1) Ujdt 3dc JiiliBde 1S54. 

(3) Decreto de 2& de Septiembre de IS58. 



partamcnlo de la elección. — Véase Eleceio^ 
nes de las Juntas Elconómico-AdministrO' 
tiras. 

No se hallan determinadas con bastante 
precisión las atribuciones de las Juntas Eco- 
nómicas, loque ha dado mérito alguna vez 
á dudas sobre competencia ó jurisdicción. 
Fueron creadas en su origen para reempla- 
zar en la parle municipal, á los antiguos 
Cabildos, y Consejos de Administración (1). 
Véase Cabildos, — Consejos de Adminis- 
íracion. 

Las principales atribuciones de las Jun- 
ta Económico Administrativas, son: 1 ^ 
Promover la agricultura, la prosperidad y las 
ventajas del" Departamento respectivo en to- 
dos sus ramos: 2 ^ Velar, asi sobre la 
educación primaria como sobre la conser- 
vación de los derechos individuales : 3 ^ 
Proponer al Cuerpo Legislativo ó al Go- 
bierno todas las mejoras que juzguen nece- 
sarias ó útiles: (2) A ^ Entender en las 
construcciones de puentes, valsas, canales, 
acueductos, y calzadas públicas, y en la re- 
caudación é inversión de sus productos: (3) 
5 ^ Entender del mismo modo, en la re- 
caudación Je los productos del impuesto de- 
partamental: (4) 6 ^ Dirigir y administrar 
los Cementerios públicos y sus accesorios, 
como carros fúnebres y todo lo concernien- 
te a su seryicio (5). 

Son fondos adscriptos á las Juntas Eco- 
nómicas, los productos del impuesto depar- 
mental, los de los ramos de peag<7, pontazgo 
y barcage y en los Departamentos de cam- 
paña, los del impuesto de alumbrado. La de 



(1) Art. fiS del Regí amento de AdmlaUt ración de 
Justicia de iO de Agosto de 1839. 

(2) Art. I2S déla Coiiátitucíon. 

(3) Ley de 4 de Junio de i855. 
(4j Ley de i4 de Julio d<) UM. 

(á) Dccrrto de 30 de Junio de (8¿t. 
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la Capital tiene adscríptas rentas especiales. 
— -Véase Junta E. Administrativa de la 
CapitaL 

Las (le ios Departamentos situados so- 
bre el Rio Negro y Uruguay, tienen el pro- 
ducto del corle de maderas que se haga 
en las Islas respectivas, — Véase Lnptiato 
sobre corte de montea. 

El cargo de miembro de las Juntas E. 
Administrativas, es puramente concejil y 
ratuito. 

Las Juntas deben foiuiar en sus Vespec- 
tivos depailamentos, cuando el uso de la 
imprenta lo exija, una lista de sesenta Ciu- 
dadanos residentes en su jurisdicción, de (a 
cual deben sorteai^se los Jurados que han 
de juzgar en los casos ocurrentes, los detitos 
sobre abusos de la libertad de imprenta (1), 
— ^Véase Juicio de imprenta. — Jurados. 

SUSTA ECOIVémCO AD.1Il^fSTIlATfV.% 

»e L.% CAPITAL. — Esta corporación, tiene 
ademas de las atribuciones conferidas á las 
de los Departamentos de campaña, otras que 
le están designadas por disposiciones espe- 
ciales. 

Le incumbe: 4 *^ . La Administración de 
las fuentes de aguada pública, y la recauda- 
ción de sus productos: (2) 2 "^ La Admi- 
nistración y dirección del Hospital de Cari- 
dad, en todos sus ramos: (3) 3 "^ . La ad- 
ministración de las loterías públicas, y la in- 
versión de sus productos, como propiedad 
del Hospital de Caridad (i) i"^ . La direc- 
ción de la Biblioteca pública, y del Museo 
Nacional y todas sus dependencias: (5) 5 "^ 
El ejercicio de las facultades que asumia la 
Comisión de salubridad pública (6). 



<f) Art. 2^ de U ley UeiT^eJiiUo <le 1830. 

(2) D( cnto de 1 ® de Abril de l8i-¿ 

(3) Decreto de 28 de Mayo de 1852. 
(i) Ley de 12 de Julio de 18;>G. 

{■i) D. critn (le 21 de Juii!o de 1858. 
(6) Üecteio di> 1~ üc St'ptit'mhre de i8«'i8. 



La Junta no puede en ningún caso, ena- 
genar porción alguna del terreno marcado en 
el plano respectivo para aguada pública, ni 
pennitir que por arrendamiento ú otra cau- 
sa, se levante habitación, aunque sea movi- 
ble, dentro del área demarcada, á menos que 
sea para el mejor servicio y administración 
del ramo. 

Si creyese conveniente arrendar las 
fuentes de aguada pública, lo hará en rema- 
te á la mejor postura, anunciándolo por los 
periódicos con ocho dias de anticipación, y 
previa fianza suficiente otorgada por el re- 
matador. El aiTendamienlo no puede pasar 
del termino de dos años! 

La Junta tiene Comisiones auxiliares 
nombradas por ella en el Cordón, la Union, 
la Aguada, el Miguelcte, el Pantanoso y el 
Cerro. 

Existen ademas Comisiones vecinales, 
presididas por miembros de la Junta. — 
Véase Juntas vecinales. 

Las principales rentas adscriptasála Jun- 
ta Económico Administrativa de la Capital, 
son ías siguientes: 1 *^ . El producto de las 
íoterias públicas: 2 ° El de las fuentes de 
aguada pública: 3 "^ El del impuesto de 
rodados: A"^ . El de los de peage, y pontaz- 
go: 5 *^ . El de los del' cementerio público: 
6 '^ El de tornaguias etc. 

Algunas de estas rentas están enagenadas 
en remate público: Sus productos se apli- 
can á mejoras locales, á la conservación del 
Hospital de Caridad y sus accesorios, ins- 
trucción pública, caminos cementerios y otros.. 
— Véase Hospital de Caridad. — Cemente- 
rio público. 

La Junta está ademas facultada — 1. ® 
Para tomar t:>das las medidas hijiénícas que 
juzgue convenientes; — 2. ^ Para mandar 
cegar todos los pantanos, depósitos de aguas 
permanentes ó estancadas en terrenos pú- 
blicos y parli(Milares que puedan ser noci- 
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vas á la salud pública— *3. ^ Para mandar 
construir bálbulas en las bocas de los caños 
maestros, determinando en las costas del 
mar, l.)s paragcs que hayan «le servir para 
el denamc de aguas ó materias insalubres; 
A. "^ Para reglamentar el servicio de las 
Juntas vecinales, relativamente al aseo y lim- 
pieza interior de las casas — 5. "^ Para de- 
signar el hgar en que hayan de arrojar su 
lastre los buques, y hacer efectiva la eje- 
cución de las medidas de Policía del Puer- 
to — 6. "^ Para designar los buques destina- 
dos á la carena de toda clase de embarca- 
ción — 7, ^ Para hacer efectiva la construc- 
ción de las veredas de la ciudad y la repa- 
ración de las salidas de la misma. — Últi- 
mamente, para adoptar todas aquellas me- 
didas en la Ciudad y en el Puerto, que ten- 
gan relación con la salubridad pública en 
general. (1) 

JU!VTA BE HIGIG^B Pt'BLlCl. Cor- 

poracion científica que cgerce jurisdicción 
en todo lo relativo á la higiene pública y á 
la medicina legal. 

Su pei*sonal se componía de cuatro miem- 
bros y hoy se compone de cinco profesores 
en medicina y en cirujia nombrados por el 
Gobierno, de cuyo seno se elige un Presiden- 
te y un Secretario. (2) 

Las atribuciones de la Junta de Higiene 
son: — 1 . ® Discutir y proponer al Gobier- 
no las medidas que considere necesarias pa- 
ra atender á la salud pública, conservar la 
pureza del aire, y prevenir la propagación 
.de cualquiera enfermedatl epidémica: — 2. ® 
Formar la estadística médica del Estado, 
con los materiales que el Gobierno le faci- 
lite— (Véase Estadística)—^, ^ Vigilar el 
aseo de los hospitales, cuarteles y cárceles : 
¿. "^ Velar sobre la conservación de la va- 



(I) Di'crrlo de 17 de S('p:ie:i)l>ri' de i85S. 
, ^2) Dccrtto de S de FL-brtrude iSííO. 



cuna en toda la República, adoplando en su 
caso, las medidas necesarias — 5. ® Visitar 
las boticas anualmente: — (Véase Boticas) 
6. ® Velar que no scegerzaramo alguno de 
la medicina ni de la farmacia, por individuos 
que no hayan presentado sus títulos, y ren- 
dido las pruebas que acrediten su suficien- 
cia — 7. ® Proponer al Gobierno los faculta- 
tivos que hayan de desempeñar el cai^o de 
médicos de Policía departamentales;— 8. "^ 
Adoptar las medidas necesarias para asega- 
rarse de la bondad de los alimentos y dro- 
gas medicinales que se importen del Exte- 
rior — 9. ® Evacuar las consultas que el 
Gobierno ó los Tribunales le hagan sobre 
medicina legal^ ó cualquiera otro punto de 
su instituto — 10. Admitirá examen á los 
que pretendan ejercer la medicina, cirujia 
y farmacia, con certificaciones a:itéiiticas de 
estudio y práctica, aprobándolos ó reproban- 
dolos, según corresponda: 11. Extender en 
caso de aprobación, el correspondiente 
diploma, firmado por todos los miembros de 
la Junta,«refrendado por el Secretario, y se- 
llado con el sello de la corporación: i 2. 
Ejercer jurisdicción sobre todo profesor en 
los ramos de medicina, cirujia -y farmacia, 
sin que pueda venderse sin su permiso por 
escrito, preparación secreta, especifico 6 
drogas, capaces de comprometer la salud 
pública: i 3. Suspender en el ejercicio de 
su profesión, á los médicos, cirujanos ó far- 
macéuticos, que dieren á ello mérito: 14. 
Suspender también en su caso, y autorizar, 
previas las competentes pruebas de idonei- 
dad, el ejercicio de partera», sangradores y 
dentistas. 

' Los deberes de la Junta de higiene pú- 
blica, son: — 1.^ Instruir al Gobierno de 
las medidas que tome para corregir los abu- 
sos: -^2. ® Publicar anualmente por la 
prensa la lista de los profesores habilitados 
en todos los ramos de la medicina y far- 
macia — 3. ® Proveer á todo aquello que 
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sea conducente al logro de los objetos que 
le conciernen por la naturaleza de su insti- 
tución. 

Los servicios de los miembros de la Jun- 
ta de higiene pública, son gratuitos, y de 
carácter permanente. (1) 

JUNTA DE S.4IVIDAD. — Gorporaciou á 
cuyo cargo se halla la vigilancia del Puerto 
para prevenir la introducción de cualquiera 
enfermedad conlajiosa. 

La Junta de sanidad se compone del Ca- 
pitán del Puerto como Presidente, del mé- 
dico de Sanidad, el Gefe de Policía, y el 
oficial 1 . "^ de la Capitanía del Puerto con 
el carácter de Secretario. 

Al Capitán del Puerto como Presidente 
de la Junta de Sanidad, compete: 1.® 
Mandar pasar las visitas sanitarias de las 
embarcaciones procedentes de ultramar, ó 
de algún puerto estrangero de cabos aden 
tro, en cuyo territorio existiese alguna en^ 
fermedad contagiosa: 2 ^ Alzar en oportu- 
nidad la cuarentena de los buques en virtud 
de resolución de la Junta; 3. ® Proveer en 
los casos urgentes, á las disposiciones pro- 
visorias que sean necesarias, dando cuenta 
inmediatamente á la Junta. 

El intérprete, los guardas sanitarios, y 
demás empleados del Resguardo, están á 
las órdenes de la Junta de sanidad en el 
servicio del ramo: la fuerza pública debe 
ponerse á su disposición, cuando la requie- 
ra páralos mismos objetos. 

Ningún buque de ultramar puede ser 
admitido á libre plática mientras las auto- 
ridades sanitarias no lo autorízen. La visi- 
ta sanitaria incumbe al médico de Sanidad, 
acompañado de un ayudante de la Capita- 
nía del Puerto, y del intérprete, si fuese ne- 
cesario. — ^Véase Visita Sanitaria. 



La Junta de Sanidad debe ordenar cuan- 
do sea necesario, según el estado de la tri- 
pulación, la procedencia del buque y su pa- 
tente, la cuarentena, en el modo y forma 
que lo demanden aquellas circunstancias. — 
Véase Cuarentena — Patentes de Sanidad. 

En Montevideo y Maldonado existen Jun- 
tas de Sanidad. En el primero de estos Puer- 
tos, compuesta de los funcionarios, que que- 
dan designados: en el de Maldonado, del 
fiapitan del Puerto, ó la persona que de- 
sempeñe sus funciones, del medico de Poli- 
cía y del Gefe Político. 

La Junta de Sanidad de Montevideo, de- 
be tener cuando menos, una reunión men- 
sual en la Capitanía del Puerto, sin perjui- 
cio de las exti*aordínarías que demanden la» 
circunstancias. 

En los casos arduos debe consultar á la 
Junta de Higiene pública (i). 

Debe pasar á la misma un estado men- 
sual de los buques incomunicadot:, y de la& 
providencias que tomasen con ellos (2). 

JUNTAS ¥E€ITIíALRS. ComíSÍOUeS dc 

vecinos encargadas de vigilar el aseo y es- 
tado de salubridad de las casas comprendi- 
das en el distrito de su respectiva jurisdic- 
ción. 

Las Juntas vecinales están autorizadas 
para visitar las casas particulares de su dis- 
trito, con el fin de examinar si se observan 
en ellas las reglas higiénicas necesarias pa- 
ra la conservación de la salubridad pública, 
y si la aglomeración de habitantes no es tal, 
que pueda comprometer la salud. 

Cuando observen desaseo, aglomeración 
de materias susceptibles de corrupción, ú 
otros defectos, deben hacerlo notar para que 
sean corregidos, y en caso necesario, deben 



(I) Derieto (i« \Ot'e Spplirmbre de 1880 y R^gla- 
lítenlo út IViíicia Saoi(aiia de 2 de Jui.íd de 1838. 



{I) Regí amonto de Policia Sanitaria de 2 de Junl) de 
1838— til. G®. 

(2) Art. 72 del miíDio. 
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pasar aviso á la Junta Económico Adminis* 
Irativa, de la cual dependen, para que esta 
adopte las medidas que sean necesarias. 

Los servicios que están llamadas á pres- 
tar las comisiones vecinales, son de la ma- 
yor utilidad ó importancia. Estas comisiones 
son cinco, teniendo cada una, un inspector 
principal, miembro de la Junta E. Adminis- 
trativa, y por jurisdicción, una sección de la 
Ciudad. 



L^mADo. — El que sin tener carácter de 
Maj^istrado, es llamado á formar parte de 
un Tribunal. 

La institución de Jurados tiene, lugar en- 
tre nosotros, en las causas criminales y en 
los juicios de imprenta. En las causas cri- 
minales, en primera instancia, el Juez del 
Crimen, antes de dictar sentencia definitiva, 
debe rennir un Tribunal de cuatro Jurados, 
los cuales, después de oida la lectura del 
proceso declaran si, á su juicio, se halla ó 
nó probado el delito, y demás incidentes 
que sean del caso, relativos á los hechos. 
Con presencia de esa declaratoria, el Juez 
del Crimen dict^ su sentencia. 

Los' jurados son pues, los que fallan, 
puede decirse, sobre la vida ó la m'terte de 
un acusado, puesto que la declaratoria so- 
bre el hecho, envuelve necesariamente la 
resolución del punto de derecho, y la apli- 
cación de la pena: siendo esta, una tarea 
difícil que requiere profunda' meditación y 
estudio, viene á quedar confiada á personas 
que no conocen el derecho, que no tienen 
la práctica del juicio, y que han de fallar en 
el acto mismo, sin estudio ni meditación, y 
sin mas conocimiento que el que puede dar 
la simple lectura del proceso. 

Todas estas circunstancias alejan la pre- 
sunción del acierto en la declaratoria del 
Jurado, y envuelven consecuencias de in- 
mensa gravedad; asi pues, la supresión del 
Jurado en las causas criminales, seria acaso- 



una garantia de mejor administración de 
justicia. 

Los Jurados deben prestar juramento 
ante el Juez de la causa, antes de entrar 
al desempeño de sus funciones, y hecha su 
declaratoria, quedan estas terminadas. Son 
designados por la suerte, sacándose de una 
lista de sesenta ciudadanos que debe fornrar 
anualmente el Tribunal Superior. 

El cargo de Jurado es gratuito, y su de- 
sempeño obligatorio, no habiendo causa le- 
gal que lo impida. 

En las causas criminal«'.s ante el Tribu- 
bunal Superior de Justicia, asi en vista, 
como en revista, el Tribunal de Jurados de- 
be componerse de nueve individuos, cons- 
tituyéndose en la misma forma que en pri- 
mera instancia, y desempeñando las mismas 
funciones que en aquella. Los que han sido 
jui*ados en primera instancia, están impe- 
didos de serlo en las demás. 

Las partes tienen el derecho de recusar 
sin expresión de causa ocho jurados antes 
del sorteo (1). 

En los juicios sobre abusos de la libertad 
de imprenta, conoce un Tribunal especial 
de jurados, sacados á la suerte de una lista 
que debe formar cada dos años, la Junta 
Económico Administrativa del Departamento. 
— ^Véase Juicio de imprenta. 

Los jurados que no concurriesen siendo 
designados por la suerte, asi en las causas 
criminales como en las de imprenta, incur- 
ren en una multa de veinticinco pesos, apli- 
cable á gastos de justicia. 

jícjuahento. — La afirmación ó nega- 
ción de alguna cosa, poniendo por testigo á 
Dios, en si mismo, ó en sus esciituras. 

Nadie puede ejercer en la República em- 
pleo alguno, político, civil ni militar, sin 



(1) A rt. «Vi (iel Kcff lamento de AtlniioUtracíoa ác 
Jurlitiade 10 de Auoslu de i829. 



JtJ 



175 - 



JtJ 



preslar previamente juramento de observar 
y sostener la Constitución política del Es- 
tado (1). 

Están prohibidos los juramentos de los 
acusados en sus declaraciones ó confesio- 
nes (2). En estas, está abolida también la 
promesa de decir verdad (3). 

En los Tribunales colegiados, está aboli- 
do del mismo modo, el juramento de secre- 
to sobre el acuerdo (i). 

El Presidente de la República antes de 
entrai* a desempeñar el cargo, debe prestar 
juramento ante el Presidente del Senado, 
de proteger la religión del Estado, conser- 
var la integridad é independencia de la Re- 
pública, y hacer observar fielmente la Cons- 
titución (5). 

Los Senadores y Representantes, en el 
acto de su incorporación á su respectiva Cá- 
mara, deben prestar juramento ante el Pre- 
sidente de ella, de desempeñai* debidamente 
el cargo y obrar en todo conforme á la 
Constitución (6). 

Los Ministros de Estado deben prestar 
juramento de desempeñar fielmente el cargo 
ante el Presidente de la República — ^No es 
de práctica que lo presenten los demás em- 
pleados dependientes del Poder Ejecutivo. 

Los miembros del Superior de Justicia 
deben prestar juramento ante el Presidente 
del mismo Tribunal. 

Los Jueces de primera instancia deben 
prestarlo ante el mismo. 

Los Alcaldes Ordinarios y sus suplentes 
y los Jueces de Paz, y Tenientes Alcaldes 



(i) Art. I ¿O de la Constitocloii. 

(2) ArL 111 de ia Con&iitucion. 

(3) Art. 81 de la ley de 9 de )la>o de 18&n. 

(4) Art. 42 de la ley de O de Mayo de 1856. 
(6) Art. It de la Constilueion. 

(6) Art. 33 de la Constilueion. 



luego de electos, deben prestar juramento 
ante sus antecesores respectivos (4). 

Los abogados prestan juramento de su- 
misión y obediencia en el ejercicio de su 
profesión, á las leyes de la República, ante 
el Presidente del Superior Tribunal de Jus- 
ticia. 

Los que reciban algún grado universita- 
rio, lo prestan ante el Rector de la Univer- 
sidad, prometiendo defender la independen- 
cia de la República, y su libertad bajo el 
réjimen representativo republicano y el úni- 
co imperio de la ley (2). 

Los miembros de las Juntas E. Adminis- 
trativas, ante su Presidente, prometiendo 
cumplir fielmente el cargo consultando ante 
todo el honor y prosperidad de la Patria (3). 

jívni DE lupbe^'ta « — Véase Tribu- 
nal de imprenta. — Juicio de imprenta. 

jíCJBisDicciow. — El distrito, parte de 
territorio, ó facultades á que se extiende 
el poder de juzgar, de wn Juez ó Tribunal. 

Los Tenientes Alcaldes ejercen jurisdic- 
ción en sus respectivos distritos ó partidos, 
que se forman de dos manzanas de la Ciu- 
dad. Donde resulte una fracción que no lle- 
gue a componer una manzana, debe agregar- 
se al distrito del Teniente Alcalde mas in- 
mediato, pero si fuese una manzana comple- 
ta, debe tener su Teniente Alcalde. 

A los Jueces de Paz, de acuerdo con el 
Alcalde Ordinario, corresponde hacer la de- 
signación en sus respectivos distritos, de 
los partidos de los Tenientes Alcaldes. Fue- 
ra de las Ciudades, dichos Jueces practican 
la designación indicada bajo los limites que 
juzguen mas conveniente. 



(1) Reglamenlo de Adminlstracton de Juaticia de 10 
de Agosto do tsm Art. 85 

(2) Art. G3 del Reglamento de 38 de Septiembre 
de «849. 

(3) Reglamento de 7 de Octubre de 1830. Art. I ® . 
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Los Jaeces de Paz tienen jurisdicción en 
sus respectivas secciones (1). — Véase Sec- 
ciones judiciales. 

Los Comisarios de Policía ejercen juris- 
dicción inmediata, y tienen á su cargo el 
cuidado y vigilancia que les incumbe, en las 
secciones designadas para los Juzgados de 
Paz, sin perjuicio del ejercicio de su auto- 
ridad en cualquiera otra, cuando fuese ne- 
cesario. 

Los Alcaldes Ordinarios ejercen jurisdic- 
ción en sus Departamentos, ó en el territo- 
rio que les esté designado en aquellos don- 
de haya mas de un Alcalde, debiendo nom- 
brarse este en todos los Pueblos ó Villas 
que reúnan una población de mas de mil 
liabitantes (2). 

Los Jueces letrados de lo Civil y del Cii- 
men, ejercen jurisdicción respectivamente, 
en cada una de las dos grandes secciones en 
que está dividida de la República. Los de- 
mas Jueces la ejercen en todo el Estado. — 
Véase Secciones judiciales. 

A los Tenientes Alcaldes compete el co- 
nocimiento en método verbal, de las causas 
en que se litigue un valor que no pase de 
veinte pesos. 

Los Jueces de Paz ejercen jurisdicción 
para conocer del mismo modo, en las causas 
en que se litigue un valor, desde veinte has- 
ta doscientos pesos: los Alcaldes Ordinainos, 
desde esta suma hasta tres mil pesos; y de 
aquí para arriba la ejercen los Jueces letra- 
dos de lo Civil, observando en todas sus 
partes las formas del procedimiento (3). Les 



(I) Decreto de i3 de Agosto, de tS56.— Esta di^po- 
sicioQ es dtctads por el Poder Ejecutivo, en uso de la 
facultad de determinar el número yjurisdii'don terrl- 
tonal de los Jueces de Pai y Teoicntes Alcaldes, qiie 
le atribuye la ley de O de Mayo de 1856, en su art. 7C. 

(S) Art. 1 « de la ley de 18 de Mano de 1830. 

(3) Reglamento de Adminihtracion de Juátlcla de 
19 de Agoato de 1320. 



Alcaldes Ordinarios ejercen ademas alguna 
jurisdicción criminal, en las causas sobre de- 
litos leves, y en algunas otras cuyo conoci- 
miento les está especialmente cometido. — 
Véase Tenientes Alcaldes. — Jueces de 
Paz. Alcalde Ordinario. Jueces letrados. 

El Juez letrado de comercio cgerce juris- 
dicion privativa en todas las causas mercan- 
tiles en la Capital, y los Alcaldes Ordinarios 
en los Departamentos de Campaña — Véase 
Juez Letrado del Comercio. 

Los Jueces del Crimen ejercen jurisdic- 
ción privativa en toda la República, en sus 
respectivas secciones. — Véase Juez letrado 
delCrimen. 

El Tribunal Superior lo es de apelaciones 
en todas las causas civiles y criminales 
ejerciendo ademas otras atribuciones. — 
Véase Tribunal Superior de Justicia. 

La Jurisdicción eclesiástica, está come- 
tida á los Tribunales de 1. ^ , 2. ^ v 3. ^ 
instancia, establecidos por la ley — Véase 
Juez Eclesiástico. 

La jurisdicción militar está cometida, á 
los Tribunales respectivos, en los grados é 
instancias estatuidas por la ley.—Véase 
Tribunal militar. 

Los Tribunales de imprenta egercen ju- 
risdicción privativa en todas las causas sobre 
abusos de la libertad déla prensa — Véase 
Juicio de imprenta. 

La jurisdicion para conocer en causas de 
contrabando y de presas marítimas, está 
atríbuda á Tribunales especiales, con los 
recursos legales autorizados por las leyes de 
la materia. — ^Véase Causas de contrabando. 
Presas marítimas. 

La Honorable Cámara del Senado eger- 
ce jurisdicción para abrir juicio público, y 
pronunciar sentencia, con la concurrencia, 
á lo menos, de dos terceras partes de votos, 
á los acusados por la Cámara de Represen- 
tantes — Estos pueden ser el Presidente de 
la República y sus Ministros, los miembros 
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de ambas Cámaras, y los de la alta Corle 
de Justicia, cuyas funciones desempeña en 
su mayor parte el Superior Tribunal de ape- 
laciones, por delitos de traición, concusión, 
malversación de fondos públicos, violación 
de la Constitución, ú otros que merezcan 
pena infamante ó de úiuerte. La sentencia 



debe referirse solamente, á separar de sus 
destinos á los acusados (1). 

El fuero personal está abolido. — Los de* 
litos cometidos por cualquiera individuo, 
pertenecen á la jurisdicción ordinaria cual- 
quiera que sea la clase á que aquel perle* 
neíca (2) — Véase Fuero personal. 



MéA. 



LAZARETO* — Lugar designado para ha- 
cer la cuarentena, los individuos que ven- 
gan de puertos sospechosos de peste, ó in- 
festados. 

Está mandado que el Gobierno tenga un 
local destinado para lazareto, donde sean 
trasladados los pasageros, y las mercancías 
susceptibles, de los buques sometidos al ré- 
gimen de la patente sucia^ para que pasen 
en él su cuarentena, y se purifiquen con 
arreglo á las medidas sanitarias (1) — ^Véase 
Cuarentena. 

Los efectos que pasen al lazareto, deben 
permanecer en él, cinco dias mas de los 



que se hayan designado de cuarentena á la 
embarcación que los hubiese conducido. En 
cuanto á los pasageros que se hallen en el 
lazareto, deben quedar libres el mismo día 
que se admita el buque á libre plática (3) 
Véase Junta de Sanidad — Visita Sanita-- 
ria. 

El lazareto se halla establecido provi- 
soriamente en la Fortaleza del Cerro, bajo 
las reglas y prohibiciones prescriptas para 
las establecimientos de esta naturaleza. 

El producto del impuesto de timbre, está 
destinado, en la parte que bast'', á la cons- 
trucción y conservación de un lazareto (4). 



liE. 



i^BCADO. — Donación hecha en tes- 
tamento ó en cualquiera otra disposición 
testamentaría. 

Los legados entre los cónyuges, entre 
colaterales, hasta el décimo grado civil, 
y entre extraños, están sugctos al pagó de 
un impuesto al Fisco, cuyo monto varia se- 
gún la proximidad del parentezco y otras 
circunstancias entre el testador y el le- 
gatario. Los bienes legados son responsa- 
bles al pago del impuesto indicado — Véase 
Herencia. 



{\) Art. 7Sd«*l RcgUmeiito de Policia Santtaiiii de 2 
d<;Juniodel838. 



LECSlONAmiOS EXTRAKGBR€8 LoS 

que pertenecieron á las Legiones Francesa é 
Italiana durante los años de 1843 á 1851. 

El Gobierno está autorizado para adjudi- 
cáramos individuos que formaron las extin- 
guidas Legiones Francesa é Italiana, veinte 
ipguas cuadradas de tierra de pan-llevar, 
destinadas á fundar poblaciones en tres ó 
mas puntos del litoral del Estado, á elección 
de aquellos. 



(f } Art. 26y 8S de la ConstitucioD. 

(2) Ley de & de Mano de 1R38. 

(3) Art. 7(( dtl mismo r.glan:ento. 

^4) Art. ft^ de la le> de 14 de Junio de 1860. 

23 
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Está autorizado igoalmenle para la ad- 
quisición de cincuenta mil animales vacunos 
los cuales, y las tierras indicadas, deben 
ser distribuidos por via de premio, entre 
lodos los extrangeros que hubiesen pertene- 
cido á aquellas Legiones (i). 

Las viudas, hnérfanos, é inválidos, resul- 
tantes de tas Legiones Extrangeras, tienen 
opción, losprimeros á la pensión que les 
corresponde con arreglo á la legislación vi- 
gente sobre la materia; (Véase PensionU- 
tas) y los segundos, á ser incorporados al 
Cuerpo de inválidos, con los goces y re- 
compensas acordadas a estos (2). — Véase 
Inválidos. 

lAcmukCMiv BspAft^LA. — Estan de- 
claradas en su fuerza y vigor todas las le- 
yes del Código Español, que han regido en 
la República, y que no se opongan directa 
ó indirectamente á la legislación Patria (3). 

Asi pues, las disposiciones de la legisla- 
ción Española, tanto en el procedimiento como 
en los juicios civiles, ' criminales y en las 
causas mercantiles, rigen en los Tribunales 
del Estado, con escepcion de los puntos en 
que hayan sido derogadas ó modificadas por 
leyes Nacionales. 

i«EVA* — ^Reclutamiento de gente para el 
servicio militar. 

El sistema de levas está expresamente 
prohibido como inmoral, y contradictorio á 
ia ley fundamentad del Estado. 

Las altas en el ejercito permanente, solo 
pueden tener lugar, con aquellos que ha- 
biendo sido declarados vagos por Juez com- 
petente, sean destinados al servicio de las 
armas por pena correccional (4). 

liBTEs NACIONALES. — Todas las reso- 



(1) Ley de 19de Mayo de 1843 y 29 de Mhyo de i^hñ 

(2) Deereto de 10 de Enero de \$ht. 
(8) Art. 148 de la Constttueion. 

{A) Ley de 28 de Mario de I8i»3. 



luciónos emanadas del Cuerpo L^siativo 
de la República con el carácter de tales. 

Todo proyecto de ley puede tener su ori- 
gen en cualquiera de las dos Cámaras Le- 
gislativas, ó ser remitido á alguna de ellas 
por el Poder Ejecutivo.— Si la Cámara en 
que tuvo principio el proyecto, lo aprueba, 
pasa á la .otra, para que discutido en ella, 
lo apruebe también, lo reforme, lo adicione 
ó lo deshecho. 

Cuando la Cámara á la cual hubiese sido 
remitido un proyecto de ley, 1 ) devolviese á 
la remitente con adiciones ú observaciones, 
y esta se conformase con ellas, lo debe avi- 
sar en contestación á aquella, y el proyecto 
t(^ndrá en consecuencia el carácter de 
ley, que será comunicada al Poder Eje- 
cutivo para su promulgación. Pero si no se 
conformase con las modificaciones introduci- 
das, solicitara por medio de oficio dirigido 
á la Cámara que las hubiese hecho, la reu- 
nión de ambas en Asamblea general, cuya 
reunión tendrá lugar en la Sala del Senado, 
y quedará sancionado lo que se resolviese 
por dos tercios de sufragios. 

Si la €ámara á que hubiese sido remiti- 
do el proyecto, no tuviese reparo que opo- 
nerie, lo aprueba quedando en consecuencia 
con fuerza de ley; y avisándolo en contesta- 
ción á la remitente, lo pasa al Poder Ejecu- 
tivo para su promulgación. 

El Ejecutivo puede oponer objeciones a la 
ley remitida, dentro del preciso y perentorio 
termino de diez días desde aquel en que la 
hubiese recibido, devolviéndola con ellas á 
la Cámara que se la hubiese remitido, ó en 
receso del Cuerpo Legislativo, á la Comi- 
sión Permanente. 

En tal caso, la Cámara á la cual haya sido 
devuelta, convocará á la otra para reunirse 
á reconsiderarla, y se estará por lo que re- 
suelva la Asamblea General con dos terca* 
ras partes de votos. Si la Asamblea adhi- 
riese á las obsenaciones del Poder Ejecuti- 
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vo, j estas arpyesen la desaprobación ó 
supresión de la ley, quedará sin efecto, y 
no podrá volverse sobre ella hasta la si- 
guiente Legislatura. 

En los casos de reconsideración de una ley 
devuelta por e( Poder Ejecutivo, las votacio- 
nes son nominales por si ó no y tanto los 
nombres y fundamentos de los sufragantes, 
como las objeciones y observaciones del 
Ejecutivo, se publican inmediatamente por 
b prensa. 

Cuando un proyecto hubiese sido dese- 
chado ai principio por la Cámara á quien la 
otra lo hubiese remitido, queda suprimido 
por entonces, y no puede ser presentado 
hasta el siguiente periodo de la Legislatura 

Cuando el Poder Ejecutivo no tuviese re- 
paro alguno que oponer á la sanción remi- 
tida, lo avisará inmediatamente á la Cáma- 



ra remitenl^j quedando en el hecho, en el 
caso de publicarla como ley (i). 

Si pasados diez diasno la hubiese devuelto 
con observaciones, tendrá fuerza de ley; y 
no publicándose, se reclamará su publica- 
ción por la Cámara remitente. 

Reconsideradas por las Cámaras las ob- 
servaciones con que el Poder Ejecutivo hubie- 
se devuelto una sanción legislativa, si aque- 
llas la aprobasen nuevamente, se tendrá por 
última sanción; y remitida al Ejecutivo, 
debe hacerla promulgar sin mas reparos (2) 

Los medios de promulgación de las leyes 
Nacionales, son la publicación por los periódi- 
cos, con el Decreto dd Gobierno, que or- 
dena su ejecución. — 

Las leyes obligan desde la fecha d) este 
decreto. 
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unsKTAB DE CULTO. — Véase Reli- 
gicm. 

xiBEBTjm DE inpKEKTA. — Véase 
Juicio de imprenta. 

liiBEmTAD INDIVIDUA li. — Ningun 
Giudadaüo puede ser privado de ella, sino en 
los casos de infraganti delito, ó habiendo 
semiplena prueba de él, y por orden escrita 
de Juez competente (1). 

Los Ciudadanos como todo habitante del 
Estado, tienen derecho á ser protegidos en 
el goce de su libertad, como también en el 
de su vida, honor^ seguridad y propiedad j2}. 

Asi pues, tes derechos indi^uales/ se 
hallan bajo fa protección y amparo de los 
preceptos Constitucionales, y todo acto del 
poder público ejercido sobre esos derechos 
sin causa que lo motive ó sin sugecion á las 



<l) Art. Ii3dcla CoDfttitttdon. 
|2) Art. 180 de la Constitución. 



formas legales, es una transgresión de la ley 
que debe ser juzgada y penada con arreglo 
á ella, según los casos, y la autoridad pú- 
blica de que proceda la falta. — ^Véase Resi^ 
deneia — Cámara de Representante» — Ca- 
ra de Senadores. 

UBEDTAD DE VIEIVTBEflI. La Sala 

de Representantes de la Provincia de- 
claró libres sin escepcion de origen, todos 
los que nacieran en el territorio de ella, 
desde el dia 7 de Septiembre de 1825, en 
que fué dictada esta ley* 

Ulteriormente, la Asamblea General 
Constituyente y Legislativa, en uso de la 
soberania Nacional que investia, hizo exten- 
siva aquella resolución á todo el territorio 
del Estado, ya entonces independiente (3). 



(i) Ei^teaviáo 80 reduce en la práctica al Eini|'le 
acuse de recibo. 

(2) Cap. I ® •.• y 8® Sección Odc la (knstlturw. 

(3) Ley da 31 de Enero de i830. 
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Por último, el art. 131 de la Gonslilu- 
cion, intei*prelando fielmente los sentimien- 
tos humanos que espresan las dos resolu- 
ciones citadas, declaró que en el territorio 
de la República, nadie naceria ya esclavo. 
Es asi como se hizo desaparecer de entre 
nosotros esa desgraciada condiccion huma- 
na que pugnaba con la altura y civilización 
del Pueblo y con los principios del carácter 
Nacional. 

Los menores nacidos de madres esclavas 
fueron desde entonces declarados en pupi* 
lage, en poder délos señores de sus madres, 
durante su minoridad, bajo las reglas preve- 
nidas por las leyes de la materia. — Véase 
Libertos. 

LnEKTos. — Bajo esta denominación 
eran conocidos los menores de color, hijos 
de madres esclavas. Estos fueron declarados 
bajo la tutela ó patronato de los dueños de 
sus madres, los cuales tenían la obligación 
de vestirles, alimentarles ¿ instruirles ^en 
principios de moral y religión, haciendo uso 
de sus servicios, en remuneración, hasta su 
mayor edad, en que quedaban completamen- 
te libres y emancipados. 

Abolida definitivamente la esclavitud por 
la ley de 12 de Diciembre de ÍSÍ% ha de- 
saparecido ya hoy el pupilage ó patronato 
á que estaban sugetos los menores, hijos de 
las esclavas que aun existían. 

Los menores de color que ya son todos 
hijos de mujeres libres, gozan de los dere- 
chos de todos los demás menores, y están 
enteramente bajo el amparo de la legislación 
vigente sobre la materia, (i) 

LicFAxiji PARA CA2KAR. — Yéaso /m- 
puestos Policiales. . 

LICENCIA PARA FRIFICAR. Nadie 

puede hacer obra nueva ni levantar edificio, 



sin la correspondiente autorización del Gef» 
Político respectivo, y del Maestro mayor d% 
obras públicas en la Capital. 

Está declarada abolida la práctica de pa- 
gar honorarios al Maestro mayor de obras 
públicas, por la delineacion que debe prac- 
ticar en el caso, y por cualesquiera otros ac- 
tos de su incumbencia ( I ). 

Por la licencia para edificar, se paga al 
Departamento de Policía un derecho de ocho 
pesos: para reedificar, cuatro pesos: para 
cercar, un peso. 

LICE^XIA PARA LIHPIBZA. VéaS« 

Imptíestos Policiales. 

LicEivciADo. — El que ha recibido so- 
lemnemente en alguna Universidad el gra- 
do de tal, previas las pruebas de derecho. — 

No puede obtenerse el grado de Licen- 
ciado en ninguna facultad, sin haber obte- 
nido antes el de Bachiller en ciencias y 
letras. 

Para recibir el grado de Licenciado, es 
necesario, ademas de los examenes anuales 
prevenidos por los Reglamentos Universita- 
rios, rendir uno general de todas las mata- 
rías que abrazo el estudio de la facultad en 
que haya de recibirse el pretendiente, cuyo 
examen durará tres cuartos de hora. 

El examen general de la facultad de me- 
dicina debe ser teórico y práctico, reducien- 
do el último á un caso especial y presente 
en el hospital, cuya historia escrita presen- 
tará el pretendiente dentro de las cuatro ho- 
ras siguientes. Es también obligatoria en es- 
te acto, la resolución escrita de una cuestión 
de medicina legal, que dada tres días antes, 
será presentada y leída en el acto del exa- 
men. 

Los graduados de Licenciado en otras 
Universidades, que lo acredicten con títulos 
originales, pueden ser incorporados á la de 



(l)Lcyi!e2de Mayo de 1853 



(I) Decreto de 19 de Mayo d« 1Sf;0. 
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la República, presentando sus títulos ante el 
Consejo Universitario, y satisfaciendo la cuo- 
ta de cien pesos, designada para los que as- 
piren á recibir el grado. (1). 

Los que hayan de recibir el grado de Li- 
cenciado, deben prestar previamente ante el 
Rector de la Univesidad, juramento de de- 
fender la independencia de la República y 
su libertad, bajo el régimen representativo 
republicano, y el único imperio de la ley (2). 

UGoiuBs BSMKiTOos^s. — VéasePtfí- 
peros. 

LKHiTBs DEI4 PUERTO. — Son Hmitos 
del Puerto, los siguientes: Desde el arroyo 
Seco hasta la manzana número 55 bis, por 
las barrancas naturales, hasta donde llegan 
las aguas en su mayor creciente: desde la 
manzana número 55 bis, hasta la número 
136 bis, donde se encuentra la calle de los 
Andes, por una recta tirada entre los dos 
puntos predichos: desde la manzana núme- 
ro i 36 bis, hasta encontrar la calle del Cer- 
ro en las bóvedas por la recta tirada entre 
ambos puntos; y desde la calle del Cerro, 
hasta el edificio de D. Estevan Antonini, 
por una recta continuada desde este punto 
hasta la Aduana (3) 

Los propietarios de los terrenos bañados 
por el mar en las lineas que quedan deter- 
minadas, habian obtenido del Fisco la pro- 
piedad de dichos terrenos, con la facultad 
de adquirir para si todos los que consoli- 
dasen internándose en la babia. 

Por la ley citada, han quedado sin efec- 
to aquellos derechos, atenta la convenien- 
cia y necesidad de dejar al Puerto el espa- 
cio necesario para las operaciones del co- 
mercio, siendo espresamente prohibido, in- 



(1) RegKimentn ÜDiT^rslUrio de 28 de Septiembre 
de I84y. Cnp. 6© Seccioa 4 * y art. 8® del Decreto 
de ai de Juiio de I8&0. 

(2) Art. ea del mismo ReglameDto. 

(3) Ley de 15 Muyo de 1856. 



temarse con terraplenes, muros ó edificios, 
sobre los limites marcados, y debiendo ser 
indemnizados los particulares que hubiesen 
adquirido derechos á ello, con arreglo á lo 
dispuesto por la ley para los casos de ex- 
propiación — ^Véase Expropiación. 

uniTBsi DE LA reKíblica. — SoQ li- 
mites de la República: por et Este el Océa- 
no; por el Sur el Rio de la Plata: por el 
Oeste, el Uruguay. 

En cuanto á la linea divisoria con el Im- 
perio del Brasil está estipulada por el trata- 
do celebrado el 12 de Octubre de 1851, y 
por el de modificaciones del mismo, ajusta- 
do en Montevideo el 15 de Mayo de 1852^ 
en los términos sigientes: — Por el Norte,, 
el Rio Cuareim, hasta la cuchilla de Santa 
Ana, que divide el rio de Santa María; y 
por esta parte, el arroyo Tacuarembó gran- 
de, siguiendo á las puntas del Yaguaron, 
que entra en la laguna Merin, y pasa por 
el puntal de San Miguel, á tomar el Chui, 
que entra en et Océano. 

No comprendiendo los términos genera- 
les de esta designación, los especiales, ne* 
cesaríos en algunos lugares, para establecer 
con exactitud el curso de la Knea divisoria, 
las Partes Contratantes, declararon b sigui- 
ente: — 

1**. De la embocadura del arroyo Chui, 
en el Océano, sube la linea divisoria por 
dicho arroyo, y de allí pasa por el puntal 
de San Miguel, hasta encontrar la Laguna 
Merin, y seguir costeando su margen occi- 
dental, hasta la boca del Yaguaron. 

2 "^ De la boca del Yaguaron, sigue la 
linea por la margen derecha de dicho rio, 
acompañando el gajo mas al Sur, que tiene 
su origen en el valle de Aceguá, y sierras 
del mismo nombre: del punto de ese origen, 
corre una recta que atraviesa el Rio Negro, 
enfrente de la embocadura del arroyo de 
San Luis, y continua la linea divisoria^ por 
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el dicho arroyo San Luis arriba, hasta ga- 
nar la cuchilla de Santa Ana: sigue por esa 
cuchilla, y gana la de Haedo, hasta el pun- 
to en que comienza el gajo del Guareim, de- 
nominado arroyo de la Invernada, por la 
carta del Vizconde de San Leopoldo, y sin 
nombre por la carta del General Reyes, y 
desciende por el dicho gajo, hasta entrar en 
el Uruguay, perteneciendo al Brasil la Isla 
ó Islas que se hallan en la embocadura del 
dicho río Guareim en el Uruguay. 

Habiéndose suscitado dudas entre los 
Comisarios nombrados por la República y 
el Imperio del Brasil, para la demarcación 
de la linea divisoria, sobre si el gajo ó aflu- 
ente mas meridional del Rio Yaguaron, que 
tiene su origen en el Valle y cerros de Ace- 
gua, debia ser la cañada llamada de Io$ 
Burros, desde cuyas vertientes debia ser 
dirijida una linea recta acia el desagüe del 
San Luis en el Río Negro, 6 el arroyo co- 
nocido por la Mina, que nace de los cer* 
ros de Aceguá, y es verdaderamente el aflu- 
ente mas meridional del Rio Yaguaron, se- 
gún la opinión del Comisario Oriental, el 
Comisario del Brasil declinó de sus preten- 
siones adhiriendo á las vistas de aquel. 

En consecuencia quedó acordado, que la 
linea divisoria, continuando según el tratado 
por la margen derecha del Rio Yaguaron, 
siguiera las apas del arroyo últimamente 
conocido por Yaguar(m chico, que entra en 
Yaguaron grande por la espresada margen 
derecha, acompañando estas aguas hasta en- 
contrar la confluencia del arroyo de la Mina 
por el ramal preferido como el mas fuerte. 



que pasa por los fondos de la casa habita- 
ción, ó chacra de D. Leonardo José de Silva, 
y vá mas arriba, i^ pasar entre las casas de 
D. Bernabé Bueno, y D. Juan Barboza, en- 
contrándose antes las vertientes de este ra- 
mal, divididas en dos: — la una al Sur, que 
se aproxima al camino carril de la cuchilla, 
frente á la casa de D. Garlos Silveira, y la 
otra que va á terminar en las extremidades 
de la sierra de Acegua, en contacto inme- 
diato á las casas de Ü. Ju9n Gampon y D. 
Mariano de Freitas; debiendo continuar la 
linea por esta última, tirándose por este es- 
tremo la linea recta determinada por el tra- 
tado, hasta la desembocadura del arroyo 
San Luis en el Rio Negro. 

Rectificada Ja exactitud de este trabajo por 
ingenieros comisionados al efecto por am- 
bos Comisarios, el Gobierno de la Repúbli- 
ca, por acuerdo de 30 Julio de 1858, de- 
claró perfectamente garantido el acierto y 
exactitud de la operación, en virtud de los 
conocimientos cientificos de los respectivos 
auxiliares de ambas Comisiones. 

Para la demarcion de la linea divisoria 
en todos sus detalles con arreglo á las esti- 
pulaciones del tratado, fueron nombrados en 
oportunidad los respectivos Comisarios, de 
parte de los Gobiernos contratantes, quienes 
llenaron su misión. La Comisión Oriental fué 
disuelta por decreto de 24 de Abril de 1860. 
— Véase Tratado de permuta. 

LiToiSKAFiAs. — Los establecimiento^ 
de esta clase, asi como las imprentas, están 
exonerados del impuesto de patentes de 
giro (1). 
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LOBOS MABiivos. — Véaso Anfibios. 

LOTIÉKIADB CAKTOIVES. — ^EstO jUCgO 

que era uno de los ramos anexos á la lote- 
ría pública, y permitido en parages públicos 



está abolido y prohibido definitivamente. Los 
contraventores á esta disposición, quedan 



(I) Lay de 9 de laafo de IS59. Art. fO. 
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sngetos á las penas establecidas para los qu^ 
se ejercitan en los demás juegos prohibi- 
dos (l).Véase Juegos prohibidas. 

LOTERÍAS pfjBLicAS. — Las lolorías pú- 
y sus productos, son propiedad esclusiva 
del Hospital de Caridad: su administración 
incumbe, á la Junta Económico Administra- 
tiva, á cuyo cargo está lambion la de dicho 
hospital (2) Véase Hospital de Caridad. 

La empresa del Teatro de Solis, goza 
del beneficio de dos loterías mensuales. (3) 

El juego de la lotería, asi como el dere- 
cho acordado á la empresa de Solis, están 
enagenados en virtud de contratos celebra- 
dos con la Junta E. Administrativa, á la cual, 



por decreto de 29 de Enero de 1859, fué 
atríbuida la facultad esclusiva de entender 
en estos contratos, como única administra* 
dora del ramo de loterías públicas. 

Es prohibida la venta de billetes de lote- 
rías extrangeras en el territorio del Estado. 

LfOs Gefes Politices de los Departamentos, 
están autorizados para mandar inutilizar, to- 
dos los que se expendan en sus respectivos 
departamentos, imponiendo á los contraven- 
tores una malta de veinte pesos fuertes, 
aplicables al hospital de Caridad, que deben 
ser para este efecto, remitidos á la Junta 
Económico Administrativa de la Capital. (1) 
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HAESTRANZAs. — ^Estan prohibidos los 
establecimientos de maestranza para obras 
costeadas por el Tesoro público. 

Todos los trabajos que se construían por 
aquellos, deben hacerse por remate público, 
debiendo recibirse las propuestas en dia se- 
ñalado, y aprobarse por el Gobierno, la que 
ofrezca mas ventajas á los intereses del 
Erario Nacional. (4) Véase Contratos con 
el Gobierno. 

MAESTROS DE INSTBliCdON PRIMA- 
RIA. — Véase Preceptores. 

nt AIVDAMIENTO RE RPIRARCIO.— El dcS- 

pacho judicial por el cual se manda trabar 
embargo sobre alguna propiedad. 

Cuando se presente á algún Juez, docu- 
mento que á su juicio traiga aparejada eje- 
cución, y á petición de parte, debe librar 
inmediatamente mandamiento de embargo 



(1) Decreto de 8 de Enero de 1850. 

(2) Ley de 12 de Julio de 1866. 

(3) Ley de H de Julio de 1856. 

(4) Ley de 3 de Movembrt de 1829. 



sobre los bienes del deudor, que entregará 
al actor. 

Está pues suprimido en el juicio ejecu-* 
tivo la fórmula innecesaría del auto de sol- 
vendo: — pero para que el Juez á quien se 
pida el mandamiento de embargo, se halle en 
el caso de librarlo es necesario: — 1 . "^ que 
le competa el conocinlfento de la causa, se* 
gun el importe de la deuda reclamada: 2 ^ 
que se haya llenado el requisito previo de 
la conciliación, y se manifieste con el res- 
pectivo lesti monio de acta. — ^Véase Embargo , 

MARCA REL ESTARO. TodoS lOS Ca- 

bailes de propiedad del Estado, deben te- 
ner la marca siguiente. — jR. 0. 

Los Comandantes de Guardias Naciona- 
les, deben poner en invanada los que no 
necesiten para su servicio, incluyéndolos en 
el estado mensual de annamentoy vestuario (2) 

MARCAOON RE QAN ARO. ^NiugUU ha- 

condado puede marcar 6 señalar sus gana- 



(f ) Decreto de 10 de Septiembre de 1858. 

(2) Cirfvlar del Gobierno á los Comandantes á% 
Guardias Nacionales de 28 de Abril de 1860. 
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dos, BÍn hacerio saber al Teniente Alcalde, 
tres dias antes de los designados para el 
aparte y marcación, y sin dar previamente 
apartes á sus circunvecinos. 

El que no llenase estas formalidades previas 

Jueda obli|^ado á dar rodeo para los apartes 
espuesdelas marcaciones,y si resultase mar- 
cado algún animal ageno, el hacendado que- 
dará sugeto á las penas del abigeo. Se con- 
sidera animal ageno la cria que siga á la 
madre de marca agena. 

Cuando el rodeo de ganado vacuno no es* 
ceda de cuatro mil cabezas, los concurren- 
tes á los «'ipartes, los efectuaran en un solo 
dia: en dos, si el rodeo, tuviese mas de 
aquel número: en tres siendo del doble; y 
asi en proporción, salvo convenio entre los 
interesados. — La misma proporción debe ob- 
servarse, siendo dos 6 mas los rodeos. 

Se consideran equivalentes á un rodeo, 
las yeguadas, majadas y semejantes que en 
tren en un corral. Si resultase haberse mez- 
clado animales de diferentes dueños, hay 
obligación de dar aparte. Existe la misma 
obligación, cuando se extraigan ganados de 
un campo á otro. 

En ningún caso puede un hacendado re- 
tardar la entrega de animales ágenos con(h 
cidos que existan en su campo. 

Practicadas las marcaciones, el hacenda- 
do debe entregar inmediatamente al Tenien- 
te Alcalde, una relación firmada del núme- 
ro de animales gue haya marcado, y otra 
igual al recaudador del impuesto departa- 
mental (1). — ^Véase Registro de marcas. 

Por decreto del Gobierno de 31 de Di- 
ciembre de 1 859,^ se declaró aceptado el 
nuevo sistema de marcación de ganados, 
inventado por D. Juan Y. Blanco. 

.Este sistema es representado por signos 
equivalentes á números formando cantida- 

(I) Decreto de 35 de Junio dt ISoT. 



des. Nadie puede con arreglo á el usar otra 
marca que la que le corresponda pertene- 
ciente al sistema indicado, no haciendo fé 
enjuicio las marcas anteriores, siempre que 
la marcación sea posterior al establecimien* 
to del nuevo sistema. El privilegio acordado 
es por diez años. 

El autor está obligado á poner en cada 
Pueblo cabeza de Departamento un plano 
general de veinte mil signos, que correspon- 
dan esolusivamente al Departamento, y con 
ellos, la cantidad necesaria de marcas de fier- 
ro, para ser distribuidas entre los propietario» 
que están en el deber de tomarlas, con la 
obligación de no hacer uso de otra marca 
que la que tomasen. Todas las marcas ante- 
riores deben quedar inutilizadas dentro de 
un año de la aceptación del nuevo sistema 
apercibiéndose álos iniractores con las cor- 
recciones que sean del caso. 

En todos los pueblos cabeza de Departa- 
mento, en la Oficina de Policia, deben colo- 
carse estados que contengan el cuadro ge- 
neral del sistema, y planos parciales de las 
Secciones para la inspección de todo el que 
quiera verlos. Este registro de marcas debe 
correr á cargo del oficial 1 ^ de Policía: 
debe contener siete columnas: la 1 "^ re- 
presentando la fecha: la 2 ^ los números 
de orden: la 3 "^ los nombres de los propie- 
tarios: la 4 "^ el distrito ó sección á que 
pertenezcan: la 5 "^ la cantidad de números 
que represente la marca: la 6 "^ el número 
de vacuno y caballar que tuviese el propie- 
tario: la 7 ^ las observaciones que fuesen 
del caso. 

El oficial 1 ^ del Departamento de Po-~ 
licia de la Capital debe llevar un registro 
general de las marcas distribuidas en toda 
la República. 

Las marcas deben tener dos dimen- 
siones distintas, que no pueden alterarse: 
las del vacuno, ocho pulgadas de altura: las 
del caballar, seis pulgadas. 
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El eiiipresarío debe tener en cada pueblo 
cabeza de Departamento una Agencia, para 
la distribución y compostura de las marcas: 
los interesados deben recibir la marca, pa- 
gando, cuatro pesos, y previa presentación 
de un simple boleto que pruebe haberse 
inscripto, en el registro, cuyo boleto expedirá 
gratis el encargado de él. 

Luego que el interesado haya llenado es- 
tas formalidades y obtenido la marca, debe 
ocurrir nuevamente á la oficina de Policía, 
á tomar otro boleto que compruebe la iden- 
tidad de la marca registrada, y acredite la 
propiedad. 

Ninguna autoridad civil ni policial, puede, 
á contar desde el 30 de Junio de 1860 — 
fecha fijada al establecimiento del nuevo 
sistema de marcación, expedir guias de cue- 
ros ó animales en pié, al estanciero que no 
presente al mismo tiempo el boleto policial, 
que compruebe haber cumplido las disposi- 
ciones que quedan citadas. 

Esta abolida la señal llamada reyuno. 

Guando una marca represente la propie- 
dad de una sociedad ó testamentaria, disuel- 
ta aquella ó hecha la división de esta, lo^ 
interesados deben tomar marca nueva, bajo 
las formalidades prevenidas. 

Las marcas pueden transferirse, siempre 
que los ganados no salgan del Departamento 
en que se hallen registradas dichas marcas. 

Los animales deben ser marcados en el 
lado izquierdo, salvo los casos en que la 
acumulación de marcas no deje espacio su- 
ficiente. 

Cualquiera invasión contra los derechos 
del pnvilegiado, declarada por los Tribuna- 
les, trae consigo la responsabilidad de da- 
ños y perjuicios, y una multa de quinientos 
pesos ó tres meses de prisión. 

El empre&rio debe hacer al fin^ de cada 
año una impresión litografiada, de las mar- 
cas distribuidas, y las oficinas encargadas 
de los registros departamentales, deben remi- 



tir en c! mismo periodo al archivo general 
de marcas, una relación detallada de las 
distribuidas. 

Ningún herrero puede hacer ni componer 
marca alguna, sin estar competentemente 
autorizado por el empresario (1). 

Ulteriormente por decreto de 10 de Abril 
de 1860, se declararon suspendidos los 
efectos del que autorizó, el nuevo sistema 
de marcación, nombrándose una comisión 
que informase al Gobierno sobre sus venta- 
jas 6 inconvenientes, para adoptar la resolu- 
ción del caso, con presencia de dicho infor- 
me, y sobre diversas reclamaciones dirigi- 
das de distintos puntos de la campaña. 

«ASTILLO PÚBLICO • — Véaso Remor^ 
tador. 

MARTILLO. — El producto de los efec- 
tos, artículos, y toda clase de propiedades 
vendidas por medio de martiliero público, 
están sugetos al pago de un impuesto en fa- 
vor del Tesoro Nacional. — Véase Impiteslo 
de martillo, 

matrícula bel E9TABO. — Los Giu- 
dadanos que en calidad de patrones ó mari- 
neros de buques de cabotage, se hallen ins- 
criptos en la matricula, están exonerados 
del impuesto sobre el rol (2). 

A la Gapitania del Puerto incumbe la 
formación de la matricula, de la cual debe 
pasar copia á la Golecturia General (3). 

matrícula de la UNH'BRSIDAD— 

Nadie puede ganar curso en la Universidad 
mayor de la República, sin estar matricula- 
do. Los estudiantes que quisieran hacer sus 
estudios en ella, debían pagar, al matricu- 
larse en el curso escolar de cada año, la su- 
ma de veinte pesos, é igual cantidad al con- 
cluir el año, para los examenes. La Univer- 



(1 ) Decreto de 31 de Diciembre de 1859. 

(2) Ley de 19 de Junio de IBGO.art. 8^. 

(3) Decreto Ax: ?0 Oe Junio de i 8 0. «rl. 4 ® . 
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sidad no podía expedir el iiolelo do matrí- 
cula, ni el de prueba de curso, mientras el 
estudiante do hubiese enterado en Secretaria 
las respectivas cuotas. Pero por decreto de 
16 Febrero de 1860, fué suprimido el de- 
recho de matricula. 

Los que hubiesen terminado sus estudios, 
y quieran optar á grados universitarios, no 
habiendo hecho dichos estudios en la Uni- 
versidad mayor de la República, deben sa- 
tisfacer la cuota integra designada para el 
efecto por el Reglamento Universitarío: 

Esta cuota es la siguiente: Por el grado de 
Bachiller, cincuenta pesos: por el de Licen- 
ciado cien pesos: por el de Doctor cuatro 
cientos pesos. Estas cuotas están reducidas 
actuabnente á la mitad, para aquellos que 
hubiesen cursado en la Universidad de la 
República. 

El producto de la matrícula y de los gra- 
dos, esta destinado á pagar los sueldos de los 
Catedráticos de la Universidad en las pro- 
porciones correspondientes, llevándoseles en 
cuenta de sus haberes respectivos, y pa- 
sándose aviso al Ministerio de Gobierno, pa- 
ra la competente anotación en la Contadu- 
ría general (1). 

■ATBni*]«Ms.--*En los casos ordina- 
ríos los Curas y sus Tenientes, no pueden 
casar á ningún viudo ó viuda que tengan 



hijos menores, sin que se haga constar pre* 
viamente con certificación judicial, haber 
formalizado inventarío de los bienes «|iieda* 
dos al fallecimiento del cónyuge muerto. 

Toda infracción a este respecto, debe ser 
penada con una multa de doscientos pesos 
fuertes. Esta multa debe ser vertida en la 
Tesorería General ( 1 ). 

No está determinado por la ley, á quien 
compete la acción á que dé méríto la infrac- 
ción de este mandato, ni el Juez á Tri- 
bunal, ante el cual deba deducirse. 

Las cuestiones sobre licencia para con- 
traer matrimonio, cuando se niega esta por 
los padres 6 tutores de los interesados, son 
resueltas por el Presidente del Superior Tri- 
bunal de Justicia, procediendo en actos ver- 
bales, y con la prudencia que el caso de- 
mande. — Véase Bigamia . 

■AiosAZdo. — El derecho de succeder 
en los bienes vinculados y sugetos al domi- 
nio esclusivo de alguna persona ó familia, 
con prohibición de enagenarlos. 

La fundación de mayorazgos, como de 
tada clase de vinculaciones está espresa- 
mente prohibida. Ninguna autoridad de la 
República puede conceder titulo alguno de 
nobleza, honores ó distinciones heredita- 
rias (2) 



■¿DIGO. — ^El profesor de la ciencia que 
tiene por objeto prevenir y curar las enfer- 
medades del cuerpo humano. 

Naijie puede ejercer la medicina en el 
terrítorío de la República, sin estar compe- 
tentemente facultado psffa ello por la Junta 
de higiene publica La Junta admite á examen 

(l)Occrvlode3l deJaUodc IS5C. 



á todos los que pretendan ejercerla medicina 
ó cirujia, con certiflcaciones autenticas de 
estudio y práctica. Los exámenes deben 
ser públicos y en idioma Nacional. — Véase 
Grados Universitarios. 

Guando el examinando en medicina, fuese 
profesor titulado en Pais Eilrangero, ó pre- 



(1) Art. 72 y 82 de la ley de 9 de Mayo de 1856. 

(2) Art. i38 de la ConeUtucion. 
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sentc certificados bástanles de haber gana- 
do los cursos, y llegado al término de los 
esludios, el examen será general, en dos 
actos. 

Su aprobación ó reprobación, debe hacer- 
se en escrutinio secreto por balotas, exten- 
diéndose de todo la correspondiente acta de 
que debe pasarse copia certiPicada al intere- 
sado. El que resultase desaprobado, no 
puede ser admitido á nuevo examen hasta 
])asados dos anos. El que fuese aprobado 
i^ccibe el correspondiente diploma de la Jun- 
ta de higiene pública, quedando en el hecho 
habilitado para ejercer, la profesión en el 
territorio del Estado; lo que se hace saber 
por los periódicos. 

Los profesores de medicina se hallan ba- 
jo la inmediata jurisdicción y dependencia de 
la Junta de higiene, en todo lo concernien- 
te á la profesión. 

Son sus deberes: — 1 ® Dar cuenta á la 
Junta y al Gobierno de toda enfermedad que 
se presente con carácter epidémico ó conta- 
gioso: S "^ Pasar á aquella, en casos de 
epidemia, un estado exacto que comprenda 
el número de individuos atacados de ella, 
de cuya asistencia estuviesen encargados,, 
con espresion de su sexo, edad, método de 
curación, y duración de la enfermedad: 3 ^ 
Pasar periódicamente á la Policia de su 
respectivo departamento, otro estado que 
demuestre la mortalidad que ocurra en los 
individuos confiados á su cuidado, el sexo, 
edad, y la enfermedad de que hubieren 
muerto: 4 "^ No ejercer en los Departamen- 
tos de la República la profesión, sin líiícer 
constar antes á las autoridades locales, el 
titulo de habilitación expedido por la Junta 
de higiene, bajo las penas de derecho. 

LfOs profesores de medicina y cirujia de 
Pais Extrangero, deben prestar un exa- 
men probatorio para cada facultad, y en dife- 
rentes actos. 

Es expresamente prohibida á los médi- 



cos la confección de los medicamentos, y 
y el tener boticas en los lugares donde ha- 
ya boticario aprobado ejerciendo su arte. — 
Véase Farmacéutico, 

En los casos de infracción del Regla- 
mento de Policia sanitaria, sufrirán los mé- 
dicos una multa de cincuenta á doscientos 
pesos; la de suspensión del ejercicio de sus 
funciones, de uno ó seis meses; ó la de 
suspensión con sujeción a un nuevo exa- 
men, en caso de manifesUr ignorancia. (1) 

HÉsiGos DE policía. — Los faculla- 
tivos nombrados por el Gobierno, y dota- 
dos por el Estado, para ejercer la profe- 
sión en todo lo que sea necesario al servi- 
cio público. 

En cada departamento hay un médico de 
Policia, depem ¡ente de la Junta de hijiene 
pública, é inmediatamente del Gefe Políti- 
co respectivo. 

Los deberes de los médicos de Policia, 
son: 1 . *^ Comunicar á la Junta de Hijie- 
ne y al Gefe Politice, la aparición de cual- 
quier enfermedad epidémica, y transportar- 
se al lugar donde se hubiese presentado. 
2. ® Administrar y propagar la vacuna, se- 
gún el método que ^escriba la Junta de 
Hijiene. (2) 3* "^ Dar á las autoridades ci- 
viles todos los esclarecimientos profesiona- 
les que se tes exijan. 4. ® Practicaí' la 
autopsia cadavérica de los que mueran re- 
pentinamente, reclamando el auxilio de la 
autoridad, para que no se procoda á su in- 
humación, sin este preciso requisito. 5. "^ 
Proceder al reconocimiento de todas las he- 
ridas, contusiones y cadáveres, siempre que 
sea necesario, elevando los informes res- 
pectivos á los jueces ó autoridades que se 



(I) npgbmrntodc PoÜria Sanitaria de 2 de Ju):h de 
1838 y derreto de 3 de Enco de 18^6. 

(?) En laCapítii, la AdminUtrarion de la vacuna 
CriU atríhuida a «tro f <ci.ll. tivo nombrado por í*l 
Gobi riio. 
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los pidan. 6.® Vijilar las boticas y vi- 
sitarlas anualmente, dando cuenta á la 
Junta del resultado: 7. ® Velar sobre todo 
lo que tenga relación con la hijiene pública. 
8. ® Dar parte á la Junta de cualquiera 
infracción de las disposiciones que dictare, 
ó de las del Reglamento de Policia Sanita- 
ria. (1) 

HÉDicos DE sAiviDAD. — Los encarga- 
dos de practicar la visita de los buques de 
ultramar, á su llegada á los Puertos de la 
República, para examinar la patente de sa- 
nidad, y el estado sanitario de la tripula- 
ción y pasageros, á fm de adoptar en su ca- 
so las medidas que demande la salubridad 
pública. — Véase Junta de Sanidad — Vi- 
sita sanitaria. 

Los médicos de sanidad son nombrados 
por el' Gobierno, y gozan de sueldo del 
Estado. 

msDiDA* — Cualquiera objeto que sir- 
ve para ñjar la extensión ó cantidad de al- 
guna cosa. 

La vigilancia de las medidas del uso de 
las casas de negocio, está á cargo del Gefe 
Político del Departamento, y especial é in- 
mediatamente, de un contrastador público, 
nombrado por el Gobierno. 

Todas las medidas deben estar contrasta- 
das, y cuando se encontrasen sin este re- 
quisito ó fallas, los tenedores incurren en 
una pena de multa ó prisión, según los ca- 
sos (2). 

Asi pues, todo aquel que establezca una 
casa de giro, debe ocurrir por el contrasto 
de sus pesas ó medidas al contrastador pú* 
blico. 

Las multas á que están sugetoslos infrac- 
tores, son las siguientes: Por las medidas 



(1) Beclnmento de Policía Sanitaria de 2 de Junio 
de 1838. TU. 2.® acctien <." 

(2) Reglamento de Policia de 2'» do Enrro de 1827. 
£n la práctica, &e apiica ia pena de niuita. 



de licores, no contrasladas, por cada linea de 
falla, cuatro pesos. Por cada cuarta de pul- 
gada que falte en las medidas de granos de 
toda especie, veinte pesos; y veinticinco por 
no estar contrastadas. Por cada linea en la 
vara de medir, cuatro pesos, y doce por no 
estar contraslada. 

Los reincidentes deben pagar el duplo de 
las multas establecidas (i). . 

El contrate no existe sino en la Capital. 

HEiviMcos — Véase Pordioseros—Asilo 
de méndigos. 

ME^sAciE. — Informe que presenta ei 
Poder Ejecutivo a las Cámaras Legislativas 
el dia 15de Febrero de cada año, en el 
a( to de la apertura solemne de sus sesiones 
ordinarias. 

En el mensage se dá cuenta del estada 
general de la República, en todos los ramos 
de la administración, sin perjuicio de las 
memorias que los Ministros deben pasar 
respectivamente en lo relativo á sus depar- 
mentamentos (2). 

ME!V9URA. — Mcdicion de campos prac- 
ticada por agrimensor. 

Cuando los que soliciten alguna mensura 
y deslinde , no acrediten hallarse en pose- 
sión de los campos cuya mensura se pida, 
los Jueces deben prevenir en los despachos 
respectivos, á aquellos á quienes comiensen 
para el acto, que se abstengan de llevarlo á 
efecto, siempre que los campos estén poseí- 
dos por un tercero; no debiendo innovarse 
nada en la posesión que tengan las partes, 
hasta que el derecho de posesión haya sido 
definido por sentencia qne cause ejecuto- , 
ria (3). 

Ninguna mensura tiene valor en juicio 



(I) Decreto de 29 de Diciembre de I $29^ 
{% ArÍ!»* 82 y 88 de la Constilucion. 
(n) Acuerdo dri Tribunal Superior de JuaticU de 12 
de Octubre de 18;>9. 
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sin el infor.ne ó visto baeno de la Gomisioa 
Topográfica (1). 

Niaguii Juez ni autoridad debe autorizar 
ia mensura de campos sin que el agrimen- 
sor ó el interesado, pida á la Comisión To- 
pográfica, los antecedentes que pueda sumi- 
nistrarle, referentes al terreno que ha de 
medii-se (2). 

HEIVSUBt «ElílSRAIi DE 1..% REPÚ- 
BLICA. — Habiendo sido declaradas todas 
las tierras y propiedades públicas, afectas á 
la amortización de la deuda consolidada, 
por la ley de 6 de Julio de 1852, para lle- 
var a cabo esta resolución, se dispuso por 
el articulo 3. ^ de la misma ley, que se 
procediese á una mensura general del ter- 
ritorio de la República, conforme á los titu- 
\ los legítimos que presentasen los particu- 
lares. — Véase Deuda pública consolidada , 

Esta operación ofrece serias dificultades, 
demanda crecidos gastos, y requiere largo 
tiempo para su ejecución, motivos que han 
obstado á que se haya dado principio á 
ella. 

Por otra parte, los objetos de la ley en 
cuanto á la aplicación de los fondos que pro- 
cediesen de la venta de tierras que resulta- 
sen de propiedad pública, han quedado sin 
efecto desde la conversión de la deuda en 
títulos de la demla fundada. — Véase Deur 
da púbUca fundada. 

Sin embargo por Decreto de 4 de Mayo 
de 1860 fué nombrada una Comisión, en- 
calcada de abrir dictamen sobre la manera 
de iniciar y llevar á un término, la mensu- 
ra general del territorio de la República. 

HEscACHiFLE. — ^El que vende llevan- 
do consigo todos sus efectos. 

Los mercachifles solo son permitidos en 
los Departamentos de Montevideo y Cana- 



lones, con calidad de vender solamente pro-* 
ductos manufacturados en el Pais. Los que 
sean encontrados fuera de los limites de di- 
chos Departamentos, ó sin la patente res- 
pectiva, quedan sugetos á una multa de cin* 
cuenta patacones. Véase . Impuesto de pa- 
tentes 5 ^ clase al final. 

Los que conduzcan artículos de proce- 
dencia extrangera, incurren en la pena de 
comiso. 

Son prohibidas las tiendas y pulperías, 
volantes, permitiéndose solo la venta libre 
de harinas del Pais. (1) — Véase Pulperías 
volantes. 

MERCADO píJBLico. — Los mercados 
tienen un administrador, el cual debe pu- 
blicar mensualmente las cuentas de la ad- 
ministración, sin perjuicio de pasar á la 
Contaduría General iguales estados, la cual 
debe producir los informes ú observaciones 
á que hubiere lugar. (2) 

La policía y orden interior de los mer- 
cados, están bajo la inmediata inspección y 
dependencia del Departamento de Policía. 
Su inspección diaria está sometida á un co- 
misario de sección. 

Las funciones del comisario son: 1 . ^ 
Resolver yerbalmente las dudas ó cuestio- 
nes que se promuevan entre abastecedores 
y compradoras, y cuidar de la exactitud en 
los pesos y medidas. 2. "^ Cuando hubie- 
se infracción á este respecto, imponer las 
multas que correspondan. 3. ^ Impedir que 
se vendan alimentos mal sanos. 4. "^ Mul- 
tar á los que profieran palabras obcenas 6 
insultos. 5. ^ Adoptar las medidas nece- 
sarias para que haya el aseo conveniente. 
6. ^ Hacer guardar el orden necesario en 
general, en todos los ramos del mercado. 

Los introductores de frutas, aves y hue- 



(1) Decreto de 19 de Dieiembre do 1831. art. 6®. 

(2) Amerdo del Tribunal de Justicia de 20 de AbrU 

deisae. 



(1) Ley de O de Janio de t850. 

(2) Acuerdo del Ministeilo de Hacienda de 4 de Ja< 
RÍO de 1860. 
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vos, no pueden realizar la venta de sus ar- 
tículos hasta después de las ocho de la ma- 
ñana, debiendo venderlos al menudeo hasta 
esa hora. Los que no pudieren colocarse 
dentro del mercado, pu^en ocupar parajes 
extemos que no priven el tránsito. Los 
lanchoneros que traigan frutas de las Islas 
eslán comprendidos en estas disposicio- 
nes, y no pueden vender por junto hasta 
después de 24 horas de su llegada, de- 
biendo hacerlo entretanto al menudeo. (1) 

Los cuartos y los puestos del mercado pa- 
gan un alquiler mensual establecido, que 
constituye la renta de este nombre. 

Es prohibido en los parages destinados 
al tránsito publico en el mercado principal 
hacer fuego, ni colocar mesas ú otros ob- 
getos que lo impidan: lo es también arro- 
jar aguas sucias, plumas, escamas ú otros 
obgelos semejantes. El mercado debe bar* 
rerse diariamente por presos destinados á 
este servicio. (2) 

Estas reglas proscriptas para el mercado 
principal, son ostensivas á los demás mer- 
cados. 

■EMACENTBAí,. — Véaso EUcciQues 
de Representantes.' 

HE9A estadística . — Eslá maudado 
el establecimiento de una mesa de estadís- 
tica, anexa al Ministerio de Hacienda, y 
servida por los empleados de dicho Ministe- 
rio: en ella deben reunirse y ordenarse to- 
dos los papeles y datos relativos ala esta- 
dislíca del País, á fin de practicar con ellos 
los trabajos convenientes, que debe presen* 
tar cada semestre al Gobierno. (3) 

La mesa estadística debe recibir los da- 
tos siguientes: 1 . "^ De los Guras párro- 
cos por el intermedio de los Gefes politi- 



(1) Disposición policial de 7 de Febrero de 1860. 

(2) Reglamento de 12 de Abril de 1836. 

(3) Decretos de 25 de Noviembre de f 8S2 y de 23 
de Junio de 1860. 



eos, una relación de los bautismos, casa- 
mientos, y entierros correspondientes ásus 
respectivas parroquias. 2. "^ De los hos- 
pitales, un estado mensual de las altas y 
bajas, con designación de las enfermedades, 
curaciones y fallecimientos. 3. "^ De los 
encargados de la vacuna, un estado trimes- 
tral de los niños vacunados. 4. ^ De los 
médicos en general, una razón semestral de 
los enfermes que hubiesen asistido, de sus 
enfermedades, resultados obtenidos, y de- 
mas noticias convenientes. 5.^ De los 
Juec^ de paz, una noticia trimestral de los 
fallecimientos ocurridos en sus respectivas 
secciones; de los crímenes y desórdenes de 
cualquier género que hubiesen tenido lu- 
gar; de los incendios, plagas y otras cala- 
midades; de los litigios en que hayan pro- 
cedido como jueces; y úllimam^.nte, de los 
frutos y ganados exportados en sus seccio- 
nes. 6. ^ De los Tenientes Alcaldes, un 
estado trimestral de las causas en que ha- 
yan entendido, y de las decisiones que ha- 
yan dado. 7.^ Délos Alcaides de las 
cárceles, una relación mensual de las en- 
tradas y salidas de presos. 8. ® De los 
Tribunales y Juzgados, cada cuatro meses 
una relación de las causas civiles y crimi- 
nales que se hubieren seguido ante ellos. 
9."=^ Del Instituto de instrucción públi^ 
ca, anualmente, un informe circunstan- 
ciado del estado de la enseñanza pública y 
particular, acompañado de las noticias é 
ilustraciones que fuesen necesarias. 10. De 
la Gomision Topográfica, un estado men- 
sual de las mensuras practicadas, y de las 
que hubiese registrado en sus libros, asi 
como de cualquiera operación que se le 
encalcase. 11. De la Administración de 
Gorreos, una relación trimestral de las car- 
tas entradas del interior y exterior, y de 
las despachadas para fuera y dentro de la 
República. 12. De la Administración de 
postas, un estado semestral del movimiento 



— 191 — 



habido en ellas. 13, De la Colecturía Ge- 
neral y Receptorías, una razón mensual de 
las importaciones y exportaciones. 

Todos estos datos, y otros accesorios, de- 
ben ser remitidos á la mesa de estadislica 
|)or conducto del Ministerio de Gobierno, ó 
de los Gefes Políticos, los cuales deben tam- 
bién pasar todos los concernientes á los ra- 
mos de su dependencia (1). 

Por Decreto de 28 de Junio de 1860, se 
mandó que todos los datos estadísticos que 
daben dar las corporaciones y empleados que 
quedan detallados, sean pasados directamen- 
te al Ministerio de Hacienda 

Por decreto de 23 de Junio de 1860, 
fué creada en la Aduana de Montevideo, y 
baja la dependencia del Colector General, 
una mesa de estadística mercantil. Esta me- 
sa debe formar y presentar al Gobierno, al 
fin de cada año una tabla general, y cada 
trimestre tablas sinópticas del movimiento 
de Aduana en los ramos siguientes: 

i ^ . De la importación y sus proceden- 
cias. 

2 "^ . De las mercancías despachadas pa- 
ra el consumo, su clase y procedencia. 

3 "^ . De las mercancías para el tránsito, 
su procedencia y destino. 

4 "^ . De las mercancías reexportadas, y 
de las reimportadas. 

5 ^ . De las que sean transbordadas pa- 
ra Puertos de la República ó Extrangeros. 

6 ® . De las que entren á depósito. 

7 ® • De las que caigan en comiso. 

8 ^ . De las materias y mercancías Ubres 
de*derechos. 

9 "^ . De las que pagan derechos, con es- 
presion del capital, y del derecho satisfecho 
según la ley. 

10. De los bultos que hayan entrado á 

ri) Decreto de 24 de Diciembre de I8¿2. 



depósito, de los que entraren, y de los que 
salieren, con espresíon de destinos. . 

1 1 . Del removido de plaza y su destino, 

12. De la exportación, con espresion de 
materias, mercancías y destinos. 

13. Todo lo que corresponda á los tra- 
tados de comercio celebrados cojí el Imperio 
del Brasil. 

Las reparticiones de Aduana, y las Re- 
ceptorías y Sub-Receptorias de la Repiiblí- 
ca deben remitir á la mesa de estadística 
mercantil, todos los datos y conocimientos 
que le sean necesarios para los objetos que 
le están encomendados. 

Por el Departamento de Policía de la 
Capital se lleva una razón estadística del 
movimiento de la población; de los presos 
y detenidos por la Policía; de la mortalidad 
del Departamento; de las multas impuestas; 
del ganado introducido por las tabladas; de 
los trigos sembrados y de los edificios que 
se construyen ó reedifican. 

HBSA PACADOKA. — ^Eu la mesa paga- 
dora están refundidas las funciones que ejer^ 
cían antes los habilitados del Estado mayor 
pasivo, de inválidos y de viudas y menores . 
El servicio de la mesa pagadora es desem- 
peñado por un Gefe militar, un subalterno, 
y un cajero, tenedor de libros. 

La mesa pagadora descuenta tres cuartos 
por ciento de todo sueldo que entrega, cu- 
yo producto debe aplicarse al pago del ca- 
jero tenedor de libros, en el caso de que 
este empleo sea servido por un Ciudadano 
particular, á los gastos de oficina, fijados en 
diez pesos mensuales, y al resarcimiento 
del quebranto que pueda ocasionarse á la 
moneda. 

La mesa, después, de verificados los pa- 
gos, debe dar balance mensual á la caja, y 
remitir al Ministro de Guerra el estado de- 
mostrativo de las cantidades recibidas, y su 
inversión, el producto del descuento, y la 
existencia en caja, por sueldos no cobrados 



— 192-^ 



9IB 



por los interesados por causa de aoseocía ó 
muerte. 

Los pagos deben efectuarse sobre tablas 
y en mano propia, 6 á apoderados legal* 
mente autorizados. Es prohibido al Gefede la 
mesa pagadora, aceptar ni girar ninguna 
clase de orden, vale ó pagaré. 

La caja de la mesa pagadora debe tener 



dos llaves, de las cuales una esté en manos 
del Gefe de la Oficina, y la otra en las del 
cajero. 

La mesa pagadora, debe pasar también 
á la Gontadttria General, una cuenta men- 
sual, de la distribución de fondos que hu- 
biere hecho (1 ). 



■UVAS. — ^Está averiguado que el terri- 
torio de la República posee distintos mine- 
rales. Han sido denunciadas minas de oro, 
de cobre, de carbón y otras materias; pero, 
la escasez y carestía de brazos, han obstado 
hasta ahora á su esplotacion. Posee sin em- 
bargo el Pais, una riqueza en minerales, de 
grande importancia para lo futuro. 

Rigen en cuanto á minas, las disposicio- 
nes de la Ic^lacion Española. 

MIMSTBaA DE ES¥AP«. LoS Mi- 

nistros de Estado forman parte del Poder 
Ejecutivo, y les mcumbe en consecuencia 
responsabilidad legal en todos sus actos. 

Los Ministros son nombrados por el Pre- 
sidente dé la República, y amovibles a vo- 
luntad de este (1). 

Concluido el tiempo de su Ministerio que- 
dan sugotos á ser residenciados por el tér- 
mino de seis meses, desde el dia en que 
hubieren cesado en sus funciones. — Véase 
Residencia. 

Ninguna orden del Presidente de la Re- 
pública es obligatoria, no estando autorizada 
por el Minbtro del ramo respectivo (S). Es 



(I) Art.81 da la Constitución. 
{2) Art. S8 de la Constitución. 



por eso, que les incumbe responsabilidad in- 
mediata en todos los actos gubernativos de 
su respectivo departamento, y en aquellos en 
que haya precedido consejo de Ministros. 

Para ser Ministro de Estado, es necesa- 
rio reunir las condiciones siguientes: 1 ^ . 
Ciudadanía natural, ó legal con diez años de 
residencia en el Pais: 2 ® Tre'mta años 
cumplidos de edad. 

Abiertas las sesiones del Cuerpo Legisla- 
tivo, tienen los Ministros el deber de pre- 
sentarie una memoria detallada, del estado 
de todos los ramos pertenecientes a sus res- 
pectivos departamentos. Esto debe hacerse 
dentro de los primeros quince dias después 
de abiertas las sesiones del Cuerpo Legisla- 
tivo (2). 

No salva á los Ministros de la responsa- 
bilidad personal de todos sus actos, h orden 
verbal ó escrita del Presidente de la Repú- 
blica (3). 

Los Ministros de Estado, en ningún ca- 
so pueden pasar de cuatro, siendo permiti- 
do reducir su número según convenga á 
juicio del Presidente de la Repúbfica. (4). 



(I) Decreto de 12 de Abrti de 1858 
(S) Art. a*» de la ley de & de Mayo de 186il. 
(8) Cap. úidco sección 8" de la Constitución. 
(4) Ley de 8 de Julio de 1854. 
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noxAOTBúo »B sAi^BfliM. — Este con* 
vento está autorizado, bajo las regias y 
prescripciones de su orden. Las monjas sa- 
lesas tienen ásu cargo un colegio, donde se 
educan algunas niñas en clase de pupilas 
Los padres y deudos de estas, pueden ver- 
las en determinados dias de la semana. 

moiVKDA mí c^BBB. — ^No puede cir- 
cular en el territorio de la República oirá 
mone-fa de este metal que la Nacional. Es 
prohibida pues, la introducción de moneda 
de cobre exfraiigera (1). 

Eb los pagos que se hagan de cantida- 
des de dinero, el acreedor no esta obligado 
á recibir en moneda de cobre, sino ha¿a la 
fracción de un patacón (2). 

La moneda de cobre acuñada en la Re- 
pública, se halla legaimeate autorizada por 
las leyes de i 4 de Junio de 1839, 13 de 
Diciembre de 1843 y 15 de Julio de 1851. 
Entre la moneda de cobre Nacional, está 
comprendida, la acuñación hecha en Francia, 
en virtud de contrato celebrad) por el Go- 
bierno, facultado especialmente al efecto, 
por la ley de 3 de Junio de 1857. 

La ley, peso y tipo de las monedas d^ 
cobre es la siguiente: Las de 5 centesimos 
con el peso complete de 3 adarmes: las do 
20 centesimos, 1 2 adarmes: las de 40 cen- 
tesimos, 24 adarmes^ con sugecion á la li- 
bra común de 16 onzas: Tienen en su an- 
verso un sol, con la inscripción. República 
Oriental del Uruguay^ j, el año de la acu- 
ñación: en el reverso, su valor, inscripto 
enlre una cria ile palmas^ 

MONEDAS DB OR# T PICATA. Es 

permitida en el territorio del Estado, la cir- 
culación de monedas de oro y plata del 
Brasil, de los Estados Hispano AmericanoSi 
de Francia y de España. 



^■^■i"*»i^i«^ 



Sus valores son los siguientes: El peso 
fuerte Español, el délos Hispano-America- 
nos, y el patacón Brasilero, mil centesimosi 
ó sea diez reales, guardando sus fracciones, 
igual proporción. 

La peseta de dos reales de España, ó 
sea la quinta parte del peso fuerte, 200 
centesimos. 

La moneda de 5 francos de Francia, 900 
centesimos, guardando sus fracciones, igual 
proporción. 

Las monedas de oro Españolas de 5 pe- 
sos fuertes, 6 pesos corrientes. 

Las del Brasil de 20,000 reis, 13 pe- 
sos 160 centesimos. 

Las de Francia de 20 francos, 4 peso» 
400 centesimos. 

Las onzas Españolas é Hispano-Araerica- 
nas, 1 9 pesos 1 60 centesimos, y ea pro- 
porción sus fracciones. 

El peso corriente tiene el valor de 8 
reales: el real 100 centesimos. (1) 

El peso fuerte, ó patacón, nueve reales 
con sesenta centesimos. 

El Gobierno está facultado para acuñar 
dentro ó fuera de la República, monedas de 
plata ú oro, con la ley, peso y tipo deter 
minados por las leyes de la materia. (2) No 
ha hecho sin embargo, uso de esta autori* 
zacion. 

Existen algunas monedas de plata de va- 
lor de 960 centesimos, acuñadas en Mon- 
tevideo en 1844, en virtud de autorización 
conferida por la (ey de 13 de Diciembre de 
1843. Su tipo es: en el anverso, las ar- 
mas de la República, con la inscripción cir- 
cular: República Oriental del Uruguay ^ y 
el año de. su acuñación en la parte infe- 
rior. En el reverso, nueve estrellas en cir- 
culo, representando los nueve Departamcn- 



(1) f^y d« 9 de Mario de 1829. 
<2) \jry áv í de Mayo Ot* iS.'íri. 



0) UydefTdo Juniode iF¿4. 

(2) Lcyoí^ de 15 df> Ju io de I8¿4 y Záe JuiiodÁ 

25 
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los en que entonces estai» dividida la Re- 
pública: en sn centro, un pe$o fuerte; y 
per inscripción: Sitio de Montevideo. 

m&nshm. — Véase Monasterio de Sa- 
tesas. 



. — Depósito formado de los 
descuentos que se hacen á los individuos de 
algún cuerpo, para socorrer á sus viudas, 
sus hijos, 6 sos madres viudas después de 
fU muerte. 

Está establecido en las arcas publicas un 
montepío general de ministerio, al que de- 
ben contrbuir todos los empleados civiles, 
con el sueldo de un dia de cada mes, siem- 
pre que disfruten uno mayor que el de tres 
cientos pesos anuales. (1) 

Los gcfes y oficiales del ejército, están 
sugetos al mismo descuento, con mas, la di- 
ferencia del sueldo de un grado a otro en 
Jos ascensos que tuvieren, por solo el pri- 
mer mes que hayas de percibir, en el em* 
pleo á que ascendiesen. (2) 

Los inválidos sufren un descuento de 
ocho por ciento. (3) 

El fondo del mDntepio, asi de los indivi- 
duos de la clase civil como de la militar, 
tiene por objeto, hacer frente al pago de 
retiros, jubilaciones y pensiones, cváquiera 
que fuese el sueldo de los empleados civi- 
les 6 militares que hubieren fallecido, (4) 

El montepío se ha hecho figurar siempre 
en el cálculo de ingresos para atender á los 
gastos del presupuesto general, lo cual es 
arreglado, desde que en ei cálculo de egre- 
sos, figuran también los haberes deslina- 
dos por la ley, á ser cubiertos con aquel 
fondo; pero en la aplicación, el depósito del 



(1) Art. O.o de U ley de 3 de Mayo de I83S. 

(2) Art. é.o de la ley de 17 de Mano de 1836. 

(3) Art. 4.® de la ley del H de Julio de f855, pro- 
na Igada el 7 de Mano de I8&7. 

(4) Art. 10 de la ley de 3 de Maye de 1838. 



montepío, se ha confundido siempre con bs 
rentas generales, formando parte de ellas. 
El depósito especial, de ios fondos pro- 
cedentes del montepío, que debería aplicar- 
se especialmente, y con independencia de 
los gastos generales de hi administración, á 
los objetos de su institución, no ha esistié» 
nunca; y las personas qne en ejecución de 
la ley deberian ser cubiertas de sus haberes 
con los fondos de la caja del montepío^ 
han quedado sugetas á las eventualidades y 
deficiencias de bs rentas generales. 

■•wn» pCbucws. — ^El patronato y 
protección inmediata de los montes de pro- 
piedad publica, corresponde al propietario 
del terreno limítrofe. Los propietarios ejercen 
este patronato, guardando ínviotaMemente 
hs prescripciones establecidas por las leyes 
de la Recopilación Castellana, autos acorda- 
dos, y reglamentos de su referencia. En 
consecuencia, los frutos del monte benefir- 
ciado, pertenecen al patrono» 

El vecindario del distrito adyacente, tiene 
derecho á proveerse del producto de los 
montes beneficiados: 1 "^ » En cuanto al 
combustible que necesite anualmente: 2 ^ . 
En cuanto á la madera para cercos y sem- 
brados, heras, yugos y harados: 3 ^ Por 
una vez solamente, de la madera necesaria 
para levantar la primera población. 

Las porciones que hayan de designarse á 
los objetos comprendidos en b primera y 
s^unda clasificación, deben ser determi- 
nadas por h Junta Económico Administra- 
tiva del Departamento, con arralo á las 
círcunslaRcias del caso. 

El derecho de provisión se entiende con 
calidad de ser tasadas moderadamente, con 
intervención de la autoridad mas inmediata, 
las maderas que se saquen, cuyo importe 
debe pagarse al patrón del monte. Estos de- 
ben compensar al Erario el beneficio que 
reciben, pagando el seis por ciento anual, 
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sobre el valor á tasación, de los monles pú- 
blicos y terrenos (I), 

Las disposiciones que quedan citadas, 
no han sido nunca observadas. Los montes 
públicos son de dominio público, y el uso y 
consumo de ellos, es permitido libremente 
por las autoridades. 

^ra regularizar el uso y servicia de los 
montes públicos, el Poder Ejoculivo pre- 



sentó al Cuerpo Legislativo en 1857, un 
proyecto de ley que comprendia en su ma- 
yor parte las disposiciones que quedan ci- 
tadas, cuyo proyecto no obtuvo la sancíoa 
de este. 

En cuanto á los montes de las Islas ddl 
Rio Negro y Uruguay, el corte de made- 
ras está sugeto al pago de un impuesto. — 
Véase Impuesto ^obre carie de montes. 
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BniBBLESDE VHO. — ^Todosaquellos cu- 
yo valor esceda de cincuenta pesos, están 
sugetosá su introducción en el Pais, al pa- 
go de los derechos establecidos con respec- 
to á tos importados para comercio. 

Son libres de derechos, tos de propiedad 
de Agentes Diplomáticos acreditados en ei 
Estado^ siempre que la Nación á que perte- 
nezcan conceda h misma esencion á los de 
ia República. Lo son también !os articufos 
destinados al culto divino (2). 

Está mandado que en ctase de equipagc 
no se admitan á cada pasagero mas efectos 
que su cama» su ropa en baúles, y un es- 
critorio (3) Pero por á artículo 13 de la 
ley de 14 de Julio de 1858, se ha conce- 
dido á cada equipage hasta quince arrobas 
de peso. 

Mi.vLi.Es. — ^Véase Barracas. 

MULTAS roLiciALEs. — Las que se 

imponen á los contraventores de disposicio- 
nes policiales. 

Los individuos que fuesen multados, de- 
ben recibir un boteto impreso, en qnb cons- 



te el valor y ta causa de ta multa im- 
puesta. Estos boletos deben ser entregados 
á l(»s Comisarios de Policia con el visto bue- 
no del Gefe, y con el cargo de la Recepto- 
ria, y los Comisarios deben pasar parte dia- 
rio de las multas que hubiesen impuesto, 
consignando su importe para descargo. 

Nadie está obligado á pagar una mulla 
sin recibir el correspondiente boleto, y el 
fiíncionario <f ue la recaudase sin llenar este 
requisito, incurre en una pena arbitraria ar- 
reglada á la gravedad del caso (1). 

MUSEO iVAcioiVAL. — El Musco Nacio- 
nal, asi como la Biblioteca pública, con to- 
das sus dependencias, están bajo la inme- 
diata dirección y cuidado de ia Junta Eco- 
nómico Administratii^^a de la Capital (2). 

Todo aquel que obtenga un privilegio 
esclusivo con arreglo a la ley de la materia, 
debe enterar ea Tesorería General,, cien pe- 
sos fuertes, destinados á costear una sala 
en ei Museo Nacional donde se depositen las 
muestras, dibujos ó modelos de la invención 
que hubiese dado mérito al previlegío, y los 
expedientes formados para obtenerlo (3).. 



(1) Decreto de 8 de Febrero de 1831. 

(2) Art. 13 de la ley de 14 de Julio de 1858: 
(d> Decreto de 20 de Abril de ia:}5. 



(1) Edicto de Policía df 8 de Julio de 1818. 

(2) Decreto de 21 de Junio tie iftsa. 
{9)Loy de U deJunlu de 1853 art 8^. 
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i«íIltijbalixaciox. — Véase Cmladano 
legal. 

NAVFíiAGio. — Para preven fr los abu^ 
¿os que cometían los patrones de em- 
barcaciones menores del tráfico con respecto 
al salvamento de efectos naufragados, está 
mandado^ que toda vez que se averigüe que 
cualquiera embarcación, conduce artículos 
salvados de un bnque naufragado, sin ta 
autorización competente, pierdan los salva- 
dores el derecho que pudiera correspon- 
derles en lo salvado, entregando en Colec- 
turía lo que hubiesen conducido, é impo- 
niéndoles ademas la pena de prisión en la 
cárcel pública por ocho dias. 

Las licencias para salvar efectos de nau- 
fragio, deben obtenerse de la Capitania del 
Puerto, y del Cónsul ^de la Nación del buque 
naufragado. (1) 

IVAYECSACIOM DE LOS RÍOS. LoS riOS 

navegables de la República, están abiertos 
á los buques y al comercio de todas las 
Naciones. 
Los buques extrangeros están sugetos, 



en la navegcicion de los ríos, á los mismos 
reglamentos de Policía y Aduana qne los 
Nacionales. (1) 

Los ríos Ceboiiaii, Tacaarí y OKmar, no 
están comprendidos en ta concesión ante- 
rior, como tampoco otros de menor ímpor-* 
tancia, no debiendo permitirse en ellos la 
navegación ni la existencia de embarcación 
alguna extrangera, hasta tatito que se llc"* 
gue á un acuerdo general sobre la mate- 
ria. 

Las embarcaciones Nacionales, que fue- 
sen necesarías al servicio de las poblacio- 
nes, deben solicitar un permiso especial de 
)a autoridad superior departamental para 
hacer dicha navegación. Cualquiera que se 
encontrase dentro de los ríos sin diciio per- 
miso, debe ser.considerada por el hecho ocu- 
pada en tráfico ilícito, y "aprehendida en 
favor del Fisco. (2) 

Con respecto al cabotaje de Nacionali- 
dad de los Estados rívereños del Uruguay, 
Paraguay y Paraná — Véase Cahota^ m los 
Estados rivereños. 
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momE%c9./knjBA. ds éjAh galles. — 

La conservación de las tablas que indican 
los nombres de las calles públicas, es de 
cargo de tos vecinos de la manzana respec- 
tivav El Teniente Alcalde debe reunirlos 
siempre que sea necesario removerlas 6 re- 
hacerlas, repartiendo entre ellos á prorata 
el valor de la obra. (2) 

La actual nomenclatura de las calles, 
{dazas y mercados de la calad, fué esta- 
blecida por edicto de Policía de 21 de Ma- 



yo de 1843^ y aprobada por Decreto ád 
Gobierno del día s^[uiente. 

La antigua nomenclatura quedó pue$^ 
abolida, siendo reemplazada por la que ac- 
tualmente ríge, en la cual se conmemoran 
las glorias Nacionales^ y los nombres de 
personas distinguidas por sus servicios y 
virtudes cívicas* 

NOTIFICAdONI» BB EOCBIKANO^ 

Véase Escribanos. 



(1) Acuerdo del Gobierno de 19 da Febrcr» de 
1857. 

(2) Decreto d<> 21 de Mayo de I8í3. 



(I) Ley de 17 de Junio de IS54. 
(2} Decreto de t de Junio de I KO. 
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KUUDAD É lüIJtJSnriCIA KOTAMA.-- 

Véase Recurso de nulidad é injtisíicia tuh 
loria. 

IVCnEliACION DB t^lkS CÁLICES. La 

conservación de las tablillas que indican ios 
húmeros de las casas particulares, está á 
cargo de los propietarios de estas, quienes 
deben renovarlas, siempre que se hallen en 
mal estado. 



Todo aquel que abra una nueva puerta, 
debe colocar inmediatamente el número que 
le corresponda, con arreglo al sistema de 
numeración establecido. 

Al departamento de Policía incumbe vi* 
gilar sobre el cumplimiento de estas dispo* 
siciones, castigando á los contraventores 
con multas desde cuatro á doc^ pesos. (1) 
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#BmAs PtüLicAS.— Toda obra públi- 
ca que sea costeada por las rentas de al- 
gún Departamento, debe hacerse por rema- 
te á propuestas cerradas. 

Las obras que fuesen costeadas por De- 
partamentos del interior, sin gravamen de 



la hacienda Nacional, pueden efectuarse por 
las Juntas Económico Administrativas, toda 
vez que tengan seguridad de poder hacer- 
las por menor valor que el de la propuesta 
fl^as ventajosa. (2) — ^és&tContratos con el 
Gobierno, 
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OPIClJiLIIB «VASBIAS NAGIONAIiCS.^ 

Los oficiales de Guardias Nacionales, son 
nombrados por el Gobierno á propuesta del 
Gefe del Cuerpo. 

Para ser oficial de Guardia Nacional^ se 
requiere: 1, ^ Residencia en el Departa- 
mento. 2. ^ Un capital que no baje de 
dos mil pesos, é el ejercicio de im arte 6 
industria que represente una renta equiva- 
lente. Se esceptúan de esta condición, los 
hijoc de padres pudientes. (1) 

Aunque la ley no lo previene, es de su- 
ponerse que para ser oficial de la Guardia 
Nacional, se requiere también ciudadanía en 
ejercicio. 

onciiVA8 6ENEBAi.Es» — ^iSoñ talcs la 
Contaduría, la Colecturía y la Tesorería ge- 
neral. 

A la prímera incumbe intervenir en to- 
das las entradas y pagos del Tesoro públi- 



co, liquidar todas las acciones activas y pa- 
sivas, y llevar la contabilidad general de los 
fondos de la Nación. A la segunda, recau- 
dar todas las rentas públicas, ¿ impuestos 
directos é indirectos. A la tercera, conser- 
var el Tesoro público. (3) 

EIn ejecución de .estas disposiciones, está 
mandado que todas las oficinas de recauda- 
ción pasen á la Tesoreria general las canti- 
dades que recauden, con intervención de la 
Contaduría General, de cuyas sumas debe 
dar el Tesorero los correspondientes reci- 
bos. (4) 

Obstan sin embargo a la exacta obser- 
vancia de este sistema, disposiciones ulte- 
ríores del Cuerpo Legislativo, que acuer- 



(I) Art. 16 de la ley de 7 de Julio de fSóS. 



(I) Decreto de Í6 de Mayo de 1 843. 

(?) Ley de 21 de Judío de I8G0. 

(3) Ley de 26 de Eoero dé 1829. 

{\) DeiTelog de 24 de Octubre de 1845— l.^^' de 
Se^Ucmbre de 18^7 y 21 de Junio de 1853. 
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dan aplicaciones especiales á ciertas reatas, 
como el impuesto departamental adscripto 
á las Juntas Económico-Administrativas pa- 
ra atenciones determinadas: y otras destina* 
das al pago de créditos privilegiados contra 
el Estado, que son recibidas directamente 
por los acreedores. 

En los casos en que no existen aplica- 



ciones ó disposiciones especiales, las rentas 
son vertidas en la Caja del Tesoro público, 
con la debida intervención de la Contaduría 
General, y en aquellos en que se hacen pa- 
gos directos por oficinas de recaudación, se 
rinde la correspondiente cuenta instruida á 
la misma oficina. 



OP, 



0P0J91C10W. — El acto que tiene por 
objeto impedir que se ejecute ó lleve á 
efecto alguna cosa en perjuicio del que se 
opone á ello. 

La oposición del ejecutado en juicio 
ejecutivo, debe hacerse después de trabado 
el embai^go, para cuyo efecto, ha de ser cita- 



do por el Juez de la causa, señalándole seis 
dias perentorios. — Véase Juicio ejecutivo. 

orosicio!«. — La que hace en juicio 

ejecutivo un tercero, pretendiendo mejor 

derecho á los bienes ejecutados. — Véase 
Tercería. 



PA. 



r ABELLON BXTRAMCSEIIO.— Véase NOr 

vegucion de los rios. 

rABELLOM ivAcioTVAi.. — El PabcUon 
Nacional consta de cuatro listas azules ori- 
zontales, en campo blanco, distribuidas con 
igualdad en su extensión, dejando en el án- 
gulo superior del lado del hasta, un cuadra- 
do blanco con el sol en el centro. (I). 

r ADBES DE LA COHPAftiA DE JESÚS-- 

Fueron autorizados por Decreto de 28 de 
Junio de 1858, para establecer un Colegio 
de educación en la Villa de San Juan Bau- 
tista, con la mas absoluta libertad de ense- 
ñanza, haciendo uso de textos propios en 
todas las materias, y adoptando los regla- 
mentos que tuviesen por conveniente. 

Este Colegio debia estar en completa in- 
dependencia de todo cuerpo literario; los 



(O 1/ yes de IG de Diciembre de 1818 y H de Jalio 
de 1830. 



estudios que en él se hiciesen debian ser- 
vir para ganar grados en la Universidad, 
previas las pruebas de suficiencia requeri- 
das por los Estatutos de ella. 

Los Padres de la Compañía de Jesús fue- 
ron ulteriormente espulsados del territorio 
de la República, declarándose sin efecto la 
autorización que habian obtenido para la 
fundación de un establecimiento de educa- 
ción. (1) 

rANADEBiA MuivicirAL. — Bajo esta 
denominación está autorizado un estableci- 
miento, que en virtud de contrato celebra- 
do con la Junta-Económico Administrativa, 
debe elaborar pan en grande escala, bajólas 
reglas y condiciones siguientes: 1 ^ Las 
fracciones de pan, deben ser de una cuarta, 
media y una libra, y el pan, llevar la marca 
del establecimiento y la del peso. 2. "^ El 



(I) Decreto de 86 de Eiíeo de f85Ü. 



PA 



— 199 — 



PA 



precio se reg;ulara por pesos, constando ca- 
da peso de ocho libras, y se arreglará al 
precio corriente del trigo de calidad superior. 
8. "^ Guando la fanega de trigo valga diez 
pesos, el precio del pan debe ser el de cinco 
reales por peso; coando ocho pesos, cuatro 
y medio reales; cuando siete pesos, cuatro 
reales: cuando seis pesos, tres y medio rea- 
les; cuando cinco pesos, tres reales: cuan- 
do cuatro pesos, de tres reales para aba- 
jo, a discreción del empresario. 4. ® El au- 
mento en el precio de la fanega de trigo, no 
llegando á ocho reales, no dá lugar al au- 
mento, ni á la baja inmediata en el precio 
del pan . 

La Junta E. Administrativa, debe prestar 
á la Panadería municipal^ la protección 
oficial que le sea permitida, y al departa- 
mento de Polieia incumbe vigilar la obser- 
vancia por parte del establecimiento, de 
las obligaciones que le conciernen. 

La. panadería municipal, tiene la facultad 
de establecer tiendas y casas en los parages 
que le convenga, sin perjuicio de repartir 
el pan á domicilio. (1) 

La panadería municipal no ha sido esta- 
blecida. 

rANJkDEBos. — Incumbe á la autorídad 
de Policía, vigilar sobre la calidad y sobre 
el peso del pan que se fabrica para el consu- 
mo de la población. 

Los panaderos que elaboren pan de cali- 
dad nociba, declarado que sea perjudicial á 
la salud por certificado del médico de Po- 
licía, quedan sugetos á una multa de cin- 
cuenta pesos, sin perjuicio de indemnización 
délos daños que hubieren causado, y de ser 
embargado y arrojado el pan declarado 

tal. 

Los que elaboren pan que no tenga el 
peso debido, incurren en una multa de vein- 



te y cinco pesos por la primera vez, y de 
cincuenta por la segunda; y en la pérdida 
del pan, que debe ser destinado á los pre- 
sos. 

El pan debe llevar una marca que es- 
prese el número de onzas que contenga. 
El que la omitiese queda sugeto al pago de 
una multa de ocho pesos. (1) 

Es libre la elavoracion y el valor del pan, 
sin mas condición que la de llevar la marca 
indicada. Está esceptuado de este requisito, 
el pan que se espenda en casas particula- 
res. Los fabricantes que hubiesen de ce- 
sar en su labor, deben prevenirlo al Depar- 
tamento de Policía, con ocho dias de antici- 
pación. (2) 

El pan que se elavore para el público, 
debe ser necesaríamente de cuatro, de ocha 
ó de diez y seis onzas. Cuando algún pana- 
dero haga alguna elaboración de pan espe- 
cial, para algún objeto puramente particu- 
lar, deberá darle distinta forma de la que 
tiene el pan del público. 

Los dueños de pulperías ó almacenes, en 
donde se expenda pan, no pueden recibirlo 
para este objeto, sino del número de onzas 
que queda indicado: el contraventor, incur- 
re en una multa de veinticinco pesos por la 
prímera vez, y de cincuenta por la segun- 
da (3). 

Los panaderos que tenga sus estableci- 
mientos dentro de la Ciudad, no pueden 
conservar en ellos mas que seis animales de 
tiro y carga para todo su servicio [i). 

r APEL SELLADO. — Todo documonto, 
vale, letra, pagaré, contrato, ú otra obliga- 
ción cualquiera, debe ser extendida en papel 
sellado de la clase que le corresponda con 



(I) Contrato de f.<^ de Septiembre de 1859 



(1) Dccrelo de 23 de Mayo de 1831. 

(2) Decreto de 15 de JoUo de i837. 

(3) Gdieto dePoUcia de 7 de Noviembre de 1347. 
{\) Decreto de 3 de Enero de 1831. 
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arreglo á la ley, sin cuyo requisito no ten- 
drá valor en juicio. 

Son esceptuados de esta regia, pudicndo 
ser extendidos en papel común: i ^ . Los 
protocolos de escrituras del ramo de Hacien- 
da: 2 ^ . Las copias de actuaciones y docu- 
mentos que se extiendan de oficio: 3 ^ . 
Los conformes de plaza: 4 ^ . Los recibos 
por chancelación de cuentas y contratos y 
actos concluidos; los recibos de alquileres 
y demás actos de esta naturaleza : 5. ^ 
Las peticiones del Ministerio fiscal y demás 
funcionarios públicos, y las de los litigan- 
tes, mandados auxiliar por pobres: 6. ® 
Los libros parroquiales, las actuaciones de 
los Juzgados de Paz, los de orden interior 
de las oficinas, las actas de elecciones, y 
demás actos concejiles ( I ). — Yésise Impnes-' 
ío de Papel Sellado. 

El papel sellado lleva tres sellos: uno 
que espresa su valor; otro'd^ la Contaduría 
General; y otro en blanco, con las armas del 
Estado. Este se halla á cai^o del Oficial 
mayor del Ministerio de Hacienda, el cual 
debe llevar cuenta de los valores del papel 
en que se pone dicho sello, cuya operación 
debe hacerse á su presencia, y de cuyos va- 
lores debe rendir la correspondiente cuenta 
la administración principal de la Capital. 
Las administraciones de los Departamen- 
tos de campaña, reciben de esta el popel 
necesario para el servicio de ellos, y rinden 
á dicha administración la cuenta respecti- 
va, remitiéndole los productos de la renta. 

r AQVBTEs A ¥APeR. — Los paquetes á 
vapor de la Compañia Real Inglesa, gozan 
en los Puertos de la República, de los mis- 
mos privilegios que les están concedidos en 
los domas Puertos. Están en consecuencia 
exonerados de las cargas de puerto, dere- 
chos de tonelage, entradas de Aduana, y 



(I) Art. fi. c do la h y de 15 de Julio d« I85D. 



demás impoeslos que pagan los baques de 
corneo. El carbón que se importe para 
consumo de los vapores de la compañia, 
está del mismo modo exento del pago de 
derechos de importación, y los buques que 
lo conduzcan, lo están también del de tone- 
lage y cxUngage, cuando salgan en lastre. 

Para evitar toda demora en la transmi- 
sión de la correspondencia, es permitido 
que los pasageros, dinero y mercaderías de 
los Paquetes á vapor de la Compañia Real 
Inglesa, desembarquen á cualquier hora, in- 
m^ialameote después de su llegada al 
Puerto, bajo la vigilancia de las aat^dades 
competentes, y con sogecion á las reglas y 
formalidades proscriptas por las leyes de 
Aduana. La entrada y salida de los Paque- 
tes, puede tener lugar á cualquier hora del 
dia y de la noche (1). 

Los mismos prívilegios de que gozan los 
Paquetes de vapor de la Compañia Real In- 
glesa, están concedidos á los de la Compa- 
ñia Francesa, tanto en lo relativo á los de- 
rechos de Puerto, como en cuanto á la 
exención de todo impuesto al carbón impor- 
tado para su consumo, y demás establecidos 
con respecto á aquellos (2). 

La Compañia Francesa, uo ha estableci- 
do sin embargo, el servicio de Paquetes á 
vapor en el Itio de la Plata. 

Los Paquetes á vapor de la Compañia 
Brasilera, que hacen la navegación entre tos 
Puertos del Brasil y el de Montevideo, go- 
zando las firanquicias y favores, concedidos 
ó que se concediesen á cualquiera otra li- 
nea de navegación a vapor. Están, en con- 
secuencia, exonerados del pago de derechos, 
y gozan de los mismos prívilegios acorda- 
dos á los Paquetes de la Compañia Real Bri- 
tánica (2). 



(1) Acuerdo del Gobierno de 37 de Enero de 1851 . 

(2) Decreto de 17 de Agosto de 1858. 

(3) Artículos 18, la y tOá-A Tratado de Comercio 
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Últimamente, los vapores de la Gompania 
del Salto, que hacen la cancera de este Puer- 
to y los intermedios en el Uruguay y Rio de 
la Plata, gozan de iguales privilegios. Esta 
Compañía está subvencionada por el Estado 
con 500 patacones mensuales. Los buques 
de ella, tienen obligación de conducir gra- 
tis en cada'viage, hasta dos pasageros de 
cámara y cuatro de proa, mediante aviso 
oficial; asi como el dinero que el Gobierno 
embarcase, y hasta una tonelada de carga: 
habicndo esceso el Gobierno debe abonar 
el flete ordinario con una rebaja de un vein- 
te por ciento (1). 

rAf|VBTCSDETEi.%. — Los buquesdcs- 
tioalos á hacer la carrera de Paquetes, es- 
tán exonerados del pago de los derechos de 
Puerto que pagan los demás buques de co- 
mercio. 

Psira ol>tener el goce de este privilegio, 
es necesario que los buques quese destinen 
á Paquetes, obsei*ven las reglas y prescrip- 
ciones siguientes: i . ^ Que conduzcan pa* 
sagcros y la correspondencia pública: 2. "^ 
Que no tomen carga á flete. 

Los que dejen de llenar estas prescripcio- 
nes, pierden en el hecho, los derechos de 
Paquetes, y quedan sugetos á los impuestos 
y demás formalidades proscriptas para los 
buques de comercio en genei'al (2). 

rABTBB.t9. — Véase Junta de Higiene 
pública. 

r Ai^APOüTB. — Licencia escrita de la au- 
toridad, para pasar libremente de un punto 
á otro. 

El uso del pasaporte fué establecido por 
decreto del Gobierno de las Provincias Uni- 
das del Rio de la Plata, de i 2 de Agosto 



de 1820, cuando la de Montevideo, formaba 
parte de ellas. El despacho de pasaportes 
para el exterior, se hace por el Departamento 
de Polícia, los cuales se le remiten, con in- 
tei'vencion y cargo de la Contaduría Gene- 
ral, impresos y Armados por el Ministro de 
Estado en el Departamento de Gobierno. El 
derecho de pasaportes, es de dos pesos cor- 
rientes por cada persona, y cuatro reales p)r 
los niños. 

El producto de la expedición de pa- 
saportes, es uno de los ramos anegeos 
á la caja de Policía, la cual debe rendir al 
Ministerio de Gobierno, cuenta justificada do 
los ingresos procedentes de ellos, para el 
competente examen y comprobación de la 
Contaduría general (1). 

Está abolido el pasaporte para transitar 
en el interior de la República, pudiendo 
transportarse libremente cualquiera indivi- 
duo de un Departamento á otro, sin previo 
aviso ni permiso de la autoridad (2). 

PATENTES DE oiRo. — Las quo cstau 
obligadas á pagar todos los e^slablecimicntos 
de giro, de cualquiera naturaleza que sean. 

Las patentes de los establecimientos fijos 
situados en los Departamentos de campaña 
deben sacarse precisamente, dentro del pri- 
mer trimestre del año, bajo pena á los omi- 
sos, de pagar patont e doble. En la Capital 
deben sacarse, para todo negocio ó industria 
volante, dentro del mes de Enero; (3) para 
los puestos fijos de leña, carbón &utas etc. 
y embarcaciones del trafico del Puerto, hasta 
el 1 5 de Febrero: para los talleres y tiendas 
de artes y oficios, hasta fin del mismo: para 
las pulperias, bodegones, almacenes de me- 
nudeo, tiendas de efectos y mercerías, has- 



ynavfgat'l4»n celelirndociin el 1inpT'»üeI BraJI, el I 
di) S<'j|)|ii'nil>re lie tKo7, 

(i) Iherrtí» de 1 2 tíf. Enorodo I8(i0. 

(2) Dtcielo de i') de Marzo d • 1S;il. 



(i) Dicrelo de 9 de Febrero de 1836. 
(2) L'7 de 13 de Ma><i de 18o7. 

(:í) l.oi« cirruaie.-) de prt» ieda i pnrlicular están 
coui('ieudídui» euibluui pM&icioii. 

2G 
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(a el 15 fie Marzo: para todos tos demás, 
hasta el 31 del mismo (1). — Véase Impiie^ 
to de patentes ^Rcvisadores de patentes. 

r ATESTES »B W ATECS.tCIOW . ^LOS bu- 

qtles del caboti^e Nacional que naveguen 
dentro de cabos, debcB pagar por derecho de 
Puerto, ma patente anual arreglada á la 
siguiente tarifa: 
De 3 á 7 toneladas 2 rb. 
De 8 á 15 id. 4 
De 16 a 30 id. 8 
1^ 31 á 45 id. 16 
De 46 á 60 id. 20 
De 61 á 80 id. 25 
De 81 á 100 id. 3U 
De 101 para arriba. 40 

Los buques 4el cabotage est^m esmtos de 
la contribución directa. 

Los buques de cabotage pertenecientes á 
la Confederación Argentina, el Paraguay y 
el Brasil, deben pagar en los Puertos de la 
RepúbKca» fes mismos derechos que los bu* 
ques Nacionales paguen en aquellos Estados. 

Los buques de cabotage con bandera 
Nacional, siendo sus patrones Ciudadanos, 
deben pagar la mitad de este impuesto; y 
la tercera parte, si á mas del Capitán, tu- 
viesen la mitad de la tripulación compuesta 
de Nacionales. 

El impuesto sobre el rol, está suprimido, 
para los Ciudadanos inscriptos en la matrí- 
cula del Estado, que se ocupen en la clase 
de patrones ó marineros. 

Los (xlrangeros que tripulen los buques 
í'el cabotage, solo pagan por derecho de rol, 
dos reales los patrones, y uno cada marí- 
nero (2). 

Las patentes de navegación deben expe- 
dirse porlaCipitania del Puerto, cuya ofici- 
na las recibirá con cargo de la Contaduría 



(1) Decreto de 28 de Noviembre de 1859. 

(2) Ley de 1 9 de iunk» Ue I ScO. 



General. Su proilucto debe vertirse en la 
Tesorería General (1). 

r ATKtvTKs DB 8A^'i».%D. — Las que sir- 
ven para acreditar el perfecto estado de sa- 
lud en que se halla el Puerto de pi*oceden- 
cía del buque. 

Toda embarcación mercante Nacional 6 
E\trangera que venga de cabos afuera, de- 
be presentar una potente ée Sanidad: en et 
mismo c^so se hallan los procedentes de ca- 
bos adentro, de territorio extrangero, cuan- 
do reinase en ellos alguia enfermedad con- 
tagiosa, puliendo, en tal caso, suplirse la 
patente, con un certificado de la autoridad 
¡ocal. 

Toda embarcación que no conduzca pa- 
tente, queda sugeta á una cuarentena de 
dos diasp cuando menos. 

Las patentes de Sanidad de buques pro- 
cedentes de Puertos donde haja acreditados 
Cónsules ó Agentes Consulares de la Ue- 
pública, deben venir visadas por estos. 

Los buques que traigan patente sucia 6 
sospechasay quedan sugetos á la cuarente^ 
na eslableáJa, según las circunstancias del 
caso. — Véase Cuarentena. 

Todo buque Nacional ó Extrangero que 
salga de los Puertos de la República, con 
deslino á Puertos Ext:*angeros de utlramar^ 
debe proveerse de la con*espondiente paten- 
te de Sanidad. Estas patentes deben ser 
firmadas por el Presidente y el Médico de la 
Junta de Sanidad, y por el Secretario de la 
misma, selladas con el sello de la corpora- 
ción. En ellas debe certificai*se que los 
habitantes del punto de salida, gozan de 
buena salud, y se hallan libres de toda en- 
fermedad pestilencial, espresándose et nom- 
b*e del Capitán, el del buque, su naciona- 
lidad, su porte^ el número de hombres de 
sa tripulación, el de pasageros, si los hu- 



(1) Decreto deSilde iunio de tSfiO. 
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bicsc, cargaincnto que conduzca, y ilcstino 
á doodc se dirija (1). 

Las dispcsiciones que quedan citadas, son 
extensivas á los buques que hacen la carre- 
ra do paqnctcs, sea de vapor ó de vela. 

PATKoxüTe. — La autoridad v e! dcre- 
cho a los servicios del menor de color, que 
tenian losamos de esclavas, sobre los hijos 
de estas. 

El dereclio de patronato ha dejado de 
existir, con la abolición definitiva de la es- 
clavitud. Los menores de color son ente- 
ramente libres y gozan de los derechos de 



(ale?, con sugecion á las disposiciones ge- 
nerales sobre menores (I). — XédseLiberíos* 

PATROXATo.-^El derecho de presentar 
sujeto, para que se le confiera algún bene- 
ficio eclesiástico. 

E! Presidente de la República ejerce el 
patronato de la Iglesia. Tiene también la 
facultad de celebrar concordatos con la si- 
lla Apostólica, y retener ó conceder pase á 
las Bulas Pontificias, eonforme ¿ las le- 
yes (2). 

PATRONATO DE UA^ HO^'TC» Pl'BLlCllli. 

— Véase Slontes pábilos. 



VE. 



PEAcsG. — El derecho que se paga por 
el. uso de puentes, calzadas, ríos ó caminos 
sugetos á algún impuesto. 

El establecimiento y administración de 
esta clase de impuestos, compete a las Jun- 
ta§ Económico-Administrativas — Véase Jun^ 
tas Económico- Administrativas. 

PBXA. — El mal que se hace sufrír al 
delincuente, en desagravio de4 delito. 

Nadie puede ser penado sin forma de 
proceso ó sentencia legal (2). Se eseep- 
tuan de esta regla, las penas impuestas por 
faltas leves, ó puramente correccionales, las 
cuales incumben al Departamento de Poli- 
cíp. Estas se reducen á prisión, multa pe- 
cuniaria, ó trabajos públicos por un cortó 
término,. y se gradúan á juicio de la x\uto- 
ridad Policial, según la gravedad ó reinci- 
dencia de la falta cometida. — Véase Pena 
pecuniaria — Praos . 

PENA c%piTAi.« — Véase Conmutación 
de pena. 

PKKA coRPOBAL,*»La quo causa un 

\\) ftcghniCHlo dü Pulida SunUaria üe 2 de Junio 
de fSHH, til. ü. ® 

(2) Art. lacide la CuiiátJhii ion. 



dolor intenso c inmediato en el cuerpo, co- 
mo la de muerte, azotes etc. 

En los delilos comunes, en que por su 
naturaleza no luiya de resultar pena corpo- 
ral, los acusados^deben ser puestos en liber- 
tad, dando fianza ó prenda bastante. Esta 
disposición es preceptiva, y el Juez que co- 
nozca de ta causa, debe llenarla de oficio (3). 

La pena corporal,* que está admitida en 
la milicia, es prohibida en tos Guardias Na- 
cionales, aun en los casos en que por la ley 
se hallan sugetos á la OMenanza militar; 
permetiendose solamente la de prisión á los 
que no cumplan con su obligación, ó falten 
al respecto debido a sus superiores (4). 

En las causas criminales del fuero comua 
está abolida la pena de azotes. 

pe:va correccional. •"— La que se 

aplica á los delitos leves por via de corrección, 
como prisión por un corto espacio de tiem- 
po y otras semejantes. 



(1) Ley de 2 de Mityo de 18;,3. 

(2) Art. 81 d: la ('.miMiluriun. 

(3) A:t« I3J d«* la ('oii>'.i:uc'uii j5(i de la Uy de 9 
de Mayo de I8ü6. 

(i) Arl. 1 1 C p. ü® dil Derrclo de H de iuUo 4c 

isr>8. 
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En las causas por delitos en que haya de 
recaer pena correccional, debe proccdersc 
breve y sumariamrnte (1). Las penss en 
tales casos, deben ser las de mulla desde 
cuatro hasta cincuenta pesos, prisión ó traba- 
jos públicos desde cuatro dias hasta tros me- 
ses (2). 

mivA r«€t;:vABiJi. — La que consiste en 
hacer |)agar al acusado una cantidad de di* 
ñero, sea con deslino al fisco, á obras pias, 
ó á cualquiera otra institución ó individuo. 

En los juicios de injurias está abolida to- 
da especie de pena pecunaría en favor del 
querellante, sin ])erjuicio de otras acciones 
que puedan competirle (3). Es permitida sin 
embargo en tales juiciosesla pena, en favor 
del Fisco ó de cualquiera ipstílucioa piadosa. 

Incurren en pena pecunaria: i "^ Los 
infractores de disposiciones policiales: 2 "^ 
Los infractores de las prescripciones de Poli- 
cia del Puerto. 3. ^ Los peritos tasadores 
en los juicios ejecutivos, cuando no se ex- 
pidan dentro del término legal (4). 4. ® 
Los incursos en delitos sobre abusos de la 
libertad de Imprenta. — Véase Juicio de 
imprenta. 5 "^ . Los jurados en las cau- 
sas criminales, y Conjueces ina»stentes: 
6 ^ . Los delincuentes que hubiesen incurri- 
do en penas correccionales (5) 7 ^ . Los 
que habiendo enviudado y teniendo hijos legi- 
times, procedan á contraer segundo matri- 
monio, sin haber formalizado previamente 
inventario de los bienes quedados al falleci- 
miento del primer cónyuge, (6) y otros de- 
terminados por leyes especiales. 

PE«iisio^'i8Tiis, — Las que tienen de- 



(I) Art. 7 ® de In ley dtt 2t(lc Octubre de l829. 
{%) Art. 8:)<!o la It^ di; <) de Mayo de 1866. 
(3) Art. 7Sdc la Iry du O de Mayo de 18.'.6. 
(t Art. 84 de la mhniA Iry. 
(5) Art. 80 ái*. la mÍAma lev. 
{^] Alt. 72 de la misma Uy. 



recho de percibir alguna pensión del Estado. 

Las viudas, en defecto de estas los hijos 
y á falta de ambos, las madres viudas, de 
los empleados civiles y militares de la Na- 
ción, tienen opción al goce de la pensión que 
la ley les acuerda respectivamente, según el 
tiempo de servicios del empleado fallecido, 
y domas circunstancias del caso. 

Todas las viudas pensionistas, están obli- 
gadas á justificar cada trimestre, con un 
certificado del Cura párroco de su residen- 
cia, que se conservan en estado de viudez y 
que viven honestamente. La que no se halle 
en estas condiciones, pierde el derecho á la 
pensión que tuviere. Los certificados indi- 
cados deben ser presentados á la Gontadu- 
ria General. 



rEKSieMSTA» DR LA CLASE CI¥IL.— 

Las viudas de empleados civiles que hu- 
biesen sufrido el descuento destinado al 
montepio, tienen opción á la cuarta parte 
del sueldo que gozaban sus maridos en la 
plaza que hubiesen servido durante sus dias. 

Guando la viuda quedase sin hijos, gozará 
olla sola la pensión, mientras do tome otro 
estado, y lo mismo sucederá aunque tenga 
hijos, si los hubo jen otro matrimonio ante- 
rior al del empleado fallecido. 

Guando quedase la viuda con hijos que el 
empleado hubiese tenido en otro matrimonio 
anterior, precibirá también ella sola la pen- 
sión, quedando en la oUigacion de educar- 
los y mantenerlos, hasta que los varones 
cumplan la edad de veinticinco anos, y las 
mugeres tomen estado ó mueran. 

Si la viuda con hijos del empleado falleci- 
do, muriese 6 pasase á nuevo estada^ recaerá 
la pensión por entero en los hijos solteros: 
del mismo modo les corresponde si el padre 
falleciese sin dejar viuda. 

A medida que los hijos mueran ó lleguen 
a los veinticinco años los varones, ó tomen 
estado las mugcres, ira recayendo la pensión 
en los demás hijos ó hijas, aunque quedca 
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reducidos á uno solo, el cual gozará inte- 
gramente de ella, hasta los términos seña- 
lados. 

Las viudas 6 hijos que residan fuera del 
territorio de la República, no tienen opción 
al goce de la pensión, en cuyo caso, la dis- 
frutarán los que se hallen en ¿I (1). 

rE!VSIOWISTilL9 DB JUBlUtlNMI.-^ LaS 

viudas de jubilados, tienen opción, como 
las de los demás empleados en ejercicio, al 
goce de la cuarta parle del sueldo que tu- 
viesen sus maridos al tiempo de su muerte. 

Mientras hubiese hijos menores ó desva- 
lidos, incapaces de proporcionarse por si 
mismos la subsistencia, gozan en común con 
su madre, la pensión que le corresponda. 

A falta de madre viuda, los hijos menores 
gozarán por si el todo de la pensión, durante la 
minoridad, siendo varones; y siendo mugeres 
mientras no se casen. Los jubilados contri- 
buyen como los demás empleados, con el 
sueldo de un dia en cada mes, á la caja del 
montepio (2). 

rCNSIO^ISTÜLS »E LA CLASE «ILITAR. 

— Las viudas de los Gefes y oficiales del 
Ejercito de la República, y á falta de ellas, 
sus hijos varones hasta la edad de veintiún 
años, y las mugeres hasta que tomen estado, 
cuyos maridos ó padres hayan vencido de 
antigüedad en el servicio del mismo, desde 
ocho hasta veinte años, tienen opción á la 
tercera parte del sueldo que aquel gozare ai 
tiempo de su fallecimiento: la mitad, de 
veinte á treinta; y dos terceras partes, de 
treinta para arriba. 

De igual pensión gozan las viudas, ma- 
dres de hijos solteros, ó viudas sin succesion 
según la auligñedad que tuvieren estos ven- 
cida á su fallecimiento, en la proporción que 
queda designada. 



Las viudas, hijos ó madres viudas de los 
militares que falleciesen con menos de ocho 
años de servicios, tienen opción, poruña sola 
vez, á cuatro pagas integras, del sueldo que 
gozase aquel al tiempo del fallecimiento. 

Los servicios prestados en campaña en 
tiempo de guerra, valen doble tiempo (1). 

Las viudas, hijos ó madres viudas de los 
militares que hubiesen muerto en campaña, 
tienen opción al goce de las dos terceras 
partes del sueldo de aquellos, cualquiera que 
sea el tiempo que cuenten deservicios. . 

Solo son considerados en este caso, los 
muertos en acción de guerra, ó por conse- 
cuencia de heridas recibidas en ella, ó en el 
desempeño de alguna comisión ó servicio en 
tiempo de gueiTa. 

Las viudas qne por culpa propia se ha- 
llasen separadas de sus maridos al tiempo 
de su fallecimiento, y las que hubiesen dado 
públicamente causa para el divorcio, du- 
rante la ausencia de ellos en el ejército, 
asi como los hijos que hubiesen sido deshe- 
redados con justa causa por sus padres, y 
los que por su mala conducta para con 
ellos, se hubiesen hecho merecedores de 
esa pena, son escluidos del goce de la pen- 
sión. 

Es suficiente causa para reputarlos in- 
cursos en las reglas que quedan estableci- 
das, el simple certificado del párroco, y del 
Juez del domicilio, que lo accf editen. 

Están del mismo modo escluidas del goce 
de la pensión, las personas que recibiesen 
en Buenos Ayres, iguales ó análogos pre- 
mios, asignaciones ó sueldos» ó que se ha- 
llasen empleadas con sueldo, en el Estado 6 
fuera de él (2). 

Las pensionistas tienen opción al goce de 
su sueldo desde el dia del fallecimiento, des- 



(1) Reglamento de montrpiode 7 de Febrero de 1770^ 
mandado observar p<»r la ley de 3 de Hayo 18W. 

(2) Ley de 2\ de Marzo de 1«l^. 



0) lipy de 17 de Marzo de 1835. 
(2) Ley de 12 de Marzo de 1829l 
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pued de formaliíado el expedieote respecti- 
vOy ea que acrediten su acción (1). 

Laa viadas pensionistas que quedaren 
con hijoSf biea sea habidos en su último 
matrímonto ó en otro anterior, están obliga- 
das á mantenerlos y educarlos eon el im- 
porte de la pensión, mientras los varones 
no tuvie&en la edad de veintiún anos, d ob- 
tuvieren colocación, y las mugeres, perma'- 
nociesen solieras. 

Las viudas pierden el derecho a la pen- 
sión desde que vivan deshonestamente,, ó 
desde que tomen nuevo estado, entrindo en- 
tonces á gozarla los hijos en común, hasta 
la edad designada, ó hasta tomar estado las 
mugeres, quedando reasumida por s*i orden 
en el último; hasta que se halle defiaitiva- 
mente extinguida. 

Del mismo modo pierden la pensión, las 
madres viudas, que tomasen nuevo estado. 

Si por muerte de dos oficiales, una mu- 
ger reasumiese dos derechos á pensión, 
unt) como viuda, y otro como madre, optará 
solo á la mayor; pero, si falleciese, ó to- 
mase nuevo estado, los huérfanos recupera- 
rán la pensión primitiva que les correspon- 
dia en representación de su padre. 

Aunque no pueden acumularse dos pen- 
siones en una sola familia, si una viuda de 
varios oficiales llegase á fallecer, dejando 
hijos de estos diferentes matrimonios, los de 
cada uno de ellos, percibirán la que les cor- 
respondaj en representación de su padre, asi 
como la madre de este, en su caso respec- 
tivo. 

Si la viuda que por haber pasado a se- 
gundas nupcias perdió su pensión, volviese 
á enviudar, deben mantenerla sus hijos, á 
menos que por la nueva viudez adquiera 
aquella mayor pensión, en cuyo caso se sus- 
penderá el goce de la de los hijos, mientras 
viva la madi*e debiendo esta mantenerlos. 



{\) Uy de 28 d€ Abrii de 1847. 



Cuando por Gadlecimieiito de un oficial, 
quedasen hijos da otro^ matrimonios, y por 
justas causas no les conviniese vivir en coin- 
pañia de su viuda, se partirá la pensión en- 
tre esta y sus entenados en la proporción 
que corresponda, según el número de hijos 
propios que la viuda tuviere; lo que dobc 
verificarse con intervención de la autoridad 
judicial. 

Las viudas de miÜlar^^s que hayan cor.- 
traido matrimonio con otro que tenga mas 
de sesenta anos de edad, no tienen opción 
á pensión, sino en el caso de morir el mili- 
tar en acción de guerra, ó dejar hijos habi- 
dos durante el matrimonio. 

Las viudas,, huérfanos, ó madres viudas 
pens'O. istas, que residieren fuera del terri- 
torio del Estado, no tienen opción sino á la 
mitad del haber que fes este asignado ( I ). 

Los Gefes y oficiales del Ejercito deben 
concurrir con el importe de un dia de suel- 
do al mes, a la caja de montepío (^). 

Las viudas y demás interesados que soli- 
citen la pensión de la ley, deben hacerlo 
por medio de instancia promovida ante el 
Gobierno, en la cnal justifiquen debidamente: 
1 "=" El fallecimiento del gefe ú oficial, y las 
circunstancias del hecho; 2 "^ El derecho 
de succesion, con las partidas de matrimonio 
ó de bautismo; 3 ^ ' El grado que investía 
el ge!e ú oficial, y el tiempo que contaba de 
servicios, con los despachos respectivos: 
4 ^ Siendo viuda, su estado de honestidad, 
y no hallarse separada de su esposo al 
tiempo de la muerte. 

El Gobierno, previo dictamen de la Con- 
taduría general; del Estado Mayor (3), y con 
audiencia del Fiscal del Estado , provee lo 
que corresponda (4*) 

(l)L?yde28d.<t Abiil de 1887. 

(2) Art. G de la ley á¿ 17 de Mafto de 1815. 

(«3) Esto ya no liene lugar en virtud de cstur sujrN 
mido el Estado Mayor General. 

0) Dccre:o de 27 de Marzj de IS36. 
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rE!ii«iaNiMTAii »e u^ cí«mbi»rinw.4li. 
i»#s. — Los dereclios acordados á Us viu- 

das, hijas y madres viudas de los Gefes y 
oficíales del Ejercito ca ^rvicio, aon ^xleo- 
sivos á las viudas é hijos de loj^ inválidos, 
sin mas diferencia que la de optar estos á 
una pensión equivalente á la mitad del suel- 
do que los inválidos gozaren (1) Véase Paír 
sionistas de la clase militar. 

,r£!V^IOWISTAS DE LOS I.Efil9N.%BI09 

EXTRü^ccBos. — En el mismo gradi) y 
forma que las viudas, hijos y madres viu- 
das de los Gefes y oficiales del Ejército, 
tienen opción á ser consideradas las de los 
Gefes y oficiales d^. las extinguidas Legio- 
nes Francesa é Italiana (2). — ^Véase Legio- 
narios Extrangeros — Densionistas de la 
ckse militar. 

lfB%HÍ0%lHT\H VIVDA9 »E LOS SS. ^ 

Tienen opción, sin excepción alguna, al pago 
integro del sueldo correspondiente al mas 
alto grado militar que sus maridos invis- 
tieron (3). 

rfioivEs D8 ADL\%^\%. — El servicio de 
peones en la Aduana, depósitos exteriores 
y pescantes, debe hacerse por empresarios 
responsables, por medio de remate. 

Los empresarios son responsables de los 
daños y averias qne se ocasionen en la car-^ 
ga y descarga de mercanciar-, por descuido, 
golpes ú otras causas semejantes^ desde que 
sean recibidas en los pescantes, hasta que 
se introduzcan y estiven en los depósitos; y 
óuando hayan de reembarcarse, hasta que se 
depositen en los botes ó lanchas. Las recla- 
maciones á este respecto, deben ser dirigi- 
das al Colector General, por los interesados 
^ sus dependientes, durante las operaciones, 
y justificado el daño el Colector lo hará pa- 



(t) Ley de 1t de JttUo de I8&& prumulgada el 7 de 
Marzo de 18.j7. 

{7) Decreto d» 10 de Enero de 1862. 

(3) Loy df 14 d<' JiiUo ác lA&O. 



gar inmediatamente por d empresario ó su 
fiador. 

El cuidado de los pescantes y los gasto 
de su conservación, son de cargo del em-* 
presirio (1). 

rsüiTos. — Véase Tasador^ 

rEBJL'IClOS CAlJSiUlOS rott LA CSI7EH* 

BA. — Es deuda Nacional por razón de 
perjuicios de la guerra, el importe de los 
aiimales, articules, efectos ó bienes toma- 
dos ó inutilizados á particulares, por autori- 
dades públicas, militares ó civiles, desde 
1843 hasta Octubre de i 85 1. 

Para la justificación de estos créditos 
fueron habilitaJos los Alcaldes Ordinarios, 
ante quienes debian producirse las informa^ 
clones y pruebas conducentes al efecto; que? 
dando después, á cargo del Poder Ejecutivo, 
con audiencia del Ministerio Fiscal previa 
avaluación de los objetos reclamados^ con 
arreglo á una tarífa establecida por punto 
general, resolver sobre el reconocimiento del 
crédito respectivo. 

Reconocida que fuese la deuda, el intere- 
sado era remitido a la Junta de crédito pú- 
blico, para la expedición de los titules de 
deuda pública que correspondiesen. — Véase 
Junta de crédito píblico. 

El reclamante de deuda Nacional que 
cometiese fraude en perjuicio del Estado, que- 
daba sugeto á la pena de la pérdida de lo que 
legitimamejte le correspondiese: los testigos 
que concurriesen á él, debiaa ser penados 
con una multa á prorata, igual al valor de 
las cantidades supuestas. Si el fraude com- 
prendiese todo el reclamo, el reclamante de- 
bia sufrir una multa igual al monto de la 
reclamación (2). 

El lamentable abuso introducido á h 
sombra de la facilidad de Da pn»ba testifi* 



(I Decreto de 6 du Jauto de iS^f). 
(2) Ley lie H de Julio do iSó». 
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cal, con que se acreditaban pretendidos de- 
rechos, dio mérito á que se suspendiese la 
tramitación de expedientes por perjuicios, 
nombrándose una Comisión compuesta de 
un Senador, dos Representantes y tres ciu- 
dadanos, encargada del examen de dichos 
expedientes, y de devolver anotados aquellos 
que no se hallasen revestidos de las forma- 
lidades proscriptas (1). 

De aqui resultó declararse nulos y sin 
valor legal, algunos de los expedientes que 
se hallaban en giro, los cuales fueron que- 
mados el 25 de Abrirde 1860 por una Co- 
misión nombrada por el Gobierno al efecto, 
compuesta del Fiscal de Gobierno y Ha- 
cienda, el Contador y el Tesorero General, 
y el E^ríbano de Gobierno y Hacienda. 

Sin embaí^, la deuda Nacional proce- 
dente de perjuicios causados por la guerra, 
subió á una cifra enorme, de donde resultó 
su depreciación. 

Últimamente, la conversión de h deu- 
da pública, quedó deQnilivamenle cerrada, 
terminando las funciones de la Comisión cía- 
siGcadora, y mandándose inutilizar en para- 
ge público, las planchas que habian servido 
para la impresión de títulos de deuda públi- 
ca consolidada, en que eran convertidos los 
créditos procedentes de perjuicios causados 
por la guerra (2). — ^Véase Deuda pública 
consolidada. 

rBR JUICIOfi CAUSADOS POB M.A «UBB- 
RA A LA rROPlBDAD FRANCESA É 11V« 

«LESA. — ^ Es deuda Nacional el monto de 
los perjuicios causados por la guerra de 
1842 á 1851, á la propiedad Inglesa y 
Francesa. 

Las reclamaciones de los subditos de 
Francia é Inglaterra por razón de perjuicios, 
deben deducirse y justificarse ante una 
Comisión mixta, con el carácter de arbitra- 



(1) Ley de o de Abril ác IS50. 

(2) Ley de G de Junio de I8á7. 



arbitradora. Esta Comisión se compone de 
cuatro Arbitros ó Comisarios, nombrados, 
dos por el Gobierno de la República, y uno 
por cada uno de los Gobiernos de Inglaterra 
y Francia, y es presidida, sin voto delibera- 
tivo, por el Juez Letrado de Hacienda. 

La presentación de las reclamaciones de- 
be hacerse ante la Comisión mixta, y las di- 
ligencias de justificación practicarse por el 
Juez de Hacienda, á presencia de los Arbi- 
tros. 

Concluso el expediente se somete al jui- 
cio de la Comisión mixta, que decide sin 
apelación, á mayoría de votos. En caso de 
empate, debe decidir una quinta persona, 
sacada á la suerte de una lista de ocho, cua- 
tro Ciudadanos Orientales, y cuatro Fraflco 
Ingleses, designados previamente, en la for- 
ma de los Arbitros. 

El derecho de reclamar queda proscrip- 
to, á los noventa dias para los que resi- 
diesen en el interior de la República, y á 
los ciento ochenta para aquellos que se en- 
contrasen fuera de él, á contar desde el dia 
de la instalación de la Comisión mixta. 

El monto de la» indemnizaciones que 
fuesen admitidas como justificadas, debe ser 
reconocido como deuda Nacional, y su ex- 
tinción arreglada por una convención espe- 
cial (1). 

Habiéndose suscitado dudas en el seno 
de la Comisión mixta, en cuanto á la eje- 
cución de las disposiciones contenidas en el 
Convenio celebrado con los Agentes Diplo- 
máticos de Francia é Inglaterra, el Gobierno 
para removerlas, declaró: Que la Comisión 
constituye un Tribunal especial que juzga 
por las solas reglas de la equidad y el sano 
criterio, sobre las reclamaciones que se le 



(I) Acu'Tdo celebrado rorel Gohipriiorun ^oi^ En- 
c rgados de Negi»cio« d* Franela é liinjlaicrra el 25 di 
Junio de iH57, baaclonado iHir la lev de 14 de Juliu 
siguiente. 
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presenten, decidiendo respcclo de su justi- 
ficación y su monto, con prescindcncia de 
las formas de derecho; que es absoluta en 
sus decijiones, tanto en lo relativo á los re- 
caudos ó medios de prueba con que se acre- 
diten las reclamaciones, cuanto acerca de la 
cantidad que debe Ajarse como indemniza- 
ción á cada una de ellas. 

Que decidiendo la Comisión en todo lo 
relativo á la justificación de los perjuicios 
reclainables, debía ser la que procediese á 
las dilig^encias de justificación, pero como 
esto importaría ejercer actos de jurisdicción 
ágenos de un Tribunal compuesto de Extran- 
geros, al Juez de Hacienda incumbe presi- 
dir la Comisión, para encomendarle solo la 
practica de las diligencias de justificación. 

Que en consecuencia, presentándose una 
reclamación que á juicio de los Comisarios 
se halle suficientemente justificada, el ofi- 
cio del Juez de Hacienda es inútil, puesto 
que no tiene voto deliberativo, y es aque- 
lla la que decide en cuanto á la justifica- 
ción de la reclamación con el carácter de 
arbitra arbitradora, es decir, juzgando tx 
aquo et bono\ y ai antes de pasar al Juo^ 
el expediente cree la Comisión que las prue- 
bas que contiene bastan á formar su con- 
ciencia, ha quedado por el hecho concluso 
para definitiva que puede pronunciarse sin 
mas trámite. 

Últimamente, que cuando hubiese empe- 
le en las votaciones de la Comisión, debe 
decidir una quinta persona , sacada ala suerte 
de ias ocho de que habla el Convenio (1). 

PERMIftOl» DE .tDUAKA. — LosqUCOtor- 

ga la Colecturía General para las operacio- 
nes de carga y descarga de articules y mer- 
caderias. 

Las solicitudes sobre permisos, se ha- 



(I) NoUi i»rcial (H MinUlrrlo de Uilationrji Kxtc- 
rÍMtcs de 26 úv Orliibrcdc 185!). 



cen en papel impreso bajo una forma espe- 
cial. Este papel íse expende en la Admíni^ 
tracion de sellos y patentes; su precio es el 
de tres reales corrientes, dándose tres ejem- 
plares correspondientes al triplicado que de- 
be presentarse del permiso, de cuyos ejem- 
plares, uno lleva el sello del valor corres- 
pondiente. 

Las oficinas de Aduana no pueden reci- 
bir solicitudes sobre permisos que no se 
presenten en la forma prevenida (1). 

Ningún articulo ó mercaderia puede em-» 
barcarse ni desembarcarse sin el correspour 
diente permiso de Aduana, y sin que los 
efectos estén conformes con él. — Véase Co- 
miso — Causas de contrabavdo. 

Cuando se soliciten permisos para em- 
barcar bultos ílc lana ó crin, y demás fru- 
tos del Pais, ya sean de tránsito ó de expor- 
tación, los interesados deben indicar la can- 
tidad de libras que contenga cada bulto. 
Los bultos que apareciesen con mas peso 
que el manifestado deben declai^arse vicia- 
dosj cayendo en consecuencia en comiso, 
con arreglo al articulo 36 de la ley de 18 
de Julio de i 856 (2). 

rEsnuTA. — Contrato en virtud del cual 
se cede una cosa por otra. 

Los contratos de permuta están sugetos 
al pago de un derecho de registro, para qnc 
surtan sus efectos legales. — Véase* Dere- 
chos de registro. 

Se halla pendiente de la resolución del 
Xluer])0 Legislativo, un tratado de permuta 
ajustado con el Imperio del Brasil sobre una 
área determinada de campos limítrofes.— 
Véase Tratado d-e permuta. 

PESA. — Pieza de de!e:minadopeso, que 



(I) DecrHo de 28 d • Febn ro de !«Í3, yart. 3.® de 
la It'} de papi'l sellado pira el afío du 18üO. 

(?) DL-posirlon de la Odrct liria General, c*n \irtud 
de orden sup. riur de C d** J.iitiu de 18(¡0. 

27 
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siiTe para designar la cantidad de un arlicu- 
lo que quiere determinai^se. 

Las pesas del uso de las casas de nego- 
cio, están sugetas at examen y vigilancia de 
la autoridad policial, para evitar todo frau- 
de ó engaño de parte de los vendedores, 
é inmediatamente, de un contrastador pú- 
Mico nombrado por el Gobierno. 

Los que tengan pesas faltas, incurren en 
las multas siguientes: De cuatro onzas á 
una libra, seis reales por cada adarme de 
falta; de una libra á dos libras, cualro rea- 
ies: de dos libras hasta doce, cuatro pesos 
por cada onza de falta; de doce libras basta 
una arroba, tres pesos por cada onza de 
falta; de una arroba á un quintal, un peso 
iM)r onza; de un quintal para arriba, 6 rea- 
les por onza (1). 

rsTiciaiv. — ^Todo ciudadano tiene el 



derecho de petición para ante todas y coa* 
lesquiera autoridades del Estado (i). 
Toda petición hecha ante cualquiera autori- 
dad, oficina ó Tribunal, debe ser escrita en 
papel sellado de la segunda clase (2). Los 
empleados y oficiales públicos encargados 
de recibirlas, no deben dar curso i ninguna 
que no sea presentada en el |)apel que cor- 
responde. 

No debe darse curso tampoco á ninguna 
petición dirigida á los Jueces y Tribunales 
de la República, en que ios interesados ha- 
gan uso de términos irrespetuosos é incon- 
venientes. — ^Véase Escritas. 

PBiCA DB ABiFiBios. — Véase Anfi- 
bios^ 

PBaEQTisAs sEc»BTAs« — Estáu cspre- 
sámente abolidas en el juicio criminal, el 
cual debe empezar precisamente, por acusa- 
ción de parte ^ del acusador púbüco (3). 



PLA1VII.I.A DE €osTAs.*-Véase Costos. 

PLAZA 1MB LA INDRPRNDENCIA.^ — Es« 

ta es la denominación de la Plaza contigua 
al mercado principal por la parte del Este. 
Todos los edificios que forman la plaza 
de la Independencia, están sugetos á una 
construcción y arquitectura precisa y deter- 
minada. 



Los propietarios de los terrenos con 
frente á la plaza de la Independencia, tienen 
la obligación de conformarse estrictamente 
á la arquitectura determinada por punto ge- 
neral, observando su forma exterior, tanto 
en el ramo de aibañileria, como en los de 
carpintería y herrería (4). 



PO. 



— ^Instrumento público en vir- 
tud del cual, uno dá facultad á otro para 
que le represente. 

No es necesaria en los poderes, cláusula 
especial para asistir al juicio de concilia- 
ción, quedando los mandatarios responsa- 
bles de las estipulaciones á que se presten 



(1) Dtereto de t9 ^ Diciembre de 1829. 



en aqud acto, como en cualquier otro en 

Iue escedan ó contrarien las instrucciones 
e su mandante (5). 

(1) Arl. US de la Constitacion. 

(?) Art. 2. ® de la ley de papel aellado para el aiío 
de 1860. 

(a) Art. 1 15 de la Conkti«acloii. 

(4) Decreto de 30 de Febrero de 1897. 

(5) Ley de 18 de Julio de 1638. art. 3 ® . 
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Está declarada abolida la anligua pyácli- 
ca de presentar al Superior Tribunal de 
Justicia para su examen, los poderes veni- 
dos del Extrangeix) para cobrar herencias ó 
deudas. Trayendo su origen aquella prácti- 
ca de la prohibición á ios Exlrangeros de 
heredar en las Colonias Españolas, y ha- 
biendo cesalo esa causa con la emancipa- 
ción política de la República, fué en con- 
secuencia declarada abolida ia practica in- 
dicada (1). 

Los poderes, asi como toda escritura pii- 
bíica, en que antes intervenia la firma de 
dos testigos, deben ser firmados para su va- 
lidez, por tres testigos idóneos, que no sean 
dependientes, paniaguados ni parientes ha»- 
ta el cuarto grado del Escribano ó Juez au- 
torizante (2). 

PODER EJECUTIVO. — El Podcf Ejecu- 
tivo se forma del Presidente de la Repú- 
blica y los Ministros de Estado. — Véase 
Presidente de la Repáhlm. — Ministros 
de Estado. 

roDER juDiciAf.» — \ésse Adminis- 
tración de Justicia. 

roDBm LBjisLATiwo. — Vcaso Cuerpo 
Lejislativo. 

POLICÍA. — El servicio del ramo de Po- 
licia, está á cargo de un Gefe Po&lico en 
cada Departamento del Estado, y de los Co- 
misarios de Sección correspondientes, co- 
mo auxiliares de aquel, con los subalternos 
y celadores necesarios. 

En la Capital, cada sección de Policía 
se compone de un Comisario, un sargento 
y ocho celadores. Los celadores sobrantes, 
forman una compañia urbana, destinada es- 
elusivamente al servicio de Policia, manda- 
da por oficiales de linea (3). 



(1) Acuerito del Tribunal de Justicia (Ic 23 ¿* AbrÜ 
de I8S2. 

(2) Art. I \ ilc la ley de 20 de J anio du 18j8. 

(3) D.crao de 15 d;: M»yu dv 1800. 



Las oficinas de Policia, tienen ademas 
los empleados qne se requieren para ei ser- 
vicio público, y una caja Receptora de los 
ramos é impuestos anexos á ella. 

Las principales prescripciones policiales 
son las siguientes; 1.*^ No puede cons- 
truirse edificio alguno por particulares sin 
permiso de la Policia: 2. "^ Es prohibido 
embarazar las veredas ó las vias públicas, 
con objeto alguno que impida el tránsito; 
los materiales para obras, ú otros objetos, 
solo se deben conservar en la calle el tiem- 
po necesario para las operaciones de carga 
y descarga: 3. ^ Es pi-obibido arrojar á la 
calles, basuras ó aguas sucias; (Yéns^-Callcs 
públicas 4.*^ Es prohibido también an- 
dar á caballo a galope por las calles: 5, ® 
Lo es del mismo modo toiio juego de azar 
ó de envite, y toda clase de reuniones en 
las pulperias;^Véase Jnegos prohibidos.) 
6. "^ Nadie puede mendigar por Lis calles, 
sin permiso de la Policia, previas las justi- 
ficaciones del caso (1). 7.^ Todo el que 
se encuentre embriagado ó cometiendo de- 
sóitlcnes, debe ser conducido en arresto a 
la casa central de Policia; 8. ^ Es prohi- 
bido el uso de cuchillo, puñal, ó cualquiera 
otra arma cortante, con escepcion de aque- 
llos cuyo ejercicio lo demande. — (Véase Ar- 
ma cortante.) 9. ® El que luviese.pcsa ó 
medida falla, queda sugeto á las penas es- 
tablecidas, — (Véase Mcdidm — Pesa.) 10. 
Es prohibido á las carretas de campaña en- 
trar en la ciudad — (Véase Carretas de 
Campaña). 11. Lo es también incendiar 
coheles, y conducir por las calles objetos 
de bulto, en las horas de la noche: 12. To- 
da persona que llegue á la Capital, sea por 
tierra ó por mar, debe presentarse en el 



(I) Retando dptrrniin'(l»el rt^hiblecimicnlo de uiia 
casi di' asilo de m tiilÍLos, d(*lK*ii dei}:iparorcr los que 
¡iD;*loran la caridad pil^lica en iu'S calle:}.* — Vcjsi! 

A¿ILO DE MIMUCO.S. 
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aclo, cu la Oiieina de Polir¡;u donJe liará 
constar su nombre y filiación, obteniendo 
una papeleta qnc acredile baber llenado es- 
te requisito (1). 13. Los cban^j^adores, los 
pordioseros, los carruages de alquiler y de- 
más rodados de comercio, deben estar re- 
gistrados en la Policía — Véase Changado- 
res — Pordioseros — Carrua(¡es. — Carreti- 
llas de car¡¡n. 14. Los sirvientes y sirvien- 
tas, para el servicio doméstico deben tam- 
bién hacer rejfislrar sus nombres en la Po- 
licia — Véase Sirvientes. 

Los infractores de estas disposiciones in- 
curren en ponas correccionales, como las de 
mulla ó prisión, que se gradúan por la au- 
toridad de Policia, sej^un los casos. 

Muchas de las disposiciones anteriores 
son aplicables solamente á la Capital. 

La fuerza de PoKcia tiene el deber de 
velar sobre la conservación del orden pú- 
blico, y sobre la observaní^ia *do las pres- 
cripciones policiales; debe también prestar 
su auxilio á la autoridad judicial, cuando 
esta lo requiera, para hacer efectivo el cum- 
|)limiento de algún mandato — ^Véase 6re- 
fes Políticos — Impuestos Policiales. 

POLICÍA DEIi riJERTOi — Védsc Pitef- 

to. 

PÓLIZA. — Libranza ó documento justi- 
ficativo de algún crédito, en favor deL te- 
nedor. 

Una gran parte de h deuda Nacional 
contraida hasta 1835, fué mandaik cubrir 
en pólizas, á cuyo efecto se hizo una emi- 
sion de billetes de esta especie, dentro de 
la cantidad de setecientos mil pesos. 

Al pago de estas pólizas fueron adscrip- 
tos especialmente, durante cinco años, el 
derecho adicional entonces existeute, y el 
de sellos, patentes y alcabalas. 



(1) £dirlo.^dePo!i(ia do 8 de Oetuhrc de 185t y 7 
de Kuv lumbre de 1 869. 



Las pólizas fueron aplicadas á cubrir cré- 
ditos procedentes de dinero suplido al Es- 
tado, y los que se hallaban reconocidos por 
el Gobierno con calidad de exigibles, y re- 
ombolsables á término fijo, gozando el inte- 
rés que el acreedor acordase con el Gobier* 
no, cuyo interés debia ser pagado en efecti- 
vo (1). 

La caja de amortización fué ultenormcuie 
encargada de pagar los réditos de las pólizas 
adjudicándole al efecto los fondos necesa- 
rios (2). — Véase Caja de amortización. 

Vov último, las poljzas, como los demás 
créditos contra el Estado, fueron incluidos en 
la conversión déla deuda Nacional, y entra- 
ron a fonuar parte de los títulos de Deuda 
públicu consolidada. — Véase Detida 
pública consolidada. 

PosmosERoa. — Es prohibido pedir li- 
mosna sin] conducir una tablilla, expedida por 
la Policia que esta otoipirá previa juntifi- 
c.cion del estado del pretendiente (3). 

Está acordado el establecimiento de una 
casa de asilo de mendigos, en cuyo caso, 
desaparecerán los pordioseros que frecuen- 
tan ks calles publicas. 

POSESIÓN. — El acto de tener alguna co- 
sa corporal^ con animo de adquirirla. Los 
poseedores de tierras de propiedad pública 
tienen derecho á adquirirlas con prefe- 
rencia a cualesquiera otros , apoyándose 
en sus derechos de posesión, sea en ca- 
hdad de enfiteuta^ ó de otra manera. 

Los que tuvieren mas de veinte años de 
posesión, tiene acción legal á adquirir tos 
campos poseidosy por moderada composi- 
ción. 

Los que tuviesen mas de cuarenta años 
no iuterumpidos de posesión, adquieren en 



(1) toy de 29 de Al>ril de I8:)5. n. N. 

(2) Ley de 1 i de Junio de 183H U. N. 

(^) Fdkto áv Puliiü de S2d.' >'vvl cabré de ISaS. 
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el hecho, la propiedad de las tierras poseí- 
das (1). Esto se estiende con respecto á los 
que á la fecha de la ley, hubiesen ya poseí- 
do sin interrupción ese núra:jro de flños (2). 

La posesión debe Justificarse por el inte- 
resado, en juicio contradictorio con el Fiscal 
del Estado, ante los Tribunales competentes. 
Se considera interrumpida la posesión^, 
por haber dejado de poseer, 6 por haber si- 
do denunciado el campo como de propiedad 
pública, 6 por haber sido los poseedores ci- 
tados 6 emplazados, para denunciarlos 6 
comprarlos, y no haberlo verificado en 
oportunidad (3). 

Está mandado que los poseedores ú ocu- 
pantes de terrenos de propiedad pública, ó 
que se presuma ser tales, y no tengan títu- 
los, sean emplazados á denunciarlos en en- 
fiteusis dentro de sesenta días de la intima- 
ción, (i). 

En cuanto á la venta de tierras públicas 
está mandada suspender hasta nueva resolu- 
ción del cuerpo Legislativo (5). — Véase De-^ 
nuncia de campos. 

Los Jueces deben cuidar muy escrupulo- 
samente de no confundir los juicios poseso- 
rios, bs de misión en posesión heredi- 
taria y los petitorios, debiendo proceder en 
cada uno de ellos, con arreglo á lo estatui- 
do por las leyes, teniendo muy presente su 
distinta naturaleza. 

Guando manden practicar una mensura, 
y no conste hallarse en posesión del campo 
el que la solicite, deben prevenir al Juez co- 
misionado para el acto, que se abstenga de 
llevarla á efecto, siempre que resulte no ha- 
llarse el solicitante en posesión del campo 



(1) hnj de 21 de Abril de IS35. 

(2) Ley de 4 de Abril de IS&7. 

(3) Art. 4^ y de &® del Decreto de 27 de Janio 
de I8S&. 

(i) Art. 5® del D creto de S de Septlembrcde 1856. 
(5) Leyes de a de Julio de lS52y 27 de Alkril dolSWJ. 



cuya mensura se ha pedido. Deben preve- 
nir igualmente, que en las mensuras que so 
practiquen, no se innove nada en la pose- 
sión que tengan las partes, hasta tanto que 
los derechos respectivos hayan sido defini- 
dos por sentencia competente (1). 

posiciaNB». — Proposiciones ó pregun- 
tas pertenecientes á la causa, sobre las cua- 
les pide una de las partes, que la otra de- 
clare bajo de juramento. 

Está mandado que siendo el objeto del 
que presenta posiciones, que la parte con- 
traria las absuelva sin término para deliberar 
y pedir consejo, 6 que las ignore hasta el 
momento de contestarlas, es permitido . que 
las posiciones se presenten cuando lo quiera 
la parte en pliego cerrado, para que el Juez 
de la causa lo abra en el acto de examinar 
al que debe absorverlas. Esto tiene también 
por objeto, evitar el riesgo de publicidad^ 
sobre hechos que deben ser ignorados hasta 
eí momento de la absolución de las posicio- 
nes presentadas (2). 

En conformidad con esta disposición, es 
de práctica presentar las posiciones en plie- 
go cerrado. 

rovr AS. — El servicio general de pos- 
tas en todo el territorio del Estado, está á 
cargo, y bajo la inmediata administración 
de una empresa particular. 

El Tesoro Nacional, concurre en parte á 
sufragar los gastos que demanda este ser- 
vicio. 

Las postas están estacionadas en para- 
ges convenientes^ y a distancias proporcio- 
nales, en las distintas líneas que cruzan en 
varias direcciones el territorio de la Repú- 
blica, tocando en todos los departamentos y 
pueblos principales de ella . 



(I) Acuerdo del Superior Tribunal de Ju&licla de 12 
de Octubre de 1839. 

(I) Acuerdo del Tribunal de JusUcia de 3 de Agoeto 
de 1862. 
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Los pasageros asi como ios individuos 
en comisión oficial pueden transportarse li- 
bremente de un punto á otro dei Estado 
por la linea de postas, abonando un real 
por cada legua de camino, y siendo acom- 
pañados desde una hasta otra posta en to- 
do su tránsito, por un postiüon. Por los 
caballos de carga pagarán un real medio, y 
por los de tiro, dos reales. 

La administración de postas estaba anexa- 
da á la Administración general de Correos; 
pero fué separada de ella, sin perjuicio de 
que toda la correspondencia que se dirija 
por la posta, sea entregada en dicha Admi- 
nistración general, y recibida de eUa(l). 
— Véase Correo. 

Por contrato ulterior celebrado con la 
empresa de Mensagerias Orientales, el 1 5 
de Mayo de 1860, quedó estipulado que 
las balijas de la correspondencia pública 
fuesen conducidas por las diligencias en dias 
determinados para cada linea. Guando por 



accidentes imprevistos no pudiera ser condu- 
cida de esta manera en los dias designados, 
la empresa debe enviarla á caballo. 

Los encalados de puentes, t)alsas ó bo- 
tes en los (lasages de los ríos, tienen el de- 
ber de servir con prelacion á todo, el pasa- 
ge de la correspondencia pública. 

Está mandada formar una carta postal 
de la República, para cuyo efecto, la Admi- 
nistración de postas, debe pasar al Minis- 
terio de Gobierno, y á la Administración 
general de Gorreos, el itinerario de las pos- 
tas establecidas. 

La Comisión Topográfica debe formar con 
presencia de estos antecedentes, y del pla- 
no de la República, una carta postal que 
tienda a facilitar en lo posible, la comuni- 
cación con los Pueblos del interior (1). 

faiiiM. — La práctica de colocar postes 
en las veredas está definitivamente abolida 
y prohibidos estos. Solo es permitido uno 
en el vértice del ángulo de cada vereda (2)- 
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mACnCANTES DR DERECHO. — LoS 

3ue hacen el estudio teórico en la Academia 
e Jurisprudencia. 

Para cursar en la academia, es necesario 
haber hecho los estudios secundarios y cien- 
tíficos en la Universidad, y haber obtenido 
un grado aniversitario; rindiendo ademas, 
previamente, las pruebas de ingreso, prevé- 
nidaspor la Constitución académica. Él curso 
académico es de tres años. — Véase Acade- 
mia de Jurisprudencia. 

PBAGTICOA LEMAIMES. — PilotoS OUCar- 

gados de dirigir los buques de ultramar en 
la navegación interior. 

Para ejercer el cargo de practico lemán. 



(I) Decreto de I.* de DicirmLrc dj 1858. 



es necesario ser examinado y patentado por 
el Juzgado de ComerciOi con arreglo á lo 
dispuesto por las Ordenanzas, ante el cual 
debe prestar el pretendiente el juramento de 
derecho. Sin embaído, habiéndose suscita- 
do dudas sobre si la facultad de expedir ti- 
tules de prácticos lemanes, conesponde al 
Gobierno ó al Juez de Comercio, se lialla es- 
te punto pendiente de resolución, á consul- 
ta Blevada por dicho Juez al Superior Tri- 
bunal de Justicia. 

Los prácticos estaban constituidos en so- 
ciedad bajo las reglas establecidas en el Re- 
glamento respectivo (3). Pero ulteriormente 



(t) Decreto de H de Junio de IS59* 

(?) Art. O del Decreto de 26 de Aliril de 1854. 

(3) HcgUinento de 29 de MaiS') de ISái. 
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las sociedades de prácticos lemanes faeroa 
disueltas por resolución del Gobierno (1). 

Los capitanes y consignatarios de los bu- 
ques de ultramar, tienen pues la iacultad de 
elegir el practico que les convenga, para 
conducir sus embarcaciones ai punto de su 
destino en el río. 

Guando los buques de fuera de cabos 
con dirección á Puertos interiores, no tu- 
viesen consignatarío en esta plaza, y el capi- 
tán no viniese á tierra y pidiese praclico 
desde abordo, la Gapitania del Puerto debe 
proporcionarlo disponiendo del que en el 
acto se le presente, toda vez que fuese pa- 
tentado, y residente en la República. Para 
este efecto, debe tener inscripta en una ta- 
blilla, la relación nominal de todos los^ prác- 
ticos patentados para el pilotage del río: 
esta planilla tiene también por objeto, que 
los interesados puedan elejir el práctico que 
les convenga para dirigir sus embarcaciones. 
Los prácticos deben pagar á la Gapita- 
nia un peso fuerte por cada vis^e que ha 
gan, por razón de pasaporte (2). 

El pilotage que deben pagar los buques 
que tomen práctico es el siguiente: 

Para ser conducidos al Puerto de Moii- 
video: 

Hasta 9 pies de Burgos de calado / • i5 
de 9 á iO 50 

de 10 á il 55 

de 11 á 12 60 

de 12 á 13 65 

de 13 á 14 75 

de U á 15 85 

de 15 á 16 95 

de 16 á 17 115 

de 17 á 18 135 

de 18 á 19 155 

de 19 á 20 185 

de 21 pies para arriba 220 



(t) Deereto de 19 deiuniode 1S50. 

(2) Decreto de 19 de Junio de 18¿C. art. 5«® 



Para ser conducidos deHoalevideo á 
Buenos Aires: 

De 9 á 10 pies de Buidos de calado t 45 
de 10 á 11 50 

de 11 á 12 55 

de 12 á 13 65 

de 13 á 14 75 

de 14 á 15 85 

de 15 á 16 95 

de 16 á 17 415 

de 17 ál8 135 

de 18 á 19 155 

de mas de 20 píes de Burgos 185 
de 21 para arriba 220 

Para ser conducidos á Buenos Aires di- 
rectamente desde la boca del rio: 
De 9 píes de Burgos de cabdo § 50 
de 9 á 10 60 

de 10 a 11 70 

de 11 á 12 80 

de 12 á 13 100 

de 13 á 14 120 

de 14 á 15 140 

de 15 a 16 160 

de 16 á 17 190 

de 17 a 18 220 

de 18 á 19 250 

de 19 á 20 280 

de mas de 20 pies de Burgos 320(1) 
No está establecido por el Reglamento, 
el pilotage para los buques que remonten 
el Uruguay ó Paraná. 

Los deberes de los prácticos lemanes, 
son: 1 . ^ Prevenir á los Gapitanes de bu- 
ques que piloteen, la necesidad de que es- 
tén provistos de útiles para su perfecta amar* 
razón: 2. ^ En caso de notar la falta de 
ellos, dar parte inmediatamente á la Gapi- 
tania del Puerto de todo lo que ocurra, ba- 
jo la pena, en caso de omisión, de ser cas- 



(1) Artícnloii21,27 y SS dn Reglamento de 29 de 
Marzo de 1fK)&. 
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tigados con arreglo á la Ordenanza (i): 
3. "^ Prestar entera sumisión y obedien- 
cía á las órdenes y r^lamentos sanitarios 
(2): 4. ^ Adoptar todas las precauciones, 
y observar la vigilancia necesaria, para evi- 
tar cualquiera riesgo ó contratiempo en la 



navegación. 



El práctico que por ignorancia, embria- 
guez ó impericia, hiciese varar ó perder al- 
gún buque, ademas de la obligación en que 
incurre, de pagar con sus bienes los daños 
que causare, debe ser privado del oficio, y 
castigado con todo rigor, en los términos 
proscriptos por el art. 11. Cap. 26 de las 
Ordenanzas (3). 

Últimamente, los prácticos ^stán en todo 
sugetos á los Reglamentos de Puerto y de 
Poticia Sanitaria (4). 

rmBCEPTwiBfl. — ^Los maestrof de ins- 
troccion primaria. 

La provisión de preceptores para las es- 
cuelas públicas de enseñanza primaria, cor- 
responde al Instituto de instrucción pública 
por medio de concursos, á los cuales no 

Eodrán ser admitidos sino individuos que 
ayan obtenido el título de maestro, cor- 
respondiente al grado de enseñanza de la 
plaza vacante. 

Para obtener titulo de maestro de ins- 
trucción primaría inferior 6 superior, se re- 
Juiere: 1 ^ Tener diez y ocho años cumpli- 
os de edad: 2 ^ Acreditar moralidad de 
costumbres con dos certificaciones firmadas 
por personas caracterizadas: 3 ^ Sufrir un 
examen ante el Instituto, ó los miembros de 
^ta corporación, comisionados al efecto, so- 
bre las materias que comprenda el grado de 



(1) Art. fi.o del Rcglamroto del Pueflo de 22 dt 
Junio de 1829. 

(2) Art. 80 del Rrgl:iinento de Pollda eanitaiia dé 
2 de Judío de 1838. 

(3) Art. 17 del Reglomcoto de 29 de Marzq de 1865. 
(t) Art. 30 del mibíiio Rcgluineiito. 



enseñanza del título que se pretenda, y re- 
sultar aprobado en dicho examen. 

Los preceptores de instrucción primaria 
pública, están exonerados de todo cargo 
concegil, y de cualquier comisión en servi- 
cio público, que no sea relativa á la ins- 
trucción, asi como del servicio activo en la 
Guardia Nacional, 

Para obtener autorización para establecer 
escuelas privadas, ó poder ensenar en ellas, 
se requieren las condiciones prevenidas pa- 
ra oblen^ el titulo de maestro de instruc- 
ción primaria, con escepcion del examea 
ante el Instituto. 

Cuando los establecimientos privados de 
enseñanza primaria, sean habilitados como 
públicos, é incorporados á estos, los Precep- 
tores deberán someterse previamente al exa- 
men indicado, verificado lo cual, y obtenida 
80 aprobación, entran en el goce de las pre- 
rogatívas conferidas á los IVeceptores de 
instrucción primaria pública. — Véase Insti- 
tuto de irutruccion pública. — Imtruccion 
primaria. 

No pueden ejercer la profesión de Pre- 
ceptores 6 maestros de escuela privada: 1 ^ 
El que haya sido alguna vez condenado á 

Eena aflictiva ó infamante: 2^ El que so 
alie procesado por algún delito: 3 ^ El 
que se haya presentado en quiebra declara- 
da fraudulenta. 

Los Preceptores habilitados, deben pre- 
sentar sus alumnos á examen anualmente, 
designando el Instituto los días en que hayan 
de verificarse dichos exámenes, y nombran- 
do para presidirlos, una comisión de su se- 
no asociando á ella, ciando lo crea conve- 
niente, uno ó mas maestros, en clase esclu- 
sipamente de examinadores. 

Los Preceptores deben adoptar para la 
enseñanza, los métodos y testos que pres- 
criba el Instituto de instrucción pública. 

Las faltas en que incurran los Preceplo- 
res en el desempeño de sus funciones deben 
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ser juzgadas por el Instituto, y penadas con 
mullas, suspensión ó destitución del cargo, 
según la naturaleza de los casos, siendo los 
establecinnientos públicos ó habilitados; y 
siendo meramente privados, los hará cerrar, 
siempre que sus practicas ó doctrinas, ofen- 
dan a la moral ó al orden legal de la Re- 
publica (1). 

Ningún Preceptor ó Maestro puede im- 
poner á los alumnos, otras penas que las 
siguientes; i."^ Repetición de las tareas 
escolares: 2. ^ Aumento de estas: 3. *^ 
Detención en la escuela des|mes de con- 
cluidas las horas de estudio: 4. "^ Estar en 
pié durante las horas de clase, ó parte de 
ellas: 5. *^ Intimaciones en privado ó pú- 
blicamente de espulsion del establecimiento: 
6. ^ Espulsion del mismo, hecha en pri- 
vado ó en público. Estas penas deben gra- 
duarse según la gravedad de la falla. 

Es prohibido en consecuencia á los Maes- 
tros y Preceptores, imponer castigos corpo- 
rales á los niños. Los que lo hiciesen in- 
curren en las {lenas que el Instituto de ins- 
trucción pública les imponga. 

Cuando espulsasen á algún niño por in- 
corregible, deben dar aviso al Instituto de 
instrucción pública (2). 

PREVIO DB LOS LECSIOIVARIOS EX- 

TBA^üERos.— \ caso Legionarios Exlran- 
geros. 

PRfiniO DE I.OS OFI€;iAI.EH RETIRA* 

ROS. — A los Gefes y Oficiales del Ejército* 
que con arreglo á la ley de 2 de Junio de 
1835 obtuviesen su retiro del semcio, les 
fué asignada por via de premio y por una 
sola vez, una cantidad equivalente á vcinlc 
años del sueldo que les correspondiese como 



(1) Rcg!ain«'nlo áv liistrucTtoD primaria de 19 dü 
Mano lie I84S. 

(2) Atlicionofi ni lie^'I^iiiicato de instrucí ii>ii ptiniuría 
de 13 de Muzo d« IK.8. 



retirados (i). — Véase Reíiro de Gefes y 
Oficiales. 

PRESAS ]HARiTi»AS. — Los objelos quc 
se toman al enemigo por mar durante la 
guerra. 

Mientras no exisla la Alta Corte de Jus- 
ticia, á la cual compele el conocimiento de 
las causas de Almirantazgo, está mandado que 
en las cansas de presas, conozca en primera 
instancia, el Capitán del Puerto, con un 
Auditor Ciudadano, Abogado, graduado ó 
inteligente, que nombrará en cada una de 
ellas, los segundos en defecto de los pri- 
meros, y los últimos en defecto de los se- 
gundos. Nombrará también un Escribano 
3ue actué en la forma prevenida por la Or- 
enanza de marina y del Ejército, para los 
consejos de guerra ordinarios. 

El procedimiento debe ser breve y suma- 
rio, con sugecion á las Ordenanzas de corso 
de 1801, de Marina de 1793, y de Ma- 
triculas de 1 2 de Agosto de 1802. 

En segunda instancia, debe conocer un 
Consejo de guerra de Marina, compuesto del 
Gefe de mayor graduación de ella, y cuatro 
oficiales de los mas antiguos, desde Capitán 
inclusive para abajo, con un Auditor nom- 
brado en la forma prevenida para la prime- 
ra instancia, y un Secretario, tomado de 
la clase de los subalternos, como en los 
Consejos de guerra. 

En tercera y última instancia, debe co- 
nocer una Junta de seis Gefes de marina, 
presidida por el Ministro Secretario de Es- 
tado del ramo, reemplazándose los que fal- 
len de aquellos, con Gefes del Ejército, á 
elección del Presidente, los cuales observa- 
i-án el orden de la votación y asientos, se- 
gún sus grados militares. 

El Auditor de este Tribunal, deben ser 
abogado, no pudicndo cscusarse, ni ser re- 



to Detrito de 12 de iuniu di IS3J. 
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cusaJo, sin causa legitima y bastante, á jui- 
cio del Presidente, á quien compete su nom- 
bramiento. Si este nombramiento recayese 
en algún miembro del Poder Judicial, se pe- 
dirá su concurrencia por oficio al Presiden- 
te del Tribunal Superior de Justicia, y ten- 
drá asiento á la derecha del Presidente. El 
Secretario será elegido por el mismo, de la 
clase de oficiales indistintamente, sin sugc- 
cion á grados (1). 

PKESCRIPCIOÜi DEL DERECHO DB 

HIPOTECA. — Uno de los modos de extin- 
guirse la acción hipotecaria por el lapso del 
tiempo. 

La hipoteca convencional se prescribe por 
diez años, contados desde el dia de la to- 
ma de razón en el registro de hipotecas, si 
antes no se renueva la obligación, por me- 
dio de instrumento público. — Véase llegis- 
iros (le Hipotecas. 

La hipoteca legal que tienen las muge- 
res en los bienes raices de sus maridos, y 
de los que tienen guardador en los bienes 
de estos, se prescribe por ocho años desde 
el diadela disolución del matrim<^nio, ó desde 
et dia en que hubiese terminado la adminis- 
tración del guardador. Este término no em- 
pieza á correr contra los menores, sino des- 
de el dia en que cumplan la mayor edad, 6 
sean habilitados por la ley. 

La hipoteca legal que tiene el Estado, la 
Iglesia, y los establecimientos públicos crea- 
dos por la ley, en los bienes de los adminis- 
tradores ó arrendadores de sus cosas, en los 
de los recaudadores de sus rentas, y en los 
de los deudores do contribuciones de cual- 
quier clase, se prescribe por un año desde 
el dia en que hubiese cesado la administra- 
ción, ó terminado el arrendamiento y la re- 
caudación, ó desde el dia en que la contri- 
bución fuese exigible según derecho. 

(1) Ley de 23 de Noviembre de I8i4. 



La hipoteca legal que tiene el iegalorio 
en los bienes de la herencia, se prescribe 
por dos años contados desde el dia en que 
hubiese podido exigirse la entr^a del lega- 
do de los herederos, ó de quien hiciese sus 
veces conforme á derecho. 

Se prescriben por igual tiempo las hipo- 
tecas ó privilegios legales por la dote pro- 
metida, después del matrimonio. 

La hipoteca judicial adquirida por la via 
del asentamiento, se prescribe por un año 
desde el dia en que el acreedor hubiese per- 
dido la posesión de los bienes del deudor 
dados en asentamiento. 

La que resulta de embaído judicial en fa- 
vor del ejecutante, no se prescribe por tiem- 
po alguno, mientras el embaído no sea al- 
zado por el Juez qne conoce de la causa. 

Los términos designados para la prescrip- 
ción de las hipotecas, corren indistintamente 
contra presentes y ausentes, ya se halle el 
inmueble ó inmuebles hipotecados, en poder 
del deudor originario, ó de terceros posee- 
dores. 

La simple renovación de la toma de ra- 
zón practicada por el acreedor, sin constan- 
cia de haberse renovado el contrato princi- 
pal, no interrumpe la prescripción estable- 
cida por la ley, á favor del deudor ó del ter- 
cer poseedor (1). — Véase Tercer poseedor^ 

PIIBSB1VTACI0X A LA POLICÍA • To- 

da persona que llegue á la Capital, sea por 
mar ó por tierra, debe presentarse en el acto 
á la oficina central de Policía, donde hará 
constar su nombre y filiación, y obtendrá una 
papeleta que acredite haber llenado aquel 
requisito (2). 

PRESIDEVTE DE LA REPARLICA. El 

Gefe Superior de la Administración general 
del Estado. 



(1) Ley de 12 de Junio de f 856. Gap. 9. 

(2) Edictos de PoHcia á^ 8 de Ceta ire d • tSol^ y 7 
de Noviembre de 1859. 
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El Presidente ^ la República, es elegido 
en sesión permanente por la Asamblea Ge- 
ueral,á pluralidad absoluta de sufragios, espre- 
sados en balotas firmadas, que lee pública- 
mente el Secretario. 

Las funciones del Presidente de la Repú- 
blica duran cuatro años, y no puede ser 
reelecto sin que medie igual espacio de tiem- 
po entre su cese, y su nueva elección. 

Para ser nombrado Presidente de la Re- 
pública se requieren las condiciones siguien^ 
tes: 1 . "^ (Tiudadania natural con siete años 
cuando menos de ejercicio antes del nom- 
bramiento: 2. ^ Treinta y tres años cum- 
plidos de edad: 3. "^ Un capital de diez 
mil pesos, ó una renta equivalente, ó pro- 
fesión científica que la produzca. 

Antes de entrar al ejercicio del cargo, 
debe prestar ante el Presidente del Senado, 
que lo es de la Asamblea General, y á pre- 
sencia de esta, jnramento de desempeñarlo 
debidamente, de proteger la religión del Es- 
tado, conservar la integridad é independen- 
cia de h República, y hacer observar fiel- 
mente la Constitución. 

La renta anual de que haya de gozar el 
Presidente de ta República, es designada 
por la Asambtea antes de su elección (1). 

La conservación del orden y tranquilidad 
en lo interior, están especialmente enco- 
mendadas al Presidente de la República. 

Le corresponde el mando superior de 
todas tas fueixas de mar y tierra, y es- 
tá esclusivamente encargado de su dirección; 
pero, no puede mandarlas en persona, sin 
previo consentimiento de la Asamblea Ge- 
neral, espresado por (los terceras partes de 
votos (2). 

Las atribuciones del Presidente de la Re- 
pública son kis siguientes: 1 ^ Poner ob- 



(1) Cap. 1, Sección 7 de la ConstitucioD. 
i1) fíTi.7d y 80 4e la OonaUtocion. 



jecioncs, ó hacer observaciones, sobre los 
proyectos de ley remitidos por las Cáma- 
ras, y suspender su promulgación hasta la 
resolución del Cuerpo Legislativo. — (Véase 
Leyes Nacionales): 2. ® Proponer á las 
Cámaras proyectos de ley, ó modificaciones 
á las que hubiese dictado: 3. ^ Pedir á la 
Asamblea General la continuación de sus 
sesiones, no pudicndo esta pasar de un mes, 
y por resolución de dos terceras partes de 
votos: 4. "^ Nombrar y destituir los Mi- 
nistros de Estado, y los Oficiales de la Se- 
cretaria: 5. "^ Proveer los empleos civiles y 
militares, conforme á la Constitución y á 
las leyes, con obligación de solicitar el 
acuerdo del Senado, ó de la Comisión Per- 
manente, estando aquel en receso, para los 
Enviados Diplomáticos, Coroneles, y demás 
Oficiales superiores de las fuerzas de mar y 
tierra: 6. "^ Destituir los empleados, por 
ineptitud, omisión ó delito; en los dos pri- 
meros casos, con acuerdo del Senado, ó en 
su receso con el de la Comisión Permanen- 
te; y en el último, pasando el expediente á 
los Tribunales de Justicia, para que sean 
juzgados legahnente. Se esceptuan de esta 
regla, los empleados amovibles: 7. ® Ini- 
ciar con conocimiento ^el Senado, y con- 
cluir tratados internacionales, necesitando 
para ratificarlos, la aprobación de la Asam- 
blea General, 8. ® Celebrar en la misma 
forma, concordatos con la Silla Apostóiica; 
ejercer el patronato, y retener 6 conceder 
pase á las Bulas Pontificias, con arreglo á 
las leyes: 9. ® Declarar la guerra, previa 
resolución de la Asamblea General, después 
de haber empleado todos los medios de evi- 
tarla, sin menoscabo del honor y de la in- 
dependencia Nacional: 10. Dar retiros, con- 
ceder licencias, y arreglar las pensiones de 
todos los empleados civiles y militares, con 
sugecion á las leyes: 1 1 . Tomar medidas 
prontas de seguridad en los casos graves é 
imprevistos de ataque exterior ó conmoción 



pn 



— 220 — 



PR 



inlerior, «lando inmedialamcnic cuenta á la 
Asamblea General, ó en su receso á la Co- 
misión Permanente, de lo ejecutado y sus 
motivos, estando á su resolución (1). 12. 
Hacer publicar y circular las leyes que dic- 
te el Cuerpo Legislativo; ejecutarlas y ha- 
cerlas ejecutar, expidiendo los Re$:Iamentos 
que sean necesarios al efecto: 13. Cuidar 
de la recaudación de las rentas públicas y 
contribuciones generales, asi como db su 
inversión con arreglo á las leyes: 14, Pre- 
sentar anualmente a la Asamblea General 
el presupuesto de gastos de la Administra- 
ción para el año entrante, y dar cuenta ins- 
truida de la inversión de ios fondos recau- 
dados durante el anterior: — (Véase Presii" 
puesto general de Gastos)] 15. Convocar 
la Asamblea General en la época prevenida 
por la Constitución, no siéndole permitido 
impedirlo, ni poner embarazo á sus sesio- 
nes (2): 16. Hacer la apertura de estas, 
reunidas ambas Cámaras en la Sala del Se- 
nado, informándolas en ese acto, del estado 
civil y mí'itar de la República, y de las me- 
joras y reformas que considere dignas de su 
atención:— (Véase Mensage) 17. Dictar 
las providencias necesarias, para que las 
elecciones se realicen en la época determi- 
nada por la Constitución y para que se ob- 
serve en ellas lo dispuesto por la ley, sin 
que puedan por motivo alguno suspenderse 
dichas elecciones ni variar sus épocas, sino á 
virtud de resolución de la A. General (3) 
(Véase Elecciones.) 18 Indultar de la pena 
capital, previo informe del Tribunal ó 



• 1) Es lamenlable que el prece, to ronstitucional no 
sea mas «xplíciio «n est» punto, ó al menos queí ma 
\**y ei>p«rial no liaya dfierminndo de una manera pre- 
cia su latitud. La vaguedad deque él adolece ha aado 
mérito en diatiataa ocahiones á dudas y á diverjas 
interpr* tacioQos, sobre los Hmites de las liicaitadea 
del Gefe del Estado en los casos previstos. 

(2) Las sesiones ordinarias de la Asamblea Gene- 
ral, principian el dia 15 de Febrero de cada «fio, y 
oonciü\«n el 15 de Jnnío siguiente. 

(3) Art 81 y 82 déla Constitución. 



Juez ante quien pemla la^ausa, en los de- 
litos no esceptuatdos por las leyes, y cuando 
medien poderosos motivos: (Véase Indulto). 
El Presidente de la República, no puede 
salir del territorio de ella durante el tiempo 
de su mando, sino con autorización de la 
Asamblea General, espresada por dos terce- 
ras partes de votos. Tampoco puede hacerlo 
hasta después de vencido un año, á contar 
desde el dia en que hubiese cesado en el 
ejercicio de sus funciones (1). Véase Resi- 
dencia. 

No puede privar á nadie de su libertad 
personal, á no ser que lo exija urgentisi- 
mámente el interés público, en cuyo caso, se 
limitará al simple arresto del individuo, con 
obligación de ponerlo, en el perentorio tér- 
mino de veinticuatro horas, á disposición 
de su Juez competente. Tampoco puede per- 
mitir goce de sueldo por otro titulo que et 
de servicio activo, jubilación, retiro ó mon- 
tepío, con arreglo á las leyes; ni expedir 
orden alguna sin la firma del Ministro res- 
pectivo, sin cuyo requisito, nadie está obli- 
gado á obedecerla (2). 

PHBsiBEivTE DEL SBMA90. — El Pre- 
sidente del , Senado, lo es de ambas Cáma- 
ras, cuando estas se reúnen en Asamblea 
General. 

En los casos de enfermedad 6 ausencia 
del Presidente de la República, 6 mientras 
se proceda á nueva elección por su muerte 
renuncia ó destitución; ó en el caso de sa 
cese por haberse cumplido el termina 
de la ley, el Presidente del Senado entra 
á suplirle, ejerciendo las funciones ane- 
xas al Poder Ejecutivo, quedando entre- 
tanto, suspenso de las del Senado (3). 

Durante el tiempo en que el Presidente 



(1) Art. 83 de la Gonstitucion. 

(2) El mismo arUculo eonstitacloiial. 

(3) Art. 77 de la Constitución. 
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del Senado ejerza las funciones anexas al 
Poder Ejecutivo, goza de una renta equiva* 
lente á la mitad del sueldo asignado al Pre- 
sidente de la República (1). 

Terminadas estas funciones, vuelve al 
ejercicio de la Presidencia del Senado, la 
cual es desempeñada, durante su ausencia, 
por el primer Vice Presidente. 

PBBflMMi. — Los presos pueden serlo por 
pena correcional, por condena, ó por delito 
cuya causa se halle pendiente ante Juez com- 
petente. 

Los primeros se hallan á cai^o de la au- 
toridad de Policía, y el término de su pri- 
sión se arregla á la gravedad de la falta en 
que hubiesen incurrido. 

Los segundos, que son comunmente con- 
denados á trabajos públicos, sufren su con- 
dena por el tiempo que se les hubiese im- 
puesto. ^ 

Los últimos, ó sean aquellos^dé cuyosde- 
litos debe conocer el Juzgado del Crimen ó 
el Alcalde Ordinario, después de aprehendi- 
dos por la Policía, y formadose la corres- 
pondiente información sumaria sobre el he- 
cho, son remitidos con esta, con el informe 
facultativo en su caso, y con el cuerpo del 
delito, si lo hubiese, al Juez competente. 

Los presos no deben ser mortificados en 
sus prisiones, ni debe permitirse en ningún 
caso, que las cárceles sirvan para otra cosa, 
que para conservarlos en seguridad (2). 

Es prohibido á los Alcaides de las car- 
celes agravar la prisión de ningún individuo, 
sin orden del Juez de la causa, bajo las p^ 
ñas impuestas al delito de detención arbitra- 
ría. Cuando la seguridad de algún preso 
demandase urgentemente la adopción de al- 
guna medida, á hora en que no pudiese con- 
sultarse al Juez, ó en circunstancias ex- 



(t) Ley lie 8 de Mario de ISSf . 
(2) Art. «38 de laCoutUuciwi. 



traordinarias, el Alcaide lo pondrá en su 
noticia oportunamente, para que dicte \as 
providencias convenientes (1). 

En los delitos en que no baya de recaer 
pena corporal, los acusados deben ser pues- 
tos en libertad en cualquiera estado de la 
causa, dando fianza legal (2). 

Ningún individuo puede ser preso por 
causa civil que no proceda de delito 6 cuasi 
delito (3). 

Esta mandado que el Tribunal de Con- 
sulado, cuyas funciones ejerce el Juez letra- 
do de Comercio, pueda mandar presos á la 
Cárcel pública (4). Es entendido que esto 
solo debe tener lugar en casos de quiebra 
según la gravedad de sus circunsúncias, 
y con sugecion á las reglas que quedan in- 
dicadas. 

Ningún Ciudadano puede ser preso sino 
infraganti delito, ó habiendo semiplena prue- 
ba de él (5). 

Esiá mandado que los Jueces se abstengan 
de poner en arresto apersona alguna sin justa 
y grave causa, y auto motivado, en que se 
especifique el delito, y sirva de cabeza de 
proceso: que en ks prisiones, hagan distin- 
ción de la calidid de las personas, y grave- 
dad del crimen, lo eonflmdiendo en ellas á 
vecinos honrados, con los malvados. y clases 
bajas; y que á ningún preso se le detenga 
en la cárcel por costas ni derechos de car- 
celage, ú otros semejantes, sino que ponién- 
dole en libertad, luego que conste su ino- 
cencia, ó haya purgado su delito, los que 
adeude, se le cobren de sus bienes, si los 



(1) Art. 14 y f 5 del Decreto de 6 de Febrero de 1827. 

(2) Art. 72 del Reglamento de Administmclon de 
Jasticia de 10 de Agosto de 1829 y art. 1 80 de hi 
Con«tttucloD; y &6 de la ley de 9 de Mayo de I8&8. 

(8) Art. 72 del Reglamento de administración de Jus- 
ticia de 10 de Agosto de 1820. 

(4) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 22 de Abril 
de 1825. 

(5) Art. M 3 de la Constitución. 
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taviere, y no teniendoios, los pierdan los 
acreedores, obligados por su oficio, á servir 
sin eslipenidio á los pobres (1). — Véase Juíf' 
do criminal. 

rBBStJPUBSTO «E1«EBAL»S QMJBTmt^ 

— El Poder Ejecutivo debe presentar anual- 
mente á las Cámaras Legislativas, el pre- 
supuesto de los gastos generales de la Ad- 
ministración, y el de los recursos con que 
esos gastos deben sufragarse. Debe acom- 
pañar, del mismo modo, una relación de to- 
das las rentas que hubiesen estado en ejer- 
cicio á afio último; del importe que cada 
«na haya producido, y de lo que calcule do- 
tan producir, para aplicarlo al pago de los 
gastos presupuestados: designará también 
las rentas é impuestos que puedan rematar- 
^, y el tiempo de la duración del remate (2). 

A la Asamblea General compete aprobar 
6 reprobar, aumentar ¿ disminuir los gastos 
calculados; crear contribuciones y recursos 
para cubrirlos, determinar su distribución, y 
suprimir, modificar, ó aumentarlos existen- 
tes (3). 

&iiicionado él presupoeéto general de 
gastos por el Gaerno Legislativo, y promul- 
gado en la forma de estilo, queda determi- 
nada la inversión precisa de las rentas de 
la Nación, y es deber del Poder Ejecutivo, 
observarlo en todas sus partes, sin que le 
sea permitido tegálmente distraer los cau- 
dales públicos, para objetos que no estén 
designados en la ley del presupuesto gene- 
ral. 

Fué declarada vigente para el año. eco- 
nómico de 4859, la ley del presupuesto, 
dictada el 14 de Julio de 1857 para el año 
de 1 858 (4). Pero no ab^uizaado el cálcu- 



(I) Acuerdo del Tribunal de Justicia de 19 de Junio 
de 1831. 

(?) Uyde tA de Mano de 1831. 

(3) Art. 17 déla Constitución. 

(4) Ley de 11 de Julio de 1859. 



lo de los recursos á cubtír los gastos de la 
Administración, el Poder Ejecutivo fué au- 
torizado para atender á ellos, en la forma 
que fuese posible. 

Fué del mismo modo autorizado para ha- 
cer los gastx)s extraordinarios que deman- 
dase la defensa de la República en las cir- 
cunstancias que pudiesen ocurrir, pudíendo 
realizar en tal caso, operaciones de crédito 
á la par, al máximun de doce por ciento de 
interés anual, y á los mas largos plazos po- 
sibles; y también para rescatar las rentas 
públicas de las afectaciones que reconocie- 
sen, por medio de empréstitos arre^adoft i 
las condiciones indicadas, con calidad de 
dar cuenta de todo al Cuerpo Legislativo, 
á la apertura de las sesiones (1). 

El presupuesto general de gastos, debe 
ser presentado por el Poder Ejecutivo á las 
Cámara»' Legislativas, antes del 1 . ^ de 
Abril de cada año, y las cuentas de la in- 
versión de las rentas públicas, en los quin- 
ce dias siguientes á la apertura de las se- 
siones (2). 

nusioN. — ^Véase Presos. 

pmiwiuBciio* — Gracia especial conce- 
dida á alguno, para el ejercicio de alguna 
industria, ,con prohibición ¡de ejercerla nin- 
guna otra persona. 

El Gobierno está ocultado para expedir 
patentes de privilegio eaclusivo, en los ca- 
sos de invendotij de mejora de invencUh 
ne< ó de importación de invenciones. 

La duración del privil^io debe limitarse 
á diez años para el autor; ocho para el in« 
troductor, y seis para el perfeccionador del 
invento. 

Concedido el privilegio, debe señalarse 
pe»' el Gobierno, un plazo dentro del cual 



(i^ La misma ley. 

(2) Ley de 5 de Mayo de I SCO. 
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sea planteada la industria á que él se re- 
fiera. 

Mediando fuena mayor ó caso fortuito, 
puede el Gobierno extender el término del 
privilegio, siempre que el interesado lo so- 
licite, cuando menos seis meses antes de su 
expiración: la prórroga, en ningún caso po- 
drá exceder de la tercera parte del término 
del privilegio. 

La Nación no garante ni el mérito ni la 
prioridad de las invenciones ó mejoras. 

Las cuestiones que puedan suscitarse so- 
bre si el invento ó mejora introducida, es- 
taba ya en el dominio público en fa época 
de la concesión, deben ser dirimidas por los 
Tribunales. 

Todo aquel que solicitase un privilegio 
esclusivo, debe presentarse al Poder Eljecu- 
tivo con una relación clara y sucinta del 
invento, sus muestras, dibujos ó modelos, 
según lo permita la naturaleza de los casos, 
jurando perlenecerie la propiedad, y solici- 
tando una patente que le sirva de título. 

El pretendiente, antes de recibir la pa- 
tente, debe enterar en Tesoreria general 
cien pesos fuertes, destinados á icostear una 
sala en el Museo Nacional, donde se depo- 
siten las muestras, dibujos ó modelos, y los 
expedientes seguidos para obtener el privi- 
legio (i). 

Todo privilegio obtenido por falsos tes- 
timonios 6 informes, sobre algo que estuvie- 
ra ya en el dominio público, debe ser anu- 
lado; condenado en las costas del proceso el 
privilegiado, y en una multa de mil pesos, ó 
seis meses de prisión. 

En caso de declararse por Tribunal com- 
petente, que alguno ha invadido los dere- 
chos de un patentado, ademas de pagar el 
contraventor tos daños y perjuicios, queda 



(I) Kl o«*aIiIcci:niRnto ác cstn sftia no ic ha rta!l- 
zado. 



sugeto i la pena de quinientos pesos de muí* 
ta, ó tres meses de prisión. 

Al caducar un privilegio por vencimiento 
del plazo, el Poder Ejecutivo, debe hacerlo 
saber por la prensa (1). 

pii#<;iJBA»oii. — El que en virtud de 
poder representa a otro en juicio. 

Los procuradores son nombrados y titu- 
lados por el Superior Tribunal de Justicia^ 
sin limitación de número, Uenando bs re- 
quisitos legales. 

Las partes pueden presentarse ante lo» 
Tribunales de la República, por si mismas, 
ó por medio de apoderado que las represen- 
ten, sin que sea necesaria la .calidad de Pro* 
curador con título (2). 

Está mandado que fos Pk*ocuradores de 
número concurran al Tribunal todos los dias 
de audiencia, antes que este se reúna, para 
presentar los pedimentos que tengan que in- 
troducir, oir notificaciones, practicar sorteo» 
y damas que corresponda, asi como que 
asistan a las públicas y á la vista de los pro* 
cesos en que sean parle, debiendo ser pe- 
nada cada falta con dos pesos de multa apli- 
cables á gastos de estrado» (3). 

Cuando no puedan concurrir á las au- 
diencia» públicas, deben pasar aviso por es- 
crito á la Escribania de Cámara, en el cua) 
espresen el impedimento que tuvieren. Tres 
faltas continuadas sin aviso, constituyen 
motivo para una multa extraordinaria: la re- 
petición de estas tres fallas, sin aviso por 
segunda vez, dá mérito á suspensión tem- 
poral, y la reincidencia debe ser penada 'coa 
destitución del empleo. 

. En caso de que un Procurador se vea obli- 
gado á faltar á mas de tre» audiencias coa 



(1) Uj de H de Junio de 1858. 

(2) Art. 69 y 10 de la ley de 9 de Mayo dj 1856. 

(3; Acuerdo del Tribuml de iuticia de 2 de Mftv(» 
d€ IS:J7. 
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motivo de enfermedad, debe acompañar el 
cuarto aviso con certificado de medico, en 
virtud del cnal se te considerará con iicen* 
cía hasta que pueda concurrir. 

Los Procuradores no pueden ausentarse 
del Departamento de la Capital en días de 
Tribunal, sin previo permiso de este, y el 
que lo hiciere por mas de veinticuatro ho- 
ras sin este requisito, incurre en la pena de 
destitución de su oficio (1). 

Todas estas disposiciones vinieron á ser 
inaplicables, y á quedar, como han quedado, 
sin efecto, desde que el oficio de procurador 
dejó de ser un beneficio, puesto que por la 
disposición del art. 70 de la ley de 9 de 
Mayo de 1 856, quedaron los litigantes fa« 
cuitados para hacerse representar por cual- 
quiera individuo. 

Desde entonces, no seria justo imponer, 
á los Procuradores, cargas del oficio, á la 
vez que estuvieran exonerados de ellas, los 
que sin titulo de tales, (ejerciesen las mis* 
más funciones. Asi pues, las prescripciones 
impuestas á los Procuradores, que quedan 
citadas, no se observan en la practica. 

Esta mandado que los Procuradores, asi 
como los Abogados, concierten y firmen las 
relaciones, antes de la vista de los pleitos 
en' definitiva, bajo las penas de derecho (2). 

pii«ciiRA»OBGs nscALEs. — Véaso 
Herencia. 

FSOPESORBS DE MEDICINA. Véase 

Médicos. 

PROnULOACIOX DE LASLEYEIÜ. La 

promulgación y circulación de las leyes san- 
cionadas por el Cuerpo Legislativo, corres- 
ponde al Poder Ejecutivo, para cuyo efecto, 
una de las Cámaras de aquel Cuerpo, debe 



(I) Acuerdo del Tribunal de JuétUi i de 10 de Marzo 
de 1856. 

{2) Acurrd') del Tiihunal de Juaicii de )3 de 
Agosto de Irt&ft. 



comunicarlas al Presidente de la Repú- 
blica. 

Guando el Poder Ejecutivo tuviese ob- 
jeciones que oponer ú observaciones que 
hacer á la ley que le hubiese sido remitida, 
debe devolverla con dichas observaciones á 
la Cámara remitente, ó en su receso á la 
Comisión Permanente, dentro del preciso 
término de diez dias, desde la fecha en que 
la hubiese recibido. 

La Cámara invitará á la otra para recon- 
siderar la ley en reunión general, y se esta- 
rá á lo que resuelvan dos terceras partes 
de sufragios. 

En tal caso, las votaciones deben ser no- 
minales por <í ó no, y tanto los nombres y 
fundamentos de los sufragantes, como las 
objeciones ú observaciones del Poder Eje- 
cutivo, deben publicarse inmediatamente por 
la prensa. 

Si la ley devuelta por el Gobierno fuese 
desaprobada, quedará suprimida, sin que 

Eueda volver a tomarse en consideración 
asta la siguiente Legislatura: pero, si el 
Cuerpo Legislativo, no obstante las obser- 
vaciones del Ejecutivo, insistiese en su san- 
ción, tendrá fuerza de ley, y deberá pro- 
mulgarse sin reparo. 

Las leyes sancionadas por el Cuerpo Le- 
gislativo á que el Gobierno no tenga reparo 
ue oponer, deben ser promulgadas dentro 
e diez dias (i). 

ni«riBDAD nDiviDUAL. — El dere- 
cho de propiedad es sagrado é inviolable: 
nadie puede ser privado de ella, sino con- 
forme a las leyes. 

En el caso de necesitar la Nación la pro- 
piedad particular de algún individuo para 
destinarla á usos públicos, recibirá este del 
Tesorero Nacional una justa compensación (2). 
Véase Expropiaeion. 



(t) Cap. t ^ y 3 Sección O "" do la Constitución. 
{1) A*-!, n t de la Conslfruc'on. 
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NuiHc puede sor obligado á prestar auxi- 
lios, sean de la clase que fueren, para los 
Ejércitos, ni á franquear su casa para el alo- 
jamiento de militares, sino de orden del 
Magistrado civil, según la ley recibiendo 
del Estado la indemnización á que hubiere 
lugar (I). 

Sin perjucio de esto, todo habitante del 
Estado, tiene derecho á ser protegido en el 
goce de su propiedad (2). 

PROPiEi».iDEji» p¿'BLic.is. — El Gobior* 
no fué facultado por la ley de 21 de Octu- 
bre de 18i3, para empeñar, hipotecar y 
vender, ti)das y cualesquiera propieda- 
des públicas, sin restricción ni Umitacion 
de ninguna especie, con calidad de hacer 
saber al Cuerpo Legislativo, ó á la Co- 
misión Permanente en su receso, los contra- 
tos que hiciese, y con calidad también, de 
que, en cuanto fuese posible, los contratos 
de venta llevasen el pacto de retroventa. 

En uso de esta autorización fueron ven- 
didas algunas propiedades del Estado, é hi- 
potecadas otras. Los efectos do esta ley, 
aunque no derogada por resolución espresa 
han caducado, atento á que ella no tiene 
carácter de permanente, y fué dictada en 
virtud de circunstancias, y para objetos es- 
peciales. 

PROPIO» • — Véase Ejido. 

PROROGA. — Las sesiones de la Asam- 
blea General, principian el 15 de Febrero, 
y concluyen el 15 de Junio de cada año. 
Cuando algún motivo de interés público exija 
su continuación, la próroga no podrá exten- 
derse á mas de un mes, y con anuencia de 
las dos terceras partes de los miembros (3). 

La iniciativa para la proroga de las se- 



siones legislativas, está cometida al Presidente 
de la República (1). 

PROTOCOLO. — Libro en que se asientan 
todos los contratos y otros instrumentííS pa- 
sados ante Escribano, para que en cual- 
quier tiempo haya conocimiento de ellos. 

Los protocolos deben formarse por cua- 
dernos enteros, de á cinco pliegos cada uno 
colocados un pliego dentro de otro, de ma- 
nera que la primera foja del cuaderno, cor- 
responda, y esté ligada á la foja décima del 
anterior, y asi de las damas. El escribano 
á cuyo cargo esté el protocolo, no puede 
pasar á la foja siguiente sin dejar sentados 
en la anterior al menos los nombres de los 
contratantes. 

Estos cuadernos, deben ser todos de pa* 
peí sellado de la 3 "^ clase, y sus fojas to- 
das rubricadas por un Camarista (2). 

A cada uno de los Escribanos que llevan 
protocolo en el Departamento de Montevi- 
deo, deben entregársele al principio de ca- 
áx año bajo recibo, dos cuadernos délos que 
quedan indicados, no pudiendo recibir otro 
nuevo sino pressn'ado concluido uno de 
aquellos. Los Escribanos de los demás De- 
partamentos, y los Alcaldes Ordinarios, que 
á falta 3e aquellos, lleven protocolo, deben 
presentar igualmente para la rúbrica seis 
cuadernos, y llenado que sea el cuarto, de 
que certificarán ante tesligos, los Alcaldes 
Ordinarios, pedirán de oficio el papel rubri- 
cado que necesiten para llenar el servicio. 

Todos los que lleven protocolo, deben pa- 
sar cada quincena al Tribunal de Justicia, 
una relación jurada de lodos los instrumen- 
tos que ante ellos se hubiesen otorgado ó pro- 
tocolizado con especificación de los nombres 
de los otorgantes, del folio, fecha y materia 
del instrumento. 



(1) Art. 143 de la Conttiliieion. 

(2) Art. 130 Jo la Con^tilurim. 

(3) Art. 40 ti.' la CoiiíUtufion. 



(I) Art. 81 (lela Gonbtitucion. 

(D Para este objeto r¿\hn romuionados los jubi- 
lados. 
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Con estos datos debe formarse un regis- 
tro, que al fin de cada año se archive en la 
Escribanía de Cámara. En la misma época, 
lodos los protocolos deben ser sometidos 
Íntegros, á una visita escrupulosa, en que 
se recorran, cuaderno por cuaderno, y foja 
por foja: esta visita tiene por objeto el cum- 
plimiento de lo proscripto por las leyes, en 
cuanto á la forma probante, y orden de los 
instrumentos. 

La visita de los protocolos debe ser hecha 
en la Capital, por uno de los Sres. Cama- 
ristas titulares ó jubilados; y en los De- 
partamentos de campaña por el Alcalde Or- 
tlínario respectivo, asociado al Presidente de 
la Junta E. Administrativa y su Secretario. 

Al fin del protocolo de cada ano, ha de 
ponerse constancia de la visita respectiva, 
asi como en el registro del Tribunal, dando 
cuenta especificada de los abusos ó (:iltas 
que se hubiesen encontrado. 

Toda escritura y documento protocoliza- 
-do, debe hacer espresa referencia a la an- 
terior, en los términos siguientes: Esta es-^ 
-critura sigue inmediatamente á la que 
-otorga D. N. sobre tal cosa, en tal fecha 
y á tal foja; cuyas referencias han de po- 
nerse en letras, sin emplear números, al fin 
de cada escritura, y antes de la firma del 
t)k>rgante. 

Cualquiera alteración en los protocolos 
llevados por los escribanos, sea en el modo 
de colocar los pliegos uno dentro de otro, 
sea en d número de pliegos de cada cuader- 
no , sea en el modo de encuadernarlos al fin 
del año, trae consigo la presunción dé frau- 
de y en consecuencia la suspensión de ofi- 
cio al que lleve el protocolo, por dos, tres 
ó cuatro años, según los casos. 

Si el fraude presumido resultase proba- 
do, el Escribano incurso en él, queda suge- 
to á privación absoluta del oficio de por vi- 



da, sin perjiricio de las penas correspoc* 
dientes al delito, según su naturaleza, y de 
las indemnizaciones á que hubiese lugar. 

La falla de presentación del protocolo de 
cada año á la visita^ dentro de ios prime- 
ros quince dias del siguiente, asi como la 
de la relación quincenal de las escrituras 
protocolizadas, y de la referencia á la ante- 
rior, que deben llevar al final, debe ser pe- 
nada, por primera vez^ con seis meses de 
suspensión de oficio; por segunda con un 
año; por la tercera con dos años; y por la 
cuarta con privación absoluta dd oficio. 

Todas las escrituras públicas deben ser 
firmadas, para su validez^ por tres testigos 
itloneos, que no sean dependientes, parien- 
tes hasta el cuarto grado, ni paniaguados 
del Escribano ó del Juez autorizante. 

I^s escrituras en que no se observen es- 
tos requisitos, no hacen fe en juicio, y el 
Escribano ante quien se hubiesen otorgado, 
incurre en la pena de privación de oficio, 
y en la obligación de indemnizar los per- 
juicios que 'ocasionare (1). 

Los Escribanos con registro abierto de- 
ben llevar dos libros distintos y separados. 
El uno para el protocolo de los testamentos, 
poderes para testar, donaciones causa mar- 
tis^ y en general para toda clase de disposi- 
ciones testamentarias: «I otro, para el de 
los instrumentos de cualquiera otra natura- 
leza, cuya protocolización se solicité por 
las partes interesadas, y se mande practi- 
car por Juez competente (2). 

Los Alcaldes Ordinarios que actúen sin 
Escribano, pueden llevar protocolo, con su- 
gecion á las prescripciones establecidas en 
la ley, y acuerdos que quedan citados. 

PBUEBA. — Véase Término probatorio^ 



(1) Ley de 26 de Junio de 1858. 

(2) Art. 2.® de la misma ley y acuerdo del Trl 
bunal Superior de Justicia de 16 de Octubre (Vk 1858^ 
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PUEMTKs. — El (Icrccbo de |)Oütazgo 
que se pague en los pasos y ríos d(;I Esta- 
do, eslá adjudicado á las Juntas Económico 
Administrativas, como rentas munícipulcs, á 
fas cuales incumbe también entender en to- 
do lo relativo á la materia. Se esccptua el 
derecho de los puentes pertenecientes á em- 
presas particulares. 

El puente del Paso del Molino en el Mi- 
guelete, que fué construido por empresa 
pfarlicular, pasó á ser de propiedad pública, 
por virtud de expropiación efectuada por el 
Gobierno en uso déla facultad que le acuer- 
da la ley de 8 de Julio de 1853; y sus 
productos pertenecen á la Junta E. Admi- 
nistrativa de la Capital. El pcage debe pa- 
garse en el puente ó en la calzada del Ar- 
royo Seco. 

Este peage que era de 240 centesimos 
por cada carreta de campaña: 120 por ca- 
da rodado, y 20 por cada animal vacuno ó 
«aballar, está hoy reducido á la mitad, 

PUERTO. — El uso y servicio del Puerto 
está sngeto a reglas precisas de Policia y 
seguridad, cuya observancia es obligatoria 
para todos los que lleguen á él. 

Ninguna embarcación surta en el Puer- 
to puede lanzar su lastre al aginia, lastrar ni 
deslastrar, sino con conocimiento y licen- 
cia del Capitán del Puerto, bajo las penas 
de las Ordenanzas de marina. 

Ningún capitán de buque, puede admitir 
á individuo alguno á su bordo en clase de 
marinero, sin que le presente la papeleta de 
despedido del buque á que hubiese perten^- 
eido, con el Visto Bueno del Capitán del 
Puerto. 

Es prohibido hacer maniobras de noche, 
sin** conocimiento y licencia de la Capitanía 
del Puerto. Se esceptúan de esta regla los 
Paquetes á vapor. (Véase Paquetes a va- 
por). Lo es del mismo modo, hacer salva 
de noche, ni aun d^ dia, después de pasa- 



das cuatro horas de anclado el buque. Es 
prohibido también todo insulto entre las tri- 
pulaciones de las embarcaciones, botes y 
lanchas, bajo (as penas de la Ordenanza. 

Guando el Capitán de un buque solicite 
la visita de salida, debe estar á pique de un 
ancla, y en disposición de dar inmediata- 
mente la vela, lo que verificará luego de 
pasada dicha visita. 

Todas las embarcaciones fondeadas en el 
Puerto tienen el deber de franquearse mu- 
tuamente los auxilios necesarios á cualquie- 
ra hora del dia y de la noche, con motivo 
de desamarrarse, ó cualquiera otro fracaso; 
y el que no lo hiciere queda sugeto á una 
multa de ocho, diez y seis ó veinte y cinco 
pesos, con sugecion á las Ordenanzas. 

Ningún buque puede dar á sus anclas 
otra dirección que la establecida en este 
Puerto que es N. 0. y S.E., ni amarrar 
sobre los cables de otro, ó de forma que le 
embaraze en sus borneos. 

Tampoco puede trasladarse de un parage 
á otro, ni salir á franquía sin licencia de la 
Capitania del Puerto. 

Todo buque que s^ pusiese en entredicho 
debe mantener, enarbolada una bandera que 
lo anuncie. — Véase Cuarentena.. 

Todo buque anclado, debe tener en sus 
anclas la correspondiente boya: el Capitán 
queno lo hiciese, incurre en una multa de diez 
pesos (1). Véase Capitán de buque, — Fon-- 
(leader o, 

PUERTOS HABILITADOS^^ — LoS qUC 68- 

tan facultados para el despacho de artículos 
dé importación y exportación marítima. 

Son Puertos habilitados, los de Monte- 
video, Salto, Maldonado, Colonia, Nueva 
Palmira y Paysandú. En las Aduanas de 
Montevideo, y Salto, es permitido el depó- 

(n R g'amcnto de 22 de Jario de 1829. . 
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sito: lo os ademas, llenadas cim'tas condi- 
ciones, en la de Paysandú. — Véase Depó- 
sitos de Aduana en PaijsnndA. 

Es permiido también el libre depósilo en 
el Guareim y Santa Rosa, Ine^oque se cons- 
truyan edificios con la solidez y capacidad 
necesarias para recibirlos, garantiendo el 
Gobierno el alquiler de uno por ciento sobre 
el costo de ellos y reservándose el derecho 
de expropiación, por su costo justificado y 
mejoras hechas (1). 

, Las demás Aduanas están facultadas para 
despachar los efectos que se introduzcan por 
ellas, con estricta sugecion á las leyes y re- 
glamentos de Aduana (2). 

PLXPCBIAS v«LA^*TEíi. — ^Las ticudas 
y pulperias volantes están prolúbidas, per- 
mitiéndose solamente la venta libre de ha- 
rinas del Pais. Son permitidas aquellas so- 
lo en los Deparlamentos de Montevideo y 
Canelones; pero con calidad de no poder 
venderse mas que producios manufacturados 
en el Pais, obteniendo previamente la pa- 
tente respectiva. — \édise Impuesto de pa-^ 
lentes. 

Los que fuesen encontrados con tiendas 
ó pulperias volantes fuera de los limites de 
los Departamentos de Montevideo 6 Cane- 
lones, ó sin la patente, estando dentro de 



ellos, incurren en una multa de cincuenta 
patacones: los que lleven artículos de pro- 
ducción extrangera, quedan sugetos á la pe- 
na de comiso (I). 

Los Comisionados para la revisacion de 
patente» en los Departamentos de camina, 
están encargados de perseguir el iráfíco 
clandestino de mercachifles, y no pueden 
exonerar á ninguno, de la mulla en que hu- 
biesen incurrido. 

El importe de las multas que cobrasen, 
con la relación de los multados, debe ser 
puesto en conocimiento del Gefe Politice 
respectivo, entregándole una tercera parle 
de aquel importe, y resemndose las otras 
dos para si, y para el denunciador, caso de 
haberla (2). 

PVLPEBOS. — Les está prohibido, asi á 
estos, como á los demás dueños de casas de 
negocio, vender bebidas espirituosas, á per- 
sonas que se estacionen con el objeto de 
tomarlas en el mostrador. Los infractores 
incurren en una multa de cuatro pesos ó en 
la pena de cuatro días de ]HMsion, por la 
primera vez: de ocho pesos ú ocho días de 
prisión por la segunda; y de veinte y cinco 
pesos ó quince dias de prisión por la terce- 
ra (3). 
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QUEJA DIRECTA. — Véase Recurso de 
queja. 

QUIEBRA. — El estado de un comercian- 
te que cesa en sus negocios por trastornos 
que le inhabiliten para pagar sus deudas. 

Todo individuo que se hubiese presenta- 



do en quiebra, queda en el hecho suspenso 
del ejercicio de la Ciudadanía, Cuando la 
quiebra fuese declarada fraudulenta, el que- 
brado pierde la Ciudadanía (4). — Véase Fa- 
llido. 



(1) Decreto de 12 de Abril de I8G0. 

(2) Art. 13 de la Iry dn 13 de Julio do t85(i, y de 
c cU> üc 31 de Enero de 1857. 



(1) Ley de O de Junio de IS'iO. 

(2) Decreto de 15 de Diciembre de 1858. 

i'.i) Eiiic'o de l'oiicla de 2& de Abril de t8.:0. 
(i) Art. 11 $ (i y 12$ 2 <^ de la Conálitucion. 
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Ei.niA. — La omisión p inobediencia 
del litigante que no comparece, ó no respon- 
de al juicio dentro de la citación hecha por 
el Juez. 

Es prohibido el juicio criminal en rebel- 
dia (1). Está declarado, sin embai-go, por 
disposición espresa, que esta prohibición no 
se entiende en cuanto á los efectos civiles, 
en las causas que se sigan ante el Juzgado 
del Crimen: pues si en lo relativo á estos, 
no hubiese quien hiciese la personería del 
reo ausente, ó no quiera hacerla el fia- 
dor, debe seguirse la causa con los estrados 
ó nombrarsele defensor de oficio según los 
casos en conformidad con las leyes (2). Es- 
ta resolución fué dictada á virtud de consul- 
ta del Juzgado del Crimen en un caso ocur* 
rente. 

Está mandado que en las causas crimi- 
nales, asi los acusadores públicos, como los 
defensores nombrados de oficio, se expidan 
dentro de los términos legales, y se acusen 
reciprocamente rebeldía, siempre que hubie- 
se demora, bajo aprecibimiento de lo que 
por derecho coiTesponda (3). 

En las causas, asi civiles como crimina- 
les, una sola rebeldia es suficiente para sa- 
car los autos por apremio. 

- Los oficiales de justicia, al sacar los autos 
están obligados á dar recibo de ellos, si se 
les pidiere; espresando en las diligencias, el 
número de fojas que contengan, y la fecha 
en que los recibiesen. 

Para la computación de todo término que 
no sea común, se deben contar los dias, 
desde el siguiente al de la última notifica- 
ción (4). — Véase Termino. 

(O Art. 1 13 de la Constitución. 

(2) Acuerdo dfl Superior Tribunal de Justicia de SI 
de Enero de IR33. 

(3) Acnc filo del mismo de 5 de Abril de t8ó3. ' 

(4) Art. i7, i8 y (O do la ley de 9 de Nayo de ISjC. 



KECRPTOBIASDB ABVAWA. OficinaS 

de recaudación de los derechos de Aduana 
en ios Departamentos de Campaña^ 

Las Receptorias y sub Receptorías están 
bajo la dependencia inmediata de la Colec- 
turía General del Estado establecida en la 
Capital. 

En las Receptorias y sub Receptorias no 
habilitadas, no pueden admitirse buques 
que conduzcan articules ú objetos con pro- 
cedencia del Estrangero, sino cuando sean 
despachados por la Aduana de Montevideo 
6 del Salto (1). — ^Véase Puertos habilita^ 
dos. 

Son esceptuadas de esta disposición, las 
Aduanas de la frontera (2). 

Por resolución del Gobierno de 16 de 
Abríl de 1860, el desempeño del cargo de 
Capitán del Puerto en la Colonia, Carmelo, 
Palmira y Rosario, fué atríbuido á los Re- 
ceptores y Sub-Rece|)tores respectivos. 

KBCEPT«KiAs DE pouciA. — Ofici- 
nas de recaudación de los ramos policiales. 

Estos ramos son principalmente; en la 
Capital, los derechos de pasaportes, de tor- 
naguias, de carcelage, licencias para cons- 
truir edificios, para la limpieza de jetrinas, 
multas y otros. — Véase Impuestos policia- 
les. 

Los fondSs de Policia, se aplican comun- 
mente á gastos del ramo, dando cuenta do- 
cumentada al Gobierno para su aprobación, 
previo examen de la Contaduria General. 

En las Receptorias de l(>s Departamentos 
de campaña, se cobran la mayor paite de 
los mismos derechos. 

BBCOIVOGBDOKBS DE FBirrOS BEL 

país. — Personas inteligentes que practi- 
can el reconocimiento, y resuelven sobre 



(1) Art. 22 de la ley de 13 de Julio de 1856. 

(2) Decreto de 8 de Sept:emlre de 1856. 
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la caliJad y estado de ios frutos del País 
que se venden en plaza. 

Guando algún saladerista contraíala ven- 
ta de cueros ú otros frutos de exportación, 
es de práctica que el comprador nombre un 
reconocedor, para que examine si los artí-, 
culos son arreglados á las condiciones del 
contrato, y de la calidad en él establecida. 
El reconocedor acepta los que halle confor- 
mes, y desecha los que no encuentre de 
recibo. 

Si el vendedor no se confoimase con e\ 
resultado del reconocimiento practicado, lo 
cual no es común, puede nombrar otro reco- 
nocedor por su parte, y si ambos estuviesen 
en divergancia, es de práctica nombrar un 
tercero elegido de acuerdo entre el compra- 
dor y vendedor, cuyo fallo es resolutivo. 

Los reconocedores de frutos del País 
perciben una comisión. 

KEcuRso DE APEiiAcioN. — La rccla- 
majion que alguno de los litigantes hace al 
Juez ó Tribunal Superior para que revoque 
ó reforme la sentencia dada por el inferior. 

En el recurso de apelación debe obser- 
varse el orden siguiente: 

De los Jueces de Paz, para ante los Al- 
caldes Ordinarios: de los Alcaldes Ordina- 
rios para ante los Jueces letrados: de los 
Jueces letrados para ante el Tribunal de 
Apelaciones:, del Tribunal de Apelaciones, 
par ante el mismo Tribunal, integrado con 
cinco miembros, en la forma determinada 
por la ley. — ^Véase Tribunal Superior de 
Justicia. 

El recurso de apelación debe deducirse 
dentro del preciso término de cinco dias, 
V3ncido el cual queda desierto, y la senten- 
cia pasada en autoridad de cosa juzgada. 

Puede otorgarse la apelación en ambos 
efectos, ó solamente en el devolutivo, según 
la naturaleza de los casos. 

Otorgándose en ambos efectos, el Juez 
de la causa, previo emplazamiento de las 



partes, con término prudencial, según Tas 
distancias, cuando aquel esté en otro para-^ 
ge que el Superior, remitirá los autos cer- 
rados y sellados á este (1). En tal caso, 
solicitándolo cuakiuiera de las partes, se de- 
jará en el archivo testimonio, sacado coa 
citación contraria, de los documentos que 
indique, de los reconocimientos que se hu- 
biesen practicado, ó de la sentencia pronun- 
ciada ^ 

Llegados los autos al Superior, debe esta 
mandarlos entregar al apelante, con señala- 
miento de término prudencial para que es* 
prese agravios. 

Cuando (a apelación no fuese* otorgada 
sino en el efecto devolutivo, el Juez de la 
causa hará entregar al apelante, testimonia 
de las piezas que pidiere, y de las que esti- 
me conveniente mandar agregar, con seña- 
lamiento de término prudencial pai*a la me- 
jora, y con citación contraria, sin perjuicio 
de la continuación^ de la causa. En tal caso,, 
estando el Superior y el inferior en el mis- 
mo lugar, se otorgará el recurso en rela- 
ción, con citación, a cuyo efecto el Escriba- 
no de la causa, debe pasar los aüios origi- 
nales al Escribano del Superior, dentro de 
cuarenta y ocho horas después de la cita- 
ción, anotando la hora en que lo verifique y 
firmando ambos Escribanos, bajo pena al 
primero de una multa de ocho pesos fuer- 
tes, caso de Dmision. 

Está abolido el uso de consultar al Snpe- 
rior la negativa absoluta de apelación. 

Guando se declarase no haber lugar al 
recurso en ninguno de sus efectos, debe 
mandarse en el mismo auto, franquear ab 
apelante los testimonios que pidiere. 



(t) Esto aucedeen las sentencias délos Alcaldes 
Ordinarios de los Departamentos de campafia, apela- 
bles para ante los Jueces letrados de la sercion res^pcc- 
tiva. Anteriormente tenia lugar también, con respecto* 
á las sentencias de les Jueces letrados residentes e& 
las secciones de campaña, cuya residencia fué feupr>- 
mida y trasladándose a la Capital. 
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Guando el apelante se agraviase de la 
denegación del recurso en uno ó en ambos 
efectos, puede ocurrir directamente por via 
de queja al Superior inmediato, el cual 
resolverá según eí caso. 

El Superior en ningún caso puede cono* 
t:er de la nulidad de sq^tencias del inferior, 
«inó por via de apelación. 

Las sentencias de segunda instancia, con- 
firmatorias de las de primera, traen aparejada 
ejecución inmediatamente tlespues de pronun- 
ciadas, y de ellas no hay mas recurso que el 
extraordinario de nulidad é injusticia noto- 
ria (1). — Véase Recurso de nulidad é in- 
jmticia notoria. 

Después de la publicación de probanzas 
tío puede admitii^. mas que un alegato de 
cada parte sea en primera, segunda 6 terce- 
ra instancia (2), 

En el juicio ejecutivo $olo son apelables, 
•el auto que no hace lugar al embargo, el 
•que lo alza, y la sentencia de remate (3). 

En los juicios eclesiásticos debe observar- 
se en el recurso de apelación el orden es- 
tablecido por la ley. — Véase Juez Eclesiás- 
ticp. 

De las sentencias de los Jueces de paz 
cuando conozcan encausas sobre inmigrantes, 
í$us pasages, y demás relativas á sus contra- 
tos respectivos» que les están atribuidas por 
ía ley de 3 de Mayo de 1 853, solo habrá 
un recurso de apelación para ante el Alcal- 
'de Ordinario, el cual conocerá en método 
verbal, y su sentencia causará ejecutoria. 

En los juicios de disenso, la apelación es 
para ante el Superior Tribunal de Justicia. 
íls muy raro que este recurso sea inter- 
puesto. — Véase Juicio de disenso. 

En los juicios de imprenta, cuyo conoci- 



(I) Cap. 1 <^ de la ley de 9 de Mayo de 1866. 
<2) Art. 54 de la ley de O de Mayo de IS.SG. 
(3) Art. 80 de la mi^mf ley. 



miento compete á un Tribunal especial de 
Jurados, cuando la sentencia fuese absolu- 
toria, no hay recurso alguno. Guando fuese 
condenatoria, el acusado puede apelar den- 
tro del término de veinticuatro horas, para 
ante un nuevo Tribunal, compuesto de dos 
Jurados mas que el de primera instancia (1). 
El recurso debe interponerse, ante el Juez le- 
trado del Crimen de la 1 "^ Sección en la 
Capital, y en los Departamentos de campa- 
ña, ante el Alcalde Ordinario respectivo. — 
Véase Juicio de imprenta. 

En los juicios sobre presas, hay apelación 
del Tribunal de primera instancia, para an- 
te un Consejo de guerra de marina, com- 
puesto del Gefe de mayor graduación de 
ella, y cuatro Oficiales: de este, para ante 
una Junta de seis Gefes de marina, presidi- 
da por el Ministro de Estado, del ramo (2). 

En las causas de contrabando, la senten- 
cia de primera instancia causa ejecutoria, y 
de ella no hay apelación (3). 

En los juicios criminales, cuando la sen- 
tencia es de muerte, presidio, trabajos pú- 
blicos ó destierro por mas de un año, el 
Defensor del acusado, siéndolo de oficio, de- 
be forzosamente apelar (4). 

RECt:ilSO DE SKIStJIVDA APELACIÓN.— 

El que se interpone de la sentencia de vista 
del Tribunal Superior, ante el mismo Tribu- 
nal. 

Para deducir este recurso, que no es otro 
que el de súplica bajo esta nueva denomi- 
nación, es necesario que la sentencia apela- 
da sea revocatoria de la del inferior; pues 
siñiese confirmatoria trae aparejada ejecución, 
y no hay de ella recurso alguno ordinario. 



(1) Art. 22 y 33 de la ley de 3 de Junio de 1829 

(2) Ley de 23 de Noviembre de 1844. 

(8) Ley de 14 de Julio de 18&5. 

(4) Acuerdo del Tribanal Soperíor de Justicia de 30 
de Junio de I8&4. 
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Para conocer del recurso do segunda 
apelación, debe ser integrado el Tribunal 
con cinco miembros. Al efecto deben sor- 
tearse los que falten para completar ese nú- 
mero, de la lista de abogados matriculados, 
y en defecto de estos, de graduados, con 
citación de las partes. — Véase Conjiiez. 

A este Tribunal, integrado como queda 
dicho, corresponde también calificar el 
grado. 

Las sentencias de segunda apelación, ó 
sea de tercera instancia, son inapelables, y 
no hay de ellas otro recurso que el extraor- 
dinario de nulidad ó injusticia notoria, me- 
diando los motivos y fundamentos que para 
él se requieren ( 1 ). 

BECUBSO RXTBA«RDI!VABIO DE IVU- 
LIDADÉ INJUSTICIA IVOTOBIA. El que 

se interpone ante un Tribunal Supet*ior es- 
pecial, quejándose de la sentencia reclama- 
da, en virtud de nulidad de ella, con arre- 
glo á derecho. 

Este recurso debe, deducirse ante el 
Tribunal Superior de Justicia, el cual subs- 
tanciándolo, procede á constituir el Tribu- 
nal extraordinario que ha de conocer de él. 

Este Tribunal se forma de siete ó de once 
miembros según los casos, inclusos los ti- 
tulares del de apelaciones, integrado con los 
demás, sacados á la suerte de una lista de 
los jubilados del mismo Tribunal, los abo- 
gados matriculados, y á falta de estos, los 
graduados en. jurisprudencia, debiendo ser 
todos Ciudadanos. 

El Tribunal extraordinaria de nulidad é 
injusticia notoria, se forma de siete miem- 
bros, cuando el que hubiese pronunciado la 
sentencia reclamada se hubiese compuesto 
de tres Jueces, ó hubiese sido alguno de los 
de primera instancia; y de once cuando di- 
cho Tribunal se hubiese compuesto de cin- 



co Jueces; de manera que los que entren á 
int(^'ar el Tribunal extráordinario, sean 
siempre mas en número, que los que hu- 
biesen pronunciado la sentencia reclama- 
da (1). 

Para la introducción del recui*so de nu- 
lidad é injusticia notoria, se requiere: 1 "^ 
Poder es|)ecial y firma de letrado: 2 ® . Se- 
ñalar espesamente la falsedad de algún funda- 
mento de la sentencia, ó la ley que haya si- 
do infringida causando la injusticia notoria: 
3 ® . Estar dentro de sesenta dias de la 
notificación de la sentencia recurrida. 

Constituido el Tribunal extraordinario de- 
be calificar previamente el grado, y en el 
caso de declararse haber lugar al recurso, 
examinada la causa por su orden, por los 
miembros del Tribunal, señala dia para co- 
nocer de él en juicio verbal. 

Este juicio es público: no se admite es- 
crito, documento ni alegato, sino un solo in- 
forme in voce de cada una de las partes cu- 
yo informe no es obligatorio: acto continuo 
se dicta sentencia según lo que resulte de la 
votación. 

El recurso de nulidad é injusticia noto- 
ría, no obsta á la ejecución de la sentencia 
reclamada. 

Está suprimido el depósito previo de una 
cantidad de dinero para la interposición de 
este recurso. 

Guando no se hiciese lugar á él, ó aun 
haciéndose, no se declarase nula la senten- 
cia reclamada, el abogado de la parte recur- 
rente no tiene opción á honorario. 

Si no llegase á completarse el Tribunal 
extraordinario por medio del sorteo preveni- 
do, por haberse agotado, la lista de los 
abogados, y graduados que deben entrar en 
él, los miembros que falten serán tambiea 
sacados á la suerte de una lista de diez Ciu- 



(1) Ley de 9 de Mayo de 1856. Cap. 1.^ 



(I) Ley de 8 de May6 de 1.858. 
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ihdanos inteligentes, que debe formar 
anualmente el Tribunal de apelaciones para 
el caso (1). 

RRGURso D7. FVRnzA. — El quc SO in- 
terpone ante Juez ó Tribunal secular de pro- 
videncia de algún Juez Eclesiástico, implo- 
rando su protección para que este alze la 
fuerza ó violencia que se hace al recur- 
rente. 

El recurso de fuerza debe interponerse 
ante el Superior Tribunal de Justicia, el cual 
se halla investido para el caso, de las facul- 
Uides judiciales que correspondian á las au- 
diencias y Gliancillerias, en cuanto no diga 
oposición á las leyes vigentes (2). 

Esto debe de entenderse, sin embargo, 
mientras no exista la Alta Corte de Justicia, 
á la cual está especialmente atribuido en su 
caso, el conocimiento de los recursos de fuer- 
za, y cuyas funciones desempeña, en ese 
punto como en otros el Tribunal de ape- 
laciones. (3) — Véase /I /to Corte de Justicia. 

re€i;r5im>dbqi;eja. — ^EI que se in- 
terpone directamente ante el Superior inme- 
diato, quejándose de agravio inferido por el 
inferror. 

El recurso de queja es permitido cuando 
el recurrente se agraviase de la denegación 
del de apelación, en uno ó en ambos efec- 
tos. El superior debe resolver lo que corres- 
ponda según el caso, previo informe del in- 
ferior ó vista de la causa (4). 

RECIRSO DE REVINIOÜ. ^El qUO tic- 

ne por objeto reclamar sobre algún inciden- 
te en la instancia de revista del Tribunal de 
apelaciones. 

Este recurso debe interponerse dentro 



(I) L»') do 9 lie M.i>odc lR5í; — Arl. 21. 

{1) Lry il« 17 lie \^oA(\ ú*t tK29. 

(3) Aii. ti7 (Ifi la C(»nstitiM'i.iii. 

(\) A:l. 10 il(! !a \v\ iK; \) dr Mn:od<> K^'Ji, 
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del término de tres dias de la notiÍJcacioP} 
ante el mismo Tribunal (1). 

REccRso RE sL'PLici.' — Véase /?L'c?ír- 
so de segunda apelación. 

REciJ».%cio\, — Excepción que alguna 
de las partes pone al Juez, Asesor, ú otro 
Ministro para que no conozca do ta causa. 

Todo Juez puede ser recusado por las 
mismas causas que en su caso bastarían pa- 
ra tacharle como testigo (2). 

Pueden serio también cuando no pronun- 
cien sentencia dentro de veinte dias, siendo 
inlerlocutoria, y de cuarenta siendo definiti- 
va, siempre que sean causantes de la de- 
mora (3). 

De las rccusnciones de los Ministros del 
Tribunal de apelaeiones, debe conocer el mis- 
mo Tribunal integrado con cinco Jueces. Este 
juicio es verbal y de su fallo no hay recurso 
alguno (4). 

En cuanto á los Asesores, esta mandado 
que pasados tres dias después de notifi alas 
las parles, debe entenderse consentido el 
nombramiento; y desde entonces no puede 
admitirse ri^cusacion alguna, sin causa justi- 
ficada. Antes de este término las partes tie- 
nen el derecho de recusar hasta tres ase- 
sores sin expresión de ^ausa: pero se escep- 
tuan de esta regla aquellos casos en que por 
inpedimentos legales de los demás letrados 
no le quede al Juez con quien asesorarse, 



(1) Art. 1 1 d • la ley de O de Mayo de 1856. 

(2) Art. 43 de la ley de 9 de Mn>o á^i I85G. 

(3) Arl. 71 de la l(*y ilc 9 de Mayo dr Ift.SG. Ka dífici*^ 
y iiofr*tlá d> UTinliiatiu por Ih ley, ol mrdio dr; prt*b:tr 
qiif lili Ju-z son TA ufante dn la \l( mora de una ím*ii- 
teiiria, parii fij-ir el mnlivo Ifgal d<' la reciiisaiioo; piieé 
1.8 at-Aiioncs del MliiL^eiii) piieJcn t r ó nn, la v^Tda- 
dcra m\m\ de la dt'iiiora, ^in qiio <*bto |:ueda »t m:ite- 
ria de prueba. Sin embargo el transcurso con grande 
rsceao del termino sitlal.-ido, «" c«)iii|pnpla en la prac- 
tica causa baataulc de rcciJóaclon, y üú admitida co- 
mo tal. 

{\) Art. .^8 d<'l n •ülami*nto pruvlsorln de Adniln»- 
traiim do Jiialicia dj \ )áa Agoslo de i8'2i). 

30 
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|Hics en lal caso debe manifeslarse y probar- 
se causa legal. 

Por acuerdo del Tribunal Superior de 
Justicia de 13 de Noviembre de 1827, se 
mandó que mientras hubiese escasez de le- 
trados, no pudiese recusarse m&» que á un 
Asesor por cada una de las partes; pero ha- 
bicnde desaparecido la t^ausa cesaron los efec- 
tos lio esta disposición. 

De las recusaciones de los Asesores en- 
tienden los Jueces ó Alcaldes que los nom- 
bran. De las de los Jueces de 1 "^ instancia, 
conoce uno de los miembros del Tribunal 
Superior de Justicia. — Véase Jtícz de re- 
cmaciones. 

Los Jueces sorteados no pueden ser re- 
cusados sin expresión de causa, sino en el 
acto del sorteo, al cual deben ser citadas las 
partes: — cuando la recusación se deducá 
fuera de aquel acto debe hacerse con causa 
legal justificada (1). De estas recusaciones co- 
noce e) Tribunal Superior, integrándose, 
cuando es necesario, en la forma de estilo. 

En el acto del sorteo pueden ser recusa- 
dos sin expresión de causa, hasta tres (2). 

En los juicios de imprenta, las parles tie- 
nen derecho de recusar libremente hasta 
cuatro jurados en cada juri, sin perjuicio 
de los que recusasen con causa legal y pro- 
bada (3). 

De estas recusaciones conoce el Juez del 
Crimen de la 1 . ^ secccion. 

Todo Escribano ó Relator puede ser re- 
cnsado por 1^ mismas causas que en su 
caso bastarian para lacharle como testigo (4), 

BERiiiB.%Rco. — La operación de reeni- 
barcar mercaderías de importación deposi- 
tadas en los almacenes de Aduana. 



(f ) Acuerdo del Tiibunal do Juakia de 81 de Mayo 
de 1858. 

(2) Asi. 20 d*í la ley de í) de 5Iayo de 1856. 

(."J) Ley den deJuüodo I8.10. Arl. «.» 

0) Art. íi di) la \v\ á^ M.iyo de ISÓG. 



Los efectos de reembarco estaban sugc- 
tos al pago de los derechos de este nombre. 
— El reembarco para mercados Extrange- 
ros hoy es libre de todo derecho (1) 

RKFORH.l DE I.A CO:ikKTlTLXIOlí. — 

Véase Constitución política del Estado al 
final. 

RKFOR».% niLiTAR. — Yéaso Retiro de 
Ge fes y Oficiales del Ejercite. 

urGisTR* CÍVICO. — Libro llevado por 
los Jueces 3e pa2, donde deben inscribirsu» 
nombres los Giuiladadanos de la respectiva 
sección, para poder hacer uso del derecho 
electoral. 

En el mes de Enero del año en que ha* 
yan de hacerse elecciones de Senadores ó 
de Representantes, los Jueces de Paz, au- 
siliados de los Tenientes Alcaldes deben dar 
principio á la formación del Registro cívico, 
de todos los Ciudadanos hábiles para votar, 
de sus respectivas secciones, cuyo registro 
Jebe quedar cerrado, precisamente el 30 de 
Septiembre deí mismo año. — En el Regis- 
tro civico deben firmaor todos los Ciudada- 
nos qnc sepan hacerlo. 

No pueíten ser inscriptos en el Registra 
cívico: — 1 , "^ Los que no tengan veinte 
años cumplidos de edad, siendo solteros, ó 
diez y ocho, siendo casados: — 2, ® Los que 
habiendo entrado al ejercicio de la Ciudada- 
nía después d ú ano de 1 840, no sepan 
leer ni escribir: 3. "^ Lo* que tengan sus- 
pensa ó hayan perdido la Ciudadanía, coa 
arreglo á lo dispuesto por los arts. 11 y 1 2 
de la Constitución: (Véase Cíttrfadano) 4.*=" 
Los que no pertenezcan á la sección del 
Juez de Paz respectivo. 

Todo Ciudadano inscripto debe recibir un 
boleto del Juez de paz, en papel común, en 
el cual se esprese el número de su ins- 
cripción y la sección á que pertenece. 



(l)ArL n do Jalt'ydj l3 ¿c Julio de 1850. 
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Desde el día i.^ de Octubre, debe fi- 
jarse el registro en un cuadro, y en lugar 
visible de la Oficina de cada Juez de paz, 
para que los Ciudadanos puedan examinarlo. 

Dentro de los cinco primeros dias de esa 
fecha, los Jueces de paz deben remitir copia 
autorizada del Registro civico de sus res- 
pectivas secciones, al Alcalde Ordinario del 
Pueblo cabeza del Departamento, quien de- 
be lomar razón de cada uno d'e ellos, con 
fa separación debida, en un libro que llevara 
al efecto. 

Todo Ciudadano puede recramar desde 
eH . ® hasta el 30 de Ofctubre, no sola- 
mente de sit no inscripción en el Registro 
respectivo, sino también de lá inscripción 
de toda persona qiie no pertenezca a la 
sección en que se hubiese inscripto, ó no 
goce del derecho de inscripción, sea cual 
fuese la sección en que lo hubiere verificado. 

Cuando el reclamóse dirigiese á pedir la 
inscripción en el registro, el Juez de paz 
debe hacerle lugar si el reclamante acredita 
ser Ciudadano, y tener las demás condicio- 
nes de la ley. 

Si se reclamase de la inseripcion de per- 
sona que no es de la sección, ó que no go- 
ce de los derechos polilicos, el Juez de paz 
mandará testar el nombre de esa persona, 
siempre que ella no acredité pertenecer a la 
sección, ó hallarse en el goce de fos dere^ 
chos políticos. De Fa resolución del Juez de 
paz en estos casos, hay apelación para ante 
«1 Alcalde Ordinaiio, de cuyo fallo no hay 
recurso alguno. 

Tanto el Juez de paz, eomo el Alcalde 
Ordinario procederán en método verbal, ac- 
tuando en papel común, sin- devengar costas 
y debiendo las reclamacioires que se pre- 
sentasen quedar definitivamente concluida» 
precisamente el 15 de Noviembre. 

Ningún Ciudadano puede icscribirse fuera 
de la Sección de su domicilio, ni votar en 
la que no estuviese inscripto Para el acto 



de la volaciifh debe presentar preeisamente 
el boleto de inscripción. 

El domicilio se constituye por medio 
de seis meses de residencia continua en la 
sección.. 

£1' ciudadano inscripto en un registro 
que cambiase de domfciKo, puede transpor- 
tar su inscripción at registro deí nuevo do- 
micilio, hasta un. mes antes de las nuevas 
elecciones, presentándose al Juez de paz 
competente con certificado de haberse bor- 
rado del registro primitivo. 

Los Jueces dé paz deben comunicar al Alcal- 
de ordinario, las alteraciones, que á virtud 
de reclamaciones, hubiesen hecho en los re- 
gistros seccionales, y este hará en el libro 
competente las anotaciones que correspon- 
dan. 

Los Jueces de paz que no cumpliesen con 
las precedentes disposiciones, incurren en 
una multa de doscientos pesos, que el Al- 
calde Ordinario debe aplicar á gastos de 
enseñanza primaria del Departamento (1). 

RE«I9TIIO DE ESCRITURAS. Yéase 

Derechos de^registro. 

REGISTRO DE DIPOTECAS. Toda lli- 

poteca, ya sea legal, judicial ó convencional 
solo tiene efecto y preíacion entre los acree- 
dores, desde la fécha del registro, verifica- 
do a solicitud del acreedor en los libros de 
hipotecas, en Ut forma proscripta por la 
ley. 

Son esceptuadas de esta regte, y existen 
independientemente d^l regido, hs hipo- 
tecas siguientes: 

1 "^ La de los menores, y- demás que 
tienen guardador, en los bienes de este, por 
razón de so- administración,, con arreglo á 
derecho. 

2 *^ La de la muger casada, por razón 
de su dote, en fós bienes raices del marido 

(I) Ley de W de Junio de 1So8. 
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tiesde el dia de su malriinonio, cuando la 
do(c hubiese sido proniclida anles de él. 

3. ^ La de la misma, por la dote pro- 
metida, después del matrimonio, desde el 
día de la promesa. 

^•/ J^ ^ la misma, por la dote en- 
tregada al marido sin precedente promesa, 
desde el dia de la entrej^a. 

La mugcr no tiene hipoteca sin registro 
por las sumas entregadas por ella misma al 
mando, por las provenientes de herencia 
que le hubiese sobrevenido, ó de donacio- 
nes que le hubiesen sido hechas durante el 
matrimonio, sino desde el dia en que se hu- 
biere realizado la entrega, hnbiese tenido 
lugar la herencia, 6 se verificasen las dona- 
ciones Tampoco la tiene por el resarcimien- 
to de las deudas que hubiere contraido, 
conjuntamente con su marido, ni por la mre- 
va mversion de sus bienes propíos enaí?e- 
nados, sino desde el dia de la inversión 6 
déla venta. No la tiene tampoco sin rejáis- 
tro, por sus bienes muebles ó inmuebles, 
estimiadospor estimación que causare venta, 
«habiendo quebrado una vez el marido, se 
os vuelve á entregar para que tos adminis- 
tre ó negocie con ellos. 

Últimamente, tienen hipoteca sin regis- 
tro, las costas y gastos judiciales, los gas- 
tos de ultima enfermedad, los funerarios, 
os de alimentos, los alquileres de casa, y 
los salarios de dependientes ó criados, en- 
tendiéndose en cuanto á los propietarios y 
dependientes, solo por lo relativo al año 
corriente, pues pasado este, debe tener lu- 
gar el registro t)ara que la hipoteca surta 
su efecto legal. 

Todas las demás hipotecas deben ser de- 
bidamente registradas en el libro de su ca- 
tegoría, sin cuyo requisito serán considera- 
das como deudas simples. 

Todo tenedor de bienes ágenos que ten- 
gan hipoteca legal sobre los de dicho tene- 
dor, como son los guardadores por los bie- 
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nes de los menores, el padre por los adven- 
ticios del hijo, y otros semejantes, deben 
manifestarlo por escrito al Juez letrado de 
lo Civil ó al Alcaide Ordinario respectivo, 
para que comprobada la verdad de la mani- 
festación por los medios legales, ordene su 
inscripción en el registro. En caso de omi- 
sión, debe solicitarlo el Defensor de meno- 
res. 

Cuando en el contrato de matrimonio ha- 
yan estipulado los contrayentes mayores de 
edad, que no se haga el registro sino en 
uno ó mas inmuebles del marido, que- 
dan los demás bienes libres de hipoteca por 
la dote de la muger y convenciones matri- 
moniales. No puede sin embargo, estipu- 
larse que no se haga ningún registro. 

Lo mismo sucede con el guardador cuan- 
do el Juez que le discernió el cargo, haya 
determinado con audiencia del Ministerio de 
menores que no se registren sino ciertos 
inmuebles. En ambos casos, el marido y 
el guardador deben solicitar el registro so- 
lamente de los inmuebles designados. 

Cuando la hipoteca no haya sido restrin- 
gida por el acto del nombramiento del guar- 
dador, puede este, en caso de que la hipo- 
teca general esceda notoriamente de las se- 
guridades suficientes, pedir que se restrinja 
álos inmuebles que sean bastantes, para que 
quede plenamente garantido el menor. Lo 
mismo puede pedir el marido con respecto 
a la hipoteca de la muger por sus bienes. 
Los juicios que tengan lugar con este 
motivo, deben ser sumarios y con audien- 
cia del Defensor de menores; pronunciada 
la reducción de la hipoteca á ciertos in- 
muebles, se cancelará la toma de razón en 
los otros que queden libres. 

Las personas á cuyo cargo se hallen bie- 
nes de hipoteca 6 privilegio legal, son res- 
ponsables de los daños y perjuicigs que ori- 
ginen por la falta de anotación en el regis- 
tro de hipotecas: esta falta debe ser ademas 



R» 



— 237 — 



RB 



castigada coa las penas ostablecídas por de- 
recho á los que cometen estelionato, y con 
la prohibición perpetua de administrar in- 
tereses de la misma naturaleza. 

Los obligados en todo contrato, deben 
declarar las obligaciones anteriores que afec- 
ten sus bienes, ya sea con hipoteca especial, 
ó de cualquiera otra manera que produzca 
hipoteca legal, y los Escribanos ó Jueces 
que los autorizen sin esa declaración, que- 
dan sugetos á las penas que les impongaa 
las justicias competentes (1). 

El registro de las hipotecas convenciona- 
les, debe hacerse en la oficina de hipotecas, 
establecida en la Capital: el de las hipotecas 
legales y judiciales, en la oficina de registro 
general de hipotecas y privilegios legales, 
cuya oficina es de propiedad del Estado, y 
se hall 4 á cargo de un Escribano público, 
que goza de la mitad de sus productos, en 
remuneración de su trabajo. 

No produce efecto alguno el registro de 
las hipotecas convencionales, que se hubiese 
hecho dentro de los treinta dias anteriores á 
la quiebra ó cesión de bienes del deudor: 
tampoco lo produce, cuando al tiempo de 
contraer la deuda, el deudor no tuviese la 
posesión natural 6 civil del inmueble hipo- 
tecado. 

Los acreedores por titulo convencional 
registrado en un mismo dia, tienen opción á 
gozar á prorata de la hipoteca, sin distin- 
ción de la hora en que se hubiese verifica- 
do la toma de razón. 

Los que tienen hipoteca que produce efec- 
to sin necesidad del registro, deben ser 
graduados por la fecha de los respectivos tí- 
tulos ó documentos que acrediten el derecho. 

La toma de razón ó registro de la obli- 
gación hipotecaría se verifica, presentado 
el acreedor, en la oficina respectiva, la es- 



(1) Ley dü 1*2 de Junio de 1856, Cap. 5«. 



entura ó testimonio fehaciente del acto que 
hubiese dado existencia á la hipoteca ó pri- 
vilegio, debiendo ser la escritura original ó 
la primera copia, y pudiendo solo en defecto 
de estas, presentarse al registro la segunda 
ó tercera copia, con sugecion á las leyes i O 
y 1 1 tit. 1 9 Par 3 "^ es decir, habiéndose 
perdido aquellas, y probadose debidamente 
el derecho. 

Las anotaciones en el registro, deben ha- 
cerse por su encargado, dentro de las vein- 
ticuatro horas de tener en su poder los do- 
cumentos que justifiquen la hipoteca. 

Los derechos de registro deben cobrarse 
con sugecion al arancel vigente. 

El registro de' hipoteca convencional de- 
be contener: 1 "^ Los nombres del deudor 
y acreedor: 2 "^ La fecha y naturaleza del 
instrumento, y el nombre del autorizante: 
3 "^ El importe del capital debido, ó si este 
no fuese determinado, de una cantidad esti- 
mativa, que declararán espresamente los 
contratantes: A ^ Los intereses pactados, y 
el plazo del vencimiento de la obligación: 
5. ^ La indicación, y la situación de los 
bienes hipotecados. 

En la hipoteca legal, no es necesaria la 
designación de bienes, sino cuando sea res- 
tringida á bienes inmuebles. 

En la hipoteca judicial, deben indicarse 
los inmuebles del deudor especialmente afec- 
tados á ella. En este caso, el acreedor eje- 
cutante debe presentar al registro, testimo- 
nio autorizado por el Escribano de la causa, 
del mandamiento de ejecución expedido por 
el Juez, y de la diligencia de embaído prac- 
ticada por el Alguacil ejecutor. 

En los casos de asentamiento, el testi- 
monio del Escribano de la causa, deberá 
contener el auto del Juez, mandando poner 
al actor en posesión de los bienes del de- 
mandado, y la diligencia del ejecutor, en 
que se esprese la causa, y situación de los 



KB 



— 238 - 



inmuebles de que hubiere dado posesión al 
actor. 

En tales easos, la toma de razón debe 
retrotraerse á la fecha del mandamiento de 
ejecución, ó á la del auto de misión en po* 
sesión por via de asentimiento. 

Si el demandado por acción real compa- 
reciese á purgar la rebeldia dentro de sesen- 
ta dias, ¿ por acción personal dentro de 
treinta, se le devolverán los bienes, cance- 
lándose la hipoteca, y siendo de su cuenta 
los gastos ocasionados. 

La toma de razón de los bienes de per- 
sona fallecida, puede hacerse simplemente 
bajo el nombre del difunto, en la forma or- 
dinaria, sin que sea preciso designar al he- 
redero. 

Hecho el registro, el encalado debe de* 
volver la escritura 6 documentos presenta- 
dos, con una nota firmada por él, en que 
esprese el lugar, dia y folio del libro en 
que estuviese la toma de razón. 

En cuanto á intereses de hipoteca regis- 
trada, el acreedor tiene la misma prelacion 
á ellos, sin necesidad de nuevo registro, 
durante dos años: vencido este término, de- 
be registrar los demás intereses, para que 
produzcan derecho de hipoteca. 

Los derechos de hipoteca legal del Es- 
tado ó Iglesia Nacional, los de los estableci- 
mientos públicos en los bienes de sus admi- 
nistradores, de los menores, y demás que 
tienen guardadores, en los de estos, y los 
de las mugeres en bs de sus maridos, de- 
ben registrarse haciéndose constar sola- 
mente: 1. *^ Los nombres del acreedor y 
deudor, su domicilio y profesión: 2. "^ La 
naturaleza de los derechos y su importe, 
sin obligación de determinar los que sean 
condicionales, eventuales ó indetemina- 
dos (1). 



Guando la toma de razón comprenda bie- 
nes que escedan á los necesarios para ga- 
rantia del acreedor, puede reducirse aquella 
cancelándose en la parte escedcnte. Esta 
disposición, no es sin embargo, aplicable á 
las hipotecas especiales. 

La reducción de la toma de razón puede 
hacerse por consentimiento de partes, ó 
en virtud de mandato judicial. Se reputa es* 
cesiva la toma de razón, cuando escediese 
en mas de una tercera parte, del importe de 
la deuda y sus intereses. 

El valor de los inmuebles registrados, de- 
be determinarse en el caso, por tres peritos 
nombrados, uno por el acreedor, otro por el 
deudor, y otro por el Juez. 

En los casos de hipotecas de mugeres 
casadas ó menores, el nombramiento de pe- 
rito de parte del acreedor, lo hará el defen- 
sor de menores (1). 

Son deberes de los encargados del regis* 
tro de hipotecas: t ^ Dar á quien lo soli- 
cite, copia de las tomas de razón; 2 "^ Res- 
ponder de los perjuicios que causen por al- 
guna omisión en estas: 3 ^ No rehusar ni 
retardar la toma de razón, ni los certifica- 
dos que se les requieran: 4 ^ Llevar tan 
registro foliado, por orden numérico, de las 
tomas de razón que se les exijan, de las 
cuales deben poner constancia firmada al pié 
del instrumento ó acto en que conste la hi- 
poteca, con espresion del número del regis- 
tro, y de la fecha en que se hubiese verifi- 
cado la toma de razón: 5 ^ Llevar los li- 
bros en papel sellado de segunda clase, ru- 
bricados en cada una de sus fojas, por el 
Alcalde Ordinario del Departamento: 6 "^ 
Cerrar üiariamente, y firmar el registro, y 
al fin del año, cerrar también, y firmar, el 
libro respectivo (2) 7 "^ En las tomas de ra- 



{í) Ley de 12 de Junio de 1860. Cap. 6.<=^ 



(1) Ley de 12 de Junio de 185G. Cap. 7 <=> 

(2) Ley de 12 de Junio de 18o i. Cap. 12.- 
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zon, sentar la referencia que traiga la escri- 
tura registrada, de la que la haya precedido 
en el protocolo respectivo (1). 

KEIJISTRO DE 9IARCAS. TodoS loS 

hacendados están en el deber de presentar 
la marca que adopten para sus haciendas, á 
la oficina de Policia, para que por esta se 
practique el asiento de ella (2). 

Deben presentar también al Departamen- 
to de Policía, una razón del número de sus 
ganados, y de la ostensión del campo, ma- 
nifestando el título en virtud del cual lo po- 
sean, y el tiempo de posesión que cuen- 
ten (3). 

El hacendado recibe del Departamento 
de Policía un boleto que lleva dibujada la 
marca adoptada, el cual sirve para acreditar 
la propiedad de esta, y para justificar en 
cualquier caso, hallarse registrada debida- 
mente. 

El registro se hace asentando la marca 
en un libro llevado al efecto, con las demás 
constancias del caso,por lo cual paga el in- 
teresado un impuesto de seiscientos cuaren- 
ta centesimos, y ademas un peso corriente 

por el boleto. 

Las disposiciones que quedan citadas, 
quedarán sin efecto en virtud del estableci- 
miento del nuevo sistema de marcación de 
ganados aprobado por decreto del Gobierno, 
si este sistema se realiza.— Véase Marca- 
ción de ganados. 

BECilOTRO WACIOXAL. — PubllCacioU 

Oficial donde se insertan las Leyes Nacio- 
nales, y los Decretos y demás documentos 
oficiales del Poder Ejecutivo. 

El Registro Nacional, denominado en su 
origen Regisiro Oficial, fue creado por De- 
creto de 2 de Enero de 1827 declarando-. 



(1) Art. U de la ley de 26 de Junio de 1858. 

(2) Di'crclo de 30 de Diciembre de I8Í6. 

(3) DccflIo de 3 de Mario do 1827. R. X, 



se que lo impreso en él llevaba el carácter 
de publicación oficial. 

Por decreto de i 7 de Noviembre de 
1830, fué restablecido bajo el título de Re- 
gistro Nacional, debiendo imprimirse diaria* 
mente en hoja suelta, siempre que hubiese 
materiales para ello, y conietiendo su direc- 
ción al Ministerio de Gobierno, 

Por Decreto de 30 de Marzo de 1852, 
el Re^'stro Nacional, fué subdividido en un 
Registro de Leyes y Decretos reglamenta- 
rios, y otro de documentos oficiales, debien- 
do insertarse en el primero, los documen- 
tos oficíales, que tuviesen el carácter d^ 
permanentes; y en el segundo, los que fue- 
sen de efecto trani^itorio, recomendándose, 
del mismo modo, al Ministerio de Gobierno, 
la publicación regular de ambos Registros. 

La publicación del Registro Nacional, 
quedó suspendida á fines de Octubre de 
1838; y por decreto de 12 .de Noviembre 
del mismo año fué creado el Registro /?t- 
reraj por solo el tiempo que durase la sus- 
pensión del ejercicio de los Altos Poderes 
Constitucionales del Estado, á que se refe- 
ria, la declaración oficial del día anterior, el 
cual cesó, con la restitución de aquellos Po- 
deres en el pleno ejercicio de sus funciones 
y autoridad legal. 

El Registro Nacional dejó de publicarse 
desde aquella época, tanto bajo el método y 
forma establecida, como bajo el nuevo sis- 
tema dispuesto por el Decreto de 30 de 
Marzo de 1852. 

Últimamente, por Decreto de 4 de Junio 
de 1860, se declaró restablecido el Rejis- 
tro Oficialj debiendo contener todas las 
disposiciones dictadas desde 1 . *=* de Marzo 
anterior, y debiendo hacerse su publicación 
por la imprenta del diario encaigado de la 
publicación de documentos oficiales. 

RELACIÓN. — El extracto de la causa, 
con que el Relator instiniye de ella al Tri- 
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biinal Superior de Justicia, antes de dictar 
sentencia definitiva. — Véase Relator. 

RELATOR. — Funcionario nombrado por 
el Superior Tribunal de Justicia para hacer 
la relación de las causas. 

El Relator es elegido de entre los abo- 
gados ó inteligentes Ciudadanos (1). 

Son deberes del Relator: 1 ^ Hacer re- 
lación de las causas que el Tribunal seña- 
le observando el turno. — Véase Ttir;io:2 "^ 
Observar en la relación, cualesquiera pa- 
labras descompuestas, que se viertan en los 
escritos de los litigantes, tendentes á za- 
herirse entre si, ú ofensivas del respecto y 
decoro debido á los Magistrados: (2). 3 "^ 
Dar cuenta del mismo modo, de cualquiera 
omisión que note en cuanto á los deberes 
impuestos á los Jueces y Escríbanos con 
respecto á las declaraciones, asi en las cau- 
sas civiles, como en las criminales: i "^ 
Observar también cualquiera omisión de los 
Escribanos, en cuanto á las reglas estableci- 
das sobre salvatura de las enmendaturas de 
los escritos, clase del papel, y márgenes que 
deben tener (3) 5"^ Presentar álod abogados 
respectivos, y á los interesados ó sus procu- 
radores, las relaciones, antes de hacerlas en 
causas civiles, para que las concierten en 
los tres dias precedentes a la vista de la 
causa, bajo las penas, á los omisos, deter- 
minadas por la ley 1 1 tit. 22 lib. 2 "^ de 
la R. Y. (4). 

El Relator puede ser recusado por las mis- 



il) l.ey de 81 de Mayo de IftSS. Rs de pre. u nlrse 
que deede que puede ecr oonibrado Rnlalor un inteli- 
gente, puoda serlo til minen, aunque la lev no lo oa- 
prese, un graduado, observándole i'l ord-*n preveni- 
do para loa casoé en qtie debe intigrar¿e el Tribunal. 

(2) Ai'uerdo del Tribunal de Jusücla de 22 de Junio 
de 1821. 

(3) Acuerdo del miámo de 2 1 de Marzo de 1828. 

{h) AcDPrdos delTribnnal de Justicia da iO de Abril 
di> 1839 y 23 de Agosto de 18.>8* 



mas causas que en su caso bastarían para 
tacharle como testigo (1). 

RELIGIÓN*. — Culto interno y externo que 
rendimos á Dios. 

La religión del Estado es la Católica 
Apostólica Romana (2). 

Es deber espreso del Presidente de la Re- 
pública comoGefe Superior de ella, prote- 
ger la Religión Católica que profesa la Na- 
ción, y las autoridades piíblicas, tienen el de 
perseguir y castigar como delito, todo 
aquello que atente contra los sagrados dog- 
mas y principios de la religión, cuyo respe- 
to y observancia, es la base del bien públi- 
co, del orden común, y de la moral de la 
sociedad. 

Es tolerada sin embargo la libertad de 
conciencia y la observancia del culto que ca- 
da uno pfofese, siempre que no se oponga á 
aquellos principios. 

BcnATADOR. — El quc ejerce el oficio 
de vender por cuenta de otro, en remate 
público. 

Los Rematadores están bajóla inmediata 
direccioA del Juez de Comercio: anlos de 
entrar al ejercicio de sus funciones, deben 
dar fíanxa á satisfacción de este, por valor 
de ocho mil pesos. 

Los deberes de los Rematadores son: 
1 . ^ Llevar un libro diario de entradas en 
que anoten los efectos que les fueren 
entregados, con sus números, marcas, nom- 
bres de sus dueños, y los precios que estos 
les pongan: 2. ^ Llevar otro libro de sa- 
lidas, con la misma especificación, precio de 
la venta, y nombre del comprador, cuyos 
libros deben ser foliados y rubricados en la 
forma prevenida en el artículo 2. "^ de los 
adicionales a la Ordenanza general, publica- 



(1) A!l.4i déla ley deOdcMayodo I8¿6. 

(2) A.t. 5^ de la Con-lilurion. 
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da ell A de Octubre de 18 17 (1). 3 ^ Lle- 
var los demás libros ausiliares que sean ne- 
cesarios: 4 ^ Exibir al Juzgado de Ck)mer- 
cio todos estos libros, cuando fuesen reque- 
ridos para salvar alguna duda: 5"^ No 
remalar efectos cuyo valor no esceda de cien 
pesos: & ^ Colocarse en lugar separado de 
los concurrentes, anunciando con claridad 
antes de dar principio al remate, si lo? efec- 
tos que van á venderse; contienen averia, 
ú otros defectos, espresando su verdadero 
estado: 7 "^ No admitir postura que no sea 
hecha en voz alta, publicándola para cono- 
cimiento de todos (2). Los aue contravinie- 
sen á esta prescripción ó á ia anterior, in- 
curren en una multa por la primera vez, de 
cincuenta pesos, y por la segunda del du- 
plo, con privación abs(rfuta de su ejercicio. 

Los que entreguen efectos para vender- 
se en remate deben solicitar previamente 
permiso del Tribunal de Consulado (3). 

Cuando las posturas no lleguen al valor 
señalado por las propietarios, tos rematado- 
res pueden pujarlas, hasta tanto que lleguen 
á aquel limite. 

Los rematadores deben anunciar en tiem- 
po con tres apercibimientos el estado del re- 
mate, y con el último batirán el martillo 
en señal de la venta, pubticando quien es 
el comprador. Si lo fuese el mismo intere- 
sado, por no haber llegado los ttcitadores al 
precio de ^us notas, también k> espresará 
en cuyo caso quedan los efectos exonerados 
del derecho respectivo. — ^Véase Impuesto 
de martillo. 



0) El articulo citado previont; qae los litiros deben 
8«T m^ieaiios per el Prior y EflcrHiimo del Keal Coo* 
««lado par» cuyo efecto debeo »er presentados del 1 ® 
flll5de Rnerode cadn año. DieutHto el Tribunal de 
Consulado y establecido el Juzgado letrado de Cerner - 
do, corresponden á este todas las ftmcfoncs qne aquel 
deaeinp.'ffaba. 

(2) Este requisito se halla en desuso, en cnanto á 
hacerse las posturas en voz alta. 

(3) También e¿ta en dt>su0O. 



Son responsables los rematadores de los 
efectos que reciban, y del producto de la 
venta, debiendo cobrar solamente dos y me- 
dio por ciento de comisión (4). 

Las demás disposiciones sobre rematado- 
res contenidas en el reglamento de la ma- 
teria, están abolidas por la práctica, tales co- 
mo la de que no haya mas que dos rema- 
tadores, y otras inaplicables á la situación 
actual del comercio (2). 

Habiéndose suscitado dudas sobre si la 
facultad de expedir los títulos y patentes de 
los rematadores, residía en el Gobierno ó en 
el Juez letrado del comercio, este elevó una 
consulla al Tribunal Superior de Justicia so- 
bre la materia, la cual se halla aun pendien- 
diente. En igual caso se hallan los corredo- 
res, contadores, prácticos lemanes, y demás 
funcionarios, cuyo nombramiento estaba atri- 
buido al Tribunal de Consulado, y á los 
cuales comprende también aquella consulta. 

REMATES. —Véase Contratos con el 
Gobierno. — Impuesto de murtillo. — Re- 
matadores. 



\\ DE ADUANA. — ^Véasc Dcrechos 
de Aduana. 

REvr A DG coRREO!9. — La quc produ- 
ce el franqueo de la correspondencia, para 
el exterior y para el interior de la Repú- 
Mtca. 

La administración debe llevar cuenta y 
razón de sus entradas y salidas, en lilnros fo- 
liados, y rubricados por la Contaduría Ge« 
neral que debe abrir anualmente: debe ren- 
dir á dicha oRcina cuenta instruida de los 
productos del ramo, de la existencia encar- 
tas y sus valores, y demás que demuestre 



(I) Ambos puntos son por lo común materia de 
convenio e8peri:«l, entre il vendedor y el rematador, 
en c»>'ocaíO ee fi\ú á lo pictado, tanto por lo qne 
hnce h la. respon^ubllidad como á la comisión dd re- 
matador. 



(2) Reglamento de 23 de Julio de IStO- 
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su estado, remitiendo los fondos á la Teso- 
rería general, con las formalidades de orden. 

Al fin del año, debe cerrar sus libros con 
un balancete de existencias en cartas, que 
pasará á la Contadnria general, con un es- 
lado general, y los libros y comprobantes 
de su referencia (i). — Véase Correo. 

Los ingresos del ramo de cí'rreos, pro- 
ceden del franqueo, que es obligatorio á 
todas las cartas particulares para el interior, 
y exterior, por medio de los sellos postales 
que expende la Administración. — Véase Se- 
llos postales. 

Para que la renta de Correos no sea de- 
fraudada, está prohibida la conducción de 
correspondencia por particulares, bajo la pe- 
na de una multa de diez pesos fuertes á los 
infractores. Sonesceptuadas de esta regíalas 
cartas que llevan el correspondiente sello 
postal, certificadas por la Administración. 

BEIVTA9 MUNICIPALES. — Véase Dere- 
cbo municipal. 

BERTAS DE policía. — Véase Gefes 
Políticos al fijial. 

REO. — El demandado en causa civil ó 
criminal. Está prohibido que en las causas 
criminales los acusados sean tratados como 
reos (2). 

REO DE LESA TVACIOTV. — El iuCUrSO Cn 

algún delito grave contra la Patria. 

El que atentare ó prestare medios pa- 
ra atentar contra la Constitución política del 
Estado, debe ser reputado, juzgada y sen- 
tenciado como reo de lesa Nación (3). 

represe:vta!vtes. — Los miembros de 
la Honorable Cámara de este nombre, en 
quienes la Nación delega su soberanía por 



medio de los comicios, cn la forma pres- 
cripla por las leyes. 

Los Representantes son nombrados di- 
rectamente por los pueblos, bajo las reglas 
y en la época establecidas. — Véase — íJ/ec- 
dones de Representantes. 

Para ser elegido Representante, es nece- 
sario reunir las condiciones siguientes: i ^ 
Cinco años de Ciudadanía en ejercicio: 2 "^ 
Veinticinco años cuínplidos de edad: 3 ^ 
Un capital que no baje de cuatro mil pesos, 
ó el ejercicio de una profesión, arte ú oficia 
útil que produzca una renta equivalente (1). 
4 "^ No ser empleado civil ó militará sueldo 
del Estado, ni pertenecer al dero r^iar ni 
al secular con renta dependiente del Gobier- 
ne. Son esceptuados de esta prohibición, los 
retirados 6 jubilados (2). 

Los Representantes, en el acto de su in- 
corporación á la Cámara, deben prestar ju- 
ramento de fidelidad á la Constitución, y al 
desempeño de sus deberes. 

No pueden recibir empleos del Poder 
Ejecutivo^ sin permiso de la Cámara, que- 
dando, en el caso, vacante su representa- 
ción. Las vacantes que resulten por este ú 
otro cualquier motivo, deben llenarse por 
los suplentes designados al tiempo de las 
elecciones (3). — Véase Elecciones de Re- 
presentantes. 

Los Representantes no pueden ser arres- 
tados, sino en acto de delito in fraganti^ 
debiendo en tal caso, darse cuenta á la Cá- 
mara respectiva, con la correspondiente in- 
formación sumaría del hecho. 

No pueden tampoco ser acusados crimi- 
nalmente, sino ante su respectiva Cámara, 
asi en los delitos comunes, como en los ca- 
sos de traición, concusión, malversación de 



0) Decreto de 6 de Mano de 1865. Art. 33 á 37. 
(2) Art. 111 de la Constíludon. 
3) A:t. 151 de la ConslitucioD. 



{\) Art. 24 de la Constitución. 

(2) Art. 2& de la Constitución. 

(3) Art. 33 31 y 35 de la misma. 
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Toados públicos, violación de la Constitu- 
ción, ú otros que merezcan pena infamante 
ó de muerte. La Cámara coo dos terceras 
parles de votos, resuelve sí hay ó no lugar 
á la formación de causa; y en caso afirma- 
tivo, declara al Representante acusado, sus- 
penso en el ejercicio de sus funciones, que- 
dando desde ese momento, á disposición del 
Tribunal competente (1). 

Los Representantes no son responsables 
por las opiniones que emitan, ni por los 
discursos que pronuncien en el seno de la 
Representación Nacionaf, 6 en el desempe- 
ño de sus funciones (2). 

Pueden sin embargo, ser llamados al or- 
den por el Presidente de lá Cámara, en los 
casos siguientes: i. "^ Guando salgan no- 
tablemente de lá cuestión: 2. "^ Cuando 
incurran en personalidades, ó pronuncien 
espresiones ofensivas al decoro de la Sala: 
3. ^ Cuando alguno interrumpiese al que 
haga uso de la palabra. 

Los Representantes no (pueden formar 
cuerpo en caso alguno, fuera del recinto de 
sus sesiones. 

Ningún Representante puede ausentarse 
de la Capital durante el periodo de las se- 
siones, sin permiso especial de su Cámara, 
ni dejar de asistir a las sesiones, sin causa 
y aviso. Cuando alguno se* hiciese notar 
por su inasistencia, el Presidente de la Cá- 
mara debe hacerlo presente á esta, para la 
resolución que corresponda. — Véase Cd^ 
mará de Representantes. 

BESGVARDO. — El conjuuto dc oficinas 
y empleados encargados de vigilar y perse- 
guir el contrabando. 

Et Cucrpa del Resguardo es una depen^ 
dencia de la Colecturía general. 

Por Decreto de 22 de Septiembre de 
1858 fué creado el destino de Gefe Supe- 



(1) Cap. 2. ^ sección 5. ^ d-^ la ConsUtucion. 
C?) Art 49 de la Conttituclün; 



rior del Resguardo de todas las Aduanas de 
la República, con calidad de determinarse 
la organización del servicio y personal de 
esta nueva oficina. Esto ha quedado sin 
efecto. 

Los empleados del Resguardo son nom- 
brados por el Poder Ejecutivo á propuesta 
del Colector general, y amovibles á volun- 
tad del Gefe del Estado (1) 

Los empleados del Resguardo deben ha- 
llarse distribuidos de manera que puedan 
ejercer debidamente la vigilancia que les 
está encomedada en el servicio de las Adua- 
nas del Estado. Deben cuidar de que nin- 
gún bulto, de cualquiera naturaleza que 
sea, se embarque, desembarque, transborde 
6 remueva, sin el correspondiente permiso. 
Véase Permisos de Aduana — Inspección 
del Resguardo, 

Todo lo que se remueva sin dicho per- 
miso, debe ser detenido, asi como las es- 
pecies cuyos permisos no correspondan 
exactamente á ellas. En tales casos, puesto 
todo en conocimiento del Colector general, 
por meJiO'del Inspector del Resguardo en- 
ejercicio, procede al juicio respectivo, en la 
forma proscripta por la ley. — Véase Comi- 
so — Causas dexontrabando. 

Los empleados del Resguardo en s'»rvi- 
cio, no pueden abandonar sus puestos por 
motivo alguno, ni obedecer orden que no 
proceda del Colector general, sin incurrir 
en la pena que corresponda, según la gra- 
vedad dé h falta; 

Todo buque dé- comercio que llegue al 
Puerto, debe ser visitado por el Resguardo, 
cuyo empleado hará conocer al Capitán del 



(1) Annqufí por el Art. 5. ^ del Reginmpnto de SO de 
Marzo de 18V9 se declaró que los rmpteados de] Hf's- 
guardo s^iLin amovibles á voluntnd del Gefe del Es- 
tado, estadlsposlcioD parecfí deroj^ada por el pncep- 
(oCooittitucicnal en bu art. 81 que ddormina los em- 
pleados que se liaUan en este ca:>o, sin hacer mencioa 
de cqarlfos. 
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baqne, las regias á que aueda sujeto do- 
rante su permanencia en él. — Véase Capi^ 
tan de buque. 

Al regreso de la visita, quedará abordo 
del buque visitado, un guarda que debe 
permanecer alli durante las operaciones del 
buque, para vigilar que no se cometa frau- 
de alguno, y se observen las reglas y pres- 
cripciones establecidas. — ^Véase Guarda. 

La carga y descarga de todo buque de- 
be hacerse dentro del Puerto, á menos que 
tu calado se lo impida Si por esta razón 
le fuera necesario alijar desde fuera alguna 
carga hasta ponerse en estado de entrar sin 
riesgo, probado el hecho, se le otorgará el 
correspondiente permiso por el Colector Ge- 
neral: lo mismo se practicará cuando le sea 
necesario hacer toda la descarga fuera del 
Puerto. 

Si á los ocho dias de llegado un buque, 
no conviniese al interesado introducir el 
cargamento, será obligado á dar lávela pre- 
via la visita de estilo: entre tanto el guarda 
estacionado abordo, no debe permitir que 
se abran las escotillas, redoblando su vigi- 
lancia, según lo aconsejen las circunstancias 
del caso. 

Todos los guardas y ¿emas empleados 
del Resguardo, deben auxiliarse, y comu- 
nicarse reciprocamente las noticias que ad- 
Íuieran, conducentes á evitar el fraude. 
lOS que aparezcan complicados en él, in- 
cuiTen en la pena de suspensión, sin per- 
juicio de las demás á que haya mérito según 
la naturaleza del delito, levantándose un su- 
mario del hecho, y remitiéndolo al Gobier- 
no, para que sean juzgados según corres- 
ponda. 

Los comisos son parlibles entre los apre- 
hensores ó denunciantes, y empleados res- 
pectivos, según los casos, deduciéndose veinte 
y cinco y medio por ciento en favor del Fis- 
co, en la forma determinada en el Regla- 
mento de 20 de Marzo de 1829, en el 



cual se encuentran todas las demás disposi- 
ciones de detalle y de régimen interior, que 
aqui se omiten por su lai^a extensión. 

Por Decretos de 1 3 de Septiembre de 
4852 y 20 de Junio de 1854, fué creado 
el servicio de Resguardo marilimo, dando á 
este una nueva organización, y sometiendo 
la navegación del Uruguay á un régimen 
especial: sin embargo, ninguna de las dis- 
posiciones contenidas en dichos decretos 
ha sido llevada á ejecución, quedando la na- 
vegación del Uruguay, sugeta solamente á 
la vigilancia del Resguardo, en la forma es- 
tablecida por el Ralamente de Marzo de 
1829, y derogadas de hecho aquellas dis- 
posiciones. 

RBUDinvciA. — ^La cuenta que se toma 
á la persona que ha desempeñado un cargo 
público, sobre el cumplimiento d» sus deto* 
res durante el ejerricio de él. 

El Presidente de la República está suge- 
to k residencia durante sus funciones, y 
hasta un año después de terminadas, no pu- 
diendo en este periodo, ausentarse por nin- 
gún motivo, del territorio de la Repúbica, h 
no ser que existan causas poderosas, y ob- 
tenga permiso de la Asamblea General (1). 

No puede ser acusado, ^nó ante la Cá- 
mara de Representantes, y solo por los de* 
litos de traición, concusión, malversación de 
fondos públicos, violación de la Constitu* 
cion, ú otros que merezcan pena infamante 
ó de muerte. La acusación puede ser de 
parte, ó nacer en la Cámara misma. Pasado 
el término de la residencia, nadie podrá ya 
acosarle (2). 

Si la Cámara de Representantes hallase 
haber lugar á la formación de causa, debe 



(1) Art. S3 de U Constitución 

(2) Art. Si de la CoMtitiMion. 
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hacer la acnsacion ante el Senado, á quien 
compete conocer del juicio(l). 

Los Ministros de Estado, están sugetos á 
residencia durante seis meses después de 
terminadas sus funciones en la misma for- 
ma establecida con respecto al Presidente 
de la República. Duiante este periodo, no 
pueden salir del territorio de la República. 

No salva á los Ministros de responsabili- 
dad, la orden escrita ó verbal del rresiden- 
te de la República, en los delitos de trai- 
ción, malversación de fondos, y cualesquiera 
otros que merezcan pena infamante ó de 
muerte, por los cuales puedan ser acusa- 
dos (2). 

Los Gefes Políticos y de Polifila, están 
sugetos á residencia, por el término de tres 
meses .después de concluidas sus funcio- 
nes (3). 

No se halla determinada por la ley la 
forma de la acusación, ni el Tribunal que 
debe juzgarles; por lo que es de presumirse 
que el juicio en su caso, competa á las jus- 
ticias ordinarias, como los demás empleados 
públicos incursos en delito. 

Los Comisarios de Policía están sugetos 
á la misma residencia. 

RKSIDBNTRS EXTHAlHCSEBaS. Yéase 

Extrangero$. 

BBSTRICCI01V BEHlPOrBCAS* — VéSh 

se Registro de hipotecas. 

HETIBO DE EHPLBAIWi OTILES.— 

Pensión acordada á los empleados de la Na- 
ción, á quienes se separa del serricio. 

Todos los empleados civiles que por in- 
necesarios sean separados del servicioi tie-» 
nen opción al goce de un retiroi siempre 
que desempeñen plazas efectivas. 

Los retirados que tuviesen diez años de 



servicios, deben serlo con la cuarta parte 
del sueldo que disfrutasen al tiempo de su 
separación: los qne tuviesen veinte años, con 
la mitad: los que tuviesen treinta años, con 
las dos terceras partes; y últimamente, los 
que tuviesen cuarenta, con su sueldo inte* 
gro. 

Los empleados amovibles, no son com- 
prendidos en los beneficios del retiro (1). 
En remuneración, tienen cuando se jubilan, 
un aumento de quince por ciento sobre el 

Soce establecido por punto .general para to- 
es los empleados. — Véase Jubilación. 

No se consideran por servicio, las comi- 
siones, ni tampoco el tiempo que hayan es- 
tado á mérito los empleados retirados. 

Los años de servicios prestados en cam- 
paña en guerra exterior, se cuenían dobles. 

Cuando un empleado retirado vuelva al 
servicio, ces} en el goce que tuviera por 
esta calidad, percibi^do solo el de la plaza 
á que fuese destinado, siempre que sea ma« 
yor que el del retiro; pero no siéndole, con- 
tinuará en el goce de este, sin remunera- 
ción alguna por el nuevo destino. En el caso 
de cese en este, vuelve al goce del reti«> 
ro(2). 

Para que un empleado tenga opción al 
retiro, es necesario que se suprima la plaza 
efectiva que estuviese sirviendo; que tenga 
el tiempo de servicios marcado por k ley, 
y que su separación no proceda de ineptitttdi 
omisión, é delito. 

Par justificar estas circunstancias, el pre- 
tendiente de^e iniciar un expediente ante el 
Gobierno, al cual acompañara sus títulos y 
demás justificativos que sean del caso, pa» 
ra que, previo informe de la Contaduria Ge- 
neral, sobre haber sufrido el empleado, el 
descuento de montepío, y audiencia del Mi- 



0) Art« )6 de It ConitUueioa $ %<=> . 

(2) Art. 89 y 90 de la Confutación, 

(9) Art. 18 de la ley de I ^ de Marzo de f83l 



0) Ley de 9 de May# de 1838. Cap. 1 ® . 
(2) Ley de 9 de Mayo de I838.€ap.4^. 
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nisterio Fiscal, se le acuerde el retiro de la 

RBTimO DB «BFE8 T •FldAU» DBI« 

EJÉRCITO. — Siendo necesario disminuir el 
Cuerpo de Gefes y Oficiales del Ejércilo en 
el año de 1835, j premiar al mismo tiem- 
po» los servicios que habian prestado al 
Pais, fueron dictadas las leyes de reforma 
militar, en virtud de las cuales, todos los 
Gefes militares que por retiro quedasen 
fuera del servicio en el ejército, y tuviesen 
de diez anos cumplidos, hasta diez y seis de 
antigüedad, gozarían la tercera parte del 
sueldo correspondiente á sus plazas efecti- 
vas al tiempo de retirarse.^ de diez y seis á 
treinta la mitad: de treinta á cuarenta, las 
dos terceras partes, y de cuarenta para ar- 
riba, el sueldo integro, debiendo contarse 
doble el tiempo de servicios prestados en 
campaña (2). 

A los que entrasen al goce del retiro, se 
les acordó por premio, por una sola vez, la 
cantidad correspondiente á veinte años de 
sueldos como retirados, pagándoles, mien- 
tras no les fuese cubierta aquella suma, el 
interés de seis por ciento anual, esceptuán- 
dose los que gozasen sueldo integro por re- 
tire^ y los inválidos (3). 

Las leyes de retiro y premio militar se 
llevaron á efecto, en cuanto á la reforma 
de una gran parte de la lista militar, docu- 
mentándose á los reformados del impoiie de 
sus respectivos haberes. Fué pagado en par- 
te el monto de estos créditos, creando fon- 
dos al efecto, y asignándolos á la Caja de 
amortización, hasta que por resoluciones 
ulteriores, la deuda procedente de la refor- 
ma militar, entró á formar parte de la deu- 
da general del Estado. 



(1) Decreto de 2 de Enero de I8t9. 

(2) Ley de 2 dé Judío de 1835. 

(3) Ley d« 12 de Junio de 1835. 



Los Gefes y Oficiales retirados, volvieron 
después, casi en su totalidad, al servicio, 
con sus antipos grados y con los sueldos 
correspondientes á ellos. 

Ulteriormente, por la ley de 14 de Ju- 
lio de 1853, se mandó que todos los Gefes 
y Oficiales, cuyos servicios no se conside- 
rasen necesarios, fuesen retirados, recibien- 
do una compensación en dinero, arreglada á 
su antigüedad en el servicio. Para aten- 
der al pago de las cantidades con que debe- 
rian ser cubiertos los Gefes y Oficiales re- 
tirados, la ley de 23 de Julio de 1857 es- 
tableció una contribución extraordinaria del 
uno por ciento, por una sola vez, sobre los 
capitales de la República. Ambas leyes que- 
daron sin ejecución, y la última fué espresa- 
mente derogada por la de 23 de Mayo de 
1860, quedando sin efecto la contribución 
extraordinaria, cuyo producto debia aplicar- 
se al pago de los haberes de tos Gefes y 
Oficiales retirados. 



BB¥B2«TA.- 



-Véase Alcabala. 



REWISADOB DB PATBWTBS. Comisio- 

nado que tiene á su cargo examinar si las 
casas sugetas á tomar patente de giro, han 
llenado esta obligación. 

En todos los Departamentos del Estado 
hay Revisadores de patentes, en el número 
y con la jurisdicción territorial correspon^ 
diente, según su extensión. 

Los Revisadores de patentes, están en- 
calados también, de perseguir en campaña 
el tráfico clandestino de pulperias y tiendas 
volantes, el cual debe ser penado, por la 
primera vez, con una multa Ae treinta pe- 
sos al infractor; y caso de reincidencia, con 
el descomiso de los efectos que llevase, en 
favor de los denunciantes y aprehensores, á 
escepcion de una tercera parte de su impor- 
te, que debe aplicarse á gastos de instruc- 
ción pública del Departamento en que fuese 
aprehendido el contraventor. Estas penas 
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deben llevarse á efeclo, por declaración que 
asi lo ordene del Gefe Político ó Jaez de 
paz respectivo. 

Los Revísadores no pueden dispensar á 
nadie del pago de la multa en que hubíes'*' 
incurrido, ya sea por llevar pulperias ó tien- 
das, ó por no haber pagado la patente de 
giro correspondiente: es de su rigoroso de- 
ber, pasar al Gefe Politice respectivo, una 
relación nominal de los multados, entregán- 
dole la tercera parte del importe de dichas 
multas, para que sea aplicado, como queda 
dicho, á gastos de instrucción pública (1). 

Los Gefes Políticos están autorizados 
para nombrar los Revisadores de patentes, 
con acuerdo del Administrador del ramo, 
debiendo prestar á aquellos, la cooperación 
necesaria en el desempeño de su& funcio^ 
nes. 

Les incumbe también, decidir breve y 
sumariamente, cualquiera cuestión que se 
suscite entre los Revisadores y dueños de 
establecimientos de giro. 



En el Depatamento de la Capital á los 
Jueces de Paz, incumbe del mismo modo, 
decidir sin apelación, las cuestiones que se 
susciten entre los Revisadores y propietarios 
de establecimientos (1). — Véase Impuesto 
de patentes — Patentes de giro. 

RBV18IOTV. — ^Véase Recurso de revisión. 

BEiriSTA DE COMISARIO. TodoS loS 

Gefes y oficiales del Estado Mayor Pasivo é 
Inválidos, residentes en la capital ó su de- 
partamento, deben presentarse á justificar su 
' existencia en la mesa de Comisaria, el dia 
de la revista de Comisario. El que no se 
presentase, ni pasase aviso justificado , que- 
da considerado como ausente en el presu- 
puesto. 

La mesa debe anotar el domicilio de ca- 
da uno de los Gefes y oficiales presenta- 
dos (2). — ^Véase Interventor general de re- 
vistas. 
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RIFAS púBMCAs* — Las rifas públicas 
eran permitidas mediante los permisos cor- 
respondientes, las garantias necesarias de 
parte del dueño del objeto rifado, y el pago 
del impuesto establecido en favor del Fisco 
y ulteriormente, del empresario de la lotería 
de la Caridad, de cuyo ramo formaba parte 
el de rifas. Pero, por decreto de 3 de Enero 
de 1859, se mandaron cesar las rifas públi- 
cas en todo el territorio del Estado, asi como 



la loteria de cartones que también se hallaba 
anexa á la loteria de la Caridad. 

Es prohibido pues el juego de rifas públi- 
cas, como el de loteria de cartones. Los con- 
traventores quedan sugetos á las penas im- 
puestas, á los que tengan casas de juegos 
prohibidos. — ^Véase Loteria de cartones—' 
Juegos prohibidos. 

Ríos. — ^Véase Navegación de los Rios. 

RIVERAS. — ^Véase Límites del Puerto. 



RO« 



RORARos. — Véase Carruajes. — /m- 
puesto de rodados. 

(I) Dccrrto de 15 de Diciembre de I8.S8. 



ROL 



^ — yk^selmpuesto de rol Apéndice. 



(W Decreto de 23 de Novifinbre de 1859. 
(2) Orden general del Mfniateiio de la Ooerra de 5 
de Juüede 18C0. 
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«ANA* — Balanza destinada á determi- 
nar el peso de algún objeto. 

La inspección de las romanas de que ha- 
gan uso las casas de giro esta inmediata y 
especialmente á cargo de un contrastador pú- 
blico, nombrado por el Gobierno, sin perjui- 
cio de la autoridad y vigilancia superior del 
Gefe Político y de Policía. Todas las roma- 
manas pues, deben estar contrastadas, y cu- 
ando ye hallen sin el contraste respectivo, ó 
feUas, los tenedores quedan sngetos á la pe* 
nade mnlta ó prisión, s^un tos casoc (1). 



Las multas en que incurren los infracto^ 
res, son las siguientes: En la romanas de 
media arroba para abajo, doce reales por on- 
za de falla en el pilón del peso: de media 
arroba para arriba, dos pesos por onza: de 
una arroba á un quintal, tres presos. Por 
las piezas de cualquiera otra clase que se ha- 
llen sin contraste, ocho pesos par la primera 
vez; doble la segunda, recibiéndole la pesa 
ó romana, y por la tercera, privación de ven- 
der, ademas de ambas mullas (1). 



HJl. 



SALA DE BOCTOBEs. — ^El Cuerpo de 
graduados en las facultades de Medicina» 
Teologia y Jurisprudencia. 

La Sala de Doctores, se divide en miem- 
bros titulares y honorarios. 

Son miembros titulares, 1 . ® Los miem- 
bros del Cuerpo Universitario: 2.^ Los 
Catedráticos de la Universidad: 3. ^ Los 
que habiendo hecho un curso de estudios en 
ella, recibiesen algún grado: 4. ^ Los 
que, aun cuando no hayan hecho estudios 
eft la Universidad, reciban en ella grado 
académico, ó se incorporen cm el recibido 
en otra, siempre que geeen del ejercicio de 
h% derechos de Ciudadanía. 

Son miembros hoaerarios, todos fes que 
hiftiendo recibido algún grado» ó habiendo» 
se incerporado á la Universidad, no tengan 
las otras condiciones que quedan determ^ 

Les miembros henorurios pueden ser de- 
clarados titulares, después de diez años de 
residencia en el Pais, ó por algún servicio 
reelevante de cualquier género, prestado al 
mismo. 

La Sala de Doctores solo se reúne el 1 . ^ 



de Marzo de cada año, para la colación pu- 
blica de grados, y el día 1 8 de Julio, ani- 
versario de la instalación de ia Universidad. 

Cuando los grados universitarios no pu- 
diesen conferirse el dia i . "^ de Marzo, el 
Rectorde la Universidad, de acuerdo con e{ 
Consejo Universitario, puede transferirlos, j 
designar el dia en que este acto haya de te« 
ner lugar. 

En la reunión del dia 18 de Julio, el Rec- 
tor de la Universidad, debe presentar en se- 
síon páblica, un informe sobre el estado de 
ella, tanto en su material, como en lo for^ 
mal, en todos los ramos que comprende, io^ 
dicando, al mi^no tiempo, las medidas que 
considere convenientes para su mejora y 
progreso. 

Este informe debe pasarse en seguida ai 
Consejo Universitario, para las resoluciones 
convenientes. 

En la misma sesión, los miembros titula- 
res de la Sala de Doctores, deben elegir ca- 
da dos años, el Rectoi; y Vico Rector de la 
Universidad, espresando su voto por escrito, 
firmado y cerrado; ciyo eserutmio, hecho en 



(i) Reglamento de Pelicia de 25 de lunero d« tim . 



(1) Decreto de 29 de Mcienbre d« IS^t. 
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el mismo acto por el Secrelario, el Rector 
saliente, proclamará al electo. 

No está prohibida la reelección del Rector 
y Vice Rector. 

En caso que la votación resultase empa- 
tada, debe decidir la suerte (1). Véase Doc- 
tor — Universidad mayor de la República. 

SALADERISTAS. — Los quo se ocupan 
de las faenas de carnes. 

LfOs saladeristas gozan de la facultad de 
embarcar sus carnes directamente de sus es- 
tablecimientos, previos los correspondientes 
permisos de Aduana. 

Están obligados a dar conocimiento al Ad- 
ministrador general de corrales de abasto 
de los animales, ó carnes beneficiadas que 
entreguen para consumo de estaciones nava- 
les ú otros buques para sus viajes, bajo pe- 
na de una multa de veinte y cinco pesos 
por la primera vez, el duplo por la segun- 
da, y prohibición de ejercer su industria 
por la tercera (2). Véase Reconocedores 
de frutos delPais. 

SALADEROS. — Está mandado que los 
saladeros en el Departamento de la Capi- 
tal, se sitúen á la margen derecha del Mi- 
guelete, siguiendo una linea al Norte de la 
falda del Cerro; de este punto al conocido 
por de Maroñaj y de aqui al mar. 

Los saladeros que estuviesen estableci- 
dos antes de Abril de 1836, tienen dere- 
cho á conservarse en el parage que ocupa- 
sen, aunque no se hallen en los limites 
proscriptos. 

No pueden conservarse en los saladeros 



las osamentas de los animales muertos, sin 
que se les dé el beneficio a que las desti- 
nen sus propietarios, sino el tiempo preciso 
para evitar su corrupción. 

Los que en contravención de esto las de- 
jaran corromper sin quemarlas, quedan su- 
getos á una mulla de doce pesos por la pri- 
mera vez, y veinte y cinco por la segunda, 
¡quemándose en el acto, por cuenta del due- 
ño (1). 

Bajo la palabra faena, está admitido en 
el sentido comercfial y legal, todo el trabajo 
del año en los saladeros, y se hace aplica- 
ción de ella en los contratos respectivos, de 
una manera obligatoria é invariable. 

Asi pues, las transacciones que se hacen 
en el comercio sobre la faena, sea que se 
venda ó que se contraten anticipos para 
ella, importan una verdadera obligación de 
dar ó de hacer j que abraza el periodo de 
los trabajos anuales de los saladeros en su 
totalidad, ó subdivididos según las cláusu- 
las del contrato. 

Cuando se contratan anticipos sobre tal 
ó cual faena, hay obligación por parte del 
prestamista, de dar fondos para toda la fae- 
na; y por parte del saladerista, de entregar 
sus frutos, como pago, ó como garantía, cu- 
ya chancelación depende de las cuentas de 
ventas. Es contrato á ténnino fijo, por ra- 
zón del periodo de los trabajos. 

SAL¥ATAJE. — ^Véasc Naufragio. 

SAKcioTVDE LAS LEYES. — Véaso Cá- 
mara de Representantes. 

SAN6RADORES. — Véaso Junta de Hi- 
giefie pública. 



(1) Reglamento Universitario de S8 de Septiembre 
de 1849. Cap. 6.® 

{t) Arts. 2(1 y 21 delR gUmentodc ^n de Octubre 
ée 1864. G:>tas di:»postcio:ics e&tán en decuso. 



(1) Decreto de 30 de AbrU de I83C. 
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Rccio^Es juDiriALrs. — El lerrílo- 
rio del Estado se divide en dos grandes sec- 
ciones judiciales. A la primera correspon- 
den los Departimentos de Montevideo y 
Canelones: á la segunda, todos los demás 
de la República. 

Los Jueces letrados de lo Civil y del 
Crimen, ejercen jurisdicción en cada una de 
sus secciones respectivas (1). 

Las causas de los Juzgados Ordinarios, 
que suban en apelación deben venir al Juez 
letrado de la Sección competente. 

Los Jueces letrados residen en la Capi- 
tal, yannque por la ley de 44 de Julio de 
1854, se establecieron Jueces letrados de 
lo Civil y Criminal en la campaña dividien- 
do su jurisdicción en cuatro secciones, esta 
ley fué revocada por la do 6 de Julio de 
1857, quedando desde entonces, estableci- 
das las dos secciones que quedan indicadas. 

Los Juzgados de Paz tienen determina- 
das sus secciones respectivas en todos los 
Pueblos del territorio del Estado. 

En la Capital, la antigua Ciudad, está 
dividida en cuatro secciones, separadas por 
las calles de Misiones, Rincón y Washing- 
ton: la nueva Ciudad está dividida en dos 
secciones separadas por la calle del 1 8 de 
Julio, Existen ademas, los Juzgados de paz 
correspondientes al distrito de la Aguadst, 
del Cordón, y demás puntos extramuros de 
la Ciudad (2). — ^Véase Jurisdicción. 

sECcio^^Es MiLiTAaEs. — La Repúbli- 
ca fué devidida en cinco secciones militares. 
La 1 , "^ comprendia ios Departamentos de 
Canelones, Minas y Maldonado; la 2, ** los 
Departamentos de Florida, Durazno y Cerr) 
Largo; la 3. ^ los de San José, Colonia y 
Soriano: la A. "^ los de Paysandú, Salto y 



Tacuarembó: la 5. *^ el Departamento de 
Montevideo. Cada una de es*as Sscciones, 
fué puesta bajo la dependencia de un Gefe 
militar, para los casos en que fuese nece- 
saria la reunión del todo ó parte de la Guar- 
dia Nacional (1). Pero por decreto de 23 
de Abril de 1860, se declaró revocada 
aquella disposición, y disueltas las secciones 
militares. 



{\) Arts. 2.® y 3.® de la ley de 1.* de Abril de 
1869. 
(2) Decreto de 13 de Agosto de f S56. 



DE policía. — En las mio- 
mas proporciones en que están determina- 
das las secciones para los Juzgados de paz, 
en h Capital, y en los demás Pueblos de 
la República, lo están también para el De* 
parlamento <le Policía. 

Cada sección se halla á cargo inmediato 
de un Comisario de Policía, encargado de 
su Vigilancia. En la Capital, cada Gomisa- 
rioi tiene á sus órdenes un sargento y ocho 
celadoras (2). 

Los Comisariofi de Policía, como depen- 
dientes inmediatamente del Gefe Político, 
deben pasarle parte de todas las novedades 
que ocurran en sus respectivas secciones 

SECUESTBO. — ^Véase Embargo. 

SEGURIDAD iinDiTiDUAL. — La Segu- 
ridad individual no puede suspenderse sino 
coo anuencia de la Asamblea General, ó de 
la Comisión Permanente en receso de aque- 
lla, y en el caso extraordinario de traición ó 
conspiración contra la Patria: entonces, solo 
será para la aprehensión de los' delincuen- 
tes (3). 

SE4SURDS MARirmos. — ^Véaso Socie- 
dad de Seguros. 

-(i) Decreto de 8 de Marzo de \^C0. 

(2) reárelo de 15 de Mayo de 1860. 

(3) Art. 143 de la Constitución. La latitud 6 falta 
de precisión de las facultades que el art. 81 del mU- 
mf> Cóiilgo confiere al Gefe del Estado en casoa ex- 
traordinjiriOÁ de connioi-ion interior, parde dar, y La 
dado acaso nsérito á abastvas interpretaciones que 
han hecho ilosoiio el precepto protesto: del art. H8. 
És evidente que aquella disposición demauda una in- 
tcrpretoeion auténtica que la precise y deleruiine coa 
c:i:ridad. 
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snxos POSTAI.B9. — Los que estáa 
obligados á llevar en el sobre las cartas 
particulares, para el exterior ó para el in- 
terior de la República, á fin de que por la 
Admiaistracionde Correo i, sean remitidas á 
su deslino. 

La Administración tanto en la Capital, 
como en los demás pueblos de la Repúbli-^ 
ca, vende ios sellos postales,, cuy os valores 
se bailan determinados en la tarifa respecti^ 
va. — Véase Correo. 

La "Administración certifica cartas y plie- 
gos de autos. Las cartas certificadas de 
una onza de peso, deben llevar un sello de 
valor de 5 reales: hasta cinco onzas, de 
8 reales: hasta diez onzas, de 10 reales: 
las demás, en proporción á su peso.. 

Los pliegos de autos, hasta 1 6 onzas de 
peso, dos pesos; y los que escedan pagarán 
un real por cada onza. 

Todas las cartas, aun las que tengan se- 
llos, deben bocharse á la Adminisiracion ó 
sus sucursales, con escepcion de las certifi- 
cadas, que se entregarán en mano, en la 
Administración. 

Toda carta que se hecheen fos buzones 
sin franquear, queda detenida, avisándose 
por los diarios, para que el ' dueño la haga 
franquear ó lá recoja, previa 1^ correspon- 
diente constancia de ser suya (1). 

SBMAD0.7— Véase Cámara de Senador- 
res. 



—Los miembros de la Ho- 
norable Cámara de este nombre, en quien 
la Nación delega su soberania, por medió 
de eleccioa indirecta, en la . forma deter- 
minada por las reyes. — ^Véase Elecciones 
de Senadores. 

Los Senadores duran en sus funciones 
por seis anos, debiendo renovarse por t^r^ 
ceras partes en cada bienio, después de 



haberse decidido por la suerte quienes de- 
bían salir el primero y segundo bienio, pa- 
ra dejar establecido el orden en lo succe- 
sivo. 

Para ser nombrado Senador, es necesa- 
rio reunir las condiciones siguientes: 1 . "^ 
Siete años de Ciudadanía en ejercicio, antes 
del' nombramiento: 2."^ Treinta y tres 
años cumpHdos de edad: 3. ^ Poseer un 
Capital de diez mi^ pesos, ó una renta equi- 
valente, ó profesión cientifica que la pro- 
duzca: i. ^ No ser empleado civil ó mili- 
tar dependiente del Poder Ejecutivo por 
servicio á sueldo, con escepcion de bs reti- 
rados 6 jubilados, ni pertenecer al clero re- 
gular, ni al secular, gozando renta con de- 
pendencia del Gobierno. 

El Senador que á la vez hubiese sido elec- 
to Representante, puede elegir entre ambos 
cargos, el que mas le convenga. 

Los Senadores no pueden recibir em- 
pleos del Poder Ejecutivo, sin previo conser- 
timiento del Senado y sin que quede vacan- 
te el cargo; cuya vacante debe ser llenada 
por los suplentes, según su orden, que en 
número de cuatro, deben ser nombrados con 
el Senador titular, y.reunir las mismasvcen- 
diciones requeridas para este (1). 

No pueden los Senadores ser arrestados,, 
sino en acto de delito in fraganti^ iehienáo 
en tai caso, darse cuenta á la Cámara, con 
la correspondiente información para la reso^ 
kcion que corresponda. 

Solo pueden ser acusados criminalmente 
ante su Cámara, y en los casos de traición, 
concusión, ú otros que merezcan pena infa- 
mante ó de muerte (2). 

Los Senadores no son en ningún caso 
responsables por sus debates, ó por lasopu 



(I) D«cFito de 11 de Junio d« 1859.. 



(1) Cap. 3.® Sección i." dcU Coii^fituciún. 

(2) Art«5l de la Cenátituci'in. 
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niones que emitan durante el desempeño de 
sus fundónos (1). 

Tienen el deber de asistir diariamente y 
con puntualidad á las sesiones: cuando ai* 
guno tuviese para ello algún impedimento, 
debe avisarlo directamente ó por secretaría. 
Guando tuviese que ausentarse por mas de 
tres días, debe pedir permiso á la Cámara, 
y cuando alguno tuviese que ausentarse de 
la sesión durante ella, debe dar aviso al 
Presiden te (2). 

Los Senadores no forman cuerpo fuera 
del salón de sus sesiones, escepto cuando 
circunstancias extraordinarias, impidan que 
se reúnan en el lugar destinado á ellas (3). 

Antes de entrar al ejercicio de sus fun- 
ciones, los Senadores deben prestar jura- 
mento ante su Cámara, de desempeñar de- 
bidamente el cargo, obrando conforme á la 
Constitución (4). 

Los Senadores no pueden ser reelectos 
sino después que haya pasado un bienio al 
menos desde su cese (5). — Véase Cámara 
de Senadores. 



SEKTEKCIA DEFINITIVA. ^AqUClla CU 

que el Juez, concluso el pleito, resuelve so* 
bre lo principal, condenando ó absolviendo 
al demandado. 

Los Jueces, asi como los asesores, tienen 
obligación de pronunciar sentencia definiti- 
va, dentro de cuarenta dias después de con- 
clusa la causa* Los que asi no lo hicieren 
pueden ser recusados por las partes, siendo 
esta, causa bastante para ello, siempre que 
resulten culpables de la demora (6). 

En los Tribunales colegiados, los Jueces 



(1) Art 49 de la ConstUu'^ioi]. 

(2) Arl8. 50á 53 del Reglamenlo del Senado de 18 
deJoniode 1858. 

(3) Art. 57 del mismo Reglamento. 

(4) Art. 33 de la Conatilucion. 

(5) Art. CG de la Constituí ioiu 

{(\) Art. 7 1 de la ley de 9 de Mayo de i8jG. 



que no estuviesen conformes con eí voto de 
lamayoría, pueden agregar á 6u firma la pa- 
labra (íis(*or(íé. Está abolido el juramento 
de secreto sobre el acuerdo (1). 

Los autos definitivos ó con fuerza de 
tales, que dicten los Jueces letrados, ó que 
aconsejen los asesores, deben ser motiva- 
dos por la aplicación de las leyes á los be* 
chos, haciéndose espresa mención de aqúe* 
Has y estos (2). 

se^¥e:vcia iivTERLociJTORiii. — La 

que pronuncia et Juez durante el juicio 
sobre algún incidente, y todo auto prepara- 
torio parala definitiva. 

Las sentencias interlocntorias deben dic- 
tarse dentro del preciso término de veinte 
dias, siendo la falta de cumplimiento á esta 
disposición, suficiente causa para recusar al 
Juez, siempre que resulte culpable de la 
demora (3). 

BEBEMOS. — Encargados de vigilar el or- 
den de la Ciudad, y cuidar de las casas de 
los vecinos, durante las altas horas de la 
noche. 

Para la conservación del cuerpo de sere- 
nos, está establecido un impuesto mensual 
en las proporciones siguientes: 

Pagan tres pesos, las casas de consigna- 
ciones, de negocios marítimos, y registros. 
Dos pesos, los almacenes por mayor de to- 
da clase de negocio, los de loza, ferrete- 
ría, muebles, barracas de cueros y maderas 
oficinas de corredores, casas de martillo, 
joyerías, prensas y fabricas de coches. 

Doce reales, las velerías, fondas, cafés, 
boticas, peineterias, reñideros de gallos, y 
canchas de bolos. 

Un peso, las tiendas de géneros, de za- 
patos y de sombreros. 



(1) Art. 42 de lalcy de 9 de Mayo de 1856. 

(2) Art. \\ de la misma. 

(3) Art. 71 de la mUma. 
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Seis reales, las pulperías, conGterías, 
chocolaterías, botellerías y bodegones. 

Cuatro reales las casas con zaguán á la 
calle, pagaderos por el ocupante cuando sea 
una familia, y por el propietarío del edificio, 
cuando esté habitado por varías. 

Tres reales, las platerías, relojerías, hoja- 
laterías, carpinterías, herrerías, sastrerías, 
zapMerías, colchonerías, talabarterías, gra- 
vadores, tintorerías, tonelerias, lomillerias, 
armerías, perfumerías, cordonerías, pinto* 
rerias, cigarrerías, peluquerías, bandolas, 
caballerizas, puestos de verdura ó fruta, y 
toda clase de carnicería, las casas sin za- 
guán, que tengan patio y dos ó mas habi- 
taciones, y todos los establecimientos que 
no estén comprendidos en los que quedan 
detallados (1). 

La recaudación é inversión del impuesto 
de serenos, está a cargo de una Comisión 
nombrada al efecto. Su producto se aplica 
ai pago de los sueldos de los individuos que 
hacen el servicio de serenos. Su cobro es 
ejecutivo, no pudiendo por motivo alguno 
rehusarse el pago: cuando alguno lo resis- 
tiese, se hará efectivo sin mas tramite, por 
medio del Teniente Alcalde respectivo, el 
cual, en caso necesarío, solicitará el auxilio 
de la Policia para el arresto del renitente. 

Cada dos manzanas de la Ciudad, están 



guardadas por un sereno, al cual incumbe 
su inmediata vigilancia, sin peijuicio de 
ocurrír en caso necesarío, al punto donde 
fueren llamados por algún motivo extraer- 
dinarío: para este efecto, los serenos tienen 
señales determinadas y deben prestarse au- 
xilios recíprocos. 

LfOs serenos deben aprehender y entre* 
gar al departamento de policia, á cualquiera 
individuo que encuentren en acto de delito, 
de pelea, en estado de embriaguez, ó come- 
tiendo cualquiera clase de desorden. 

Los serenos son armados de lanza y pis- 
tola y son responsables de la conservación 
de dichas armas. 

Sus servicios principian á las nueve de 
la noche en invierno, y á las diez en verano 
y concluyen al venir el día (1). 

Está mandado que sin perjuicio de las 
atribuciones de la Comisión de serenos, de- 
pendan estos inmediatamente del Gefe Poli- 
tico y de Policia del Departamento, para 
que conserve el cuerpo la conveniente su- 
bordinación (2). 

La institución de serenos, existe solo en 
la Capital y en la Villa de la Union. 

SBBTIGl* BE POSTAS» VcaSC PoS- 

tas. 

SESHIIVBS WR EA ASASniI.BA CUBNE* 

. — Véase Asamblea general 



SI* 



\. — Todo individuo, cualquie- 
ra que sea su sexo, edad ó color, qué esté 
conchavado á sueldo ó salarío, para cualquier 
servicio doméstico, en la capital, debe ha- 
cerse inscríbir en el Deparlamento de Poli- 
cía, en un registro donde conste su nombre 
pab'ia, edad, estado, color y casa en que 



habite, recibiendo gratuitamente una libreta 
que debe darle la Policia. 

Todo individuo que se presente á anotar- 
se en el registro, debe hacer constar hallar^* 
se conchavado, con un certificado de su pa- 
trón visado por el Teniente Alcalde respec- 
tivo. 



(1) Loyes c!e 10 de Ma}0 de 1836. y 10 de Junio 
de 1838. 



(1) Decreto f ^ de Diciembre 1840. 

(2) Decreto de 28 de Agoste de 485i. 
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Cuando algún conchavado salga de su 
conchavo su patrón debe poner en la libreta, 
lina nota en que esprese el nrotivo de la sa- 
lida, para hacer constar su comportacion: el 
nuevo patrón se informará de ella por medio 
de esta nota. 

Si esta nota careciese de verdad, ó el pa- 
trón se negase á ponerla, el sirviente puede 
ocurrir al Ck)misarío de Policía de la sección 
para que imponiéndose de los hechos, los 
haga constar en la libreta. 

La Policía no admite queja de un patrón^ 



contra un sirviente que hubiese tomado sin 
libreta, 6 con mala nota en ella. No puede 
ninguno dejar la casa de su patrón, sin pre- 
venirlo con quince días de anticipación. 

Las sirvientas que cometan faltas en ca- 
sa de sus patrones, asi como cualesquiera 
otras que trabajen- por su cuenta y que por 
su mala conducta merezcan una pena cor- 
reccional, deben ser destinadas al servicio 
del hospital ó del asilo de méndigos, por un 
tiempo proporcionado á la falta en que hu- 
biesen incurrido (1). 



BOBBBAWUL iHAcioiVAL. — La Sobera- 
nía del Estado en toda su plenitud, reside 
radicalmente en la Nación, á la cual compe- 
te el derecho esclusivo de establecer sus le- 
yes, por medio de sus Representantes, legí- 
timamente constituidos. 

Ella es para siempre libre é independien- 
te de todo Poder Extrangero, y no puede 
ser jamas el patrimonio de persona ni de fa- 
milia alguna (1). 

Todo Ciudadano es miembro de la sobe* 
ranía de la Nación, y tiene como tal, voto 
activo y pasivo en sus deliberaciones. Todo 
ciudadano puede pues ser Hamado á los em- 
pleos públicos (2). 

El ejercicio de la soberanía Nacional, esta 
delegado en los tres Altos Poderes del Esta- 
do, Legislativo, Ejecutivo y Judicial en la 
forma y bajo las reglas establecidas por la 
Constitución política del Estado, y i)or las 
leyes de la materia. 

La forma de Gobierno del Estado es la 
Representativa — ^Republicana (3). 



(1) Arta. 2, t y 4 de la CoBstltuclon. 

(2) Arts. 9 y 10 de la Constitución. 

(3) Arts. Uy U de la Conatitacioa. 



nmamnikm dbbbkevicencia. — ^Yéase 
Hospñal'de Caridad. 

«•ciBDAD rnuiNTBóncA. — Institu- 
ción de beneficencia, creada expontaneamen- 
te, y sostenida por los miembros que la 
componen, destinada á objetos piadosos y 
de utilidad pública. 

La Sociedad Filantrópica nació de la 
época calamitosa en que la Capital fué victi- 
ma del cruel azote de la fiebre amarilla. En 
esos días aciagos, los miembros de la Sociedad 
Filantrópica, eran compañeros inseparables 
denlos desgraciados que caían bajo el peso 
del terrible flajelo, y que carecían de me- 
dios propios para su asistencia. 

El indigente tuvo el inapreciable consuelo 
de verse rodeado de todos los auxilios de la 
ciencia, de la religión y de los recursos de 
todo género, que le prodigaba la mano ge- 
nerosa de la beneficencia*, por medio de es- 
ta institución, verdadera imagen de abnega- 
ción y dé virtud cristiana. Sus fundadores 
pues, merecen imperex^edero aprecio y gra- 
titud. 

La Sociedad Filantrópica, que tan feliz y 
tan benéfica fué en sus primeros ensayos, 

{í) Edicto de ro1i<!Ía de i ® d< JuUo de f 860. 
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conservó su existencia, y continuó atendien- 
do con sus fondos y recursos, al alivio de la 
indigencia, acudiendo á estos santos objetos 
donde quiera que exista la necesidad. 

Ulteriormente extendió sus beneficios á la 
educación pública, creando varias escuelas 
de instrucción primaría de ambos sexos, 
donde se reciben gratis niños pobres, cuyos 
establecimientos sostiene con sus propios 
recursos. 

La Sociedad Filantrópica es ima institu- 
ción que ademas de los bienes que prodiga 
á la humanidad, habla altamente en honor 
de la civilización, y de los sentimientos be- 
névolos del carácter Nacional. 

SOCIEDAD DE SAN VICENTE DE PAIJI.— 

Institución de beneficencia creada por par- 
ticulares, para atender con sus propios re- 
cursos á objetos piadosos y cristianos. 

Esta institución es sostenida por medio 
de suscripciones particulares, cuyos produc- 
tos se aplican á objetos de beneficencia y 
actos de caridad, como son la asistencia, 
educación y alimento de familias pobres. 

La Sociedad de San Vicente de Paul, 
presta servicios dignos del mayor elo- 
gio á la sociedad en general, y es un testi- 
monio honroso de su cultura, y de los sen- 
timientos humanitarios que la animan. 

La Sociedad está subdívida en cuatro 
conferencias, que se titulan: de San Felipe 
y Santiago: de la Purísima Concepción; 
de San Francisco y de San Agustin. 

Existen ademas otras sociedades de auxi-^ 
lios y socorros recíprocos, como la de San 
Baltasar la de Socorros y la de Socorros 
Tdutuos^ que se costean y sostienen con 
sus propios fondos, por medio de suscrip- 
ciones establecidas. 

SOCIEDAD DE SEfiVBOS MADimSOS.— 

Sociedad anónima establecida en la Capital, 
bajo el titulo de Compañía Oriental. 
El capital de «sta Sociedad es de tres 



cientos mil patacones, divicüdos en cíenlo 
cincuenta acciones de dos mil patacones. 

La dirección y administración de la So- 
ciedad, está á cargo de dos Gerentes, nom- 
brados por aquella, y amovibles á su volun- 
tad. 

La duración de la compañía es de diez 
años. 

Los gerentes tienen la firma de la com- 
pañía, sea conjuntamente ó por separado, 
pudíendo cualquiera d^ ellos, obrar sin el 
concurso del otro, con la restricción de que 
el valor asegurado sobre cada buque, no 
pase de un siete por ciento del capital so^ 
cial. 

Como representantes de la Sociedad, es- 
tán plenamente facultados para entender en 
todo lo que tenga relación con ella, sea ju- 
dicial ó extrajudicialmente, cuidando siem- 
pre de evitar en cuanto sea posible las vias 
judiciales, por medio de arreglos amistosos 
ó de arbitros. 

Deben entregar mensualmente al Teso- 
rero las sumas que reciban por cuenta de 
la Sociedad, y llevar la contabilidad de ella. 

La Sociedad tiene un Directorio com- 
puesto de siete socios, nombrados á mayo- 
ría de votos, de los cuales deben renovarse 
tres cada año á la suerte. El Tesorero debe 
ser nombrado del seno del Directorio, asi 
como un Inspector, encargado de inspeccio- 
nar la marcha del escritorio, al cual consuU 
taran los Gerentes cuando hayan de hacer- 
se seguros de grande importancia. 

Cada seis meses debe practicarse nn ba- 
lance general, por el Inspector, el Tesorero 
y los Gerentes. Las utilidades, deducido el 
diez por ciento asignado á los Gerentes, 
son partibles entre los socios, debiendo que- 
dar siempre en Tesorería el importe de un 
seguro que no esceda de seis mil pesos. 

Los accionistas son individualmente res- 
ponsables de todos los compromisos con- 
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traídos por la Compañía, basta el imparte 
de sus acc¡)nes respectivas. 

Las acciones son transferibles, con anuen- 
cia del Inspector y Gerentes. 

Guando la Gompañia no tuviese en caja 
fondos líquidos para cubrir alguno de sus 
compromisos, los Gerentes de acuerdo con 
el Inspector, deben presentar al Directorio 
el cuadro de la situación, el cual lo hará á la 
Sociedad, convocándola para determinar la 
cuota que corresponda desembolsar á cada 
acción. 

Si por la marcha de las operaciones de la 
Sociedad, se llegase á conocer una pérdida 
equivalente á la cuarta parte de sus fondos, 
se suspenderá toda operación ulterior, convo- 
cando á asamblea general para resolver lo 
que corresponda. 



Las demás disposiciones de orden inter* 
no de la Sociedad, pueden verse en el Re- 
glamento de ella, al cual pertenecen las que 
quedan citadas. 

souuiEí» VAL^^ii. — Los solares val- 
dios de los Pueblos cabeza de Departamen- 
to, están mandados adjudicar gratU k los 
individuos que quieran poblarlos, prefirién- 
dose para ello, á los que tengan derecho de 
posesión. 

Las Juntas Económico Administrativas, 
son las encargadas de adjudicar los solares 
valdios de los Pueblos, á los que los solici- 
ten, con sugecion á las disposiciones del 
Decreto de 25 de Octubre de 1859.— Véa- 
se Ejido. 

sÓBTEO. — Véase Jtiez. 



»MJ. 



SUCCEMION DE DBBBCHOS ENFITKI}- 

Tic^m, — Véase Enfiteusis. 

tmccBnmn ■ebbditaua — ^Los bie- 
nes habidos por herencia entre colaterales, 
entre los cónyuges y entre extraños, asi co- 
mo los legados, fideicomisos y donaciones 
mortis causa^ están sugetos al pago de un 
impuesto en favor del Fisco. — Véase He- 
rencia. 

nVCCBSUÚTH ■BBEDITABIA EMTBB 

I.OS €0!«YiJ«E9. — El orden de tas suece- 
siones abintestato^ establecido por la legis- 
lación Española que rige en la República, 
ha sufrido una modificación importante en 
cuanto á los derechos de los cónyuges reci- 
procamente. 

A falta de descendientes 6 ascendientes 
legitimes ó naturales, son llamados á suce- 
der antes que todos los herederos abintes- 
tatOj en primer higar el marido á la muger 



y esta a aquel, no estando separados de he- 
cho ó de derecho (1). 

Se han suscitado cuestiones graves en el 
foro, sobre la prelacion de derechos heredi- 
dilarios, entre el cónyuge superviviente y el 
hijo natural, en los bienes paternos; y auu 
ha sido este punto, materia de diversas di- 
sertaciones académicas, ya sosteniendo uno ó 
ya otro de ambos estremos. 

Los que sostienen la prelacion del hijo 
natural, se apoyan en el testo espreso de la 
ley patria: los que la niegan, atribuyendo 
la prioridad á los cónyuges, se fundan en la 
condición en que la legislación Española no 
derogada, coloca á los hijos naturales en 
cuanto á los derechos hereditarios respecto 
del padre por la duda de.su origen, que no 
existe respecto de la madre. 

Asi pues, sin perjuicio de que no es roa- 



(1)Leyd€ Sdr Junio de f 837. 
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teria de cuestión, el derecho del hijo natu- 
ral en ios bienes maternos, con prelacion 
al cónyuge, se dá por algunos, distinta inter- 
pretacion á la ley en cuanto á los del hijo 
natural en los bienes paternos. 

De aqui la duda legal que subsiste sobre 
ia verdadera mente de la ley: duda que no 
ha habido lugar de hacer desapar<^cer hasta 
ahora, por medio de la interpretación prác- 
tica Ae nuestros Tribunales. 

Estas circunstancias harían muy conve- 
niente la sanción de una disposición Le- 
gislativa que sirviera de interpretación au- 
tentica de la ley, ¿ hiciera desaparecer los 
inconvenientes y cuestiones á que ella dá 
mérito. 

SUELDOS. — Está espresamente prohibi- 
da la anticipación de sueldos á ningún emplea- 
do civil ó militar de la Nación. Es prohibida 
del mismo modo, la acumulación de sueldos 
en una misma persona, sea con este titulo, 
ó con el de dietas, gratificación, pensión ó 
emolumento. 

El Ministro de Hacienda, el Contador y el 



Tesorero General, son responsables de 
la infracción de las disposiciones prein- 
dicadas (1). 

Esta ley es observada por lo que hace 
á acumulación de sueldos en una persona. 
Cuando un individuo desempeña dos ó mas 
empleos á la vez á sueldo del Estado, solo 
goza del mas alto de ellos. 

st;Hi.\'isTBos. — Con el objeto de pre- 
venir ios abusos á que ha dado lugar el su- 
ministro de réses, caballos y otros articules 
de guerra, á la fuerza pública en circuns- 
tancias extraordinarias, los Gefes Polilicos 
deben recibir modelos impresos de justifica- 
tivos, con el sello y firma del Contador gene- 
neral y con el cargo correspondiente, con 
cuyos documentos se pueden justificar úni- 



camente los suministros, en los casos de mo- 
vilización de las Guardias Nacionales. Los 
Gefes y Oficiales del Ejercito con fuerza en 
servicio en campaña, deben recibir iguales 
modelos del Miniálerio de la Guerra, el cual 
los recabará de la Contaduría General. 

Todas las autoridades que otorguen justi- 
ficativos, deben pasar aviso al Ministerio 
respectivo, con espresion del nombre del in- 
teresado y número de rcses ó caballos lo- 
mados. 

La Contaduría debe observar los justifi- 
cativos, si hubiese cualquiera omisión, su- 
plantación ó enmendatura, para practicarse 
en su caso, las indagaciones correspondientes. 
No debe reconocerse ninguna reclamación 
por suministros, quo no venga en la forma 
indicada. 

Los caballos que fuesen tomados para el 
servicio del Estado, deben tener una marca 
especial de este. Los caballos y demás bes- 
tias introducidas para mejorar las razas, no 
pueden tomarse para el servicio público (1). 

Los Comandantes de partidas qne tuvie- 
sen que tomar por si reses ó caballos, de- 
ben documentar á los interesados con un re- 
cibo provisional, en que espresen la causa ú 
objeto de esta disposición, el nombre del 
dueño, y el número de animales en pié, con 
especificación de su clase, ó arrobas de car- 
ne, con que hubiesen sido ausiliados. Pre- 
sentando este recibo al Gefe de la Guardia 
Nacional del Deparlamento, este debe dar al 
interesado el boleto respetlivo de que esta- 
rá munido, comprobada la exactitud del cré- 
dito, quedándose con los recibos dados por 
el oficial ó Comandante de partida, para po- 
der dar en cualquier tiempo los informes que 
se le pidieren. 

Deben también los Gefes de la Guardia 
Nacional, pasar mensualmente al Ministerío 



(t) Ley de f7 de Junio de 1829. 



(I) Dfcrelo de 4 de Abril de tSCO. 
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íle la Guerra, una relación de los boletos 
juslificativos que hubiesen otorgado, con to- 
dos los detalles del caso, como el nombre 
de los dueños, el de los Comandantes de 
partida, número de animales, y su clase. 
Los cal)allos que se tomasen para el ser- 



vicio público deben ser marcados con la mar- 
ca siguiente: R. O. Guando no sean nece* 
sarios para este objeto deben ser puestos en 
invernada, inclu vendóse en el estado men- 
sual de armamento y vestuario (1). 



-TA^ 



TABLADA. — Oficina de inspección del 
ganado que se introduce en el Departamento 
de la Gapital. 

Las guias que traen los conductores de tro- 
pas de ganado, deben ser presentadas en la 
tablada, y ningún abastecedor puede recibir 
ganado para el consumo, sin la correspon- 
diente tornaguía de aquella oficina. 

Los contraventores á esta disposición in- 
curren en una miilfa equivalente al valor de 
los animales recibidos sin aquel requisito (1). 

El derecho denominado de tabladas, está 
declarado anexo á la Administración de cor- 
rales de abasto (2). 

Las oficinas de tabladas son dos, deno- 
minadas del Norte y del Sud. 

TALLRR DE ABTEs Y OFICIOS. — Es- 
tablecimiento anexo al Departamento de Po- 
licía, en el cual se ejercitan en las artes ú 
oficios que conocen, los presos y detenidos, 
cuyas causas no obsten á ello. 

El taller de artes y oficios se halla bajo 
la dirección superior del Gefe Político, y ba- 
jo Ja vigilancia é inspección inmediata de un 
encargado de él. 

El producto de los objetos construidos en 
el taller, es esclusivamente para aquellos que 
los hubiesen construido. 

Por este medio se consigue dar ocupación 
útil á algunos presos, aliviando de ese modo 



su desgracia; y evitando todos los inconvc 
níentos y consecuencias de la ociosidad. 

El taller de artes y oficios, es un estable- 
cimiento naciente, que puede ser de grande 
importancia, introduciendo en él las mejoras 
de que es susceptible. 

TARIFA DE AYALL'OS. LoS dcrCChoS 

de Aduana, que se regulaban antes por el 
aforo que practicaban los empleados respec- 
tivos, se determinan y cobraR actualmente, 
con sugecion á una tarifa en que se hallan 
determinados los valores de plaza, de todos 
los artículos y mercaderías de producción 
Extrangera que se importan por las Aduanas 
de la República. 

Esta tarifa es formada por nna comisión 
de comerciantes, asociada al Colector gene- 
ral: su duración es de cuatro meses, venci- 
dos los cuales, debe ser revisada, para intro- 
ducir en ella las modificaciones en los ava- 
lúos, que demanden las circunstancias ó al- 
teraciones del mercado. 

Gada nueva tarifa debe empezar á regir á 
los quince días después de su publicación 
por la prensa, para que llegue al conoci- 
miento del comercio. 

Las manufacturas de algodón, lana, lino, 
cáñamo, seda, y demás que no se hallen es- 
presamente mencionadac en la tarifa, deben 
ser comprendidas en una de las clasificacio- 
nes de los efectos que guarden mas analo- 



(1) Decreto de 4 de Mayo de 1854. 

(2) Decreto de 19 de Mayo de I8áó. 



(f ) Circular á Ins Gefea de la Guardia NacioBal de 
23 de Abril de 18C0. 
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fia en dicha tarifa con aquellas manufacturas 
arreglándose en este concepto, el derecho de 
importación que les corresponda. 

Las manufacturas compuestas de dos ó 
mas materias, cuya composición no exista 
en la trama sino en los flecos, bordados ó 
adornos, y los tegidos de tramas compuestos 
de dos ó mas materias, unos y otros, no 
clasificados en los derechos asignados en la 
tarifa, deben pagar los derechos que resul- 
ten, término medio, sobre los correspondien- 
tes a las mercaderías y tegidos análogos, he- 
cho el cálculo entre la calidad superior é in* 
ferior. 

En los casos de duda sobre las clasifica- 
ciones y avaluó de artículos y mercaderías 
no comprendidos claramente en la tarifa, el 
Colector general resolverá definitivamente, 
previa consuha verbal á dos comerciantes, 
nombrados uno por él, y otro por el intere- 
sado (1).. 

TASADOR. — La persona inteligente nom- 
brada en juicio para determinar el valor de 
las cosas. 



En el juicio ejecutivo, sentenciada la cau- 
sa de remate, deben nombrarse por las par- 
tes, tasadores dentro de tercero dia, y el 
Juez otro para el caso de discordia. Si algu- 
na de las partes omitiese el nombramiento, 
el Juez debe hacerlo de oficio. 

Los tasadores, después de prestada su 
aceptación en forma de derecho, deben ex- 
pedirse en el perentorio término de veinte 
dias hábiles, estando los bienes en el De- 
partamento, y estando fuera de él, dentro 
de un término prudencial que señalará el 
Juez. No expidiéndose dentro del término 
proscripto por la ley, ó del que en su caso, 
señalase el Juez, incurren en una mulla de 
cincuenta pesos fuertes (I). 

Las tasaciones no pueden ser tachadas 
sino por omisiones, y el auto que las apro- 
bare 6 corrigiere por tal motivo, es inape- 
lable (2). 

TASABOB DtE COSTAS. VéaSC Coi- 

tas. 



TE. 



TEATRO. — Para evitar que en los tea- 
tros públicos, se exiban representaciones que, 
puedan ejercer alguna influencia contraria 
á los progresos de la civilización, y á la ob- 
servancia de la moral y de las buenas cos- 
tumbres, las exibiciones en los teatros Na- 
cionales, están sugetas al examen previo de 
un Censor. 

Son atribuciones de este: 1 ^ Cuidar de 
que las piezas que se pongan en escena, es- 
ten en armenia con la cultura del pueblo: 
2 "^ Velar que la distribución de los roles 
que desempeñe cada actor, sea análoga al 



carácter del papel que ejerza en la compañia 
respectiva: (3) 3 *^ . Aprobar previamente á 
su exibicion toda composición dramática que 
merezca ser aprobada, no pudiendo ponerse 
ninguna en escena sin este requisito: 4 ^ 
Corregir ó suprimir todo aquello que juzgue 
ofensivo á la religión, la moral ó la política: 
5 ^ . Reconvenir á los actores que faltasen 
al decoro, ó se propasasen en la escena [i). 
La comisión censora compuesta de un in- 



(1) No e6\k detprmiaada la aplicación que baya da 
durst; á esta mulla. 

(?) Arts. 33 34 y 35 de la ley de 9 di! Mayo de U:)6. 

(3) DocrelOB do 29 de Agesto de 1837 y de 1 ^ de 
Ociubre de 1859. 



(I) Arla. I • á 5® de la ley de I i de Julio de 1868. (I) Rrglamcnh) de 17 d- Oclubre de 1850. 
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dividuo puede reclamar, siempre que lo so* 
licite el autor de alguna composición dramá- 
tica, el concurso de dos ó mas inteligentes, 
que constituidos en comisión, procedan á sus 
trabajos, biijo la dirección del censor prin- 
cipal (1). 

El director del tealro^debe mandarlas 
piezas á la censura, cuando menos, seis dias 
antes de exibirse, y antes del reparto de 
los pa()eles respectivos. 

* Los actores son responsables de las faltas 
en que incunan en la escena, contra lomo- 
ral, la decencia y el pudor, y el Censor tiene 
la facultad de reconvenirles, y de reclamar, 
si la gravedad del caso lo demandase, el au- 
sílio de la autoridad. 

En los anuncios deben espresarse por sus 
titules las piezas q'ie hayan de exibirse. 

Cuando el público pidiese la repetición de 
alguna pieza de canto ó de baile, no podrá 
esto efectuarse, sin orden de la autoridad, 
siendo permitido solamente, alzar el telón 
para que el actor ó actores agradezcan al 
público sus demostraciones (2). 

TEMIENTE !Lf T^ALDE. — Juez inferior 
nombrado anualmente por los vecinos de su 
disliito. 

Los Tenientes Alcaldes son elegidos di- 
rectamente del modo que queda dicho, á 
mayoría de votos, en junta presidida por el 
Teniente Alcaide saliente, en el lugar que 
este designe. 

Ningún individuo elegido Teniente Alcal- 
de puede escusarse de admitir el cargo, ni 
renunciarlo, sino ante la mesa electoral del 
Alcalde Ordinario, la cual decidirá sin recur- 
so alguno. Si esta hallase bastantes las causas 
aducidas, procederá por si al nombramiento 
del Teniente Alcalde que haya de subrogar 



(1) Decreto de 1 ® de Octubre 1859. 

(V) ReglamciUo de 17 de Oetabre de 1859. 



al escusado ó al que hubiese renunciado el 
cargo (1). 

La resolución de las cuestiones que pudie- 
ran suscitarse sobre validez ó nulidad de 
estas elecciones, corresponde al Tribunal de 
apelaciones, con audiencia Fiscal y sin figu- 
ra de juicio (2). 

Los Tenientes Alcaldes, ademas de su 
respectiva jurisdicción civil, tienen la facul- 
tad de perseguir y aprehender á los reos que 
cometan cualquiera clase de delito eo sus 
distritos, remitiéndolos con las informaciones 
competentes, á los Alcaldes Ordinarios de 
sus Deparlamentos (3). 

La jurisdicción civil de los Tenientes Alcal- 
des, se reduce á conocer en método verbal 
de las causas, cuyo importe no pase del valor 
de veinte pesos (4). 

Los Tenientes Alcaldes son también auxi- 
liares del Departamento de Policia, y están 
á las inmediatas órdenes de esla, en los ca- 
sos en que necesite hacer uso de sus servi- 
cios (5). 

Sin embargo, no es común que ocurra en 
la practica la necesidad de que la autoridad 
de Policía haga uso de los servicios de los 
Tenientes Alcaldes. 

Está incumbida también á los Tenientes 
Alcaldes, la vigilancia de la conservación de 
las tablillas que designan la nomenclatura de 
las calles. Cuando su estado exija que sean 
reparadas, el Teniente Alcalde debe reunir 
á los vecinos del distrito, para que costeen á 
prorata el inrporte de la reparación (6). 

El distrito de la jurisdicción de cada Te- 



(1) ArU. "lO y 8S del Reglamento de tdmlnUUacioa 
de Jaslicia de 10 de Agosto de 1829. 

(2 Ley de U de Julio deJ883. 

(3) Art. 7 ® del Reglamento deadm. de Jostiela do 
lOde AgOittodti«829. 

U) Art. G9 del mlamo. 

(5) Art. C8 dvl Reglamento de Policia de 25 de Enero 

de 181)7. 

(6) Decreto de 2G de Mayo de I8i3. 
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üienle Alcalde, comprende dos manzanas de 
la Ciudad. Donde resulte una fracción que no 
llegue á componer una manzana, debe con- 
siderarse agregada al distrito mas inmediato. 
Si la fracción fuese de una manzana, debe 
tener un Teniente Alcalde (1). 

tercería. — La oposición deducida por 
un tercero que se presenta al juicio, ya sea 
coadyuvando el derecho del demandante, ó 
deducieudo el suyo con esclusion del de 
aquel, en virtud de mejor titulo. 

Guando en el juicio ejecutivo medie ter- 
cería de oposición á titulo de dominio, no 
podrán embargarse bienes de que no se en- 
cuentre en posesión el deudor, sin que pre- 
viamente sea resuelta la oposición en lela de 
juicio ordinario. 

Si mediase dicha oposición después de 
trabado el embargo en bienes de que no es- 
tuviese en posesión el deudor, se mandará 
alzar dicho embargo, suspendiéndose la via 
ejecutiva sobre esos bienes, mientras se re- 
suelve la oposición en la forma antedicha. 

Mediando tercaria de dominio respecto 
de bienes de que esté en posesión el deudor, 
sea coadyuvante ó escluyente, se juzprá de 
ella en la misma sentencia de remate pro- 
duciéndose sus pruebas en el término del 
encargado. 

Cuando esta tercería se dedujese, abierto 
ya, ó vencido el téimino del encargado, se 
seguirá por cuerda separada con el ejecu- 
tante y el ejecutado, señalándose seis dias 
perentorios para oponer escepciones al que 
las tuviese, y guardándose las prescripciones 
establecidas, para el caso de oponer escep- 
ciones el deudor en el juicio ejecutivo. — 
Véase Juicio ejecutivo. 

La tercería, en este caso, no interrumpe 
el curso del juicio, pero si, el cumplimiento 

(1) Decreto de 13 ile Agosto de 1856. 



de la sentencia de remate, á menos que sé 
otoi^ue fianza de estar ai resultado (1). 

TERCER POSEEDOR. — El que ha ad- 
quirido y posee una heredad, que el propie- 
tario anterior habia gravado con alguna hi- 
poteca. 

Los acreedores con hipoteca registrada, 
en una propiedad inmueble, siguen á esta 
en cualesquiera manos adonde pase, para 
ser graduados y pagados, según el orden de 
la toma de razón. 

Si el tercer poseedor no hubiese llenado 
las formalidades de purgar la propiedad hi- 
potecada, queda, por el solo hecho del re- 
gistro, obligado á hacer abandono de ella 
sin reserva alguna, ó á pagar todas las deu- 
das hipotecarias, cualquiera que sea la can- 
tidad á que estas asciendan: gozará sin em- 
bargo, de los plazos y condiciones, concedi- 
das al deudor originario. 

Caso de no cumplir el tercer poseedor 
con estas prescripciones, se procederá á la 
ejecución y venta del inmueble hipotecado, 
previa notificación del decreto judicial de 
pago, al deudor originario y al tercer posee- 
dor. Este puede, sin embargo, oponerse á la 
venta, no estando personalmente obligado, 
y habiendo otros bienes hipotecados á la 
misma deuda, en posesión del principal ó 
principales obligados; exigiendo en tal caso, 
previa escusion en ellos, con arreglo á de- 
recho: durante la escusion, debe suspender- 
se la venta de la propiedad hipotecada. 

La escepcion de escusion, no puede opo- 
nerse al acreedor que tenga hipoteca espe- 
cial. 

El abandono por razón de hipoteca, pue- 
de hacerse por cualquier poseedor que ten- 
ga facultad de enagenar, y no esté personal- 
mente obligado por la deuda; pero una vez 
hecho, no impide que hasta que se verifique 



(!) Arto. 88 a» y 40 de la ley de Ode Mayo de 1856. 



TK 



— 262 — 



TB 



la venta, pueda el tercer poseedor volver á 
tornar la propiedad hipotecada, pagando la 
deuda y los gastos de la cobranza. 

El abandono por razón de hipoteca, debe 
hacerse ante el Juez que conozca de la eje- 
cución de la deuda hipotecaria. A solicitud 
del acreedor el Juez debe nombrar un Cura- 
dor al bien abandonado, con quien se en- 
tiendan las diligencias del juicio. 

El poseedor de buena fé tiene derecho á 
que se le abonen las espensas necesarias y 
útiles que haya hecho en el inmueble hipo- 
tecado, y adquiere los frutos naturales é in- 
dustriales, consumidos hasta el dia en que 
se le haga la intimación judicial de abando- 
nar ó pagar. El poseedor de mala fé, no 
hace suyos ningunos frutos, y solo tiene de- 
recho á que se le abonen las espensas nece- 
sarias. 

Ni uno ni otro tienen derecho de reten- 
ción del inmueble hipotecado por razón de 
espensas necesarias: solo en el caso de evic- 
cion, lo tendrán contra el propietario de la 
cosa eviccida, por razón de dichas espensas 
necesarias. 

Las servidumbres, y todos los demás de- 
rechos que el tercer poseedor tuviese antes 
en la propiedad, reviven después del abando- 
no y de la venta de ella. Verificado esto, los 
acreedores particulares del tercer poseedor, 
entran a ejercer su derecho, según su gra- 
do después de todos los que hubiesen obte- 
nido la toma de razón, contra los preceden- 
tes propietarios. 

El tercer poseedor que hubiese pagado 
la deuda hipotecaria, ó abandonado el in- 
mueble, ó sido forzado á la venta judicial, 
goza de la acción de saneamiento contra el 
deudor principal (1). 

Los terceros poseedores que quieran 
purgar sus propiedades de hipotecas ante- 

(I) Cap. 8.® déla ley de 12 de Junio de 1836 



rieres, pueden verificarlo, presentándose al 
Juez á quien competa, con la escritura res- 
pectiva, y una relación autorizada por el 
Escribano de hipotecas, que contenga el 
nombre del acreedor, el importe de la deu- 
da, 7 la fecha de la inscripción en el regis- 
tro. El Juez citará al acreedor, con término 
prudencial, según las distancias, para que 
comparezca á usar de su derecho; y no con- 
curriendo, el deudor consignará la deuda, 
y se decretará la cancelación de ella en ef- 
registro de hipotecas. 

Si el acreedor compareciese, puede soli- 
citar que se saque la propiedad hipotecada 
á pública almoneda, con calidad: í. *^ Que 
esta solicitud ha de ser notificada al nuevo 
propietario: 2. ^ que el solicitante se ha 
de obligar á pujar ó hacer pujar el precio á 
un diez por ciento mas que el estipulado en 
el contrato, 6 declarado por el nuevo pro- 
pietario: 3. ^ Que ofrecerá fianza á satis- 
facción del Juez, por el importe del precio, 
y de los gravámenes que hagan parle del 
precio de la enagenacion. En caso de al- 
moneda, se hará esta en la forma estableci- 
da para las ventas judiciales á solicitud de 
acreedor (4). 

TÉBniKo. — El espacio de tiempo den- 
tro del cual puede pedirse algo á un Juer. 

Sin perjuicio de los términos ordinarios 
establecidos en los juicios, por la legislación 
Española que rige en los Tribunales de la 
República, se hallan determinados por dis- 
posiciones especiales, los que deben obser- 
varse en los casos siguientes: 

El término ordinario para apelar de cual- 
quiera sentencia que cause agravio, es uni- 
formemente el de cinco dias, tanto en pri- 
mera como en segunda instancia (2). — ^Véa- 
se Apelación. 



(I) Cap. lOdelaleyde l2deiuiilo de 18&6. 
(S) Art. 2. ^ de la ley de 9 de Mayo de f S5C. 
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Cuando el recurso de apelación se otor-^ 
gue en ambos efectos, y el Juez que hubie- 
se dictado la sentencia apelada, estuviese en 
otro parage que el Superior, aquel debe re- 
mitir áeste los autos cerrados y sellados, 
previo emplazamiento de las partes, con 
término prudencial, se^n las distancias (1). 

El recurso de revisión, 4ebe interponer- 
se dentro de tres dias (2). — Véase ítecur- 
90 de revkioTL 

El recurso extraordinario de nulidad é 
injusticia notoria, debe interponerse dentro 
de sesenla dias (3). — Véase liecuno ex- 
traordinariú de nulidad é injusticia no- 
toria. 

En el juicio ejecutivo, trabado el embar- 
go, el ejecutado debe oponer las escepciones 
que tuviere, dentro de seis días (4). 

Los Jueces y Asesores, están obligados á 
pronunciar sentencia interlocutoría dentro 
de veinte dias, y de cuarenta siendo defini- 
tiva. La demora es causa legal de reo-asa- 
cion, cuando sean culpables de ella (5)« 

El término de nueve dias establecido pa- 
ra la contestación de la demanda, es peren-* 
torio para todas las escepciones dilatorias, 
ó articules de no contestar que no t^gan 
un origen posterior á dicho término (6). 

Para la computación de todo término que 
no sea €omun, deben contarse los dias des- 
de el siguiente al de la notificación hecha 
a la parte que ha de usar de él. Para el 
término común, desde el siguiente al de la 
ultima notificación (7). 

En los juicios de imprenta, cuando la 



(1) Art. 4. ® de la misma ley* 
(7) Art. II de la misma ley. 
^3) Art. 16 déla misma ley. 
(4) Arl. 2C de la mUma ley. 
{5) Arti 71 de la misma ley. 
<6) Art. 51 de la misma ley. 
(7) Art. 49 de la misna ley. 



sentencia fuese condenatoria, el recurso dé 
apelación debe introducirse dentro de veinte 
y cuatro horas (4). — Véase Juicio de im 
prenta. 

TÉBHIT\0 PROBATORIO. El CSpaCÍO 

de tiempo dentro del cual deben las partes 
producir las pruebas que hagan á su dere- 
cho en el juicio. 

El término mayor de prueba, es el de 
treinta dias improrogables siendo la prueba 
que baya de producirse, dentro del Depar- 
tamento, sesenta dias siendo dentro de se- 
senta leguas de distancia, y ochenta si fue- 
se mayor. 

En caso de haberse señalado término 
menor, el Juez puede prorogarlo á petición 
de parte (2), 

En ningún caso* se admitirán prue- 
bas sobre hechos que no hayan sido alega- 
dos antes de la conclusión, y cuya prueba 
no se haya espresamente ofrecido (3). 

Después de la publicación de probanzas 
no se admitirá mas de un alegato á cada 
una de las partes, ya sea en primera, segun- 
da ó tercera instancia (4). 

En el juicio ejecutivo, cuando el ejecu- 
tado, en la estación competente de él, opu- 
siese escepciones , se abrirá un término im- 
prorogable de veinte dias para que las 
pruebe- 

Transcurrido este término, el Escribano 
pondrá la causa al despacho, agregando las 
pruebas producidas, ó certificado de no ha- 
berlas. El Juez, según el mérito del expe- 
diente, debe dentro de diez dias mandar 
alzar el embaído, ó pronunciar sentencia 
de remate (5). 



(I) Art 78 de la ley de 8 de lauto de I8S9. 

(«) Art 62 de ]al«yd<)9d»liaybde486ff. 

(3) Art. 53 de la misma ley. 

{A) Art. 54 de la misraa ley. 

(5) Arts. 28 y 29 de la misma ley. 
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TE90BEB# csBWBBAL. — Funcionarío 
público á cuyo cargo se halla la guarda del 
Tesoro Nacional. 

Al Tesorero, como Gefe de la Tesorería 
general, corresponde recibir el producto de 
todas las rentas públicas, y hacer los pagos 
que se le ordenen por el Gobierno, con su- 
gecion á las formas prescriptas por la 
ley(l). 

Sus obligaciones son las siguientes: 1 . ^ 
Representar al Gobierno, sobre todo pago 
que ordene sin espresar el objeto, causa y 
ramo de gastos á que pertenezca, bajo la 
responsabilidad de la ley: 2. ^ Recibir los 
fondos, que se le entreguen, con la corres- 
pondiente intervención de la Contaduría 
general, y hacer los pagos que se le orde* 
nen en forma legal, con la misma interven- 
ción: 3. ^ Llevar un libro de caja, foliado 
y rubricado en el encabezamiento por la 
Contaduría general, en el cual abrirá su 
cuenta á principio de año, en forma de De- 
be y Haber, sentando por orden de fechas, 
y partida por partida, las sumas que reciba 
ó pague, cuidando que cada articulo tenga 
el número de orden de la Tesorería, el de 
la intervención, la clase de documento, su 
valor escrito, y en última columna, la canti- 
dad entregada ó recibida: A.^ Lllevar 
otro libro para el registro de letras, vales, 
ú órdenes á plazo determinado en la forma 
del anteríor. 5. ® Recabar la intervención 
de la Contaduría, en cualquiera operación 
de descuento de dichos documentos, y ha- 
cer las anotaciones competentes en eí re- 
gistro respectivo: 6. ^ Tomar recibo de 
las cantidades que pague: 7.^ Dar ba- 
lance mensualmente á su caja, y pasarlo á 
la Contaduría general, acompañado de los 
comprobantes necesaríos, para que sean es- 
tos archivados, y aquel confrontado, con el 
que también formará el tenedor de libros, 

(I) Decreto de 24 deOetiibre de 1845. 



de cuyos balances, estando conformes, se 
darán ambas oficinas constancia en los co- 
piadores de balances que deben llevar (1). 
El Tesorero no debe pagar orden ó li- 
bramiento alguno en que no haya interveni- 
do la firma del Presidente de la República. 

TESTAMRNTO. — La declaraciou que uno 
hace de su última voluntad, para que sea 
ejecutada después de su muerte, con insti- 
tución de heredero de sus bienes. 

Está declarada abolida la práctica de con- 
sultar las determinaciones de los Jueces in- 
feríores sobre memorias testamentarias y 
testamentos largos de extrangeros, según lo 
dispuesto por la ley 43 tit. 32 lib. 2. ^ dó 
la R. de I ; debiendo observarse puntual- 
mente en la materia, las disposiciones de las 
leyes 22 tit. 8, ^ y 32. tit. 27. lib. 2. ^ 
déla R. de L (2). — Véase Herencia, 

TESTI60. — Persona fidedigna, é idónea 
para manifestar la verdad ó falsedad de al- 
gún hecho que conoce. 

Está mandado que al recibirse las decla- 
raciones de testigos, asi en causas civiles 
como criminales, se escriban por estenso 
los dichos de estos, sin limitarse a la refe- 
rencia del contenido del interrogatorio, cu- 
ya observancia está especialmente recomen- 
dada á los Escribanos (3). 

En cuanto á los testigos instrumentales, 
sin embargo de que por el articulo 67 de 
la ley de 9 de Mayo de 1 856 se mandó que 
no deberían bajar de dos, por el articulo 
14 de la de 28 de Junio de 1858, se ha 
declarado que las escrituras públicas que 
hasta aquella fecha requerían la presencia 
de dos testigos, sean firmadas para su vali- 
dez, por tres testigos idóneos, que no sean 



(i) Decreto de 6 de Marso de 1855. 

(2) Acuerdo del Tribunal Sup( rior de Justicia de 
17 de Janlo de 1828. 

(3) Acuerdo del mi^mo de 21 de Mano defSTS. 
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dopcndieiücSi parientes hasta el cuarto gra- 
fio , ni paniaguados del Escribano ó del 
Juez autorizante; no debiendo hacer fé en 
juicio, las escrituras en que no se obscn^a- 
sen esas formalidades, y quedando el Es- 
cribano sugcto á la pena de privación de 
oficio, y obligado .á indemnizar los perjui- 
cios que se ocasionasen á las parles. 

Los testigos deben firmar en el protoco- 
lo — Véase Protocolo. 

Los testigos á quienes se probase haber 
prestado falsas declaraciones, sobre posesión 
ó prescripción de terrenos del Fisco, ó en 
cualesquiera expedientes sobre denunciado 
campos, quedan sugetos á la responsabili- 
dad de los daños y perjuicios que se causa- 
ren, y á las demás penas de la ley; cuya 
aplicación incumbe al Ministerio público pe- 
dir (1). 

tlubre. — El impuesto de un real fuer- 
te, a que están obligados los que extiendan 
vales, pagarés, libranzas, letras de cambio, 
y dcn.as obligaciones especificadas en la ley 
de la materia. — Véase Impuesto de tim- 
bre — Apéndice. 

TiS':!^'DAS¥OLAiVTes. — Véaso Pulpe- 
rías volantes. 

\ TaEsSits PíJSLiCAs. — Aqucllas cuya 
propiedad y dominio pertenece al Fisco. 

Los terrenos de propiedad pública cono- 
cidos bajo la denominación de propios de la 
Capital, fueron mandados adjudicar en pro- 
piedad á sus poseedores, ó á los que los so- 
litasen sin titulo de posesión, á falla de 
aquellos, mediante las formalidades pres- 
criptas por la ley ¿c la materia (2). — Véase 
Ejido. 

Las tierras destinadas á pastoreo, pueden 
darse en enfiteusis á los poseedores ó dc- 



(I) Decreto úe h de S'^i^iembrede 185». 
[%) Ley de \1 de Marzo do 1831. 



nunciantcs que las soliciten, previos los trá- 
mites y formalidades proscriptas para el 
caso (1). — Véase Enfiteusis. 

La enagenacion de tierras públicas en 
propiedad, está mandada suspender hasta 
nueva resolución del Cuerpo Legislativo (2). 

Está prohibido en consecuencia que se 
admitan nuevas denuncias, ni se de curso 
á las que se hallasen en trámites. — Véase 
Denuncia de campos. 

Está mandado del mismo modo, que se 
proceda á una mensura general del territo- 
rio de la Uepública, con presencia de los tí- 
tulos legítimos que presenten los propietarios 
respectivos. 

Está medida tiene por objeto determinar 
de un modo fijo, el área de la propiedad 
territorial perteneciente al Estado, á fin de 
adoptar en vista de ella, las resoluciones le- 
gislativas que sean del caso. Su ejecución 
se halla ann pendiente de los medios de 
realizar esta grande operación que aconseje 
una comiíjion científica nombrada al efecto. 

Sin perjuicio de esto, todas las tierras y 
propiedades públicas están declaradas por la 
ley de 6 de Julio de 4853, especialmente 
afectadas á la amortización de la deuda ge- 
neral del Estado; y aunque con arreglo ni ar- 
ticulo 8 ^ del contrato de conversión de la 
deuíla pública celebrado en Rio de Janeiro 
el 28 de Diciembre de 4858, y aprobado 
por el Gobierno y por el Cuerpo Legislativo, 
los poseedores de títulos de la deuda conso- 
lidada y de la exigible que no quieran en- 
trar en la conversión, solo podrán ser aten- 
didos en cualquier arreglo, después de ha- 
llarse íntegramente amortizada la totalidad 
de la deuda convertida en títulos de la deu" 
da fundadg, la resolución legislativa que 
queda citada, no ha sufrido modificación al- 



ri) Ley de 14 d: Ma^o de 1833, y Drn*tofl do 3 de 
Agosto Ofl mlímo t>á t y de 6 y 29 de Abiil do 1835. 

(2) Lcvoa di' O de . uiio de I8ó3 y 27 de AhrU de 1B¿8 

u 
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guna, ni ba sido revocada. — Véase Deuda 
pública consolidada. — Deuda pública fun- 
dada. 

Ttwvu&s hoivobíficimi. — Niog^n Ciu- 
dadano del Estado puede admitir títulos ho- 
jiorificos, distinci(mesó«nipleos de otro Go- 



bierno, sin especial permiso da la Asamblea 
General. El t|üe los admitiese sin aquetia 
formalidad, queda suspenso por el hecho, 
del ejercicio de la Ciudadanía; pudíendo sin 
embargo, solicitai* y obtener rehabilitación (1 ). 



TO. 



TOiíBLAOB. — El tonelaje deios buques 
de comercio está sugeto á un impuesto por 
el uso del Puerto. — Véase Impuesto de lo- 
melage — A péndice . 

TOBüRWTO. — Manera de prueba adop- 
tada para arrancar al acusado la confesión de 
la verdad por medio de una pena aflictiva. 

Este sistema cruel c inhumano de bus- 
car el esclarecimiento de la verdad, cuyo 
resultado inmediato era hacer sufrir nna pe- 
na anticipada, sin que existiese la prueba 
del delito; pena tanto mas iiijusta, cuanto 



que recáhla muchas veces sobre inculpables 
é inocentes, está abolido «n casi todas las 
Naciones cultas, ó cuando menos, donde no 
ha sido desterrado espresamente del Códif^o 
criminal, ha caido en desuso. 

Entre nosotros, el tormento fué dedarado 
abolido desde los primeros días de nuestra 
emancipación política, por disposición espre- 
sa del art. 71 de la ley de 10 de Agosto 
de 1 829, dando asi un testimonio de h cul- 
tura y de los sentimientos humanitarios del 
carácter Nacional 



^R. 



TBAnco DE ESCLAVOS.— ^1 reproba- 
do comercio de negros exportados de las 
costas de África para venderlos como escla- 
vos, se halla definitivamente abolido en la 
República. El tráfico de esclavos, está de- 
clarado acto de piratería (1). 

En tratado celebrado con el Gobierno de 
S. M. Británica el 13 de Julio de 1839, 
fué estipulado: 1 ^ que los buques mercan- 
tes de ambas Naciones que por motivos ra- 
zonables se sospeche que se emfílean en el 
tráfico de esclavos, ó que han sido equipados 
para ese objeto, sean visitados por los bu- 
ques de las Escuadras respectivas, que ten- 
gan instrucciones para d electo: 2 ® Que 
dichos buques puedan detener á los que re- 

% -i • m . !■■ I I. I I I I ■ ...1 I ■ 

(I) l.t'Tde.Tde Julio dt 1853. 



sulte probado, ó se sospeclie que se ocupan 
del tráfico de esclavos, remitiéndolos á al- 
guno de los Tribunales mixtos de Justicia, 
compuestos, de un Juez y un arbitrador 
nombrado por cada uno de los Gobiernos 
contratantes, y de un Secretario; cuyos Tri- 
bunales, encargados de juzgar y faflar sobre 
d hecho, deben residir, uno en los dominios 
de S. M. Británica y otro en la República (2} 
3 ® Qne cada una de las Altas Partes Con- 
tratantes, destinara algunos buques de guer- 
ra al crucero encargado de perseguir el 
tráfico de esclavos, dando á sus Comandan- 
tes las instrucciones necesarias, y comuni- 
cándose respectivamente los nombres de los 



(1) Art. It $ 4 ^ de 1t Constitnclon. 

(2) El Trib Jinl mlito de Jastfeia en el Estado no b« 
sido c«fábl(*cido. 
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buques destinados al efecto, tos de sus Co- 
mandantes ele (1) 4"=* Que los Tribunales 
mixtos de justicia, juzgarán en las causas 
que se les presenten, sin apelación, y con 
sugecion a los reglamentos é instrucciones 
contenidas en el mismo tratado. 

Estos reglamentos*, asi como todos los 
demás pormenores relativos, que se omiten 
por su larga' extensión, están detalladamente 
contenidos en c^ tratado preindicado de 13* 
(fe^ Julio dte 1839". — ^Véase Esclavos. 

tbAksito. — Véase Derecha d-e írin- 
silo. 



K — Son efjpclos de trasbor- 
do, los de importación marítima, que se tras- 
ladan en el Puerto de un buque á otro, pa- 
ra dirigirlos á otro destino. 

Estos efectos, estaban sugctos al pago de 
derechos de Aduana llamados áq IrashordOi^ 
Hoy es enteramente libre de derechos el 
trasbordo de toda mercadería para Puertos 
Extrangeros (2). ^ 

TB.tsLADo. — La comunicación que se 
dá á alguna de las partes en juicio de los 
autos, para que pidan ó aleguen lo que cor- 
responda y les convenga. 

En los juicios seguidos ante los Alcaldes 
Ordinarios, con un solo escrito de cada par- 
te, queda la causa conclusa para prueba, 
siendo necesaria, y con otro para sentencia. 

En tos reeursos de- apelación d« sen- 
tencias de los Albaldes Ordinarios, estos lo 
denegarán ó concederán, sin dar de ello 
traslado á la parte contraria (3). 

Todo articulo debe sustanciarse con un 
solo escrito de cada parte. Después déla 
publicación de probanzas, no habrá tampoco 



(f ) Eftin no ha sido ejecutado por pnrte de la Repú- 
blica, Di puede ücrlo puesto que no tiene marina de 
Gaarra. 

i2) Art. li de la ley de 13 de JuUo de I.SS6. 
(3) L^ de '22 de Mayo de 18)7. 



mas que un solo escrito de cada parte, sea 
en primera, en segunda óea tercera ins- 
tafi€ia'(l).. 

TBASYEiiSAi;. — Véasc Herencia: 

TRATADO DE PERM LTA . — El 3 1 d O 

Uctubre de 1857, se celebró un tratado 
entre el Plenipotenciario de la Repiíblica, y 
el del 'Imperio Brasil, por el cual fué con- 
venidb que fá República cedería al Imperio, 
una área de i.erreno bastante para ejido de 
la Villa de Santa Ana do Libramento, i 
fin de evitar los inconvenientes que resul- 
tan, de que una parte de la línea divisoria, 
pasa de tal manera próxima á aquella Villa, 
que corla sus dependencias; cediendo el 
Brasil á la RTepúbrica, en compensación, 
igual arca de terreno, de igual valor y con- 
diciones, en paraje conveniente. 

Este tratado fué sometido por el Poder 
Ejecutivo á la aprobación del Cuerpo Legis» 
lativo, ante el cual pende. 

TBIBUIVALDECOIVTBABAKIIOS. El 

Tribunal especial creado por la ley. para en- 
tender en todo juicio de esta naturaleza. — 
Véase Causas de contrabando. 



TBIBUKAL COIVüiJLAB. El qUO COnO- 

cia en las causas de comercio y entendia 
en todos los asuntos mercantiles, con suge- 
cion á las Ordenanzas de Bilbao,. resolucio- 
nes adoptadas para su erección er<24 di 
Mayo de 1812, y demás acuerdos y reso- 
luciones sobre la materia. 

El Tribunal de Consulado, conocía. en 
primera instancia en todas las causas de su 
jurisdicción, con apelación de sus senten- 
cias para ante el Juzgado de Alzadas, que se 
componía de un Ministro del Superior Tri- 
bunal' de Justicia, formando Tribunal con 
dos personas del gremio del Comeicio, sa- 
cadas á la suerte, de una lista hecha al efecto. 



(i; Art¿. 54 y S5 de la ley de 9 da Mayo de l&'iiL 
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Gl Tribunal Consular fué suprimido por 
decreto de 7 de Uicicmbre de 1 838, alribu- 
vendo el conocimiento de las causas de co- 
mcrcio al Juez de Hacienda, con la facultad 
de asociarse, cuando lo creyese conveniente, 
á dos comerciantes, para el solo objeto de 
oir dictáinen consultivo en aquellas causas 
cuya resolución requiriese conocimientos 
prácticos del comercio, y con sugecion 
siempre á las ordenanzas y leves relativas á las 
causas mercantiles. 

Suprimido también el Juzgado de Alza- 
das, se mandó que los recursos ordinarios 
fuesen para ante el Tribunal Superior 
de Justicia (1). 

Ulteriormente, fueron suprimidos del 
mismo moilo, los Diputados de Comercio (2). 
Véase Diputados de Comercio. 

El Tribunal Consular fué en seguida res- 
tablecido en la forma que antes habia tenido 
por decreto de 28 de Enero de 1854, y en 
i de Marzo del mismo año, fueron restable- 
cidas también las Diputaciones de comercio 
que hablan sido suprimidas. 

Las causas mercantiles pues, quedaron 
sugetas á la misma forma de procedimiento, 
jurisdicción é instancias que habían tenido 
desde la erección del Consulado, hasta que 
por Decreto de 22 de Mayo de 4858, fué 
de nuevo suprimido este y restablecido el 
Juzgado de Comercio, que es el que hoy 
i^onoce en las causas de esta naturaleza. — 
Véase Juez letrado de Comercio. 

TBISiJWAL EXTRAORDINARIO DE IVU- 

Mstojku É i\' JUSTICIA MOTORiA — El que 

conoce de los recursos de esta naturaleza, 
con arreglo á la ley de la materia. 

Las sentencias de tercera instancia, ó las 
segundas confirmatorias de las de primera, 
traen aparejada ejecución, inmediatamente 

(1) Diento dó 12 de Dicii^mbr^ de 1839. 

(2) Lry de 13 de Juüo de t83'J. 



después de pronunciadas. Üe citas no hay' 
mas recurso que el extraordinario de nulidad 
é injusticia notoria, que sin perjuicio de la 
ejecución, puede interponerse dentro de se- 
senta días después de notificada la senten- 
cia. 

Este recurso se interpone ante el Tribu- 
nal Superior de Justica, el cual, después de 
substanciado, procede á constituir el Tribu- 
ftal extraordinario que debe conocer de él. 

Este Tribunal debe componerse de siete 
ó de once miembros, formando parte de él, 
los titulares del de apelaciones, integrado 
con Jueces sacados á la suerte de una lista 
que comprenderá los jubilados del mismo 
Tribunal, los abogados matriculados. Ciu- 
dadanos, y en defecto de estos los gradua- 
dos en Jurisprudencia. 

Se formará el Tribunal extraorJinario 
con siete miembros, cuando la sentencia re- 
clamada hubiese sido pronunciada por un 
Juez inferior, ó por un Tribunal de tres Jue- 
ces ó Ministros; y de once, cuando hubiese 
sido pronunciada por un Tribunal de cinco ( I ). 

Las partes deben ser citadas para pre- 
senciar el sorteo, pudiendo cada una de 
ellas recusaren el mismo acto, sin espresion 
de causa, hasta tres de los Jueces designa- 
dos por la suerte. Toda recusación hecha con 
posterioridad al acto del sorteo, debe ser 
motivada por causa legal justificada. 

Si no llegase á complelai'se el Tribunal 
extraordinario por medio del sorteo déla 
lista de abogados, se sortearán graduados, 
y caso de agotarse el número de estos, ios 
miembros que falten, serán sacados, tam- 
bién a la suerte, de una lista de diez ciuda- 
danos inteligentes, que debe formarse anual- 
mente para este objeto por el Tribunal de 
apelaciones, y publicarse por la prensa. 

Constituido el Tribunal extraordinario 

(1) L y de 8 de Mayo de ISCrB. 
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procele á* calificar el grado, previa relación 
de la causa, y en caso de hacerse lugar al 
recurso, se señala nuevo dia para conocer 
de él y fallar en juicio verbal. 

Este juicio es público y no se admite es* 
crito, documento ni alegato alguno, sino so- 
lamente un informe in voce de cada una de 
las partes por medio de sus abogados. Es- 
te informe no es obligatorio (1). La votación 
para sentencia, es también |)ública. 

Si alguno de los miembros del Tribunal 
no estuviese conforme con la sentencia sancio- 
nada por el voto de la mayoria, puede poner 
al pié de su firma la palabra e/isroni^ (2). 

Para la calificación del grado, se reduce 
el Tribunal á observar si el recurso está in- 
troduciilo con sugecion á las prescripciones 
determinadas, sin entrar en el fondo de la 
cuestión, 6 sea en el punto de derecho que 
se ventile. — y éase- Recurso extraordinario 
de nulidad é injusticia notoria. 

TBiBv:vAL DE lASPREivTA. — Tribunal 
especial de jurados, encargado de conocer y 
fallar sobre los delitos de abuso de la libertad 
de la prensa. 

Este Tribunal es compuesto de Ciuda- 
danos sacados á la suerte de una lista de se- 
senta que cada dos años debe formar la 
Junta Económico Administrativa en cada 
Departamento donde se haga uso de la pren- 
sa. — Véase Juicio de imprenta. 

.TBIBUKAL ÜIILITAB.— El qUO tiCUO ju- 

rísdiccion para conocer de los delitos que 
deben ser juzgados con sugecion ^ las Or- 
denanzas militjires. 

Son tales, los cometidos dentro de los 
cuarteles, en marcha, en campaña ó en ac- 
tos de servicio. 

Los delitos del fuero común, aun cuando 



(I) Art. 16 y siguieotes de la ley de 9 de maTO de 
1868. ' 

(9) Art. 43 de la misma ley. 



sean cometidos por militares, están sugctos 
á la jurisdicción ordinaria. — Véase Fuero 
personal. 

De los delitos correspondientes á la ju- 
risdicción militar conoce un Consejo de 
guerra, con arreglo á las prescripciones de 
las Ordenanzas militares; y como institución 
equivalente al Superior Consejo de guerra 
de que hablan estas, debe constituirse en 
los casos ocurrentes, un Tribunal superior, 
del cual son miembros necesarios, el Minis- 
tro Secretario de la Guerra, como Presiden- 
te, los seis Gefes mas condecorados y anti- 
guos existentes en la Capital, como vocales, 
y un Asesor con el carácter y grado de Au- 
ditor general de guerra. 

En todos los casos en que las Ordenanzas 
militares previenen que los procesos sean 
sometidos á la revisión del Supremo Conse- 
jo de guerra, ó elevados en consulta al Rey, . ' 
deben ser aquellos pasados al Ministro Se* 
cretario de la Guerra, quien, previo dictamen 
del Asesor, reunirá el Tribunal Superior, y 
someterá ásu decisión la sentencia consultada 

El Tribunal examinará si la senl'^.ncia es 
ó no conforme á las leyes ú Ordenanzas, y 
con su confirmación ó anulación, devolverá 
la causa al Tribunal de que proceda (1). 

No existe el empleo de Auditor General 
de guerra: en los casos que ocurren, el Go- 
bierno nombra un Auditor especial, en un 
abogado de la matricula. 

TBIBUNAL niXTO 0B JUSTICIA. 

Con arreglo al tratado celebrado entre el 
Gobierno de la República, y el de S. M. 
Británica, el \H de Julio de 1839, los Ca- 
pitanes de los buques que se ocupen en el 
tráfico de esclavos, ó que sean sospechosos 
de él, deben ser sometidos á la decisión de 
alguno de los Tribunales de este nombre, á 
los cuales cDmpete esclusiva y privativamen- 

(1) Decreto de 29 d« Sep(icmbr« de 1851. 
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te, el conocimiento de las causas de esta 
naturaleza, — Véase Trá^o de esclavos. 

TRIBUIVAL »E PRES.%8. El que CO- 

Doce y resuelve en las causas sobre presas 
marítimas. — Véase Presas marítimas. 

ntntJIVAL SUPRUOR RE JUSTICIA — 

El que conoce en grado de apelación, de 
las senlencias de los Juzgados de primera 
instancia y de los demás recursos autoriza- 
dos por las leyes. 

EÜ Tribunal Superior de Justicia se com- 
pone de tres Jueces letrados, nombrados 
por la Asamblea General. Este nombra- 
miento, se hacia á propuesta del Gobierno, 
en número doble de candidatos, con arreglo 
á lo dispuesto por el art. 48 del reglamen- 
to de Administración de Justicia de 10 de 
Agosto de 1829, pero ulleriormente se dis- 
puso que la elección se verificase, en la for- 
ma prescripta para la de los miembros de la 
Alta Corte de Justicia, es decir, por nombra- 
bramiento directo de la Asamblea General 
á mayoria de votos; y asi se practica en los 
casos ocurrentes (1).— Véase Alta Corte de 
Justicia. 

Para ser miembro del Superior Tribunal 
de Justicia, se requieren las condiciones si- 
guientes : 1 ® Ciudadania natural ó legal 
en ejercicio; 2 ^ Cuatro años de ejercicio 
de la profesión de abogado (2). 

Para formar Tribunal, es necesario cuan- 
do menos, la concurrencia de dos Jueces, 
los cuales pueden dictar providencias de 
substanciación y autos interiocutorios; pe- 
ro, para pronunciar sentencias interlocuto- 
rias que tengan fuerza de definitivas 6 cau- 
sen gravamen irreparable, ó para sentenciar 
en definitiva, es indispensable la concurren- 
cia de los tres Jueces, y que la votación sea 
unánime. 
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Guando no hnbiese tres votos conformes 
se integra el Tribunal c )n dos Jueces mas, 
sacados a la suerte de la lista de abogados 
matriculados, y en defecto de esios, de gra- 
duados, debiendo unos y otros ser Ciudada- 
nos (1). 

Del mismo modo debe procederse en los 
casos en que el Tribunal haya de conocer 
de los recursos de revisión, segunda ape- 
lación, y del extraordinario de nulidad é in- 
justicia notoria. — Véase Recurro de revi- 
sión — Recurso de segunda apelación. — 
Recurso extraordinario de nulidad ¿ in^ 
justicia notoria. 

Al Tribunal Superior de Justicia compele el 
conocimiento en grado de apelación, de las 
causas civiles, criminales y de comercio, asi 
como de los demás recursos ordinarios y 
extraordinarios establecidos, integrado en la 
forma que corresponda según los casos. 

Le compete también conocer de los re- 
cursos de sentencias sobre disenso, y de 
los úe fuerza, usando en este caso, de las 
facultades judiciales que correspondiaa á 
las Audiencias y Chancillerias, eu cuanto no 
se oponga a la legislación vigente (2). 

Es de su atribución del mismo modo, 
decidir sobre competencia entre los Jueces 
inferiores, y sobre destitución de estos, y 
demás empleados de su inmediata dependeu- 
cia (3). 

Lo es también, el conocer y decidir con 
audiencia Fiscal, y sin figura de juicio, sobre 
la validez ó nulidad de las elecciones de los 
Alcaldes Ordinarios, Jueces de Paz y Tenien- 
tes Alcaldes, con arreglo á las facultades 
conferidas provisoriamente por la ley de 13 
de Julio de 1853. 

El nombramiento de Jueces de primera 
instancia, del Fiscal de lo civil y del crimen, 



(1) Ley de 11 de Febrero de 1831. 

(2) Art. 10? de la Conttitueion 



(1) Uy de 8 de Mayo de I8.S8. 

(2) Ley de 47 de Agosto de 1829. 
(8) Uy de 45 de Julio de 1888. 
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de Escribanos y Procuradoros, de Deposita- 
rios generales, y en generalde los empleados 
de la Administración de Justicia con escep- 
cion de los de elección popular y del Fiscal 
de jGobierno y Hacienda compete al Tribunal 
Superior. Es de su atribución también otor- 
gar títulos de abogado, y habilitar para el 
ejercicio de la profesión, previas las pruebas 
de derecho. 

Los autos definitivos ó con fuerza de ta- 
les, que pronuncie el Tribunal Superior de 
Justicia, deben ser motivados por ki aplica- 
ción de las leyes á los hechos, haciéndose 
espresa moiicion de aquellas y de estos (1). 

Está mandado que el Tribunal de Justicia 
pase al Gobierno cada seis meses, una no- 
ticia de todas las causas pendientes, asi civi- 
les como criminales, con espresion de su es- 
tado, y día en que hubiesen sido iniciadas, 
pidiendo para el efecto, los conocimientos 
necesarios á los Juzgados inferiores. (2). 
Esta disposición comprendía también al 
Juzgado de Alzadas. 

El Tribunal tiene un Relator para liacer 
relación de las causas, luego que están con- 
clusas para defintiva: ademas de esto, para 
la mejor instrucción de ellas, es de práctica 
que los Ministros del Tribunal, hagan un es- 
tudio especial de los autos, remitiéndoseles 
al efecto, por su orden. 

En el despacho, esta mandado observar 
el orden en que hubiesen entrado los asuntos. 
— ^Yéase Turno. 

Al Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia esta cometido el conocimiento de los 
juicios de disenso, procediendo en método 
verbal y sumariamente. 

Con arreglo al art. 58 del Reglamento 
de Administración de Justicia de 10 de 



(1) Art. 61 del Reglamento de Administración de Jos- 
tleia de <0 de AgOAto de 1820 y 41 de la ley de 9 de 
Mayo de t8ó6. 

(9) Art, 79 del m\ñmo Reglamento. 



Agosto de 1829 los Jueces del Triburial 
de Apelaciones no son recusables sino con 
causa probada; pero, según lo dispuesto por 
el art. 43 de la ley de 9 de Mayo de 1856, 
todo Juez puede ser recusado por las mis** 
mas causas que en su caso bastarían para 
tacharle como testigo. 

Parece que esta dispocision sea estensiva 
á los miembros del Tribunal Superior, pues- 
to que habla en general y no escluye á es- 
tos. 

En los casos de recusación de alguno de 
los Ministros del Tribunal, conoce del inci- 
dente el mismo Tribunal, integrado en la 
forma de estilo. 

De las recusaciones de los demás Jueces, 
conoce uno de los miembros del Tribunal. 
— Véase Jiiez de recusaciones. 

Para presidir los actos de sorteo de 
Conjueces, practicar las regulaciones de es- 
tos, y otras funciones semejantes se nombra 
un Ministro del Tribunal. — Véase Jutz Se- 
manero. 

El Tribunal tiene tratamiento de Exe- 
lencia (1). 

TRIBUIVALES ECLESIÁSTICOS. LoS 

que conocen de las causas de la jurisdicción 
eclesiástica. 

Autorizado el Poder Ejecutivo por la ley 
de 4 de Julio de 1835, para oi^^anizar los 
Tribunales y Juzgados que deberían cono- 
cer de las causas y negocios de la jurisdic- 
ción eclesiástica, de manera que estos juicios 
concluyeran en todas sus instancias dentro 
del territorio del Estado, fueron estableci- 
dos estos en la forma siguiente: 

En primera instancia, el Provisor gene- 
ral: en segunda, el Gura Rector de la Igle- 
sia Matriz, asociado á dos eclesiásticos sa- 
cados á la suerte, de una lista de seis, que 



(l> Art. 90 del Reglamento de Adminlstnieloii de 
Jiiiittrla de 10 de Agosto de ltS9. 
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al principio de cada año, deben designarse 
por el Gobierno, con acuerdo del Vicario 
Apostólico: eii tercera instancia, el Sr. Vi- 
cario Apostólico, asociado también á dos 
eclesiásticos 'de h misma lista. 

La falta de los miembros de los Tribuna- 
les de segunda y tercera instancia, sea por 
inpedimento legal ó por recusación de par- 
te, debe ser suplida por los eclesiásticos de 
la lista indicada, y también por medio de 
sorteo (1). 

TROPEROH. — Los quo SO ocupan de ia 
compra y conducción de ganados por comi- 
sión. 

Los troperos reciben de los saladeristas 



el valor del maximun que son autorizados 
para pagar por los gañidos: si obtienen pre- 
cios mas bajos, tienen cl deber de devolver 
el sobrante al comprador. 

Todos los riesgos y gastos de peones en 
la conducción de tropas de ganados, son de 
cuenta y cargo de los troperos. La comisión 
que perciben regularmente, es la de un pa- 
tacón por cada animal conducido de cual- 
quiera establecimiento al Sud del Rio Ne- 
Negro, y de doce reales corrientes, siendo 
al Nort%de dicho rio.. Esto sin embargo, es 
convencional. 

El pago de impuestos es de cuenta det 
comprador. 
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Tuit:«o. — Orden del despacho mandado 
observar por el Superior Tribunal de Justi- 
cia. 

Para evitar á los litigantes los perjuicios 
que podrían originarselespor la postergación 
de sus causas, está mandado, que conclui- 
da la tramitación, se pongan estas al despa- 
cho por el orden de la antigüedad de en- 
trada, dejando de obsei*varse este orden so- 



lamente en las causas criminales, v en to- 
das aquellas que con arreglo á las leyes, re- 
quieran, por la urgencia del caso, ó por su 
naturaleza privilegiada, una atención y des- 
pacho preferente. 

Los artículos están también exonerados 
del turno. 

Esta resolución es cstensiva al Superior 
Tribunal, y á los Juzgados inferiores. (1). 
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V:VlFa%«S DSLCtJBRPO COK191JLAR.- 

El uniforme del Cuerpo Consular es el 
siguiente: 

Cónsules generales, charreteras de Goro^ 
nel sobre casaca azul, centro blanco, som- 
brero apuntado, y espada: el de los Cón- 
sules, el mismo traje con charreteras de Te- 
niente Coronel: el de los Vice Cónsules, el 
mismo, con charreteras de Capitán (2). 

(() Lev de 4 de Julio de I89&, y decreto de 12 de 
Agoülo dol luksmo aflo^ 

(1^ Arl. to M Reglamento de 4 de Senttemhre de 
«83&. 



CCRRPO DIPLO» ÁTICO 

— ^Véase Cuerpo Diplomático. 

VKIFOIIIIE DEI. EJÉRCITO. Está 

mandado que no haya mas que un solo uni- 
forme para cada una de las armas de que se 
compone el Ejército, no debiendo tener otro 
distintivo el de los Cuerpos de cada arma 
entre si, que el del número que debe es- 
tar marcado en el botón, en el escudo det 
morrión, y el del color del penacho (2). 



(I> Acuerdo del TrUninal de Juetlela de ti Julio 
dé 18ó8. 

(2) Decroto de 10 d« Febrero de 4829. 
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£i nnifonne del Ejército es el 8%uiente: 
El Estado mayor debe usar casaca larga 
azul celeste^ collarín y bota morderé, vivos 
de lo mismo, una granada y una corneta 
entrelazadas en cada faldón de la casaca, 
botones con las armas del Estado, centro 
blanco ó azul liso, sombrero armado con 
penacho blanco, y bota con espuela clavada. 
La artillería ligera, casaca corta azul de- 
recha, collarín, barra y vivos encamados, 
bota azul, dos granadas en el cuello, centro 
blanco y azul lisos, morríon coa guarnicio- 
nes, pompón colorado. 

La caballería, casaca corta de paño azul 
derecha, collarín, barra y vivos color ante, 
bota azul de pico, granadas en los faldones, 
centro blanco y azul, el segundo con galón, 
bota con espuela dorada, morrión con guar- 
niciones, penacho colorado. 

Los cazadores, casaca corta azul; peto, 
collarín, barra y bota verde, vivo morderé, 
cometas en los faldones, centro blanco y 
azul lisos, morrión con guarniciones, pena- 
cho verde. 

La infantería de linea, casaca azul larga 
derecha, collarín colorado, barra y bota azul, 
vivos blancos, centro azul y blanco lisos, 
morrión con guarniciones, penacho blanco y 
colorado. 

Los cabos de todas las armas del ejérci- 
fo dorados (1). 

Esto es lo que está ordenado por dispo- 
siciones videntes, sin perj^^icio de las modi- 
fiMdoite» utroducidas p¿r la práctica. 

Los ingenieros deben Hevar casaca azul 
larga, viiros mordofé^, cuello de terciopelo 
negro, Cúú M ojaf bordado de refieve en 
Cada lado del cuello; vueltas también de ter- 
ciopelo, y un castillo en cada uno de los 
faldones de la casaca (2). 



(i) Decreto de %2 de Febrero de f S^. 
(C) Decreto de 1 4 do Febrero de IS33. 



La escolta del PresidcAle do la Repiiblica 
uniforme de parada; casco bronceado, gar- 
zota negra de crín, y penacho punzó; casaca 
punzó, cuello, barras y vueltas azul tiirqui, 
botones dorados, con siete alamares de lana 
amarilla la tropa, é igual número de oío 
los oficiales, guante de ante, pantalón blanco, 
y bota de montar, con espuela plalóddd; 
Uniforme diario no estando de servicio, gor- 
ra de cuartel, casaquilla punzó, vivos a:ul 
turquí, y pantalón azul con igual vivo (i). 

La Guardia Nacional de infantería, que« 
pi, levita y pantalón azul, vivos celestes, y 
botones dorados con las armas de la Repú^ 
blica: centro blanco en los dias de gala. 

La Guardia Nacional de caballería, casa- 
ca azul de montar, pantalón azul y blanco, 
vivo celeste en la casaca, botonadura dora- 
da, y clarín en las laldillas de la casaca de 
paño celeste la tropa y de oro los oficiales, 
morrión punzó y penacho celeste (2). 

Las insignias son las mismas que las de 
los Gefes y Oficiales del Ejército. — Véase 
InsigniaÉ del Ejército. 

Es prohibido el uso dé uniforme á todos 
los Gefes y Oficiales del Ejército que no es- 
tén en servicio, á escepcion de aquellos á 
quienes se lo permita la céduja de separa- 
ción con que estén munidos (3). 

VIVIVBKSIBAD MAYOR DE LA REPl- 

^RLicA. — Los estudios Universitarios de la- 
tinidad, filosofia, matemáticas, jurispruden- 
cia, medicina, ciencias sagradas y economia 
política, fueron mandados establecer por la 
ley dé .8 de Junio de 1833, y por decreto 
dé 2? de Mayo de 1838, fué instituida y 
erígida la casa de estudios generales que 
existia en virtud de aquella disposición le- 
gislativa con el carácter de Universidad mtf- 



^1) Decreto de A de Niivienibre de I8¿S. 

(2) Decreto de I \ de Julio de 18&S. Cap. 7.® 

(')) Dccre(9dL>26 (leFelrcro de 1853. 
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yoY de la República, y con el goce del fue- 
ro y jurisdicción académica que por este ti- 
tulo le compelia. Sin embargo, la Universi- 
dad no fué solemnemente instalada, basta el 
18 de Julio de 1849 (1), bajo las reglas y 
prescripciones establecidas en el Reglamen- 
to respectivo. — Véase Estudios Universi- 
tarios. 

La dirección y administración de la Uni- 
versidad, está á cargo de un Consejo Uni- 
versitario, un Rector, un Vice Rector y im 
Secretario, y es regida y gobernada bajo la 
superintendencia del Ministro Secretario de 
Estado en el Departamento de Gobierno. — 
Véase Consejo Universitario. 
. El Rector y Vice Rector de la Universi- 
dad, son nombrados cada dos años, el día 
18 de Julio, en sesión pública, por la Sala 
de Doclores, poír votación escrita, firmada y 
cerrada, después de leido el informe que ¿I 
Rector debe presentar sobre el estado de la 
Universidad en todos los ramos que com- 
prende. — Véase Sala de Doctores. 

Antes de entrar al ejercicio del cargo de- 
be prestar el Rector juramento de desem- 
peñarlo bien y fielmente, ante el Ministro 
de Gobierno, y los demás funcionarios de la 
Universidad, ante el Rector (2). 

Las funcionen del Rector, son: 1.*^ 
Presidir todos los actos públicos y privados 
de la Universidad: 2. ® Conferir los gra- 
dos: — Véase Grados Universitarios. — 
3. ^ Hacer cumplir las disposiciones y re- 
glamentos de la Universidad: 4. ^ Inspec- 
cionar las aulas y celar que los Catedráticos 
llenen sus deberes: 5. "^ Cuidar que en 
ios Colegios donde se hagan estudios consi- 
derados como Universitarios, se observen 



(t) DoiTelode 15 d^íJulb de 18Í9. 
(1) beüMo de 15 de Ju:'io*de ISiU. 



las mismas disposiciones y regtamenlos: 
6* ^ Designar ios dias de examen para 
los estudios secundarios y cientificos. 

El Vice Rector desempeña las funciones 
del Rector por ausencia ó impedimento de 
este (1). 

La Universidad confiere grados de Ba- 
chiller en ciencias y letras, de Licenciado y 
de Doctor en las facultades de teologia y ju- 
ríspiiidencia, medicina y cirujia.^^Véase 
Grados Universitarios. 
. Para ganar curso en la Universidad, es 
necesario estar matriculado, ea la forma y 
bajo las prescripciones establecidas. — Véase 
Matricula de la Universidad. 

v^Mwmmmnikn nBXOR. — F\ Colegio 
Nacional gozaba de los privilegios de Uni- 
versidad menor, con sugecion al Reglamen- 
to de estudios que rige en la Universidad 
mayor, y podía conferir el grado de Bachi- 
ller en ciencias y letras (2). 

> La Universidad menor era presidida por 
un Rector, y las Cátedras en ella establecí- 
das, hacian parte de la Universidad mayor. 

El consejo Universitario, por medio del 
Redor de la Universidad mavor, ó de comi- 
sionados especiales, tenia derecho de inspec- 
ción sobre las cátedras de la Universidad 
menor, al solo objeto de vigilar sobre la ob- 
servancia del Reglamento general de esta- 
dios, y de todas las disposiciones vigentes 
sobre la materia. 

La enseñanza que el Erario público eos* 
teaba en la Universidad menor fué ulterior- 
mente suprimida por falta de fondos asigna- 
dos en el presupuesto general desastes. 



(!) nffflamrnlo Vnivorsltario d? 2S de ^cptlrmÍTO 

áo latí). 

(?) DtYf.to do If de Fibrcrodc !8;C. 
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TACvivA^ — La conservación y adminis- 
tración de la vacuna, incumbe en la Capital 
y en los Departamentos de campana, á los 
médicos de Policía. 

El encargado de la vacuna, en la capi- 
tal, lo está también de- adoptar las medidas 
líficesarias para perfeccionarla, generalizarla, 
y conservarla en el mejor estado. El adminis- 
trador de la vacuna, tiene el deberde vacunar 
por si, en los dias señalados para el efecto. 
Todos los vacunados deben ser presentados 
a los ocho dias de la. operación^ para, que 
el facultativo clasifique el resultado. 

La Administración debe llevar un registro 
exacto de las vacunaciones que hiciese, 
anotando en él, el nombre, sexo, edad y do- 
micilio de todos los vacunados, la época, y 
el resultado de lá vacunación, con espresion 
de los que no concunnesen á los ocho días: 
estas notas deben servir para la formación 
de los estados respectivos. 

Deben también p'ublicar cada trimestre 
una razón detalláida de sus operaciones, y de 
las observaciones mas notables, y mejoras 
obtenidas en . la Administración de la va- 
cuna (1). 

Por Decretó de 8 de Febrero de 1860, 
se mandó establecer en la Capital una casa 
central dé vacuna, bajo la dirección de un 
facultativo nombrado por el' Gobierno, en vez 
del Médico de Pohcia, á quien estaba atri- 
buida lá adininistracion de la vacuna. En 
los Departamentos de campaña, se conserva 
á cargo de los médicos de Policía. 

Todos los padres^ tienen el deber de ha- 
cer vacunar á sus hijos antes do haber cum- 
plido un año. Los que faltando á esta dis- 
posición, no justifiquen enfermedad que lo 
haya impedido, ó ausencia de la Capital, in- 
curren en una multa de cuatro pesos, que 
deben entregarse en la Caja de Policía. 



Los Tenientes Alcaldes deben anotar los 
niños de mas de un año que no estén vacu- 
nados, al tiempo de hacer el empadronamien- 
to anual, y la Junta de Higiene debe rcco 
ger de la oficina en donde se depositen 
aquellos- padrones, las notas que considero 

convenientes. 

Los maestros de artes y oficios, los Ge- 
fes de cualquiera empresa industrial, y los 
preceptores y directores de escuelas, no de- 
ben admitir eu sus establecimientos, aque- 
llos que no presenten certificación del medid) 
respectivo, de haber sido vacunados. 

Los facultativos deben dar parte á la Jun- 
ta de liigiene de cualquiera caso de viruela 
que ocurra, y de su carácter: en el mismo 
caso se hallan los padres de familia, quienes 
d)ben pasar inmediatamente aviso alTenien- 
tí^' Alcalde del distrito (1). 

^^^^co.— El hombre mal entretenido, sin 

ocupación ni oficio. 

Los individuos reconocidamente vagos, 
deben ser aprehendidos y destinados al ser- 
vicio de las armas en cuerpos de línea: los 
que sean inútiles para el servicio, ' declara- 
dos tales previo reconocimiento del médico 
de Policía, deben ser destinados á trabajos 
piiblicos por cuatro meses. Los destinados á 
cuerpos de línea, serviráii por diez años. 

Los que se destinen á trabajos públicos, 
tienen opción á un corto salario pagado por 
el Estado, mientras dure su condena. 

Cumplido el término debe licenciárseles, 
con calidad de que se contraigan .á alguna 
ocupación que les proporcione subsistencia. 

El vago que sea aprehendido por segunda 
vez, debe sufrir doble tiempo de servicio en 
un cuerpo de línea ó en los trabajos públi- 
cos. Por tercera vez, sufrirá el triple. 

Todo individuo que expida certificado o dcr 
ponga en favor de un aprehendido por vago 



(li Oci-relo de 13 üc Ma>o d- I82i). 



(1) DiTiclo de »2 d' J íi''í> »^' *^'^' 
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á fin de likTtarie de Cila noU y dé las penas 
eütableeidas, justificada que sea la falsedad 
de su información, si es empleado público^ 
debe ser destituido, y si es pailicular d^ 
sufrir dos meses de prisión. 

Después de esto, el ai t. 8 1 de U Cofls«^ 
lilucion determinó los casos on que puede 
ser destiluido un empleado, y la forma de 
proced'^r en tales casos. 

Es considerado vs^o, todo aquel que no 
tenga oficio ni ejercicio conocido, y ef que 
se baile sin papeleta de contrata. q\ie justi- 
fique su ocupación (1). 

VALixA. — Señal que se pone con lanchas 
boyas, ú otros objetos flotantes, para indK 
car el tránsito á los buques, y seftatar cual- 
quiera escollo. 

El servicio de vatizos está establecido en 
varios puntos del Uruguay. Todo buque de 



ultramar y del cabotage que navegue didio 
río, está en consecuencia^ siigeto al paf o de- 
un derecho de envalizamiento. 

Los primeros deben pagar ciento veíale 
centeámos por tonelada: los sendos, des- 
de diez toneladas para arriba, cincuenta 
centesimos por tonelada. Losbuquesque hu- 
biesen pagado el impuesto á la entrada del 
rio, (¡itcdan exonerados de pagarlo a la sali- 
da, y lo mismo viceversa (1)- 

Es prohibido amarrar espías ¿ cualquier 
cabo á las valizas: lo es también, sacarías 
de su lugar y mudarías deposición, sin es- 
pecial permiso de la CapUarái del Puerto, 
asi como tirar tiro de fusil ó de caalquiera 
otra arma con bala sobre ellas. 

Los que incurrieren eo cualquiera de es* 
tas faltas, quedan sugctos á las penas de la 
Ordenanza (2). 



Tfi» 



¥EBBeAE9DE A0CANA — Persottasdcl 
comercio, encargadas da decidir las cuestio- 
nes sobre aforo, entre el Vista y el despa- 
chante. 

Cuando se suscitaban diferencias que es-, 
cediesen de un diez por ciento sobre el va- 
lor del aforo de las mercaderías, practicado 
por los Vistas de Aduana, decidían dos Vee* 
dores, sacados á la suerte, de una lista de 
doce, que cada seis meses se formaba por 
el Tribunal de Consulado, decidiendo, en 
c^90 de discordia entre estos, un tercero 
nombrado poi* los mismos. El fallo de los 
arbitros debía tener lugar en el mismo acto, 
y sia apelación. 

El car^ode Veedorno existe ya* porscr in- 
necesarío desde que los aforos.de Aduana es- 
tan determinados on una tarífa de avalúos de 



los valores de plaza de todos los efectos y mer- 
caderías de importación, la cual sirve de nor- 
ma por punto general, para regular el monto 
de os derechos. — Véase Tarifa de atabia$. 

¥BLA». — El peso de las velas de sebo 
fabricadas en el país, debe ser considerado 
a razón de veinticuatro libras en arroba, 
en consideración á los desperdicios que 
ocasiona el molde, y solo pueden cons* 
truirse de i, 6, y 8 en libra. 

Las velas que no tuviesen el peso indica* 
do, deben ser descomisadas y el fabricante 
penado con una multa de 25 pesos. Los 
vendedores de ellas al menudeo, incurren ea 
una multa de 4 pesos, y están obligados á 
manifestar quien es el fobricante de las que 
resultasen faltas de peso (3).. 
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(I) n<'í<l;imonln rtp Poiiria d * 15 (!• Kn«rn A' |)t?7 



(1) Uy de n de Agosto de fS¿7. 

(2) Reglamento de 22 de ionio de IS20,. 

(?i Edicto deMIdj de W dc£eiH4embre de 1851. 



TCLi»i.ts.^^^Véase Fábricas. 

▼EAE9.%s. — Es obligación de todo ihíe* 
fio de terrenos á edificios en la Ciudad, 
construir á su frente veredas con lastras de 
piedra de buena calidad, labrada en h su- 
perficie exterior^ 6 bien de asfalto de mezcla 
de cal y cascajo, ú otro artefacto cómodo que 
evite el lado. 

La construcción de veredas, debe hacer- 
se con conocimiento de la Inspección de 
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obras públícaá^ paraaii 
Kieadoo (1). 

Es prohibido ocupar hs veredas em ob- 
jetos que obstruyan ó difieiiHen el Bbre 
tránsito. E^ prohibido tauAien Bevirr carga, 
ni objetos que puedan desordenar ó ensu** 
ciar los vestidos: lo es del mismo modo, de- 
tenerse á converar á coa enaiquicr otra 
motives de manera que se obstruya h vb 
libre det tránsito (2). 



VI. 



¥tAA rCíBUCAs. — Están dedaradas y 
reconocidas, tres grandes vías de. comunica- 
ciim, ó caminos de tráfico en el Departamen- 
to de Montevideo. Estaa vias son: i ® El 
camino de la Union, que pasa por la Villa 
de este nombre, y parte de la calle de Mal- 
donado en la Ciudad nueva: 2 "^^ El del 
Cerrito, que nace del arrabal de la Aguada, 
y sigue en dirección á esa eminencia: 3 ^ 
El del Miguelete, cuyo principio está en et 
mismo arrabal, y cruza dicho arroyo, en et 
paso llamado del Molino. 

Estas tras grandes vias, tienen la ancbu*^ 
ra de veinte varas, con eacepcion de la de 
Montevideo á la Union, que tiene treinta va- 
ras. 

Los demás caminos que cruzan en dis- 
tintas direcciones entre aquellos, tienen oobo 
inras,. ó el espacio que el uso haya deter^ 
minado (i). 

Una Gomisioft compuerta dethispedar i» 
obras prnUícas^ de un Vocal da la Gomisioir 
Topográfica, y de un mi^nbro de h Junta 
Ejdottómico Admimstrs^va; tiene eneai|;o 
•special de practicar lo& trabajas conveníaQ* 
te, pora reconocer d cuno y deou» úí^ 
cunstancias de estos caminos, y hacer las 



(1) D«Tf?tó dn 13 ^ EnefO de ♦ti3. 



rectificaciones que creyese conreníenles pa- 
ra el servicio púbFico. 

Hecha esta rectificación, deben amojo^ 
narse tos caminos, en una de sus Rneas k- 
torales; y fijado que sea el declive, nadie 
podii edificar ni abrir zanja 6 cerramiento 
permanente en sus orillas, sin previo aviso 
de la Autoridad competente, para b defi- 
neacion que corresponda: esta deFraeactos* 
debe ser practicada por im vocal ingeniero 
de la Comisión Topográfica. 

La Comisión nombrada, debe proponer al 
Gobierno todas las medidas que juzgue con* 
venientes, en el desempeño de las funcio- 
nes que le están cometidas (3). 

En los Departamentos de h RepúbGca, 
están declaradas subsistentes las condicio- 
nes con que fiwon agraciados los primeados- 
pobladores en las donaciones de tierras. 

Estas condiciones» coa las ciudes han pa- 
sado á sus succesores universales 5 parti- 
culares, son las contenidas en la hy 2 üt. 
lT,líb.4.* delaR. deL * 

En consecnencia fos caminos son aqw^ 
líos que establece el uso público, de ma- 



(l)Dceretikdc2SdeAbrlldeiSU. , 

(2) Rilict0de Mkña de ti da Difitoibra de ISiO. 

(3) Decreto de 2 dfe Septiembre de ItSÍT. 
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llera que deben considerarse tales, los exis* 
tentes, y toHos los que se establecieren co- 
mo mas breves y de mejores conveniencias, 
aunque, atraviesen la propiedad particular, 
sin que ningún propietario, tenga derecho 
á impedirlo (1). 

¥icARM APosTéLico. — Ei Vícarío 
Apostólico es el Gefe Superior de la Iglesia 
en todo el Estado, y ejerce la jurisdicción y 
funciones que por este título le correspon- 
den. Es nombrado por su Santidad, á vir- 
tud de presentación en terna hecha por el 
Gobierno, en uso del derecho de patronato 
que le acuerda la Constitución. 

Hecho el nombramiento, el Gobierno ex- 
pide el correspondiente pase al Breve Apos- 
tólico, previo dictamen de la Exma. Cámara 
de Justicia. 

Para ejercer el czrgo de Vicario Apostó- 
lico, se necesita, ademas de las cualidades 
que requiere el derecho canónico, Ciudada- 
nía natural, ó legal en ejercicio, y hallarse 
fijamente adscripto con título aprobado de 
congrua sustentación, á alguna de las Igle- 
sias del Estado (3). 

¥iNctTLAcioiv. — La unión y sugecion 
perpetua de ciertos bienes, ¿ un objeto de- 
terminado, del cual no pueden ser distraí- 
dos. 

Es prohibida la fundación de mayorazgos 
y de toda clase de vinculaciones. 

Ninguna Autoridad d¿ la República pue- 
de conceder titulo alguno de nobleza, hono- 
res ó distinciones hereditarias (3). 

¥ISITA «EMERAL 0E CÁRCEL. — El 

examen y reconocimiento que hace el Su- 
perior Tribunal de Justicia personalmente 
en la cárcel pública, sobre el estado de los 
presos y de las causas que se les siguen, 



(I) Doerrlod« 17 de Xovierribre de Í8i0. 

(í) Art. 3. » (Ic li lií> de 17 de Julio de fSJO. 

,3) Art. !.ia de U Cuns'tturlun. 



con el objeto de procurar el alivio posible 
de aquellos, y el pronto despacho de estas, 
en cuanto lo permita la buena administra- 
ción de justicia y la debida observancia de 
las leyes. 

A las visitas de cárcel deben asistir ne- 
cesariamente los funcionarios á que se re- 
fiere el Reglamento de 30 de Junio de 
1830, ó los que desempeñen las funciones 
atribuidas á aquellos. Están pues compren- 
didos en esta disposición, los empleados del 
Tribunal y de los Juzgados del Crimen, el 
Fiscal y ios defensores y procuradores de 
pobres en lo Criminal. 

Está mandado que la visita ordinaria de 
cárcel, se verifique una vez cada mes, sin 
perjuicio de las visitas extraordinarias, cuan- 
do el Tribunal lo juzgue conveniente (1). 

VIWTADS ROSPITALES. — ^VéaSC £ÍOS- 

pUales. 

VISITA SANITARIA. — ^La quc SO pasa 
por el médico de Sanidad á los buques de 
comercio que llegan al Puerto, antes de co- 
municar con la tierra, para averiguar el es- 
tado sanitario de su tripulación, y el del 
punto de su procedencia. 

Ningún buque procedente de ultramar, 
sea Nacional ó Extrangero, puede ser ad- 
mitido á libre plática, sin la competente au- 
torización de la visita de sanidad. 

En cl mismo caso se hallan los que pro- 
cedan de Puertos extrangeros situados den- 
tro de cabos, siempre que haya noticia de 
haberse desenvuelto alguna enfermedad 
contagiosa en el territorio de donde hubie* 
sen salido, ó hubiesen ocurrido en su viage 
accidentes de naturaleza sospechosa. 

En ambos casos deben indicar, al entiar 
á los Puertos del Estado, la necesidad de la 
visita sanitaria, poniendo su bandera Nacional 



(O Anjcrdo de! Trlbonal Superior d<» JTti llcia de 
26 de Kntrodc Ifül.v 13 de AuoMod.* t8»2. 
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á media asta, y evitando toda comunicación 
con la tierra. 

La visita de Sanidad, luego que llegue 
abordo, instruirá al Capitán del buque, de las 
prescripciones t]ne está obligado á observar 
en el Puerto. — Véase Capitati de buque. 

El Capitán debe ser interrogado también, 
bajo de juramento, sobre los puntos siguien- 
tes: 1 ^ Por su nombre, el del buque y su 
nacionalidad: 2 ^ El Puerto de su proce- 
dencia, y cargamento que conduce: 3 "^ Sí 
ha hecho escala ó arrívada en algún Puerto, 
y en caso afirmativo, en cual: 4 ® Si comu- 
nicó con algún buque durante el viage, y en 
caso afirmativo, si fué de palabra, ó si reci- 
bió ó envió alguna embarcación): 5 ^ Qué 
sabe del estado sanitario del punto de escala 
ó arrivad), y del del buque con que hubiese 
comunicado: 6 ^ Cuantas personas trae de 
tripulación, y cuantos pasageros: 7 "^ Si ha 
tenido algún enfermo, ó ha muerto algún 
individuo, deque mal, que dia, en que lati- 
tud, y qué observó durante la enfermedad: 
8 "^ Gomo fueron tratados los enfermos, qué 
medidas precaucionales se tomaron con sus 
camas, y ropas de uso: 9 ^ Si trae patente 
de Sanidad. 

El médico de Sanidad puede agregar to- 
das las preguntas que juzgue convenientes 
según el caso, y de todo debe labrar la cor- 
respondiente acta. 

Guando el buque hubiese de quedar en 
cuarentena, se hará constar en el acta, asi 
como el motivo que dé mérito a ella. 

Para que un buque sea admitido á libre 
plática, es necesario: 1 "^ Que tenga la pa- 
tente limpia. — Véase Patentes de Sanidad. 
2 ^ Que DO haya tenida durante la nave- 
gación, novedad alguna en la sakid de la 



tripulación y pasageros; y en caso de haber 
hubido enfermos, que sus enfermedades no 
induzcan sospechas de contagio: 3 "^ Na ha- 
ber arrivado durante el viage, á parages isos- 
pechosos ó infestados, ó comunicado con 
personas ó cosas . de esta clase: 4 ^ Que 
merezcan pleno crédito las declaraciones del 
Capitán, en virtud de estar conformes con la 
patente, y con el estado de las personas del 
buque: 5 ^ Que no haya noticias posterio- 
res á la salida del buque, que anuncien la 
existencia de alguna enfermedad pestilencial 
en el punto de su procedencia. — Véase Cua- 
rentena. 

visTAüDEADUATVA. — EmpIcados encar 

gados de examinar si las mercaderías que 
se importan, están conformes con el conte- 
nido del permiso respectivo. 

Todos los artículos que se despachen de 
la AduHua, deben ser examinados por uno 
de los Vistas personalmente, el cual debe 
confrontarlos con el contenido del permiso, 
y estando conformes, poner al pié de este, 
los derechos á que dichos artículos están 
sugetos con arreglo á la tarifa de Aduana; 
verificado lo cual pasa a las respectivas ofi- 
cinas de contabilidad, para la competente 
liquidación. Sí hubiese disconformidad en- 
tre las mercaderías y el permiso, caen aque- 
llas en comiso. — Véase Comiso — Contra- 
hando. 

Los vistas de Aduana, son cuatro, que 
turnan en el servicio. 

iri¥Aiii»BBMi. — ^Véase Mercachifles. 

VIVÍAS. — Las de empleados civiles y 
mifitares, inválidos y jubilados, asi como sus 
hijos, y en defecto de ambos, sus madres, 
viudas, tienen opción á una pensión del Es- 
tado, — ^Véasq Pensionistas. 
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SArABMun T mrnmmmtm. •*- Este s^n contrato celebrado con ei Gefe PoIh 

cuerpo es compuesto de on piqoete, depen* tico del Departamento, y aprobado por el 

diente de la Polictai mandado por un oficial. Gobierno^ tiene el deber de conservar las 

Tiene i M cargo dos bombas de incendio, bombas en perfecto estado de servicio, y de 

CUTO objeto es prestar sns servicios, donde instruir á los bomberos en el manejo de 

fuese necesario, en los (asos de incendio. ellas. 

El contratista de las bombasde incendio, 
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Habiéndose dictado algunas Feyes y otras resoluciones oficiales, que innovan ó modifican 
lo estatuido anteriormente; y en la imposibilidad de introducir las correcciones del ca^o, en 
los capítulos respectivos del Digesto Nacional que se hallaban ya impresos, nos ha sido 
necesario salvar esta dificultad, por medio da un apéndice que comprenda el contenido de 
aquellas disposiciones novísimas. 

Tal es el objeto de la adición que hemos creido deber introducir en la obra para perfec- 
cionarla y complementarla, acomodándola al estado de la legislación Nacional en los mo- 
mentos en que escribíamos este apéndice. 

Lo que se innove ó adicione ulteriormente, sera acaso con el tiempo, materia de una 
nueva edición del Digesto Nacional y que podrá ser aumentada ó corregida, según lo de- 
manden aquellas circunstancias, ó los vacies que quizá puedan notarse en la presente. 

Montevideo^ Agostode 1860. 
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ALUMBRADO P<JBU€0.-^En todoS loS 

Pueblos de la República que tengan alum- 
brado, y en los que no teniéndolo, se estable- 
ciese en lo succesivo, los habitantes de las casas 
que tengan una puerta de calle deben pagar 
un impuesto mensual de dos reales y los 
que tengan mas de una puerta, de cuatro 
reales, sean casas de familia, ó de negocio. 



En las casas donde habitasen varias fami- 
lias bajo una sola puerta, el impuesto debe 
ser pagado por el propietario. 

La administración de esta renta, está co- 
metida á las Juntas Económico Administrativas 
de los Departamentos, las cuales deben rendir 
cuenta anualmente al Gobierno, de su inver- 
sión (1). 



AJM. 



Aí6o ECONÓMICO. — Por disposición de 
la ley de 5 de Mayo de 1860, fué deroga- 
da la de 7 de Marzo de 1837, declarando 
que el año económico debe contarse desde 
1 ^ de Enero hasta fin de Diciembre. 

El presupuesto general de gastos de la 
Administración, debe sancionarse de un año 
para otro, presentándose por el Poder Eje- 
cutivo, antes del 1 *=" de Abril. 

Las cuentas de la recaudación é inversión 



de las rentas públicas, deben ser presentadas 
dentro de los quince dias siguientes á la 
apertura de las sesiones del Cuei'po Legisla- 
tivo. 

La ley del presupuesto general de gastos 
sancionada para entrar en vigencia desde 
1 "^^ de Julio de 1860, debe regir hasta fin 
de 1861. 



(I) Ley de 18 de Judío de I8C0. 
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AsiiiOBEMÉMBMOs — Realizado el es-^ 
tablecimiento de esta casa de asilo, fué re- 
glamentado su servicio, y aprobado el re- 
glamento por Üecreto del Gobierno de 27 
de Julio de 1860, 

El Asilo de méndigos fué fundado bajo la 
advocación de San Francisco de Asis. — 
Se divide en dos secciones principales, con- 
teniendo las oficinas y piezas necesarias pa- 
ra los méndigos y para los empleados del 
establecimiento. 

El asilo se halla bajo la dependencia de 
la Junta E. Administrativa de la Capital, é 
inmediatamente de una Comisión de vigilan- 
cia^ nombrada por aquella, y compuesta de 
nueve vecinos de la Villa déla Union, donde 
se halla situado. Esta debe nombrar sema- 
nalmente un Inspector de semana. 

Tiene ademas el Asilo, un Ecónomo y 
una Ecónoma, encargados cada uno en su 
sección, de todo los ramos anexos á dichos 
empleos. 

Los méndigos asilados quedan sugetos 
desde el hecho de entrar en el estableci- 
miento, a todas las reglas de disciplina y or- 
den interior establecidas en cuanto al aseo, 
á las horas de ir á la mesa, las de levantar- 
se y acostarse, y á los trabajos del taller, en 
el cual deben tener ocupación los que sean 
físicamente hábiles para ello. Los productos 
de estos trabajos quedan á beneficio de los 
que los hubiesen hecho, recaudándose y lle- 
vándose en cuenta por la Comisión. Si el 
méndigo saliese del establecimiento, aquella 
balanceará el Debe y Haber ^ y le entregará 
el saldo, si lo hubiese, siempre que saliese 
por razón que acredite su buena conducta. 

Los recursos para el sosten del asilo de 
méndigos, som 1 ® el producto de sus- 



cripciones particulares: 2 "^ los que sumi- 
nistre el Gobierno: 3 "^ las donaciones y li- 
mosnas particulares: 4 "^ el producto de las 
labores de los méndigos. 

Para ser adn^itido en el Asilo, es necesa- 
rio: 1 *^ Ser pobre de solemnidad: 2 "^ No 
padecer enfermedad alguna crónica conta- 
giosa. 

Son empleados del Asilo ademas de los 
que quedan detallados, un Médico, un Ca- 
pellán, un BotÍQario,un Portero, un Recolec- 
tor de suscripciones, y sirvientes. 

Las indisposiciones leves, deben ser asis- 
tidas en el establecimiento: no siendo asi, 
los dolientes deben ser remitidos al Hospi- 
tal. 

Los méndigos que falten á las prescrip- 
ciones del establecimiento, incurren en penas 
correccionales, como aumento de trabajo, 
privación de paseo, barrido, lavado de pisos 
etc. Son prohibidos los castigos corporales. 

Debe salir á paseo, tos Domingos y dias 
feetivos, acompañados^ de los sirvientes. 

Es prohibido visitar el Asilo de méndigos, 
sin llevar una targeta que acredite autori- 
zación para ello, de la Comisión de vigilan- 
cia. Son esceptuados los miembros del Go- 
bierno, los del Tribunal Superior de Justi- 
cia, el Vicario Apostólico, los miembros de 
la Junta Económico Administrativa, el Gefe 
Político, y los miembros de la Junta de hi- 
giene. 

No es permitido á los visitantes, dar li- 
mosna á ningún méndigo en particular. 

Las demás disposiciones de orden inter 
rior de este establecimiento pueden verse en 
el Reglamento respectivo. 

Es prohibido en consecuencia, pedir li- 
mosna por las calles públicas. 



AV. 



AVERIA. — Daño, deterioro ó pérdida parcial que sufre un buque ó su cargamen- 
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to, ya sea fortuita ó deliberadamente, toda 
vez que no proceda de vicio propio. 

En las causas sobre averias se observa io 
estatuido en el capitulo 20 de las Ordenan* 
zas de Bilbao, en defecto de leyes Patrias; 
pero, existen ademas, sobre el particular, 
usos y prácticas mercantiles que están ad- 
mitidas, y que tienen por tanto fiíerza de 
ley. 

Teniendo presente lo dispuesto por las 
leyes generales, el Capitán de un buque que 
41ega al Puerto, siendo el de su destino, hará 
su protesta ante el Juez de Comercio, espre- 
sando claramente las pérdidas, perjuicios y 
demás que hubiese sufrido; todo en conse- 
cuencia con io que debe constar en su libro 
de sobordo, haciendo después ratificar bajo 
juramento ant^". el actuario dicha protesta, 
por su tripulación, ó al menos por tres de 
Jos principales de ella. 

En la práctica los Capitanes hacen su 
protesta ante un Escribano, sea el de Mari- 
na y Aduana, ó sea el del Juzgado de Co- 
mercio, ó ante sus respectivos Cónsules, 
Juienes la presentan después traducida al 
uzgado de Comercio, que hasta ahora las 
ha admitido. 

Solamente siendo este el Puerto del des- 
tino, puede promoverse el juicio de averias, 
^si porque solo en tal caso hay jurisdicción 
para resolverlo, como porque en la conti- 
nuación del viage podrían haber otras ave- 
rías, resultando tantos juicios como escalas 
hubiese de hacer el buque. 

Hecha la protesta, el Capitán se presen- 
la al Juzgado de Comercio, pidiendo el nom- 
bramiento de perítos que asistan á la aper- 
tura de escotillas, y den cuenta sobre si se 
hallaban bien cerradas, si la carga aparece 
bien estivada, si se nota en ella averia á pri- 
mera vista, y en fin sobre el estado en que 
se halle el buque. El Juez nombra para ello 
dos Capitanes de alta mar, y con el informe 
de estos, se dá vista á las partes. 



En seguida se pide venia al Juzgado, pa- 
ra proceder á la descarga y entrega á sus 
respectivos dueños, de la carga que resulte 
en buen estado, con condición de depositar 
en los almacenes de Aduana la que resulte 
averiada, pidiendo por otro sí, que los pe- 
ritos nombrados para asistir á la apertura 
de escotillas, queden autorizados para ins- 
peccionar la descarga, para que, terminada 
esta, den cuenta al Juzgado de la que hayan 
encontrado con avería, detallando su mas ó 
menos, de qué ha provenido, si de vicio 
propio, de agua hecha por el buque etc. El 
Juez provee de conformidad, y los Capitanes 
después de terminada la descarga, dan in- 
forme minucioio del resultado de su encargo. 

Hecho asi, se pide el nombramiento de 
perítos para la avaluación del buque en el 
estado en que se halle, y la de las repara- 
ciones y reposiciones que deban hacérsele, 
para ponerlo en el estado en que se hallaba 
antes de la avería. 

El Juez provee de conformidad, nombran- 
do un maestro de hacha, y uno de rívera, 
acompañados á veces de los Capitanes nom- 
brados anteriormente. Estos presentan la 
cuenta detallada del valor de las reparacio- 
nes y reposiciones, del tiempo que debe em- 
plearse en ellas, y la avaluación del buque 
en el estado en que se encuentre, jurando 
todo ante el actuario. 

Debe pedirse también que el Juez haga 
vender por Rematador público, los efectos 
que se hubiesen depositado en la Aduana 
por averiados. Practicado esto y presentada 
la cuenta de venta, se dá vista de todo. 

Efectuadas las reparaciones del buque, 
se presenta al Juzgado lo siguiente, pidien- 
do el nombramiento de Contador público 
para que clasifique las averias, y liquide la 
que resulte ser gruesa. 

Las cuentas de almacén naval, maestros 
carpinteros y calafates, y demás pertene- 
cientes á reparaciones del buque. 
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Una cuenta de los sueldos y manutención 
del Capitán y tripulación, desde el dia en 
que terminaron las reparaciones del buque, 
que no pueden ser de mayor tiempo que el 
que hayan calculado los peritos. 

Una cuenta de venta, al corriente de pla- 
za, de cada recibidor de los articules que 
hubiesen llegado sanos. 

Otra simulada, de lo que le hubieran 
producido los articules llegados con avería 
ó echados al mar, debiendo el precio ser 
justificado con la firma de un Corredor de 
número ó de comerciantes. 

El Juez nombra Contador, y presentada 
por este la cuenta, dá vista: habiendo con- 
formidad departes, la aprueba, y se cumple 
lo que contiene. Las partes piden testimo- 
nio de lo que les interesa, para ocurrir á 
los seguros. 

Si hubiese oposición, se substancia como 
juicio ordinario^ y asi se resuelve en defi- 
nitiva con arreglo á derecho. 

Cuando hubiese habido echazón, para sa- 
berse el número de bultos echados al mar se 
hace la comparación entre los conocimientos 
de lo cargado, y un certificado de Aduana, de 
lo que se hubiese descargado, con especifi- 
cación de marcas, etc. 

La comparación de la cuenta de venta del 
Rematador, con la cuenta simulada de lo 



que hubieran producido sanos los artículos 
rematados por averiados, dá el monto del 
deterioro á reclamarse. 

Muchas veces sucede que después de em- 
pezada la descarga de un buque, se encuen- 
tran mercaderías averiadas, por causa de 
mala estiva, ó aberturas en las junturas de 
la cubierta 6 del costado del buque, ó por la 
calidad de la carga, embases etc. 

Este daño, ó sea avería simple, es á cai|;o 
de la mercadería averiada, y lo pags^ los se- 
guros, si el Capitán no ha tenido culpa, sien- 
do de cuenta de este, si resultase haber sido 
ocasionado por su culpa ó descuido. 

Cuando ocurren tales casos, es de prác- 
tica que el dueño de los efectos averiados, se 
presente al Juzgado de Comercio denun- 
ciando el hecho, y pidiendo que se nombren 
dos Capitanes perítos y de notoria compe- 
tencia, para examinar la estiva, cubierta, 
costados é interior del buque, y dar informe 
sobre la causa del daño. 

Resultando responsable el Capitán, debe 
resacú'lo con los flete? y con el valor del bu- 
que; y si esto no bastare, deben responder 
los aseguradores. No resultando judicial- 
mente culpable el Capitán, se saca certifi- 
cado de lo obrado, y con ello se reclama el 
importe del daño, de los aseguradores que 
están en tal caso obligados a pagarlo. 



IBA. 



BAKCO DEL SALTO. — Esto banco, cu- 
yo capital era de cincuenta mil pesos fuertes 
fué autorizado por la ley de 14 de Julio de 
1860, para aumentar dicho capital hasta la 



suma de quinientos mil pesos fuertes, divi- 
didos en tres mil acciones de dos cientos 
pesos, quedando en todo lo demás, vigente 
la ley de su creación. 



CO. 



colecturía GENERAL. — La Colcctu- 
ría General, debe publicar mensualmente, 
un estado demostrativo de sus entradas, con 



espresion de las sumas que hubiese trasla- 
dado a la Tesorería General, y al Banco 
Mauáy Compañia asi como de las que fau- 
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hicse pagado por afectaciones y oíros gas- 
tos (1). 

COMERCIO. — Por decreta de 6 de Agos- 
to de 1 860, fueron restablecidas las re- 
laciones comerciales, entre los Puertos de la 
República y el de Buenos Ayres, y abiertos 
al comercio dichos Puertos, que se hallaban 
cerrados por decreto de 22 de Enero de 
4858, quedando este derogado. 

COmSlO^ IKSPRCTORA DE ARn.%», 

vESTCARios ETC. — ^Todo ol armamento, 
municiones, pólvora y demás articules de 
guerra, asi como las telis, vestuarios, calza- 
do y articules de subsistencia que se com- 
pn^n por cuenta del Gobierno, deben pasar 
antes por el examen de una comisión de 
personas idóneas nombradas por el Gobierno, 
Á la cual compete informar sobre su cali- 
dad, á fm de adoptar con presencia de ese 
informe, las providencias que sean del 
caso (2). 



DIRECTA. — Los capi- 
tales fijos y circulantes en todo el territorio 
de la República, en el ano de 1861, están 
sugetos al pago de la contribución siguiente 
por una vez. 

Los ganados en general, seis por mil. Las 
tierras de labor y pastoreo, las fincas urba- 
nas y rústicas, los capitales en giro, y los 
bienes no especificados en la ley, tres por 
mil. Los tenedores de tierras públicas por 
cualquier titulo también tres por mil. Los 
cereales en general, veinte y cinco centesi- 
mos por cada fanega recogida. 

El aforo de los ganados y de los campos, 
debe establecerse por el Poder Ejecutivo, 
sea general o parcialmente. Para la avalua- 
ción de las fincas rústicas y urbanas y de 
otros bienes y propiedades, debe nombrar 



(1) Anirrdo del Hinistcrío de Hacienda de 4 de Ju 
nio de 1860. 

(2) Resolacion de ?1 de Jimio do 1860. 



comisiones en los Pueblos donde sea nece- 
sario. 

La regulación de capitales debe practi- 
carse por la declaración simple que cada 
propietario haga del suyo. Si esta declara- 
ción encubriese bienes del contribuyente en 
nna cuarta parte de su valor, se tendrá por 
fraudulenta, y se hará la avaluación por la 
comisión respectiva. Si el fraude resultase 
comprobado, el contribuyente queda sugeto 
al pago de la cuota que le corresponda, y 
el doble de su valor, como multa aplicable 
al revisador respectivo. 

En las cuestiones que se susciten y que 
no puedan transarse sobre avaluaciones de 
bienes imponibles, entre las comisiones pe- 
rici'iles y los contribuyentes, entenderá el 
Poder Ejecutivo en consejo de Ministros, 
oido previamente el Fiscal y un Asesor es- 
pecial, y resolverá lo que corres|)onda. 

El pago de la contribución debe hacerse 
en los meses que el Gobierno determine: 
el que lo demore ó rehuse, incurre en una 
multa del duplo. 

La contribución directa en 18Gi está 
declarada localizada y destiníida á gastos 
departamentales. 

Son escepluados de la contribución di- 
recta: 1 . "^ Las propiedades raices cuyo 
valor no alcance á quinientos pesos, á me- 
nos que el propietario tenga dos ó mas, cu- 
yo total valor iguale a aquella suma: 2. ® 
Las propiedades improductivas (i). 

Aumentada como se vé, la contribución 
directa, fue suprimido en compensación 
el impuesto departamental, para desde 1 . "^ 
de Enero de 1861, 

CÓBRALE» DE ADA8TO. — La Admiois- 
tracion de corrales debe publicar mensual- 
mente las cuentas de dicho ramo, sin per- 
juicio de pasar á la Contaduria General, los 



(f) Lfj de I i do Julio de 1800. 
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estados respectivos; cuya oficina úcno la 
obligación de hacer publicar también, ios in- 
formes ú observaciones á que en su caso, hu- 
biere mérito (4). 

COSTAS. — í^or acuerdo del Superior 
Tribunal de Justicia de 22 de Mayo de 
1860, está mandado que se eum[^a lo dis* 
puesto por la legislación Española, vigente 
en la República, en cuanto al cobro de cos- 
tas. 

En consecuencia, en los juicios ordinarios 
las costas deben ser tasadas y pagadas en 
tres periodos: i ^ Cuando se reciba la cau- 



sa á prueba: 2 ^ Cuando se haga publica- 
ción de probanzas: 3 ^ Cuando la causa se 
halle conclusa para deflniíiva. 

En los jnicios ejecutivos no pueden ta- 
sarse ni cobrarse las costas, hasta que se 
haya sentenciado la causa en definitiva, pa- 
gándose aquellas con el principal, décima é 
intereses si los hubiese, bajo pena de sus- 
pensión de oficio a los Escríbanos que {alta- 
sen a esta prescrí|)cion. 

EIn igual pena incurren aquellos que co- 
brasen mayores derechos que los determi- 
nados por el arancel 



CR. 



CRÉDITOS ro:%TRA EL ESTADO; Es- 

• 

tá mandado que se proceda por una comi- 
sión especial nombrada por el Gobierno, 
compuesta de cinco miembros, á la compro- 
bación y clasificación de todos los documen- 
tos de crédito contra el Estado, anteriores 
al año de 1852, que habiendo sido liquida- 
dos' y anotados por la Junta de crédito pú- 
blico, no fueron convertidos en tituios de la 
deuda consolidada. 

Los créditos anteriores á la fecha indica- 
da que no hubiesen sido presentados a la 
Junta, están declarados prescriptos, no pu- 
diendo entrar á la comprobación y clasifica- 
ción, ni admitirse sobre ellos transacción, ni 
demanda alguna ante los Tribunales. 

Los créditos comprendidos en la clasifi- 
cación, deben ser presentados ala Comisión, 
dentro de los cuatro y medio meses des- 
pués de nombrada esta. Los que no se hu- 
biesen presentado vencido este plazo, que- 
dan prescriptos. 

La Comisión debe concluir definitiva- 



mente sus trabajos, á los seis meses y me- 
dio. 

La fórmula de la clasificación debe ser la 
siguiente: Amparado par la ley de 17 de 
Julio de 1855, 6 Escluido por la ley de 
17 de Julio de 1855^ firmada por el Pre- 
sidente y el Secretario de la Comisión, 
quien lo notificara al acreedor (1). 

Para pronunciar cualquiera de las dos 
fórmulas, se requieren tres votos conformes, 
y la asistencia de cuatro miembros al me- 
nos. 

Los acreedores que no se conformen con 
la dasíficacion, pueden apelar de ella para 
ante el Tribunal de apelaciones, dentro de 
cinco dias, el cual fallará breve y sumaria- 
mente con audiencia fiscal, y sin costas. Si 
la sentencia del Tribunal fuese favorable al 
recurrente, su crédito será reconocido como 
hipotecario: en caso contrario, quedará pres* 
cripto para siempre. 

Los documentos clasificados, deben li- 
quidarse con el interés convencional coiri* 



(1) La ley citarla diré asi; En nada perjudica ii los 
(I) Acuerdo del Ministerio de [ia^irndo de 4 de Ju- acreedores hipoteca lio^, no prcM-ntar ¿as tilulua 'de 
nio de IS(jO. crcJito á la couvcrblon. 
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do, ó el legal, en los casos en que deba abo- 
narse, desde la fecha de su otorgamiento, 
hasta el 31 de Diciembre de 1851. Las 
liquidaciones practicadas por la Junta de 
crédito público con acumulaci^a de intere- 
ses son nulas y de ningún valor. 

El Gobierno debe presentar á la Legisla- 
tura de 1861, la liquidación y cuadro de 
esta deuda, y el plan de recursos para con- 
solidarla. 

Está autorizado ademas el Gobierno: 1 . ^ 
Para iniciar arreglos sobre la deuda ex ler- 
na: 2. *^ Para iniciarlos también con el ob- 
jeto de libertar las rentas de Aduana y pa- 
pel sellado de los gravámenes que recono- 
cen: 3. ^ Para iniciar del mismo modo 
arreglos con todos los acreedores del Esta- 
do, cualesquiera que sean sus titn|6s, dando 
cuenta de todo al Cuerpo Legislativo (1). 

La Comisión clasificadora fué nombrada 
por Decreto de 28^ de Julio de 1860, com- 
poniéndose de cinco miembros, y actuando 
como Secretario el Escribano de Gobierno y 
Hacienda. 

Debe reunirse dos horas todos íós Jias 
hábiles, y recibir y clasificar los documentos 
que le sean presentados, documentando á los 
interesados por los que queden en su poder. 

Llevará tres libros: uno de resoluciones 
y actas: otro de registro en estrado de los 
documentos que clasifique, y otro en que se 
anoten los títulos clasificados, y la razón de 
iá clasificación. 



Los créditos que hayan de liquidarse, de- 
ben pasar á la Contaduría General, cuyas 
liquidaciones, practicadas por el Contador 
liquidador, y visadas por el Contador Gene- 
ral, se anotarán en un libro especial para la 
deuda que resulte hipotecaria, con espresion 
<lel capital originario, y de los intereses de- 
vengados hasta fines de 1851. 

La clasificación ó la declaración de pres* 
criptos, debe escribirse al través del docu- 
mento presentado. Las notificaciones de las 
resoluciones de la Comisión deben hacerse 
por el Escribano Secretario. 

Sí ocurriese sospecha de haberse suplan- 
tado la clasificación de la extinguida Junta 
de crédito público, en alguno de los docu- 
mentos que se presenten, será resuelta con- 
sultando los libros matrices de aquella Ofi- 
cina.. 

Las Oficinas públicas deben facilitar á la 
Comisión clasificadora los antecedentes que 
pidiere.. . 

Luego que cese la Comisión se deben 
inutilizar los documentos que sirvieron para 
la deuda consolidada, y los existentes en los 
archivos sobre perjuicios de guerra, en la 
Contaduria General, con asistencia del Fis- 
cal de Gobierno y Hacienda y del Escribano, 
labrándose la coiTespondiente acta. 

Los miembros de la Comisión son retribui- 
dos con dietas de. cuatro pesos, los días que 
asistan á ella. 



»K 



DEPOSITO» 9G ADÚAi^'A. — CoU cl ob- 

jeto- de establecer ía conveniente uniformi- 
dad, entre los libros de los comerciantes, y 
los de la Alcaidía de Aduana, en cuanto ai 
derecho de almáccnage que adeuden aque- 

(I) Lry (le ^5 de Julio de IS60. 



líos, por los efectos depositados en los al- 
macenes del Estado, el Gobierno por reso- 
lución de 25 de Junio de 1860, dispuso 
que las casas introductoras tengan sus res- 
pectivas cuadernetas, en las cuales la Al- 
caidía les acredite los bultos de mercancías 
que introduzcan. 
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Estas cuájemelas deben ser de taiiiaño, 
cuando menos, de un pliego de papel co 
niun, y arregladas de manera que en el //a- 
her se esprese la fcclia, el número, la cosa 
depositada y su marca, y en el Debc,\d fecha, 
número y marca del bullo que salga, sea 
para consumo, para el almacén de detalle, 
para reexportación, ó con cualquier otro mo- 
livo ó destino. 

Por las mismas cuadernetas, debe hacer- 
se la liquidación del almacenaje cada vez 
que un bulto sea despachado. Las partidas 
de cargo, deben ser puestas en la Alcaidía, 
y llevar media firma de cualquiera de los 
Alcaides, siendo en consecuencia, las cua- 
dernetas, los únicos documentos que deter- 
minen la responsabilidad del Fisco para con 
los depositantes; debiendo los libros de aque- 
lla Oficina, y sus comprobantes, hallarse en 
perfecta relación con las cuadernetas de los 
despachantes, bajo la responsabilidad de los 
Alcaides, en cuanto á la exactitud de los 
asientos. Esta responsabilidad es extensiva 
al Colector de Aduana, por los atrasos in- 
justificados de escrituración, y por cualquie- 
ra otra causa que implique descuido, omi- 
sión ó negligencia. 

Los despachantes deben dejar recibo por 
los bultos que extraigan 

Ningún Alcaide puede separarse de su 
destino, se^ por destitución ó renuncia, sin 
entregar bajo formal inventario, los almace- 
nes y mercancias que tenga á su cai^o. 

Estas disposiciones son extensivas á to- 
das las Aduanas de depósito. 

DBCDABxiQiBiiE. — Está mandado que 
la Contaduría General expida certificados de 
los créditos de esta naturaleza, no documen- 
mentados aun, como son sueldos, pensiones, 
asignaciones y gastos de oficinas: Estos 
certificados deben comprender desde 1 ® 
de Julio de 1855 hasta fin de Febrero de 
1860, y deben otorgarse hasta fin de Di- 
ciembre del mismo año. Vencido ese plazo, 



queda proscripta toda acción de parte de los 
acreedores. 

Estos certificados pueden convertirse en 
títulos de la (leuda pública fundada^ al 
diez por ciento de valor. — Véase Deuda pú- 
blica fundada. 

Para evitar que se haga uso de los ex- 
pedientes ó documentos que sirvieron para 
la deuda consolidada, y los existentes en los 
archivos sobre perjuicios de guerra, el Po-^ 
der Ejecutivo debe adoptar las medidas ne- 
cesarias, á su inutilización. 

Los expedientes y documentos que no 
puedan inutilizarse por hallarse en poder de 
sus dueños, ó por cualquier otro motivo, no 
pueden servir de instrumento para deducir 
acciones contra el Estado (1). 

La Contaduría General debe expedir por 
la deuda exigible^ certificados impresos, coa 
el timbre Nacional, autorizados por el oficial 
1 "^ del ramo civil ó militar á que corres- 
ponda el crédito, y por el Contadorrevisador, 
visados por el Contador gei e.al. 

Los certificados deben ser*entregados á 
los acreedores originarios, ó á sus apodera- 
dos constituidos por medio de poder otorga- 
do ante Escríbano público, ó ante el Alcalde 
Ordinario de la residencia del poderdante. 

Los compradores de haberes, deben jus- 
tificar su derecho por medio de poder del 
acreedor originario, con espresion de los 
sueldos vendidos, y la autorización conferida 
para recibir el certificado respectivo. 

El 2 de Enero de 1860, la Contaduría 
general debe pasar el Ministerio de Hacien- 
da, la cuenta definitivamente cerrada, de la 
deuda exigible (2). 

DEUDA PfJBLlCA FUNDADA. La COU- 

taduria General debe publicar cada semestre 
un estado que manifieste las operaciones de 
la deuda pública fundada (3). 



(1) Lev df! 15 dp Julio de 1860. 

(2) DicrHode SI di* Julio de 1860. 

{i) Acuerdo del Gobierno de \ de Judío de 1860. 
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oFi€iÁLÍBJ9. — Por De- 
creto del Gobierno de -i de Junio de 1860, 
se declaró rescindido el contrato por el 
onal seencargó al Diario La Nación, la pu- 
blicación de los Dócuníientos oficiales, lla- 
mándose á nuevas propuestas para la cele- 



bración del contrato respectivo, debiendo 
formar parte de este, la publicación simul- 
tánea y por separado del Registro Oficial. 
Este debe contener todos los documentos 
oficiales expedidos desde el 1 . "^ de Marzo 
del mismo año. 
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ELECCIOlVB^t ALCAIiDESORMIV.tSIOH, 
DEFE!VfM»ReS DR ÜIENOftRS Y SUS SU- 
PLENTES. — Por la ley de 9 de Junio de 
1860, se introdujeron algunas reformas so- 
bre este punto. 

Para ser nombrado Alcalde ó Defensor 
de menores, es necesario ser Ciudadano y 
tener veinte y cinco años cumplidos de edad. 

Para formar la mesa electoral de estos 
funcionarios, el Alcalde Ordinario en ejer- 
cicio, debe sacar ocbo diasantes de la elec- 
ción, en acto público, ocho Ciudadanos á la 
suerte, de todos los que se hallen inscriptos 
en el registro cívico, para cuyo efecto, cita- 
rá por edictos y por medio de los Tenientes 
Alcaldes. De estos ocho Ciudadanos sortea- 
dos, los cuatro primeros formarán la mesa 
con el Alcalde saliente, que debe presidirla, 
siendo dos escrutadores y dos secretarios: 
los cuatro segundos, suplen á aquellos en su 
ausencia. Los que dejasen de concurrir sin 
causa justificada, incurren en una multa de 
veinticinco pesos, aplicable á gastos de en- 
señanza primaria. 



Los votos deben darse personalmente, de 
palabra ó por escrito. 

La mesa debe rechazar los votos que no 
sean dados por Ciudadanos, ó en que se vo- 
te por candidatos que no reúnan las con- 
diciones de la ley. 

Las votaciones deben anotarse en listas 
dobles, confrontándose cada pliego, por to- 
dos los miembros de la mesa. 

Cerrada la votación, debe hacerse el 
correspondiente escrutinio en público, le- 
vantándose el acta respectiva, proclamándose 
los que resulten electos, y comunicándolo á 
estos para que concurran á prestar el debí- 
do juramento 

En los casos de escusacion, ó de ser nu- 
la la elección, se procederá á nueva elección: 
en el primer caso ante la misma mesa, en 
el segundo ante otra mesa, previo nuevo sor« 
teo. 

En lo demás, están subsistentes las dis- 
posiciones anteriores sobre la materia. — 
Véase Elecciones de Alcaldes Ordinarios. 
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laUPUESTO DE ALUMBRADO. VéaSO 

Alumbrado público, 

iniruESTo DErABTAMEKTAL. — Ha- 
biéndose atribuido por resolución del Go- 
bierno de 25 de Abril de 1860, la recau- 
dación del impuesto departamental, á los 
Gafes Politices por medio de los respecti- 
vos Comisarios de Policia; y suscitándose 



dudas sobre si dichos Comisarios debian ó 
no cobrar la comisión de recaudación de 
que gozaban los antiguos recaudadores, el 
Gobierno declaró, por resolución transmiti- 
da á los Gefes Politices, en circular de i 3 
de Junio del mismo año, que los Comisarios 
de Policia, como empleados públicos conve- 
nientemente retribuidos por el Estado, no 
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debían gozar de la comisión asignada por 
la ley á los recaudadores partíGolares. 

Posterionnente por el arlicuio 15 de la 
ley de 14 de Julio de 186Ü, se declaró su- 
primido el impuesto departamental, para de»- 
de 1.^ de Enero de 1861. 

nVUBSTO DB NA¥B«ACNITV. ^El de 

cuarenta centesimos por tonelada, que pa- 
gan los buques por la luz del faro de la Co- 
lonia, está mandado continuar por diez años 
después del término señalado. — Véase hn^ 
pueilo de navegamn. Pag. 141. 

Si el producto del impuesto dejase so- 
brantes, deducidos los gastos de ilumina- 
ción y mejora del faro, y de compra del 
terreno en que está situado, debe aplicarse 
á la construcción de un muelle, y á la con- 
clusión del templo de la Colonia. 

La Junta E. Administrativa, está facul- 
tada para vender en remate él impuesto, y 
contratar las obras indicadas, todo con 
acuerdo del Gobierno, y con calidad de dar 
anualmente cuenta instruida de todo (1). 

IMPUESTO DB PAPBi« 9EI.IJIBO. — Pa- 
ra el año de 1 861 , eslá declarada vigente 
la ley sancionada para el de 1860, con las 
modificaciones establecidas por la ley de 
timbre [%). — ^Véase Impuesto de Papel Se- 
liado j Pag. 142 — Impueslo de timbre. 
Apéndice. 

mPCBsvo WR PATENTBs.-^En el año 
1861 debe regir la ley de patentes sancio- 
nada para el de i 860, con las modificacio- 
nes siguientes: 

1 . ^ Todo establecimiento que reúna 
giro por mayor y menor, debe pagar la pa- 
tente que corresponda á la venta por ma- 
yor. 

3. "^ Los vendedores ambulantes de fru- 
tas, verduras, carbón, velas, jabón etc. y los 



(I) Lfj de 3 dii Mió áe f 860. 
(3) Uyde U deiuUo^f 16S0. 



músicos ambulantes deben pagar patente 
de 3. ** clase, 

3. ^ Los puestos en los mercados ó 
foeía de ellos» aunque sean movibles, en que 
se venda carne de cerdo ó sus prepai-acio- 
nes, dd>en pagar patente de 4. *^ clase. 

4. ^ Los carpinteros que solo trabajen 
carretas de campo, y que en el mismo esta- 
blecimiento reúnan también fragua, deben 
pagar patente de la 5. ^ clase. 

5. ^ Los simples salazones de carne y 
de cueros, que reúnan ambos beneficios en 
un mismo local, ó el de graseria, ó cual- 
quiera de ellos, deben pagar la patente ma- 
yor inmediata á la designada para el año de 
1860 (1).— Véase Impuesto de Patentes, 
Pag. 144. 

lapiJBST» DB «•!«• — ^El que pagan los 
Capitanes y tripulaciones de buques de co- 
mercio que llegan al Puerto. 

Este impuesto es de cuatro reales ef Ca- 
pitán del buque, y dos reales cada marinero. 
Los extrangeros que tripulen buques del ca- 
botaje, solo pagan dos reales los patrones, 
y un real cada marinero (2). 

upVESTii DB TinBBF. — ^El de un real 
fuerte que están obligados i pagar por el 
timbre, los que extiendan los documentos 
siguientes: 

1 ® . Las letras de cambio para dentro y 
fuera del Pais, por cada via. 

2 ® . Los vales, pagarés, libranzas ú ór- 
denes de pago, y los conformes de plaza. 

3 ^ . Los conocimientos de los Capitanes 
de buques, por la cai^a que reciben á su 
bordo. 

4 ^ . Los contratos de fletamento. 

5 "^ . Los recibos que escedan de cien 
pesos, á escepcion de aquellos que se 

extiendan á continuación de documentosque 
se hallen ya timbrados. 

(t) UT de 9 de JuUo de 1860. 
(2) Ley de 19 de Junio de «8S0. 
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6. ^ Las transferencias de acciones de 
socieiiades mercantiles, cada vez que tengan 
lugar. 

7. ® Los docunwnlos de comercio y de 
interés particular, públicos y privados que 
procediendo del Extrangero, hayan de tener 
ejecución en el País. 

8. ^ Las pólizas de seguro* 

9 ^ La aceptación de letras de cambio 
giradas del exterior sobre cualquier punto 
del Estado, y el endose y negociación de las 
sacadas para el Extrangero. 

Los que debiendo asar del timbre no lo 
hagan, incurren en nna multa de diez por 
ciento sobre el valor del documento, y 
cuando este no determine cantidad, en el 
del ceatuplo del valor del timbre, no pu- 
díendo darse curso en juicio á tales docu- 
mentos, mientras no se justifique el pago 
de la multa. 

El Juez que diere curso á un documento 
sin timbre, debiendo llevarlo, y el Escribano 
que autorizo su protesta, incurren en la pe- 
na de suspensión por un mes. 

Guando en algún punto del Estado no hu- 
biese papel Umbrado, puede usarse def co- 
mún, haciéndolo constar, dentro de los trein- 
ta dias siguientes. 

Los vales, letras de cambio, pagares y 
libranzas ú órdenes de pago, que deben ex- 
tenderse en papel timbrado, están exonera- 
dos del papel sellado. 

El producto de este impuesto, es destina- 
do, en la part« que baste, á la construcción 
y sostenimiento de un lazareto. La ley que 
lo ha creado debe ser revisada anualmen- 
te (1). 

El timbre es blanco, y representado por 
una figura alegórica, dentrd de un circulo 
en cuya circunferencia se lee Timbre Na^ 
cional, y abajo 120 centesimos. Es admi- 



nistrado por la Colecturía General, la cual 
debe tener el papel timbrado en que hayan 
de. extenderse los conformes de plaza, letras, 
vales, pagarés y libranzas ú órdenes de pa- 
go, distribuyéndolo con intervención de la 
Contaduría General, y haciéndolo expender 
en parages convenientes en la Capital y en 
todos los Pueblos del Estado. 

No debe administrarse el timbre á ningún 
documento que debiendo estar extendido en 
papel sellado, se presente escríto en papel 
común, ó en sello inferior al que correspon* 
da, sin el pago previo de la multa corres* 
pendiente á aquella omisión. 

La aceptación y endoso de letras de cam- 
bio, debe empezar á escribirse en la letra 
aceptada, negociada ó endosada, concluyen- 
do y firmando en el papel timbrado que de- 
be agregarse. 

El producto del impuesto de timbre de- 
be ser vertido mensuahnente en la Tesore- 
ría General, con independencia del de las 
rentas de Aduana, y la cuenta debe llevar- 
se en forma estadística, con separación de 
clases (1). 

mPIJBST* »B TOKSLA«B. — LoS bo- 

ques Nacionales y Extrangeros procedentes 
de ultramar, deben pagar por cada loneta*, 
da, dos reales. 

Este impuesto se paja por una vez en 
cualquier Puerto de la República adonde 
lleguen y empiezen sus operaciones. 

Son esceptuadosde él: i . "^ • Los buques 
de guerra, y los transportes que no conduz- 
can efectos destinados al comercio: 2. "^ 
Los que entren pqjr causa de avería, tem- 
poral ú otro caso fortuito, y no hagan ope- 
raciones mercantiles, aunque descarguen 
para reparar las averias, reembarcando el 
calamento: 3. "^ Los que aunque vengan 
con efectos de omercio, no hagan su des- 



(I) Ley de 14 de Junio de 1800. 



(I) Decreto de 16 ue Junio de ISSd. 
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;^rga, siempre que salgan del Puerto den- 
tro del término de ocho días (1). 



El derecho do tonelajfe debe cobrarse por 
la Colecturía General (1) 



MN. 



msPECTDB mu AiAnBxrmn y brocsas 

MEDICINALES. — Este empIcado cujas fun- 
ciones son examinar escrupulosamente las 
substancias alimenticias, caldos y drogas que 
se despachen por la Aduana para el consu- 
mo de la Capital, ó que se remuevan de pla- 
za, ose saquen de los depósitos con destino 
ar interior de la República, depende inmedia- 
tamente del Colector General. 

Cualquiera de dichas substancias que se 
considere adulterada, debe ser sometida á 
un análisis químico, y si resultase la adul- 
teración, se rehusará su despacho para el 
consumo. 



Si la snbstancia adulterada, fuese no obs- 
tante, susceptible de otro destino, se per- 
mitirá el despacho, previas les garantías que 
el Colector exijirá, á fin de que no pueda 
ser introducida al consumo, haciéndose sa- 
ber el caso pDr los periódicos. 

Los vinos ydcmas caldos preparados arti- 
ficialmente, y las drogas medicinales que re- 
sulten adulteradas, deben sordesjomisadas y 
arrojadas al mar. 

En caso de duda ó reclamación sobre U 
calidad de las substancias examinadas, la 
Junta de hijiene pública debe resolver defi- 
nitivamente (2). 



PR. 



PRESUPUESTO «B\'ER.tL BE C.tSTOS. 

— El presupuesto general de gastos de la 
Administración pública, debe sancionarse de 
un año para otro, presentándose por el G )- 
bierno al Cuerpo Legislativo, antes del dia 
4^ de Abril (2). 



La ley del presupuesti sancionada par<i 
regir desde 1 "^ de Julio de 1860, com- 
prende diez y oclio meses, y termina con el 
año de i86i. 



TR. 



TRIBUKAIi SUPERIOR DE JUSTICIA — 

Por el articulo 10 de la ley de 15 de Julio 
de 1 860, le esta cometido el conocimiento 
en grado de apelación, de las sentencias que 
dicte la Comisión clasificadora de los cré- 
ditos contra el Estado anteriores alano de 
1852, no convertidos en títulos de deuda 
pública consolidada. 



Este juicio debe ser breve y sumario, con 
audiencia del Fiscal, y en él no se devengan 
costas. La sentencia del Tribunal es inape- 
lable. — Véase Créditos contra el Estado — 
Apéndice. 



(I) Uy de 19 de Jonip de 1800. 
{^) L«y do 5 de Mayo de 1860. 



(1) Dccnto de ?Ode Junio de 18(iO 
(2} D.c.'cto do 28 de Judío de I8C0. 
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